

por los 
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Acorta, d< mi Alíred". por detención indebida. Recurso de 
hecho ... 3 1 * 

Alejo, S. y otros culi U. Villa fañe. Contienda de compe- 
tencia ¿1 *5 

Ahnirón. Uraulio, con el ferrocarril central Córdoba, ex- 
tensión a Hítenos Aires: -obre exonerachrti del paj>el se- 
llado li J& 

Alvarez. don Galiino ; mi sucesión. Recurso de hecho . . ¿81 

Aparicio, don Higmio. en autos con Rufino Tolosa. sobre 
reivindicación. Recnr*o de hecho ....... 4°¿ 

Aracjna. Alejo, contra Maillard, por cobro de pesos; so- 
bre embargo preventivo 97 

Arquint de Xegri. doña Josefa, con I*. Varalla y otro, so- 
bre reivindicación. Recurso de hecho 15<> 

Avala. Pío del R.. contra R. Rovera y otro, tercería de 
dominio deducida por Juan Giorgio. Recurso extraor- 
dinario .... 43** 



b 



Ltanco Hipotecario Nacional cu aillos contra don llcra- 



clio Román, sobre |Mjsesión de un inmueble .... o, 
Marico Nacional, en liquidación, en el juicio efe deslinde 
de la finca "Madariaga' ' ; sobre citac¡ó:i de evicción y 

comjietcncia "7 

BartK. José, contra la provincia de Córdolia ; solire inter- 
dictó de retener 4' 3 

iVnitez, Clemente, criminal contra; jxjr homicidio. . . 404 



lío-co, José, contra el ferrocarril al Pacífico, sdbfé cobro 

4e pesos. Recurso de hecho 4*3 

i hita expedida |k>r S. Pío X, instituyendo obispo de Ca- 

tamnrea a monseñor Kcrnabé Piedrabuena .... Joo 

I infatuante, don Antonio, sobre inscripción de titulo de 

contador publico 3°9 

G 

Cabedo liallcster, Salvador, sn extradición requerida por 
la legación de España '5° 

Candía, Ciríaco, criminal, contra. |*jr falsedad; contien- 
da de competencia ......•>>• 

Cano. Auge), criminal, contra. por sulwtraeeión y violación 
de una carta certificada; contienda de ctMu^etencia . . iyy 

Castro. Vicente, su extradición solicitada |>or las autori- 
dades de Italia »M 

ChUotegúy, Silvio, contra el gobierno nacional, sobre trans- 
ferencia de una concesión de tierra 5* 

Compañía de (Jas Nueva de I Sueños Aires, con fisco nacio- 
nal, |xu defraudación a ta renta de Aduana . . - » 313 

Ci-miKiñia de navegación "Nicolás Mihanovvch ". apelan- 
do de una resolución de Aduana. Recurso de hecho. . 132 

Compañía de navegación Kío lienuejo, sobre recoiioci- 
miento de propiedad de tierras nacionales. . . : . 43* 




PALLO M LA 



fUfWMA 



Cuiten. }, y Cía., eti autos cutí don Ramón Sonto, ¿>or cu- 
bro de pesos. Recurso de hecho 4-M 

Contienda ele compele ;cia Cjfltjré --I consejo de guerra ,>ara 
jefes y oficiales riel ejército y anuaria y el juez federal 

de la capital ¡94 

Correa. Manuel Y., contra la municipal ir Lad <lc la capital, 
por daños y perjuicios; sobre procedencia del recurso 

extraordinario ¿y¿ 

Cortada. Lorenzo Pascual, con T. Yicyra La torre y Cia.*'; 

contienda de competencia -íói 

Costa. Benedicta Catalina de; su extradición .... 3K7 



Dramisino. Lucas; su extradición ....... ¿Nj 

hiiartc, don Miguel contra el i»oder ejecutivo nacin- 
nal, por ÍiK*rnisti(ucionatidad di* 1111 decreto .... 5^ 

fttlfe Kamón. con las "Oliras ríe Salubridad de la Na- 
ción", por cobro de impuestos ijB 



l'Ncoliar. doña Carolina O. de. j>or incunstítucionalidad de 
un decreto de indulto; sobre jurisdicción originaria. , +41 

Kscobio Vega, Leopoldo, su sucesión; contienda de com- 
IHtfcncia 1 M 



l'azio. Seguisinundo, m extradición solicitada por' las au- 
tor idark-s de Italia 271 



■ 



DE JUSTICIA DE LA NACIO* 

Fernández, don Pedro K.. contra la provincia de Corrien- 
te*, sobre inconstitucional ¡dad de una ley fe 

Ferrocarril Argentino del Este, con el fisco nacional, por 
defraudación a la renta de Aduana; sobre regulación 
de honorarios de conjuez . 2o¿ 

Kerrijcarril Hítenos Aires y Rosario, coo l.asso hermanos. 
|Kir devolución de fletes ; sobre competencia .... 422 

Ferrocarril Hueros Aires ai Pacífico, contra la provincia 
de Buenos Aires, sobre expropiación 37° 

Ferrocarril Central ATgciiluio, cu autos con II. I.agomar- 
sino. sobre incoiii|»etcncia. Recurso extraordinario. . 45 

Ferrocarril Central Argentino, con don H. Lagomarsinu. 
|wr daños y per juicios. Recurrí de revisión . . . . i-'i 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con doña Doló- 
te* R. de ] turras]*-, sobre daños y perjuicios. Recurso 
de hecho . ■ ao 9 

Ferrocarril Central Argentino, con municipalidad tk Cór- 
dolta, |x>r cobro de impuestos 2u¿* 

Ferrocarril Central Argentino con don José A. Pinero, 
sobre reivindicación Sfa 

Ferrocarril Central Argentino con clon Bernardo Rocha, 
jior daños y |ierjuttios; sobre competencia. ... 400 

Ferrocarril Central Córdoba, extensión a líuenos Aires, 
contra Braulio Almirún; sobre exoneración del papjl 
sellatk) 198 

Ferrocar-il Córdolta y Rosario, con el fisco nacional, j>or 
defraudación a la renta de Aduana; sobre inhibitoria. -¿4 

Ferrocarril de: Sud. en autos con municipalidad de La Pla- 
ta. |wr cobro de impuestos 382 

Ferrocarril O. O, Argentino, con don Francisco Jancllo. 

sobre devolución de flete 353 

Ferrocarriles Ú. Q. Argentino y Buenos Aires al Pacifico, 
contra la provincia de Mendoza, sobre expropiación. In- 
cidente. ... 374 




■■ ■ • < • ' • • 

FALLO» Dft LA CO*H SUPREMA 

Ferrocarril Midland de líjenos Aire*, en autos edri don 
Felipe Yofrc. Recurso tU* htrclin ¿yo 

1-t-rroearril al Pacífico, ablando fie una resolución de 
aduana'. 4' i 

Fierro, J. M.. en atiioy con Ana Pinedo de Rtu-, i>t>r cobro 
ile |m:hi>: sobre procedida del recurso extraordinario. 2fi 

Fierro, don José M.. eolito Antonio Herrera. jKtr devolu- 
ción de dinero; sobre procidencia (leí recurso extraordi- 
nario 305 

Fisco nacional, contra el ferrocarril Argentino del 
y otros. por defraudación a la renta de Aduana : solire 
regulación de honorarios de con juez 2üj 

Éisep nacional, contra el ferrocarril Córdoba y Rosario, 
por defraudación a la renta tjfe Aduana ; sobre inhibitoria ¿¿\ 

Fisco nacional, contra don Carlos Sarsotli. |xjr defrauda- 
ción a ia renta de Aduana ¿5*' 

Fisco nacional, contra A. I'ugliese, por defraudación a 
la renta fie Aduana: sobre responsabilidad del fiador. Jy5 

Fiseo nacional, contra Compañía de Gas Nueva de Híle- 
nos Aires, ;>or defraudación a la renta de Aduana. . ¿1 j 

Piico nacional, contra el ferrocarril del Sud, |>or defratt- 
ilacíón. Recurso de hecho 4^' 

FalHnaid, Eduardo, criminal, contra, por falsificación de 
documentos electorales. Recurso extraordinario . . . ¿o.' 

Franco, don Juan y otro, con don Carlos Wanters. sobre 
escrituración. Contienda de competencia ¿<u 



G 



Ciarcta. don Leandro, contra la provincia le Hítenos Aires, 
por integración de tierra-; >obre absolución de posi- 
ciones 



DJS JUSTICIA DE LA NACION *9| 

( launa. l : elii>e. en autos sobre hahctts t'orpus. Recurso ile 
hecho . -Mí* 

Gay. Guillermo, con Martín Navarro, por daños y perjui- 
cios: sobre incomi»eieneta 77 



OpM, don Antonio I... en autos con don Simón Barría y 
Cía., sobre interdicto ele obra nueva. Recurso <le hecho. -M4 

tliorgio. don Juan y otro, tercería de dominio en el juicio 
seguido núr l'io de! Rosario Avala, eoitra Antonio Ra- 
wra y trtro. sobre inter|>retación de la ley de pai»e! se- 
llado. Recurso extraordinario -|¿8 

Cfobierno nacional, con don Silvio Chilotegtty, sobre trans- 
ferencia de una concesión de tierra 51 

<k>hierno nacional, con sociedad anónima Nicolás Miha- 
novich, |>or cobro de i>csos . 307 

Gobierno nacional, con provincia de Hílenos Aires. [>or 
reivindicación * 3*5 

Gobierno nacional, con la provincia de llttcnos Aires, so- 
bre reivindicación del terreno ocupado |x>r d conserva- 
torio de vacuna 339 

íVmiei. Juan, criminal, contra: por homicidio, ... 204 

Góngora. Mateo y Máxim.> Gómez, criminal, contra; por 
lioiiiicidki 81 

González, don Gregorio, contra doña Dolores Wierna, |x>r 
ctiliro de arrendamientos Contienda de competencia . 259 

Grossi. don Adolfo, contra don Manuel S. I'erez y otro, 
iteticióu de herencia. Recurso de hecho Jjo 

Guimaraes, R. ( con Meyer y Cía., por cobro «le pesos. . 148 



Herrera, don David, su sucesión; contienda de compe- 
tencia .... 37 



4S3 PALM)S DE LA CQtTK SUPKtMA 



I Hondo. X estor, eo:i Conrado Porta, eso.brü división Je 
condominio. Contienda dé competencia 04 



Janelb, don Francisco, contra él ü'rrocarril C. < >. Argen- 
tinos sobre devolución de íleU* . 353 

Jurado, Enrique \\, con J. % Diüón, splíré escrituración. 
Recurso de hecho . , 1 57 



Larralde. (Ipña Marta 11.; expediente üegtiido con motivo 

ile sn fallecimiento, l-tecurso dé hecho 31^ 

t.ascano, don Martin, su -ucesión; contienda de conipe- 

leneia jH 

La, so linos, contra d ferrocarril Hueiio-. Airc> y Rosa- 
rio, ])nr devolución de fletes; sobre competencia. . . 4-í.í 

Lavareis. don Carlos, en autos con Feman'io Repello. 

¡hit cobro de pesos. Recurso de liedlo ¿14 

M 



Maillanl. V. con Alejo Arocena. i>or cobro de pesos; so- 
bre embargo preventivo 07 

M ai] lar (1, X.. dat\ Aliel J. I'érest, |>or Cobró de p/sos; so* 
hre embargo preventivo 104 



Miiiig'ii. Florindo, defraudado» de la renta aduanera. 

Recurso de hecho 

Meyer y Cía., contra R. ( "ruimaracs. |ior cobro fie pesas, 14K 
Mir Fcrrer, Antonio, apelando -le una resolución <!c aduana 1K2 
Molina, don Salvador, sobre eñ bajá fie la armada: sobre 

procedencia del recurso extraordinario 10 

Municipalidad de Córdolia, contra ferrncarril ,-entral Ar- 

«vminn: por cobro de impuestos 29H 

Municipalidad de la capital. con Carlos Seguin y otros. 

por devolución e inconstitueintialidad de impuesto*. . i'o 
Municipalidad de la capital, con la provincia de Buenos 

Aires, sobre reivindicad Vi del Jardín Botánico . . • ¿27 
AJunici|>alidad de La Pjata. contra é ferrocarril del Sud. 

jjpjr. cobro de impuestos & 2 

MtiiWiz, doña Dotare* A. de, con don Amadeo Fernández. 

sivbre filiación natural. Recurso de liedlo 221 



N 



Naranjo. Kusehio. crimina!, contra: por homicidio. .. . I7 r ' 
Navarro. Martin, contra Guillermo Gay. por daños y iwr- 

jtfícios : sobr L - incomjtetertcin 77 

Niiíiez, Juan Arse-iio. con don Rodolfo y don. Mario A. 

Rivarola y < tros.' ¡>or injurias. Recurso de hecho. . . 145 







()bra> ele Salubridad de la Nación, contra Ramón Dulce; 

por cobro de impuestos 

( >roz. Ciríaco, criminal, contra: ]ior homicidio . . - ■ 



138 
379 



Ostendorp. Alberto y Kerrer y Cía., contra provincia de 
Córdota. sobre irtconstitucionalidad de ley de implies- 
tos y devolución de dinero . 



2H7 



P 



Peña, doña l>e^a. contra don Rafael Peña, por alimentos. 33 

Peña, rlon Rafael, en autos con l>sa Peña, por alimentos. 33 

IVrez, Abel J., contra N. Mailtard. por cobro de pesos: 
sobre embargo prc ventivo . . . . • 104 

Pinero, don .(osi- A,, contra el ferrocarril central Argcnti- 
no. sobre reivindicación ......... 36a 

Porta, Conrado, contra I rio mío Néstor, sobre división de 
condominio. Contienda de competencia <>4 

Pracilio. o Soriano. Litis, criminal, contra; por homiridin 203 

Procurador fiscal de Jujm, contra el juez federal de ta 
misma sección 19° 

Provincia de Kuenos Aires, mn sociedad anónima "Puer- 
to de San Nicoiá>". sobre expropiación y oi»sieión del 
usufructuario 124 

Provincia de Hítenos Aires, con don Leandro García, por 
integración de tierras; sobre absolución de |iosiciones. 231 

Provincia de Buenos Aires, contra gobierno nacional, por 
reivindicación. 3 1 5 

Provincia de Rueño* Aires, contra ta municipalidad de la 
capital, sobre reivindicaciót* del Jardín Botánico . . 527 

P-ovincia de Rueños .Vires contra el gobierno nacional, 
sobre reivindieaciiVn del terreno ocupado por el con- 
servatorio de vacuna 339 

Provincia de Rueños Aires, con <lon Rufino Pastor, so- 
bre escrituración de una isla. Recurso extraordinario. . 350 

Provincia de Buenos Aires, con el ferrocarril Unenos Ai- 
res al Pacífico, sobre expropiación 3"G 



455 



OH JUSTICIA DE I.A N' ACION 



Provincia rk- Rueño* Aires, contra doña Agustina Roca 
de Marcó, sobre restitución di una fracción de campo, ¿¡¿o 

Provincia de Córdoba, con Alberto Ostcndorp y otro, por 
inconstkttcionaíidad de ley de impuestos y devolución 
de dinero 

I rovincia de Cordolia con jfrsé ItortU. sobré interdicto de 
ntener 4' 5 

Provincia dé Corriente*, con dun Pedro FE, Fernández. >o- 
l>re mconstitucíonalidad de una ley ** 

Provincia dé Mendoza, con don Jorgón Ramírez, -obre 
reivindicación 

Provincia de Mendoza con !o> íerrocar riles ti. O. Argen- 
tino y Rueños Aires al Pacífico, sobre expropiación, 
1 neidenre ¡f/4 

Provincias de Santa Kc v Córdoba, sobre limites interpro- 

* • 

viudales 4^5 

Provincia de Jujny. con doña Felisa Torres de Alvaradf>: 

sobre reivindicación 2 33 

Pilgüese, don Antonio, en 1.*s auto.- del fisco nacional con-- 
:ra J. LevatloisQ por defraudación en la renta de Adua- 
na: sobre responsabilidad del fiador 80$ 



Rada, don Juan, su snee4Vi ; contienda de competencia. i,p 

Ramírez, don Gorgón, córtfra la provincia de Mendoza. 
>obre reivindicación 

Rivas. Teófilo, recurso de httbeaj corpas; sobre proceden- 
cia del recurso extraordinario >»3 

Roca de Marcó, doña Agustina, con la provincia de Rue- 
ños Aires, sobre restitución fie mía fracción de campo, joo 

Rocr% don! Ser nardo, contra el ferrocarril C. Argentino, 
por daños y perjuicios; obre competencia 4°9 



496 FALLOS DE LA COtTE «UPK£M A 

N|iu 

Rodríguez. Alberto, y José Sáez. criminal, contra; ikt 
«homicidio 22Í * 

Rufino, (ton Pastor, contra el jioder ejecutivo de la pro- 
vincia de Unenos Aires, sobre escrituración tic una isla. 
Recurso extraordinario . $5° 

S 

Salcedo, don Kduardo; recurso extraordinario contra una 

sentencia del suprior tribunal de justicia de Santa Fe, 42 
Salva, L., Oran P. y otros, criminal, contra; por viola- 
ción a la ley de defensa >ocial • ,l0 

Sarsntti. don Carlos, con fisco nacional. por defrauda- 
ción a la renta <le Aduana w 

Sduappapietra. X*.. contra li. Dunican. i*>r cobro de pesos : 

contienda de competencia, . . 14 

Scgnín. don Carlos y otros, contra la munieiiwlidad de la 
capital. fK»r devolución de inconstitucionalidad de impuesto 161 
Piedad anónima "Xicolás Mihanovich". contra el go- 
bierno nacional, por cobro de pe**»* W 

Sociedad anónima ' huerto de San Nicolás", contra la pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre expropiación y oposición 

del usufructuario ,2 <* 

Sociedad territorial de La Plata, en autos con Luis C. 

Rodrigue*, sobre escrituración. Recurso de hecho . . í$5 
Solano, don Lint», con don Gil Lucero (su sucesión), por 

cobro de peso*. Recurso de hecho ,2ÍÍ 

StíU. F, M.. con L. M, Goldsolt. por incompetencia. Re- 
curso extraordinario . ®9 



Torres de Alvarado. dona Felisa, contra la provincia de 
Jujuy. l»or reivindicación 



457 
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riKiirmn. don Miguel, con ^ municipalidad de Castelli, 
,>or colero »e peso*; sobre procedencia elet recurso es- 
iraordiuario i. 

Incal. GmrsHlo, criminal, o mira: i*>r lesiones. Kccnrso 



ilc hecho , 



« ■ 



Várese. Kujíenin. su extradición. solicitada por las auto- 
ridades de Italia * ' " 2 * 

Vieyra l.atorre y Cía., contra don Lorenzo I ascua! Cor- 
tada. Contienda de competencia ■ . 2in 

Villa, fuan llantina; su extradición . . • " " * * W? 

Yillafañe, don B. ( contra S. Alejo y otros. Contienda de 
competencia ' * ? 

\ il1agra. Eduardo. Onofre Aguilera y otro*, criminal, 
contra: i>or liomicidio . . . * 



W 



Wanters. don Carlos, contra don Juan Franco y otro, so- 
Urc escrituración. Contienda de competencia . . ■ 

Wierna dona Dolores, con don Gregorio González, i>or 
cóbró de arrendamientos. Contienda de competencia. 2|0 



/abalza. Manuel, criminal, contra j por homicidio . 
Zucearini. doña Catalina. sobre insania ; contienda de com- 
petencia 



7" 

40 




do las matarías contenidas an al volúman CXlV 



A 

Absolución de posiciones. — Lós goltcrnadore* de provincia no 
pueden ser citados para absolver jiosieiones eil un pleito en 
ijuc la provincia sea parte Pag. 231. 

.ttrión impropíente — Es improcedente el pedido :le que se 
declare la inennstitneionalidad de u:ia ley. formulado á ob- 
jeto de obtener una declaración general de doctrina sin de 
ducir acción en forma emergente de la aplicación de esa ley. 
Pag. 8. 

.¡t¡li;/ita leifishrit'm. — La antigua legislación no ret|itería pa- 
ra la validez de una escritura de venta de bienes de im me- 
nor hecbá \w Sil tutor, la transcripción del acta judicial úp\ 
nombramiento de éste. Pág. 302. 

/i f elación para ante ht corte. - K.s improcedente el recurso de 
ablación previsto e 1 el inciso 2." del articulo 3 ? de la ley 
UÍimcro 4055. contra una sentencia t|ue aplicó unu multa de 
tni! ochocientos jjcsos oro, de conformidad con ío dispuesto 
i-n el articiLo í>j de la ley de aduana. Pág. 132. 
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l/»W«f»»H jtonr n»^ rorí^ «KpttWfc - 1» improcedente el re 
ciiMb de ablación, deducido dfe hechor contra una senten- 
da de la amara federal de ta capital, qne impune la ,»ena 
ríe multa [xir «na infracción aduanera, y que tue dictada 
después de la sanción de la ley numero 7055. ( Articulo 4. 
de la ley número 7035). Pág. 2?> 



B 



IHcit pé0C&. — V&sé "Reivindicación". 

B&iff ¿ flíHtiM - Véase "Antigua legislación". 

tóíi hoWfim — CorresiHímle conceder el pase de mía bula 
pontificia que no se opone a la* prerrogativas constitucio- 
nales y a los derechos de |»atronato nacional c|«c ejerce el 
gobierno de la nación. Pág. 200. 



mm m cstttdo de sentencia. - No es aplicable lo d.spuesto en 
el articulo ¡|P de la ley número 7 0f/> a las causas cuya tra- 
mitación ha concluido con el llamamiento de autos y se ha- 
llan en estado de sentencia en la cámara federal del Paraná. 

Pág. 224. ; , . . 

(Unción de cvkcuin. - U citación de eviccion no es una de- 
manda- contra el citado, sino un aviso a fin de que tome in- 
tervención en el juicio, sí así fuere su voluntad; y ta expre- 
sión de esa voluntad de intervenir es lo que convierte al ci- 
tado en litigante o parte en el juicio. En tales condicione*, 
es improcedente la declinatoria opuesta antc l,n J l,ei tal 
.»>r un citado de evicción. fundado en que el juicio raUonc 
persona es de la competencia de la justicia federal. Ingi- 
na 117. 



4B faixos dé la corre SUPWÍMA 

Competencia. — La limitación ¡te la demanda primitiva, a una 
mayor o menor pro|>ore¡ón ideal. |Htr derecho propio, tic un 
patrimonio indiviso que se 4rató de reivindicar a título de 
sucesor de coherederos y que dió lugar a «na declinatoria 
de jurisdicción deducida por el demandado y aceptada ](or 
el tribunal, no altera la naturaleza misma ile la acción ins- 
taurada en dicha primitiva demanda, y rjq ofrece. por con- 
siguiente, fundamento látanle para una resolución en sen- 
tido contrario a la pronunciada ácéptánÉi la declinatoria. 
Tág. it8. 

i inapetencia. — Véase "Jurisdicción". 

{ 'ainpürídad involuntaria* — Corres|>ondc aplicar la pena de un 
aiui de arresto al míe. sin intención dé asegurar el resultado 
de un homicidio cometido jior otro y precedido de riña, y 
ajeno a los antecedentes de ella, asentó un golpe ib plano 
con una pata que casualmente se encontraba en e! sitio, a ¡a 
persona que resultó víctima del homicidio, desarmándola y 
produeiénili »)e lesión calificadas de leves en el informe pe- 
ricial. Pág. 81. 

Ctmccswiwx aloraadas por ¡a nación, — La caducidad de las 
concesiones otorgadas por la nación, está sorr -tida al cri- 
terio y apreciación de la misma, según considere que sub- 
sisten o no los motivos de utilidad general que fundaron 
aquéllas, sin que ningún interés privado pueda sobreponerse 
a las consideraciones y voluntad del concédeme. Pág. 1=4. 

í onfesum en juicio* — Toda manifestación de un procesado en 
la que se reconoce como autor, cómplice <• encubridor de un 
delito o de una tentativa punible, surte los efectos legales 
de una confesión siempre que retina las circunstancias o 
requisitos que en el código de procedimientos en lo crimi- 
nal se determinan. Pag. 226, 

Congreso como leahlaUtra focal — 1<0S artículos 4," y 67. inci- 
sos 1: y 2* ile la constitución nacional, no tienen aplicación 
cuando se trata de fijar la naturaleza y alqtnee de !<h poda- 
re- del congrego como legislatura local, en lo concerniente 
al modo de constituir el tesoro munici|>al. Pag. 161. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 

Consulta cu con so criminal. — Elevada en consulta una causa 
con arreglo sil artículo Oyó ilel coligo tic procedimientos en 
lo criminal, si el procesa tío nombra defensor y expresa 
agravios, ta consulta se convierte en apelación, y el tribu- 
nal dé 2.* instancia puede legalmente modificar !a sentencia 
en sentido «les lavo rabie al re**. I'ág. ¿7<>. 

Contienda de competencia. - Kevoeada |Hít ia cántara respe- 
tiva la resolución de un juez federal en que >e declaraba 
competente y daba |»or trabada la correspondiente contien- 
da de coni]>elenda con un juez Ipcaí para conocer de! caso. 
110 hay Itase para que la corte suprema ejercite las atribueio- 
iies qite le confiere el articulo o.", inciso h de la ley rutinero 

Cotitiendu de competencia. — Debe ileelararse terminada una 
contienda de c<> 1114 telenda \**r inhibitoria, si la acción (pie le 
dio origen acrece subordinad* $ resuilado de otra deman- 
da posteriormente promovida con distinto objeto y proce- 
dimientos de substanciación. i*ág. 04. 

Contienda de competencia. — Del* considerarse trabada una 
contienda fie competencia entre un juca federal y un conse- 
jo de guerra, si aquél, 110 obstante no dictar resolución ex- 
presa declarándose ineoin|>etetite después de recibir un pro- 
ceso del tribunal militar, lo había hecho ya por auto firme 
haciéndolo saber i>or oficio a dicho -tribunal. I'ág, 193. 

Contienda de competencia. — No apareciendo que uno de los tri- 
bunales, en una o. míe ida de competencia negativa, haya 
insistido en considerarse incompetente, conforme a lo pre- 
visto en ei articulo 61 y concordantes del código de proce- 
dimientos en lo criminal, debe 1 remitirse los autos a .se 
tribunal. Pág. J85. 

Convención postal universal. — Véase * Defraudación a la mita 
de Aduana. 

Convenio con fuerza de ley. — Tiene fuerza de ley el con vea io 
celebrado )>or el gobierno nacional con p) de la provincia 
de Catamarca. de acuerdo con la autorización conferida por 



II FAtLM m LA CO«TB tUVUK A 

la ley numero 4158. estableciendo el procedimiento de apre- 
mio para el cubro de las cuotas adeudadas 110 r los servicios 
de las obras de salubridad construidas por la nación, en & 
dudad de Catainarca. Aprobado por la legislatura de Cata- 
inarea el expresado convenio. sus estipulaciones son obliga- 
torias para lo* propietarios de aquella capital a quienes 
afectaren las obras de salubridad construidas, cuino si ello., 
personalmente las hubieren aceptado. I'ág. 138, 
t urU suprema. — l.a corte suprema no puede intervenir conu 
arbitro i>ara resolver cuestiones de limites entre provin- 
cias, puntes que son de incumbencia inmediata y directa del 
congreso, til concepto de arreglos, a que se refiere el arti- 
culo.!." de la ley 1108. comprende las resoluciones en jui- 
cio arbitral, siendo, por tanto. extemporánea la ejecución 
]Kir vía judicial de un laudo osobre límites interproviucia- 
le-s no aprobado todavía por el congreso. I'ág. 4J5. 
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Declaraciones d¿ testigos. — La taita de ratificación, durante el 
plenario. de las declaraciones de los testigos del sumar io, 
no las i 1 valida, si ellas no han sido observadas en la esta- 
ción oportuna del juiciu. I'ág. ¿04. 

Declinatoria. — Véase "Citación de evicción". 

Defraudación a la renta de adtmna. — Kl inciso articulo io 
de la convención postal universal de Washigtoti, no se opo- 
ne a la aplicación de las sanciones penato t¡ue las leyes y 
ordenanzas imjjonen a la introducción, prohibida por esa 
cónienei^ni en envíos postales, de objetos sometidos a de- 
rechos de aduana. I'ág. 182. 

Defraudación a la renta de aduana. — La obligación de mani- 
festar el rancho, establecida en el articulo 72 de la ley de 
aduana núm. 40.U. «o se limita al manifiesto presentado en 
la primera entrada a un puerto. Tal disposición se refiera 
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a los artículos 31 v siguientes <te tas ordenanzas que no es- 
' tableeen restricción, exigiendo, en términos generales, que 
los capitanes presenten con el manifiesto genera! de la car- 
ga, una relación de pacotilla, anotando el sobrante de ran- 
cho y provisiones de a bordo, K! articulo 33 de las ordenan- 
lías ile aduana se refiere a los aparejos colocados llenando 
su objeto; iiero no a los materiales que. aunque adaptable 
a ese fin, se encontrasen encajonados o enfardados como 
mercaderías. I*ág. 256. 
Defraudación a lo venía de aduana. — U fianza otorgada con- 
forme al articulo $> de la ley de aduana, no sólo bace res- 
ponsable al fiador dé los derechos adeudados al fisco, sino 
que es extensiva a todas las operaciones que realic* el fiado.- 
I'ág. 2f|5- 

Dcfrattdacion a ía renta de aduana. - No es justa la aplicación 
de jK-nas al comerciante que ha incur ritió en error por ha- 
ber seguido las indicaciones y jiareceres de los empicados 
de aduana especialmente habilitados jiara apreciar la cali- 
dad de las mercaderías, y cuando esta calidad lia sido en- 
contrada conforme con la ley por el tribnnal de vistas y Ji- 
ljerada de impuestos jior la misma. Pág. 313. 
Hernandos contra ta nación. — Véase " r'resvripeióir. 
Denuncia de un procurador fiscal contra »n juec federal. — Xo 
puetíe: ser llevada a la corte suprema, ni como medida de 
$ur*crintendeneia (inciso 4.". artículo a." de la ley 7099), ni 
en el carácter de querella criminal, una denuncia formulada 
jwr un procurador fiscal contra un juez federal. 1% 190. 
Diplomas provinciales, — Véase "Inconstitucionalidad de de- 
creto del jioder ejecutivo". 
Domicilio. — l>ebc entemlerse como domicilio del causante de. 
una sucesión, el lugar indicado por éste como ta.! en un do- 
cumento, y que es ilonde tenía la mayor parte de sus bienes 
y donde viven la viuda é hijos. 110 obstante lo que resulta de 
una información de testigo* contradicha por utras declara- 
ciones. Pág. 28. 



Domicilio. — A los fines del articulo 3284 del código civil, Ta 
traslación de tina persona, al solo objeto de atender su sa- 
lud quebrantada, 110 deja presumir el ánimo de cambiar de 
domicilio. l'ág. 1 14. 

Domicilio. — A loa efectos de lo dispuesto en el articulo 3284 
del código civil, et hecho de tener el cansante de¡>ósiio¿ di 
dinero en un 1 lauco, pequeños con relación al monto de los 
bienes mani í erados, no prueba que aquél tuviese su domi- 
ciüu real a la toxica de su fallechniento en el lugar asienta 
del I lauco, si por su naturaleza y el tiempo que incitó en- 
tre el depósito y la muerte, se ve que no importaba el ejer- 
cicio de acto? de comercio que hicieran presumir el cambio 
de domicilio. I'áy. jjo, 

Domicilio. — K! domicilio establecido en un contrato debe pre- 
valecer sobre el real del demandado, a tos efecto- de las ac- 
ciones emergentes de dicho contrato. l'ág. 261. 

Oominio de la nación. — Véase "Terri lorias naeionaW. 

E 4 

Exención de Impuestos. — l'iui empresa de ferrocarriles nécfo- 
nales 110 puede resistirse al ]»ago de afirmados hecho & fren- 
te a terrenos que no contiene :i vi as ni construcción alguna 
<fe la empresa, porque la ley 5315 sólo exceptúa de tnp:xs~ 
ios las líneas principales o ramales, sin excluir todas Jas 
propiedades de los ferrocarriles, l'ág. 423, » 

Expropiación. — Declarado haber lugar a la expropiación y ra- 
tificada la posesiótl acordada al expropiante, no proct% \.\ 
ejecución de obras en e! terreno a expropiarse, jíedida n 
mérito de las dis|>osiciones de tos artículos 2514 y 2(137 del 
código civil, l'ág. 374. 

Expropiación. - Kxistiendo disconformidad entre tos fttfítos 
en la apreciación de la cosa a expropiarse, correspondo al 
jne* o a la corte, en su caso, dirimir las diferencias entre 
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las interesados, con arreglo al mérito de los informes su- 
ministratlos |tara apoyar sus pretensiones. I'ág. 376. 
Expropiación. — Véase -L^ufriietuario" 
Extradición. — lil procedimiento de ta extradición, independi li- 
lemente de los pació?, internacionales que reblan la mate- 
ria, está stHiietnk) a tas disposiciones |>ertincntcs del código 
respectivo, no debiendo aplicar-e, ni ¡air analogía, ara ley 
que la que rige el caso, ni interpretarse ésta extensivamente 
en contra del pn cesado. I'ág. 150, 
vtmdkum. — La circunstancia ríe haberse dictado en rebeldía 
la sentencia conde naioria contra un requerúlo, no obsta ;> 
la extradición solicitada i>or las autoridades de Italia, pt.r 
cuanto con arreglo a la ley italiana debe reputarse que se 
trata, en el caso, 110 de un con lutado, sino de un imputado, 
en cuya calidad se acuerda la extradición, pudiendo éste en 
tal virtud hacer valer las defensas y excepciones i|iie tuviere 
ante los jueces competentes del pais requiriente. l*ág. 2O5. 
Extradición. — No obsta a una extradición requerida en forma 
H>r las autoridades de Italia, ni la circunstancia le la con- 
tlenación en reU-ldia del requerido, ni la de hal>cr transcu- 
rrido más de die* años desde la comisión del delito llanta 
la presentación del requerimiento, si dicho término fué in- 
terrumpido im»t un proceso criminal reabierto en Italia l-oii- 
tra el reo, filtrante el cual, además de otros actos directos 
de procedimiento, se libró el auto motivado de prisión, asi 
como la sentencia condenatoria que se acompaña al pedido 
de extradición. Pág. 271. 
Extradición. — Hl transcurso de más de dos meses entre !a de- 
l ¡«ción de un requerido por las autoridades de Italia y ia 
presentación de los documentos que justifican el i>edido, si 
bien pudo dar derecho al detenido para solicitar o|>ortuna- 
mente su inmediata libertad, no puede invocarse como una 
y opción legal contra ta extradición, I'ág. 294. 
.tradición. — Ks procedenU- la extradición solicitada por las 
autoridades del reino de Italia, de un procesado |wr los de- 
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litos de homicidio consumado y tentativa de homicidio cu- 
ya identidad aparece debidamente acreditada. I'ág. 383. 

MxirüdiciÓH. — Según to tiene establecido esta corte suprema, 
.ni co n leñado en rebeldía |>or los tribunales italianos no es 
sino un imputado, ftn tal caso, la omisión de la sentenciá 
condenatoria, cutre ¡os recaudos acompañados, no es un 
óbiee para conceder la extradición. l*ág. 387. 

Extradición, - Kstableeiendose en la sentencia t|ue la ^tradi- 
ción se concede en él concepto de tratara ¿ti gsGM co- 
mo simple imputad) •. no puede válidamenie fundar obje- 
ción alguna de orden constitucional que impida la extradi- 
ción, la circunstancia dé haberse dictado en relníldia por >>> 
tribuna.o del país rcunirieute el fallo condenatoria l'á- 
gina 305. 
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FeijteralteQcióii de la ciudad de B'itcftas .íires. — acuerdos 
celebrados entre la provincia de tíñenos Aires y la nación, 
cotí motivo de la federal ización de la ciudad de líweñíis Ai- 
ro como capital de la república, fueron definitivos, c inha- 
bilitan a dicha provincia para iniciar acciones a titulo de 
antigua propietaria de! municipio y con motivo de la cesión 
mtc de él >e hizo. I'ág. ,11 5, 
IfywQcqrrtles nacionales. — Las dis|xisÍcione¡s del titulo 11, ca- 
pitulo til de la ley número J873. *»n aplicables tan sólo a 
lo> ferrocarriles nacionales expresados en el articulo j.". 
incisos t : f, M* y 3." de la mi ana, y 110 es posible extenderlos 
por era de interpretación a otro gem.ro de coinpañías de 
transporte míe no se han obligado por convenios a soportar 
los gmváníene.s establecidos en dichas disposiciones eoiuo 
condición para ejercer mi tráfico. I'ág. 307. 
■itero federal. — l.a aplicación de! articulo 8." de la ley núme- 
ro debe hacerse restrictivamente y limitarse a los casos 
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de procuraciones y cambios eti la persona de lo* acreedo- 
res. I'ara determinar et fuero en los casos de substitución 
ríe deudor no fe tomarse en cuenta el que hubiera co- 
rrespoudido al deudor originario, en razón de que el acree- 
dor que demanda al hücvb deudor no ejercita una acción ce- 
dida o un derecho que no te haya pertenecido originaria- 
mente. 1'ág. 77. 



11 



tuntiddi». — Corresponde ínípótter la pena de quince ano., ele 
prendió v accesorios legales, al autor «le un honucrlio co- 
metido sin ninguna circunstancia ;itetmante y con las agra- 
vante de alevosía v nocturnidad <art. 17. «tp. 1. íne. I. de 
ta ley número 41^. > art. 84. ¡"es. y 13 del cÓte pfe- 
„ál). Tratándose, en el caso; de un Mtif&r de edad, del* 
cumplirse la pena en penitenciaría, hasta que d reo llegue 
a la mayor tdad. Pag. 
Homicidio. — E< justa la sentencia que impone la pena de (he/ 
v siete años v medio tfc presidio y accesorios legales al ati- 
u.r de un homicidio cometido sin mv.liar circunstancias ate- 
nuantes ni agravantes. IVig. 71. 
Homicidio - Corrcspon<le imponer la pena de diez y siete años 
v medio de presidio v accesorios legales, al autor «le un ho- 
niicidio cometido sin mediar ninguna de ias circmwtonci-is 
especificadas en el articulo «4 del código jrcnal. 1'ág. 81. 
micidit* — Ks ju*a la sentencia que ittjpone die* y siete anos 
v medi» de presidio al autor de un Homicidio cometido me- 
diando las atenuantes de ébried^l parcial y provocacam de 
la victima y las agravantes de reiteración y reincidencia. 

Homicidio - justa la sentencia que condena a diecisiete 
años v medio de presidio al autor de un Iwmicidio perpe- 
trado sin circunstancia atenuante ni agravante. Pág. 204. 
Homicidio. - Ivs justa !a sentencia que imfiOtie ia pena de vem- 




LA 



«UfftKUA 



^gBJ^SE^.'' 14 : '•'*/'", :• " . ' 

tieinco años (le presidio al amor de un homicidio, mediando 
la circunstancia atenuante de ¡a ebriedad pardal volunta- 
ria y la*; agravantes (fe h>* incisos 2.". 10 y 13 del artículo 84, 
código penal; y condena al cómplice u ocho ano» de presi- 
dio. I'ág. ¿26. 

H omitidlo. — ívs justa ia sentencia (pie condena a sufrir la pena 
de diecisiete años y mcdk> de presidio con accesorios le- 
gales, al autor de un homicidio cometido sin provocación 
alguna de |>arte de la victima y con las circunstancias agra- 
vantes determinadas en el artículo 84. itipisé 15 del código 
penal. I'ág. 263. 

Homicidio. — Ks justa la sentencia tjué condena a munev uñt 
de presidio y accesorios legales al autor de luí homicidio 
petpétradc con la circunstancia atenuante de enemistad con 
la victima. Pág. 379. 

Homicidio, -- La ejecución de un Homicidio premeditad*» *or- 
prendiendo a la victima desprevenida e indefensa, en la 
obscuridad de ta noche, circunstancia* que aparecen haber- 
se previsto por A reo como medio de asegurar v¿ consunia- 
ción del hecho delictuoso, corresponde a la significación le- 
yal y juridíca de alevosía. Ta' crimen cae l^ajo la sanción 
del articulo 17, capítulo l, inciso 3.". letra a. de la ley 4181.1; 
pero no pttdiendo aplicarse ta pena extrema, en el caso, 
atento lo dispuesto en cí articulo 83, inciso 8. a del co ligo 
penal, corresponde imponer al delincuente veinticinco añ<» 
tle presidio y los accesorio* légalo. l*áí¡. 



fui puestos de pin iuieutta itUt. — La exoneración de inamenos 
municipales a míe >e refiere el articulo 8," de !a L'y n Mine- 
ro 5315. no comprende a los de ¡«cimentación. É'ág, 

fu const'Juclomúidad dé dcer&ta del poder cjceutko. — N*ingnnü 
de \üi artículo-' de la constitución puede >er interpretad* de 
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macera a almiar a las leyes o actos públicos de cada pro- 
vincia o Úé la cauiftl federal eferto alguno eNtraíerritorial 
cajjp (le alterar las cohái^ohés o formalidades que !as dc- 
mú* tengan prescriptas para el ejercido de determinadas 
profesiones dentro del territorio, sin diMuuión rnm siis 
propio- vecinos y lus de otra, o entre residentes y no resi- 
cíenles, P»es cada provincia se la propias nigtítiiciones 
¡..cales v se rige por ellas con entera independencia de \$s 
demás. í\n con? tenencia, no es i.u-insliiucionai el decreto 
del t*>der ejecutivo nacional de i. de abril de i*»/- cuando 
exige en el articulo 8." ta reválida i!e los diplomas expedido* 
• por autoridades provinciales, siempre qtic lo? titulare* pre- 
tendan ejercer su profesión en la capital federal. ;s >). 
htconstttttciottalidati de impuestos. - Del articé-. 4- de 1» 

titueión nacional nose infiere que tos impuestos hayan de 
recaer siempre y exclusivamente 8Qlir| las renta* y no so- 
bre tos capitales Eii consecuencia, el impuesto de 5 1;'"" 
ciento Sobre las entrada* brutas de los teatros, diableado 
por una ordenanza municipal, no es inconstitucional. I 'ani- 
ña lí>i. 

tmortslitm hnalidtui de impuestos. — Kntre los derechos qué 
constituyen la autonomía ele las provincias, es primordial e. 
de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención al- 
guna de autoridad extraña, derecho que no podría ser ejer- 
cido con la amplitud c independencia necesarias, si hubiera 
de hacerse efectivo |>or autoridades qt;« fio fueran las pío 
pías (arts. 104 y 105 de ta constitución nacional U l'ág Jitt. 

Ineomttinctemlidnd de impuestos. - Son contrarios al artículo 
10 y correlativos de ta constitución nicionai los impuesto: 
exigidos por leyes locales con motivo de la extracción cíe 
frutos o valores de una proviada |mra otra. i*ara la capital 
o el exterior, sea cual fuere el nombre que tengan, y ain. 
cuando no se haga distinción en dichas leyes entre el Amér- 
elo interno, exterior o interprmtneial. l'ág- 28 7- 

hitetdkU* de manutem wn de h posesión. — Siendo las auton- 



«ladc* políticas de un departamento de Ja provincia de Cór- 
doba agentes naturales (leí gobierno de esa provincia, todo 
cuanto eHas hagan o ejecuten en tal carácter y que lesionen 
un derecho ¡jarttcwlar garantido por las leyes, sin importar 
un crimen o delito, obliga a dicho gobierno. Kn consecuen- 
cia, procede ei interdicto «le manutención de la posesión en- 
tablado contra el gobierno de la provincia por la apertura 
de un camino hecho por las autoridades locales en un cam- 
po de propiedad privada poseído por el actor. I"ág. 4 i 3. 
interpretado» de leyes del congreso. — l*as explicaciones n 
aclaraciones hechas en las cámaras del congreso por los 
miembro* informantes *le tos proyectos :le ley constituyen 
una fuente de interpretación. l*ag. 
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Jardín Botánico. — Véase "Reivindicación". 

J iteres naturales, — La garantía del artículo 18 de ta constitu- 
ción nacional lia sitio directamente acordada a los procesa- 
dos. Tal garantía no sufre menoscabo alguno cuando |*or 
una ley se modifican las jurisdicciones establecidas atribu- 
yendo a nuevos tribunales permanentes cierto género de 
causas que antes conocían otros que se suprimen o cuyas 
atribuciones se restringen. I*ág. flk). 

Juez letrado. — Es improcedente la solicitud de reposición de 
un juez letrado de territorio nacional, cesante por un decre- 
to del |»oder ejecutivo que declaró terminado e! período por- 
que fué nombrado» y el pedido de ínconstitucionalidad de 
«Hcho decreto. Pag. 56. 

Juicio universal. — El juicio universal de concurso atrae a sí 
todas las acciones contra los bienes iiel fallido, las que son 
j)or tal motivo de la competencia privativa v excluyeme del 
juez local del concurso. Pag. 148. 

Juicio nnh ersal. — Véase "Jurisdicción". 
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- Es jt«z competa 1»™ ¡g 
«kilos en <ni* * ejerciten acciones pers-malc». «m pre.e 
£E .1 é Irttóte «W deman. **■ g*£ 
exolioit. o implícitamente para la «f«!*A de un contra*. 

principales <> va áccespríSi. V»K- 
mdtkfíi» - El jiiici.. «..¡versal .le a»™ a s. todas 

éáúsas p, »«* personales contra el difunto, cual- 

miiera que sea el estallo «le ellas. 1'áR. J7- 
J,,ri«iirr¡á» - El juc <iue declaró una insania. paaSfe -n »u- 

tnda,l.le ¿J * f «Wffflí 

lo* efeetos de esa declaratoria ron relación a la iar-.n* > 

bienes ilel incala*. I'á». 4«- 
W.W¿rf¡mV..i - C..rres,».n.le a los tribunales federaks el ).«- 
' Círm» « «Mito * íalse-W come**» para obKner „na 

excepción «leí serv icio militar, ra«. 4* 
TMicem - Ei eongre». como le«i*!ati.ra local <t- a capi- 
t á hahilitadoU re R l»,«e„t»r la . I M jlMgg 
.» v «-meter «te alm** a la jurisd.cn<.n .le los tr.buna es 

l tunero c * #» exis.cn en e-la. So 

tribunales federales entender en acusaciones |»-r ab«»S o 
le . .rema, ya se trate de publicación* «Wta 
S » <ls desacato, injurias, calumnias o *^g¡ 
la contra la subsistencia de la* inst.tucones y la hk tac» n 
á «cerlas. Kl delito de distribuir o hacer ^ emular mv 
L», pn.hibi.los por la ley de defensa social mim » 
'¿« ser Sdo a los jueces locales del fuero cnn.n. I a- 

J„ríÍZ!Z - Corresponde a la j.teticia federal d«»£-¡£ 
t. de los ddmte de violación de correspondecr... Pag. W 
/.,r.«rf¡«iáH - No corresponde a la curte suprema conocer (le 
J 1:Zr M contra «na regn.aci.Vn de hono«- 

la* «n j«e« «d »<-r. « causa en que ¡a nieto- es parta 

I.» demanda tendiente a Atener la escritura- 



cióti de im contrato privado, importa e! ejercicio de una 
acción personal, y su conocimiento corresponde, por lo tan- 
to, al juez del lugar indicado explícito o iiuplicitanicnfte 
ra la ejecución del contrato. l'ág. 210. 

Jurisdicción. — Es competente |>ara conocer en un juicio por 
col tro de arrendamientos e indemnizad" \ de iwrjuieios el 
juez del tugar implícitamente establecido para el cumpli- 
miento de las obligaciones emergentes del contrato de lo- 
cación, llág. 259. 

Jurisdicción. — Las acciones por cobro de impuestos munictita- 
les son de exclusiva competencia de los tribunales provin- 
ciales. La justicia nacional es incompetente para conocer 
de las cuestiones sobre cobro de impuestos locales, mien- 
tras no se |iaguen y formulen, después, las acciones de re- 
petición eme lucren procedentes. l'ág. 282. 

Jurisdicción. — Los juicios |>or cobro fie impuestos son de cojjjh 
jwtencta de los tribunales locales res|iectívos fie las provin- 
cias cuyas leyes u ordenanza* Kan establecido di olios im- 
puestos, cualquiera cjue sea el domicilio de los demandado» 
y las eNce]K'iones <jue se o]xtngan (árts, 104 y 105 de la 
constitución uackmal y 2." de la ley núm. 48 i. l'ág. 20& 

Jurisdicción. — Corres|x>n<k- a la justicia federal el conocimien- 
to de una causa contra una empresa de ferrocarriles nacio- 
nales. i*>r daños y iterjincios causados i)or la demora en ,a 
entrega de un equipaje, coino regido |ior la ley geieral de 
ferrocarriles. Pág. 401). 

Jurisdicción. ™ líl artículo nf» :le la ley de aduana >ólo se refie- 
re a los empleados de ésta, a quienes autoriza a reclamar 
al ministerio de hacienda de las revoluciones de los admi- 
nistradores, en los casos de absolución o atenuación de las 
penas señaladas por las ordenanza*. Xo resultando (jtie d 
denunciado haya apelado ríe la resol lición de la aduana ai 
ministerio de hacienda, no puede denegársele la apelación 
interpuesta para ante el juez federal. l'ág. 411. 

Jurisdicción. — \o corresponde a la justicia federal el conocí- 
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nitenio de tas causa* de jurisdicción crnicnriwte «i las que 
^ Ínr AemaiKlaifc» i» «xc le de «i.úiientos pesos, cuando. 
¡^í£ft^ ^o?a j»r« de p,, de 
la provincia respectiva. Pag. 4**- 
, „j , ¡„ „¡Htor — l.os empicados de las intendencias Wr 

S?tf s„s función a la Jwtottdta «ta». «™ 
£* .Nen -e pertenecer a esa M** **P 
dé la conüsión de los acta* delictuosos. I ag. >?3 

™«ra SttA noinhre exelusiv., «te 
■mera que sea el M*i* personal que en la »«sa tunera 
"íllUr,, de .a provincia, ® «** f^J* 
a) declarar httlo «O*. B?eto i»"" <■ <-™> d a, "« a ; 1 "- 
Ufante periu. venga a hacerse ,«rt.cipe o a en. mu- 

.aciones .le las partes que han intervenido WffiJ¡¡* 
,¡„ prohihir la sustanciación del ,.uc.o o anular las a...... 

ciones. l"Sg. i'S- . „„ 

jfofefttfi oriymari». - U corte suprema no puede MOOOT 
„r«in»ri»i.>cntc de «na acción de M# * 
*££55& «n decreto de indulto dictado por el («fe! 

ejecutivo. Itg. 44<- 

d taci«o 14. articulo '7 * '» constituci-Vn. de fi ar :« á 
n,r X lt provincias, no «ch,e ., 
wtc suprema, en los casos de toa artículos ,oo. mi > 

tadas entre prcvincias. «*~ I» *gg 
k encuentre dentro de sus respectivos ™ ' 
relé la «solución que haya * dictarse no imphqne íor- 
Z a^e la determinación de los limites 
Slfe de los determina*» por «! con*™, Pi" 

iia 425. 



Ley de federaiizaeióu del municipio. ~~ lv hecho tic <|tte ta na- 
ción haya abonado a la provincia ríe I tumos Aire* el valer 
<lc una superficie <te terrenos en 1'atcrmo. no puede esti- 
marse constitucionalmentc como tina derogación fie las le- 
ves 058 y ioji>. y en el caso de míe faltos tic la corte hubie- 
ran reconocido derechos a favor de \a provincia ¿n sus re- 
laciones con la nación, tal reconocimiento no se refería a 
lós terrenos de! Jardín llotáuico. 1%. 327. 

M 

Municipalidades. — f.as municipalidades mi son más <.[ue dele- 
gaciones de los podvrcs provinciales, circunscriptas a fines 
y límites administrativos. t|ue la constitución ha previsto 
como entidades del régimen provincia' y mi jetas a su jiro- 
pia legislación íart. 5."' i\c la constitución nacional), para 
lo cual ejercen tamhién facultades impositivas y coeMcn- 
sivás en la parte de poder <jue para este objeto le acuerden 
his constituciones y leyes provinciales. \*hg, ¿1*2. 

F 

I'ttt tp de ■(¡nata-litis. — I,a nulidad con rpie la ley número 3004 
afecta al pacto de tjnoht-fitis: no impide lu substanciación 
del juicio ni anula sus actuaciones, Pág. 390. 

Pacta de {¡nota-litis. — Véa^e "Jurisdicción originaria". 

¡ a peí de tic t ilación. — l.a presentación de un escrito en papel 
común, pero con una estampilla de igual valor al sellado 
exigido por ia actuación judicial, no da lugar a la aplica- 
ción de muka por infracción a la ley respectiva, P%. 
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Pntri sella**. - Ni en los tirminos "¡ *" *» í*»^*2 
sellado para la» empresas ferrocarr.1er.-is q«e P« 

sentcn en juicio. I'ág. I<)8. 

* I* - Véase Trcscr,pc,on . 

I'rescripcum. - El 9 ne pretende «M»!*»£2a5£H£ 
debe reclamado ante ella dentro .le! term.no de a -re. n 
e ^ v luego de desconocido, tendrA ft^&g* 
ciafammte para interrumpir la prcscnpc.on en curao, pera 

ieela ará presenta a «.licitad del demandado l'ag. ,.. 
pJSSm - Él eoooeimiento posterior a 1» #»»^ 
¿SSÍtoV PM.H. tener C d,,eño de la esa. de |a toa de 
derecho del fe se .a trasmitió, no *fM^*^ 
vicios a que se refiere el arricio 4009 del cod.R» " 

K™ d 1 »- ,, . ... o,,, decidir si se llalla t. 

Pnscñtai* ''<• Ai «crida rrtmtool. — I ara iteeinr 

no pre«r¡pta una acción criminal o «lia ,-ena « nuestro le- 
rec r«^civ». hav <pk considerar «.lamente » pena ,- 
dtdén" inis.no cs.al.leci.la par, el delito ¡mn.lthudo W 
tlSL ie acusar el delito de falsificad*, de las .nna, de 
££« de cambio se presen.* a l« diea anos 

,,„•;.(,„„•„ _ lil privilegio acordado por el articulo 10. m*> 
IV de la ley orgánica militar número Mí- 86 reí , ,er< . " 

res v no a las de éstos en su srft.ae.on de rct.ro I'ág. 33. 
miento .le apremio no son de orden publico. 1 .3*. 
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leyes en vez de otras. \ En el caso, las antiguan leven espa- 
ñolas en vez del código civil argentino). Pág. 302. 
Recurso de queja. — Denegado j>or la támara ele ablaciones en 
lo criminal el recurso extraordinario de! articulo 14, lev 48. 
d de queja debe interponerse dentro del término de tres 
días. l*ág. 440, 

Recurso de revisión. — ICl hecho de que un míemhrn :le la corte 
firme, por error, una sentencia en un asunto en míe habla 
intervenido anteriormente como juez, no afecta la validez 
y 1egaJi<lad del falto suscrito ¡*>r la mayoría, ni autoriza 
el recurso de revisión, Pág. 121. 

Recurso extraordinario. — Es imiwoeedtntc el recurso extraor- 
dinario previsto en el artículo J4 de la ley 48 deducido |»ot 
el Danco Hipotecario Nacional contra una sentencia que se 
limita a rechazar un |>edi;lo de posesión, formulado ]>or el 
Hanco. eñ razón de que ella le había si*lo <lada anteriormen- 
te, lo que constituye una cuestión de hecho, extraña al ci- 
tado recur*). Pág. 9. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario previsto en el artículo 14 de la ley mim. 48. dedu- 
cido contra una sentencia que no ha tomado c:\ considera- 
ción cláusula alguna ríe la constitución nacional. trata:lo o 
ley del congreso, por carecer de jurisdicción para ello. Pá- 
gina 16, 

Recurso extraordinario, — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario previsto en el artículo 48 de la ley núin. 48, contra 
una sentencia que rechaza la competencia del fuero federa? 
invocada |x>r el recurrente, y que se funda en el hecho de 
domicilio, punte» ajeno al recurso interpuesto. Pág. 26, 

Recurso extraordinaria. — No es sentencia definitiva a los efec- 
tos del recurso extraordinario previsto en el articulo 14 de 
la ley núm. 48. un auto de una cámara federa! que rechaza 
las excepciones de falta de jurisdicción y falta de acción 
opuestas por im procesarlo por falsificación de documente* 
electorales, siendo, en tal caso, improcedente aquel recur- 
so. Pág. 30. 
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Recurso extraordinario. — Es procedente el recurso extraordi- 
nario previsto en el articulo 14 de & nvm. 4**« deducido 
en un pleito en que se ha discutido la inteligencia de! ar- 
tículo 10. título IV de la ley militar número 470;. y la «te- 
nsión ha sido contraria al derecho que el recurrente lia 
fundado en ese artículo al sostener que, con arreg'o al mis- 
mo, la asignación con-cs|)Oiidiente al retiro 110 podía ser 
afectada en proporinY>n albina al pago de una jicnsión ali- 
; mentteia. í Si bien, en el caso, se trataba de un juicio ejecu- 
tivo, la corte suprema entendió que el auto a|wla:lo había 
resuelto con carácter de definitiva la inteligencia que debía 
darse al citado articulo 10 de la ley 47°7>- Wfi 33* 
Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de 
leyes locales y de cláusulas de la constitución de una pro- 
vincia, es ajena al recurso extraordinario previsto en el ar- 
tículo 14 de la ley número 48. Pag. 42. 
Recurso extraordinario. — No *s sentencia definitiva a los 
efectos del recurso extraordinario previsto en el artículo 
14 de la ley 48 la que deja a salvo el derecho invocado por 
el recurrente para que lo haga valer en la estación oportuna 
del juicio. Pag. 45. 
Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinai k. 
autorizado por el articulo 14, ley núin. 48. contra una reso- 
lución que rechaza «na impugnación de inconstituciona'í- 
dad cimtra la ley número 7055. y 1,0 nace Hii^ar al pedido 
de que mantenga su jurisdicción el primitivo tribuna! para 
conocer ¿n el caso. Pág. 89. 
Recurso extraordinario. — U corte 110 está llamada a revisar 
las decisiones de tos tribunales locales debiendo ¡rircmiscri- 
birse. en el recurso extraordinario, al examen de loa fun- 
damentos que se relacionan directamente con e! punto ma- 
teria del recurso. Pág. 97, 
Recurso extraordinario. — La corte no está llamada a revisar 
las decisiones de los tribunales tm*ales. dehiemlo circunseri* 
birse, en el recurso extraordinario, al examen de los funda- 
mentos que se relacionan directa e indirectamente con el 




punto materia del recurso. Conforme a Ib dispuesto en d 
artículo 8." ile la ley níitn. 4055. no so:i precedentes» en !a 
instancia ante la curte, diligencias probatorias, ni pied.n 
<¡er modificados, con motivo del recurso extraordinario, los 
puntos de Hecho establecidos en las instancias anteriores, 
mediante un nuevo e independiente examen de los elemen- 
tos Je pjrueba que «bren en la cansa o en otros autos rela- 
cionados con ella. Pág, 104. 

Kct-nrs, t extraordinario. — Ño procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14 de la ley iríim. 48. en 1111 caso en que. flo 
obstante liaberse tratado de lo dispuesto en la íe yorgánica 
de la armada, y en la que lleva el número la resolu- 

ción apelada se tunda en la ¡interpretación y aplicación del 
ar líenlo 4044 y su nota de! código civil. Pág. 1 13. 

Réetirsó extraordinario. — .\<» procede el recurrí extraordina- 
rio del artículo 14. ley número 48. si en la tedia en que se 
dedujo se eneontralta vencido el termino di ci tco día-i den- 
tro del cual pudo iirter]»onerse. con arreglo a la ley de pro- 
cedimientos. Pág. 128. 

Heairso extraordinaria. — Es improcedente el re^trso extraor- 
dinario previsto en el articulo 14 de la ley 48. y ó/» de la . 
ley 4055. deducido contra una semencia lindada en la cosa 
juzgada y en la aplicación del código de procedimientos (Íe 
la capital, aun cuando se hubiese lieebo referencia, en el 
juicio, a clausulas constitucionales sin alegar en término-; 
cn-ieretos su aplicación a! punto controvertido, i'ág. 136 

Hentrso extraordinario. — Ks pn>eedente ei recurso extraordi- 
nario |- revino en el articulo 14 ele la ley número 48. cuan- 
.V en el juicio se ha discutido la competencia de la justicia 
federal para conocer en la causa y la resolución dictada 
sul:re e' particular, ha sido contraria a dicha eom|ieteneia. 
La corte no está habilitada, en un recurso extraordinario 
para modificar los puntos de hecho que en las instancias or- 
dinarias >e hubieran dado por acreditados. I'ág. 148, 

$&M30 extraordinario. — La aplicación de mi articulo del có- 
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digo civií es ajena al recurso extraordinariu previsto en el 
articula 14 de la ley número 48. Pág, 157. 

Recurso extraordinario en io crimiua!. — No procede el recur- 
SO autorizado por el articulo ¿z t inciso 3." del código de 
cedimicntos en !o criminal, contra una resolución en la que 
el juca a ijho. estimando <|iie existe ctmílioto entre el ex- 
presado código y el jieiiH:, se ha litiütado a declarar a éste 
de preferente aplicación. I^ág. 145. 

Kec tirso extraordinario. — Ks inipr* pedente el recurso extraor- 
dinario previsto en el articulo 14 de la ley núm. 48. dedu- 
cido coiila una sentencia que lia interpretado y aplicado, 
únicamente. disjnisicione> del código de procedimientos. Fa- 
gina 159. 

Recurso extraordinario. — La interpretación de la ley de carác- 
ter loca! núm. 12O0. hecha |Kir los tribunales ordinarios e.i 
lo que respecta a lo que del* entenderse ])or patente, n»> 
puede reverse por la corte suprema, con motivo del recurro 
extraordinario del articulo 14. ley mím. 48. No bastan re- 
ferencias generales e indeterminadas a la constitución na- 
rional, leyes o tratados para considerarse planteada en el 
pleito alguna de las cuestiones previstas en e! inciso 3.", ar- 
ticulo 14. ley núm. 48. L'ág. iíh. 

Recurso extraordinaria. — El término |»ara interponer el recur- 
so extraordinario del articulo 14 fie la ley número 48» se- 
ñalado |K»r el articulo 208 de la ley nacional de procedi- 
mientos, es fatal y corre aunque medie un pedí fío le acla- 
ración o rectificación de algún error. Un pronunciamiento 
sobre el pago de ta scortas de! juicio, derivado de la aplica- 
ción de las leyes de forma no autoriza la interposición t!e 
dicho recurso, l'ág. 20f|. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso del articula 
14. ley número 48, contra una sentencia fundada en la in- 
terpretación de la ley especial de! congreso, número ,1443. 
■ en que aix>yó su acción el demandado y no el recurre :ite. 
actor en A juicio. 1.a mención del artículo 14 de la consti- 



ilición nacional, en ta fiarte que atribuye a todos los habi- 
tante? el derecho de asedarse con fines itti m*. rto hace pro- 
cedente la intei*i»osicÍón de dicho recurso si la .sentencia nd 
I»a desconocido ese derecho. I'ág. 214. 
Recurso extraordinario. — No autoría at recurso extraordina- 
ria del articulo 14. ley número 48. la cita de una jláusr.'i 
de la eomlitiición' nacional, hecha en un pedido de aclara- 
toria de una sentencia inte se ¡imita a interpretar y aplicar 
tlb|x>?¡ciones del código civil. I*ág. j_m. 

Recurso extraordinario. — Procede d réctírso extiraoícliníirío 
previsto en el artículo 14 dv la ley número 48, contra una 
resolución que desconoce al capitán át un btftjue las exen- 
ciones que invocó, con arreglo a los artículos ¿g, ,10, 31 y 
¿3 de las ordenanzas de aduana, y 72 de la ley de !a maL- 
ria. I'ág. 25O. 

Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de la 
ley de matrimonio civil, parte integrante del código respec- 
tivo, y la «le otras* disposiciones del derecho común no auto- 
rizan o! recurso extraordinario previ -ti» en el artículo 14 
de la ley íuVm. \HX. I'ág. 270. 

Recurso extraordinario, — E> improcedente el recurso previsto 
en e! articulo 14 de la ley tumi. 48. contra mía resolución de 
un iriHiual provincial que interpreta leves procesa'es de 
la provincia que mi fueron impugna las oportunamente, es 
decir, en el pleito y con anterioridad al fallo, como contra- 
rias a la constitución <> leyes nacionales, J'ág. 281. 

Recurso extraordinario. — fts improcedente él recurso extraor- 
dinario previsto en el artículo 1 ; de la ley mim. 48, c intra 
una sentencia que i rterpreta el articulo 28(1 del código de 
comercio, en el sentido de desconocer el carácter «le extran- 
jero a una sociedad anónima a los efectos del fuer-i fede- 
ral que olla invoca. I*ág. ¿rjo. 

Recurso extraordinario. --- l\s improcedente el recurso extraor- 
dinario previsto en e! articulo 14 de la ley uúm. 48, dedu- 
cido ei un juicio en que ^e discutió !a interpretación de la 
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ley orgánica municipal de la capital, sin c,ue se haya uro- 
liad, ta que U aleada solnmcntc al expresar agraVioH. I a 

ZaorHinario. - Cocéele d extra-.rduiario 

de! articulo 14 , ley 48. contra WMf*^«K 
nocido un privikfíio que se ha tmviado en et arfado tf> de 

la lev de aduana. r&g, 205, 

« el arttónlo ,4 m la ley nírni. * ™ *« ,le 
iHM» federal -W Paraná (|<tts reMU-!ve „.st,r ei M* 
- inhiUil»am.™n arrecí» a la te* de procedimiento». I ig. i°p- 
«ílw^ri,,. _ IWcdc el rcurso erfraord.nano 
feo en el «NÚ* M. ^ # »n«ra una rcso ucH.n .,«? • 
meca b inscripci».. de ..,» I.tnl» de o.atadnr pi.b.ico 

«i. i»- »™ «» inri<ii " 1 " r,,i ' imi!,! cl * 

amparado * &«#0 en el #* 7" * '» 
nacional y en la ley nimi. +4- I"**- W, . 
/?,„„„, e.eír,i«rd¡,. U r,„. - 1.a hlcrpretac... y aplica™* de 
la, constituciones provinciales v leyes tales *» 
«1 recurso extraordinario previsto en el aiticnk. 14 de la 
lev «Amen. 4». que 1.a sido cread., ,-ara HfW ja^ *«P£ 
macla de las instituciones federales. Tampoco puede auto- 
rizarlo la ablación del ar.ic.do i« de la cnsMnaon na- 
cional aducida ext.mn.>ori>uamcnte desn.K-s .le pronuncia*. 

el fallo recorrido. IVic- 311. 

Recurso extraordinario. - I Wde el recurso extraordinario 
del artiemo 14 de la ley número 4 «. contra «na ****** 
denegatoria fiel deslio fmuhdn en un decreto del poder 

ejecutivo. l*ág. 353- . . _ -Wt 

ReJso eslraordmaru, - El recurso extraordmano del arUcu- 
Jó 14 de ía lev 48 P***« cn los juicios contoii- 

cioso-administrativos. U mera imerpretaemn y aplicaron 
de la lev prooWl y de ja ley común no autorizan su inter- 
pretación K< extemporal a los fines del mismo la men- 
ción hecha, en general, con posterioridad a la sentencia, de 



ias garantías acordarlas por la constitución de la nación Pá- 
gina 35°. 

Re-tur so CA'trmréUuirio* — Procede el recurso extraordinario 
del articuio 14, ley 48, contra ima sentencia denegatoria de 
tin derecho amparado ¡xw !a ley nacional número [63 y el 
protocolo de rSoy. suscripto jxir esta república y la de 
Francia. \ l„a sentencia suprimía el altacea consular*. I Vi - 

Recurso extraordinaria. — Kstando sometidos los asuntos de 
aduana a los procedimientos pena-Ies. las resoluciones de la 
cámara federal de !a capital en dichos asuntos hacen eje- 
cutoria, de acuerdo con el artículo 4." de la ley 7055. So 
procede el recurso extraordinario del artículo 1.1. lev 48. 
contra tina sentencia tasada en una cuestión de hecho, o 
sea "por considerar que no estaban probados los extremos 
alegados", Pág. 400, 

kccitrsó extraordinario, — Kl desconocimiento del fuero fede- 
ral fundado en el hecho de <|ue el ex ee| «donante no había 
probado <pie su codemandado se hallase en actitud de aco- 
gerse a dicho fuero, conforme a lo dispuesto en el articulo 
10. inciso 2." de ta ley número 48, no da lugar al recurso 
extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley número 
48. f*ag. 403, 

Recurso extraordinario. — La extensión y alcance <le las for- 
mas procesales corrcs|K>ndieutes a la sustaneiación de ios 
interdictos de habeos carpns* regidos por las disposiciones 
del código de procedimientos en lo criminal, no autoriza el 
recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 
número 48. Pág. 419. 

tic cursa extraordinaria* — No procede el recurso extraordina- 
rio del artíctdo ley 48. interpuesto contra una resolución 
«pie decide puntos de hecho, como ser el de (pie una empre- 
sa de ferrocarriles nacionales no puede invocar en su fa- 
vor la ley 5315. para eximirse del pago de afirmado, por 
míe np ha comprobado tpie el pavimento ijuc le cobra corres- 



ponda Ú frente de terrenos «upados por vías o construc- 
ciones de dicha empresa. l*ág. 4*3 ,„„^¡™,¡o 

a la lev nacional de pa|iel sellado. Pag. *3& 

SU**** 1M» po, ta cámara £ ^apda- 
dones en ¡o criminal el WW» «F* 1 f 
,4 lev 48. el de «.leja .lela- interponer* .lentro de tenmno 

,1* ,res ,Has. l'ág. 440. „ t ¿ „„•,., ,|el 

Recurso extrttordxuarut- — a|«rn.K.in»> 1 o 

a octó. 4 K de :a co,s,hnci.m nacional, fundada en .a m,~ 
ve.K-i.n- de «no de los mfení*» insaculados g» «M» 
3* e. trilnma.. haya ,¡do disida con 
fa«o apelado, no procede el recurso extraord.nara. del ar 

Dad» 14. ley 4«- 1%. 44J- ******* 
AV '"n S í SSSiS reso.ü«ón <,,* 00 Lace 
g£3S&&* una m»Ua pór pretendida yioltó* 
d« la lev nagual <lc |«ipel setíatlo, ^ 43»- 
K,n L - U refría a una garantu. con*- 

* í S í Sb v a nna lev nacional l.echn a! 

dón ante la corte sn,>renu. es c^emporanea a V» f.«> <k 
rafettlu &' lev v si» correlativa numero 48. I 444- 
artunlo fe .10 k h constitución nacio- 

refiere al régimen mnmcipal en las prov.nc.as y no 
rige reSo a ,a capital sometida a la legislación excava 

MHritott!'^- ta posesión hereditaria sobre la universal!. 
' ád k tos bicncs'lc una herencia dad. 

suficiente para conferir a un coheredero e. derecho fc «■ 
vindicar m. inmueble de la snceston m 
le haya pacato materialmente en posesión de los bienes here- 
ffi Tal heredero, si bien pnede «vindicar basta 1, 
concurrencia .le su parte, no esta facultado para entablar 



esa acción a nombre o en el interés de su* «►herederos pí** 
valiéndose de sus cargos de administrador y albaeea. i Ar- 
tíceos 3414 y concordantes 3450 y $62 áéí código civib. 

Pag 233 

Rek iudu tición. - No es susceptible de impedir la reivindicación 
de un inmueble la circunstancia de estar éste lestinado h 
un colegio, I'ág. 3'5- 

Rekindunrídn. — El terríeno ocupado p->r el Jardín Botamen 
de la capital jium» a la categoría de liicn púb'icn di.- los emx- 
merados en el aniculu 2340* inciso 7/ del TOílig^ civil, eo- 
lito parte integrante del parque 3 de Febrero, por virtud de 
la ley nacional mimen 1 058 y de i« provincial de Btiéíios 
Aires de 14 de jtijip de 1K74 y u>> fin/ incltíído, ni en todo 
ni en parte, al federaliorse el municipio entre los bienes de 
prüpfedaeí de la provincia de IVue:ios Aires a que se refie- 
re el artículo 4 " de la ley iu¿i>. Hg; p£ 

NrivindUnnón. — Ks ptwedentt la reivindicación del terreno 
íiL-upad«> por el conservatorio nacional de vacuna, que pa- 
so a la categoría de bien público de los -numerados en el 

inciso 7. . artículo --340 dvi! - P virtlld fk: . la ^ 

nacional mimen > 6|8 y de ta provincial de (peños Aire- de 
14 de juliip de ^4. como parte integrante del parqué ,\ de 
Feur€í¿, y que 110 fué incluido, al federal i zar se él muni- 
cipio de la capital, cutre los bienes de propiedad de la jiro- 
viticiu de Quinos Aire,. No Hace viable la reivindicación la 
circunstancia de que el terreno no forma parte boy de pa- 
seos públicos í'or los arreglo* definitivos celebrados eitre 
la nación y la provincia de Unenos Aireó la primera atitmó 
a la segunda el valer de todas las propiedades a que se considé- 
rala con derecho esta uUúra en el municipio de la capital. 

iVig. 339- ... 
flivyfo mentó ¡icneral de {crnmirñhs. — B Wm ^J^utiyo tie- 
ne anti ¿dad para determinar d tiempo en «pie se lia de ope- 
rar el tra i-purtc le tner.-tderias por ferrocarriles y. pur 
!p tanto, es válido _■! reglamento genera! de los mismos apro- 
bado por decreto de 10 de septiembre <le ii*>4- ÍS& 




Revisión de sentencio, — EU improcedente el recursu (le revi- 
sión contra un fallo dictado en un caso venido a la corte 
suprema en apelación y a los fines restringidos del artículo 
14 de la ley numero 48. Pág. 97. 

Revisión de sentencia. — Es improcedente el recurso tete revi- 
sión contra un faWo dictado en un caso venido a la edrto 
suprema en ai>elació:i y a los fines restringidos del articulo 
14 de la tey núm. 48. Pág. 104, 

Revisión de sentencia. — Véase "Sentencia válida". 

S 



Sentencia definitiva, — Véase "Recurso extraordinario". 

Sentencia válida, — El liecho de que un miembro de la corte fir- 
me, |xir error, una senteiteia en un asunto en que había in- 
tervenido anteriormente como juuz. no afecta la validez y 
legalidad de! fallo suscrito jx>r 4a mayoría, ni autoriza el 
recurso de revisión, Pag. 121. 

Sociedad de beneficencia de la capital. — La sociedad de licne- 
f ¡cencía de la capital es y lia sid siempre una rama de la 
administración, sin i>erju¡cio de iderarla como una ins- 
titución pública con autonomía eti su funcionamiento a los 
íines de sil creación y poseer la i>er sonería ju ri:li(:a EWP *P« 
siempre lia estado en juicio, adquirido derechos y contraído 
nbligacio:ies. Pág. 315. 

Superintendencia, — Véase "Denuncia de 1111 procurador fiscal 
contra un juez federal. 

T 



'territorios nacionales. — l*& ley t.552 supone incorpóralo al do- 
minio de la nación el territorio de Formosa o líerntejo. así 
como 'os de la Pampa. Pat agonía y Cliaco. Los territorios 
de las golicrnaciones nacionales se coiK-eptuaron. en la ley 
1 aparados del correspondiente a las provincias colín- 
liantes y en tal virtud es inaplicable a eJlos el artículo 13 





FAUJOS Wt LA C0W1 tüPMMA 



<1e la constitución nacional. El reconocimiento de derecho» 
de parte de la nación a los ocupantes de tierras en los te- 
rritorios no se subordinó al triado posterior de la ley ge- 
neral de limites. U ley número 28, de .7 de Octubre de 
declaró territorios nacionales los existentes fuera de 
los limites de las provincias, y en consecuencia la clona- 
ción hecha pw ta provincia de Salta en t| * M ™ t,e 
187-* a la eempañia <le navegación a vapor del Rio Berme- 
io de tierras que en virtud de aquella ley y de la numero 
15V no enül de su dominio, fué nula por «o encontrarse 
dichas tierras dentro de sus límites o posesión actual. I a- 

Tratldoicl^ho procesal. - frt certificado de un m W*te 
(1 ue exprés que una de tas i>artes fué debidamente repre- 
sentada en el juicio, no equivale a la copia de las piezas ne- 
cesarias para acreditar .pie las partes han sido citadas que 
requiere el inciso b del articulo del tratado de derecho 
procesal suscripto en Monto video, $$ 97- 

Transporte de mercaderías por ferrocarriles. - \ case "Kejíla- 
mento «enera! de ferrocarriles". 

Tratado de derecho frfcmt, - fn certificado dé un actuar:,, 
que expresa que una de las partes fue citada por edictos 
publicados en la prensa durante noventa días, no equival 
a la copia de ta* piezas necesaria, («ira acreditar la ota* 
oiósi de las partes que requiere el inciso b del articulo 6. 
del tratado de derecho procesal suscripto en Montevideo 
l'ág. 104. 



U 



{¡sutrmtnario. - La* disposiciones de los arts. ¿uio ><jn y 
¿¿ <tel e «i; m, civH relativas ú tos derechos de! usufructua- 
rio se hallan limitadas, en materia de expropiación. i*>r la 
«lel'arl 14 de la lev núni. El usufructuario en los casos 




1 yT- ^^PR 



ve ivmci* I* LA 



de expropiación por causa de utilidad púnbltca. no tiene 
titulo k tina indemnización distinta y -deparada <fe la dd mi# 
propietario, sino que su derecho sufre indefertibleiiicnle la 
transferencia de la <Wal precio. Pag. 124. 
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Venta forzosa. — U autorización del juez para la venta de Me- 
nes de menores no era exigida ¡** las antiguas leyes espa- 
ñolas cuando se tratalw de una enajenación forzosa. 
IVig. i& 
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VOLUMEN CXIV 



BUENOS AIRES 
Otero & Co., Impresores 

887, Caite Bolívar, 899 
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HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 




CUSA CCNM 

Criminal, contra Mujucl J. Brujnok y otros, por desacato á 
mano armada; contienda de competencia 

■ 

Sumario: Revocada por la cámara respetiva la resolución <le un 
juez federal cu que se declaraba competente y dal>a por tra- 
bada la correspoudienle conlicnda de competencia con un 
juez local para conocer del caso, no hay liase para que la 
corte suprema ejercite las atribuciones que le confiere el 
articulo 9, inciso 6 de la ley iniiu. 4055./ 

CVjjíj: Ko explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte; 

Por no estar legalícenle trabada la contienda de competen- 
cia suscitada en estos autos, no se prestó V. Ei á dirimirla, de- 
volviéndola al señor juez federal de Bahía I llanca que la reputó 
ti abada:— este funcionario había dado curso á aquélla, olvidan- 



6 7AU.OS DE LA COMI SUPíEMA 

de que su declaración ele la propia competencia en el caso, y en 
contraposición á la de un juez departamental (Dolores) cfc ia 
provincia de Buenos Aires, había sido recurrida |x>r el procura- 
dor fiscal para ante la cámara federal de La Plata, recurso que 
el mismo acordó á fs. & Vuelto» los autos al señor juez dtose 
curso á la ablación interpuesta por el fiscal, revocando la ex- 
presada cámara la declaración de competencia de su inferior, y 
tí tableciendo la del juez local £$& 53) lo <I"C importó sencilla- 
mente la desaparición de la contienda, pues revocada la sentencia 
del juez federal .le fs, 34. solo quedó y ha quedado en pie la de 
l fc cámara que coincide con la competencia sostenida por el juez 
« e Dolores (provincia de Buenos Aires). En tal concepto, tun- 
guna razón abona la intervención de V. E. dado que ya 110 hay 
caso para la aplicación del art. 9 de la ley 4055. 

Pero el señor procurador fiscal de la cámara de La Plata 
recurre de la sentencia de fs. 53, t rayéndola á V. E; en un recur- 
ro extraordinario que. en mi sentir, lio procede: primero, porque 
además ele no lial»er instancia de parte, no es de aplicación el art. 
17 de la lev 48. en que se asienta el recurso, dado que esa dispo 
s-ción ha sido circunscripta á lo que expresa en materia de con- 
tienda de eomneteneia entre jueces federales y locales, el art. 9 de 
la ley 4055. lo que, como queda dicho, no es el caso; segundo, 
que el recurso manifiestamente no encuadra dentro de la enume- 
ración del art. 3 de la ley J055. »i de lo previsto por el art. 6 de 
la misma v 14 y 15 de la ley 4$—** < Ic notar m,c * 1* ra 1,1 1>n " 
r.icro no se presta la naturaleza de la causa y origen de la con- 
tunda, y para lo segundo no concurren los requisitos legales que 
bagan procedente el recurso. 

Esta* consideraciones son la* que me inducen ú pedir á V. E. 
se sirva declararle mal concedido, devolviendo los autos al in- 
íirior á los efectos que correspondan. 

JitKo Botct. 
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FAIXO DE LA CORTF SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 29 it 1910. 

Vistos y considerando : 

Que en la sentencia tic ís. 53 pronunciada por la cámara tic 
apelación de La Mata, se declara que el juez federal de Bah'ra 
Iónica 110 es competente para conocer en la presente cansa se 
gnida contra Andrés Salomón y otros, sobre desacato por lo que 
revoca el auto de í>. ,U vuelta, apelado ñor el procurador fiscal 
;i ís. 35 vuelta. 

i Hie este fallo hace desaparecer la contienda de competencia 
suscitada entre el referido juez federal de I labia Blanca y "l 
del crimen del departamento del Snd de la provincia de Buenos 
Aires, para conocer del hecho expresado, contienda que esta cor- 
te suprema solo habría |M>dÍdo dirimir en su caso, con arreglo á 
'o dispuesto por la ley 4055, la <|ue determina las cuestiones que 
íídie resolver la corte y las que corresponde j'l las cámaras fedé- 
rale? de ai velación , arts. <) y n>. 

One la disposición del art. 17 ele la ley 48. en ouanio esta- 
blece (fue la corte suprema decidirá las competencias que se sus- 
citen á instancia de parle sobre jurisdicción de los jueces nacio- 
nales, no puede fundar el recurso deducido contra la sentencia de 
tojas 53. 

Por ello, y de conformidad con lo jtedido por el señor pro- 
curador general, se declara improcedente dicho recurso. Notifí- 
quese original y devuélvanse estos autos á la cámara federal tic 
fu procedencia, 

A. Bermejo. -Nicanor 0. del Solar.- 
D. E. Palacio. 



ft FALLOS DE LA CORTE SU MEMA 

CAUSA CCXU1 

Pedro R. Feftánd& contra la provincia de Contentes, sobre m- 
constitucionalidad de una ley 

Sumario'. Es improcedente el pedido de que se declare la incons- 
titucionalidad de «na ley formulario á objeto de obtener una 
declaración general de doctrina sin deducir aectón en forma 
emergente de la aplicación de esa ley. 

Caso- Don Tedro R. Fernández demandó á ta provincia de Co- 
rrientes por inconstitucionalidad de una ley de expropiación 
que afectaha un inmueble de su propiedad y pidió se re- 
solviera que no estaba obligado á cumplir la re férula ley. 
La ley fué notificada al demandante expropiado; pero el go- 
bierno de Corrientes no ejecutó ningún acto que importara 
un comienzo de ejecución de ella. La corte suprema pronun- 
ció el siguiente fallo: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnoi Aira, DidíBibre I», d* i** 

Siendo el objeto de la demanda interpuesta por don Pedro 
R Fernández contra la provincia de Corrientes, que se declare 
por esta corte la inconstitucionalidad de una ley dictada por la 
legislatura de esa provincia, lo que importaría una simple decla- 
ración general de doctrina, ó sea la decisión de «na cuesnon abs- 
tracta de derecho, desde que no se formula acción en forma 
emergente de la aplicación de esa ley. Por esto, de conformidad 
con lo resuelto en casos análogos (fallos, tomo 95, P|* M ; >' **> 
c tomo 107, P ág. 179)* no ha lugar á lo solicitado. Nottfiqiupe 
criginal y archívese previa reposición del papel. 

A. Bermejo — Nicanor Q. del Solar - 
M. P- Daract-D. E,Palaci 




CAl'SACCNIV 



Recurso extraordinario deducido de hecho por el Banco Hipote~ 
cario Nacicnal en autos contra Heracüo Román, sobre pose' 
swn de »n inmueble. 

Sttlñariól Eá improcedente el recurso extraordinario previsto en 
el articulo 14 de la ley 48 deducido por el lianco I Hipoteca- 
rio Nacional contra una sentencia que se limita á rechazar 
un pedido de posesión, formulado por el lianco, en razón de 
que ella le habia sido ciada anteriormente, lo que constituye 
una cuestión de hecho, extraña al citado recurso. 



Resulta de los autos remitidos: a) que el banco Hipotecario 
Nacional obtuvo del señor juez federal tic Córdoba, una orden de 
¡ «sesión para que se le entregara el campo materia de un présta- 
mo hipotecario á don Heraclio Román: ti) que habiendo per- 
dido I? posesión acordada el mismo banco solicitó una nueva or- 
cen de posesión, invocando los privilegios (pie le acuerda la ley 
1804: c) que la exma. cámara negó este pedido en razón de 
ludjer sido ya concedida y tomada la posesión del referido cam- 
po, por lo que no era dado requerir nuevamente esa posesión. 

Esta resolución no desconoce al recurrente los privilegios 
u;c le acuerda la ley 1804, los que ejercitó oportunamente, y 
;-e funda en una consideración de hecho que es ajena al recurso 
extraordinario de apelación. 

Por ello, y atento lo dispuesto en los arts. 14 y 15 de la ley 
.¡S pido á V. E, se declare bien denegado el recurso interpuesto. 




DICTAMEN DEL 




Suprema corle : 



Julio BotcL 
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FALLOS DE LA CORTE SUPRF.UA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air» Diciembre 1-.de 1910. 

Autos y vistos: el recurso de 1ti.i-ho.por apelación denegada 
interpuesto por el representante del hanco Hipotecario Nacional 
contra sentencia pronunciada por; la cámara federal de apelación 
de Córdoba, én los autos seguidas contra clon 1 leracliu Roanán 
¿obre posesión de un inmueble. 
Y considerando: 

Que la sentencia de la cámara federal de Cór dolía no deseo- 
noce eí privilegio redamad- > por el hanco Hipotecario Nacional 
'■«litándose á rechazar su pedid.» de posesión, por haberle >ido 
«=ia dada anteriormente, lo que en todo mm* constituye una 
itiestión de bcchr» fuera del alcance del recurso extraordinario 
■nterpueslo. 

I'or ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general. &e declara lió haber lugar al recurso. Notifí- 
cese cou el origina! y archive-e previa reposición del papel, de- 
íi I viéndose los a uui- principales con testimonio de esta resolu- 
ción. 

A. Bermejo. Nicanor G. dfx Solar.— 

M. P. DARACT. -D. E. PAt.AClO. 

CAUSA CCXV 

]*'reu¡sa cxtrfh.mJiuario deducido por don Salvador Molina cu 
aulos sobre su baja de ia armada 

Sumario; Ks improcedente tin recurso extraordinario deducido 
contra una sentencia que si bien trata la ley núm, 4856 y la 
núm. 3048. se funda en la interpretación y aplicación del 
artículo 404-1 del código civil. 

Caso: I,o explican las pieza- siguientes: 
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AUTO DEL JUEZ h HUESA L 

1.a PlaU. Aíoito 71 de IfllO. 

Autos y visto» : 

En el recurso de haldas coquis deducido por clon Salvador 
Molina — 

líesnlta: One e! recurrente, miniad" en «jtit? había fenecido 
t " eoniraio que le obligan» á prestar seírvtóo en la armada nació- 
ral ti di a ¿7 de Julio de lyio. solicita de eMe tribunal ordene su 
laja por hallarse comprendido en el arl. 13 de la ley orgánica de 
(a armada, núm. 4K5Ó ( ís. 1 >. 

Considerando: 

(Jne con arreglo al fallo dictado |>or la exema. cámara en un 
recurvo idéntico al presente, interpuesto por el señor defensor de 
pobres á favor de José S. Sosa, míe tramitó por este tribunal, se- 
cretaría de! señor IñjnroUp < fceha 12 Octubre de iyoy), lia que- 
rlailo establecido que los presentes recursos son procedentes, por 
cuanto la ley 4836 en su art. 13, disminuyó á tres, el término de 
seis años fijado por la ley 304** y durante la cual los alumno* edu- 
cados en las escuelas del personal subalterno del ejército, debían 
prestar servicio militar. 

Dicho fallo se encuentra fundado en la doctrina del artículo 
4044 del código civil. 

Por esto, y no obstante lo dictaminado por el señor procura- 
da fiscal, se destara procedente el recurso interpuesto por don 
Salvador Molina. Líbrese oficio al señor ministro de marina con 
transcripción de la presente sentencia, á fin de que se sirva dar 
de baja al recurrente 

Emilio ¡-Uhfañe. 
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RESOLUCIÓN DE LA CAMARA FEDERAL 

La Pl.ni. Septiembre » de 1910. 

Vistos y considerando : 

Que el art. 53 ley 485^. disminuyó Éi tres años el término de 
seis años, establecido por la ley m'ini. 3948. durante el cual los 
alumno? educados en tas escuelas del personal subalterno del 
ejército debían prestar servicio militar. 

Que las leves nuevas deben ser aplicadas á los liedlos, cuan- 
do, como en el caso, el interés de la sociedad exige que ellos pue- 
dan ser modificados y mejorados, ya que las nuevas leyes, que se 
presumen necesariamente mejores, deben reemplazar cuanto an- 
tes á las antiguas cuyos defectos van á corregir íart. 4044 y su 
nota, código civil). 

Que tratándose como se traía eii el caso, de un contrato vo- 
luntario pa.-a los educandos en las escuelas de marina, y por tan- 
to sujeto á las leyes ¡pe al respecto se dicten, es evidente <pie el 
solicitante debe ser dado tle baja desde que la nación ha disminui- 
do el deber impuesta 

I'or esto, y por fos qottp ¡rdaittes del auto apelado de ís. 5. se 
continua éste. 

Marcelino Escalada. — Joaquín Ca- 
rrillo. — Leónidas '¿avalla. 



DICTAMEN DEL SE. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

Según lo tiene declarado la repetida jurisprudencia de V. E.. 
es requisito indispensable para la procedencia del recurso extra- 
ordinario que acuerda el ¡nc. 3 art. 14 de la ley 48, que la deci- 
sión de qné se recurre contenga una decisión contraria al derecho 
que se ampara en la cláusula de la constitución, tratado ó ley del 
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congreso, cuya inteligencia se ha cuestionado (fallos, tomo i< 
pág. 72; tomo 109, púg. 439; lomo 110, pág. icj|B;ltamo 111. 
pina 288». 

En los presentes autos, la decisión tic qoe se recurre contie- 
ne nn pronunciamiento en favor del derecho amparado en la ley 
4856. cuyo art. 13 ha sirio materia del debate sostenido ante los 
tribunales inferiores. 

Por lo expuesto, pido á V. É« se declare mal concedido el 
curso extraordinario interpuesto. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, Diciembre 3 de IMO. 

Vistos y considerando: 

Qik- no obstante halarse tratado, en el caso, de lo diapnest 
tn laTey orgánica de la armada mim, 4856 y en la que lleva el nu- 
mero 3*148 'a resolución apelada que declara regido el cont 
de ís. 2. por él arl. 13 de la primera, esta de acuerdo con los 
¡Ositos del legislador de facilitar el ingreso á las escuelas de 
sonal si-ba!i:rno, reduciendo ;i tres años la obligación de sel 
á! egreso de ellas (1 Harto de Sesiones, senado. I9°5. pág- t«)6)* 
v se funda en la interprefación y aplicación del art. 4044. del có- 
digo civil, míe no puede ser sometido á la revisión de esta corte 
en un recurso extraordinario de la naturaleza del presente (ar- 
ticulo 15, ley nnm 481 

Por .-!lo, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador genera!, se declara no natwr tugar al recurso y 
canse. Notíflqucse con el original ( l). 




A. Bermpjo.— Nicanor O. del 

m p. Daract.-D. B. Palacio 




I 



(O Icuil rewractfii recayó tm la m.imi fech» «n 
Miranda. A. Vareta y B. Pedral*. 
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FALLO ©E LA CORTE SUPREMA 



CAI SA CCXV I 

jL>«ffí nda de competencia entre el jitéS de Mercedes {Proi: de 
Bs. A;$. \ y ci civU de la capítol, en los autos Schiap (>a pie- 
ira N. contra H, Platican, por cobro de pesos. 

Sumario: Ss juez competente para el conocimiento de los pleitos 
en que se ejerciten amones personales, con preferencia al 
ilc! domicilio del demandado, vi del lugar señalado explícita 
ó implícitamente para la ejecución de un contrato, cuales- 
quiera que sean las prestaciones que SÉ demanden, ya prin- 
cipales ó ya accesorias. 

DICTAMEV DEL SR. F NO CURADOR GF.NEHAl. 

S-i;irema corle : 

Trabada en forma la presente contienda de competencia en- 
tre un juez local de la provincia ífc línenos Aires y uno de la ca- 
pital federal, á Y. E. corresponde dirimirla, ;i mérito de lo dis- 
puesto uor el me. d del art. o de la ley 4055- 

Se trata en c! caso de una acción tendiente á abtener el ]»go 
i,c\ saldo de la cuenta corriente abierta en la casa de comercio «leí 
actor, la cual no bu sido desconocida por la demanda. 

Celebrado y realizado el contrato en el partido de Carmen de 
Arcco í provincia fie Unenos Aires), donde la deudora tenía, en 
aquella cortea su domicilio : el lugar 1>ixa el cumplimiento de aquel 
el mismo en que fué becbo, conforme á lo que prescribe el ar- 
tículo 1212 del código civil y jurisprudencia de V. K.,< fallos, to- 
mo 42. pátí- A t): tomo 45, pág. 101 ; tomo 02. pág. 380; juicio di 
Ció Y. tVeiavillani. de 12 de Mayo de uyio). 

Por 1¿ expuesto, pido á Y. E. se sirva declarar la competen- 
cia del juez de la provincia de Huí nos Aires, para entender en el 
juicio promovido. 

JitiufBoteK 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alie», Diciembre fi út IMO- 

Y vistos: Kos dé entienda de* competencia entre el señor 
juez de primera instancia en lo civil dé la ciudad de Mercedes, 
provincia de Unenos Aires y el de igual clase de la capital de la 
república, para conocer del juicio seguido entre los señores 
Schiappapietra y doña Ungida Dtinican. |>or cobro de pesos. 
Y considerando : 

1. ° Que según expresan á ís. 20. los demandantes Schiap- 
papietra y linos, suministraron ;'■ la demandada Dunicun. artícu* 
los varios y dinero de su casa de comercio, sita cu Carmen de 
Areeo, don te tenía su domicilio, y al pretender cobrarle un saldo 
do cuenta por la suma de ik?sos mil ochocientos diez con seis cen- 
tavos,, la demandada promueve, por inhibitoria, la contienda de 
competencia de que se irata, por estar domiciliada en esta capi- 
tal. 

2. " Que aparece claramente, por los documentos acompa- 
batios á la demanfla, que la señora Dunican. residía en el campo 
que arrcndalra en Carmen de Areco, á la éj>oca de los suminis- 
tro*, habiéndose contraído allí la obligación que |x>r su naturale- 
za debía ser también allí satisfecha : lo f|ue por otra parte no lo ha 
negado la demandaba y no obstante el cambio de domicilio que 
invoca. 

3. Que con sujeción á lo dispuesto en el art. 1212 y corre- 
lativos del código civil, es juez corilpetente para el conocimiento 
de los pleitos en que se ejerciten acciones personales con prefe- 
icncia al del domicilio del demandado, el del tugar señalado, ex- 
plícita ó implícitamente, para la ejecución de un contrato, cuales- 
quiera que sean las prestaciones que se demanden, ya principales 
va accesorias í fallos de la corte ruprema, tomo 42 pág. 39; tomo 
¿5, pág. 101 ; tomo 92, pág. 330, y causa entre los señores T relies 
v Cia. y Rodríguez Egaña, de Octubre 25 del corriente año). 

Por ello, y de acuerdo con lo pedido por el señor procurador 




fallo ci i*a corrí surum A 

ral, se declara que el juez de la ciudad de Mercedes, es et 
te ¡>ara conocer del juicio referido. Remítansele, en 
icncia los autos y avísese por oficio al señor juez de pri- 
mera instancia de esta capital Notifíquese con el ' 
póngase el papel. 

A. Bermejo —Nicanor G. del Solar — 
M. p. Daract.-D. E. Palacio 




CAUSA CCN VI r 

Kteurso extraordinaria de.hu ido en ios autos "Municipalidad de 
Caslelii contra Miguel V ¡cumia", por cobre de pesos 

Sumario: Ks improcedente el recurso extraordinario previsto en 
el artículo i | <k ta lev núm. -íK, deducido contra tina senten- 
c*a que no ha tomarlo en consideración cláusula alguna de la 
consunción nacional, tratado ó ley del congreso, por care- 
cer di- jurisdicción para ello. 



f íííii: Lo aplican las 



siguientes: 



SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

La Pilla. Febrero 5 de IQID 

V vistos, considerando: 

1. " Q\ c ta naturaleza de! juicio que es de carácter ejecuti- 
vo exeluve !a consideración fiel ive tirso, sobre la aplicahilidad ó 
inaplicamlid.td de la lev del impuesto á la producción j ésta, por 
ctra parte, fuera de lugar en un recurso de incoiistitiicionalidad. 

2. " une es improcedente el recurso de iucORStitucionalidad 
•undadn en los incisos i." y 2." del art. 382 del código de proce- 
dimientos iw cnanto las cláusulas constitucionales cuyas dispo- 
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s.cioncs se consideran violadas, son los artículos 9, 10 y 11 de la 
constitución nacional, y esta corte tiene declarado que es con res- 
pecto á la de la provincia que el recurso tiene existencia legal. 

3* Qiií* si. trata por otra parte de una prohibición legal que 
éi hace derivar del art, 12 de la ley de impuesto á la producción, 
y no siendD materia regida por la constitución no puede dar ori- 
gen al recurso deducido. 

Por estos y demás fundamentos consignados en el acuerdo 
que precede y opinión eoiieordanl^ del señor procurador general, 
se declara que no existe en la sentencia recurrida la inconstitu- 
cionalidad alegada, imponiéndose las costas al recurrente f ar- 
ticulo 3S9 leí código de prtjcedimientos), y no habiendo honora- 
rios que pillar, devuélvase la causa á la cámara de su proce- 
dencia, previa reposición de sellos. 



DICTAMEN DEL SESOR PROCURADOR OENfRAL 

w 

Suprema corte: 

Según resulta de la sentencia dictada por la suprema corte, 
de la provincia de Kuenos Aires, el recurso de inconstititcionali- 
<<ad llevado ante dicho tribunal, fué declarado improcedente por 
las razones enumeradas en los considerandos de dicha senten- 
cia, que se basan en disposiciones de leyes locales y en la juris- 
prudencia de dicho tribunal acerca del alcance del referido re- 
curso de inconstituctonalidad. 

Dicha sentencia, por consiguiente, no contiene una decisión 
que pueda considerarse comprendida en los términos del art. 14 
ne la ley 48, desdé que no ha tomado en consideración cláusula 
alguna de la constitución nacional, tratado ó ley del congreso. 




t* 



OE LA COME SUPREMA 



ni se pronuncia en favor de la validez de la ley 6 autoridad pro- 
vincial, lo que constituye requisito indispensable para la proce- 
dencia del. recurso extraordinario ífc apelación, á estar á la pres- 
cripción del art. 15 de la misma ley. Si bien el recurrente alego 
en tiempo oportuno, qué la orderauza municipal que servia de 
base h la ejecución promovida, era repugnante á los artículos <), 
10 y IT ele la ennsiiiuc'ón nacional, esta defensa fué examinada 
por la cámara «le apelaciones provincial, pera no por el superior 
tribunal, en razón de la deficiencia del recurso interpuesto, de lo 
que resulta que no es la sentencia de dicho superior tribunal la 
que contiene una decisión siibre punlus relativos á la constitución, 
ti atados ó leves del congreso, como lo exige la primera parle del 
recordado art. 14. y es condición midspensahle para que V. K. 
encuentre habílilarla como tribunal de apelación, para conocer 
de las semencias definitivas que dicten los tribunales provincia- 
Ies (fallos de '% K., tomo 80. pág. ,^4: tomo 97- pág. 44= truno 
105. pág. 107 ; lomo ni. pigs. «o*» y 274), 

Por lo expuesto y jurisprudencia citada, pido á V, F., se de- 
clare mal eoueedid- el recurso interpuesto. 

Jittüi flote!, 

PAT.LO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Diciembre O de 1910. 

Vistos y considerando: 

Que !a sentencia recurrida de fs. 82 vuelta pronunciada por 
la corle simrcma de justicia de la provincia de Buenos Aires, no 
contiene decisión alguna que pueda motivar el recurso extraor- 
dinario del art. 14. ley núm. 48; y antes bien, consigna en el con- 
siderando segundo del fallo referido, que es tan sólo con respecto 
¿ la constitución de la provincia, que el recurso interpuesto ante 
ella tiene existencia legal, y por consiguiente 110 ba tomado en 
consideración cláusula alguna fie n constitución nacional, tratado 
ó ley del cor.greso, por carecer de jurisdicción para ello, según to 
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expresa, ú ,sca„ <pie no e* en lo local el tribunal de íilt'ina instan- 
cia á <|ue :>e refiere el art, M citado ! fallos tomo 8É»> púg. 327; 
tomo 07, pág. 44; lomo 105» pág. 107; y tomo nt. págs. 109 
y 274). 

Por jl'o, y io expuesto y pedido por el señor procurador gc- 
se declara no haber lugar al recurso. Xotifítpiese con el 
lición de ^el'os. devuélvale. 



A. BRKMEJO.- NICANOR G, DELSOLAB.- 

M. P. Daract.-D. E. Palacio. 




CU SA CCXV111 

h ¡ Magra, Onnfrc .Uiiálera y vtros, 
par homicidio 

Sumario: Corresponde imponer ia pena de quince años de presi- 
dio y accesorios legales, al autor de mi homicidio cometido 
sin ninguna circunstancia atenuante y con las agravantes de 
alevosía y nocturnidad (art. 17, cap. i." inc. 1." de la ley nú- 
mero 4180 y art. 84 ines. 2 v 13 del código penal). Tratán- 
dose, en el ca<io, dé un menor de edad debe cumplirse la pena 
en penitenciaria, basta que el reo llegue ;i la mayor edad. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA LA CAMARA FEDERAL 

La Plati, Afcotlo 10 de 1910 

Vistos : Estos autos venidos en apelación por parte del minis- 
terio púbtieo y en consulta por pprte del juez a quo. 

Y considerando, en cuanto al procesado Aguilera : 
Que de su propia confestón calificada, aparece constatada su 



icsponsabl'idail de autor principal en el homicidio del que fué 
Ricardo Laurin. 

En efecto, manifiesta á fs. 10, que al ^alir del baile de ta 
Cuenca y después de concluida la pelea entre Laurin y Torres, en 
ctscusión calmada se dirigieron hacia el puente del F. C. del Suri 
costeando h -ralle que da junto A la via. 

Laurin se mostró risueño v diacotón. ¡ . Los dos otros des- 
conocidos juntos, cuyo nombre ignora, caminaban adelante de 
Laurin 5 metros y Rosario Torres y Eduardo Yillagra io metros 
más ó menos dettás. conversando sigilosamente, en cuyo mo- 
mento preciso, piiíio ver que \ illagra, oculta en la mano derecha, 
llevaba una piedra del tamaño de medio ladrillo. 

En segtvda Torres se acercó á él fá Aguilera) y lo invitó á 
matar á Lattrín tmra sacarle la ropa y el dinero... siguieron 
caminando cuando de improviso vio que sin mediar palabra algu- 
i.a, ViHagra arrojó la piedra á la cabeza de Laurin. cayendo este 
¡)1 suelo, al narecer. sin sentido. 

ViUagri condujo después á Laurin á una chacra inmediata, 
y una vez debitado el cuerpo, boca arriba, subióse encima (Vi- 
Hagra) , sentándose sobre el pecho, y con la misma piedra que le 
infirió el gtfpe y la herida que le hizo perder el conocimiento, le 
aplicó cinco ó más golpes en el cráneo que á su juicio eran terri- 
bles dada 'a fuerza emiileada y ta complexión física de ViHagra. 

Entonces, á consecuencia d? ser intimidado por Torres, el 
rué tenia un cuchillo en una de tas manos, tuvo que agacharse 
. apretar ¡as piernas á Laurin. 

ViHagra para ver su obra prendió un fósforo y observó con 
Torres el estado, de Laurin. Lo creyeron muerto, y entonces lo 
registraron, sacándole el saco y él chaleco y 30 ó 40 $, quemando 
las ropa? y distribuyendo el dinero, del cual sólo le dieron á él 
< Aguilera 1 s S. 

ViHagra encontró un pedazo de alambre con el cual ató los 
pies á Laurin. obligándolo á él á arrastrar el cuerpo, mas hacia el 
interior de la chaca, donde le sacaron lo* pantalones de color, 
calzoncillos, camisa, medias, alpargatas, etc.. y los quemaron 
cerca del matadero de Jani. 
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El (Aguilera) se encontraba en su estado normal, pues no 
había tomado casi nada. 

l'ostcrionnenle á ís. ^8, al reconocer la sangre de unas ro- 
jas que Si l il presentaron, manifestó que la sangre dimanaba de 
las herida < qtt* él. Villagra, Rosario Torres, un tal Ledesma y un 
sujeto desoopocidf le infirieron el jueves á la noche. 

Ledesma, mientras él (Aguilera) le peyaba á Ricardo Lau- 
rín. lo tenía tic uno de los brazos. . . que efectivamente él, 
un rebenque qtit tenía, tuvo que darle uno ó dos golpes á Ricai 
Uurtn. porque así se lo dijo Rosario Torres; que fueron 
prinn-ros gol fos y que se los dió de atrás. Después Vilbgra lo 
mó del pañuelo de! cuello y largo rato lo tuvo privándole de 
i espiración. 

Y finalmente, ante el juez a qno qianiiestó que en los mo- 
mentos que tenía, á Laurin. tomado de las piernas, cuando Vífla- 
gra le apretaba el cuello con un pañuelo, notó que Laurin aun es- 
taba vivo, cuando le ahorcaba . . . 

El doctor Julio Pelagatte. á fs. 86. dando cuenta de la aut 
sia practicada, dice que "en la piel de la frente se notan dosjn 
das laceros-contusas, con anchas soluciones de continuidad 
bién sobre el parietal izquierdo hay dos heridas que interesaron 
el cuero cabelludo, por último sobre el occipital cu su mitad 
recha se nota una lesión de continuidad bastante ancha. . . Cei 
de la articulación tibio-társea de las dos piernas son muy evid< 
tes utias rayas lineales que han producido laceración ríe la pi< 
no habiendo duda ninguna que el infeliz ha sido atado de 
piernas sobrepuestas por medio de hilo de alambre delgado, 
que las rayas son muy finitas. . El cráneo de ese individuo no 
sufrido lesión alguna de carácter mortal y las heridas lácei 
tusas solamente pudieron aturdir al individuo, para luego 
sus victimarios con más facilidad completar su obra de destruc* 
ciófl. 

En el cuero cabelludo no existen tos puntos equimóticoi, 
propios de la muerte por sofocación relativamente al cerebro; te % 
nota una anemia profunda. . ." 
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¿En qué forma prosigue el doctor Pelagatti, el asesino ó va- 
rios asesinos pudieron producir la muerte de este individuo? 
Existe abundancia de datos para no admitir ni el suicidio ni la 
muerte por accidente ú por alguna afección preexistente. Suici- 
dio no puede haber, después de todas las lesiones cutáneas que le 
fueron inferidas en muchas regiones del cráneo con un instru- 
mento contundente, un bastón ó un rebenque . • . 

Para pÓtfér afirmar, concluyo, con toda seguridad, que aquel 
desdichado liomhre ha sido victima de una cobarde estrangula- 
ción: son suficientes los datos de hecho que resultan de la ins- 
pección externa del cadáver, no solamente, sino además tos datos 
del repertu necroscópico. 

Que la participación confesada por Aguilera, lo coloca en la 
situación legal de autor jmneipal del homicidio, ya sea porque 
dándole "los primeros golpes de rebenque y tic atrás", ha ejecuta 
do el delito directamente por sn propia acción íart. 21 , código 
penal), ya sea porque durante ta ejecución, ha prestado á los 
otros ejecutores, con el intento de asegurar la consumación del 
delito, mi auxilio ó cooperación eficaz ó para usar los términos 
de la ley, auxilio ó cooperación sin los cuales el hecho no habría 
podido tener lugar. 

Ya se ha visto que según el doctor Pelagatti. las heridas lú- 
cero-contusas del cráneo, hechas por el rebenque, han aturdido 
¿ Laurin, y sus victimarios han (>odido con más facilidad com- 
pletar su obra de destrucción. 

El procesado pretende halnrr tomado participación en el ho- 
micidio violentado por fuerza irresistible |*or parte de Torres y 
de Y i Magra, especialmente de' primero, "porque éste tenia un cu- 
chillo en ta mano"; pero en manera alguna ha justificado que *.& 
ta eximente sea procedente. 

Si se analiza, dice Oarraud ( Tratado de derecho penal, to- 
mo I, pág. 532), las circunstancias en que ella existe (la fuerza 
irresistible) se ve que supone el concurso de cuatro condiciones: 
Es necesario que el hecho del que resulte ta coacción sea im- 
previsto y no haya podido ser prevenido. Si hubiere habido la 
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posibilidad en un hombre prudente de evitarlo, el agente debe su- 
frir las consecuencias de mía siTuación míe le es imputable. 2. 9 Es 
preciso que el temor det mal del cpie el agente está amenazado, 
sea un temor fundado, capaz de producir sobre su espíritu una 
impresión profunda. 3." Ks preciso que el mal del que e! agente 
esfá amenazado sea grave y no parezca menor que aquel que de- 
be causar el acto ilícito. Y 4." Es necesario, en fin, qué este mal 
sea presente, inminente, injusto y que el agente no puerta evitarlo 
tino ejecutando et acto que le es reprochado. 

Kn el caso, et mal que |xKlia haberle hecho Torres f 110 dice 
Aguilera que lo haya amenazado, sino le dalia "los primeros gol- 
|>es y de airas", dice únicamente que Torres "tenía un cuchillo en 
las manos"), no era imprevisto, ha podido suponerlo, toda vez 
según asegura. Torres era individuo de matos antecedentes, ha 
podido preveerlo y datarlo evitado, con no haber acompañado á 
sus presuntos contutores, tanto más cnanto sabía ya las supuestas 
intenciones de Torres, pues úste lo había invitado á matar á Latí- 
rín. cuando se retiraban del l>aik\ por el camino del F. C, Por 
otra parte, el temor del mal que podía haberle hecho Torres no 
ha podido producir en su espíritu una impresión profunda, En 
tina persona de su edad y de su sexo era un vano temor y t íimíj 
te morís justa ittntsatw non rxf fCelstis loi 184 de regulis juris). 
Tor ultimo no era inminente y pudo evitarlo, poniéndose fuera 
de su alcance, lo que fácil le hubiera sido, sino hubiera tenido la 
intención decidida de tomar una parte principal en la espantosa- 
tragedia que narra con tan repugnantes detalles. 

Que el delito llevado á cabo es el establecido en el art. 07, 
rap. i." ine. t.% ley de reformas al código penal, castigado con la 
pena de to á 25 años de presidio, sin ninguna circunslancta ate- 
nuante y con los agravantes del art. 84 me. 2." del código penal, 
alevosía y nocturnidad. 

Que esto no obstante, tratándose de un menor de edad, co- 
mo parece serlo Aguilera en el momento de la ejecución del ho- 
micidio no debe aplicársele la pena de presidio señalada en el ar- 
tículo 17 recordado sino la inferior en grado, la de penitencia- 
ria con arreglo á lo estatuido en el art. 63 del código penal. 




Que por otra parte, á pesar de las consideraciones anterio- 
dd defensor del procesado, no ha interpuesto el recurso de 
apelación de la sentencia condenatoria de fs. 418, «1 tribunal, de 
acuerdo con la terminante disposición del art. 693 del código de 
procedimientos en lo criminal, no puede agravar la pena en sen- 
tido desfavorable al procesado. 

Considerando en cuanto al procesado Villagra : 

Que como acertadamente lo establece en esta parte el fallo 
apelado por el ministerio público, no existe prueba legal basrauh 
para condenadlo. 

La única declaración de testigo presencial emana del pro- 
cesado Aguilera y debe descartarse, no sólo porque aparece con- 
tradictoria en muchos pasajes, contradicciones que se ponen de 
manifiesto en la sentensia. sino también porque está establecido 
por la prueba testimonial que Villagra no se encontraba á la hora 
del crimen en compañía de Aguilera* como así mismo aún sin esa 
deficiencia 110 vale sino para simples indicaciones y al solo objeto 
de la indagación sumaria, con arreglo á la doctrina establecida en 
el art. 27ÍV del código de procedimientos. 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de la sen- 
da recurrida se confirma ésia con sus accesorios legales y cos- 
tas, debiendo el condenado cumplir la pena en penitenciaria mien- 
tras duro su minoridad y se confirma en cuanto absuelve de culpa 
y cargo á Villagra y deja abierto el juicio con referencia á Rosa- 
rio Torres. Se bacc presente al defensor de Aguilera, que con 
arreglo al art. 690 del código de procedimientos, ha debido in- 
terponer recurso de la sentencia condenatoria de su defendido. 
Devuélvase (l). 

Marcelino Escalada, — Daniel Gcy- 
Ha. — Joaquín Carrillo. 

m UNitMCll d* I. tintad*. CMftrautd* por I» Cí na», tontón* i <Mc 
agtftmá Mrffir la ama á* «piMt a»«t * Mgéio, con . «rtnteirt» da la jrtaioa ac* 
. cccMorio* Ikfliki f coflin»; abaoJvtt á Eduardo VI lacra y aawÑtfM ¡la cansa 
Ira dfl próhico Rourio Torra», da contraridad «I arfinlo 10 <M C6*|o de 




OC JUSTICIA DE LA NACION 



SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA 



Bueno* Aira, Dfcirmbi* 10 de 1M0 



Vistos para conocer del recurso de apelación deducido por 
parte del procesado Onofre Aguilera contra la sentencia de fo- 
jas 453- 




Y considerando : 

Que la existencia del delito de homicidio perpetrado en I» 
persona de Ricardo l.aurín en el Neuquén en la noche del 16 de 
Julio de 1908 que ha motivado la prosecución de este proceso, así 
como la responsabilidad del procesado en este delito, está plena- 
mente comprobada en autos. 

Que así resulla en efecto de las diversas diligencias 
cadas para su averiguación tales como la inspección ocular de 
fs. i, las declaraciones del procesado corrientes de fs. 10 á 19, 4I 
a 49 y 67 á 68, ratificadas ante el juez de la causa á fs. 07. del in- 
forme pericial de fs. 86 á 92 certificado de defunción de fs. 80 y 
demás antecedentes relacionados en la sentencia del inferior. 

Que la pena impuesta está comprendida en lo determinado 
por el art. 17, cap. 1 inc. t." de la ley núm. 4189 de reformas del 
código penal, sin que concurra circunstancia alguna que autorice 
y justifique por lo tanto en el caso, la reducción de dicha pena 
ai mínimum de la establecida por la citada ley. como lo pide el de- 
fensor en esta instancia y sin que ella pueda ser alterada en per- 
juicio del reo en mérito de no haber sido apelada por el minis- 
terio fiscal. 

Por ello, se confirma con costas la sentencia apelada de fo- 
jas 4*3. N'otifiqiiese original y devuélvanse. 
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A. Betuno.- Nicanor 0. del 
M. P Daract. -D. E. Palacio. 



FALLO Oí LA CORTE SUPREMA 



CAUSA CCXIX 

Ana Pineda de Ríos en autos con J. M. I-ierro. Recurso 

extraordinario 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario previsto en 
?1 art. 48 dé la ley núm. 48 contra una sentencia que rechaza 
la competencia del fuero federal invocada |>or el reettr ren- 
te y que se funda en el hecho de domicilio, pumo ajeno al 
recurro interpuesto. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAM :N DEL SR, PROCURADOR QENER.U, 

Suprema corte : 

El demandado en este juicio opuso en tiemi>o oportuno cutre 
otras excepciones la de incompetencia de la justicia provincial 
por tratarse de lili pleito en que se suscita y un vecino de otra pro- 
vincia, lo (pie determina la competencia de los tribunales nacio- 
nales (art. 2, inc. 2, ley 48). siendo la decisión dictada por el su- 
perior tribunal de provincia contraria á la validez del privilegio 
que se funda en la citada cláusula es procedente la apelación 
acordada para ante V. E. (art. 14 me. 3 ley 48- art- 8 ley 4055 )• 

Tara la procedencia del fuero federal en razón de la distinta 
vecindad de las partes, es necesario que además se trate de ar- 
gentinos, por cuanto los extranjeros no gozan en tal caso del pri- 
vilegio ( fallos, tomo 67, pág. 384; tonto 89. pág. &2 >. de cuyo 
requisito lia prescindido el demandado, pues no ha hecho alusión 
á él en el escrito en que marca el fuero federal, ni ha sido objeto 
de la prueba producida (interrogatorio de fs. 35 y iliciones de 
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fs. lió). Xo resulta tani|>oco <juc el demandado haya adquirido 
la vecindad fuera de la ciudad dd Rosario, en los términos que 
lo exige el art, aunque así ocurriera, la presentación poste- 
rior á este juicio hace presumir que ha trasladado su domicilio 
á dicha ciudad (fs. 41, 42, 46, 103, 100 bis, izo, 124. 125, 126, 
127), y en tal supuesto, no estando aún traliada la litis contesta- 
lis, queda excluirla la competencia de la justicia federal ( fallo, to- 
mo 58 p;'ig. 382}. 

Agregare, á mayar abundamiento, que siendo dos las |>cr so- 
ñas que subscriben el documento de fs. 12, es de aplicación el 
art. 10 ríe la ley 48. y para que el caso cayera bajo la jurispruden- 
cia federal, debió justificarse que cada uno de ellos tenía el dere- 
cho de ser demandado individualmente ante los tribunales nacio- 
nales (fallos, tomo 49. pág. 198; tomo 06. pág. tól). 

I'or lo expuesto, pido á V, E, se sirva confirmar el fallo ape- 
lado, en cuanto declara la inconi|X'tencia tic ta justicia federat 
para conocer en este pleito. 

Mió Boiet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air«. Diciembre 13 de 1910 

Vistos y considerando: 

One la sentencia que rechaza la competencia riel fuero fede- 
ral invocada por el recurrenic. se futida, entre otros extremos en 
que el excepcional He se encuentra domiciliado desde hace varios 
años en la ciudad del Rosario, punto de hecho ajeno al recurso 
extraordinario interpuesto, con arreglo á \o reiteradamente re- 
sucito por esta corle. 

Por ello, oído el señor procurador general, se declara no ha- 
1>er lugar al recurso. Xolifíquese con el original y repuesto el pa- 
pel, devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del Solar— 
M. P. Daract-D. E. Palacio 



FALLOS Dt LA CORTE SUPREMA 



CAUSA CCXX 

'outienda de competencia entre el juez de ¡trímera instancia en lo 
twil de La Rioja y el igual clase de Córdoba, en la suce- 
sión de don Martin Laseano, 

Sumario: Debe entenderse contó domicilio del causante de una 
sucesión, el lugar indicado por éste como tal en un documen- 
to y que es donde tenía la mayor parte de sus bienes y donde 
vive la viuda é hijos, no obstante lo que resulta de una in- 
formación de testigos contradicha por otras declaraciones. 

'aso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR OENERAL 

j 

Suprema corte : * 

A Y. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia á mérito de lo que dispone el art 9. d, de la ley 

4055 

i.as declaraciones prestadas ante los jueces de Córdoba y de 
la Rioja, para justificar el último domicilio del causante, son con- 
tradictorias y no permiten fundar una resolución respecto de di- 
cho domicilio. Por el contrario, el testamento presentado en es- 
tos autos, arroja una prueba irrecusable en favor de ta existencia 
de dicho domicilio en la provincia de la Rioja, por la manifesta- 
ción del mismo causante, quien así lo manifestó en una escritura 
pública, no habiéndose alegado un cambio posterior de su resi- 
dencia habitual. 1.a escritura publica exhibida en el juicio pro- 
movido ante los tribunales de Córdoba, no es parte á destruir la 
anterior conclusión, dado que en ella no intervino el causante y 
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fué extendida con posterioridad á su fallecimiento. 

Por lo expuesto y prescripciones de los arts. 99 y 3284, del 
código civil, pido á V. E. se declare la competencia del señor juez 
de la Rioja para conocer en las actuaciones elevadas. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Buenos Aire*, Diciembre 13 de ¡910 

Y vistos los de contienda de competencia entre el señor juez 
de primera instancia en lo civil de la ciudad de la Rioja y el 41* 
igual clase de la ciudad de Córdoba, para conocer de los auto* 
testamentarios del extinto don Martín I .es-cano: y 
Considerando : 

Que en la escritura pública corriente de fs. 17 ú 21, expe- 
diente venido de la Rioja, consta que el domicilio del causante 
fué el distrito San Roque, departamento San Martín de dicha 
provincia, donde tenía la mayor parte de sus bienes, como lo in- 
dica el señor juez de Córdoba, en el exhorto de fs. 32 y donde 
vive la viuda é hijos de este matrimonio, sin que baste la in 
mación de testigos de fs. 11 vuelta á fs. i8, á destruir este he- 
cho, porque la referida información está contradicha ademas, 
por la de fs. 9» 12, 14 y 15, quedando en consecuencia subsistente 
la manifestación del causante en el documento público antes in- 
vocado. 

Por ello, y lo reiteradamente resuelto por esta corte suprema, 
y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor procurador 
general, se declara que el juez competente para conocer en los 
autos testamentarios de don Martín Lescano es el de la Río|a, 
para cuyo efecto se le remitirán, avisándose por oficio al señor 
juez de Córdoba. Notifíquese con el original, reponiéndose tos 
sellos. 

A. B ?rmejo— Nicanor O. del Solar 
m. P. Daract-D. E. Palacio 
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CAUSA CCXXI 

Recurso extraordinario deducido de hecho por Eduardo Volke- 
uand, cu la cansa criminal por falsificación de documentos 
electorales. 

Sumario: No es sentencia definitiva á tos efectos del recurso 
extraordinario previsto en el art. 14 de la fey núm. 48. un 
auto de una cámara federal <|iie rechaza Jas excepciones ele 
falla de jurisdicción y falta de acción opuestas por un pro- 
cesado por falsificación de documentos electorales, siemio, 
en tal caso, improcedente aquel recurso. 

Caso : ¿1 juez federal de la capital rechazó, con costas, las ex? 
cepcioiies de falta de jurisdicción y de falta de acción opues- 
tas !K>r don Eduardo Folkenand en el proceso que se le si- 
guió por falsificación «le documentos electorales. La cámara 
federal confirmó á fs. 19 <1cl expediente, la resolución del 
juez y denegó, á fs. 21, el recurso extraordinario interpues- 
to, en el siguiente auto: 



AUTO DE LA CAMARA TEDERAL 

Butnot Ali«, Aftotto 13 de 

Autos y vistos : Xo encontrándose el presente caso compren- 
dido en ninguna dé lns artículos de la ley núm. 4055 por no tra- 
tarse de una sentencia definitiva, no se hace lugar al recurso de 
apelación interpuesto. Xotifíquesc y devuélvase. 

Juan 4i García. — Angel D. Rojas. 
Angel Ferrcira Cortés. 



1>E JUSTICIA DE LA NACION 31 
DICTAMEN DEL SR. PROCURADO» GENERAL 

Suprema corte: 

Despréndese <tel texgo expreso <lel escrito de f. i de) expe- 
diente agregado, que lo que se ha cntndido oponer en el caso 
son las excepciones de falta de jurisdicción y de acción por parte 
del ministerio público, excepciones que, según el mismo recu- 
rrente, se presentan en el caso de previo y especial pronuncia- 
miento, Según se afirma á fs. 12 vuelta del expresado escrito. Las 
resoluciones de fs. i6 y fs. 19 se han pronunciado respecto de ia¿ 
excepciones, sin haber dado una resolución definitiva de aquellas 
que exige el art. 14 de la ley 48. para hacer procedente los recur- 
sos extraordinarios á que se refiere; siendo notorio, por otra 
parte, que sólo se ha cuestionado y resuelto sobre las excepcio- 
nes opuestas, quedando abierto el proceso para ias utterioridades 
que le son propias. 

Estas consideraciones son bastantes, en nu sentir para pe- 
dir á Y. E. se sirva confirmar la resolución del inferior de fs. 2i t 
denegando el presente recurso. 

Julio BotcL 

* 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airts, Diciembre 15 di 1910 

Vistos : 

Por los fundamentos del auto de fs. 21, en lo que se refiere 
al carácter del que no liaee lugar á las excepciones opuestas, y no 
conteniendo el de fs. 19, decisión contraria al fuero federal, que 
ni se ha invocado por el apelante, se declara no haber lugar a» 
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recurso. Notifíquese con el original y archívese, devolviéndose 
los autos con testimonio de esta resolución. 

Wf 

A. Bermejo— M. P. Daract 
D. E. Paiacio- lucas López Cabanjllas. 

DISIDENCIA DE FUNDAMENTOS 

Y considerando : 

One según resulla de autos, el fallo de fs. [6 vuelta t|Ue con- 
firma por sus fundamentos el que se ha pronunciado por la cá- 
mara federal de a| «ilaciones de esta capital, y que ha motivado el 
recurso traído di rectamente ante esta corte, su basa en las cons- 
tancias del sumario, en las que se afirma estar comprobado que 
los documentos que han dado margen á la formación de este pro- 
ceso, fueron utilizados para cometer delitos electorales, decla- 
rándose, ademas, que existe el perjuicio á que se refiere el ar- 
ticulo 28 de la ley de reformas al código penal, y que, aunque así 
no fuese, la sola falsificación dé la firma de un funcionario pú- 
blico, es un delito previsto y penado por el art. 277 del mismo 
código, todo de conformidad con lo expuesto por el ministerio 
fiscal á ís. 15 vuelta. 

Que. con arreglo á lo dispuesto por ta ley núm. 48, y lo es- 
tal ►Ice rilo por la jurisprudencia de esta corte, las cuestiones de 
¡techo y ta aplicación de la? leyes del derecho conu'in. no autirixan 
el recurso extraordinario á que se refiere el art. 14 ele la citada 
ley. respecto de sentencias definitivas, porque en tales condicio- 
nes lo rechaza expresamente el art. í|i 

One en este caso se encuentra el que se ha deducido en el 
escrito de f. i por el defensor del procesado, desde que, como 
ipteda expresado, la sentencia de que se recurre, al rechazar las 
excepciones de falta de jurisdicción y de acción, se ha limitado :'i 
la interpretación y aplicación de las disposiciones del código pe- 
nal sobro que se funda, v á los hechos que considera probados. 
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Tor dio. y tic conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso dcDucído. 
X'ntifíquese original y archivase, devolviéndose los auto* con tes- 
timonio de esta resolución. 

Nicanor G. dfx Solar 



' CAUSA CCXXll 



tíi'citrso rxtrafirdhittrio íietincitfa tic htrUo por dbn Rafael Peña 
en antas con Hesa Ptifui, par ai inte titos s 

Sumario: i." Ks procedente el reenr-o extraordinario previsto 
en el sñ. i-| de la ley húm; 4**- deducido en un pleito en que 
se ha discutido la inteligencia del art. 10 til. IV de la ley mi- 
litar núiM. 4707. y la decisii'-n lia sido contraria al derecrio 
tjite el recurren! e lia fundado en esc artículo al sostener que, 
o 'ii arregl<i al miento, la a>igiiaeit">n correspondiente al retiro 
no jiodía ser ai retada en proporción alguna al pago ile una 
pendón alimenticia. 1 Si bien en el caso se trataba de un jui- 
cio ejecutivo, la corle suprema entendió que el auto apelado 
había resuelto con carácter de definitiva la inteligencia que 
daíiiá darse al citado articulo to de la ley 47°7^- 
2." i T A privilegio acordado por el arU 10. tít. TV de la ley 
orgánica militar ntmi. 4707 se refiere únicamente á las pm- 
>mi*es de que gozan los deudos de militares, y no -'• las de és- 
to ^ en su situación de retiro. 

i osa: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL JUEZ DE LA CAPITAL 

Bwno» Airea, Junio 5 de 1910. 

* 

Vistos y considerando : 

Que los parientes legítimos estím obligados á prestar alimen- 
tos, probada (ior parte del que tos solicita, la íalta de medios para 
adquirirlos con su trabajo, sea cual fuere la causa que lo hubiese 
reducido á tal estado (arts. 3Í.7 y 37°. código civil). 

Qus en el caso sub judice se trata de una prestación alimen- 
ticia decretada á favor de una hija del demandado. 

Que el art. 10 del título IV. ley núm. 47°/. se refiert- 9 las 
pensiones de que gozan los deudos de los militares y no á las que 
les corresponden á estos últimos por su situación de retiro. 

One aún cuando así no fuera, el único propósito de esta dis- 
posic : ón legal como claramente se desprende de sus propios tér- 
minos, e,< substraer las jiensiones á la acción de los acreedores y 
no puede tener ix>r efecto eximir á los beneficiados con ella, de 
obligaciones ineludibles que la ley les imponga por razones de 
alta mora!, como ocurre en el caso con los alimentos que el padre 
debe á su bija. 

Por ello 110 ha lugar :i lo pedido á f s. 24 y líbrese nuevamen- 
te oficio al señor ministro de la guerra, á fin de que se proceda al 
pago de ia pensión decretada á favor de la señorita I>esa Peña, 
por la intendencia de guerra, con costas, á cuyo efecto se regu- 
lan en cien pesos m|n. tos honorarios del doctor Cisneros y en 
treinta pesos de igual moneda los procuráronos de Pellefigue. Re- 
pónganse los sellos. 

E. Giménez '¿apiola. 
Ante mí : Carlos Schats. 




RESOLUCION DC LA CAMARA DE APELACIONES EN LO OJVIL 



Y vistos: Por sus fundamento? se confirma con costas el 
auto apelado de fs. 35. Devuélvase y repónganse los sellos. 



DICTAMEN DEL 5ft. PROCURADOR O EN ERAL 

Suprema corte : 

El iccurso directo que se trae ii la decisiún de V. E. es im- 
procedente, y pido así se declare á mérito fie las siguientes razo- 
nes; a) La resolución dictada |»r la exema. cámara de la capi- 
tal, no es una sentencia definitiva, como lo exige el art. 6 de la ley 
4055, y art. 14 de la ley 48, para la procedencia del recurso ex- 
traordinario. Dicha resolución se limita á decidir un incidente 
sobre la procedencia de un embargo, lo eme constituye un trá- 
mite de la ejecución» sin que ponga fin á la misma, b) No se ha 
puesto en cuestión la inteligencia de la cláusula de la ley 4707. en 
que el recurrente amparó su derecho, y la resolución del juez de 
primera instancia, confirmada por sus fundamentos ]>or la exce- 
lentísima cámara, declara la inaplieabilidad de dicha disposición 
al caso sub judice, sin juzgar de la validez del derecho míe en ella 
se ampara. 

Por lo expuesto, y en atención á lo <juc disponen los artícu- 
los 14 y 15 ile la ley 48, pido á V. E. se sirva declarar bien dene- 
gado el recurso promovido. 




Basualdo.—Gclly. — tVUIiams. 
Ante mi: Tomás Juárez Ceiman. 




Julio Boict. 
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FALLOS fe:: LA CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Air», Diciembre 17 Je 1910 

Auto» y vistos; 

Considerando : Que en el pleito se ha discutido la inteligen- 
cia del art. 10, tít. IV de la ley orgánica militar, núm. 4707, y la 
decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente ha funda- 
do en ese art. al sostener que, con arreglo al mismo, la asignación 
correspondiente á la situación de retiro del doctor Rafael Peña, 
no podía ser afectada en proporción alguna, al pago de la pen- 
sión alimenticia que motivaba la ejecución seguida por su hija 
señorita Desa Peña. 

Que, aún cuando la ejecución seguida por ésta no obsta á la 
iniciación del juicio ordinario que puede promover el deudor' 
íarts. 500, 541 y 600 del código de procedimientos de la capital), 
el auto apelado de fs. 4*, confirmatorio del de fs. 35, resuelve 
con carácter de definitiva cuál sea la inteligencia que deba darse 
al art. 10 mencionado, y en su consecuencia, que la pensión ali- 
menticia que se cobra puede hacerse efectiva en la asignación de 
retiro del doctor Peña. 

Que el recurso interpuesto reúne asi las condiciones requeri- 
das por el inc. 3." art. 14 de la ley núm. 48, y por ello, oído el se- 
ñor procurador general, se declara mal denegado. 
Y considerando, en cuanto al fondo : 

Que el privilegio acordado por el art. i o que se invoca por 
el altante. refiere únicamente á las pensiones de que gozan 
los dennos de militares, y no á las de éstos en su situación de re- 
tiro. F rimero: Porque el título IV en que figura ese articulo, se 
ocupa especialmente, como lo expresa el epígrafe que lleva, de 
las "pensiones á deudos de militares". Segundo : Porque á la vez 
que dec.ara que la pensión no puede ser embargada, expresa 
igualmente, que no responde á las deudas contraídas por quien 
ias produce, es decir, por el causante, lo que significa que es á la 
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pensión correspondiente á los deudos del militar á la que e) ar- 
ticulo io acuerda ese privilegio» no siendo del caso determinar. 
>i él se refiere exclusivamente á las deudas que riejr.ra éste ó á 
las contraídas por los sucesores en el derecho á la pensión, 
cero : Porque tratándose de un privilegio que se aparta del 
cito común, debe ser interpretado estrictamente. 

Por ello, se coníirma la sentencia apelada. Notifique*? con d 
original y repuesto el papel, archívese, devolviéndose los autos 
principales con testimonio de esta resolución. 

Nicanor G. del Solar.- M. P. Dapact — 
D. E. Palacio. -L López Cabanillas. 



catsa ccxxnr 

Contienda de competencia entre el juez de sección de la capital 
y c< de' i.* instancia en lo civil y comercial de la ciudad de 
Santiago del Estero, en los autos sucesorios de David He- 
rrera. 

Sumario : El juicio universal de sucesión atrae á sí todas las cau- 
sas por acciones [icrsonales contra el difunto, cualquiera que 
sea e 1 esta-lo de ellas. 

Caso: Lo explican la? piezas siguientes: 

■ 

DICTAMEN* DEL Sr. PROCURADOR CfiXtiRAL 

Suprema corte: 

A V. E, corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, á mérito de lo que dispone el art. 9. tnc. d de la ley 4055. 
De autos resulta que el juicio instaurado ante los tribunales 




de U capital por don Alejandro J. Paz, se dirigió contra don Jo- 
te David Herrera, y consistía en tina acción personal emerjente 
de una ostigación de hacer contraída por el demandante. Esto 
sentado, es indudable que con arreglo a lo que dispone el art. 
3284, inc. 4 del código civil y disposición concordante del art. 2 
de la ley 927 el juicio sucesorio de don José David Herrera abier- 
to ante loa tribunales de Santiago del Estero, no discutiéndose 
que en dicha provincia tuviera su domicilio el causante, airav 
á sí tocas las acciones personales de los acreedores del difunto 
antes de ta división de la herencia. 

No caben en el caso distinciones sobre el estado del pleito, 
por cnanto, al declararse la competencia de los tribunales de pro- 
vincia en los juicios universales de sucesión y de concurso de 
.acreedoics, la ley no distingue entre juicios pendientes y juicios 
á iniciarse» (Fallos, tomo 40, pág. 276) y producido el falleci- 
miento del demandado, antes de dictarse sentencia, corresponde 
pasar los autos al juzc de la sucesión, quien únicamente tiene 
jurisdicción ]>ara proseguir en el conocimiento del juicio, (Fa- 
llos, tomo 44, págs. 182 y 196). 

Tampoco corresponde, á los efectos de la presente contienda, 
entrar á examinar si la venta del campo efectuada por el cau- 
sante, fué hedía á su nombre ó como representante legal de su 
esposa, porque la resolución de esa cuestión compete al juez de 
la sucesión, como un incidente de la misma, una vez que quede 
determinado quienes son partes legitimas en el juicio, (Fallos, 
tomo 2, pág. 48, tomo 40, pág. 276). 

Poi lo expuesto pido á V. E. se sirva declarar la competen- 
cia del señor juez de Santiago del Estero para conocer en el 
juicio 1 romovido. 

UHo BotcL 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire». Dictetnbf* U de IHO. 

Y vistos los ile contienda de competencia entre el señor juez 
de sección de esta capital y el de i." instancia en lo civil y co- 
mercial de la ciudad tle Santiago del Estero; y 

Considerando : 

Que la demanda de fs. 33 lo mismo que el escrito de fs. 45, 
expresar, claramente que es don José David Herrera el demánda- 
lo por una obligación personal, habiéndolo también resuelto así el 
señor juez federal en el auto de fs. 185, al desvirtuar la excep- 
ción dilatoria tic falta de jiersonería opuesta como artículo pre- 
vio por dicho demandado. 

(Jue en este estado, ocurre el fallecimiento del señor He- 
rrera, domiciliado en la provincia de Santiago del Estero; y el 
juez de la sucesión reclama los autos por estar alti abierto el 
juicio universal de testamentaria del demandado. 

Que esta corte suprema tiene reiteradamente resuelto que 
el juicio universal de sucesión atrae á sí todas las causas por 
acciones personales contra el difunto {art. 2, ley 927; art. 3284, 
inc. 4, código civil; art. 12, inc. 1, ley 48; fallos de la corte su- 
prema, tomo 2, pág. 49, tomo 40, pág. 376 ; tomo 44, págs. 182 
y i«>8). y es por tanto ante el juez de la sucesión que deben ven- 
tilarse, cualquiera que sea su estado. 

Por ello y lo expuesto y pedido por el señor procurador ge- 
neral, se resuelve que es el juez de la ciudad de Santiago del Es- 
tero, quten debe conocer de la acción instaurada por don Alejan- 
dro J. Paz contra el extinto don José David Herrera, y en con- 
secuencia remítansele los autos, previa reposición de sellos, avi- 
sándose por oficio al señor juez de sección. Nottfíquese con el 
original. 

A. Urkmejo.— Nicanor G. del Solar.— 
M. P. Daract— D. E. Palacio.— 




í 



CAUSA CCXXtV 



Camienda de eotttfieUHeia entre el jues de Bahía Blanca y el 
4*1% de /tí ,-afntal en los autos de Catalina Zaecarim sobré 



Sumar* Kl un-/ qttt uVclaro un:* insania, pasada en autoridad 
>W lusa jn/fcada. '! c<»mpi-te-ntv t«ra conocer de los e!ct- 
ilr rva • tcclaratona con relación á la |M-r«ma y bienes de» 




I. • xplican jas plepas guíente-: 



Suprema ci ate : 

¡sin ío de insania -Ir duíia Catalina Zuccariui, promovido 
ir- ét an»< inbimalts de Había lilanra. tcrminiV 
.1 niriK-ia .ir 1^ (.muía de ajn-l aciones dictada con fecha 2t> 
«robre, de i'*** Kl ¡uicio que |*>r análogo mtoivo se ini- 
ooa |-r*t( rii.ri.!jii! jiiU* tr«1mn.ili- de la capital federal, ti- 
nec*.*' igualmt-nir p^r la molttrióti de fecha jfo de táalrzo de 

' * -fMi.t' n tilia «i"' ' M1 existe propiamente contienda 
i h t ntit poi rujritt» el juicio en i|«c fué trabada. coiicIiiym 
t , nt< »i t i t. - !.jr. I.i inania, j ptir lantn, no cabe ene— 
é 'ninm.il i >\men compete entender en él ( Hallo*. 

Ha V*K »4/ ' 

ex\ :-fi- pido á \ E. sirva declarar rjue no bay 
a la ctmt renda -Ir ounjirtriHia suscitada, y ordenar la dc- 
irm expérftepte* elevad*^, a lo* jucas rc*|iectivut 
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VALLO DI- 1.A ÜOMTB SUPREMA 

Bueno» Aires. Dlcitmbre W Je 1910 

Vistos y considerando: 

Qm el juez competente para conocer del juicio de insania 
y de las medidas correspondientes al gobierno fie la persona y 
bienes del incapaz c* id del domicilio de éste (arts. 100 y 140 
del cód. civil), 

Oik de la información producida ante el juzgado de Bahía 
i llant a aparece que doña Catalina Zuccarini tenía su domicilio 
en aquella ciudad primero y últimamente en Punta Alta, Puerto 
Militar, de donde fué trasladada para su curación á esta capital 
( fs. 64 í Cvy). 

Ütte (te los términos del informe de ís. 74. respecto á la épo- 
ca del comienzo de la enfermedad de la /ucear mi, puede infe- 
rirse (pie la traslación a esta capital m» reunía las condiciones le- 
íale- de un verdadero cambio ele domicilio (dictamen de fs, 53 
del expediente seguido en esta capital). 

Que. además, es de tenerse en cuenta que al iniciar don Ma- 
nuel Alvarcz, ante un juzgado de esta capital, el juicio de doña 
Catalina Zuccarini, cu 28 de Febrero del corriente año, se encon- 
traba ya sentenciado y definitivamente resuelto el mismo juicio 
ante los tribunales de Babia Hlanca, provincia de Buenos Aires. 

Que el mismo don Manuel Alvarez. cumpliendo mandatos 
del juzgado de Bahía 1 llanca, había fiado al curador provisorio 
en atine! juicio, la posesión de los bienes que adminístrala, en 
18 (te l-Vbrero de 1909. es decir, un año antes de que se ini- 
ciara lít gestión, en su nombre, ante el juzgado de esta ca- 

Qne pasada en autoridad fie cor t juzgada la declaración de 
insania, «le doña Catalina Zuccarini, se trata, en el caso, «le resol- 
ver la enmienda de competencia trabada entre el juez de la ca- 
pital y ei de Había Blanca, en la provincia de Unenos Aires, para 
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conocer de los efectos de esa declaratoria con relación á la guar- 
da de la persona y bienes de la incapaz, que no pueden quedar 
subordinados :i una múltiple y contradictoria intervención. 

Por estos fundamentos, oído el señor procurador general, 
se declara: que el conocimiento de tas medidas de que se trata, 
corresponde al juez de i> instancia de Bahía Blanca en la pro- 
vincia de Buenos Aires, al que se te remitirán los autos, dando 
al juez de la capital el correspondiente aviso. Notifíquese con 
el original y repóngase el papel, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del Solar — 
M P. Daract. — D. E. Palacio — 
Lucas López Caban illas. 



CAUSA CC XXV 

Recurso extraordinario deducido de hecho por don Eduardo 
Salcedo contra una sentencia del Superior Tribunal de San- 
la Fe. 

Sumarie : La interpretación y aplicación de leyes locales y de 
cláusulas de la constitución de una provincia, es ajena al 
recudo extraordinario previsto en el artículo 14 Je la ley 
numero 48. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

■ 

É 



' • ■ ■ ■ ■ 



I* JUSTICIA Dt LA HACKWf 

DICTAMEN DIX Sr. 1'BOCrHADOft f.ENKRAL 

Suprema corte; 

De; escrito presentado por el recurrente á la suprema corte 
,le justicia de Santa Fe y de la sentencia dictada por este tribunal, 
se desprende : 

a) Que el recurso elev¡. lo ante dicho tribunal contra una 
resolución del consejo de higiene de aquella ciudad se fundó ex- 
clusivamente en lo dispuesto en la constitución de aquella provin- 
cia v en el código de procedimientos civiles de la misma, sin que 
se alegara en favor del recurso, la violación de una cláusula de 
la constitución nacional, ley ó tratado tk! congreso. 

b> Que la resolución del suprior tribunal, denegatoria del 
exprcí-ado recurso, se fundaba en la disposición del art. 1849 M 
expresólo código de procedimientos y en principios que rigen la 
materia de la contencioso administrativo dentro de la provincia. 

testa lo espuesto para patentizar la improcedencia del re- 
curso extraordinario que se deduce para ante V. E, dado que 
es requ ; <ito indispensable para su admisión, que la sentencia de 
míe *q recurre contenga un pronunciamiento que se halle dentro 
de los casos previstos por los incisos del art. 14 tle la ley 4* "° 
éméú suficiente que con ,>oster¡oridad á dicha sentencia se invo- 
quen c.tcunstancias que hubieran podido hacerlo procedente, a 
naber sido materia de litigio, (Fallos, tomo 85, pág- 3*3)- 

La simple referencia á las garantías consagradas por '» 
carta fundamental, no autoriza el mencionado recurso extra- 
ordinario, por cuanto este debe ser fundado en citas concretas y 
.-ou aplicación al caso de autos, según lo dispone c lart. 15 de 
la citada ley 48 y lo tiene consagrado la jurisprudencia de V. E., 

(Fallos tomo 85, pág. 395)' , 

Ver !o expuesto y jurisprudencia citada, pido a V. tí,, se 
declare bien denegado el recurso interpuesto. 

Julio Bolet, 
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FALLO DK LA t-'OHTK SUPRFJf A 

Bnt-nvi Aití*, Picfctnbie 20 de 1910. 

Autos y vistos : el recurso de hecho por apelación denegada 
interrnii.su ¡por don Eduardo Salcedo contra sentencia pronun- 
ciada por el superior tribunal de justicia de Santa Fe. 

Y considerando : 

Que en la gestión iniciada ante el superior trihunal de Santa 
Fe y traída ante esta corte mediante el recurso extraordinaria 
previsto en el inciso 2, art. 14 de ta ley 48, el interesado ha pie 
tendido que declarándose competente para conocer del rettírso 
concedido por el consejo de higiene, se sirva avocarse el co- 
nocimiento de la causa, es decir, qué el punto sometido á la 
decisión del superior tribunal era que la apelación contra la tío?* 
cisión del consejo de higiene del R osa río debía ser llevada 
ante aquel y no ante un jurado invocándose en apoyo de esa pre- 
tensión la constitución de la provincia y sus leyes procesales. 

Que llamado i\ aclarar su solicitud el recurrente, sostuvo que 
el decreto del gobierno de Santa Fe de 30 de Enero de 1800 
cpie organizó el jurado (le apelación» había quedado derogad, 
por el art. 1301 del código de procedimiento en vigencia. 

Que planteada en estos términos la reclamación del se- 
ñor Salcedo, fué resuelta por d tribunal en el sentido de que el 
reglamento del consejo de higiene sancionado en virtud del art. 
5 de la ley de la proviueia de 3 de Diciembre de 1889, no había si- 
no derogado y que rio procedía en el caso la vía interpuesta de lo 
contenerlo administrativo por no tratarse de una resolución 
definitiva como lo exige el art. 1840 del código fie procedimientos. 

Que esa resolución río lia hecho asi lugar á la sustaneia- 
ctón di" recurso en lo conleiu .oso administrativo llevarla ante 
a<|iicl -i't erior tribunal ni al examen de las cuestiones sobre cons- 
títucio'ialidad del (lecrcto reglamentario citado que atribuye á 
otro oriicn de proce" lunieiitos invocando la constitución y leyes. 
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procesales de la provincia dé Sania Fe, cuya interpretación y 
aplicación es ajena al recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 
Por elle y de conformidad con lo dictaminado por el señor pro- 
curado» general, se declara bien denegado el recurso. Notifique 
se con el original y repuesto el papel archívese. 

A. Iíiírmkjo- — M. P. Pabact. — D. E. 
í j alai*io.— Utas Itivm Camaxi- 

LUAS. 



CAUSA CCXXVI 

h'cair.i.i exíraoniimiih deducido de hecho f>or el F. C. C. A. en 
autos i- 'ii tí. l.tu/inuarsitto. snhre ineomf>etencia 

Smtútto: No es sentencia definitiva á los efectos del recurso ex- 
traordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48 ta que 
dejí: á salvo él derecho invocado por el recurrente para 
que ¡tí bajía valer en la estación o|K>rtutia del juicio. 

( as»: í.i> explican ia^ piezas siguientes; 



St N TKNCI A OKI. J.WJO! 

Rueims Ahí-.. Ahríl 14 dt 1910 

XthlQ$ para re-^lwr la articulación pendiente. 
Y considerando; 

(Jue el art. 4." de la ley 4128 establece categóricamente que 
las exerjjeinnc* de previo y especial pronunciamiento deben ser 
opuesta.? dentro de los primeros nueve días del térmnio acor- 
dado para la contestación de la demanda. 



Qtw según resulta del examen de los autos, la empresa del 
Central Argentino ha deducido la de incompetencia después 
del vencimiento del plazo indicado en el considerando prece- 
dente. 

Quv en estas condiciones la tesis sostenida por el excepcio- 
nante importa no sólo la violación del precepto legal citado, sino 
también la del articulo que declara improrrogables los términos 
teñaladcs por la ley procesal. 

Por ello, teniendo presente míe las actuaciones nulas de que 
í-e hac¿ mérito en el escrito de fs. 2$ pueden evitarse desde que 
la ty autoriza á invocar la incompetencia en el escrito de contes- 
tación ¿1 la demanda, en caso de que no sea legal la prórroga de 
jurisdicción (doctrina del arl, 7). y de conformidad con lo dicta- 
minado por el señor agente fiscal, resuelvo declarar improceden- 
te la ai ticul ación promovida, sin per juicio de resolver sobre la 
competencia del juzgado en la Oportunidad que señala el arl. 87 
del cóiljgo de procedimientos. De conformidad con lo preceptua- 
do por el art. 24 de la ley de reformas, impongo al vencido las 
costas del incidente, á cuyn efecto regulo en ochenta y treinta 
peso* moneda nacional, respectivamente, los honorarios del doc- 
tor Aliñada y procurador Tiurgueño. Repónganse las fojas. 

Angel M. Casares. — Ante mi: Martin /. 
Castiarena. 

iiktami-x mu, sr. PRticrk.\noR ■'.knükat. 

Suprema corte : 

TCl recurso de hecho interpuesto en el presente caso, es im- 
procedente y pido á V. E, así se sirva declararlo. 

La resolución de que se recurre no constituye una sentencia 
definitiva que ponga término á la cuestión debatida: ella se li- 
mita á aplicar una ley de procedimientos de la capital federal ex- 



traña á la jurisdicción de V. E., y ú mérito de la cual rechaza 
una excepción opuesta como previa, por reputarla fuera del 
término legal establecido por aquélla, — y finalmente, no contie- 
ne decisión contraria al fuero federal que se invoca, respecto 
de lo cual, declara que el demandado podía alegar el derecho 
ó privilegio que alega, en la estación oportuna del juicio que 
ella misma índica. 

Po- lo expuesto y disposiciones de los arts. 14 y i 5de la 
ley 48, solicito se provea como lo pido al principio. 

Julio Botet. 



IWU.O PK J.A aJKTt: SUPREMA 

Bueno* Aires. Diciembre 20 de 1*10. 

Resultando de los autos remitidos por la cámara de apelado* 
nes en lo comercial de esta capital, que no se trata de «na sen- 
tencia oeiínitiva que haga procedente el recurso de hecho dedu- 
cido, con arreglo á lo dispuesto por la ley de 14 de Septiembre 
ile Í863; pues qnc se lia dejado á salvo á la empresa demandada 
el derecho invocado por ella en cuanto al fuero federal, para que 
lo haga valer en la estación oportuna del juicio. 

Po- dio. y tle conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador general, no ha lugar á dicho recurso. Noti- 
íiqitcse original y previa '.posición de las fojas, archívese, de- 
volviéndole los autos al tribunal de su procedencia. 

A. Rkkbikj o.— Nicanor G. del Solar. — 
Xf. P. Daract.— D. E. Palacio.— 
Litas López Caramilla». 



* * 
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CAL SA CCXXVI1 

Coniievda de competencia entre el juez federal de La Plata y el 
det crimen de ¡a provincia de Buenas . tires en la causa con- 
tra Ciríaco Caiuiia pm falsedad. 

Sumario : Corresponde á los irilmnntes federales el juzgamiento 
djeí Mito fie falsedad cometido tiara obtener una excepción 
del servicio militar. 

Caso: Lo explican las piezas <ignicutes 3 



DICTAMEN DEL 3ESOR PROCLIÍAPOW GENERAL 
Suprema corte : 

La contienda de competencia suscitada entre el j-úéz de sec- 
ción ile La Piala y el juez del crimen de la misma ciudad, debe 
ser dirimida por V. K. conforme á lo dispuesto por el art. o. in- 
ciso c de la ley 4055. 

H! hecho que da motivo á la contienda negativa tratiada, 
consiste en el delito de falsedad cometido por Ciríaco Candín, 
en una información producida ante el juez de paz de las Con- 
chas, á efecto de obtener la excepción del servicio militar. Lai 
cámara federa) de La Plata atribuye el coníteimicnto del hecho 
íí la justicia local y el juez de la provincia sostiene que son los 
tribunales federales los que deben entender en el proceso. 

Éíta misma cuestión na sido resuelta anteriormente por 
V. R. en un fallo que aceptó las conclusiones de este ministerio, 
por lo que me limitaré á reproducir los fundamentos alegados en 
aquel ¡llamen f causa seguida á Luis Copgrand y ftaldf micro 
Arrnyri. sobre falso testimonio. Fallos, lomo tí 2, pág. 108. Re- 
solución dé Ag'^to 26" de iqooA. 
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La falsedad que se dice cometida, en caso de existir, iO ii.fr- 
bría sido: a) en documento público que debía presentarse ante 
oficinas de la nación, para comprobar tos extremos exigidos por 
el art 64 de la ley 4707 ; b) con el propósito de hacer imcurrir 
en error á las autoridades nacionales encargadas de acordar las 
excepciones militares. 1\s incuestionable, por to tanto, que el he- 
cho cae bajo la competencia de ta justicia nacional, por ratón tic 
ta materia, atento lo que dispone el art. 65 de la ley 49. cuando 
dice que será castigado como falsario el particular que faltase 
á la yeldad, en documento público que hubiere de presentarse 
a las orcinas tic la nación, y el art. 3". inciso 3 de la ley 48» 
citando establece que ios jueces de sección conocerán de los 
crímenes cometidos en el territorio de las provincias, en viola- 
ción dq las leyes nacionales y ohstruyendo ó corrompiendo 
el buen servicio de sus empleados. 

Además, la información producida para comprobar la ab- 
soluta pobreza, exigida por el art. 64 de la ley 4707. debe consi- 
derarse como formando parle del juicio de excepción— atri- 
buido exclusivamente á la jurisdicción nacional.— desde que 
responde n una delegación hecha á las autoridades provincia- 
les, á los efectos de llenar un requisito de la misma ley. En ese 
concepto, el hecho cae también bajo la competencia de la justicia 
nacional, desdé que. según la jurisprudencia de V .Tv. los tri- 
himalvs federales son competentes para conocer de los delitos 
de falsedad cometidos por particulares en asuntos sometidos á 
su jurisdicción. ( Fallos, tomo 45. pág. 5: t°™> «7- P«ff- 345). 

Por las consideraciones precedentes y jurisprudencia recor- 
dada, pido ú V. E. se sirva dirimir la contienda declarando la 
comiRtcncia de los tribunales federales, para conocer en el pío 
ceso elevado. 

Julio Batct. 



V 



iwu.o di: i,\ corte suprema 



Bueno» Aires, Diciembre 2" de IW- 

VutóS para conocer de la contienda ilc competencia negati- 
va suscitada entre el señor jiífei federal de La Plata y el del cri- 
men de la provincia, en la causa seguida contra Ciríaco Candía 
por el delito de falsedad. 

Y considerando: 

Que el delito (Je <|ue se trata consiste en la falsedad que se 
dice cometida, en las declaraciones prestadas en la información 
producida por Candía pa. a obtener la exce|ieión del sen-icio mi- 
litar, qm: le fué acordada en mériut de dielia información, 

Qu este delito está previsto y penado por el art. 65 de la ley 
numero 49 y su juzgamiento corresponde á la justicia nacional, 
con ai reglo á lo dispuesto por el art. 23. im\ 3 del código de pro- 
cedimientos en lo criminal, como se lia resuelto por esta corte, 
en repetidos fallos. Tomo 112, pág. 108. 

Por ello, y de conformidad con to expuesto y pedido |>or el 
señor procurador general, se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponde al juez federal de La llata. á quien se remi- 
tirán In*. autos, haciéndose saber esta resolución por oficio al se- 
ñor jujex del crimen de la provincia. Notifíquese original. 

A. Bermeio. — Nicanor G. dkl Solar — 
M. P. Daract— D. E. Palacio — 
Lucas LorE* Cauaniulns. 



CAL SA CCXXVII1 



Chitotegny Silvio, contra el gobierno nacional sobre transferen- 
cia de utia concesión de tierra 

Sumario : El que pretende un derecho contra la nación debe re- 
clamarlo ante ella dentro del término de la prescripción ; y 
luego de desconocido» tendrá que demandar judicialmente 
para interrumpir la prescripción en curso ; pero si en seguida 
de la reclamación y la denegación no se demanda a la nación 
y se ocurre á los tribunales después de expirado e! término 
legal de la prescripción, la acción se declarará prcí cripta á 




V vistos estos autos, de los que resultan : 

i . J Que por el decreto de 26 de Julio de 1895 se recono- 
ció í don Pedro Barnetchc, en las condiciones de la ley número 
2875. ochenta mil hectáreas de tierra en el Chaco para colonizar, 
K 40. expediente administrativo agregado. 

En 28 de Febrero d¿ 1899. por resolución del ministerio de 
hacienda se declaró caduca la concesión de las ochenta mil hec- 
táreas mencionadas, fs, 47» expediente agregado. 

En Noviembre de 1903, se presentó Barnetche ante el P. E. 
de la nación y solicitó se dejara sin efecto la resolución de 28 de 
Febrero citada ; y el P. E. por decreto de Mano 24 de 1904, re- 
solvió no hacer lugar á lo solicitado, por estar ya definitivamente 



¡solicitud del demandado. 




Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 



Buena! Air». Atril 30 dt 1910. 
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terminada la cuestión promovida, ís. 6p; ex|jediente agregado. 

La* mil vas solicitudes de fs. 61 y fe, 8o, tendientes á que so 
dejaran sin efecto los decretos de la concesión de las 80.000 hec- 
táreas reconocidas ¡\ lianietche, han sido completamente desesti- 
madas ;>m el decretu de! l\ F,. de Julio 16 de 1907, R 103, ex- 
pedicnte agregado. 

2." Oír- desestimadas por el I'. K. de la nación las pretcn- 
siones de Jiarnetehe. su cesionario don Silvio Chiloteguy se pre- 
senta di mandando a la nación para que sea condenada a transfe- 
rirle la propiedad de tas S0.000 hectáreas de tierras en t Chaco 
á que estaba oNigadu ¡w»r la ley míní. 2875 y decreto del I*. E. de 
Julio j6 de 180,5, bajo pena de resolverse la obligación en el pag* 
«le pérdidas é intereses. Oír r ido traslado tle la demanda, el re- 
preséntame de la tuición la contestó y pidió su recluido. Oponien- 
do después la excepei^n de prescripción de diez años contra la 
acción deducida. conforme al art. 305. código civil, la cual, como 
defensa previa, fué resuelta por el inferior, declarando su proce- 
dencia por el &¡Íb de fs. 1 1-4. el cual fue apelado ¡Kir el ador. 

V considerando: 

\:~ (Jue la ciiestióri .'i resolver es si procede ó no la excep- 
ción de prescripción tilieratoria " puesta por el representante de 
1a nación. 

I\s indudable que el derecho cuyo reconocimiento judicial 
se pretende en estos autos emana del decreto de 20 de Julio de 
1805. l'oi consiguiente til ufar lia podido ejercerlo flesdc esa 
fecha y desde entonces h acción personal que lleva consigo ha 
podido empezar a pi senl ir«;e. La prescripción lilteraloria es im 
medio de libertarse de una obligación por el simple transcur- 
so riel ti' inno. ar<. 3047. código civil. 

La prescripción de las acciones personales comienza á corre- 
desde la fecha del titulo de la obligación, art. ,VJ5 r> . código ci- 
vil. Luego, la prescripción de la acción personal deducida lia po- 
dido comenzar el 2(1 de Julio fie 180,5. embargo, i't represen- 
tante de la nación señala mía fecha posterior como principio de 
la prescripción, pues establece que c*ta debe comenzar despué* 
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de ios sesenta días del decreto de 30 ^ Octubre de 1R05. Proce- 
de admitir está última fecha, por ciiaíitd lo establecido á su res- 
pecto por vi representante judicial de la nación importaría, en 
todo case, una renuncia al tiempo anterior, lo cual es procedente, 
desde que puede renunciarse la prescripción adquirida, aft ,Ví5*>, 
código civil. Por consiguiente, la prescripción de ta acción perso- 
nal dedieida p< r Chiloleguy contra la nación, ha empezado á co- 
rrer después fie sesenta días del decreto de 30 de Octubre de 
1S05. es decir, desde el .V de Diciembre de 1895. 

2." (Juc el demándame alega f|iie la prescripción liberato- 
ria 110 li;> podido empezar á correr dísde la fecba ilc ¿6 de Julio 
de iSQ5 (ni desde la fecha indicada |*or el demandado l . porque 
tu esa é»oea el derecho eme actualmente reclama estaba recono- 
cido por la nación y que hiendo asi. no había derecho controver- 
tido, v por tanto, no podía demandar la nación ; que la prescrip- 
ción solo pudo empezar á correr desde el momento que huljo dc- 
tecbos e -utrovertidos en razón de negativa de la nación á reco- 
nocer el derecho reclamado; que, jmr tanto, la prescripción sólo 
debut eu-jiezar á correr, no desde la fecha de la resolución minis- 
terial de ->8 de Febrero de 1*». por no ser un acto del noder eje- 
cutivo silo desde el decreto del ikhUt ejecutivo de 24 de Marzo 
tie H104 denegatorio de su derecho: que siendo esto así. y habién- 
dose deducido la demanda el ¿1 de Agosto de 1907. no han trans- 
currido diez años ni desde Febrero ¿8 de 1800. ni mucho menos 
desde el 24 de Marzo ríe 11)04: que. por tanto, la acción deduci- 
da no se halla prescripli-. 

,V> ta impugnación del actor contra la procedencia de la 
1 xeepei ín de prescripción 110 es |>ertincnte. , ¿ 

Ks indudable que la prescripción liberatoria de acciones per- 
sonales comienza desde la fecba del título de la obligación, y que 
puede invocarse por quien quiera que se repute obligado. Desde 
este as])ecio. el esiado como persona jurídica, se encuentra en 
una situación igual á la de las persona> de existencia visiltk. 

Empezada la prescripción, sólo >e interrumpe por demanda 
l por reconocimiento del derecho. arK .V>86 y .V)*J. código civil ; 
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juicio son extrañas á ta excepción de prescripción liberatoria, 
cual se funda en el nuevo transcurso del tiempo sin ejercitar 
acción respectiva en el modo, tiempo y forma prescrípta por 

ley. 

Por estos fundamentos, lo dispuesto en el art. 4023, código 
ti vil. y ios concordantes de la sentencia apelada, se confirma. No- 
tifiquen, devuélvase y refwmgaso los sellos ante el inferior. 

Juan A. García. — Angel D. Rojas 
Angel Ferreyra Cortés. 




VM.IO m t \ CORTK SITKKMA 



Huero* Alret. Dteítmbrt 90 de 1910. 



Vistos y considerando: 



Que según se desprende de las actuaciones administrativas 
posteriores al decreto de ai» de Julio de 1895, por el cual se acor- 
dó en venta á don Pedro Barnetche la tierra de que se trata en d 
presente juicio, el poder ejecutivo de la nación entendió que la- 
liquidación del precio de dicha tierra, el pago de la primera cuota 
y el otorgamiento de las letras respectivas, debían practicarse an- 
tes de que se llevara á cabo la mensura de aquélla ( h. 40 á 47 / 
60 de los expedientes agregados). 

Que Barnetche no reclamó de esta interpretación del decre- 
to preindicado. ni aparece que el agrimensor propuesto se hay» 
presentado á recibir las instrucciones á que se referia el art. 3.* 
del mismo decreto. 

el título de propicilad definitivo á favor de don 

ita expedirse una vez practicada la liquidación y 
¿acó. coi, arreglo 3 los términos del art. y del ya citado decre- 
to ; y no ha existido en su consecuencia, condición ó plazo rela- 
tivamente a la época en que correspondía verificarse ese pago > 
exigirse la escrituración (arts. 395» v 3957, código civil). 




9i fAMAM M LA CO*Tg IDIUMA 

Qii*.' no puede sostenerse C|tie exista reconocimiento de la 
obligación en las actuaciones administrativas anteriores á la re- 
solución de 28 de Febrero de 1899 ó al decreto de Mayo 24 de 
1904 antes mencionados, desde que, fuera de no ser actos direc- 
tos del poder ejecutivo, en ellas, con excepción de las que Uevan 
¡as fechas de Julio 30 y Septiembre 16 de 1895, ó sea anteriores 
en mus de diez años á la presentación de la demanda en 31 de 
agosto de 1907 (fs. ití vuelta)» se hizo notar que Karnetclic no 
había hecho el |Ktgo á qne tas olkinas administrativas lo consi- 
deraban obligado, y se aconsejó la declaración de caducidad de 
la concesión. 

Por ello, y fundamentos de la sentencia de fs. 146, se ta con- 
tinua. Las costas de ta instancia se abonarán en el orden causa- 
do, en atención á la naturaleza de la excepción resuelta. N'otifi- 
cuese con el original y devuélvanse, debiendo reponerse los se- 
llos ante el inferior. 

Nicanor G. dkl Solar. — M. I*. Daract, 
D. E. Palacio. — L. López Carani- 

IXAS, 



CALSA CCXXIX 

Miguel R. Puarte contra el poder ejecutivo nacional por 
incoastituchnaiidad de mi decreto 

Sumaria : E* improcedente la solicitud de n*posición de un juez 
letrado de territorio nacional, cesante por un decreto del ¡>o- 
der ejecutivo que declaro terminado el período porque fué 
nombrado, y el |>cdido de inconstttiicionaltdad de dicho de- 
creto. 

Caso : Lo explican las siguientes piezas : 



ESCRITO 



Suprema corte : 

El doctor Juan Antonio Argerich, domiciliado Avenida de 
Mayo milis. 761, á V. E. respetuosamente expone |H>r S. S. el 
juez tle la rampa, doctor M. R. I>uarte: 

1. " A mérito del poder general que, con fecha 28 de Octu- 
bre de eite año se me otorgó en Santa Rosa de Toay, por ante el 
escribano don José M. de la Cámara, con toda cláusula, inclusive 
en la de representarlo en sus acciones como empleado publico, 
pido ser tenido |>or parte. Kl testimonio de poder ha sido presen- 
tadf) al 1 1. senado de la nación y solicito su desglose pura presen- 
tarlo á \ . K„ para une se me tenga por parte y por constituido 
el domicilio. Juro lo necesario en derecho. 

2. " Vengo á promover esta gestión de inconstitucionalidao 
contra él decreto de fecha Octubre 28 de 19 10 del R E. de la na- 
ción, orn* dice así : De acuerdo con los fundamentos del prece- 
dente dictamen de! soñor procurador, se resuelve : Comunicar al 
señor juez letrado en lo civil y comercial de la Pampa Central la 
cesantía, á contar desde el 20 de Septiembre último, del juex del 
crimen del mismo escritorio, doctor M. R. Duartc, etc.". Este de- 
creto, firmado por los excelentísimos señores doctor Sáenz Peña 
y Juan M. Carro, presidente de la nación y ministro de justicia, 
respetivamente, ha sido presentado, también, en copia, al bono- 
rabie senado, y pido se tenga presente. 

y En mérito á la brevedad, la protesta acompañada de 
S. S. el doctor Duarte, forma parte de este escrito y mi gestión 
acude á V. K. con todos los alcances, dentro de las facultades de 
Y. K. para proveer, ya sea en litigio, ya en uso de sus facultades 
de amparo del poder judicial, comprometido en su libertad y dig- 
nidad por el decreto y su manera de ejecutarse. 

4-° Se trata de una incidencia de excepcional gravedad, 
t;iic 110 necesita dificultarse con largos escritos, ni exposiciones 
de doctrina. 



5 " l a evidencia resulta de la brutalidad de los hechos eon- 

G." Mi principal, tic acuerdo con la ley 3375, fué nombrado 
juez del crimen de la Pampa en Julio de 1907 y prestó juramento 
ante V. E. el 22 del misino mes. Terminaba su período el 22 de 
Julio de 1911. 

7. " Renunciado el cargo de juez del X cuquen prestó nuevo 
juramento, desde que era elegido para tina nueva función. 

8. " En 1907 renunció el cargo de juez del Xeuuuén, y mal 
pudia ser su designación, continuación de lo que había dejado de 
ter* Todo lo actuado y fallado seria nulo desde el día ta que se 
ausentó del Nenquén. 

cj," El actual juez de la l'ampa Central» en ln civil y comer- 
cial doctor J. A, Torres, fué nombrado juez letrado tlel territorio 
ile Santa Cruz. ert donde estuvo un año ; de ahí lo trasladaron sin 
renuncia, con las mismas funciones, al Río Negro, donde desent- 
onó, durante 4 años, las tarca» de juez letrado, á contar desde 
.ne se hizo cargo del nuevo juzgado, sin tenerse en cuenta (por- 
que no debía tenerse en cuenta), el año que había estado de juez 
_-n Santa Cruz. 1 (abría sidu juez 5 años, lo que seria alsurdo. 

10 Con relación á S. S. el doctor l>iarte, V. E. verá por 
¡as comunicaciones acompañadas y por los encargos de V. E., 
al encomendarle, la atención del juzgado civil y comercial (no 
puede haber dudas), á fines de Octubre, toda ta razón que le 
asiste y toda la gravedad del decreto y procedimientos de que se 
reclama 

1 1. Está en tela de juicio la integridad de la justicia y de- 
jo. ;í lo* fines expresados, promovida esta gestión, de acuerdo 
con lo peticionado, no solo para la declaración de inconstitucio- 
nal id ad del decreto y todos los complementos legales, sino para 
ia reposición y amparo del juez en sns funciones. El astmto no 
sólo afecta á este: afecta al territorio en la infinita cantidad de 
íalln> nulos, que resultarían del acatamiento ó de la validez del 
decreto, en todas las jurisdicciones, sin excepción, debiendo, ex- 
celentísimo señor, insistir en que V. F.. y d RE., hasta el último 



n 



Dft JUSTICIA ** LA HACIOK 



momento, han reconocido esa investidura, que nació, como Jun- 
ción üc justicia, el día en que S. S. el doctor Duarte presto ante 
V. E. juramento de administrar justicia en el territorio de la 
Pampa, nueva investidura que no procedía del cargo anterior re- 
nunciado, sino de su designación y de su juramento. 
Será justicia, etc. 

Jmin A. Argcrich. 



mCTA.MÉN DRL Bf. l'kOtTR \1X>K CEXER-M. 



Suprema corte: 

IMdo á V. E. se sirva desestimar la presente gestión que, 
bajo ningún concepto, encuadra dentro de la jurisdicción que le 
es propia. 

f^a declaración He inconstitucionalidad que se requiere oe 
V. E. A propósito del decreto del R E. de 38 de Octubre del co- 
rriente año á que alude, no se comprende en la enumeración que 
hace el art. 2 de la ley 4°5S. <«* establece los casos de la juris- 
dicción originaria y de revisión de ese alto tribunal. 

El mismo pedido está fuera de tes recursos á que se refiere 
el art. 6 de la misma ley ; no habiendo pronunciamiento anterior, 
no puede encuadrar dentro del art. 14 de la ley 48. á que aquella 

disposición se refiere. # 

Salp la misma gestión de la superintendencia de \ E. que, 
encerrada dentro de los limites que le marca taxativamente el 
art, 1 1 de la ley 4055. no comprende ni puede comprender lo que. 
como el nombramiento de un jue« federal, es perfectamente ex- 
traño á aquella disposición. 

Julio Botct. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bu en» i Air**, Diciembre 2¿ie KHO. 

Alisto» y vistos : 
De acuerdo con lo expuesto y pedido por él sefior procura- 
dor general, en el sentido dé que el presente caso no eslá com- 
prendida entre los de jurisdicción originaría de la corte suprema 
(art. 101 de la constitución nacional ; art. 2.°. ley 4055) "> entre 
los de superintendencia ó los enumerados en et art. 14 de la ley 
ítúm. 48 f arts. 6 y 1 1 de la citada ley 4055), y conforme á lo re- 
suelto en casos análogos. (Faltos, tomo 31, pag. 288; lomo 48, 
pág, 462 : auto de 24 de Abril de ujoq, recaído en gestión idén- 
tica, del ex juez del territorio del Chaco, doctor Don A. Peralta), 
no Tro lugar á la declaración de inconstitucional ¿dad y exposición 
felicitados. Notiííqucse con el original, repóngase el |«ipcl y ar- 
chívese. 

A. Hermejo. — Nicanor C. del Solar.— 
M. P. Daract.— L. López Ca rani- 
llas. 



CUSA CCXXN 

Criminal coaita /.. Sakv. P. Gran, -V. Giménez y oíros, por 
riotaciáit á la ley de defensa social 

Sumario : 1 El congreso como legislatura local de la capital está 
habilitado para reglamentar la libertad de imprenta y some- 
ter sus abusos á la Jurisdicción de los tribunales de fuero o 
mún que existen en ella. 

2.° No corresponde á ios tribunales federales entender 
en acusaciones por abusos ó delitos de imprenta, ya se trate 
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de publicaciones contra la nación, ya de desacatos, injurias, 
calumnias 6 de propaganda contra la subsistencia de las ins- 
tituciones y la incitación á desobedecerlas. 

.V El delito de distribuir ó bacer circular impresos pro- 
hibidos por la ley de defensa social uúm. 7029. debe ser so- 
metido á los jueces locales del fuero común. 

raso : l,o explican las piezas siguientes : 



ALTO DEL JI M INSTBl iVrOS OK t.A CAPITAL 

UiK-nua Aif«, OcluUfe 2J d* I'JIO 

Austos y vistos : 

Considerando : que Ion hechos que han dado lugar á la for- 
mación del presente procedo y detención de los acusados, se eu- 
ciicni rar legislados 011 las disposiciones de la "Ley de Seguridad 
Social*'. 7029. del 28 de Jimio de 19 O*» ,a sitpretna 

corte cíe justicia nacional, al resolver la contienda de competen- 
cia siiM-itada en el proceso instruido con motivo del atentado 
ocurrido en el teatro Colon, y en el de Simón Radowiskv por el 
delito di* f ti Me homicidio, ha declarado que esos hechos, á dife- 
rencia de otros definidos y castigados por la ley citada, son de 
competencia <le la justicia ordinaria ó del fuero común porque 
íólo importaban atentados análogos á los que prescriben los ar- 
tículos 25 y 17. inciso de la ley de reforma» 4180; es indtula 
ble que. tratándose en e! presente caso de hechos de naturaleza 
distinta de la de aquellos^ como ser la circulación de periódico» 
anarquistas con propagandra revolucionaria ó violenta, en que 
se incita al desconocimiento de las leyes y autoridades nacionales 
y se amenaza de muerte al Exento. Sr. presidente de la repúbli- 
ca, ía incompetencia del proveyente es evidente. Que. por otra 
;iartc. la resolución de la suprema corte nacional, en las causas 
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indicadas no importa declarar la inapHcabilidad del art 33 de la 
ley ¿cz h l'or estos fundamentos, de acuerdo con el precedente 
dictamen del señor agente fiscal, resuelvo: declararme incompe- 
tente para entender en estos autos, á cityo efecto remítansele con 
nota al señor juez federal de la capital, doctor Horacio Rodrí- 
guez 1. arreta, poniéndose á sn disposición los detenidos, y encon- 
trándose éstos incomunicados, de acuerdo con el art, 68 del có- 
digo de procedimientos en lo criminal, tómeseles declaración ni- 
dagatoría en el día de la fecha. 

H. S. Beltrán. 
Ante mi : R. Parcel de Peralta. 
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Humo» Atiea, Noviembre 15 de 19*0. 

Auíios y vistos: 

F.stos írntecedentes remitidos por el señor juez de instruc- 
ción de la capital doctor Manuel S. Beltrán. declinando de ju- 
risdicción en el sumario instruido contra Lúeas P. Salva y otros 
por violación de la ley de defensa social. 

Y considerando: 

One el hecho imputado á los detenidos, es á prima facie. el 
de haber publicado en el .liarío "La Protesta" y circulado ejem- 
plares del mismo, que contienen escritos violativos de las dis- 
posiciones de la ley de defensa social que castigan dichos deli- 
tos, fundándose la declinatoria, en lo dispuesto en el articulo 32 
de la misma ley. que declara conn>etentcs á los jueces federales, 
para conocer y aplicar las penas «pie en ellas se establecen. 

Qtte de acuerdo con el concepto doctrinario y el [ándito, 
reproducido en numerosos fallos de la excelentísima suprema 
er rte de justicia nacional» toda manifestación del pensamiento 



que se llaga por medio de publicaciones, constituyen el ejercido, 
ó abuso en su caso, de] derecho de libertad de imprenta. 

Que el artículo 32 de la constitución nacional, expresa clara 
y terminantemente, "que el congreso federal. 110 dictó leyes que 
restrinjan la libertad fie imprenta, ó establezcan sobre ella la 
jurisdicción federal, cláusula constitucional, que en varias oca- 
ciones, lia tenido aplicación, por traerse al fuero federal, juicios 
basados en publicaciones que afectaban á funcionarios ó institu- 
ciones del órden nacional y en los cuales, la excelentísima supre- 
ma curte de justicia consecuente con su jurisprudencia resolvió 
aplicando el articulo 32 de la constitución la íiu*otii|>et encía de la 
justicia federal para entender en ellos, arribando á la conclusión, 
de que. siempre que el hecho imputado fuera una manifestación 
del pensamiento por medio de publicaciones, y sin hacer distin- 
gos al respecto era incompetente la justicia federal; interpre- 
tándose el expresado artículo, en un sentido más amplio aún del 
que mugiere su propia letra, tasándose para ello, en los antece- 
dentes parlamentarios de la convención constituyente. ( Diario 
de sesiones de la convención del estado de Ehtcttos Aires. |iág¡- 
na 97 faltos de la -uprema curte de justicia: Tomo |.° pág. 141, — 
Tomo 3." pág. 371.— Tomo 10 pág. 3Ó1.— Tema 17 pág. 110. — 
'loma 30 pág. 112). 

Que fiara mayor abundamiento ; pueda también citarte, el 
Tallo dictado últimamente por la suprema corte de justicia en 
las causas seguidas á Pablo Karatchíni y Simón Kadowísky, en 
la* que dicho tribunal debió pronunciarse en una análoga con- 
tienda de competencia por la aprobación de la ley de defensa 
social, en la cual se determina, el verdadero alcance que debe 
darse al articulo 32 de la ley 7029. en presencia de lo dispuesto 
en el articulo 100 de la constitución, expresando también dicha 
sentencia "que sí hubiere de darse al art. 32 de la ley 7029 el al- 
cance amplio de que todos los delitos reprimidos por ella sin dis- 
tinción de instituciones, ó tic personas ofendidas y de lugar de 
ejecución, son de competencia de los jueces federales, se inves- 
tiría á éstos, en la capital y provincias, de una jurisdicción, no 



mas restringida, sino, a! contrario, más extensa de la que « 
¿reso micilé conferirles, desnaturalizándose sn misión )»or el mis- 
mo hecho de quedar convertidos en jueces de¡ íusro común - 

Oite e* el presente caso, jíor existir mja disposici-n consti- 
tucional, mucho más categórica <,ue vi art. .00 .le la constitución 
racional, á que se refiere la resolución tic la corte^ que -la la pau- 
ta á q«e debe ejecutarse la interpretación del art. 3-> '» I*? < c 
defensa soda!, despoja toda duda respecto á la incompetencia de 
la justicia fedérál para conocer en el caso sub-judice. 

Por estos fundamentos resuelvo: que este juagado es m- 
compeunie 1>ara entender en el pregue anuario y .le mimo 
con lo dispuesto en el arl. 6o .leí código de procedimientos en 1.- 
criminal. dvuélvau>c estas actuaciones al juzgado de instrucción 
í ean'M del .Joctor Manuel S. iVltrán. y en el caso de insistir en 
m declinatoria declare eiitahlada la contienda de incompetencia 
v sean elevado- los autos á la eNcelenlUima suprema corte de 
justicia. 

¡ittrthío A', Ltim'hi. 



I.KTAMr.X UKL sr. 1'ROCL k.MJ' »R OI-M-KAL 

¡Suprema corte : 

|.a presente contienda dé competencia negativa trabada en- 
tre un juez federal de la capital y ún juez ur.liuario en ta cri- 
mina] di la misma, está comprendi.la dentro de lo estableen!. - 

j,..r el ínc, S del arl. £ de la ley 4055- 

\1 dirimir la expresada contienda se ha de servir \ . 1'- de- 
clarar .pie eí meneÍ..iia.lo juez fcfeal no es comitente para co- 
nocer en el casoj siéndolo el juez ordinario de la capital. 

Sirvan -le l¿se á éste pedido la. <ignicntes eonsideracto- 

' K xr El delito que se imputa á fos procesados y .pie motiva 
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las actuaciones practicadas, es un uso abusivo <lcl (brecho que 
les asiste coiiio habitantes de la nación de publicar sus ideas 
por la prensa lart. 14 de la constitución) y el ejercicio excesivo 
y castigado por la ley ioji» de la libertad de imprenta que tam* 
bien entiende garantir nuestra carta fundamental Urt. 321. 

En efecto, cuando los procesados declaian (pie administran, 
circulan y escriben respectivamente, el diario "lá Protesta" y 
afirman míe profesan 'as ideas socialista-anarquista que cu él se 
sostienen y propagan, hacen uso de las garantías constituciona- 
les que dejo mencionadas: publican (escribiendo ó contribuyen- 
do á su circulación ) mis ideas por la prensa y usan de la libertad 
de imprenta l imprimiendo, administrando ó circulando el diario 
ó periódico correspondiente ) . 

Caen en c! ;dmso ó ejercicio delictuoso de esa libertad, cuan- 
do como eu el caso, se escede con amenazas, injurias, propagan- 
das perniciosas c incitaciones criminales contra el orden social, 
las instituciones y las autoridades mismas del pais; eseesos que 
aparecen provistos y castigarlos por la ley del congreso 7029,, que 
fia entendido sin duda, dictar ia reglamentación que autoriza el 
ya citarlo art. 14 de la constitución, sobre el ejercicio del derecho 
y libertad mencionados. 

Sin entrar á c nsiderar si esa ley ha podido ó 110 dictar las 
disposiciones f¡tlC ha dictarlo, sobre el ejercicio y uso de aquellas. 
(Jui- ífo c.< la eportiínidad ríe hacerlo por 110 estar ello en tela 
oc juicio; es el caso, si, do pronunciarse sobre la autoridad llama- 
rla á juzgar ia¡e< ,- busos, aún dentro de la ley 1029, y al soto ñn 
ríe dirimir la contienda dé competencia suscitarla, siendo proce- 
dente afirmar que los jueces de sección en general y cí de la 
capital en particular y en el caso, son incompetentes fiara conocer 
del ejercicio, uso excesivo ó abuso delictuoso que haga las perso- 
nas ríe aquella libertad, como sucede con los acusados en éste 
proceso, dado que es bien explícito el art. ríe la constitución, 
cuantío sustrae esa libertad á la jurisdicción federal, prohibien- 
do expresamente al congreso que la establezca sobre ella. 

Sirva de más amplio fundamento y sólido comentario, la 
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ipte ti coh^re^O lío ha podido caminar, trayendo el couvencí- 
miento de t|iie su castigo, dentro de las disposiciones de la ley 
-oxt compete al juez <íe la capital, cuya situación especial en re- 
Íaci6n ai la nación misma, la forma cu condiciones perfectas para 
juzgar ai|iK'll" míe por su naturaleza, sus efectos y lugar de eje- 
eueióu le t*M;i sórtletído por la constitución y |»or la ley. 

Julio Botet. 
v\u.o di; IíA o mi: slprkma (0 

Bwn»? Aittl, Diciembre 24 de 1910. 

YUta- las de contienda de competencia negativa entre el 
juez federal í el de instrucción de esta capital |>ara conocer 
tkl juicio seguido e ntra Lucas Labra. Hcnuenegildn Gran Gi- 
ménez y Francisco A ríe* jnir violación de la ley núm. ~o**) y 

Considerando: 

t ." §¡tté no es exacto que á los expresadas reos *e les pro- 
cese exclusivamente por haber vendido ó distrubuído algunos 
ejemplares del periódico *'La Protesta" pues titM» de ellos, Her- 
menegildo tiran Giménez, confiesa ser autor del artículo "Ivt 
anarquismo ante la*» leyes de excepción" f f s» 2~ y y)). 

¿r yue. de otra parte, según se admite en el auto de fojas 
vuelta, por su referencia al dictamen fiscal precedente de 
f .ja- 50, lo* actos iic circulación y venta de los ejemplares prein- 
dicados de 'La lYote-ta". pueden considerarse como de compli- 
cidad en el delito de la publicación y en tal concepto, aouelfo* es- 
tarían sometidos á la misma jurisdicción competente para cono- 
cer del último. 

S " C ,w l "*' n "^niailo, el punto t\\w corresponde resolver es 
el de "i el articulo \j de la constitución nacional excluye ó no. en 

Ui En la mlfriKi lecha I* Con* pronunció un tallo anároso en ta contienda decora» 
nritncU rnlrc el lucí <Jr IrtMniiciAn y el Federal de 1.1 Capital en la cavia coaita 
I (iibbiani y olfot sobre violación a ta ley de detenía social. 
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el caso, la intervención de los tribunales federales, dada la natu- 
raleza de los delitos de cuya represión se trata. 

4 • Que el citado art. 32 prohibió al congreso que estable- 
ciera la jurisdicción federal sobre la imprenta, porque « estimó 
que cuii esta no podrían cometerse delitos de carácter nacional. 
La sociedad puede reglamentar y aún reprimir el abuso |iero esa 
reglamentación y esa represión es privativa de la soberanía pro- 
vincial, es decir, es privativa de la sociedad en que el abuso se 
comeu- y á la cual puede dañar inmediatamente ya sea á toda ella 
en s« cimjiimo va á los individuos aisladamente" ( Informe de 
la cómistbfl examinadora de la constitución federal presen- 
lado á la convención del estado de Buenos Aires, edición de 
18Ó0 pág. 74, redactor de la misma emisión, num. f» acta de la 
sesión ordinaria de V> de mayo .le tftfo: acta .le la 3- MMfeft 
ordinaria de la convención nacional mí Iwc reunida en Santa Fe, 
2$ de septiembre de 1860). 

5 • (¿uc el honorable congreso como legislatura de la capital. c>- 
Ú hábliitado sin duda i*ara reglanieniar la libertad de imprenta y 
para someter sus abusos á la jurisdicción de los tribunales de 
fuero común que existen en ella, de tal suerte que no hay el pe- 
ligro de impunidad de tos excesos ó delitos que se cometan abu- 
rando riel derecho concedido por el articulo t4 de la constitución 
nacional, ó todos los habitantes de la nación de publicar sus ideas 
por la prensa sin censura previa. 

5> Q lK ante los términos de la reforma á la ley fundamen- 
tal, de sus propósitos y de las declaraciones explícitas y termi- 
nante^ que se hicieran al sancionarla, esta corte desde tos prime- 
ro, tiempos de su creación, ha venido declarando la incoimieleo- 
cia de los tribunales federales para entender en acusa-iones prr 
abuso, ó delitos de imprenta, ya se tratara de publicacones diri- 
gida. | WJ r medio de la prensa contra el jefe de policía de la capi- 
tal ( tomo 1 pag. jo ) : ó de delitos graves contra la nación, como 
lo. que se inculparían al periódico "1.a Estafeta" (lomo 3 pagi- 
na 371) ó de amenazas en "KI Nacional" contra un juet de sec- 
ción en el ejercicio de sus funciones (tomo 10 |»g. ; 6 de 



desacato por la prensa contra un juez federal, un procurador fis- 
cal y secretario (tomo 171 pág. 110; lomo 85 |>ág. 246»; de 
desacato y delito de amenaza contra el presidente de tu nación 
cometido |*>r medio de la prensa en el diario "El Debate" (tomo 
jo pág. H2>; ó de injurias ó calumnias contra particulares 
Homo 30 pág. 540; tomo 54 pág. 108 > ; ó finalmente de una acu- 
sación ¡H>r injuria:; y calumnias inferidas á un vice cónsul |wr el 
itirector del diario "La Epoca? (tcímO 100 pág. 337)- 

j* gtie en esa constante jurisprudencia mantenida en el 
término de medio siglo, el principio de la meompetencia federal 
respecto á ese género de infracciones, solo lia recibido una ex- 
ce|KÍún: la del ¿taque por la prensa contra las inmunidades par- 
! unentarias consagradas por el art. 'w de la constitución, estable- 
c'do en la causa seguida por el procurador fiscal centra el mayor 
Calvete por una publicación injuriosa contra el senador don Mar- 
tín Pinero, con motivo de un discurso míe pronunció en una se- 
sión del honorable senado. ( rallos, tomo 1. pag. 299 y 340). 

Estableciendo la diferencia entre este caso y el del doctor 
Argericb que había fallado anteriormente, deeia esta corte: "En 
esta cansa (la del doctor Argericb) se iratatia de un simple abu- 
se de la liliertad de la prensa, pues ni el jefe de policía < -contra 
qítteñ ilKt dirigida la publicación acusada» ni ningún otro em- 
pleado nacional, excepto los miembros del congreso, goza de la 
inmunidad conferida por la constitución exclusivamente ñ és- 
tos". «Tomo 1, pág. 347)- 

8. " Que bastaría la lectura repisada de ese fallo (jara reco- 
n. eg sn alcance restringido á la garantía de las inmunidades 
parlamentarias, incluido, sin embargo, en la regla general, en la 
resolución de la causa seguida por el diputado, doctor Gorostia- 
ga. acusando publicaciones hechas en el |>criodiso "La Opinión 
Nacional", de Santiago del Estero (Tomo 33, pág. 238) ; por 
manera que esa misma excepción no puede considerarse subsis- 
tente en la jurisprudencia de este tribunal. 

9. * Qne ampliando la que precede, puede agregarse que en 
el fallo recordado del tomo 1 . página 299 > 34 o ' « consignó á 
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la vez que se iratalja de un caso especial y que era ía com- 
petencia de los tribunales tic provincia el conocimiento de los 
abusos del derecho garantido á la prensa de poder discutir libre- 
mente todas la* materias religiosa.-., filosóficas y políticas, asi 
como las injurias y calumnias inferirlas á empleados, cuyas fal- 
tas es itermitido denunciar ó inculpar, porque la consunción no 
les ha concedido inmunidad. 

10. {¡ue según el dictamen fiscal de fs. 17 leu v-! ejemplar 
de la "Protesta" de fs. 5. hay amenaza* al presídeme de la repú- 
blica y violenta propaganda subversiva, que afecta el orden po- 
lítico y social de la nación y ataca en sus bases al gobierno y la 
constitución de la sociedad. 

1 1. Oue por lo que respecta á lo primero, el punto ha sido ya 
resuelto en el fallo antes mencionado del tonto 30, ]Wig. 112: y 
en cuanto ¡1 lo •segundo, es de tenerse en cuenta que aun dentro 
de la diH-trina míe sostiene la necesidad de distinguir á los efec- 
tos del fuero, entre los delitos comunes cometidos por medio de 
la premia y los míe solo pueden llevarse á cábd con é*ta. sé lia 
estimado comprendido en la última categoría la projiaganda con- 
tra la subsistencia de la- instituciones y la incitación á desobede- 
cerlas 

12. Que relativamente al delito de traición de «pie también se 
l'aiv mérito en el dictamen riscal mencionado, su inexistencia 
es manifiesta atento lo establecido en el articulo 103 de la cons- 
titución nacional. 

Por ello, fundamentos del auto de fojas 46 y de acuerdo con 
lo dictaminado por el señor procurador general, se d"dara que 
e! juez competente para conocer de e>ta causa, es el de instruc- 
ción de la capital, á quien es le remitirán los autos. Notifiques* 
con el original y avísese j>or oficio al juez federal. 

A. 'ÍKRMIIIO. XlCAXoH G> OKI. Sol.Aft. — 

M. 1\ D.1KACT.-D. E. 1'AI.ACtO.— 

Litas López Cahan* illas. 
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CAL'SA CCXXXI 

Criminal contra Manuel ¿ababa, por ho„tindio 

Sumario : Es justo la semencia que inicie la i>eiia de diez y siete 
año. v medió dé presidio y accesorios legales al antor de un 
homicidio cometido sin rue<liar circunstancias atenuantes 
ni agravantes. 

Caso : Lo explican las pieza- siguientes : 

SKNTKXt'IA I>K LA OMAHA FKDKRAL 

U PUti. Junio 16 de 191» 

Vistos y o nsiderando: 

■ 

One Andrés fe Xahmdquicr declara qttó el -»i de Marzo de 
looS.^iabía dad.» aparte de ••vejas cu su puesto á Manuel Za- 
Ulau el que apartó cuatro ovejas, más habiendo .miado después 
de su iKirtida que le faltaba una muy conocida, salió al campo y 
imnmró un caballo exiliado y entonces se aproximó creyendo 
encontrar á su dueño. Notó al parecer une éste se encontraba 
dormido, cotí unas manchas de sangre en la calaza, sangre que 
Ir corría i«>r una parte de ta cara. Inniei Hat amenté, y sin ba- 
jarle, fué á dar pane á la autoridad, volviendo con el encargado 
de policía v alguno- vecinos. Revisaron el cadáver notando que 
tenia .los halaos, uno en la calaza y otro cerca del corazón, 
más dos puñaladas, una en la iwirte del vientre y otra en la es- 
palda. Después de buscar el rastro en las proximidades del 
cadáver, se fueron siguiendo un rastro de un caballo y un 
Iktp». el que terminaba en la casa de Manuel Zabalza. a quien 
detuvieron. Una vez detenido, le preguntaron dónde estaba el 
cuchillo y el revólver, contestándoles que ito los tenía El acom- 
IKiñante liraga entró á ta habitación y al ralo volvió diciendo ha- 



ber encontrado el cuchillo, con manchas tic sangre en la hoja. 
Determinaron llevar al procesado ante el cadáver, y así lo hicie- 
ron. Zahalza había estado en su casa (del declarante» como á las 
8 de la mafwna. retirándose á las 9. tomando el rumbo de su 
puesto. El cadáver se encontraba á 1 legua y inedia, más ó me- 
nos, de su casa y á igual distancia de la de Zahalza. 

Que según resulta de las declaraciones de los vecinos Juan 
Cádiz! Lorenzo Rivera y Telmo Braga, se trasladaron al paraju 
¿onde estaba el cadáver de Chaves, constatando después de una 
prolija investigación, rastro fresco de alpargatas, próximo al 
cadáver, y luego uno de un caballo y un perro, cuya* huellas 
llegaban hasta el rancho del procesado. Golpearon la puerta del 
rancho que se encontraba cerrada, y después de una espera larga 
Zabalza les abrió, notando (fue "su físico demócrata no encon- 
trarse en su estado normal". 

Ilraga. revisaba la casa y como Zaljalza negaba tener cuchi- 
llo ni revólver, al poco ralo encontróse el cuchillo abajo de un 
cajón, con la hoja que vista á la luz de mía vela, parecía tener la 
pr.rie principal ñafiada en sangre. Resolvieron llevar al detenido 
ímto al cadáver y anles de "llegar al muerto, echó una mirada 
i^chosa antes, y después .lió vuelta la cara, sin contestar á 
la pregunta que se le hizo". 

One por su |)arte, el procesado, negando *er el aulur del 
homicidio, manifiesta haber estado el 21 de Marzo en el pues- 
to de Nnhiielqnier. el que le dió aparte, de 8 á 9 de la mañana, 
retirándole de 9 á 10, hacia donde se encontraba sil majada 
que distaba una legua y media, llegando á su casa á las 11 de 
Íh mañana. Había ese día andado á caballo, acompañado de un 
p:rro. Había comprado á su primo Zabalza un revólver, el que 
;,e le había perdido hacía un mes y medio. Había tenido mi cu- 
chillo qué le fué sacado de su casa en la madrugada del día que lo 
detuvieron, cuchillo que se le puso de manifiesto y que reconoció 
ci mo el suyo en el acto de la declaración, el que le fué sacado 
de su casa. 

Que. como acertadamente lo establece el inferior. 110 obstan- 



»¿ la deficiencia legal del iníorme~uiédico, se encuentra consta- 
tado el cucr|tf> *lvl delito, porque ej cadáver encontrado lia sitio 
reconocido uniformemente como el del desgraciad» Chaves. 

Que. á pesar de la ausencia de testigos presenciales y á pe- 
sa* íte h negativa del procesado y ele las notables deficiencias de 
Ti instrucción sumaria; con arreglo á la doctrina del art. 358 del 
eVuligo de procedimientos en materia penal, la pruclia eireunst_ 
cial reunida en autos, es suficiente para hacer plena prucha acer- 
ca de que el encausado y no otro, es el autor responsable del ho- 
micidio de Chaves. 

I.as presunciones 6 indicios graves, precisos y concordantes 
t¿ue á tal conclusión conducen lógica y naturalmente, fundados 
en hechos reales y prolados y 116 en otras presunciones, son Ins 
siguientes, que reúnen los requisitos enumerados v n el artículo 
citado. 

al Natierse encontrado huellas de caballo, pisadas de alár- 
galas y rastre»;, de un perro, bis cuales rastros partían del sitio 
domle se encontráis el cadáver y que terminal un en él rancho ele 
7abal%a. 

h) I faber andado el procesad» y ninguno sino él. á estar á la 
manifestación de Xahnelquicr y á la del mismo procesado, entre 
H y 10 de la mañana del día en que probablemente tuvo lugar el 
crimen {declaración de la esposa de la víctima) en las inmedia- 
ciones del lugar del suceso, habiéndose visto su majada en un 
cüñadón próximo al sitio domle fué hallad» el cadáver. 

c) Su actitud turbada ante la presencia de la autoridad po- 
licial y vecina que lo tomaron preso la noche del 2i de Marzo» 
casi á al madrugada. 

d) Su actitud desconcertada y recelosa ante la presencia del 
cadáver» esquivando la presencia del cuerpo. 

e) El encuentro tlel cuchillo, aparentemente manchado eu 
sangre, cuchillo cuya propiedad lia reconocido como suya, des- 
pués de reconocerlo cernió el que le fué sacado de su domicilio 
la noche de ia detención. 

Que el hecho llevado á cabo cae Iwjo la sanción del art. 17, 
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capitulo i.*, inciso r.*¡ ley de reformas al código pena», castiga- 
<N; con la pena tle 10 á 25 aftos tle presidio, pena que debe apli- 
carse en su término medio, por no existir circunstancias agra- 
dantes ni atenuantes. 

IV>r las consideraciones expuestas, se revttca la sentencia 
apelada, imixrtiiéndose al procesa»!» la pena «le titea y siete años 
y metilo de prendí'*, sus accesorios legales y co*ta*. Devuélvase 
para su cumplimiento. 

Manríino Escalada.— -Puntel íVí>ytfo.— 
Joaquín Carrito. 



DiCTAMKN W.I. ST¿ PKOCl'KAIHHt CÍXERM. 

Suprema corte : 
líl examen tle la prueba tle presunciones hecho por la exilia, 
enmara, so ajusta á la disposición del art. ¿5» del código de pro- 
cedimientos en materia ptjnal, y puede afirmarse en presencia 
del resultado á qué llega la sentencia apelada, tpte existe plena 
r ruda del homicidio perpetrado i»or Manuel Zabalza en la fwr- 
i^ona de Ambrosio Chave». 

Comprobado el cuerpo del delito por pruebas directas, con* , 
irl informe ¡«ricial de fs. u no optante sus deficiencias de 
irrtua. v las declaraciones de los testigos que vieron el cadáver, 
sígim lo exige el inc. 1." del citado artículo, es admisible la proe- 
l a de presunciones, y las acumuladas en el caso de ambos, llenan 
'a* exigencias tle los demás incisos del mismo artículo, á los 
electos de determinar la culpabilidad de Zabatea en el hecho 
f(tie se le imput.t. 

Kn cuanto á la |iepa aplicable, es la lijada en el art. J7, «jap. 
inciso 1." de la ley de reformas al código penal, graduada en 
11 término niécltb \»* 110 existir circunstancias agravantes ó 
atenuantes que computar. 

Por lo expuesto, pido á \\ K. la continuación del fallo ape- 
la cío. 

Julio Bote*. 
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i 

Bueno! Aire». Dkitmbít 27 á* HMO 

Vistos eslo* amos seguidos contra Manuel Zababra. por el 
i'cilio tic homicidio perpetrado en la persona de Ambrosio Chaves 

Y considerando : 

Qué la existencia del delito (|uc lia motivado la formación 
de csTc proceso, con arreglo á lo dispuesto j»or el código de pro- 
cedimientos en lo criminal (art. 207 ) está plenamente compro- 
bada en el sumario de prevención instruido por las autoridades 
policiales de fforquinco. de la jurisdicción del departamento de 
Farilocne. golternación del Rio Negro, á «,11c se refieren las dili- 
gencia* de fs. 1 á 32. 

Qw de estas diligencias resulta que el día 21 de Marzo de 
itjc8« fué encontrado en el campo como á 15 kilómetros de dis- 
tancia de la citada comisaria el cadáver de Chaves, el «|uc. se- 
gún lo comprueba el reconocimiento practicado |>or el comisario 
<!e policía y demás constancias del proceso, presentaba dos he- 
rnias de hala, la una en el frontal iKpiierdo con salida por el crá- 
,.cn del miin lado y la otra en el pecho entre la tercera y cuar- 
ta costillas, que había interesado el corazón. >■ dos más de arma 
cortante, las que, i*>r la poca hemorragia producida, *e suponen 
inferidas cuando ya había dejado de existir. Diligencia de foja 1 
vuelta. Partida de defunción fs. 28. 

Que de las mismas constancias de la cansa resulta laminen 
una serie de circunstancias y antecedentes relacionados con este 
■Hito, que reúnen las condiciones requeridas pot la ley íarts. 
358. código de procedimientos), para constituir una prue- 
'eu contra del procesado conio autor ile la muerte violenta de 
•aves, en la forma que aparece del reconocimiento de su ea- 



Que así lo induce el hecho de haberse encontrado hiél 




caballo. pisadas cíe persona calzada con alpargatas y rastro» de 
un perro, rastros que partían del sitio donde se encontraba el ca- 
dáver y que terminaban en el rancho de Zabalza. El hecho di ha- 
ber andado el procesado, según se desprende de su propia ma- 
nifestación y de la declaración de la esposa de la victima, en las 
inmediaciones del lugar del suceso, entre 8 y lo de la mañana del 
día en que probablemente tuvo lugar el crimen, y el haberse 
su majada en un lugar próximo al sitio donde fué hallado 
i:l cadáver de Chaves, así como su actitud desconcertada y rece- 
losa en presencia de la autoridad y vecinos que le tomaron pre- 
so, y posteriormente, en presencia det cadáver. El cuchillo man- 
chado, al parecer, de sangre que le fué encontrado debajo de ta 
cama en su domicilio, no obstante haber negado en los primeros 
iromentn* que lo tuviera en su poder, y la desaparición del re- 
vólver que U-nia y que dice habérsele perdido, sin expresar el lu- 
gar ni dar explicación alguna al respecto que justifique ó haga 
verosímil su afirmación. 

Que estas circunstancias y demás antecedentes, á que se 
refiere la sentencia apelada de fs. 77, fundados en hechos reates 
y prohados en autos, no han sido destruidos en manera alguna, y 
el ¡os son suficientes |>ara dar por plenamente probado el delito 
que se trata en esta causa, de conformidad con las disjiosi- 
cones recordadas del código de procedimientos en lo criminal. 



Por c' 1 o y sus fundamentos, se confirma ta senuncia ape- 
I:ku de fs. 77, con costas. Xotifíqucse con el original y devuel- 
va**. 



A. lisa m a. 10.— Nicanor O. oki. Soi.ar.- 
M. P. Dakact.— D. E. Palacio. 
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CALSA CCXXXII 

F( curso extraordinario deducido va hs autos Martin Naivrrú, 
contra Guillermo Cay, por danos y perjuicios 

Smiario ; i." La aplicación «leí articulo 8 de la ley níun. 48 deb* 
hacerse restrictivamente y limitarse á los casos de procura- 
dones y caminos en la persona de los acreedores. 
2." I'ara determinar el fuero en los casos de sustitución de 
deudor ih) debe tomarse en cuenta el que hubiera c 
poudido al deudor originario, en razón de que el acreedor 
que demanda al nuevo deudor, no ejercita una acción cedida 
ó un tkrecln» que no te haya ]>ertcnecido originariamente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

auto mu II* US 

Rosario, Nuvkmbrt 2 ét If* 

Autos y vistos: La excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción alegada á fojas catorce por el procurador White en repre- 
sentación del demandado, fundándose en la distinta nacionali- 
dad de las partes por ser ingles el señor Cay y argentino el se- 
ñor Navarro, y considerando: Primero: Que el incidente ha sido 
Mibstanciado en forma habiéndose extremado los proced itntentos 
h:iíta iwnerlo en estado de fallo — Segundo : Que los principios 
y fundamentos cíe que se hacen mérito en los escritos de fojas 
quince y sesenta y dos, son los que correspontlen aplicar al pre- 
sente caso, y como ta materia es sencilla y el punto está estudia- 
do y dilucidado con verdadero acierto por la dirección letrada 
í'cl actor* el juzgado reproduce esos principios y esos funda- 
mentos como base de esta sentencia especialmente se invoca la 
exprés» disposición det articulo octavo de la ley nacional de l-f 
.le Septiembre de 1863 sobre jurisdicción y competencia de ' 



tribunales nacionales. Por lo tanto, y de acuerdo á lo dictamina- 
c'o por ei agente fiscal, resuelvo rechazar, con costas, la excep- 
c : ón deducida y en consecuencia, declarando la competencia del 
tribunal ¡ara entender en este juicio, ordeno que el demandado 
conteste derechamente la demanda, Regulante los honorarios del 
doctor Alvaro en trescientos pesos y en ciento cincuenta los del 
procurador Rodríguez Lcanes. Rciióngase, regístrese y hágase 
saber. 

Bcnjatnln López. — Ante mi: Juan Al. 
Arios. 

RUSOI.ran.N DI Qs CAMARA DE A PEI, \floXKS 

RotJri». Abril 9 df 191» 

Autos y vistos: K1 recurso de ablación interpuesto por la 
j.artc de don Guillermo Gay de la resolución de fojas 68 y si- 
guientes |K>r la que no se hace lugar á la excepción dilatoria 
opuesta por aquel, declinando de jurisdicción á cau:á de ser 
el extranjero y su demandante don Martín Navarro, argentino, 
) resultando que éste ha demandado ñ Gay |ior las responsabi- 
lidades que asumió como comprador á la sticiedad anónima 
* Tramway Rosario del Norte" de toda* las accione*, privilegios 
\ derechos anexos á las concesiones, que don Martín Navarrd 
tn su carácter de concesionario de esta empresa tenía derecho 
ciertas ventajas, según resulta fiel art. 50 de sus estatutos, 
oue se tuvieron á la vista en el juicio seguido |*>r suc IVreyra 
centra el mismo Gay. |mr igual indemnización, que éste al acep- 
tar ¡a transferencia del tranvía á sangre y transmitir por el imV 
rr.o acto á favor del ingeniero Mjchez la concesión y todos los 
bienes y enseres ile la empresa antes mencionada aceptó las nes- 
pcnsabílidadcs á que se refiere el art. 50 mencionado, segím cons- 
ta -1 los antecedentes de autos < fs. fio vuelta ) y considerando que 
ej diKumento corriente á fs. 43 presentado por Gay para com- 
p obar su nacionalidad no está legalizado en la forma exigida 
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pot los arts. 82 y 83 del código civil. que aún suponiendo qtit 'as 
declaraciones de fojas, testifican' su nacionalidad inglesa, no 
piocedería él fuero federal en el cas*» bns jttHke, porque los de- 
rechos divinados 110 te ^rtenecvn originariamente, sillo que los 
adquirió por cesión : en cuyo caso es de aplicación lo dispuesto 
en el art. 8* de la ley nacional del 14 de Septiembre de i8í»3 so- 
1 re jurisdicción >■ competencia de los tribunales federales. 

p or estos fiindamenlos se confirma con costas el auto ape- 
lada Repúlanse los honorarios del doctor Juan Alvares en la su- 
htft de doscientos cincuenta jwsos moneda nacional y los del 
procurador Rodrigue* Llancs en la de cien peso* de la misma 
moneda. I fágase saber. 

Mcyer.— Siburu.— Sun Román. — Ante 
mí : Julio Mure. 



OICTAMKN OKI. Sr. PRO CUK ADOR i.KNKBAL 



Suprema corte: 
El recurso extraordinario procede en el presente caso, en 
ijizón de alegarse la competencia de la justicia federa!, para cu- 
li nder en la demanda establecida íarl. 14. M & : arl ' 6 ' 

l.a acciiVn por la «pie se trae á juicio al demandado, toma 
si; liase en las obligaciones .adquiridas con motivo fie la venta 
<,u< le hwo el tranvía Rosarino del Norte, de la concesión acor- 
dada jkfr la municipalidad del Rosario, de suerte que el derecho 
disputado 110 pertenece originariamcule á dicho demandado, sino 
que le corresponde por la cesión mencionada. 

Ello basta liara establecer la apücabilidad al caso snb judice 
del art. 8 de la ley 48. que ha sido interpretado por V. E. en di- 
versos fallos v partícula! mente en el contenido en el tomo a$s 
pág. 726. en el que se estableció que si el derecho cuestionado no 
pertenece origi narramente, sino por cesión al que lo rechina, para 




que se surtí al fuero nacional es necesario: primero que el ee- 
rio personalmente se halle en las condiciones necesarias de 
nacionalidad ó vecindad con respecto á la otra parte; segundo, 
que el cedente se hallase en las mismas condiciones, de modo que 
el misino hubiera podido promover el juicio. 

Por ello y jurisprudencia citada, pido á V. E. la «infirma- 
ción del fallo recurrido. 

Sulto fíotet. 



FM.LO Dr. LA CORTE Sl'PRKMA 



Atfff, DtaMfttt W 4* mo 



Vistos v considerando: 



Que el auto ile fs. 83 vuelta, sin entrar en d examen de la 
pineba testimonial producida por la parte de Gay. ha desconoci- 
i\> el derecho alegado al fuero federal á mérito de la interpreta- 
ción que da al art. 8. a de la ley núm. 48, en el sentido de que él 
e? aplicable también á las delegaciones de deudas (art. 814 del 
código civil). 

Que el citado articulo se refiere al mandato y á la cesión de 
.créditos, ó sea. á procuraciones y cambios en la persona de Ion 
p.cree*lores. 

Que atento los términos generales del art- too de la constitu- 
ción nacional y la jurisprudencia establecida en numerosos casos, 
«a aplicación de aquél debe hacerse restrictivamente. 

Que como lo ha dicho esta corte ante» de ahora (Fallos, to- 
mo a% pág, 7*>). el articulo de que se trata ha sido tomado de la 
s€cciAn 11 de la primitiva ley judicial de 24 de Septiembre de 
1789. de los Estados L'nidos de América: y con arreglo á lo de- 
c'cUdo por los tribunales federales de este país, pata determina» 
el fuero en los casos de substitución de deudor, no se toma en 
ciienta el que hubiera correspondido al deudor originario, en 
ntón de que el acreedor que demanda al nuevo deudor, no ejer- 
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cita tina ac; t i jdida ó un derecho que no le Haya pertenecido 
< "iginariainenle 1.98 Fed, 647; 105. Ked. 059). 

Que en cuanto á la prueba documental acomunada en esta, 
instancia, ella no puede ser estudiada |x»r el tribunal, dada la na- 
tr raleza extraordinaria del presente recurso, en i|tie sólo el dere- 
cho y no los hechos, constituyen la materia propia del mismo, 
eotif orine á lo reiteradamente resuelto. 

Por ello, oido el señor procurador general. sé revoca la sen- 
ir nci a apelada. Devuélvanse los autos al tribunal fie su proce- 
dencia, á lín de que apreciando la prueba respecto á la calidad 
ríe extranjero del demandado, talle lo (pie corresponda, con su- 
jeción á las declaraciones hechas en los considerandos pi 
tes. Xotifiqtiese con el original y repóngase el |ia]jel. 

A. Uermkjo.— Nicanor G. DHI. S lar. — 
M. I*. Dar.ut. — l>. K. Palacio. 



CAL SA CCXXXlll 

Criminal contra Mateo Üómjora y Máximo Gómez, 
por homicidio 

Sumario : 1 Corresponde imponer la pena de diez y siete años 
y medio de presidio y accesorios legales, al autor t!e un ho- 
micidio cometido sin mediar ninguna de las circunstancias 
especificadas en el art. 84 del código penal. 

a." Corresjío.ide aplicar la pena de un año de arresto al 
que «in intención de asegurar el resultado de 1111 homicidi 
cometido por otro y precedido de riña, y ajen*» á los antece- 
dentes de ella, asestó un gol|>e de plano con una pala o/w» 
casualmente se encontráis en el sitio, á ta |»ersona que re- 
sultó victima del homicidio, desarmándola y produciéndole 
lesiones calificadas de leves en el informe pericia? 

Orío: l.o explican las piezas siguientes: 
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Ln l»Íát*, Jnni» V de 1910. 

Vistos y considerando : 

Que según el testigo presencial Branca, cocinero en la es- 
tancia de la cual era mayordomo el procesado Góngora, el inci- 
dente que produjo !a muerte dé Correa, se produjo ríe esta 
manera : 

Correa llegó á la estancia* diciendo que venía trayendo «na 
carta para que le entregaran sns caballos, dirigiéndose á las pie- 
zas del mayordomo, acompañado de stt hijo. Al poco rato viú 
qnc Correa era Iraido del brazo |>or el hijo, seguido detrás por 
Góngora. revólver en mano, y al ver esto, supuso que se habría 
producido alguna discusión. Currió y lo tomó del brazo á Correa, 
llevándolo á la cocina, volviéndose Góngora á las piezas y si- 
guiendo Correa hacia el palenque para marcharse. 

Cuando Correa y su hijo estaban desatando los caballos 
para irse, volvió Góngora de nuevo, y sin que éstos le dijeran 
nada, apuntándoles con el revólver que traía en la mano, le dijo 
á Correa: "Vayase, porque le mato; qué me viene á insultar á 
mi casa". Correa, dejando su caballo y sin hacer caso tic que 
Góngora le apuntala, desnudó su cuchillo y lo corrió á Gftigo- 
ra. el cual disparó cuando lo avanzó Correa, refugiándose en la 
cocina, á puerta cerrada. 

Correa de afuera decíale á Góngora si le iba á entregar los 
caballos, contestándole Góngora de arlentro que sí ; que entonces 
Correa le dijo que mafiana mandaría al hijo con la orden, reti- 
rándose al palenque. 

Que cuando Correa estaba desatando los caballos para irse, 
salió Góngora de la cocina otra vez. con el revólver en una mano 
y empezó á apuntar de nuevo á Correa, haciendo jugar el gati- 
llo, pero sin dar fuego las balas; visto lo cual por Correa, soltó 
el caballo y desnudando de nuevo su cuchillo, atropello á Gongo- 
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ra. quien siguió haciéndole fuego, pero sin herirlo ni hacerle 
mal, pues parece que Correa no tenía intenciones de hacerle mal, 
porque podía haberle fiado cuantas puñaladas hubiera querido. 

En está situación llegó Máximo Gómez, y con una pala que 
había ahí cerca le dió mi gol|«; de atrás, en ta cabeza á Correa, 
que lo tiró al suelo desmayado, soltando el cuchillo, circunstan- 
cia que Góngora aprovechó para levantar el cuchillo, y en el sue- 
lo donde estaba Correa, al parecer desmayado, le infirió con su 
propio cuchillo dos puñaladas. Correa ni se movió, parecía que 
hubieran ttatlu puñaladas á un cadáver. . 

íjue el testigo presencial también, Almirou, empleado en la 
misma estancia, declara, más ó menos, en los mismos términos, 
ratificando la intervención de Gómez. 

IJue, á su vez, el procesado, negando (pie Gome? hubiera 
tenido intervención ninguna en el asumo, declara que Correa 
entro á su pieza acompañado de sil hijo, con el rebenque en una 
mano y el revólver en la otra, insultándolo y (I ¡cié mióle ipte si 'e 
iba á entregar sus caballos, conttstándole él, que viniera á bus- 
carlos otro dia, pues en esc momento no tenia tiempo, á lo cual 
Correa replicó, que se los entregaría ó sino, le sacaría los bofes... 
Km re el hijo de Correa y Gómez lo llevaron á aquél para el lado 
de la cocina. Como á los diez minutos salió afuera. Correa es- 
taba en la puerta de la cocina, y al verlo desnudó el cuchillo y lo 
agredió. Salió corriendo seguido por Correa y dando la vuelta 
|H>r toda la cocina, llefó hasta ésta y se encerró en ella. Correa 
pretendía echar abajo la puerta, diciéndolc que le iba á sacar tos 
bofes, sacándolo de ahí las personas que se encontraban. . , 

L'n cuarto de hora después salió de la cocina, y al verlo, 
Correa volvió á avanzarlo con el cuchillo. Entonces lo esperó á 
Correa, y cuando éste le tiró una puñalada, cambiando el pie le 
tomó ion la mano izquierda la muñeca de la niano derecha A 
Correa, donde tenia el cuchillo, y con la mano derecha le sacó 
c! cuchilló. Entonces, una vez que tenia el cuchillo en sus mano», 
para evitar que Correa lo matara, le dió tina puñalada primero 
con su propio cuchillo, y en circunstancias qne vio que éste caía, 
le infirió otra, dejándolo muerto. 
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Que por su parte, Gómez manifiesta que Correa al entrar 
i'i Ja pieza de Góngora. lo hizo en actitud hostil, dieiéndole que 
venia ¡"i nía tarto. K monees intervino, sacándolo de la habitación, 
pero volvió poco tiempo después, encerrándose Góngora en la 
pieza, dejando á Correa afuera. . . Correa volvió, y. en compa- 
ñía de Branca y del hijo de la victima, lo volvieron á -aear. Co- 
rrea, con el cuchillo en la mano, salió, eor riendo á Góngora, 
disparando éste á la cocina y un cerrándose en ella. 

Con engaños, viendo eme Correa no se (pieria ir, consiguió: 
retirarlo de ta puerta, |kt j habiendo vuelto Correa otia vez. en 
circunstancias que Góngora salia. retrocediendo al ver á Correa, 
j deitmdando su revólver, le hizo un tiro á Correa, pero no dió 
en el blanco. Entonces, se pusieron tan juntos. t|uc parecían 
irazados. y viéndolos asi. para intervenir, tomó una pala an- 
ha que encontró y la puso entre medio de los dos, pero ya a 
esto Góngora tenía en su mano el cuchillo de Correa y había 
dado una puñalada á Correa, cayendo éste al suelo inmediata- 
mente. Se quedó parado viendo esto y entonces Góngora se fué 
sobre Correa y le dió dos puñaladas más en el suelo . . , " 

Cjue en el caso, la manifestación del procesado puede divi- 
dirse en su perjuicio, pite* de los antecedentes de su persona y 
de otras circunstancias de la causa, resultan presunciones gra- 
ves en su contra (art. código de procedimientos). 

E\ mismo confiesa que lia estado detenido por un atropello 
judicial, siendo agente de la policía de Toay. no habiendo aún 
fall ádose su causa, en la cual se encuentra en libertad bajo 
Banza ■ 

Su manifestación aparece falsa, pues niega ha1»cr tenido 
revólver y halier tomado Gómez intervención en el asunto, sien- 
do así, que el mismo Gómez y los testigos presenciales, cuyo 
testimonio no resulta tachable, sostienen netamente lo contrario. 

V lejo* de aparecer de su relato, haberse encontrado en tas 
condiciones requeridas pasa efectuar un homicidio legítimo, ha 
efectuado uno, previsto y castigado por el art, 17. inc i/\ capí- 
tulo L°, ley de reformas al código penal, toda vez que, según su 
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propia manifestación, d¿r.pués tic haberle inferido .a primera 
puñalada ton su propio cuchillo, y en circunstancias que vio que 
éste caía, le infirió olra puñalada, dejándolo muerto. 

f|o es el caso de aplicar la pena del homicidio provocad 
íart. 17. cap. letra a, número 4 de la citada ley de reformas, 
porque iio aparece que la víctima provocara el acto homicidio 
con o tensas ó injurias ilícitas y graves. 

Los testigos presenciales, se ha visto, declaran que estan- 
do Correa en el palenque para marcharle, después de haber sa- 
lido una primera ve/ dé Ir* habitación de ( ióngora. éste, sin que 
éstos '(Corred y su liijo) le dijesen nada, apuntábanle con el r: 
vólvér. . . que cuando Conea se retiró por segunda vea. en cir- 
cunstancias que desataba sus caballos para irse, le hizo fuego con 
el revólver, y que, no obstante 110 haberlo herido Correa, pudién- 
dole haberle dado cuantas puñaladas hubiera querido, merced á 
\z intervención de Gómez y estóndo ya Correa en el suelo des- 
mayado, lo apuñaleó de tal manera (pie parecía que hubieran 
dado "puñaladas á un cadáver". 

Caído Correa desmayado y de espidas. |>or el gol|>e 
Gómez, dice e! testigo Almiron, Góngora le había pegado y» 
do* puñaladas. . . 

Que en cuanto á Góivez. su participación en él ludio lo co- 
Wa en la situación de autor principal, toda vez que. durante la 
ejecución, con el intento de asegurar la consumación del delito; 
ha prestado á Góngora, al desmayar á Correa con la pala, un 
auxilio ó cooperación, sin la cual, éste rió hubiese sucumbido 
(art. 21. inc. 2," del código penal). 

Y no se diga que su manifestación es indivisible, pues ella 
se encuentra en idéntica* condiciones á la de Góngora. De 
antecedentes personales (confiesa que actualmente se encuen* 
ex encarcelado lia jo liau?a, á disposición r|el juez del crimen, 
|or estar acusado de lesiones en Intendente Al v car y que dos 
días ames del hecho que motiva este proceso, había salido de la 
cárcel >. y de la circunstancia de ser incierto, eouio lo asegura 
que sólo colocó la |«da entre los contendientes, á efecto sólo de 
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.intervenir, siendo asi que ios testigos anrman que '1 
Correa del golpe, resultan presunciones graves en su contra. 

l'or los fundamentos expuestos, se modifica la sentencia 
apelada con costas, ini|>onicndosc á los procesados, con arreglo 
á lo* artículos 17. cap. 1." me. í.% ley de reformas al código pe- 
nal y art. 21. íhc, 2." é ine. 3.", art. 84 del código pfiitóí, la pena 
de diez y ocho años de presidio, con mis accesorios legales y 
cosía* í i ). 

Marcelino Escalada. — Daniel G<*\- 
tia. — Joaquín Carrillo. 



PALLO DE J.A CGRTK Sl'l'RKM A 

Buenos Aitcs. Dicii'mbrt 31 A* Vil" 

Y V¡S10S : 

F.l i".'- «le apelación interpuesto por el detensor de los 
procesa- uto Cióngora y Máximo éótmii eotitra la senten- 
cia de la imam r.tUnna cámara de La Plata, en la can- a que se 
íes? >igue tu micidio en la persona de Elíseo Correa. 

Y ci moderando ! 

I." Que lo* testigo* presenciales José Branca y Manuel 
Aimirón ¡l fs. j > '3 declaran, y el defensor de los procesados 
á fs. 07 vuelta, reconoce que fué Góngora qiltctl promovió el úl- 
timo incidente apuntando con revólver á Elíseo Correa, lo que 
minó que éste sacase un cuchillo |>ara resijonder á la agre- 
de que era objeto. 

Que en los auto- 110 aparece qne el hecho -c hubiese 
tillo con alevosía, desde que no se traíala de un ataque ma- 
licioso, repentino é imprevisto que ¡mpíísihilítara la defensa de 
Correa, siendo insuficiente |>ara caracterizar aquella la interven- 
ción inesperada de Gómez en la riña, goleando á la víctima y 
facilitando asi el homicidio cometido por Góngora. sin acuerdo 
anterior ni instantáneo en' re ambos. 

41) El Jueí condené .i Máximo Gome* á sufrir la pena d« vfintc arlos de P«*> d '^ 
y A Mateo Q..iif(.ira I» de velrtTicincn aíloa turnu nuloiw pilnclpafci del domicílln y 
absolví a ndcncib Correa. 
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3." Que tampoco puede afirmarse que Góngora al asestar 
dos puñaladas ú Correa, aiinieritó deliberadamente el mal que 
cansaba, puesto que fué un heclio único é instantáneo sin males 
sucesivos y diversos, en cislink* momentos, qiie es lo que ca- 
racteriza la dis|>osición del inc. art. 84 del código penal. 

4* Que en esta cor.dición y 110 concurriendo claramente 
L ii el homicidio de que v Hala ninguna 
especificada* en el art. 84 del coligo penal, la pena qre corres- 
ponde aplicar ;í Góngora el promedio de la establecida por el 
artfeüló 17 inc. i.' , ley 41% con arreglo al art. fV." de lfc misma. 

5." One en cuanto '1 la participación de Máximo Gómez, 
aparece en los autos como un accidente ajeno á los antecedentes 
de la riña entre Góngora > Correa, resolviendo de pronto su ac- 
titud «le levantar una pala que casualmente se encontraba en el 
sitió i>ara asestar un golpe de plano á Correa, que lo desarmó 
en situación comprometida para Góngora. 

«V One en esto no se descubre la intención de asegurar 
tí resultado de un delito de homicidio, lo que sería indispensa- 
ble comprobar, para considerar á Gómez coautor con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 21, inc. 2." del código pénál. 

7. " Ouc las circunstancias enunciadas en los dos conside- 
randos anTeriores (5 " y 6.-) impiden asignar á Gómez el can- 
ter de cómplice en el homicidio de Correa, cotí arreglo al articu- 
1< %2 del código penal, y con más razón cuando se trata de un 
delito instantáneo, proveniente de un movimiento imprevisto 
en el que se revela claramente que 110 buho el acuerdo necesario 
para que la copüriicqtíició'i se operase. 

8. " Que siendo ;sto así. Gómez no puede ser responsable 
sino por las lesiones inferidas con la pala á Correa, lesiones caV 
Hficatbts de leves en el informe ]»ericial de fs. 26 vuelta y if* 
pero es posible del máximum de la pena establecida en el ar- 
ticulo 17 cap. 2." inc. i." de la ley 4*% ™ atención á lo dis- 
puesto por el art. 85 del código penal, y dadas las constancias 
fiel proceso acumulado por heridas á José Chivino. en la estación 
Yeitiz. jurisdicción de la Pampa Central, la noche del 25 * 
Mayo del año V 
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9.* Que Gómez no puede excusar su responsabilidad, co- 
mo lo pretende la defensa, al amparo del inciso 10 artículo 81. 
del código penal, porque está probado que fué Góngora quien 
provocó y agredió á Correa. Y siendo esto así, 110 podia existir 
medio necesario y racional para impedir ó reiwler en la per- 
x éste una agresión que fué obra de aquél. 
Por lo expuesto y ío concordante del fallo arlado, se re- 
suelve modificarlo y condenar á Mateo Góngora á <1a |>ena dt 
diez y siete años y medio de presidio con sus accesorios lega- 
les; y á Máximo Gómez á un año de arresto, debiendo compu- 
tarse el tiempo de prisión preventiva que han sufrido, con arre- 
glo á !o dispuesto en el art, 49 del código penal, con eo'ias. Xo, 
tifiquese con el original ) devuélvase. 

M. P. Dvr.vct. — D. E. Palacio.— Li*- 
cas López Caiia.n illas. — A. Berme- 
jo, en disidencia. — Xkwxok G¿ del 
Solau. en disidencia. 



disidí; no 1 a 

Butnot Aires. Diciembre 31 de 1010. 

Vistos y considerando: 

Que las constancias -le la causa no autoriza» á disminuir la 
pena impuesta á Mateo Góngora y tampoco es posible agravar- 
la, como lo pule el señor procurador general, en razón de que 
leticia de fs. 72, 110 lia sido apelada por el ministerio fiscal 
693 del código de procedimientos en lo criminal, fallos, to- 
roi, pág. 105). 

Que por lo que respecta al procesado Máximo (•('nuez, las 
circunstancias del proceso no permiten que sea considerado co- 
mo reo de lesiones, sino como coautor, con arreglo á lo dispuesto 
er. el art. 21, ihe. 2". del código penal. 
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Que «lo las declaraciones tic los testigos presenciales José 
Branca y Manuel Almirón, resulta comprobado que, dtirant 
la ejecución, ha prestado al ejecutor del homicidio, Mateo 
¡pira, mi auxilio ó cooperación, sin los <|iic el hecho no habría 
dido tener lugar. 

Que el intento de asegurar la consumación del delito, al dar 
á Correa mi golpe Je pal* que lo derribó en tierra desmayado 
se infiere de la circunstancia de halicr presenciado los dispare 
de revólver que hizo Góngora contra aquél en esos momentos, 
de haber ocultado su vetoadera participación en el hecho, ase- 
verando falsamente que interpuso la pala entre Góngora y Co- 
rrea, y especialmente de la particularidad de que, tomando pai 
personalmente en la viña sostenida ]ior aquellos, y cuando ha 
bía derribado de un goln* de pala al segundo, nada l.izo en el 
sentido de evitar que el primero recogiera el arma- que su vi 
lima había üejado caer y con ella infiriera á ésta dos puñaladas, 
de tal manera que parecía, según la exposición de un testí 
presencial, que hubiera "dado puñaladas á un cadáver". 

Por esto y los fundamentos de la sentencia apelada, se con- 
firma ésta, con costas, y devuélvanse. 

A. Tíi-kMrjo.— Xicaxok G. Solar. 



CAUSA CCXXX1V 



Recurso extraordinario deducido por l\ M. Still en autos con 

Goldsoil, por incompetencia 

Sumario : i." Procede el recurso extraordinario autorizado por el 
artículo 14, ley iinin. 48. contra una resolución que rechaza 
una impugnación de inconstitucionalidad contra la ley nu- 
mero 7055, y 110 hace lugar al pedido de (pie mantenga su 
jurisdicción el primitivo tribunal para conocer en el caso. 
2* La garantía d» ! artículo 18 tic la constitución nació- 
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nal ha sido directamente acordada á los procesados. Tal 
garantía no sufre menoscabo alguno cuando ¡x 
se modifican las jurisdicciones establecida* atri 
nuevos tribunales permanentes cierto género de anisas que 
antes conocían otros une se suprimen ó cuyas atribuciones 
se restringen. 




Caso: Lo explicar las piezas siguientes: 



Dli Y.\Mi:\ DKI- Sf. PRua'IO.DOR GENERAL 



Suprema corte: 

Kl asunto en que se infei^orié el presante recurso extra- 
ordinario para ante V. K.. estaba sometido á la resolución defi- 
nitiva de la cámara crimiral, correccional y comercial de ta ca- 
pital : dictada la ley 7055 c;ue separó las dos primeras jurisdic- 
ciones, creando un tribmv.l propio, para la última, permitió op- 
tar á los jueces que componían la anterior, entre quedar en ln 
jurisdicción penal ó pasar á la nueva cámara comercia!, opción 
cine, hecha, dió por resultado qnc el personal de aquélla pasara 
á ésta, siendo nuevas perdonas quienes, á mérito de la citada 
ley, entraron á componer la criminal que habría queda lo acéfai.v 
F.sto lia «lado lugar para qnc el recurrente tachara la nueva ca- 
ñara de inconsiitucionaliclad. en su intervención en este asunto, 
dado que vendría á producirse una sentencia y juzgamiento de- 
finitivo del asunto por jueces designados por l**'^ posteriores 
a 1 hecho de la causa.— -lo que el recurrente entiende que es con- 
trario á la expresa garantía que al respecto consigna el art. t8 
de la constitución. — Desestimada semejante tacha por la cáma- 
ra primitiva á fs. 1229 vuelta, y por la de lo criminal actual á 
fojas 1*32 vuelta íex|ierl¡ente agregado), así amo rechazado 
el recurso extraordinario para ante V. E. por las respectivas 
providencias de los mencionados tribunales, de fs. 1231 vuelta. 



y ya citada, de 1232 vuelta (expediente agregado), el recurren* 
té trae de hecho el mencionado recurso para ante la suprema 
c^rte. 

En primer término, es mi dictamen <|ue el recurso intér- 
nenlo procede, y pur las razones que paso á ex|»oner, pido a 
. E, se sirva asi declararlo, dándole el curso correspondiente: 

a ) Se lia puesto en cuestión en la única oportunidad legal 
qüfi lia habido, la ejecución y aplicación de una ley del congreso, 
tachándoselas como repugnante* al art. 18 de la constitución. 

) La semencia ha sido contraria al derecho <|ue ocupa- 
ra el recurrente en aquella cláusula constitucional, sosteniendo la 
intervención desconocida, cu el caso, del tribunal que él entien- 
de competente, reputando (,ue la decisión recaída le causa gra- 
vamen in-eparabk por h- consecuencias legales y obligadas d* 
mi cons?ntíniienlo al nució tribunal, que cree extraño al asunto 
ert que interviene. 

c) Que tajjes circunstancias encuadran el recurso dentro 
de lo prescripio por los arts. 6 de la ley 4055 y 14 de la ley 48. 

Entretanto, en segur.lo término, al examen del fondo del 
recurso. que aun cuando envuelve una declaración sobre com- 
cia entre tribunales locales, 110 asume contienda, es mi 
mió» y así lo pido, que Y. E, se pronuncie eu el sentido de 
f|iie el asunto debe sométase á la jurisdicción del tribunal cx¡* 
mina! de la capital, doml^ le lleva su naturaleza penal, sin qi 
obste á ello la renovación del personal impuesta por la creación 
de la nueva cámara y el proccdimienio que para ello tiene pres- 
cripto la expresada ley 7051*. 

Sirvan de (jase á este pedido las siguientes consideracio- 

s : 

1 Que es evidente que el cambio de |>ersona1 de la cáma- 
te debía sentenciar en el asunto sttb Índice, ha respondido 
y exclusivamente á la mejor organización de la adtninistra- 
ión de justicia de ta capi'al ; 

c) Que dentro de tal concepto, no puede ni debe conside- 
re atacada la garantía tlcl art r8 de la constitución que habla 
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de los jueces designados con anterioridad á la causa del proce- 
so; tal disposición no se refiere, ni [Hiede referirse, como Y. R. lo 
tiene establecido, a! cambio de personal en los tribunales perma- 
nentes, mies no se alteran jurisdicciones, ni se crean para juzgar 
las personas ni jueces csoecialcs ni comisiones extraordinarias 
esa parte facto; «pie es lo que únicamente entendió evitar la cons- 
titución, según el cspírit.i de la mencionada cláusula tari. 18). 
(Tomo tj, pág. 22). 

c) Que. por otra parte, la garantía constitucional en eues- 
¡ón, no implica la negación de otras garantías propias á mieW 
instituciones como lo establece el art. 33 de la carta íimda- 
tal. to que sucedería si el cambio de iwrsonal, el aumento de 
amales y distribución ctjnitativa y lógica del trabajo respec- 
tivo, hubiera de presentarse ó considerarse como un obstáculo á 
la reorganización ó perfeccionamiento de la administración de 
justicia, míe el pueblo tiene derecho á exigir de sus autoridades 
como una garantía efectiva y fjue el congreso tiene ob'igacióu de 
comprender en su legislación general, de acuerdo con el art. 04, 
la exclusiva |*ara la capital, á mérito del inciso 27 del art. 67. y 
'a reglamentación á que la autoriza el inciso 28 del mismo ar- 
c la constitución, para hacer efectivos los poderes míe la 
fundamental le confiere y los <|uc, en general, concede al go- 
erno de la nación. 

Sírvase Y. I\. resolver pues el presente recurso el ta maue- 
y forma que lo dejo pedido. 

Jitlfo Boiei. 

FALLO UK |..\ Cf-HTK St'PRKM A 

Butilo* Air», Diciembre 31 cfr 1910. 
Y vistos el recurso de hecho por ablación denegada, traído 
,«or don ), R. Molina, representante del acusador R M. Still, en 
V. cau^a seguida contra el procesado don Luis H. Goldsoll. y 
Considerando: 
c el honorable congreso de la nación, en ejercicio de la 
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facultad que le confiere d inciso 27, art. 67 de la constitución, 
dieió la ley nútn. 7055 que. entre otras disposiciones, contiene la 
que separa la jurisdicción comercial, de la criminal y correccio- 
nal, que eran ejercidas |xir un sólo tribunal, y crea otro para tal 
fui, dejando la opción al existente. 

Que verificada esta |H>r el fuero comercial, los asuntos cri- 
minales pendientes, entre los qne se encontraba el del recurrente, 
pasaron al nuevo tribunal, impugnándose este hecho como con- 
trario á la garantía acordada por el art. rK de la constitución na- 
ckmal. y solicitándose que se mantenga la jurisdicción que le atri- 
buye al primitivo tribunal 

Que al rechazarse esta pretensión en la única oj ortunídad 
que ha podido formularse dado el estado de la causa, la exee» 
¡cutísima cámara lia decidido en contra del derecho invocado, 
que se funda en la de fe nula cláusula constitucional. ]M>r lo que, 
de acuerdo con el inciso 3/*. art. 14. ley núni. 48 y lo cNpuesto 
y pedido i>or el señor procurador general, se declara procedente 
el recurso interpuesto. 

V considerando, en cuanto al fondo: 

Que la garantía del art. 18 de la constitución ha sido direc- 
tamente acordada :'i los procesados. 

Que aun en el caso de haceisc extensiva á los acusador 
sería de tenerse presente que esta corte suprema ha declarado 
qne el objeot del art. 18 fie la constitución, lia sido proscribir h 
leyes c.r post fuete, y los juicios por comisiones nombradas espe- 
cialmente para el caso, sacando al acusado de la jurisdicción per- 
manente de los jueces naMi rales, para someterla á t i intuíales o 
jueces accidentales ó de mcunstaneia*. que estas garantidas in- 
dis|tciisah1cs para la seguridad individual, no sufren menoscabo 
alguno cuando á consccw ncia de reformas introducidas |>or la 
ley en !a administración de justicia crimina!, ocurre alguna alte- 
ración en las jurisdicciones establecidas, atribuyendo á nuevos 
tribunales permanentes, cierto género de causas que antes cono- 
cían otros que se suprimen ó t iyas atribuciones se restrinf* 
í Faltos, tomo íf, pág. 22 ; tomo 95, pííg. 201 y otros) 
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Por ello, y lo pedido por el señor procurador general, se con- 
firma el auto apelado en la parte (pie puede ser materia del recur- 
so. Xoti fíquese con el original y previa reposición de sellos, ar- 
chívese, devolviéndose \o< autos principales con testimonio de 
esta resolución* 

A. Bermejo. — Ni can* ir G, Día SotAS. — 
M, I', Dar u t — I). 1". Palacio. 




mmA ccxxxv 

Contienda de competencia entre el juez de i " instancia de ta ca- 
pital v el de la ciudad de Santa i-e en los autos de Conrado 
Porta v ütrpS contra Xestar de Iriondo y otros sobre divi- 
sión de condominio. 

Sumario '. Pebe declararse terminada una contienda de competen- 
cia por inhibitoria. si la acción que le dio origen aparece 
subordinada al resultado de otra demanda posteriormente 
promovida con distinto objeto y procedimientos de substan- 
ciación. 

Casoar explican las piezas siguientes: 



DICTUIEN DEL Sr. rHOCriíAD- >R CF.NERAL 



Suprema Corte: 

Resulta de ainkis que (ion Conrado Porta, diciéndose he- 
redero de doña IVtrona Caiidiotti de iriondo. inició ante los tri- 
bunales de la ciudad de Santa Fe, demanda contra sus coherede- 
ros en la sucesión de dicha señora, sobre división del condominio 



existente en un terreno de quinta ubicada en la misma ciudad. 

Corrido traslado de cita demanda á los señores José M.* y 
Manuel M. de Iriondo. dieron éstos citado* y emplazados por 
medio de exhordo dirigido al juez de la capital federal, en la 
que aquellos estaban domiciliados. 

Dichos señores promu-ven ante el juez de la capital federal 
contienda de competencia por inhibitoria, librándose exhordo al 
juez ile ?anta I ; e. requiriendo la remisión de los autos iniciados, 
á to f|iie ño se hizo lugar. > motivó la reiteración del pedido de 
inhibición, con lo que quedó t rallada la contienda. 

No obstante el prime; exhorto de inhibición, el pleito prin- 
cipal era llevado adelante, y después de declararse la rebeldía de 
los señores Manuel y Jost M. de íriondo. se les designó un re- 
presentante para que Íes defendiera en el juicio; títehü represen- 
tante contestó la demaud,.. desconociendo á tos actores el dere- 
cho de propiedad y posesión que invocaban para promover el 
juicio de división, lo que originó la presentación de una nueva de- 
manda formulada por el misino demándame, don Conrado Torta, 
contra \o< señores Mande! M. y José M. de Iriondo y herederos 
de doña Clorinda Iriondo de Irigoven. sobre reconocimiento 
h calidad de cosa poseedores respecto del inmueble cuestionado 
[ ís. 98 de los autos principales). 

Ahora bien, ta consecuencia inmediata de la nueva deman- 
da ha sido la de dejar sin efecto la anterior conforme af prt 
cipio elemental de procedimientos según el cual, no pueden ac„ 
imitarse en un juicio, accione* que sean contradictoria* entre sí, 
como lo ¿nn la de división de condominio, que presupone el do- 
minio efectivo de todos bis condominos, con la de reconocimien- 
to de la calidad de coposecdor. que tiende á obtener la posesión' 
desconocida por los demás poseedores. Ka interposición de la se- 
gunda acción importa el desistimiento de la anterior, egíri lo cual 
desaparece el primer juicio instaurado y. conjuntamente, quedan 
-in efecto la citación y emplazamiento hechos á los demandados 
y cesa !a jurisdicción del juez qne entendía en 

No existe motivo. t> ¡r tanto, para decidir 
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competencia trabada cu ut. principio, y que actualmente 
objeto, en presencia del desistimiento del juicio en que se dedujo, 
poique, como lo tiene declarado V. E. en varios fallos, la.* con- 
kndas de competencia no son procedentes una vez concluido el 
juicio en que se promueven ( fallos, tomo 48, pág. 21 1 ; tomo *V8. 
f>ág. tc>; tomo 103, pág <)6; lomo til, pág. 147), w raz.'m de que 
la terminación del pleito hace cesar la jurisdicción del juez y por 
consiguiente, falta la cuestión ipte debe decidirse por mtdio de ta 
contienda. I'ara corrotiorar esta solución, hasta peinar (jiie seria 
<le todo pumo innocuo (pie Y. l\. determinara á qué juez corres- 
ponde el conocimiento del juicio de división de condominio á míe 
me refiero, por cuando. a j-tsar de tal declaración, et juez un po- 
dría entender en él, dada la actitud asumida con posterioridad 
por la parte demandante 

Por lo expuesto, pido (jue. como lo tiene resuello V. E. en 
casos análogos se declare que tío hay lugar á la contienda de 
competencia trabada. 

Julio Büict. 

WÁiiXJo UK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Atm. Diciembre 31 de I9H>. 

Vistos y considt'íindo i 

Oiu; la contienda por inhibitoria promovida por el señor 
juez de í. n instancia de la capital, en sus oficios de m de agosto 
y 27 de diciembre de [0T-9; á solicitud de don José Marta de 
Jriondo, se refería al conrei miento ríe la demanda <uhre división 
de condominio iniciada por el representante de tos señores Con- 
rado Porta y otros, en mprzo de [909 y notificada en junio jdd 
mismo año ífs. 10. 13. 18 24 y 3$ Incidente del juicio sucesorio 
de doña Mercedes Zavalla de Iriondo). 

uc desconocida la *n sesión y dominio que se atribuían tos 
s. el representante de éstos, promovió nueva demanda en di- 
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ciembre i.° de 1909, amigada en 24 *lcl mismo, dirigida con 
los señores Néstor. José María. Manuel M. <le Irionclo y herede 
ros tk doña Clorinda írjbrido de Irigoyen, para obtener á favor 
dí aqueljos el reconocimiento de la calidad de eoposecdorcs 
los demandados, de! inmueble en cuestión, demanda que aiia 
pendiente del traslado córtfdo á los último* ( Expediente seguido 
ante el juzgado de 1." instancia de la primera nominación de San- 
ta Ke. fojas 92, 98 y 108 y auto de tojas toH). 

Une subordWadá así »a acción que dió origen á la contienda 
sometida á esta corte, al resultado de la demanda pnrUTÍormente 
promovida, con distinto .-líjelo y procedimientos de substancia- 
ción, falla |K>r su base la contienda suscitada con motivo de 
aquella. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general. a*i se declara, y devuélvanse los expedient 
á los Juagados á que respectivamente corresponden, previa repo 
cióu de sellos. 



A. RKRMEto, — M. P. Paract. — D. E. 
Palacio.— L. I.op«z Caiia sillas. 



CUSA CCXXXVI 

Alejo J focena contra V. Maillart por cobro de pesos. Inciden! 
sobre embargo Preventivo. Reenrso extraordinario 

Sumario; i.*» La corte no f.stá llamada ¡1 revisar las decisiones de 
lo* tribunales locales, debiendo circunscribirse, en el recurso 
extraordinario, al examen de los fundan' cirios que se rela- 
cionan directamente con el punto materia del recurso. 
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a.° Un ccrti litado tic lir. actuario <nJc expresa qite una «le las 
"partes fué debidamcr.ie represen latía en el juicio, no equiva- 
le á la copia de las piezas necesaria* para acreditar que las 
parte* han sido citadas, que requiere el inciso 1» del art. 6.° 
del tratado de derecho procesal inscripto en Montevideo. 
\° Es improcedente el tecursn de revisión contra mi fallo dic- 
tado en un caso veni !" á la corte suprema en apelación y á 
los fines restringidos del art. 14 de la ley uúm. 48. 
Cttso: Resulta «le las siguientes pie/as: 
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Certifico : Qne \z sentcncta que lija definitivamente los bo~ 
horarios del doctor don Aieji, Aroeena, transcripta en el testime 
nio que antecede, está de acuerdo con nuestras leyes, ha quedado 
ijecuturindo y lijados irrevocahlemente lu> honorarios reíerido>. 
habiendo sido debidamente representado el deudor -eñor Nor- 
héfto Maillart en el juicio, también de acuerdo con nuestras te- 
ye-.. í\n fe fie ello, y de mandato judicial, siento el presente, que 
signo y firmo en Montevideo á veiniuno de Julio da mil nove- 
ientos ocho. 



U'ín IH I. .11* EZ EX I.O CIVIL 

Eíiicnus Aiits, J«"¡« :< de iy") 

V vistos: Que el áltto de la suprema corte de justicia na- 
cional de fs. ifo resuelve que las regulaciones de honorarios 
constituyen y tienen el carácter tic sentencias, de las qué puede 
pedirse - cumplimiento en ole país, en mérito del tratado de dere- 
proeesal fi miado en Montevideo el once de Enero de mi! 
ncientos ochenta y nueve, y por lo tantu. la única cuestión 
jrevia á roolver en el presente caso, es la de saber ¿ se han 




acompañado los recaudos establecidos por el art, 6." del men- 
cionado tratado, á fin de baCer procedente el pedido de embargo 
preventivo formulado, A fs. 4 se acompañó testimonio de la re- 
gulación de honorarios ¡«•acticada por el señor juez letrado de 
cunereio de Monleviedo. doctor Saráehaga, á favor del doctor 
Alejo Arocena. como defensor de Maillart, ascendiendo á la su- 
ma de $ 12.000 oro, y por Ultimo dos notas del secretario Finares 
en las (jtié se certifica fute ia sentencia que lijó los honorarios del 
loctor Arocena fué dictado en lo santos caratulados "líanr 
Trasatlántico del l'ruginiy. con Xorherlo Maular" y es con- 
forme á las leyes (le la República < >riental del Uruguay. , 

One dichos recaudo* fueron declarados insuficientes por 
auto de ta Evema. cámara de fs. 77, auto continuado |H>r la 
suprema corte de justicia nacional, á fs. 117 bis. A fs 122 se 
acompañan nuevos recaudos. Testimonio del auto del señor 
juez doctor Crané en que declara que la sentencia que lijó los 
honorarios del doctor Alejo Arocena estaba ejecutoriada y pa- 
gada en autoridad de cos í juzgada, de acuerdo con los arlícit! 
140. Ó04 y 874 del código de procedimientos de la república 
í (riental del Uruguay cuyas disposiciones legales se transcriben. 

Que no obstante los nuevos recaudos acompañados á juicio 
del proveyente, no se han llenado los requisitos indispensables 
l.ara que de acuerdo con el tratado de derecha procesal aprobado 
por ley mtm. 3102, pueda ordenarse ta medida solicitada. 

Que en ninguno de los recursos acompañados se transcribe 
ti auto por el cual se nombró defensor de Maillart al doctor 
Arocena. ni ias dis|>osiciones legales en cuya virtud el juez pro- 
cedió de esta manera, ni consta tampoco que Maillart fuera n 
liticado en forma de la regulación practicada. 

Que siendo el procedimiento observado, contrario en 
iodo al seguido entre nuestros tribunales, en los cuales la defen- 
sa de los ausentes se practica por nti defensor rentado, al ci 
carece de dereclio para cobrar emolumento alguno á las part 
-c hacía necesario por consiguiente míe se le hicieran conocer 
a 1 subscripto las disposiciones legales, la virtud de las que estaba 



facultado el juez para dar á Maillart un defensor á su costa. 

Que todas estas omisiones hacen imposible al proveycute 
formar una opinión clara y fundada sobre los antecedentes del 
caso. 

Que el art. 6.V del tratado de derecho procesal, aprobado por 
la ley núm. 3102, establece que: los documentos indispensables 
para solicitar el cumplimiento de las sentencias y fallos arbitra- 
je* son los siguientes: a) Copia íntegra de !a sentencia ó fallo 
arbitral: b) Copia de las piezas necesarias para acreditar que 
las parles han sitio citadas; c) Copia auténtica del auto en que 
se declara que la Ke*Heneií. ó lando tiene el carácter de ej cento- 
nado ó pasado en autoridad de cosa juzgada y de las leyes eti 
ue dicho auto se fundó. 

Que esta disposición 'leude á i pie el juez ante quien se pide 
e' cumplimiento de una sentencia dictada en pais extranjero, cpio- 
de informad- >. tanto de la sentencia y su notificación, como so- 
bre las leyes eíl que dicha sentencia se furnia, y esto, como que- 
r. dicho, no se ha cnnipli lo en el caso sttb jndice. 

Que estas consideraciones son aplicables al presente caso, 
más que tm *e trate sino de obtener un emliargo priVenti- 
n, ya que esta medida implica el principio de cumplimiento de 
mía sentencia, forma partí de ella y afecta los intereses y dere 
clins de las |iersonas radicadas en la república. 

Por estos fundamcnios y atento lo manifestado |ior el se- 
ñor agente fiscal, no lia lugar al embargo preventivo solicitado. 
Hágase saber y repónganse las fojas. 

/\ HeUjuera. — Ante mí: IT. l'niafillcta. 

l'AI.LO ¡té LA CAMARA DK Al'l- L.U'IOXKS V.S LO CIVIL 

Bucnoi Alrtf. Aio*to 2* Je ItHO. 

Y vistos: Consecrando: Que la suprema corte, sin pronun- 
ciarse sobre la procedencia, en el caso, del embargo preventivo 
se ha limitado en su resolución de fs. 182 á establecer que las re 
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gulactnucs fie honorarios se hallan comprendidas en los térmi- 
nos fiel art. 5 del tratado tte derecho procesal suscripto en Mon- 
tevideo, |»or tener ellas el mismo alcance que cualquier otra de- 
cisión por la que se hubiera condenado al pago de una suma de 
dinero; que asi consideradas las regulaciones, el citado art, 5. 
k*s acuerda en el territorio de todos los estados signatario* la» 
misma fuerza que en el pais en que se han dictado y por lo 
tanto la cuestión se reduce aquí á salier si los recaudos acom- 
pañados para |>ed¡r el ^embargo son los que exige el art. 6." <M 
tratado para |iedir el cumplimiento de sentencias. One a fs. 5 vta. 
corre la copia de la sentencia que lijó los honorarios del iloctor 
Arocena y á fs. \zz y siguientes, copia auténtica del auto en que 
se declara que ta resolución tiene el carácter de ejecutoriada y 
f Misada en autoridad de cosa juzgada y de las leyes en que dicho 
auto se funda; eme con pito quedan cumplidos los requisitos de 
los incisos a. y c. de dicho art. *V ; pero nhtgún recaudo se acom- 
paña ;'i los lines de cumplir Ib ordenado cu el inciso b, del mis- 
mo. l*or ello se continua el auto apelado de fs. 170, Oev. rep. los 
sellos. 

Hasutihíth— CVWv.— tt'iilMuis.— Ante mí : 
Tomás Juárez Cclwan, 

DICTA MKN UI L Sr. l'KOCrit.\rjO|t (VICN'tiKAf, 

Suprema corte : 

Al solicitar el recurrente mandamiento de embargo contra 
el deudor fundado en el art. 443. inc. 2." código de procedimien- 
tos y á nénto de los docilítenlos emanados de las autoridades 
judiciales de Montcvid' o, se apoyaba implícitamente en lo dis- 
puesto por los arts. 5 y 6 del tratad" de derecho procesal, apre- 
tado por al congreso de aquella ciudad ; siendo la resolución re- 
currida contraria al derecho que se ampárala en dicho tratado, 
es procedente el recurso extraordinario á mérito di lo que pres- 



ley 4055 

En cnanto al íondo del recurso es de observar ; 
a) Que la sentencia tle esta corte suprema de fs. 161 revo- 
có la resolución de ís. 135. "en cuanto desconoce á las decisiones 
judiciales sobre honorario» el carácter de sentencias ante el tra- 
tado de derecho procesal de Montevideo", sin pronunciarse res- 
pecto de las demás cuestiones suscitadas por las partes, con mo- 
tiva del embargo preventi o solicitado á f s. 1 26, según expresa- 
mente lo declara ¡a sentencia citada (último considerando). 

b j Que reiterado á f> 189 el pedido de embargo preventivo, 
c! juez inferior ha nodulo y debido examinar nuevamente si los 
documentos que se le presentaban, eran los que exigen indispen- 
sablemente el art. 6.° del tratado referido, dado que el embargo 
implica un principio de -'impli miento del fallo de los tribunales 
<íl Monte video que el recurrente tiene á su favor, 

c) Que el certificado riuc corre á fs. 6, en el cual se dice que 
el deudor ha sido debidamente representado en el juicio, 110 pue- 
ril suplir la exigencia del *nc. b del art. 6 recordado, por cuanto 
esta disposición requiere como documento indispensable "copia 
de las piezas necesarias para acreditar que las partes han sido 
citadas". 

Por lo expuesto, pido á V. E. se sirva con li rutar la reso- 
lución apelada. 

Julio B&tet. 



FALLO DE LA CORTK SUPRKMA 

■ 

Vistos y considerando: 

Oue ti recurso es procedente como lo sostiene el señor pro- 
curador general toda vez nue el auto de fs. 189 contrario al dere- 
cho que *e ejercitó en el '-scrilo de ta. 169, declara que ningún 
retando se acompaña á los- fines de cumplir lo ordenado en el inc. 
M del art, 6 del tratado de derecho procesa! de Montevideo, des- 
conociendo así todo valor al certificado de fs. 6: lp que vale de- 



cir que se trata de la interpretación de dicho inciso (art. 14; int 
y de la ley núm. 48; art ó." ley 4055). 

Que en cuanto at fondo, no existe en el citado auto viola- 
ción de lo juzgado en la sentencia de fs P 161 f pues cfcta al revo- 
car la de te. 135, que halra negado el embargo preventivo, fun- 
dándose tan sólo en que las regulaciones de honorarios no eran 
sentencias, debía limitarle, no existiendo motivos especiales 
á rever ese punto, con sujeción á lo dispuesto en el art. if» efe la 
ley 4¿<, ai tenor del cttat "en los recursos de que tratan los dos ar- 
tículos anteriores; cuando la suprema corte revoque, hará una 
declaración sobre el punto disputado y devolverá la causa pa~ 
que sea nuevamente juzgada". 

Que el auto recurrí :lo no hace lugar i>or tercera vez al em- 
bargo en atención á otro motivo distinto é independientemente 
del rpie rpieda expuesto, y arreglado ó no á la lev procesal el trá- 
mite dado al asunto, esta corte no está llamada á revisar las deci- 
siones de los tribunales locales sobre el particular (art. ¡5, ley 
4£ citada!, debiendo circunscribirse al examen de los fundamen- 
tos que se relacionen directa é inmediatamente con el tratado 
ferido. 

Que el certificado de f s. íi en que el actuario del juzgado I 
trado de comercio de primer turno en Montevideo, expresa que 
don Xorberio Maillart Fiie debidamente representado en el jui- 
cio, no equivale á la copia de las piezas necesarias para acredi- 
tar que las partes han sido citadas, que requiere el inciso b del 
art. f* ante* mencionado. 

Por ello y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general se confirma el amo de fs, 189, Xotifiquese 
con el original y devuélvale, debiendo el papel ser repuesto ante 
el inferior. 

A. Bermejo.— Nicanor G. Polar. 
M. P. Daract. — jy. E, Palacio,— 
h. Lovm Cahan ILLAS. 
Contra el precedente fallo se interpuso el recurso de revi- 
sión, el tribunal pronunció la siguiente resolución: 



... . . ._. 

KM FALLO m LA CORTI SUPREMA 

FALLO W. LA CORTE SL PIttíMA 

Bucnoi Aires, Febrero 18 de 191 1. 

Austos» vistos y considerando: 

Oue el recurso de r.usiún sólo es admisible en los asuntos 
de jurisdicción originaría con arreglo á lo dispuesto en e! art. 
241 de !a ley uíun. 50 y A lo reiteradamente resucito jwr esta 
corte. 

Que el auto (le fs. 204 lia sido dictado en caso venido en 
ilación y jiara !os fines restringido?; del art. 14 de la ley 48, 
I\n stt mérito, se declara no lialk-r lugar al recurso enta- 
blado á fs. 20" Xotifímiese con el original y devuélvanse los 
autos como esf'i mandado 

A. BERMEJO N. 0. DEL Soi.AR— M. P. DAttACT— 

D. E. Palacio - L. Lope* Cabanillas. 



omm ccxxxvu 

Abel /. Pérez toutra X. Mailhrt, sobre cobro de pesos: ¡nádente 
sobre emban/e prcicnik'O. Recurso extraordinario 

Sumario: t.* 1.a corte no está llamada á revisar las derisiones de 
los tribunales locales, debiendo circunscribirse, en el recurso 
extraordinario, al eximen de los fundamentos que se rela- 
cionan directa é inmediatamente con el plinto materia del re- 
curso, 

2. 1 * I'ii certificado de un actuario que expresa une una de las 
parles fué citada por edictos publicados en la prensa durante 
noventa días, no equivale á la copia de las piezas necesarias 
para acreditar la citación ríe las partes que requiere el ma- 
so b del articulo 6/ 1 del tratado fie derecbo procesal suscrito 
en Montevideo. 

$° Conforme á lo dispuesto en el articulo 8 de la ley nnm. 4055 
110 son procedentes, en la instancia ante la corte, diligencias 
probatorias. ni pueden ser modificados, con motivó del re- 
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c tirso extraordinario, los puntos de hecho establecidos en 
las instancias anteriores, mediante un nuevo é independien- 
te examen de los elementos de prueba que obren en ta causa 
ó Ch «Uros autos relacionados con ella. 
4." Es improcedente el recurso de revisión contra un fallo 
dictado en un caso venido á la corte suprema en apelación 
y á los fmes restringidos del art. 14 de la ley ilúm. 48. 

C'(¿,ví»: Lo explican las piezas siguientes: 



CKRTII'RWDO 

Avelino Javier lagares, actuario del juzgad" letrado de co- 
mercio de primer tumo — certifica: Primero: que la acción diri- 
gida por el doctor A1k*1 J. ¡Vrez en los autos seguidos |>or el Man- 
ee» Trasatlántico del Uruguay (en liquidación) sobre nulidad 
de un contrato para cubrir sus honorarios de veinte mil pesos 
{$ 20.000 ) lo fué á su nombre y directamente con don NorbertO 
Maillart. Segundo: que el señor Norlierto Maillart fué citado 
por edictos publicados en la prensa por el plazo fie noventa días 
teniendo conocimiento del emplazamiento según resulta de su 
exposición de fs. 135, remitida por correo desde Francia, pero 
no habiendo constituido alterado ni comparecido personal- 
mente, se le nombró defensor de oficio, de acuerdo con la legis- 
lación vigente recayendo ese nombramiento en et doctor don 
Alejo Arocena. Tercero - que la acción seguida por el doctor 
A1>cl J. Pérez, por defecho propio, lo fué en juicio breve y con- " 
tradictorio. de acuerdo con las leyes procesales vigentes con el 
doctor Alejo Arocena. defensor de oficio del señor Maillart. 
Cuarto: que la acción iniciada para el cubro de los honora- 
rios del doctor Pérez, la regulación oficial y sentencia subsi- 
guientes lijaron definitivamente sus honorarios y su situa- 
ción de acreedor directo de! señor Maillart. Quinto; que tocios 
N ios actos, acciones y sentencias relacionados con esta gestión es- 
tán irrevocablemente ejecutoriados con arreglo á nuestras leyes. 
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En fe de ello, de mandato judicial y para entregar al doctor 
don Abel J, Pérez, expdie el presente, que signa y tirina en Mon- 
tevideo, á diez y seis de Julio de mil novecientos ocho. 



Arclhto Javier Fü/arés. 



AUTO riK'. JVf.Z f.S LO CIVIL 

Buenos Aires. Jnnlo 2 de Ifll» - 

Y vistos: Que el auto de la suprema corte de justicia na- 
cional, de ís. 182, resuelve que las regulaciones de honorarios 
constituyen y tienen el carácter de sentencias, de los que puedt 
pedirse cumplimiento en <*ste país, en mérito del tratado de de- 
recho procesal firmado en Montevideo el 11 de Enero de 18817, 
y por lo tanto, la única cuestión previa á resolver en el presente 
casn. c« la de saber si se lian acompañado los recaudos estable- 
cidos por el art. 6.° del mencionado tratado, á fin de hacct proce- 
dente el peditlo de embargo preventivo formulado á fs. 4. con- 
tra testimonio de ¡a regulación de los procuradores Juan S. Her- 
ho. Juan A. ttovira, doctores Abel J. Pérez y Alejo Arocena. 
í'efensor de oficio de Maillart este último; al final consta testi- 
monio del auto del señor juez de comercio doctor A. Saráchaga, 
aprobando y modificando las regulaciones y por último mía nota 
del secretario ligares, en que se certifica que las precedentes 
regulaciones han sido dictadas en el expediente caratulado: 
••■Haiico Trasatlántico del Uruguay fen liquidación) contra don 
\orberto Maillart sobre nulidad de un contrato", y que las men- 
cionadas regulaciones están ejecutoriadas y fijadas irrevoca- 
blemente. 

A fs. i" consta otro lestimonio en el que el secretario Figa- 
Tés certifica que el doctor Pérez dirigió su acción por cobro de 
honorarios directamente contra Maillart, que éste no compare- 
ció y se le nombró lefensor al doctor Arocena; que el juicio fué * 
breve y contradictorio, de acuerdo con las leyes procesales: que 
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1:; reculación y sentencia posteriores fijaron definitivamente la 
situación ile Pérez como aereeilor de Maillart. y que iodos estos 
actos están irrevocablemente ejecutoriados según las leyes uru- 
guayas. Dice al linal el secretario Figares t|uc totlo ello lo hace 
constar por mandato judicial. A fs, 24 figura un certificado del 
que resulta que el doctor Pérez ocupa el cargo de inspector de 
instrucción publica y que desempeña sus funciones con "consa- 
gración afanosa y asidua". 

A fs. Í39 consta tesiimoiiio de un escrito presentado jjor 
el doctor Pérez y del auto del juez ductor Orané. en el que se 
hace constar qué los honorarios de aquel "como defensor del 
Banco Trasatlántico de! Uruguay, en liquidación", están ejecu- 
toriados con autoridad de cosa juzgada. En seguida se transcri- 
ben los arts. 146 y (164 y 874 del fcódigo de procedimientos ci- 
tiíes de la República Oriental del Uruguay. Oue del resumen 
precedente resulta evidentemente que los recaudos acompaña- 
dos son insuficientes para pedir en este pais las medidas de míe 
se trata en este expedienta á lin de asegurar el cumplimiento fie 
la servencia (pie se dice dictada en contra del demandado Mai- 
llart. No s transcribe dicha sentencia, ni su parte dispositiva, ni 
tampoco se hace saber la disposición legal en virtud de la cual 
el doctor Pérez, defensor del líanco, tiene acción directa para 
demandar por el pago de sus honorarios al vencido en el juicio. 
Este último recauda era indispensable, ya que, entre nosotros, la 
jurisprudencia ha establecido que el abogado de una de las par- 
les no tiene acción para demandar á la contraria ]>or el pago de 
los honorarios á que se la condenó, y tpie su derecho se limita á 
exigirles de su cliente ó mándame, el que únicamnete puede ac- 
cionar al vencido jara que cumpla la condena. Si en ia república 
Oriental del Uruguay rige un precepto contrario, era necesario 
hacerlo saber al suscripto. Tampoco consta el auto del juez que 
autorizó al secretario para dar el certificado de fojas i", y todas 
estas omisiones hacen imposible al proveyeule formar una opi- 
nión clara y fundada sobre los antecedentes del caso y sobre a 
procedencia del embargo pieventivo solicitado. 
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Que el art. 6.° del tratado de derecho procesal aprobado 
por la ley uúm. 3192 establece que: "Los documentos indispen- 
sables para solicitar el cumplimiento de las sentencias y fallos ar- 
bitrales, son los sigttientis: aj copia íntegra de la sentencia ó 
fallo arbitral ; b) copia de las piezas necesarias para acreditar 
que las partes han sido citadas; c) copia auténtica del auto en 
que se declara que la sentencia ó laudo tiene el carácter de eje- 
cutoriado ó pasado cu autoridad de cosa juzgada, y de las leyes 
en que diclio auto se funda". 

Que esta disposición tiende ;i que el juez ante quien se pide 
el cumplimiento de una sentencia dictada en país extranjero, 
quede informadu tanto sobre la sentencia y su notificación, cot- 
illo *obre ¡as leyes cu que dicha sentencia se funda y esto, como 
queda dicho, 110 se ha cumplido en el caso sub judice. 

Que estas consideraciones son aplicables al presente caso, 
por más que no se trate smn de obtener un embargo preventivo, 
ya que esta medida implica el principio de cumplimiento de una 
sentencia .forma parte de ella y afecta los intereses v derechos 
de las personas radicadas en la república. 

?or estos fundamentos y no obstante la conformidad del 
señor agente liscai. 110 ba lugar al embargo preventivo solicitado, 
llágase saber y repulgante las fojas. 

T ihU/iura. — Ante mí : IV. VnhipiUcta, 



I AI.I.O !)■: r.A CAMAMA IM- AI"RLACIO»ES tO CIVIL 

Ruchas Airct, Aromo 2U de 1910. 

Y vistos: Considerando: Que la suprema corte, sin pronun- 
ciarse sobre la procedencia, en el caso, del embargo preventivo, 
se ha limitado en su resolución de fs. 182. á establecer que las re- 
gulaciones de honorarios -e hallan comprendidas en los términos 
del art. 5.- del tratado de derecho procesal suscripto en Mbnte- 
video. por tener ellas el mismo alcance, que cualquier otra dect- 
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sión. por la que se hubiera condenado al pago de mía suma tle 
dinero. Que asi consideradas las regulaciones, el citado art. 5/ 
les acuerda en el territorio de todos los estados signatarios, la 
misma fuerza que en el país en que se han dictado, y por lo tan- 
to, la cuestión se reduce ¡n\u\ á saljer si los recaudos acompaña- 
dos para pedir el embargo son los que exige el art. f>." del trata- 
do para pedir el cuiuplimitnto de sentencias. Que á fs. 8 vta, at~ 
tre la copia de la sentencia que fijó los honorarios del ductor Pé- 
rez, confirmando la apreciación del regulador á fs. 130 y siguien- 
tes—copia auténtica del auto «i i|iie se declara que la sentencia 
tiene el carácter de ejecutoriada y pasada en autordad de cosa 
juzgada y de las leyes en que deho auto se funda, y finalmente 
:j fojas 17. aparecen unos certificados del actuario como que 
Maillart ha sido citado con arreglo á la legislación vigente en 
aquel país. Oue estos últimos certificados, que se acompañan 
para dejar cumplida la prescripción del inciso b del atr. 6. a , Son 
indudablemente insuficientes á tal propósito, desde que ellos no 
equivalen ni pueden reemplazar las copias á que se refiere el 
inciso recordado. 

Por etto se confirma el auto apelado de fs. 193. Devuélvan- 
se, reponiéndose tos sellos. 

Basiialdo.—GeUy.—lfiiliaws.—Ante mí : 
Tomás Juárez C finían. 

iiicr.\Mi:x dkl sr. PKocnt.\noR m-xiítt.u. 

Suprema corte : 

Al solicitar el recurrente mandamiento de embargo contra el 
deudor, fundado en el art. 443. 2. . código de procedimien- 
tos, y á mérito de los documentos emanados de las autoridades 
judiciales de Montevideo, se apoyaba implícitamente en lo dis- 




puesto por los arts. 5? y 6,* del tratado de derecho procesal, 
aprobado por el congreso de aquella ciudad; siendo la resolu- 
ción recurrida contraria ai derecho que se amparaba en dtCuü 
tratado, es procedente el : t-curso extraordinario á mentó de lo 
que prescribe el art. 14, me. $■ de la ley 48. y art. 6. a de la ley 
4055. 

Fin cuanto al fondo riel recurso, es de observarse : 

a) Que la sentencia .le esta corte suprema de fs. 182 revoc< 
Ja resolución de fs. 154 "en cuanto desconoce á las decisiones ju- 
diciales sobre honorarios. el carácter de sentencias ante el trata- 
de* de derecho procesal títí Montevideo", sin pronunciarse res 
pecto de las demás cuestiones suscitadas por las partes, con mo- 
tivo de! embargo prevenmo solicitado ;'t fs. 143. como "expresa- 
mente lo declara ta sentencia citada. 

b) Que rciter.ido á fs. U)2 el pedido de embargo preventivo 
e! juez inferior ha podido y debido examinar nuevamente si lo*, 
documentos que se le presentaban, eran los que exige indi^pen- 
dablemente el art. ó." del tratado referido, dado que el embargo 
implica un principio dr cumplimiento del fallo de los tribunales 
de Montevideo, que el recurrente tiene á su favor, 

c) Que el certificado que corre á fs. 17. no puede suplir la 
exigencia del inciso c del art. ó* recordado, por cuanto esta dis- 
posición requiere tomo documento indispensable "copn de las 
piezas necesarias para acnduar que las partes lian sido citadas". 

Por lo expue>io. pido á V, E. se sirva continuar la resolu- 
ción apelada. 

httlo BoUL 

VALUO DK (.A CfíKTtí Sl'PRKMA 

Bberiol Aires. DicifiniJie 31 «Ir 1C¡I0. 

Vistos y consids.aiido: 
One el recurso es precedente como lo sostiene el señor pro- 
curador general, toda vez míe el auto de fs. ¿\ i. contrario al de- 



I 
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éétíió que se ejerció en el escrito de fs. 43. declara que los cet 
tilicados dé fs. rj. no son suficientes para los fines del einl>arga 
solicitado, con arreglo al meiso b del art. o." del tratado de dere- 
cho procesal dé Montevideo, lo que vale decir que *e trata de la 
interpretación de dicho inciso íart 14, 3*" <le la ley 48; art. 
í\° ley 4055 ) 

( \vuti en ctiant 1 al fondo no existe en el citado anto violación 
de lo jiízgáíio en la sentencia «le fs. 182, pues ésta, al revivar 
la de fs. i?4. que había negado el embargo preventivo, fundán- 
dose tan <<>h> en que la- rcgulr 'iones de honorarios 110 eran 
sentencias, debía limitarse, no existiendo motivos especiales, 
á rever ese plinto, con Sttjcciqti á lo dispuesto en el art. 16 de fa 
ley núm. 4»*, al tenr>r del cual "en los recursos de tjuc traían los 
ilós articuW anteriores, cuando la suprema corte revoque, hará 
vina decía ación -obre el ¡ unto disputado, y devolverá !a causa 
para que sea nuevamente juzgada". 

Que el auto recurrid*. 110 hace lugar por tercera ve/ al em- 
bargo en atención á otro motivo distinto é independientemente 
del que queda expúés&i y arreglado ó no á la ley procesal de 
trámite dado a' asunta e*ta corle no está llamada á rever las 
decisiones de los trbunales locales sobre el particular (áít. \% 
W 48 cit.K debiendo circunscribirse al examen de los funda- 
mentos que se relacionen directa é inmediatamente con el tratado 
.tiendo. 

One el in^irumetito le fs. 17 en que el actuario del juzgado 
letrado de comercio de primer tumo en Montevideo certifica que 
don Knrlwrto Maülart fué citado por edictos publicados en la 
prensa por el plazo de noventa días, no equivale á \n copia de 
la* piezas necesarias para acredita que las partes han sido cí-f 
tada*. que requiere el inciso b del articulo mencionado. 

Que si bien en el escrito de f s. 228 se expresa que en 1 
expediente* principa-es radicados en el juzgado del doctor To- 
más Juárez Ce'man existe testimonio del emplazamiento á qi 
se refiere el considerando anterior, para que Maillart se presen- 
tara á estar á derecho en los asuntos que le bahía entablado el 
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Banco Trasatlántico del Lfuguay sobre rescisión de un contra- 
to, es de tenerse en cuenta que. conforme á lo dispuesto cu el art. 
&° de la ley 4055. en esta instancia no son procedentes diligen- 
tes probatorias: y quc t dentro de los propósitos y restricciones 
del presente recurso extraordinario, los puntos ele hecho explíci- 
ta ó implícitamente establecidos en las instancias ordinarias, co- 
mo lo es en el caso la falta de citación. 110 son miseeptibles fie 
ser modificado^ con motivo de CSC recurso, mediante un nuevo 
é independiente examen de los elementos de prueba míe obren 
en la cansa, ó en otros artos relacionados con ella. 

l'or ello, y de acuerdo con lu expuesto y pedido ¡K>r el se- 
ñor procurador general, a conlírnia el auto de fs. i8q. NutiÉ 
fiques*.- con el original y revuélvanse, debiendo el papel ser re- 
puesto ante el inferior, 

A. Ul-HMEJQ. — XlCANOR Ci. DEL Sol.Ak. — 

M. t*. Dak.vct. — IX E. Palacio^ — 
L. López Cauamllas. 

Noia-Coiitra «I precedente falto se interpuso el recurso de revisión y el tribunal 
pronunció la siguiente resolución: 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Febrero 1*1* 1911 

Autos vistos y considerando: 

+ 

Que et recurso de .e* isióu sólo es admisible en lo* asuntos 
de jurisdicción originaria, con arreglo á lo dispuesto en el art.. 
241 de la ley uínn. 50, y ¡i b> reiteradamente resuello por esta 
corte. 

One el auto fs. 331 ha sido dictado en caso venido en 
apelación y para los fines restringidos del art. 14 de la I* y 4K. 

En su mérito, se declara no haber lugar al recurso entabla- 
do á fs. 3,$-». N'otitiquese con el original y devuélvanse los autos 
como está mandado. 

A. Bermejo.— N t ican*or G. del Solar — 
M. P. Daract.— D. E. Palacio.— 
L. Lot4;z Ca HAN ILLAS. 
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CAl'SA I 

Don te#$$ Muís: recurso <ie "habitis corpus' - 

Sttiuttrh : No procede el recurso extraordinario del art. 14 9$ la 
ley Tiúm. 48. en un caso en que no obstante haberse tratado 
íle lo dispuesto en la ley orgánica de la armada, y en la que 
lleva d número 5948. la resolución apelada se funda en la 
interpretación y aplicación del art. 4044 y su nota ctej có- 
digo civil. 

Ctísm O. Teófilo Rivas. fundado en tpie había fenecido el contra- 
to t|«e 1c 1 Migaba a proiar >ervicio en la armada, solicitó sn 
iKija por hallarse comprendido en el art. IJ de la ley orgáni- 
ca de la armada, tumi. 4$A El juez federal y la cámara fe- 
deral de La Hala, aplicando la disposición invocada y la ley 
iiíimero 3048, y fundando sus resoluciones en el art. 4044 
y su nota del código civil, ordenaron la baja del recurrente, 
Interpuesto recurso de apelación por el ministerio fiscal, se 
pronunció el siguiente : 
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Vistos y considra tul*» : 
Que no obstante haberse tratado, en el caso, de lo dispue 



to en la ley orgánica de ta armada, número 4856, y en . la que 
t'eva el uúm. 3948. ta resolución apelada que declara regido el 
contraía de fs. 3 celebrado por don Teófilo Rtvas por el art. 13 
de la primera, está de acuerdo con los propósitos del legislador 
de facüitar el ingreso á las escuelas de personal subalterno, re- 
duciendo á tres años la obligación de servir al egreso de días. 
(Diario de Sesiones Senado. 1905. pág. 1206), y se funda en la 
interpretación y aplicación del art. 4044 >* su nota del código ci- 
vil, que no puede ser sometida á la revisión de esta corte en un 
recurso extraordinario de ta naturaleza del presente íarts. 14 y 
1.5, ley níun. 48» resolución de 3 de Diciembre de 1910 en el ex- 
pediente de Pcdraza). 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor jifo- 
curador general <c declara no haber lugar al recurso, y devuél- 
vanse. 

A. Ukkmej o— Nicanor O. ukl Solail— 
M. P. Daract.—D. E. Palacio.— 

L. I.OPKZ Ca»AX ILLAS, 



CAUSA II 

Don Leopoldo Escobio Vctja; su ¡lucio sucesorio: contienda 

t(e competencia 

Svmorh: A los fines del art 3284 del código civil, la traslación 
de una persona, al solo objeto de atender su salud quebran- 
tada, no deja presumir el ánimo de cambiar de domicilio. 

Coso : Lo explican los piezas «guíente* : 
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Exento, señor: 

A \\ E. compete dirimir la presente contienda de compe- 
tuicia á mérito de lo que dispone el art. 9 inc. a de la ley 4055. 

Las constancias del expediente seguido ante los tribunales 
de Gualeguaychú, demuestran que el domicilio real de don Leo- 
poldo Escobio Vega lo había sido en el departamento del mismo 
nombre, en donde tenia el asiento principal de sus negocios y 
residía habitualmente. Sirven para llegar á esta afirmación, las 
repetidas notificaciones hechas al causante personalmente en su 
domicilio, fs. 114 vuelta, 119 vuelta y 154. el poder conferido á 
fojas 43, los informes expedidos en los mismos autos y la ma- 
nifestación que consigna el escrito de fs. igSi que no deja mgar 
á dudas res|>ecto de la causa que motivó el viaje realizado á la 
capital federal. Las declaraciones prestadas ante aquellos tri- 
1 .imates, concuerdan con lo anterior en cuanto al domicilio del 
cansante y á su traslación accidental á Buenos Aires. 

En oposición á estos antecedentes se hace valer ante los trt- 
• biinales de la capital, la constancia de la partida de defunción, 
([lie de ninguna manera puede surtir efecto en cuanto al lugar 
lie! domicilio del causante, y las declaraciones de tres testigos 
que no han dado ratón bastante para demostrar el cambio de 
domicilio en las condiciones legales requeridas, todo lo cual es 
insuficiente dentro de lo prescripto por los arts. 92 y 97 del có- 
digo civil, para justificar que el causante tuviera intención de 
constituir su nuevo domicilio en esta ciudad. 

Por lo expuesto, y atento lo que dispone el art. 3384 del có- 
digo civil, pido á V. E. M sirva declarar que el juez competente 
para el conocimiento de este juicio, lo es el de la ciudad de Gua- 
¡cguaychú. 



J 

■ 

-i 



Sí 
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FALLO Di- LA CORTÉ SUPIKMA 

Bueaoi Aires, Febiero 14 de 

Y vistos: Los de contienda de competencia entre el señor 
juez ele primera instancia en lo civil de ta capital de la república 
> el de igual clase tic la ciudad de Gualeguaycltú, provincia de 
Entre Ríos, para conocer de los autos sucesoiios del extinto don 
Leo]K>Mo Escobio Vega, y 

Considerando: 

Que la prueba testimonial de fs. 32, 34. 36 y 4° (segundo 
cuerpo), lo informado por el receptor de rentas y por el juez de 
paz de l'rdinarrain, jurisdicción de Gualcguaychú. á fs. 30. 4° 
vuelta y 41, respectivamente (segundo cuerpo L acreditan que 
Escobio Vega residió durante anos con su familia en aquel lugar, 
-iendo dueño de valiosas propiedades. 

Oue el 15 de Octubre del año H)0O. llegó á está capital la 
familia del señor Escobio Vega {informe de fs. su primer cuer- 
po 1, quedándose él en su residencia de Entre Ríos, de donde vino 
también después, á fines del mes de Abril de 1901, al sólo objeto 
de atender su salud quebrantada según lo manifestó á fs. 13^ 
(tercer cuerpo), al pedir por dicha causa ampliación del térmi- 
no acordado para probar las excepciones opuestas en el juicio 
ejecutivo que le seguía el señor Enrique Wotlman, ante el juez 
de Guateguaychú. 

<ÜJute en Mayo 5 del mismo año, ocurrió su fallecimiento, 
por cuyo motivo el acreedor Wollman solicitó y obtuvo del juez 
de la ejecución, la apertura y trámite del juicio sucesorio. 

Que en este estado, la señora Rumia Casas de Escobio Vega, 
que bahía renunciado á la herencia de su esposo, junto con todos 
sus hijos mayores de edad, según expresamente la manifiesta á 
ís. 3 (primer cuerpo), inició aqut. en representación de su hijo 
menor de edad Luis Alberto, el juicio sucesorio de dicho finado ; 
y para acreditar la jurisdicción del juzgado, ofreció la informa- 
ción testimonial de fs. \y :'i 19 (primer cuerpo), qvic no desvirtúa 
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ta prueba producida per el acreedor, ante el juez de la ejecución, 
¿Cefóft ílel último domicilio del extinto. 

One en esta virtud, es el juez de Gualcguayehú quien debe 
conocer del juicio sucesorio de que se trata, con arreglo á lo 
dispuesto -por el art. 3284 del Código civil, pormtc las circunstan- 
cias de haber fallecido fuera de este lugar, en las expresadas 
condiciones no deja presumir el ánimo de caminar de domicilio 
{ fallos, tomo 60. pág. 08>. 

Por ello, y lo expuesto y pedido por el señor procurador 
generar, se resuelvi que el Juez competente para conocer del 
juicio sucesorio de don Leopoldo Kscoítio Viga, es el de la ciu- 
dad de Gualeguaychü, provincia de Entre Ríos. Xotifíquesc con 
él original y previa reposición fie sellos, remítansele los autos 
avisándose por oficio al señor juez «le la capital. 

A. OF.RMK.T o.— Nicanor G. del Solar. — 
M. P. Daract. — D. E. Palacio.— 
L. LorEz Cara n illas. 



CAt'SA III 

Banco Nacional, cit liquidación, en el juicio de deslinde de la 
finca "Sfadartaya" : sobre citación de evicción y competen- 
cia. 

Sumario : La citación de evicción no es una demanda contra e4 
citado, sino un aviso á fin de que tome intervención en eJ 
juicio, si así fuere su voluntad ; y la expresión de esa vo- 
luntad de intervenir es lo que convierte al citado en liti- 
gante ó parte en el juicio. En tales condiciones, es impro- 
cedente la declinatoria opuesta ante un juez local por un 
citado de evicción, fundado en que el juicio, rationc perso- 
jííic, es de la competencia de la justicia federal. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 




ACUERDO Y SENTENCIA DEL SUPERIOR TRWUK.U, DB 6 A UTA 

Salta, á veintitrés días del mes de Agosto del año mil nove- 
cientos siete, reunidos los señores camaristas en su salón de 
acuerdos para fallar el auto venido en grado en el presente jui- 
cio sobre deslinde de la finca Madariaga. el señor presidente 
declaro abierta la audiencia. Por ser el auto venido en grado de 
carácter interiocutorio, se practicó un sorteo con objeto de de- 
terminar los señores camaristas que han de resolver, resultando 
eliminados los doctores Saravia y Figueroa. y hábiles los doc- 
tores López Arias y Ovejero. Acto continuo se verificó un otro 
sorteo para establecer el orden en que lian de fundar el voto, re- 
sultando los doctores Ovejero. López y Arias. 

El doctor Ovejero, dijo : 

En el juicio ele deslinde de la finca "Madariaga" deducida 
aposición á dicha operación por don Lisandro Alemán, el com- 
prador de dicha finca ó sea el señor Zoilo Cantón, pide se cite de 
evicción al vendedor, que es el Banco Nacional en liquidación. 
Este, al ser notificado, opone la excepción de incompetencia de! 
juzgado para hacerle dicha citación, fundado en las razones que 
expone en su escrito de fs. 

El juez ti qun, con este motivo, dicta et auto de fojas i»St. ele 
fecha 12 de Junio del corriente año, rechazando la exección 
opuesta por el Banco, porjas razones legales que invoca. Es de 
este auto que se ha apelado y el cual está á la resolución de \ . E. 

Pienso, superior tribunal, que el auto apelado debe confir- 
marse en todas sus jiartcs por los fundamentos legales que él 
contiene y encontrarse arreglado á derecho, con costas, por ser 
confirmatoria. 

Los demás vocales del tribunal adhieren al voto anterior. 
Con lo que terminó el acto, habiendo quedado acordada la^ si- 
guiente sentencia : 
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Salta, 23 de Agosto de 1907. 

V vistos: En mérito de la votación que precede, sus funda- 
mentos, y los concordantes de la sentencia recurrida de Junio 
72 del presente ano. corriente de fs. 181 á fs. 187. se confirma 
ésta en todas sus partes, con costas. 

Tomada razón, y repuestos los sellos, devuélvase. 

Pedro /. hópes. — A. M. Ovejero. 

— f : htrh sirias. 
Ante nú: Santos Mendosa. 



DICTA MKX OKI. Sr. PROCURADOR tUÍNERAl. 



Suprema corte: 

Habiéndose declarado procedente, por resolución de V. E. 
fie fecha 9 de Junio del corriente arto, el recurso de apelación 
interpuesto jx>r parte del Banco Nacional en liquidación, contra 
la resolución pronunciada por el sperior tribunal de Salta, en 
el juicio de deslinde de la estancia denominada "Madariaga", en 
virtud de la cual, aquel tribunal de provincia no hizo lugar á la 
excepción de incompetencia de jurisdicción que el referido Ban- 
co lia opuesto para conocer del caso suh ¡udicc. corresponde k 
(as funciones del ministerio que desempeño, expedirme sobre el 
fondo del recurso. 

Y, habiéndolo hecho ya en mi vista de Noviembre 21 tte 
1907. que corre de fs. na 12 vuelta del incidente, por cuerda 
separada, instruido con motivo del recurso directo traído ante 
V. E.. me permito dar por reproducidas las conclusiones de 
aquella vista, á fin de no molestar la atención de V. E. con ocio- 
sa* repeticiones, para solicitar, como lo hago, se sirva declarar 
improcedente la jurisdicción del fuero federal en el presente li- 
tigio, y en consecuencia, confirmar la resolución recurrida del 
superior trünmal de Salta. 

Julio Botet. 



l 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA (») 

Bueno* Aire* Febrero 14 de 1911. 

Vistos y considerando : 

Que la sentencia pronunciada [x>r superior tribunal de la 
provincia de Salta, corriente á fs. km, lia confirmado, por sus 
fundamentos la de fs. r8t. cuya parte dispositiva resuelve "que 
la cuestión de incompetencia promovida por el Banco Nacional 
en liquidación es improcedente ]K>r halier sido opuesta fuera de 
término y perene este juzgado es competente para entender en 
este juicio, por cnanto el mero hecho de ser citado de evícción 
dicho establecimiento, no es causa para que se le desconozca sn 
jurisdicción*'. 

Que, cu efecto, no existe en la causa ni ta manifestación 
expresa del Raneo de que se hace parte en el juicio, ni auto ju- 
dicial que lo declare tal. lo que lo pondría en condiciones de 
aducir sus medios de defensa, pues como se ha hecho constar, 
"hasta el presente no puede considerársele como litigante, sino 
como notificado y prevenido" ffs, 185 vía.). 

Que no obstante haber manifestado el apoderado del [lau- 
co Nacional en liquidación, en el escrito de fs. 60 oponiendo de- 
clinatoria y en el de inter|H)sictón del recurso de queja ante esta 
corle* que el Banco, citado de evícción, es parte legítima en el 
inicio de oposición al deslinde, deducido por el señor Alemán, 
en el de fs. 115. confundiendo la citación de evicción con la 
demanda de saneamiento, sostiene que no ha llegado el caso 
íie la citación, "debiendo el comprador, si lo estima conveniente, 
y de acuerdo con los títulos que le entregó el citado estableci- 
miento, seguir el juicio promovido por el expresado señor Ale- 
mán, si considera infundada su oposición". 

Que como se ha observado, la jurisprudencia ha establecido 
que la citación de evícción no es una demanda contra el citado, 
sino un aviso en forma y en el momento oportuno, á fin de que 

(i) Véase Tomo HN n;Jg, 202 de lo» Fallos. 



tome intervención en la cansa, si así fuere m voluntad ( fallos» 
tomo ftí, pág. 41 )¿ y por consiguiente, la expresión de esa vo- 
luntad en el sentido de salir á ta defensa del adquirente, es lo 
t|itc puede atribuir los derechos y deberes consiguientes á la 
parte litigante en un juicio (art. 2°, ley de 16 de Octubre de 
J8Ó2; fallos, tomo 91, pág. 432). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el señar procurador general, se confirma la senten- 
cia apelada de fs. toj. Notiftquese con el original, y repuesto 
el papel archívese, devolviéndose los autos principales con tes* 
timonio de esta resolución. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del Solar.— 
M. P. Daract.— D. E. Palacio,— 
L. López Caramillas. 



CAUSA IV 

Ferrocarril Central Argentino, contra H. Lag ornar sino. 
Recurso de revisión 

Sumario: El hecho de que un miembro de la corte firme, por 
error una sentencia en un asunto en que había intervenido 
anteriormente como juez, no afecta la validez y legalidad 
del fallo susberito por la mayoría, ni autoriza el recurso 
de revisión. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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ESCRITO 



Suprema corte : 

Pedro Giménez Marino, por el Ferrocarril Central Argón- 
tino, en el recurso de hecho deducido en autos con don HéCtór: 
Ugomarsino sobre daño? y lanicios, á Y. E. respetuosamente. 

ríigo: 

El señor ministro doctor López Cabaniltas ñnnó decretos en 
BSta causa como presidente de la excelentísima cámara a </«<>. y 
linnó igualmente la sentencia tic la excelentísima cámara que 
<lecidió la cuestión de competencia promovida por mi parle, l?Or 
consiguiente, no ha jwxlido con arreglo á derecho entender y de- 
cidir en esta tercera instancia ante V. It- la cuestión que decidió 
en ía instancia inferior. Así carece de todo valor la decisión de 
V E. dése que en ella no ha podido tener intervención alguna 
tf sefbt ministro doctor Lópe* Cabanillas por haber resuelto 
la cuestión ante el tribunal inferior y conforme al principio M 
icrccho tme inhibe al juez de la instancia de apelación resolver 
a cuestión de que hubiere conocido en primera, y conforme 
lamhién á la jurisprudencia concordante de V. E. establecida en 
Ü fallo del tomo 74. pág- ^gim el que "el juez que ha die- 
ir.do la sentenciá anulada se halla impedido para pronunciarse 
nuevamente si en dicha sentencia resolvió una de las cuestiones 

deducidas en juicio". . 

Y ya que |>or error de hecho indudablemente, ha quedado 
¡pw jure sin efecto la resolución de % E. f debo observar ojie, 
reclamado f>or mi parle el derecho que le acuerda la ley |wra ser 
juzgarla por lo* tribunales federales, y promovida y sustanciada 
■Hjr completo la respectiva cuestión de comiietcncia hasta ser de- 
cidida desfavorablemente en primera y segunda instancia con 
, in pr.mnnciamiei.to final contrario al derecho invocado y que s C 
imparaba en la lev federal, es fuera de toda duda ante esto que 
I rocede el recurso extraordinario de apelación para ante \ . E. 
I a anuncia de primera infancia confirmada i>or la Excma. ca- 



niara, cualesquiera que sean sus término!», importa siempre 
aeseouocimiento ó rechazo del derecho amparado en la ley fe- 
(leráli pues no significa ütra cosa decir que es improcedente la 
exección |K>r niás qué, al mismo tiempo se haga cualquier agre- 
gado : y desde que comprometida la cuestión y substanciada por 
completo, uo pudo eludirse su decisión so pretexto de que en otra 
oportunidad piule hacerlo el juez de oficio, pues es elemental que 
ü el juez puede pronunciarse de oficio sobre su competencia, 
lauto más puede y delie hacerlo cuando se hace cuestión de ella 
pnr las partes, y tanto más aún si se considera que la prirneraj 
..!»! ilación de los jueces es evitar la prosecución inútil de los 
pleitos, conforme la doctrina del art. 64 del código de procedí- 
miemos de !a capital. I'or tratarse de un caso de fuero federal 
por razón de la materia, en epte los tribunales nacionales tienen 
jurisdicción privativa y excluyeme de los provinciales, cualquie- 
ra que sea la actitud de las parles en el juicio, y cualquiera que 
- t -a l4 momento en que se reclama ej fuero federal, ello no pue- 
¡fc tener el efecto de prorrogar la jurisdicción ordinaria ó co- 
mún, desde que es terminante al respecto lo tlispnesto en el ar- 
tículo 14 de la ley de jurisdicción y como lo tiene establecido re- 
r éticamente Y. E. 

En el fallo del lomo í>6. |Kig. 22. Y. E. ha establecido que en 
cst;i ciase de causas es nulo todo lo obrado ante los tribunales 
..Miliarios y ípie el fuero federal puede reclamarse en cualquie- 
ra instancia, como también que "la demora en oponer la excep- 
ción de incompetencia uo debe perjudicar el derecho á su ejer- 
cicio", y finalmente que "la jurisdicción federal privativa pre- 
valece y puede ser declarada en cualquier oportunidad mient 
el pleito 110 hubiera fenecido" ( pág. 234). 

Así. pues, siendo la decisión de la Exenta, cámara a qito de- 
fmitica y contraria al derecho ó privilegio que mi i>artc ha run- 
fiarlo en mía ley nacional, procede el recurso interpuesto para 
; nte V % y pido se sirva así declararlo el tribunal al rever el 
pronunciamiento anterior que ipso jure ha quedado sin efecto 
debido al error de hecho que se ha padecido. Será justicia, etc. 

V. M. Ufvs^-P. Giménez Marino 



m FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires prbrtrn 16 dr lilll 

Bastando los votos de la mayoría del tribunal, que no se 
modifica ]K>r ta omisión de la tirina de uno de sus miembro*, 
puesta por error en la resolución de fs, 5. para la validez y lega- 
lidad de la misma, con arreglo al art. 22 de la ley nacional de 
procedimientos. 110 lia lugar ;Í la revisión solicitada. 

A. Bermejo— Nicanor G. del Solar,— 
M. P Daract— L. López Cabani* 
llas. 



CUSA V 

Sociedad anónima "Pncrto de San .Xicofás" contra ia ^vimia 
de Rueños .tires, sobre expropiación, y sobre aposición del 
usufructuario* 

Sumario: i." l,as disposiciones de los arts, 20,10. 2911 y 20,14 fiel 
código civil relativas á los derechos del usufructuario, se 
hallan limitadas, en materia de expropiación, por la del ar- 
tículo 14 de la ley mim. iftj, É\ umi fructuario *p los casos 
de expropiación por causa de utilidad pública, no tiene ti- 
tulo á una indemnización distinta y separada de la del nudo 
propietario, sino que su derecho sufre indefectiblemente la 
transferencia de la cosa al precio. 

2." La caducidad de las concesiones otorgadas por la 
nación está sometida al criterio y apreciación de la mis- 
ma, según considere que subsisten ó no los motivos de uti- 
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lidad general que fundaron aquellas, sin que ningún interés 
privado pueda sobreponerse ;'i las consideraciones y volun- 
tad del concédeme. 

Caso : Resulta del siguiente ; 

FALLO DK I.A COKTF, SUPIÍHA 

Bucnu* Aires. Febieta l<¡ de 1111. 

Y vistos: Los presentes autos promovidos por la Sociedad 
anónima "Puerto de San Nicolás", sobre expropiación de mil 
setecientos metros cuadrados de terreno, perteneciente* á la pro- 
vincia de Unenos Aires. con la ubicación que se determina en el 
jitano de fs. u, olicialmente aprobado por el po<ler ejecutivo 
riarionái, cou fecha 25 de Enero de 1909. 
Y considerando . 

Ore notificada la provincia demandada, compareció en su 
representación el doctor Juan R. Sola, presentándose también, 
más tarde, eJ doctor lleraelio Fcrrcira como apoderado del tiro 
íedera! de San Nicolás de los Arroyos, pidiendo que se tuviera 
á éste por parte, en virtud dé ser usufructuario del terreno á que 
se reliere la demanda, el cual le había sido concedido, en mayor 
porción, por ley de la provincia de Buenos Aires, de 20 de Ocr 
tubre de 1905. |>ara el establecimiento de un polígono de tiro. 

One acontada audiencia á esta parte, á los fines y con la li- 
mitación de que se hace mención en el auto de esta corte supre- 
ma, de fs. 54, celebróse el juicio verlial preseripto |wr el ari. (i 
de la ley núm. i#o. sobre expropiación de bienes con asistencia 
de la adora y el representante de la provincia, quien sin formular 
oposición alguna á la demanda, limitóse á proponer jierito y á 
pedir que. en oportunidad, se aplicara la di^iosición del art. ifl 
de dicha ley. 

Que, fundada la demanda en las leyes nacionales números 
4230 y 50* A que autorizan á la Sociedad "Puerto San Nicolás" 




para expropiar, á su costa, los terrenos necesarios para la coiis- 
trucción de éste, la oposición que liace á fs. 39 el tiro federal, 
alegando la caducidad de la concesión otorgada á la sociedad ac- 
lara por haber vencido lo* plazos señalados en la ley para la 
construcción de las secciones de aquel puerto, es improcedente, 
pues, las disposiciones del código civil, invocadas por el usu- 
fructuario liara fundar su derecho de oponerse ii la expropia- 
ción, hállansc limitadas en esta materia por la disposición clara 
v precisa, del art. 14 de dicha ley 189, la cual, teniendo en cuenta 
lo* motivos de «míen y utilidad general que dan origen á la más 
fundamental de las limitaciones impuestas al derecho de pro- 
piedad, ha preserípto «pie "ninguna acción de tercero podrá im- 
pedir la expropiación ni sus efectos; kos derechos del reclaman- 
te, agrega, se consideran transferidos de la cusa á su precio ó á 
la indemnización, quedando aquella libre de todo gravamen". 

Que los efectos de esta disposición legal alcanza al llsu fruc- 
tuario, según puede deducirse de la mención que de e* se hfcfo 
' cr- la disensión á que ella dió lugar en el honorable senado de 
la nación, y que ya se recordó en e! auto de fs. 54: y es, igual- 
mente, doctrina consagrada por los expositores del derecho ci- 
vil que el usufructuario en los casos de expropiación por causa 
de utilidad pública, no tiene título á una indemnización distinta 
y separada fie !a del nudo propietario, sino que su derecho sufre 
indefectiblemente la transferencia de la cosa al precio: de don- 
de sé deduce, que SU intervención en este juicio debe dirigirse, 
no ;i estorbar ó impedir la expropiación, sino á vigilar que se 
tenga en cuenta su interés para la conveniente estimación del 
bien usufructuario. 

Que aun cuando así 110 fuera y el usufructuario tuviese en 
realidad derecho para oponerse á la expropiación, tratándose de 
concesiones otorgadas \yor ta nación, su caducidad está sometida 
al criterio y apreciación de la nación misma, según considere 
que subsisten ó no los motivos de utilidad general que fundaron 
aquéllas, sin que ningún interés de orden privado pueda sobre- 
ponerse á las consideraciones y voluntad del concédeme. 
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Que en este orden <1e ideas, la suprema corte Je los Estados 
Cuidos ha consagrado, en diversos casos, como doctrina preva- 
icnle en el derecho federal americano, una concesión otorgada 
r or la unión, no puede ser atacada eolateralmcnte, es decir, por 
terceros extraños á su mismo otorgamiento. (Fallo 132. & S. f 
j82. Frits vérstís Palmer, y otros, siendo el más reciente el re- 
íanlo en la causa Kerfoot v. Yadmers and Mcrchants Bank, de 
7 de Noviembre de 10,10, 

t >ue tampoco puede atribuirse mayor eficacia al argumento 
también aducido i>or el tiro federal, fundado en la utilidad que 
representa la concesión del usufructo hecha á él por la provincia 
sobre el terreno en cuestión, tratándose de una institución de 
notoria utilidad general cual lo es ella; pues, aparte de otras 
consideraciones de orden constitucional, en ei caso, la expropia- 
ción de tos mil setecientos metros cuadrados tle terreno, en nada 
lanudiea el uso y goce del inmueble en la parte cnic realmente 
iitiljza el tiro, desde une. ocupada esa fracción por un desvio 
dé la sociedad actora, antes y después de la ley provincial que 
constituyó el usufructo, el polígono del tiro federal ha funcio, 
nado sin ningún inconveniente, como lo prueba el hecho de que 
m institución consintiera durante todo ese tienijio la servidum- 
bre de tránsito sobre esa parte de su terreno, mediante la rcm li- 
bración A que ella misma se refiere en su dicho escrito de fs. 39. 

Que esto demuestra, que no existe en realidad, el pretendido 
conflicto entre dos intereses cíe utilidad [niblica. iguales y ex- 
.-iuyentes entre si. habiéndolo hecho notar así el poder ejecutivo, 
en su recordado decreto de fecha 25 de Enero de iqoo, precisa- 
mente el tomar en cuenta análogas observaciones hechas ante él 
jMir el mismo tiro federal (fs. 11). 

One. en consecuencia, W$ dése 'timarse la oposición hec 
por eí tiro federal; y resultando del mencionado decreto d 
r.oder ejecutivo, que 'éste aprobó el trazado propuesto por la 
sociedad, ñor ser el Único que permite ligar las vías férreas para 
servicio del puerto en construcción, y en cuyo trazado est 
comprendido el terreno en cuestión, como igualmente, que - 



han llenado (odas las formalidades y trámites de tasación y de- 
más míe prescribe la ley núm. 189, se resuelve: Hacer lugar á 
In expropiación de los mil setecientos metros cuadrados de te- 
rreno á que se refiere la demanda, mediante la indemnización 
de seis mil ochocientos pesos de curso legal establecida en el 
dictamen pericial de fs. 58, que la sociedad actora deberá alo- 
nar á la provincia de Unenos Aires y al tiro federal dentro de 
diez días, declarándose á cargo de la actora las costas del jui- 
cio <art» ¡8 de la citada ley). Notiíiqucse original y repuestos 
los sellos, archívese, 

A. Bermejo.— Nicanor G, uix Solar.— 
M. P Daract. — D. E. Palacio.— 
Lucas Lope?; Caramillas. 




CAISA VI 



Pan Lino Splano en autos coa don OH Lucero {su sucesión 
sobre inconstitucionaltdad. Recurso de hecho. 

Sumaria'. No proceded recurso extraordinario del art. 14. ley 
número 48. si en la fecha en que se dedujo se encontraba 
vencido el término ele cinco días dentro del cual piulo in- 
lerponerse. con arreglo á la ley de procedimientos, 

(aso: Resulta de las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL SEROR PROCURADOR ÜENERAL 

Bumoi Ains. Mayo 6 de 1910. 

Suprema corte : 

IC1 recurso interpuesto en este asunto es improcedente; ha- 
biéndose puesto en cuestión en el juicio míe lo motiva, exclusi- 
vamente, disposiciones del código civil, del código de procedi- 
mientos y actos de las autoridades locales respecto á ellas, no 



encuadra ti caso, bajo ningún concepto, cu los taxativamente 
cJcterminaílcis un el art. 14 «le la ley 48 á que está subordinado 
lo prescripto en el art. 6 fie la ley 4055, en lo referente á la com- 
I -ciencia de Y. E. en los necutsps extraordinarios que debe co- 
nocer. 

Por otra parte, ni jKir el fondo ni iior la forma, encuadra 
tampoco el recurso en cuestión dentro de los términos del ar- 
ticulo 15 de la primera ley citada, siendo por el contrario y en el 
caso más favorable al recurrente, aquel á que se refiere la exv 
cepción de esa última /l ¡aposición legal. 

En consecuencia, pido á V. E. se sirva declarar bien dene- 
gado el recurso interpuesto, mandando devolver los autos como 
corresponda. 

Julio Botct. 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air», Fcbmo IS 4t 1MI. 

Resultando del informe de la cámara segunda de apelacio- 
nes de La líala, que en la fecba en que se dedujo el recurso 
contra la sentencia de dícbo tribunal, se encontraba vencido el 
termino de cinco días, dentro det cual pudo interponerse, con 
arreglo á lo dispuesto |>or la ley de procedimientos. 

Por ello, atento lo pedido por el señor procurador general, 
y de conformidad con lo resuelto por esta corte en la causa que 
se registra en el tomo 98. pág. 424 de sus fallos, se declara bien 
ílenegado dicho recurso. Xotifíquese original y archívese, repo- 
niéndose las fojas. 

A. Bermejo.— Nicanor G. del Solar.— 
M. P. Daract.— D. E, Palacio.— 
Lucas López Caramillas. 



CAUSA Vil 

Don Juan Rada; su su festón: contienda di eomfetaicia 

Sumario : A los efectos de lo dispuesto cu el art. 32S4 del código 
civil ; el hecho de tener el causante depósitos de dinero en 
un banco, pequeños con relación al monto de los bienes 
manifestados, 110 prueba que aquél tuviese su domicilio real 
á la época de su fallecimiento en el lugar asiento del banco, 
. si por su naturaleza y el tiempo qite medió entre el depósito 
y ¡a muerte, se ve que no importaba el ejercicio de actos de 
comercio que hicieran presumir el cambio de domicilio. 

ímo: Resulta dtl siguiente: 

DICTA SI ÍX DEL Sr. PROCURADOR CEXKRAL 

¡Suprema corte: 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia, á mérito de lo que dispone el art. u ¡11c. d, de la ley 4Q5:.- 

En la partida de defunción del causante se expresa que el 
domicilio que tenia á la época del fallecimiento, lo era en el par- 
tido de Lobos, provincia de Bueno* Aires, cuya manifestación 
está corrolwrada por las declaraciones de testigos prestadas en 
e 1 mismo pueblo y por el informe del juez de paz respectivo. 
Frente á estos antecedentes, sólo existe la información sumaria 
producida ame los tribunales de la capital, tendiente á demos- 
trar el cambio de domicilio, lo cual no se ha obtenido de una 
manera satisfactoria, que pueda destruir ta pruelw que arrojan 
Ies documentos antes mencionados. 

Sentado que el último domicilio del causante, lo fue el ci- 
tado partido de Lotos, debe aplicarse el art. 3284 del código 
civil y atribuirse el conocimiento del juicio al juez de dicho lu- 
gar, sin que obste á ello ta circunstancia alegada por ta viuda 
de *er día la única heredera, dado que esto no se ha prol>ado en 
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* autos y ni puede afirmarse mientras 110 medie una declaratoria 
judicial que a «i lo establezca. 

Por lo expuesto, pido á V. E. se sirva resolver que es * 
juez de la ciudad de La Plata á quien compete entender en este 
juicio. 

futió Botet. 

Pallo de la corre suprema 

Bucnul Aire*, Khrcio I§ de 1911 

Y vistos los de contienda de competencia entre el señor juez 
lie primera instancia en lo civil de la capital de la República, y 
el de igual clase de la ciudad de La Plata, provincia de Unenos 
Aires. 

Y considerando: 

tJ? Que la partida ríe fojas 2 (primer cuerpo) comprueba 
(jtic don Juan Rada tenia su domicilio real en Lobos, jurisdic- 
ción de la provincia de Jluenos Aires, á la época de su matrimo- 
nio con doña Felisa C. Ocaranza, el año de mil ochocientos 
ochenta y dos, como lo acreditan el informe del juez de paz subs- 
tituto de dicha localidad á fs. o, (segundo cuerpo), y sobre todo 
las declaraciones bien explícitas y circunstanciadas de fs. 21 y 
22 ( segundo cuerpo), en las míe á&, testigos bien calificados, 
vecinos det lugar y que conocieron á los esposos Rada, afirman 
que siempre vivieron en el pueblo mencionado antes, basta la 
muerte del marido, ocurrida cu el mismo punto (partida de fo- 
ja 1, primer cuerpo). 

2° Que estos antecedentes y pruebas, nr pueden ser des- 
virtuados por la declaración de los testigos de fojas ñ y y (pri- 
mer cuerpo), que ni siquiera fueron interrogados de modo que 
llenase los requisitos correspondientes. 

3¿* Que el hecho de tener depósitos en el Banco Español 
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det Río de la Plata (Je esta capital, pequeños con relación al mon 
to (le bienes nía ni f estados, no prueba que fuese aquí et domicilio 
real de Rada, á la é|>oca de su fallecimiento. porque por su na- 
turaleza y por el tiempo que medió entre el depósito y la muer- 
te, se ve que no importaJia el ejercicio de actos de comercio que 
hicieran presumir el cambio de domicilio. 

4." Que aun su|K>niend'j que fuese única heredera, no se- 
ría el caso del art. del código civil que se invoca. |»or no 
tratarse de las acciones ó demandas previstas en el art. .V&4. 
sino siiuplemente de la agriura del juicio sucesorio (articulo? 
3411 y 3412. código civil). 

Por ello, y ile acuerdo con lo peditlo |>or el señor procura- 
dor general, se declara que es el juez ile La Plata quien debe 
conocer de los autos sucesorios de don Juan Rada. Kn conse- 
cuencia remítansele, avisándose por oficio al señor juez de est;i 
capital. Xotifíqut-se con el original, reponiéndose los sello?. 

A. Bfimíjo— Nicanor G, dei. Solar — 
M. P. Dakact. — D. E. Palacio. 



CAl'SA VIII 

Com/muía de iiat'ffgüción "Xicohís N ihannrlch* , áfehiMü unn 
resolución de udtmttii. Betitrso de hecho. 

Sumario: í\s improcedente c) recurso de apelación previsto en 
el inciso 2." riel arl. 3 de la ley num. 4055 contra una sen- 
tencia que aplicó una multa de mil ochocientos pesos oro. 
de conformidad con ío dispuesto en él artículo 63 ríe la ley 
de aduana. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 
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INFORME DE LA CAMAIÍA FEDEtAL 

Suprema corte : 

Kn el recurso de hecho deducido por don Pedro Mihano- 
vich, como gerente de la compañía de navegación "Nicolás Mi- 
hanevich", en los autos que por ocultación de mercaderías á tor- 
do, le siguió la aduana de la capital, debo informar á V. E. : 

Que ta administración de la aduana declaró caido en" comiso 
Ana partida de sombreros de Panamá, é impuso al buque una 
multa igual al valor de la misma, todo á beneficio del denuncian- 
té señor Cúneo, y previo pago de los derechos fiscales. 

Apelada esta resolución para ante el señor juez federal, éste 
ilietó resolución revocándola en la parte que imponía una multa 
A buque. 

Elevarlas tos autos á este tribunal por apelación, dictó sen- 
tencia revocando el fallo del juez y confirmando la resolución de 
¡r. Aduana. 

En representación de la compañía de navegación NicoHu 
Míhanovtch interpuso recurso de apelación para ante V. E. t 
diciendo que era procedente en virtud de la dispuesto en el in- 
ciso 2.° del art. 3» de la ley número 4055, que acuerda el re- 
curso de apelación para ante V. E., cuando la multa impuesta 
fuere mayor de cinco mil pesos. 

En el presente caso, d valor de los sombreros y la multa 
igual á su valor importan la suma total de 3760 pesos oro. 

De acuerdo, entonces, con la jurisprudencia sentada por 
f-uprema corte, este tribunal denegó el recurso de apelación 
1.0 alcanzar la suma en cuestión a los cinco mil pesos establecidos 
por la ley número 4055. 

Es cuanto debo informar á V. É., á quien Dios guarde. 



Juan A. Garda. 




DICTAMEN DÜI. Sr. PKOCl HAUüK GENERAL 



Suprema corte; 

La interpretación que debe darse al art. ,y me, 2." de la ley 
4055. que acuerda apelación para ante V. E. en todas las causa* 
cu tjiie la nación ú un recaudador de sus rentas sea parte, siem- 
pre que el valor disputado excediese de 5.000 pesos, ha sid» di- 
versa al apreciar si debe entenderse que esta cantidad se refiere 
á pe»? oro ó únicamente ;'t moneda nacional. En la causa que se 
registra en el latiKi 97. jtag. 28y (procurador fiscal del Rosario, 
contra Brussaferri E, }, Y. E. declaró que los pesos ¡i míe se re- 
feria el ¿Hado inc. 2." del art. 3. , eran pesos oro. En ta que se 
registra en el tumo 98, pág. 304 (procurador fiscal, contra la 
sociedad Destilería Ka Rosario"), resolvió contrariamente al 
£a«b anterior, que decía entenderse que el artículo se refería á 
peso- moneda nacional. En la que en el tomo 105. |»ág. 356 
(fisco nacional contra Ellas VV. Rueca K se volvió á la anterior 
jurisprudencia, declarando Y. E. que el precepto de la ley 4»55 
entendía referirse a pesos oro. é igual decisión recayó en la con* 
tenida en e] t»mu ioí>, pág. 414 (Dryfus S„ apelando de una 
resolución de aduana ). 

I'or mi parte, me limito á reproducir las consideraciones 
t,ue formulé sobre el particular en la causa citada, seguida ]>or 
el fisco nacional contra Elias W. Rocca, que Y. E. se sirvió 
aceptar en la resolución respectiva, repitiéndola en la causa del 
tomo tof>. pág. 4 '4- Entiendo que al establecer la ley 4055. como 
limite de las apelaciones para ante Y. E.. la suma de 5.000 j^sos 
hace referencia á los pesos que constituye la moneda legal de 1 , 
pais, segím el art. 1." de la ley 1150. y siendo por su naturaleza 
permanente la jurisdicción de apelación de Y. E., no puede elia 
c-iar supeditada ii las cantidades variables que resulten de la re- 
ducción del oro á papel. Las leyes 17^4 y 3871 no han modificado 
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6$ realidad el concepto de la moneda nacional, y responden á 
exigencias momentáneas y de carácter económico, sin confundir 
la moneda establecida por la ley 1130, con los billetes de curso 
iigal emitidos al tipo de conversión lijado por la ley 3871 recor- 
dada. 

No alcanzando, pues, la Mima porque .se prosigue este jui- 
cio, á la cantidad de 5.000 pesos legales, pido á Y. E. se sirva 
(k-darar Ijícti denegado el recurso de apelación interpuesto, aten- 
to lo epte dispone el art. 3." inc. 2." de la ley 4055 y jurispruden- 
cia citada de Y. % 

julio Botet. 

PALLO DE LA CORTF SUPREMA 

¡íii«io* Aires, ?tbf*t» 21 <]* 1811, 

Autos y vistos : 
Considerando; One como >e hace notar en la *eutencia apér 
lada de fojas 52, la cuestión resuelta en ella, lia sido si corres 
pendía ó no aplicar la multa establecida en el art. 63 de la ley 
'le aduana. 

Que el comiso de la mercadería no fué materia de la última 
instancia . desde míe no fué apelada por el demandado la senté n 
cía del juez federal, de fojas 43, que lo imponía. 

Que el importe de esa multa míe ascendía á mil ochocientos 
ochenta pesos oro, no alcanza al que determina el inc. 2." art. 3." 
de la ley 4055, para la procedencia del recurso que él autoriza, 
ya sea que se considere como pesos de curso legal ó como pesos 
< ro. los que establece el inciso citado. 

Por ello, y de conformidad con lo |>cdido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. Notifique- 
m enn el original, y repuesto el papel, archívese, devolviéndose 
los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. ttKRMKlO. — NtCANOR G- DKL ¡SOLAR. — 

M. P. Daract. — D. E. Palacio.— 
Lvcas López Cauanilla*. 
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CAUSA IX 

Recurso extraordinario deducido de hecho en autos "Sociedad 
Territorial de i. a Plata" con Luis C, Rodrigues, sobre 
escrituración. 

Sumario'. Iv* improcedente el recurso extraordinario pre- 
visto en el artículo 14 de la ley 48 y ó de la íéy 4°55 
< le* lucillo contra una sentencia 1 mulada en la cosa juzgada 
y en la aplicación del código de procedimientos tle la ca- 
pital, aún cuando se hubiese hecho referencia, en el juicio, 
a cláusulas constitucionales sin alegar en términos con- 
cretos su aplicación aJ punto controvertido, 

Cases — Lo explican las siguientes piezas: 



DICTA M KN DfiL Sr. PJiOCUH.VDOK OF.NERAL 

Bueno» Hirci. Abril 9 de 1910 

Siipfema corte: 

Solicito de vuestra excelencia rio haga lugar al recurso 
apelación deducida de la resolución de la excelentísima cámara 

La resolución fie que se recurre no contiene una decisión 
contraria :i 1111 tratado ó ley nacional, y se limita á rechazar las 
peticiones formuladas por el recurrente en razón de la prescripto 
por el código de procedimientos de la capital, cuyas disposiciones 
no caen bajo la jurisdicción de vuestra excelencia, (artículos 14 y 
15 de la ley 48).— A mayor abundamiento agregaré que. la ley 
1893 sobre organización de los tribunales de la capital, en cuya 
violación se funda el recurso de apelación extraordinaria, ha 
sido dictada por el congreso en su carácter de legislatura local, 
de la capital, y se aplica exclusivamente por sus tribunales, sin 
que por su interpretación puede ocurrir á esta suprema corte, 
ilado que no es una ley federal de agüeitas á que hace referencia 
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tí citado art. 14 de la ley 4N. 1 Fallo de V, Iv» tomo 00, pág. 230,). 

Kn cuanto á la cláusula constitucional que se menciona, no 
se lia establecido de una manera concreta su aplicación al caso 
miI> jndiee, por lo que tampoco puede hacer procedente el recur- 
so interpuesto, atento lo que determina el art. 15 de la misma ley 
y la jurisprudencia de V. F. (Fallos, lomo «5, pág. 305, tomo 
ion. fiág. 82 y .125). 

Julia lit'tct. 



PALLO DE LA CORTE SI TREMA 

■uenu» A<rf« Frbrcro 21 d* 1WI. 

Autos y vistos: el recurso de queja por a|ielactpll denegada 
interpuesto ¡Hir la Sociedad Territorial l.a Plata, en autos con 
don Luis C\ Rodríguez contra sentencia pronunciada por la 
cámara de apelaciones en lo civil de la capital. 

Y considerando: Que la sentencia apelada, |»or su referencia 
á la de fojas 250, se futida en la autoridad de la cosa juzgada y en 
!;. aplicación del código de procedí»'' etilos de la capital, que 110 
pueden autorizar el recurso extraordinario interpuestn para aule 
esta corte (art. 15 le) m'un. 48: Fallos, tomo 112, pág. I2Ó>. 

Oue no bastan para autorizarlo, las referencias al articulo 
18 tle la constitución liedlas en los escritos de fojas 228 y 254' 
de los autos remitidos á e*ta corte |»>r via de informe, pues 110 
*e ha alegado en términos concretos su aplicación al punto con- 
trovertido. ( Fallos, tomo ion., pág. ,125. Resolución de Noviem- 
bre 15 de 1910, en el caso del F, C. C. Córdoba contra Nadeus). 

Por ello y de conformidad con la expuesto y pedido |>or el 
¡.emir procurador general, se declara bien denegado el recurso. 
Notifiquen con el original y repuesto el pajie! archívese, devol- 
viéndose los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo, — M. P. Daract. — D. E. 
Palacio.— Lucas Loria C mían i- 
llas. 



CAUSA X 



Obras de salubridad de la nación, contra don Ramón Dulce, 
por cabro de impuestas 

Sumario' l." Tiene fuerza de ley el convenio celebrado por el 
gobierno nacional con el de la provincia de Catamarca. de 
acuerdo con la autorización conferida por la ley uúm. 4158, 
estableciendo el procedimiento de apremio para el cobro de 
las cuotas adeudadas por los servicios de las obras de salu- 
bridad construidas |ior la nación, en la ciudad de Cataniarca. 
2." Las disposiciones del procedimiento «le apremio no son de 
orden público. 

y Aprobado por la legislatura de Catamarca el expresado 
convenio, sus estipulaciones son obligatorias para los pro- 
pietarios de aquella capital á quienes afectaren las obras de 
salubridad construidas como si ellos personalmente las hu- 
bieren aceptado. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA D L JUKZ FEDERAL 

Catanirei, Ago*to 13 de 1910 

Autos y vistos: Sin adherir á los fundamentos del prece- 
dente dictamen de! ministerio fiscal respecto á la conciencia del 
infrascripto, atento á lo resuelto por la exina, cámara federal de 
Córdolia en los autos seguidos por la dirección general de obras 
de salubridad contra den Juan Coil ; y considerando, en cuanto al 
procedimiento de apremio que se inicia: que el art. 313 de la ley 
nacional de procedimientos ordena á los jueces que examinen el 
titulo de crédito con que se inicie el procedimiento de apremio, 
y sólo despachen mandamientos contra tí deudor, si encuentran 
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que procede de derecho ; y por lo tanto, en el caso ocurrente, es 
necesario, antes fie dictar el auto de apremio entrar á averiguar 
si él está autorizado |x>r la ley. 

Que la ley nacional de procedimientos señala en sus arts. 
¿08 y siguiente: cuáles son los créditos beneficiados con ese 
pr «redimiente excepcionalmcnte expeditivo y rápido, y en ello* 
r.i figuran las cuotas por suministro de agua corriente, ni, cu ge- 
n-ral. ninguna categoría de impuestos en que pudieran éstos con- 
siderarse comprendidos. Que tampoco existe ley genera! alguna 
due someta al juicio de apremio el cobro judicial de los impuestos 
á cargo ele la nación- Solo en tas leyes de impuestos internos, y 
por prescripción expresa, lia sido sometido á tal procedimiento el 
c«l>ro de los derechos fiscales y multas por infracción á sus leyes 
y reglamentos ; pero en lo que respecta á las aguas corrientes que 
se proveen á esta capital ó en general á las ciudades de la Repto 
blica. no existe en las leyes respectivas disposición análoga. 

Que para iniciar el juicio de apremio, la demanda se basa en 
e! ari. 15 tlel convenio celebrado entre los gobiernos fie la nación 
y de la provincia ; pero como lo demuestra el ministerio fiscal ese 
convenio no puede modificar la ley nacional de procedimientos, 
que enumera taxativamente los créditos beneficiados con el pro- 
cedimiento de apremio; porque es inadmisible que una ley pro- 
vincial, ó un decreto del gobierno nacional derogue una ley del 
congreso. 

Que aunque esc convenio haya sido autorizado por una ley 
tal antecedente no es bastante para darle la fuerza y los efectos 
de ley. sin una expresa aprobación del congreso ; y ello importa- 
ría por otra parte, la delegación de las facultades de éste en otro 
poder, lo que es constitucionalmente inadmisible. 

One tampoco puede aceptarse el referido convenio como una 
renuncia á trámites más solemnes del juicio, pues él ha jasado en- 
tre el gobierno nacional y el provincial, siendo para el deman- 
dado res utfer altos acta. 

Por tanto, no se hace lugar al auto de apremio solicitado. 
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Noti fíquese, regístrese y devuélvanse lo* instrumentos que ins- 
truyen la demanda. 

Antonio L. Marcenara. 

■ 

SKN'TKXCIA W LA. CAMARA i'l-DHKAI, 

CArcJnhn, Noviembre 15 ik IWO. 

Vistos: en el reciir?o <fe apelación interpuesto por el repre- 
sentante de la dirección general de las obras de salubridad de la 
nación, contra él auto de feclia Agosto 13 próximo pasado, co- 
rriente a fs. 10, dictado por e! señor juez federal de Catamarea. 
¿*n la ejecución seguida por el recurrente contra don Ramón Dul- 
ce por cobro de impuesto de agua corriente. 

Y considerando: Que la ley general de procedimiento* de la 
nación ha hecho en su art. 308 enunciación taxativa de los crédi- 
tos que traen aparejado el procedimiento excepcional de apre- 
mio, y entre ellos 110 figura los de la índole del que se cobra en 
cite juicio, ni en general, tos procedentes de impuestos fiscales. 

©tic por lo tanto, para que el cobro de dicho crédito pudiese 
* ; ar lugar á la vía de apremio, seria necesario que otra disposi- 
ción legal lo autorice como una excepción al citado art. del có- 
digo (^procedimientos. 

Que la facultad de estatuir en materia de procedimiento* 
en el orden nacional, pertenecen exclusivamente al poder legis- 
lativo i art. 67. inc. 27 y 28 c. n.) por lo que el art. 15 del cor- 
ven in celebrado entre el p. e. de la nación y el gobierno de Ca-¡ 
tamarea con fecha tres de julio de 1905, que ordena la aplicación 
del títuío XXV de la ley de procedimientos nacionales al cobro 
de los créditos procedentes fie servicio de aguas corrientes de ta 
capital de dicha provincia no puede tener fuerza obligatoria 
mietra- una ley del congrego no apruebe en esa parte el expre- 
sado convenio. 

Que contra esta conclusión no puede argüirsc que la ley 
húm. 4158 en su art. 8 autorizó al pdoer ejecutivo de la nación 
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para celebrar los respectivos convenios con los gobiernos <le las 
provincias que ;'i ella se acogieron y por lo tanto lo dispuesto en el 
art. 15 del convenio pretudicado tiene, desde luego, la sanción 
< leí congreso. porque esa autorización concebida en términos ge- 
t'erales y pe se explica |>or la necesidad que había de obtener el 
consentimiento de los gobiernos de provincia para llevar á efec- 
to las obras de carácter esencialmente local que se proyectaban y 
convenir con ellos iodo lo concerniente á su ejecución y pago, no 
puede entenderse como una delegación el i>oder administrador 
contraria al principio de la división c independencia de ¡tos pode- 
res de gobierno. 

Que tamj>oco lia podólo dar validez y eficacia á la disposi- 
ción del art. 15 del convenio que se estudia, su aprobación por ley 
ie la provincia de Catatnarca. porque es obvio ya que tas provin- 
cias 110 tienen jurisdicción para legislar sobre procedimientos de 
los tribunales nacionales. 

Que la consideración de las dificultades que ocasionaría á la 
adniinist ración de obras de salubridad el hecho de que no le sea 
'ado hacer efectivo en Catamarca el cobro de las sumas que se 
Je adeuden |»or servicio de aguas corrientes. 110 pueden influir en 
manera alguna en la resolución del caso sub ¡min e |>orquc el tri- 
bunal no tiene la potestad de suplir la aprobación del congreso, 
necesaria para la validez y eficacia del convenio en cuestión en su 
art. 15. eludiendo la aplicación del principio consagrado implíci- 
tamente en el art. 308 ya citado de la ley de procedimientos fe- 
derales. 

Por rstos fundamentos y los concordantes del auto ajielado 
se lo confirma con costas. Hágase saber, transcríbase y devuél- 
vanse previa reposición. 

Nemesio Gonzúkz. — A. G. Possc.—X. M. 
Bcrrotarún. 



DICTAMEN MI. ST. PKOC AMADOR CENfi«AI, 



Suprema corte : 

é 

Al iniciarse la presente ejecución. se invocó lo prese ripto por 
■ t? ley nacional 4158. que autorizó al gobierno de la nación á cons- 
truir obras de salubridad en las capitales de provincia (art. !."> 
y afectó al servicio de los bonos emitidos con ese objeto, el pro- 
ducto líquido de la explotación de las obras que se ejecuten. (Ar- 
tículo 2. a ). 

La resolución definitiva dictada por la exilia, cámara fede- 
ral de Córdoba, desconoce el dereclio alegado por la nación pa- 
ra exigir el pago del servicio de aguas suministrado, de confor- 
midad á lo que establece la referida ley. 

El recurso de ablación es, por tanto, procedente, de acuer- 
do con lo dispuesto por el art. 14, me. y de la ley 48 y art. 6 de 
la ley 4055, en virtud de haberse desconocido un privilegio ampa- 
rado en tina ley nacional, que fué materia del litigio. 

En cuanto al fondo det recurso, considero que la sentencia 
apelada no ha examinado las disposiciones de la ley especial que 
rige el caso de autos, las cuales contienen reglas expresas á obser- 
varse en ejecuciones como la presente. La ley 4158. ademá:> de 
su art. 2." cpie acabo de citar, en el que se autoriza á la nación lia- 
ra cobrar el servicio por la explotación de las obras que constru- 
ye, dispone en su art. 8;' que el poder ejecutivo celebre con lo* 
gobiernos de provincia, los convenios necesarios para la ejecu- 
ción de la ley, de suerte que los convenios pasados de conformi- 
dad á esta disposición, deban reputarse formando parte de la mis- 
ma ley. Ahora bien, el acuerdo estipulado entre el ministro efe 
obras públicas de la nación y el representante de la provincia de 
Catamarca, aproliado por decreto del poder ejecutivo, de fecha 
13 tle Septiembre de 1906 (ver B. O. núm. 3858 de fecha 17 del 
mismo mes y año» prescribe en su art. 12 que el cobro de las su- 
mas que se adeuden por servicios de agua, se hará por la via dte 
apremio, de acuerdo con lo que establece el titulo 25 tle la ley de 



DE JUSTICIA DR |.A H ACION 

procedimientos, y servirá de suficiente título el certificado que 
expide la oficina recaudadora. Esto coincide con lo que dispone 
él art. 979 inc. 5." del código civil, cuando establece que tas cuen- 
tas sacadas de los libros fiscales son instrumentos públicos, y por 
consiguiente están comprendidas entre los documentos que traen 
aparejada ejecución (art. 465, inc. 1, código de procedimientos 
•le la capital aplicable n los tribunales federales, conforme á la 
ley 3pl). 

Es. por tamo, infundada la consideración en que se basa 
resolución de la cxuia. cámara de no figurar los créditos por 
cobro de impuestos fiscales entre los documentos que autorivti 
el juicio ejecutivo, por cuanto existen disposiciones legales ter- 
minamos que reputan instrumentos públicos á las cuentas saca- 
das de los libros riscales, y en ese carácter son suficientes para 
motivar la vía de apremio. Pero refiriéndose exclusivamente á 
los documentos exhibidos en estos autos, y dentro de los límites 
. circunscriptos de! presente recurso, debo observar que el conve- 
nio de que he hecho mención anteriormente, forma parte inte- 
grante de la ley del congreso que mandó extenderlo, y que al 
autorizarse al poder ejecutivo para celebrar dichos convenios, se 
le encargaba determinar ta manera y forma de ejecutar la ley. lo 
cual no constituye una delegación de facultades, sino la atribu- 
ción de aquellos que privativamente pertenecen al poder ejecuti- 
vo (art. 86, inc. 2* de la constitución). 

Por lo expuesto, pido á V. E. se sirva revocar ta sentenci* 
apelada, y stl correlativa de fs. 10 vuelta. 

Julio Betel. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Rumo* Aire*. Fcbriro íl «k |M1 

Y vistos: Considerando : en cuanto á la procedencia del 
recurso : Que habiéndose invocado en la demanda, como fuente 
t)et derecho que en ella se ejercita, tas disposiciones de la ley ña- 
dí En U ml*m* f**lu ti Cort* fUMuttió Igual («lio en la cauta coatffi R. PoM* 
•i* Uón i ) M. Chuceo. 
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cional núi». 4158, que autorizan al poder ejecutivo para convi- 
nir con los gobierno* de provincia, la construcción de obras de 
salubridad en las ciudades capitales de las mismas, así cuino lo 
relativo á la jHTcepeión de la renta proveniente de tales servi- 
cios, la resolución de la cxma. cámara federal de Córdoba, con- 
traria al derecho que en dicha ley se fundó originariamente» es 
apelable para ante esta corte suprema, eon arreglo ;*i lo dispuesto 
en el art. 6," de la ley 4055 y 14 de la ley 48. 

Y en cuanto al fondo: Que el procedimiento de apremin 
iniciado en estos autos, para el cobro de las cuotas adeudadas 
por ios servicios de las obras de salubridad construidas por l;i 
nación en la ciudad de Catamarca, está expresamente convenídn 
tntre los gobiernas nacional y provincial, en la cláusula 15 d'c" 
contrato respectivo. 

Que las estipulaciones pertinentes de tal convenio, son per- 
fectamente válidas y cxigibles en la forma acordada, ]K»rque aui 
cuando en el título XXV de la ley de procedimientos federales no 
esté incluido entre los títulos hábiles para tal procedimiento, "el 
certificado expedido por la oficina recaudadora" de la dirección 
de las obras de salubridad, ninguna disposición legal prohibía á 
los contratantes hacer extensivo ese procedimiento breve y su- 
mano de otros títulos ó documentos no enumerados en dicha ley. 

Que ese procedimiento responde á los propósitos de la au- 
torización dada al poder ejecutivo por el congreso» porque él es 
requerido para el regular funcionamiento de la obra autorizada. 

Que en este sentido debe tenerse presente que el art. 12 del 
código civil, solamente prol.ibe las convenciones particulares que 
dejen sin efecto las leyes en cuya observancia estuvieren inte- 
resadas las buenas costumbres y el orden público, ninguna de 
cuyas clasificaciones puede considerarse violada por dicha cláu- 
sula, que nada de inmoral contiene, ni son de orden público, la- 
disposiciones del procedimiento de apremio, según lo tiene ya 
decidido esta corte en el fallo que se registra en el tomo 30, pág. 

Que n<i hay. por consiguiente, en esto, modificación alguna 
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fiel código fie procedimientos á que pueda atribuirse el carácter 
(te mía derogación efectuada ]wr el poder ejecutivo, con menos- 
cal»o de tas atribuciones con stituci únales del congreso; carecien- 
do asi, de valor la argumentación que se lia hecho en tal sentido; 
para desconocer la eficacia jurídica de la expresada convención. 

Y finalmente, que aprobado por la legislatura de Calamares 
el convenio expresado, sus estipulaciones son obligatorias para 
los propietarios de aquella capital, á quienes afectaren las obras 
úe salubridad construidas, y deben abonar á la nación las cumas 
respectivas, en los términos convenidos, como si ellos personal- 
mente las hubieran aceptado, de modo que la falta de cumpli- 
miento por su parte, de tales obligaciones, autoriza á la nación 
para demandar su pago por la vía de apremio estipulada expre- 
-amentc, pues ella forma para la» partes una regla á la cual de- 
ben someterse contó á la ley misma. (Art. 1107. código civil). 

Por ello, y de cuno trinidad con lo dictaminado por el señor 
procurador ge 1 te ral se revoca el a til o apelado de 20, declarán- 
dose la validez del convenio entre ta nación y la provincia de 
Caiamarca. en cuanto autoriza la vía de apremio, para el cobro 
(Jet certificado á que se refiere la demanda. Xottílquesc original 
y repónganle los sellos ame et inferior. 

A. Rm atejo. — NrCANOR G. del Sola».— 
M. R Daract. — D. E. Palacio.— 

Lucas I-ora Cahan illas. 



CAl'SA xr 

.fitati Arsemo Xtítwz, <•« tintos con don Rodolfo y don Sfario A. 
Kharoht y otros, por injurias: recurso de hecho 

Sumario: \"o procede el recurso auotriiado jior el artículo z% % 
inciso 3." del código de procedimientos en lu criminal, contra 



una resolución en la que el juez a qno, estimando que existe 
conflicto cutre el expresado código y el penal, se ha limi- 
tado á declarar á éste de preferente aplicación. 

+ 

Coso: Lo explican las piezas siguientes : 



DllTAMtíX D1ÍL ST. HHOCI RAÜOR GENERAL 

Suprema corte : 

El recurrente funda la procedencia del recurso extraordi- 
nario que deduce, en la errónea interpretación (pie se ha dado at 
art. 5*j5 del código de procedimientos en lo criminal, sosteniendo 
repetidamente que dicho código es una ley del congreso, y i|ite 
por tanto la decisión contraria á su validez, autoriza el recurso 
previsto por él art. 14. i 11c. y de la ley 48. 

La jurisprudencia uniforme sentada por A'. K. en diversos 
fallos, lia establecido de una manera terminante, que los códigos 
tic procedimientos sancionados por el congreso, no revisten el -a- 
ráeter de leyes federales, por cnanto su aplicación está cireun*- 
ctipta á ta capital y territorio* nacionales, siendo dictados por 
aquella autoridad en su calidad de legislatura local. No 
alcanza, por consiguiente, la jurisdicción extraordinaria de ape- 
lación establecida por el art. 22. inc. 2." del código de procedi- 
mientos mencionado, que rige esta clase de recursos en materia 
crimina', por lo que ha sido bien denegada la apelación inter- 
puesta para ante V. K. {Fallos, tomo 70, pág. 416; tomo 90, 
Rg. 230: tomo 112, pág. 75 >. 

Por lo es puesto, pido á Y. K. 110 se haga lugar al recurso 
deducido. 



Julio Botct. 



I- Al LO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Alm, Frtftw 21 de 1911 

¿Yutos y visto* : El recurso de hecho por apelación denegada 
dctfiicjdo por don Juan A. Núnez, contra la sentencia pronun- 
ciada por la cámara de apelaciones en to criminal de esta capital, 
en la causa seguida por los doctores Rodolfo y Mario A. Riva- 
rplá é Isaías R. é Ignacio M. Amado, por injurias. 

Y considerando: 

Oue la interpretación y aplicación del código penal no pue- 
dé autorizar el recurso establecido por el art. 22 del código, de 
procedimientos en lo criminal, art, 15 de la ley 48. 

Que el citado código de procedimientos en lo criminal, no 
es una de las leyes á que se refiere el art, 22, inc. 3 del mismo 
código, concordante con el art. 14 de la ley 4». (Fallos, tomo 67, 

p% -75 y otros). 

Que aun en el supuesto de que se considerara el código de 
procedimientos como una ley de carácter general para la nación, 
el caso siib jutiiee no estarla comprendido en lo dispuesto en el 
art. 22, ihe. 2 del mismo, por cuanto el tribunal a quo estimando 
que existe un conflicto entre aquél y el código penal, se ha li- 
mitado á declarar de preferente aplicación el segundo. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado dicho recurso. Notifí- 
qnese original y archívense estas actuaciones, previa reposición 
de las fojas, devolviéndose lus autos principies, con testimonio 
de esta resolución. 

A. Bermejo. -Nicanor O. del Sola*.— 
m. P. Daract.-D. e. Palacio. 



m FALLOS DE LA CORTlS SUWÍMA 

CAVS\ XII 

decurso extraordinario deducido de hecho en fíW untos }feyer 
v Compañía contra ff. (¡itimaraes, por cobro de pesos 

humano: i." Es proceden!-.' el recurso éxiraoi^tiiario previsto 
en et arliculo 14 de la ley número 4K. cuando en él jtttcio 
se ha ctisetltitío la com|Klencia do la justida Mera) para 
conocer 111 la causa y la resolución dictada sobre el parti- 
cular. lia si«]<> contraria á dicha competencia. 

2." El juicio universal de concurso atrae á si todas las 
" acciones eoit'ra los bienes del fallido. las mu? son por tal 
motivo de la n mpeteiiéra privativa y excluyeme del juez 
local del concurro. 

í." Ka corte no esiri habilitada, en un recurso extía- 
nrdiuario para modificar los puntos de hecho ijue en las ins- 
tancias ordinarias se hubieran dado p<>r acreditados. 

í '<i.fí»: Lo explican la> piezas Muñientes: 



UIO 'Mi;\ I»KI, SK. l-H'H 1-R MriH itfNKNAi. 



Suprema corte': 

Kl recurso extraordinario es procedente en el caso de au- 
tos, por halarse sostenido i»ur una de las panes la competencia 
tíe la justicia federal, y ser la decisión contraria á «lidio privile- 
gio tari. U ley 4055. 1 1 inc. 3.* ley 48 y jurisprudencia cons- 
tante de V. E/). 

La resolución de la excelentísima cámara federal debe con- 
firmarsc. por cuanto ha aplicarlo con exactitud la disposición del 
articulo i_> inc. i." fíe la ley 4**. <\»? »»a jurisprudencia invaria- 
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lile de V*. K. ha interpretado eíi el sentido de que el juicio de 
CMienrso atrae á si todu* ios pleitos que se siguieren contra c! 
concursado (tomo 109. pag. 370J. 

A^r^arú a mayor abundamiento, que no son de tomarse en 
cuenta las alegaciones de liecho lornuilada* por el recurrente 
interprtner ia apelación para ante V. K. poi ser ellas extrañas 
¿1 ¡jTVn-nU' recurso. 

Sírvase V. li. |H*r lo explícito, continuar la resolución aj>e- 



FALLO IHv LA CtUtTK Sri'HKMA 

I 

Unenos* Aiíís, Mano 4 de 1911 

Y vistos: 

(Jtie el recurso v> procedente porque discutida la compe- 
tencia de ía justicia federal para conocer eu la causa, la reso 
íucMl dictada eu la> instancias inferiores *obre el particular, 
ha ridii contraria a ella, siendo, por la tanto, de aplicación lo 
(hspuesto en el art. 6.' ley 4055 y art, 14 ine. 5." de la ley 48. co- 
nto li» nene ya decidido con repetición esta corte suprema, 

Y considerando en cuanto al fondo: <Jue es <loctrina legal 

i sagrada \xn numerosas resoluciones de tste tribunal que el 

juicio universal dé cdncúrso ele acreedores atrae á si todas las 
acciono pasivas contra los liienes del fallido, las que son por tal 
motivo, de la competencia privativa y excluyeme del jue* pro- 
vincia] del concurso, 1 fallos, tomo 30. pág, ¿41 y 425; tomo 47- 
pfijgf 1 51 ) y esto aun cuando pjot razón de la ; |»ersonas debieran 
rorrespomíer al ííiero federal ¡tomo 19, pág. 383; tomo 75, pá- 
gina 279. 

< >ue en atención á la naturaleza del recurso extraordinario 
d*' que s^ trata, esta curte hállase inhabilitada para modificar los 



l inios de hecho que en las instancias ordinarias se hubieran da- 
ña por acreditados, según se lia resuelto ya en estos casos, sien* 
do el último el de Pérei V. MaíUat, fallado en 31 de Diciembre 
de 1910. 

Que por lo tanto» no pueden ser tomados en consideración 
por esta corte, testimonios como el de fs. 193 relativos á esos 
puntos ile hecho que son ajenos al recurso extraordinario inter- 
puesto. 

Por lo expuesto y atento lo dictaminado jwr el señor proeu- 
lador general, se confirma la resolución apelada de fs. 184. y 
devuélvanse á sus efectos reponiéndose el papel. 

A. Hkhmkjo. — .Vicanok G¿ W-L 
Solar. — M. P. Dahact. — 
D. E. Palacio. — L. Lovkz 
Casan illas. 



CAUSA XTII 

Extradición de Salvador Cabalo Ballester, requerida por ¡a 

legación de España 

Sumario: i." El procedimiento de ta extradición, indefiendien- 
* ¿mente de los^ pactos internacionales que reglan la mate- 
ria, está sometido á las disposiciones pertinentes del código 
respectivo, no debiendo aplicarse, ni por analogía» otra ley 
que la que rige el caso, ni interpretarse ésta extensivamente 
en contra del procesado, 

2." Es improcedente la extradición de un procesado re- 
querido por la legación de España, si en los recaudos del pe- 
dido no se acompaña copia íntegra del auto de prisión pre- 
ventiva, aun cuando se adjuntare transcripción de la parte 
dispositiva de dicho auto. 

Cojo : Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEE JUEZ EEI>EH.\E 

Bueno* Atict, Astuto 31 <tc I9W 

V visius el presente pedido de extradición del sujeto Salva 
dor Catado Itaílesicr, formulado por la legación de España. 

V considerando: 

(Jw se encuentra justificada la identidad de la persona del 
requerido, la que, ademas, na lia sido impugnada por ía de- 
fensa. 

y lie el delito de f alineación de letras de cambio y otros 
títulos de comercio imputado al requerido, se halla comprendi- 
do en el inc. i? del art. i." del tratado de extradición con Espa- 
ña, celebrado con fecha 7 de Mayo de iS8t. que establece los 
crímenes que autorizan !a extradición. 

One en el art. 1 1 del citado tratado, dispone que para que 
" pueda concederse ia extradición, es indispensable la presenta- | 
" ción de copia auténtica de la declaración de culpabilidad ó de 
" la sentencia condenatoria extraída de los autos, de confor- 
*' midad con las leyes del estado reclamante ó de un mandato 
" de prisión, expedirlo por autoridad competente y con las for- 
* malidadcs prescriptas ]>or las leyes de dicho estado." 

Que examinados ios documentos acompañados, que sirven 
de base á la rogatoria de extradición del detenido Cabedo Ha- 
Jk-ster, formulada por la legación de España, resulta que se ha 
omitido la agregación de la copia auténtica del mandato de pri- 
sión de! requerido, aun cuando se menciona que dicho auto ha 
sido dictado con fecha 8 de Marzo de iootj. y se transcribe una 
certificación sobre la parte dispositiva del mismo. 

Ouc la sola mención que se hace en el cuerpo de los dc^ 
memos acompañados de existir dicho amo de prisión y la trans- 
cripción parcial ele su parte dispositiva ó de la conclusión del 
mismo, no constituyen el requisito indispensable de la copia 
auténtica prescripta por el articulo 11. ni pueden admitirse co- 




mo elementos supletorios de rticlio requisito desde que é<te es 
exigido cu forma imperativa en dicha disposición del tratado 
para que sea viable el pedido de extradición. 

Que existiendo tratado con e! país requirante. la extradi- 
ción í|iie motiva e! presente juicio debe otorgarse en la forma 
y con los requisitos i|tie aquél prescribe (art. 648 del código de 
procedimientos en lo criminal). 

Que no habiéndose ¡leñado uno de Ki> re(|iii sitos esenciales 
ó indispensables exigidos por las disposiciones del tratado que 
rige el presente caso, el pedido de extradición del detenido Sal- 
vador Caherio Ballestcr es improcedente y debe ser rechazado. 

Por csiri, no obstante lo dictaminado por el ministerio pú- 
blico á fs. 15, y de conformidad con las conclusiones de la de- 
fensa de fs. 13 fallo: no haciendo lugar al pcrlido de extradi- 
ción de Salvador Cabed o Kallesier. formulado por ¡as autori- 
dades de España: y en su consecuencia, dispongo que dicho de- 
tenido sea puesto inmediatamente en libertad. librándose ni efec- 
to las órdenes del caso. Comuniqúese por unta á S. ¡L el señor 
ministro de relaciones exteriores y culto, y fecho archívese este 
expediente. 

Horacio R. Lar reta, 

SUMKVCI.* pK l.\ GÁ51 A ti A FÜDHHAL 

Rumo» At«->. Cliurmbrr Zi de I >1D 

Vísto> y considerando: 

* 

Que el un. 1 1 del tratado dé extradición con el reino de lis- 
paña» establece, que con el |>edido de extradición debe acompa- 
ñarse, indispensablemente, copia auténtica de la declaración de 
culpabilidad ó dei mandato de prisión, extraída de los autos, 
de conformidad enn las leyes del estado rrquircute. expedido 
por autoridad competente y con la-; formalidades prescripta^ 
por la^ leyes de dicho estado. 
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Los recaudos presentados no son copia auténtica y literal 
ád auto de prisión, sino un certificado ó resumen del contenido 
ni los autos de referencia. Esta forma deficiente de presentar 
í.ts antecedente" [jara 'a extradición, no suple las formalidades 
establecidas iinperatiyamente en el árt. 11 citado, pues un cer- 
ttficadó snscinlo no es un testimonio auténtico de los autos de 
leferencia. 

Qué corresponde inUrprctar restrictivamente !a citada cláll- 
ütila del trinado, porque afecta la libertad de tas personas <|iie 
habitan en la república al amparo de sus leyes. 

Por e>la> consideraciones, jurisprudencia de la suprema 
, corte, tomo f>,i. páíj. y sus fundanienlos. se confirma el 
auto de ís. iK. fvot i tupiese y devuélvase. 

Juan £. García, — Angel D. ¡to- 
jos. — Daniel (¡oytia . — Agustín 
Urdinarrain. 

DICTA M KS lil-I. -;tC. l'kOCI.'KADOH íW:\ KH.\L 

Suprema corte: m 

Xo crin deber adherir al recurso instaurado por el señor 
procurador fiscal de la cámara, entura la sentencia dé fs. 23. 
en une ese tribunal deniega, confirmando la de primera ins- 
tancia de ís, 18. el ¡tedido de extradición formulado jior el re- 
presentante de España, contra don Salvador Cabedo I Salles! er. 

Ese pedido se llalla desautorizado por el art. 11 del tratado 
•Te extradición co nel país re< jiti rente, desde el momento míe 
:io se ha cumplido, como lo hacen notar las sentencias mencio- 
nadas, el requisito indispensable mte consiste en acompañar al 
pedido, la copia auténtica de ta declaración de ta culpabilidad 
ó mandato de prisión contra el requerido, expedido por auto- 
ridad competente y de conformidad á las leyes que rigen en 
aquél. 



Interpretando restrictivamente como corresponde, esa cláu- 
sula del citado tratado, no pueden ni deben admitirse los docu- 
mentos acomunados como capaces de suplir, los que ella exige, 
de una manera terminante é ineludible. 

Estas consideraciones y las de las sentencias de la primera 
y segunda instancia ya citadas, me inducen á pronunciarme en 
e! sentido que lo hago, y á pedir á V. E. se sirva confirmar en 
todas * us partes la sentencia recurrida de ís. 22. 

Julio Botct. 



PALLO DK LA CORTfi SUPREMA 

Bncno* Alfw. Marzo T de 1911 

Y vistos 1 

Considerando: One la extradición de los inculpados de de- 
litos, es un acto del procedimiento criminal, como que se trata 
de la aprehensión del prevenido que se asiló en país extraño. 

tjue en tal concepto, independientemente de los pactos in- 
íernacionales que reglan la materia, ella se encuentra sometida 
El las disposiciones i>ertincntes*dc1 referido código, el cual tiene 
expresamente proscripto, que no podrá aplicarse, ni por analogía 
otra ley que la que rige el caso, ni interpretarse ésta extensiva- 
mente en contra del procesado. Artículo 12 código de procedi- 
mientos criminales. 

Oue habiéndose invocado, para solicitar la extradición del 
snbdiTo español Salvador Cabcda Ballester. el tratado vigente 
sobre e! particular entre España y la República Argentina, sus 
estipulaciones rlelien aplicarse al caso, ohiio lo previene el pre- 
cepto legal antes recordado, sin darles la interpretación exten- 
siva que pudiera perjudicar al inculpado. 

Que disponiendo, así, el art. ti, de esa convención inter- 
nacional. *l« e cI pedido de extracción deberá instruirse con de* 
terminadas piezas procesales, entre las cuales se cuenta la co- 
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pia del auto de prisión preventiva, esta exigencia formal del 
tratado debe cumplirse también formalmente, acompañándose 
e! recaudo expresado de la copia íntegra de dicho auto, siu que 
pueda admitirse, como supletorio de ella, la sola transcripción 
de su [jarte dispositiva, porque eso no es, evidentemente, sino 
una parte del recaudo exigido por el tratado. 

(¿ne esa deficiencia del expresado requisito, no puede ser 
suplida por las referencias ó indicaciones incidcntalmente con- 
tenidas en otras piexas del proceso criminal seguido en el pais 
requirente porque eso importaría dar á la cláusula aludida la in- 
terpretación extensa y contraria al extradido que la ley argen- 
tina reprueba. 

Y. finalmente, que siendo un principio de derecho procesal, 
consagrarlo como precepto legal, en el art. 13 del código de pro- 
cedimientos, que toda duda ha de resolverse favorablemente al 
reo. la que pudiera existir en la interpretación y alcance que 
corresponde dar á dicha cláusula 1 1 , debe lógicamente tener la 
solución impuesta por aquel articulo, declarándose que la trans- 
cripción parcial y mutilada del auto de prisión, no es bastante 
para autorizar la extradición de un habitante del estado. 

Por ello, los fundamentos del auto recurrido, de confor- 
midad con lo dictaminado por el señor procurador general, se 
confirma la resolución apelada, y devuélvase á sus efectos. 

D. E. Palacio— L. López Ca- 
nillas. — A. Bkrmf./d: en di- 
sidencia. 

UJStOKNCIA 

Bueno* Airea, Mar» 7 de KM 

Vi «tos y considerando: 

Que el único fundamento en que .se a|K>ya la resolución de- 
negatoria de la extradición de Salvador Cabedo Ballcster, es 
r;iie no se ha acompañado al pedido diplomático una copia tn- 
tigra del auto de prisión dictado \tor el tribunal «le Esj>aíia con- 



tra 



tra el requerido, sino únicamente la de la parte dispositiva del 
mismo. 

Que el tratarlo de extradición entre esta república y el rei- 
no de España dispone en su art. 1 1 que. para que pueda conce- 
derse la extradición, es indispensable ta presentación de copia 
auténtica de la sentencia condenatoria extraída de los autos, ó 
de un mandato de prisión expedido por autoridad competente 
y con las formalidades proscriptas por tas leyes de ilielio estado. 

Que esa disposición tiene por objeto que tas autoridades del 
país requerido puedan cerciorarse (le que existe realmente un 
proceso contra éste en que es inculpado de uno ó más delitos 
comunes y de (pie. apareciendo indicios de culpabilidad, lia sido 
ordenada ia captura por autoridad competente. 

Oue entre los recaudos acompañados por la legación de 
España, se encuentra el testimonio integro del auto fechado en 
Valencia á 10 de Mayo de 1910. en que el jue* de la causa soli- 
cita la extradición de Cabedo Ballcster haciendo constar los re- 
bultado* del .sumario instruido contra el requerido, los diversos 
delito* de estafa y falsificación de letras de cambio que se le 
atribuyen; las circunstancias en que esos delitos fiaron cometi- 
dos, los testimonios é indicios de culpabilidad y las disposicio- 
nes penales aplicables al caso (documentos de fs. 1 á 5 vuelta K 

Oue en tales condiciones esa suplicatoria equivale á ¡a co- 
pia autentica del mandato de prisión requerida por el art. 1 1 del 
tratado vigente, por qué el pedido de extradición comprende 
c! de captura, llena los fines de ésta y en el atito referido se con- 
signan todas la* circunstancias v enunciaciones (pie, j>or las le- 
yes de esta república y las de España son requeridas ]>ara mo- 
tivar un mandato de prisión. 

Qpe interpretando el artículo 12 de la ley nacional de ex- 
tradición uúm iéíit y el art. 651 del código de procedimientos 
en !o rnininal (pie exigen, como el tratado referido, la presen- 
tación ile una copia auténtica de! ante de prisión, la jurispru- 
dencia de es'.a corle ha establecido que ¡a nota de requisición 
expedida jwr el jue? de la cansa constituye un acto equivalente 
a¡ mandato de prisión, máxime cuando aquélla est.*. acompaña- 
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da de mía copia de la- diligencia:- del sumario que h sirven de 
fundamento (fallos, tomo 39, pág, 124). 

One en el caso que ee cita tn la resolución <K- fsi 110 se 
daiiian acomba ñafio al pedido do extradición, documentos ema- 
1 indos de juez competente, como ios que oblan de fs. t á 5. 

IVr estos fundamentos, oítíp el señor procurador general, 
Sé revoca ia sentencia apelada de fsi 22. y se hace lugar á la ex- 
tradición del requerido Salvador Gabedo Baüesler. Hágase sa- 
ín r y devuélvanse estos autos para que se proceda de ennfor- 
niidatl aí an. 650, de] código de procedimientos en lo criminal, 
poniendo al reo á disposición del poder ejecutivo nacional. 

A. Bermejo. 



CAL S.\ XIV 

Récnrsü extraordinario deducid.-* de Invita en ios autos Enrique 
i ". Jurada can I, S. DíUoh, sobre escrituración 

Sltmario: l.a aplicación de ün articulo del código civil es ajena 
al recurso extraordinario previsto en el articulo 14 do la ley 
número 48. 

( "asa: Lo explican Tas piezas siguientes: 
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Suprema corte: 

El recurrente solicitó la declaración de nulidad de la seii- 
. tencia dictada en este juicio por la excelentísima cámara civil, 
fundándole en e' error material en que se habia incurrido en el 



acuerdo reactivo, al computarse los votos emitidos por .los se- 
fi íjrt5 camaristas. Apóyala su petición en la violación de las so- 
lemnidades que deben llenar los actos judiciales y en la sanción 
ríe nulidad alwoUita y manifiesta preseripta por el art. 1047 del 
código civil. 

l!a>ta recordar el fundamento legal invocado |»or el recu- 
rrente, para concluir 0«é el punto en debate se halla fuera de la 
jurisdicción extraordinaria de apelación <|ue acuerda á V. E. el 
artículo «4 dé la lev 4* y art. ó de la ley 4<*5- en razón de estar 
excluida de esa jurisdicción la interpretación y aplicación del 
código civii, que contiene las reglas relativas á ta nulidad de los 
¿¿OS judiciales y del código de procedimientos ipie reglamenta 
las formas y solemnidades á que está sujeta la suslanciación 
de [p& juicios. l.a aplicación de tales disposiciones está deparada 
cxciUMvauieiite á los tribunales ordinarios, y no puede en ma- 
nera alguna originar el recurso extraordinario para ante esta 
Miprcma corte, que se limita al * onociinienl" y decisión de ca- 
sos especiales regidos por la constitución nacional y leyes ¿ tra- 
lados t|el congreso. 

Agregaré á mayor abundamiento que el recurrente no ha 
interpuesto 'l^'j" demostrando qué su fundamento aparezca 
de lo* attt-v,. y tenga una relación directa é inmediata con las 
cuestiones de validez dé los arth tilos de la constitución, leyes 
ó tratad"- en disputa, cómo lo exige el art. 15 de la citada ley 
4 R. 1n cual determina asimismo la improcedencia del recurso. 

Vnr íó expuesto pido á V. R. se declare bien denegado el 
recurso deducido. 



FALLO DE LA CORTE SI* TREMA 

Bueno» Airei. M*tm> 9 de Wl 

Autos y vistos, considerando: 

Que la nulidad deducida á fs. 235 y resuelta á fs. 2¿j de 
.os aiítos remitidos por via di- informe, se ha fundado en la 



aplicación del art. 1047 del código civil ajena al recurso extra- 
ordinario previsto en el art. 14 tle la ley núm. 48 (art. 15, ley 
lilaila). Por ello, y tle conformidad con lo expuesto y pedido 
]"ir el señor procurador general, se declara bien denegado el 
1 ocurso. NoHiHH»cse con el original y repuesto el papel, archí- 
vese devolviéndose los autos principales con testimonio ele esta 
resolución. 

A. hi-KMKjo, — Nicanor C¡, ova, 

Soi.AK. — í). E, I'aI.ACJo. — 

L. Lni't:/ (\i:a\iu,as. 



CUSA m 

Recurso extraordinario deducido de heciw en autos Josefa di 
de Xeyrc con F. I tt ralla y otro, sobre ejecución de sen- 
teda. 

Sumario: Ks improcedente el recurso extraordinario previsto 
en el articulo 14 de la ley núm. 48. deducido contra una 
sentencia que ha interpretado y aplicado, únicamente, dis- 
posícioties del código de procedimientos. 

i ttstt: l.o explican las piezas siguientes: 

IIKTAMKN IIKI. SW. PROCURADOR í&ENKfcAI, 

Suprema curte: 

El recurso de hecho deducido no es procedente, dado alte 
la sentencia del superior tribunal de Santa Fe. se ha limitado 
á aplicar dtsjmsiciones de la legislación procesal cíe dicha pro- 
vincia, en cuanto provee á Ta manera de ejecutar las sentencias 
de ]<is tribunales respective is. La garantía constitucional invoca- 



M» íAtun» o* la co«t* surta* \ 

fia por ct recurrente. m> lia sido materia *lcl juicio, ni se lia 
amparado expresamente en ella ningún dereclm. lo que obsta 
á la pr.iccdeiicia «leí recurso extraordinario. |mr cuanto, con 
; io a i art. 15 |te la ley 4H. ei ^nd|méhtd «le la ípeja de>é 
Juna relación rlirecia é inmediata con las cuestiones de va- 
le* de tí»;- artículos de la eonslitución ó leyes en disputa. 
Xo encontrándose, por tanta, el caso de amos, ikiim» de los 
previstos por é art. 14 ¿e 1» ley* citada, pido á V. lí. se sir^a 
ileclarar bteu denegada ia apelación impuesta, 

JiíUq Bvfct 




KU.LM IIK !.\ CHHTK SI I'KKM A 

Bueno» Aiiw. Man-i 9 de IHI 

Autos y vistos, considerando: 
tjue de los auto- remitidos por vía de interine )H»r el su- 
perior tribunal de justicia de la provincia de Entre Rios. re- 
sulta* que las cuestiones debatidas en esta cátisa y que lian sido 
iesúetjtks por la sentencia recurrida, han versado sobre ia in- 
terpretación y aplicación de la disposición del código de |>r- ce- 
dnnientos invocada por parte ele los demandado*, cuino funda- 
mento de la excepción de falsedad de la ejecución deducida en 
c! escrito de & 30. One la sentencia de primera instancia, co- 
rriente ¿i fs. 100. como la del superar trilinna! que la continua, 
110 comiene decisión alguna t\úc baga procedente el reeur>o fk- 
thicwtó nara ante esta corte, con arreglo á lo preceptuado por líi 
ley 40^5. y -u correlativa de l-| de Septiembre de 1863. e« »n<. 

observa en la resolución de fs. gjpfc IW ello, y «le «míoniu- 
nad con lo resuelto por esta corte en la cania que se registra en 
t! tomo 112. página 323 de sus fallas y Ib péÜXúa por el señor 
roenrador general, se declara bien denegada la apelación de- 
ducida. NotitujULSi- con el original y previa reposTción de sellos 
archívese, devolviéndose los aums remitido* e n teitím^niq 
eMa resolución. 

A. Kt-RMHJo. — Xjcaxok O. dkl 
Solas. — T>. E. Palacio. 



CAUSA XVI 



Seguí* Carlos y otros, contra la municipalidad de Buenos Aires, 
por devolución é inconstitucionalidad de impuesto. Recursa 
extraordinario. 

Sumario: i • Et artículo 5.* de la constitución nacional te refiere 
al régimen municipal en las provincias y no rige respecto A 
la capital sometida 4 la legislación exclusiva del congre s o y 
á Ta autoridad inmediata del poder ejecutivo. 

2." La interpretación de la ley de carácter local núm. 1 
hecha por los tribunales ordinarios en lo que respecta i lo 
que debe entenderse por patente, no puede reverse por la 
corte suprema, con motivo del recurso extraordinario 
artículo 14 ley núm. 46* 

y No bastan referencias generales é indeterminadas á 
la constitución nacional, leyes ó tratados para comiderarst 
planteada en el pleito alguna de Tas cuestiones previstas en 
el inciso ,V artículo 14 ley núm. 48. 

4. * Los artículos 4." y 67 incisos 1.* y a* de la constitu- 
ción nacional, no tienen aplicación cuando se trata de fijar 
ta naturaleia y alcance de ¡os poderes del congreso como le- 
gislatura local, en lo concerniente al modo de constituir el 
tesoro municipal. 

5. a Del artículo 4.* de la constitución nacional no se ta- 
ñere que los impuestos hayan de recaer siempre y excM- 
vamente sotwe las rentas y no sobre los capitales. En con» 
secuencia, d impuesto de 5 por ciento sobre las entradas 
brutas de los teatros, establecido por una ordenanza mnfr 

: Lo explican las níeias siguientes: 



SEN'TINCIA PEI. JUEZ DE LA CAPITAL 



IMN AllM. W l » IIW t W M 4* 19». 

Y vistos: 

Resultando: i.° Que á fs. u se presenta el doctor Alejandro 
Olivero por los señores Luis Ghiglionc, Carlos Seguí n, Eduardo 
Roldan, Esteban Serrador, Higinio Sierra. Santiago Fontanilla, 
Andrés Cordero, Enrique Dillac t José J. Podestá, Emilio Lora- 
da, Silvio Giovanetti, Angel Feruchini, Rogelio Pérei y Manuel 
Caba (conf. testimonio de fs. i y fs. 3), entablando formal de- 
manda contra ia municipalidad de la capital para que, oportuna- 
mente, se declare ilegal é inconstitucional e) impuesto sobre los 
teatros establecido por aquélla, y, al mismo tiempo, se le condene 
á la devolución de lo ya percibido por análogo concepto ; y funda 
sus pretensiones en las siguientes consideraciones: a) que desde 
hace muchos años existe el comercio de localidades teatrales, 
por demás lucrativo, y este comercio perjudicial á las empresas, 
pues mucha parte del público deja de asistir por no pagar los 
precios que se exigen, ocasionó un movimiento de protesta al 
cual se adhirieron los mismos empresarios, pero no se obtuvo 
con ello, sino una solución á todas luces injusta, pues se gravó 
con un impuesto exborbitante á los teatros y, por otro lado, se 
concedió patentes á los revendedores, cuando los primeros no 
Unían culpa por la reventa, y, en cuanto á los segundos, aunque 
ejercían un acto lícito, si prosperaban, era debido sencillamente 
al público que los toleraba; b) que por esta solución establecida 
poi la ordenanza de 28 de septiembre de 1906, se prescribió que 
los empresarios de espectáculos públicos, debían entregar á la 
municipalidad las boletas correspondientes á las localidades y 
abonos para ser sellados, bajo pena de abonarse una multa de 
$ too por cada persona que ofreciera ó vendiera boletas sin estos 
requisitos y que debían» además, abonar el impuesto municipal 
al día siguiente de cada función por las boletas vendidas, devol- 
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viendo & la oficina de rentas los talonarios, con las que no hayan 
sido cortadas para que se devuelva el impuesto abonado; c) que 
la reglamentación de esta ordenanza demuestra que la intenden- 
ta lia entendido que ella se refiere solamente á los teatros y no á 
los otros espectáculos públicos, no obstante los términos emplea* 
dos y de acuerdo con estas tendencias, se estableció en el pro- 
yecto general de impuestos para el período de 1907, que las 
empresas de teatros pagarían por cada función el 5 por ciento 
de sus entradas brutas, y que las agencias que se establecieran 
para la venta de las localidades de teatros ú otras diversiones 
pagarían al año 20.000 $ m|n., quedando prohibida la venta por 
revendedores en los vestíbulos de los teatros ó en la vía publica, 
bajo pena de multa de 500 $ que se hará efectiva contra la em- 
presa (conf. cap. 3, sección III, arts. 36, 53 X 54) ¡ d ) I*»* de- 
cenario por la intendencia el pedido de reconsideración de estas 
prescripciones, formulado por los empresarios, estos protesta- 
ron ante escribano público (conf. test, de fs. 8) y si aceptaron 
pago del impuesto fué provisoriamente con et fin de someter 
el caso á la justicia, como lo hacen; e) que, si bien la municipa- 
lidad tiene derecho para imponer contribuciones, este derecho es 
restringido y limitado, y sólo puede entenderse que se refiere 
patentes, y no á impuestos, pues así lo dispone expresamente 
el art. 65 de la ley orgánica de 1 882 ; f ) que se trata de un im- 
puesto indirecto, porque es incierto en tanto que el impuesto 
patentes es un derecho fijo y nominal, y que además la autonc 
mía municipal no es propia sino delegada, y por eso, si 
facultad de imponer contribuciones, sólo lo puede hacer dentro 
del límite, y de acuerdo con las leyes de su creación, las que evi- 
dentemente, han procurado restringir esas facultades (conf. in- 
ciso i.° t art. 44 de la ley orgánica y art. 65 antes citado), debien- 
do agregarse que no pueden crearse nuevos impuestos sino en 
virtud de ley, lo cual ocurre también en otros países, y ha pasa- 
do también entre nosotros, como el caso de ley ó impuestos por 
colocación de avisos en la vía pública, coches de tranvía, etc., 
pues e! poder de imponer contribuciones es atributo esencial 
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te soberanía popular (conf. art. 44, 4 y 67 4c !a Constitución) ; 
f) que. para estar de acuerdo con tos principios de libertad y 
buen gobierno, asi como con las doctrinas económicas, el impues- 
to debe ser lo menos gravoso posible» proporcional á la renta 
del contribuyente, preciso, moral, no arbitrario, sin perjuicios ni 
agredones para el contribuyente, arreglado y conforme á la li- 
bertad de los ciudadanos, todo lo que no ha sido tenido en cuen- 
ta al crearse el impuesto que se impugna; h) que la jurispru- 
dencia ¡tentada por la exema. cámara en lo civil establece que 
la municipalidad no puede establecer otros impuestos que los 
que enumera la ley orgánica (fallos CXXVII. 59, CXXXVIIL 
\C8 t CXXVII. 46) todo lo que también puede aportarse como 
un precedente para fijar la competencia del juzgado. 

2 * Que después de solucionada á f s. 99 y 106 la articula- 
ción que se promovió á fs, 3$, don Pedro Diana, por la muni- 
cipalidad de la capital (conf. desglose fs. 43), contesta dere- 
chamente la demanda á fs. 109, pidiendo el rechazo con costas 
de la acción deducida, fundado en las siguientes consideracio- 
nes: a) que, ante todo, es de observarse que los teatros, á pe- 
sar del impuesto, no han dejado de funcionar y que, por el con- 
trario, han surgido varios nuevos ; b) que el impuesto ó paten- 
te que se impugna es legal y constitucional, habiendo efectuado 
debidamente el pago los mismos actores; c) que la municipali- 
dad, por ia ordenanza de 1907, sólo modificó la forma de hacer 
efectiva la patente de los teatros, pues, antes de ese año, se co* 
braba el impuesto de cierto numero de entradas y localidades 
no variando este número sí había poca ó mucha concurrencia, 
y no siendo fijo el impuesto como no era fijo durante el año el 
precio de las entradas, variable según la importancia del tea- 
tro y la categoría del espectáculo; d) que, en consecuencia, la 
mencionada ordenanza sólo reemplazó esta forma con la pa- 
tente fija del 5 ojo de las entradas brutas, evitando asi el ab- 
surdo de que la patente pudiera absorber el 40 ó 50 o|o de las 
entradas brutas, si tos espectadores eran pocos; e) que la ley 
orgánica municipal crea (conf. art. 65, inciso &•) la patente so- 
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teatros, y, en el tecnicismo de la ley, la patente es un im» 
puesto sin que se pueda sostener que el hecho de que se cobre 
un porcentaje desvirtúe tal carácter, pues hay patentes que se 
perciben en esta forma, como las de los tranvías, la que no ha 
ocasionando protestas; f) que la municipalidad ha obrado den- 
tro de sus atribuciones, y el impuesto que cobra llena todos los 
requisitos que prescribe la economía; g) que el impuesto esta- 
blecido no grava la riqueza ó capital, sino las entradas brutas, 

3.° Que, declarada la cuestión de puro derecho por auto de 
fs. 115 se corre un nuevo traslado, el que es evacuado á fs. 116 
y 121, y se llama autos para sentencia á fs. 126 vuelta. 



Y considerando : 

1. a Que, atento los términos en que aparece trabada la litis 
contcstotio, la cuestión sub jttdice es bien sencilla y se reduce 4 
la resolución de los dos siguientes puntos: a) si ta demandada 
es ente capaz de imponer contribuciones, sin restricciones de 
ningún género ó si, por el contrario, sus facultades al respecto, 
son limitadas t y b) si el gravamen que se ataca ha podido ser 
válidamente impuesto por la demandada, de acuerdo con loa 
principios constitucionales y legales que rigen el caso. 

2. Que. respecto del primer punto, cabe observar : a) que 
I2 demandada, asi como todas las personas jurídicas, sobre las 
cuales nuestro código legisla, debe su creación i la convenien- 
cia del pueblo (conf. art. 33 cód. civil), y tiene sobre sí una 
doble misión: publica en cuanto procede como gobierno local, 
y, privada» en cuanto ejercita actos y contrae obligaciones re- 
lativas a aquello que puede poseer y manejar; b) que por lea 
que atañe al desempeño de su papel público, ejerce facultades 
delegadas por el poder central, y en consecuencia, dada su ca- 
lidad de manda tana, su acción se desenvuelve dentro de la ór- 
bita que le ha sido expresa y categóricamente marcada por su 
mandante; c) que el poder central, en lo referente á impues- 
to* y contribuciones, ha sido radicado por la constitución en el 



cuerpo legislativo, y es de esta tan sólo, por consiguiente, que 
han podido emanar, i su vez, las facultades impositivas de la 
demanda , á) que la ley número 1260 de noviembre i.° de 1882 
legisla sobre las facultades» atribuciones, carácter y composi- 
ción de la demandada, y en una de sus disposiciones (conf. art. 
65) <* declaran cuales son los impuestos de que podrá valerse 
la demandada para su propio desenvolvimiento y se enumeran 
taxativamente con la designación expresa de aquello, sobre lo 
cual podrán hacerse efectivos pero sin precisar la forma, can- 
tidad y requisitos particulares de los mismos, pues deja á 'ia 
comisión municipal (la que reemplazó al consejo deliberante 
¡K>r disposición de noviembre 30 de 1901, conf. ley N* 4*29) 
la fijación de todo impuesto (conf. art. 44, ley N." 1260), na- 
turalmente dentro de la pama marcada por el artículo 65 y con 
la condición, en caso de aumento, del voto de los dos tercios 
de los miembros presentes (conf. ley X.»'3P3i de noviembre 
r,* oe 180.3) ; e) que únicamente en el caso que el congreso na- 
cional, no obstante ia delegación de su facultad de imponer, 
concedida dentro de los términos del articulo 65 citado, hubie- 
re legislado sobre cualquiera de esos impuestos, reasumiendo 
asi la facultad antes conferida á la municipalidad, tendrá que 
quedar sólo subsistente la imposición nacional: Faltos LXX. 
221, LXXIV. 398; pero en el caso sub judke tal duplicación de 
impuestos no se ha alegado siquiera, de modo que queda sub- 
sistente en toda su extensión la facultad impositiva munici- 
pal; f) que en consecuencia de todo lo dicho, hay que concluir 
que la demandada tiene facultades impositivas por delegación 
que le ha hecho de ellas el poder central* y que dichas faculta- 
des puede ejercitarlas sólo sobre aquello que aparece enumera- 
do explícitamente en el artículo 65 de- la ky numero 1J60, sin 
que á la demandada le sea permitido establecer otros impues- 
tos que los que allí se especifican, los que por otra parte, y por 
intermedio de la comisión municipal, puede fijarlos y regla- 
mentarlos de acuerdo con las necesidades y desenvolvimiento 
del municipio. 
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3.* Que, respecto del segundo punto (considerando 
:.*), cabe observar: a) que el artículo 6$ de la ley numero tafo 
de donde emana, como queda dicho» las facultades Impositivas 
de la demanda, enumera, entre ios impuestos y rentas ™- 
nicipalcs, las patentes sobre teatros; b) que la demandada, en 
consecuencia, y de acuerdo con lo dicho ut supra, ha podido fi- 
jar y reglamentar aquellas en la forma que lia creído convenien- 
te, c) que no se ha objetado ni probado que, para la fijación de 
tales patentes, no se hubieran reunido los dos tercios de votos 
oue exige la ley número 3031 citada; d) que el hecho de que se 
cobre un porcentaje no es raión eficiente que funde la ilegali- 
dad del impuesto que se impugna, por cuanto en la ley no apa- 
rece proscripta esa forma de cobro; e) que la argumentación 
basada en el pretendido hecho de que una cosa es una patente 
y otra un impuesto, y estos sólo pueden ser establecidos por 
ley del congreso, es inadmisible y en cierto modo sutil, máxime 
si se tiene en cuenta que la ley orgánica citada llama impuestos 
y rentas municipales á las patentes sobre teatros (conf. art. 65), 
y que, además, da atribución á la demandada para fijar impues- 
tos, como ser los de abastos, alumbrado, barrido y limpieza, 
delincación, tranvías, etc., habiendo empleado, por lo que se re- 
fiere á teatros, mercados, café, etc., la palabra patentes, á guisa 
de simple diferenciación, sin pretender hacer una distinción 
fundamental, pues tan gravámenes impositivos son los unos co- 
mo !os otros, y ello surge, por otra parte, del hecho mismo de 
aparecer todos englobados dentro del mismo artículo con la ca- 
lificación común de impuestos y rentas; f) que por otra parte 
el artículo 65, después de declarar impuestos y rentas mu--" 
pales tas patentes sobre teatros, no determina tas personas á 
quienes debe imponerse tales patentes, siendo entonces lógt 
suponer que ha querido dejar librada esa determinación á 
municipalidad, por manera que esta procede dentro de sus fa- 
cultades legales al imponer la patente á los revendedores de en- 
tradas y localidades de teatros, no existiendo razón alguna para 
que se considere excluida esa patente de la denominación gene- 
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n) y amplia de patentes ubre teatros, ni siendo procedente ale- 
far que se trata de una doble patente, poique lo que pagan los 
empresarios de teatro no grava sino las utilidades que ellos per- 
ciben, que son independientes de lo que realizan los revendeoo 
res, recayendo entonces ambas modalidades impositivas sobra 
industrias diferentes, aunque los dos recaigan sobre un mismo 
objeto de comercio: el impuesto que pagan tos empresarios tie- 
ne en vista el beneficio que realizan al vender al publico las lo- 
calidades de teatro á los precios fijados en boletería ; la patente 
que se impone al revendedor tiene, á su vea, en vista el benefi- 
cio que éste realiza, al vender también al público esas localida- 
des á mayor precio que el" fijado por el empresario ; habiendo 
por todo ello resuelto la jurisprudencia : Fallos CXXXV. 179; 
que la municipalidad facultada por su ley orgánica para impo- 
ner patentes á los teatros, tiene atribución legal para patentar 
la revenía de localidades fuera del local de los mismos; g) que, 
por lo demás, el infrascripto no tiene porqué dilucidar la cues- 
tión de si el impuesto que se discute es ilegal ó inconstitucional, 
como pretende la demanda que judicialmente se declare, por 
ser jurisprudencia Fallos CXX. 191; que los tribunales de la 
capital carecen de facultades para hacer declaraciones sobre 
mconstitucionalidad de una ordenanza municipal sobre im- 
puestos. 

4* Que resueltas afirmativamente las cuestiones planteadas, 
no hay para que examinar lo relativo al importe de los impues- 
tos pagados, cuya devolución se impetra, desde que esta no es 
procedente por ser perfectamente válida la imposición, fuente 

de dicho cobro. 

5.» Que no hay mérito suficiente para exonerar del pago de 

las costas á la parte vencida. 

Por estos fundamentos, fallo ; no haciendo lugar á la de- 
manda promovida I fs. It, con costas, á cuyo efecto regulo loa 
honorarios del letrado doctor Beccar Várela en la suma de aoo 
pesos moneda nacional de curso legal; los del letrado doctor 
Gniguani en la de 1.000 pesos de igual moneda, y los derechos 
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procuratonos de Diana en la de 300 pesos de igual moneda. ' 

Y definitivamente juzgando así lo pronuncio, mando y fir- 
mo en mi sala de despacho, fecha ut sufra.. 

Kotifiaue el empleado Mareó du Pont. Rep. las fojas (art 
23, ley N,° 4128). 

Ernesto Qttesado* — Ante mí; Cartas G. 
del Solar. 

SENTENCIA DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL DE LA 

CAPITAL 

Bmbm AJrtt, 2 fe Acostó * %W 

Reunidos los señores (te la excelentísima cámara de apela- 
( iones en lo civil en su sala de acuerdos para conocer del recur- 
so interpuesto en los autos caratulados "Seguín Carlos y otro* 
contra la Municipalidad fie la capital— devolución de impues- 
to", respecto de la sentencia corriente á fs. 128, el tribunal esta- 
bleció las siguientes cuestiones : 

1.* ¿Es arreglada á derecho en lo principal la sentencia de 
fs. 128? 

2 * Caso afirmativo i Lo es igualmente en cuanto condena 
en costas á la parte vencida? 

Practicado el sorteo, resultó que la votación debía tener 
lugar en el orden siguiente : señores ¡vocales doctores Arana, 
Williams. Méndez Paz. Basualdo. 

A la 1.' cuestión, el señor vocal doctor Arana, dijo: 

Varios empresarios de teatros de la capital demandan en 
este juicio se declare ta ilegalidad é inconstitucionalidad de la 
ordenanza municipal por la que se les cobra en concepto de pa- 
tentes y por cada función el 5 ojo de las entradas brutas y se 
condene á la municipalidad, en consecuencia, devolverles las 
sumas percibidas por tal título. 

Sostienen los actores que según la ley orgánica, la muni- 
cipalidad no está autorizada para imponer la contribución de 
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me n treta, pues por «I artículo 65 de dicha ley s¿Ao se deda- 
ran impuestos y «ota» municipales. . . "7* sobre», 
teatros, etc."; y el impuesto en cuestión no es, á su juicio, una 
patente; ésta consistiría, según ellos, en "un derecho fijo nomi- 
nal un impuesto particular y «pedal", caracteres que no re- 
viste la contribución en tela de juicio, la que seria "un impuesto 
indirecto, porque se trata de un impuesto incierto que puede 
fluctuar, que no es nominal y que no es posible precisar ni de- 
terminar sobre quien recae" (fs. 23 vuelta). 

No estando autorizada la municipalidad sino para imponer 
patentes y no impuesto* de otro género sobre loa teatros., con- 
cluyen los actores que el impuesto creado es ilegal y as* debe 
declararse reintegrándoseles de las sumas que les haya sido co- 
bradas en tal concepto. 

Los actores padecen, á mi juicio, de un error manifiesto 
en toda su argumentación, cual es e! sostener que toda patente 
ha de consistir en un derecho fijo, negando ese cará*er a loa 
empresarios teatrales. 

En el tecnicismo financiero se entiende, en general, por 
patente, él impuesto que paga quien ejerce una industria, co- 
mercio 6 una profesión liberal (Naymark, vocabulario de Eco- 
nomía Política J, sin que sea un carácter diferencial de tal es- 
pecie de impuesto el que deba pagarse en una forma dada. 

por el contrario, los autores ensenan que las patentes pue- 
Jen ser fijas y variables ó proporcionales, siendo regla común 
á todas ellas el que correspondan en lo posible á las probables 
utilidades del contribuyente. 

Ei término "patente", no significa pues otra cosa en el con- 
moderno—sea cual fuese su sentido primitivo ó vulgar— 
el impuesto que pagan determinados contribuyentes, en ra- 
de la industria, comercio ó profesión que desempeñan. 
Por patentes deben entenderse, asi, las contribuciones de 
lo* abogados y los médicos, ya sea que se paguen en una cuota 
fija, ó en proporción al trabajo realizado mediante el uso de 
estampillas en cada escrito ó en cada receta; como deben tener- 
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ye también por patentes las que pagan tas casas de comercio, ya 
sea en forma cíe impuesto fijo y general ó en proporción á sus 
respectivos capitales en giro. 

Seria ilógico á más de innocuo, interpretar en otra forma 
el espíritu y texto de la ordenanza que nos ocupa. Si lo que se 
puede gravar es el teatro, ó mejor el ejercicio de la industria 
teatral, la autoridad municipal, á falta de reglamentación expre- 
sa está facultada para establecer el impuesto respectivo en la 
forma en que resulte más justo y conveniente. 

Y es evidente que si hubiera de darse al término patente 
el significado estrecho y vulgar de un impuesto fijo, nada se 
opondría á que se llegara á los mismos resultados financieros 
que produce el nuevo impuesto; pero se correría el riesgo de in* 
currir en injusticias que este impuesto trata de salvar. 

No sólo no es de la esencia de la patente el que se pague 
en la forma que pretenden los actores, sino que por el contra- 
rio, es tendencia unánime en la doctrina y en la legislación el 
que ella se satisfaga en proporción á las utilidades de los con- 
tribuyentes, con lo que se realiza el principio de justicia que 
debe informar todo impuesto. 

Debiendo, pues, atribuirse en este caso el término "paten- 
te", no ya el sentido primitivo de licencia ó derecho fijo, sino 
el de nuevo impuesto — entre cuya categoría lo comprende la 
misma ley orgánica municipal — pagado por determinados con- 
tribuyentes y no estableciendo la ley una forma especial de fi- 
jarlo, opino que la municipalidad ha procedido en uso de indis- 
cutibles atribuciones al fijar el impuesto debatido y que la ac- 
ción deducida debe ser como lo ha sido por el juez a quo cuyas 
consideraciones en lo pertinente reproduzco, rechazada en lo 
principal. 

Por ello voto por la afirmativa en esta cuestión. 
A la misma cuestión, los señores vocales doctores Williams, 
Méndez Paz y Basualdo, se adhirieron al voto anterior. 
A la 2.* cuestión el señor vocal doctor Arana, dijo : 
Tratándose de una cuestión de puro derecho y no median* 



do malicia ó temeridad de parte délos artera, creo que las cos- 
tas deben ser satisfechas en el orden causadas. 
Voto,* pues, por la negativa. 

A la misma cuestión los señores vocales doctores Williams, 
Méndez Faz y Basualdo, se adhirieron al voto anterior. 

Con io que terminó el acto quedando acordada la siguiente 
sentencia. 

Basnaldo. — Arana. — Méndez Pos.— 
Williams. — Ante mi: Jorge t. Du> 

Es copia fiel del acuerdo original que redactado por mí, 
existe en el libro respectivo. 

Jorge L. Dufnis. 
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Y vistos: 

Por io que resulto de la votación de que instruye el acuer- 
do precedente, se confirma en lo principal la sentencia apelada 
de fs. 128 y se revoca en cuanto condena en costas á la partn 
vencida. Devuélvase y repónganse los sellos. 

Benjamín Basualdo. — Felipe Arana.— 
Luis Ménde; Pas. — Benjamín 
mUiams. — Ante mi: Jorge L. Du : 

DICTAMEN mt Sr. PROCURADOR FtSCAt 

Suprema corte : 

En cuanto á la procedencia del recurso deducido para ante 
V. E. es de notar que la cuestión principal sobre que ha versa- 



do ei debate, se tu referido á la interpretación del artitulo 69 
de la ley orgánica municipal, sobre lo que se pronuncia exclusi- 
vamente la sentencia apelada y en tal concepto no seria admi- 
sible e! recurso extraordinario por tratarse de una ley de ca* 
lácter local» ajena á la jurisdicción de V. E. — Esto no obstante, 
el recurso es procedente, por haberse puesto en cuestión al Re- 
ducirse la denianda una ordenanza municipal bajo la pretensión 
r¡e ser repugnante á la constitución nacional y contener la seo* 
tencia recurrida un pronunciamiento que al declarar la validez 
de la ordenanza impugnada, decide implícitamente que no con- 
traria la constitución (art. 14, ine. 2*, ley 48; art. 6, ley^S 
y fallo? de V. E. Tomo 94, pág. 305 y tomo 100, pág. 351). 

Entrando al fondo del recurso,' se observa que los artícu- 
los 4 y 67, inciso 2.* de la constitución nacional) se refieren i 
las contribuciones generales con que el gobierno federal provee 
á los gastos de !a nación, por lo que los términos en que están 
concebidas dichas cláusulas» no son aplicables i los impuestos 
municipales, que tienen un fin diverso y son fijados por otra 
autoridad que la encargada de sancionar las primeras. (F; 
tomo 105, pág- 50 v pág. 273). Iguat consideración pue< 
cerse con respecto al articulo 44 de la misma constitución, que 
determina un procedimiento para el trámite de las leyes que al 
congreso corresponde sancionar, la cual carece de aplicación 
cuando se trata de ordenanzas dictadas por la autoridad muni- 
cipal en ejercicio de la delegación hecha por aquel poder. 

No habiéndose alegado la violación de otra disposición 
constitucional, y no siendo las demás cuestiones discutidas, ma- 
teria de este recurso, pillo á V. E. la confirmación del fallo de 
la excelentísima cámara de la capital. 

Julio Botet. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* AJ«». Mjmo tt lie 

Vistos y considerando: 

Que al interponerse el presente recurso á fs. 163 concedido 
á i.s. 164, los actores lo fundaron en que se liabía objetado desde 
el primer momento que !a ordenanza municipal creando un im- 
puesto del 5 o[o sobre las entradas brutas de todo espectáculo 
teatral, era repugnante á la constitución nacional y contrario á 
la ley del congreso í|ue creó la municipalidad. 

Que esa afirmación está de acuerdo con el contenido de los 
escritos de fs. 11, 16; 143'' y 110 tratándose de un recurso de lie- 
cho. es admisible la apelación (arts. 14 y 15* le >* 4»; l^lo* to- 
mo 85. pág. 395; tomo 112, págs. 238 y 301). 

Que el articulo 5. de la constitución nacional se refiere al 
régimen municipal en las provincias, y así, sea cual fuere su al- 
canee, no rije respecto á la capital sometida á la legislación ex- 
cíusiva del congreso y á la autoridad inmediata del poder ejecu- 
tivo (art. 6;. inc. 27 y art. 86, inc. 3-° de constitución nacio- 
nal citada). 

Que la interpretación del artículo 65 inciso 7." de la lw 
1200 en lo que respecta á lo que debe entenderse por patentes 
Itecha por los tribunales locales, en el sentido de aquél autoriza 
la ordenanza impugnada no puede reverse con motivo del recur- 
so extraordinario del artículo 14. ley número 48, pues esa ley 
es de carácter local, dictada á los fines del mejor gobierno y ad- 
ministración de ta capital (art. 90. ley N* 1893; fallos Tomo 
48, pág. 71 y otros). 

Que debiendo aceptarse por ello como legitima la inteligen- 
cia dada á la ley X." 1260. por la semencia de fs. 158 sólo co- 
rresponde examinar si dicha ley interpretada y aplicada en la 
forma que lo ha sido, es ó no viotatoria de los preceptos cons- 
titucionales invocados por los actores. 

Que rlesde luego y en lo que hace á la igualdad ante el im- 
puesto, los actores no han citado el articulo ó cláusula de la 
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constitución á que aludían (fs. 29), siendo constante en la ju- 
risprudencia que no bastan referencias generales é indetermi- 
nadas á la constitución, leyes, tratados, etc., para que pueda de* 
cifse que se ha planteado en un pleito alguna de las cuestiones 
previstas en el artículo 14, inciso 3° de la ley número 48. 

Que el artículo 4.° de la constitución se refiere al gobierno 
federal y gastos de la nación estableciéndose en él la manera 
como debe formarse el tesoro nacional, de tal suerte que esc ar- 
tículo no tiene aplicación cuando se trata de fijar la naturaleza 
y alcance de los poderes del congreso como legislatura local, en 
lo concerniente al modo de constituir el tesoro municipal y lo 
propio es de observarse relativamente al artículo 67» incisos ¡fe.? 
y 2." de la ley fundamental (fallo tomo 105, pég. 50). 

Que aún concediendo que las disposiciones constitucionales 
mencionadas rigieran el sistema rentístico de la capital, habría 
de tenerse en cuenta que de ellas no se infiere, que los impues- 
tos hayan de recaer siempre y exclusivamente sobre las rentas 
y no sobre los capitales ; y que el impuesto establecido por la or- 
denanza en cuestión ó sea el 5 o|o de las entradas brutas de los 
teatros, no constituye en sí mismo una verdadera exacción ó 
despojo arbitrario que los tribunales estén llamados á dejar sin 
efecto haciendo efectivas las garantías esenciales acordadas á 
la propiedad; pudiendo agregarse que, en el caso suh judie*; se- 
gún implícitamente lo establece la sentencia de fs. 158, se ha 
cobrado á los actores impuestos más justos y convenientes que 
los que se exigían con anterioridad á 1907 á la industria teatral 
y que no la impidieren ó estorbaron sus progresos. 

En su mérito y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor procurador general, se confirma la sentencia recurrida en 
la parte ffue ha podido ser materia de apelación. Notifiquese con 
el original y devuélvanse debiendo los sellos ser repuestos ante 
c! inferior. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M, F, Dahact. — D. 
E. Palacio. — L. López Ca- 
ramillas. 
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CAUSA XVtl 

Crimina! contra Ensebio Saranjo, por homicidio 

Sumario: Es justa la sentencia que impone diez y siete años y 
medio cié presidio al amor de un homicidio cometido me- 
diando las atenuantes de ebriedad parcial y provocación de 
la víctima y las agravante* de reiteración y reincidencia. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTHNCtA DFX Jl'KZ LETRADO 

Sania Rota de Toa*. Julio 4 d 1910. 

Y vistos estos autos seguidos por iniciación policial contra 
Eusebio Naranjo, sin sobrenombre, argentino, soltero, domici- 
liado en este departamento de la Fampa, por el delito de doble 
homicidio ; de donde resulta : Que el diecinueve de Abril de 1908 
como á las 5 p. m., encontrándose en la casa de negocio de An- 
tonio Bindo Bruno Bazzola, y teniendo en la puerta el cal>alto 
atado al salir afuera, vio que Naranjo pretendía cortar el ca- 
bestro con que estaba atado, y al decirle que no lo hiciese lo aco- 
metió con cuchillo produciéndole la herida que, como se veri 
más tarde, le produjo la muerte. Que arrimándole en ese ins- 
tante Carlos Rovcrsetli y pretendiendo defender á Bazzola lo 
hirió también de otra puñalada, de la que murió: que pasando 
en ese momento Valentín Otero, se dirigió á él Naranjo en ac- 
titud agresiva y alropellándoto le tiró un hachazo logrando sólo 
cortarle el saco. Que instruido el sumario de prevención por la 
policía tomando declaración á todos los presentes, como á los 
heridos, en el momento de espirar, se elevaron tos autos á este 
juzgado en veinte y cuatro de Abril del mismo año. que en vein- 
te y cinco del mismo. Naranjo se ratificó en su declaración in- 
dagatoria, que á fs 35 vuelta se convirtió la detención en pri- 
sión preventiva y c;nt>argo de bienes: á fs. 30 nombra defensor 
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al doctor Arce. Que en Septiembre 4 del mismo se fuga el pro* 
cesado de la cárcel de General Adía, por lo 'que se paraliza ei 
proceso, y en Junio primero de 1909, la policía da cuenta de ha- 
berse capturado á Naranjo, por lo que continuándose el proce- 
so, se cierra el sumario, se declara del fuero criminal, y pasado 
en vista al fiscal, quien se expide pidiendo penitenciaría por 
tiempo indeterminado, que habiendo fallecido el defensor doctor 
Arce, se le nombra al de pobres, quien se expide á fs. 44 pidien- 
do disminución de pena. Abierto á prueba, no se produce nin- 
guna por las partes, llamándose á autos para definitiva. 

Y considerando: 

Que el delito de doble homicidio en las personas de Bruno 
Dazzola y Carlos Reversellí, está constatado por las declaracio- 
nes unánimes de todos los testigos del sumario sin que haya exis- 
tido provocación ni agresión por parte de ninguna de las vícti- 
mas, y sí ambas circunstancias agravantes por parte del proce- 
sado. Que según se desprende, no sólo de las mismas declara- 
ciones y de la manera como se produjo el hecho. Naranjo esta- 
ba algo ebrio, no en estado de beodez ni perdido por completo 
al extremo de ignorar lo que hacia, pero sí en estado de excita- 
ción nerviosa pudiendo considerarse como una circunstancia 
atenuante. Que para que merezca la pena de penitenciaría por 
tempe indeterminado que pide el ministerio fiscal, es menester 
que el cielito esté penado con la pena capital y sea el reo mujer, 
menor tic veinte y dos años ó mayor de setenta, es decir, que es- 
té comprendido en el artículo 17, capitulo inciso 1.", núme- 
ros 2 y 3, ley 4189. Que estudiando los casos en que la ley antes 
citada aplicaba pena capital, no se encuentra el que nos ocupa, 
pues 110 es padre, hijo» ascendiente ni descendiente, ni cónyuge, 
ninguna de las victimas del procesado Naranjo, tampoco ha ha- 
bido alevosía ni ensañamiento, propiamente dicho, ni se han co- 
metido los delitos para ocultar ó preparar otros, y sí todo ha si- 
do con impulso fie excitación nerviosa á causa del licor que ha- 
bía tomado, luego no es el caso «le la pena capital, si es verdad 
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que de autos, según su propia declaración, es menor de veinte 
y dos aftos. Que no estando previsto el hecho que nos ocupa en 
nuestro código penal, queda comprendido en el inciso i-° del ar- 
tículo 17, ley 4189, ó sea la pena de diez á veinte y cinco años 
de presidio. Que teniendo en cuenta la compensación de las cir- 
cunstancias atenuantes y agravantes que. hemos mencionado an- 
teriormente, según el artículo 6. c ley citada, debe corresponder- 
¡r el término medio de la pena. Por estos fundamentos, resuelvo 
declarar á Ensebio Naranjo» argentino, de veinte y un años, á 
la fecha, y domiciliado en este departamento, autor de los ho- 
micidios de Bruno Bazzota y Carlos Rovcrselli, el diez y nueve 
de Abril de mil novecientos ocho, en esta capital, en la vereda 
de la casa de negocio de Antonio Buido, y condenarlo á sufrir 
la pena fie diez y siete años y medio de presidio, la que sufrirá 
de acuerdo con el articulo 8.". ley 4189, con los accesorios del ar- 
tículo 63 y sujeción ó vigilancia policial por cuatro años, des- 
pués de cumplir U pena, con costas. Hágase saber. 

M. R. Dnartc. — Ante tni: R. Encinas 
Ortis. 

SENTENCIA DE Ui CAMARA FEDERAR 

U PtlU. Novftmn* ■ te 1910, 

Y vistor y considerando: 

Que Eusebio Naranjo, argentino, de diez y nueve años, se- 
gún su declaración, sin instrucción, ni otra profestón que la de 
jornalero, condenado antes, según su propia referencia, por hur- 
to de animales, fugado de la cárcel durante el proceso actual v 
retomado, ha sido condenado como autor de doble homicidio á 
la pena de diez y siete años y medio de presidio, por sentencia 
de primera instancia corriente á fs. 47 y apelada por el defensor 
del procesado. 

Que el hecho ha pasado en pleno día, en una calle pública. 
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en medio de un concurso numeroso de gentes, el uj de Abril de 
1908, en Santa Rosa de Toay. infiriendo el procesado heridas 
que ocasionaron la muerte de Carlos Roverselli y luego la de 
Bruno Bazzola. Que del testimonio de los testigos presenciales 
Antonio Buido, comerciante, delante de cuya casa pasó el suce- 
so, CredeV, Mercado, Lucero, uniformemente declaran que Na- 
ranjo, siguiendo á su caballo que estaba suelto, tropezó con el 
cabestro del de Bazzola. que estaba atado y porque el caballo se 
espantaba de la gritería de Naranjo, entonces éste pretendió cor- 
tar á cuchilladas el cabestro lo que motivó que Bazzola le rogase 
que no le cortase el cabestro y se retirase de ahí, porque su ca- 
ballo "era arisco y lo iba á cocear". Naranjo se fué al medio de 
la calle y habiéndosele acercado Bazzola le tiró una puñalada 
que no le pegó, porque sacó el cuerpo, cayendo Naranjo, quien 
levantándose persiguió á aquél que disparaba, hasta que llegan- 
do á la vereda, fué alcanzado y aprovechó el procesado un mo- 
mento en que aquél dió frente y le asestó la cuchillada que de- 
terminó la caída de la víctima y su seguido fallecimiento por las 
lesiones descriptas en el informe de fojas. . . 

Que acto continuo, hirió á Roverselli, quien pretendió impe- 
dir el ataque á su amigo Bazzola, esgrimiendo un rebenque, co- 
mo lo dicen varios testigos, causando á éste una herida igual, la 
que le produjo una muerte pronta. 

Que no contento con esto, y pretendiendo ensañarse, repi- 
tiendo sus ataques ai caído, el sujeto Villa que pretendió impe- 
dirlo, tuvo que defenderse también del ataque, que le llevó el 
procesado. 

Que por esta referencia suscinta de tos hechos, queda pro- 
bado lo que está corroborado por otros datos del proceso, que 
Naranjo es autor del doble homicidio por que se le procesa. 

Que si ha pretendido ver en los hechos narrados un aspec- 
to distinto, suponiendo que el autor del homicidio procedió por 
provocación, y es necesario darse cuenta, si esta circunstancia 
calificativa puede desprenderse del hecho. 

En primer lugar, consta que la primera victima cayó sin 
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haber esgrimido por su parte ninguna arma y que su actitud fué 
simplemente, según la mayor parte de los testigos, pedir á Na- 
ranjo que no espantara los caballos con su algazara ; algunos pc« 
nen en su boca la frase "compadrón é hijo. . . '* y que no era ca- 
paz de cortarle el cabestro (fojas 13), pero aún en el caso cier- 
to, esta frase en tales circunstancias no seria una provocación 
suficiente para ejecutar el homicidio, en una palabra, sería una 
circunstancia atenuante clasificada en el inciso 4.*, articulo 83, 
código penal; pero en ningún caso podría constituir h circuns- 
tancia calificativa del inciso 4.*, párrafo a del articulo 17, ley de 
reformas, en que la provocación debe revestir los caracteres de 
gravedad real, si» que puedan atribuirse tal importancia á las 
palabras vulgarmente repetidas, por los trabajadores, en diver- 
sas situaciones de sus reuniones ó beberajes. Por otra parle, só- 
\o hay un testigo que así lo diga, los domas no han oído profe- 
rir tales frases. 

É11 cuanto á Roverselli, dicen los testigos que intervino pa- 
ra impedir la agresión á Bazzola, su amigo, y con este objeto 
usó un rebenque. Tampoco en este hecho hay la provocación ca- 
lificada, puesto que usar de un rebenque para defender á un ata- 
eado á cuchillo, no es incitar á la pelea ; es tratar de impedirla. 

Por este análisis se puede colegir que legalmente el protago- 
nista de este drama es reo de doble homicidio, cometido en es* 
tado de ebriedad parcial y con la circunstancia atenuante de pro- 
vocación, por lo que la pena de 17 y medio años de presidio es 
justa, con arreglo al articulo 17. inciso ley de reformas, me- 
diando las atenuantes consideradas y los agravantes de reitera- 
ción y reincidencia. 

Que esto 110 obstante, atenta la disposición del artículo 62, 
código penal, por tratarse de menor de edad, debe sustituirse la 
pena de presidio por la de penitenciaría. 

Por las consideraciones expuestas, se confirma la senten- 
cia apelada, con costas, debiendo cumplirse la pena impuesta en 
penitenciaria. Devuélvase. 

Marcelino Escalada. — Joaquín Carrillo. 
Leónidas Zavalla. 
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SENTENCIA DEL ST. PROCURADO» GENERAL 

Suprema corte : 

El cuerpo del delito y la culpabilidad del procesado Naran- 
jo, han (^celado comprobados de una manera indudable, por las 
declaraciones de testigos é informe medico que constan en el su- 
mario. , 

En cuanto á la calificación legal del hecho, considero que 
la sentencia de instancia ha examinado con exactitud las di- 
versas circunstancias atenuantes y agravantes que se presentan 
en el caso, par lo que es justa la apelación del término medio de 
ta pena que prescribe el artículo 17, inciso 1." de la ley de refor- 
ma* al código penal. 

Por ello pido á Y. E. la confirmación del fallo apelado. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CURTE SUPREMA 

Buenos Air**. M*f» íl át 1WI. 

Vistos y considerando: 

Que está plenamente comprobado en autos el delito de homi- 
cidio penetrado por el procesado en las personas de Carlos Ro- 
verselli y Bruno Buzóla, en Santa Rosa de Toay, el día 19 de 
Abril de 1908. 

Que asi resulta de tas diligencias practicadas por el comi- 
sario de policía de aquella localidad inmediatamente de ocurrido 
el hecho, y á que se refiere la nota de f s. 1 y 2, así como las de- 
claraciones de los testigos presenciales que corren, fs. 6 á fs. 18, 
informe pericial de fs. 21 y certificado de defunción de foja? 
24 y 25. 
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Que la responsabilidad del procesado como autor del delito 
expresado, ha sido debidamente apreciada en la sentencia de 
is. 6o, siendo arreglada á derecho la pena que en ella se impone 
en conformidad con lo que determina el art. 17, cap, inc, i.° 
de la ley de reformas al código penal, teniéndose para ello en 
consideración el estado de embriaguez parcial y la atenuante de 
provocación de que se ha hecho mérito por la defensa. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general y sus fundamentos, se confirma con costas 
la sentencia apelada de fs. 60. Notifiquese original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D, E. Palacio. — L. López 

C A ti ANILLAS. 



CAUSA XVIII 

Antonio Mir ferrer apela de una resolución de ta Aduana, 
Hccurso extraordinario 

Sumario : Ei inciso 4.™ artículo 16 de la convención postal uni- 
versal de Washigton, no se opone á la aplicación de las san- 
ciones penales que las leyes y ordenanzas imponen á ta in- 
troducción, prohibida por esa convención, en envíos pósta- 
le- de objetos sometidos á derechos de aduana. 

Caso i Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Ráenos Alm, NavfcmbK 27 de 1906. 

Vistos: estos autos seguidos por don Antonio Ferrer Mir 
apelando de una resolución de aduana. 
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Y considerando: i.° Que la presente causa ha sido motivada 
por el parte de fs. i en el que se hacía saber al señor administra- 
dor de aduana que por el vapor ' Ortega" llegado al puerto el 
17 de Octubre del año próximo pasado, con procedencia del 
Pacífico, venía de Cuayaquil una cantidad de sombreros de paja 
Panamá dentro de unos tubos de lata consignados á don Antonio 
Ferrer Mir, los que dada la forma en que venían patentizaban 
;a intención de introducirlos á plaza sin pagar los derechos co- 
rrespondientes. 

2,° Que el señor Ferrer Mir al introducir mercaderías su- 
jetas al pago de derechos de importación valiéndose de la co- 
rrespondencia certificada, ha infringido en primer término las 
disposiciones pertinentes de la convención postal universal del 
año 1807 t l l,e cn su art - lf> inc - 3 prohibe introducir por el correo 
objetos sujetos á derechos de aduana, y si bien es cierto que en 
d inc. 4." de ese mismo artículo se dispone que los envíos inde- 
bidamente admitidos a la expedición, deberán ser devueltos á la 
oficina de origen, debe tenerse presente, que eso se dispone, 
salvo el caso en que la administración del país de destino es- 
tuviese autorizada por sus leyes ó reglamentos internos para 
disponer de ellas en otra forma. 

Que las leyes aduaneras que reglamentan nuestro comer- 
cio de importación y exportación, gravan con impuestos la in- 
troducción de efectos cuya importación no haya sido declarada 
libre de derechos, y contienen las disposiciones del caso para 
asegurar la fiel percepción de la renta del estado, castigando 
con las penas consiguientes todo hecho que indebidamente tien- 
da á disminuirlas. Asi el art. 1036 de las ordenanzas de aduana 
considera como contrabando las operaciones ejecutadas clandes- 
tinamente ó en puntos no habilitados por la ley. prohibiendo por 
lo tanto que se introduzcan al país efectos sujetos á derechos, 
de otro modo ó por otra vía que la autorizada por ta ley, y el ar- 
tículo 1025 de las mismas ordenanzas complementa la dispo- 
sición anteriormente citada al establecer que : en las aduanas de 
la república será considerado como fraude y por consiguiente 
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materia de pena toda falta de requisito, toda falsa declaración 
ó todo hecho, que despachado en confianza por ellas, 6 que si 
pasara desapercibido, produjera menos renta que la que legíti- 
mamente se aduce. Estas disposiciones legales y otras que tten- 
cert al mismo ñn indicado sancionan la pena de comiso en los 
casos que como el presente, se introduzcan mercaderías en con- 
travención á lo que ellas establecen y por consiguiente no es po- 
sible sostener que en nuestras leyes no existan disposiciones que 
autoricen á disponer de los efectos que como los que han moti- 
vado este expediente hayan vcnjdo en contravención á to dis- 
puesto en el inc. 3." del art. 16 de la citada convención postal. 
Por otra parte, no es este e! primer caso de esta naturaleza que 
se trae á la decisión de los tribunales federales. El fallo que se 
menciona en la sentencia recurrida de fecha 2 de Diciembre de 
ifjor, dictado en un sumario que se instruyó á varios comer- 
ciantes de esta capital pof introducción de alhajas por medio 
de piezas certificadas, declaró que esa forma de introducción 
constituía el delito de contrabando definido por el art. 1036 de 
las ordenanzas, y siendo esto así, es indudable, pues, que el 
señor Ferrer Mir ha empleado en ta importación de la merca- 
dería objeto de esta causa, una forma ó una vi a, que tejos de 
estar autorizada por la ley, se halla expresamente prohibida 
por ella. 

3." Que no obstante las inclusiones :i que se arriba en el 
anterior considerando, deben tomarse en cuenta las circunstan- 
cias especiales que este caso presenta y que en el sentir de. 
suscrito atenúan la responsabilidad en que ha incurrido el ape- 
lante. Con las pólizas que corren agregadas de fs. 8 á fs. 11, se 
ha comprobado que el mismo señor Ferrer Mir ha introducido 
en diversas ocasiones sombreros de Panamá en la misma forma, 
esto es, como correspondencia, habiendo abonado por ellos los 
correspondientes derechos sin que la aduana, á estar á las cons- 
tancias tic autos. le haya hecho entonces observación alguna, y 
si en aquellos casos no fué defraudada la renta fiscal, no hay 
razón alguna que autorice á suponer que en el caso actual el 
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destinatario de esa mercadcria tenía el propósito de introducirla 
á plaza sin pagar los derechos correspondientes desde que el co- 
rreo á solicitud de la aduana detuvo los bultos antes de que el 
señor Fetrer Mír tuviera tiempo de solicitar su despacho. 

4." Que estas circunstancias que abogan indudablemente en 
favor del apelante no son causales suficientes para eximirlo 
completamente de responsabilidad desde que tal doctrina impor- 
taría quebrantar el principio que informa toda la legislación 
aduanera y según el cual debe atenerse al hecho en si, á la in- 
fracción con prescindencia de la intención que haya podido 
tener el agente. No menos inconvenientes tendría, el considerar 
como una eximente de pena, el hecho de que la aduana haya to- 
lerado ó consentido en otras ocasiones esa forma de introduc- 
ción, porque ello conduciría á establecer que el uso ó la práctica 
pueden suspender los efectos ó modificar los principios por leyes 
fundamentales que no pueden ser alteradas por las prácticas 
administrativas. Que de los casos de jurisprudencia citados por 
el apelante en su escrito de expresión de agravios, el que más 
analogía presenta con el caso sub jiuikc es el que se registra en 
el t. 89. pág, 397 de los fallos de la suprema corte, seguido con- 
tra ios señores Ottone y Cía. cabe observar, que en ese caso, se 
trataba de la aplicación de la tarifa de avalúos que había sido 
establecida por un decreto del poder ejecutivo, y por lo tanto, 
la interpretación dada por el poder administrador en cargo de 
elío, no podía en el caso de que ella fuese errónea, oponerse al 
comerciante que se había ajustado á esas prácticas que no vio- 
lentaban disposición legal alguna porque la tarifa de avalúos 
no fué ley hasta el i.* de Enero de 1906. 

5. Que en consecuencia y á mérito de las consideraciones 
contenidas en los dos últimos considerandos, debe declararse 
que .habiendo la aduana consentido esta forma de introducción 
de mercaderías, existen á favor del apelante circunstancias ate- 
nuantes en virtud de las cuales debe conmutársele ta pena de 
comiso que en este caso correspondería con la de dobles dere- 
chos de acuerdo con la facultad conferida por el art. 1056 de las 
ordenanzas de aduana. 
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Por estos fundamentos, fallo: imponiendo á don Antonio 
Ferrer Mir la pena de dobles derechos á beneficio del risco y del 
denunciante por partes iguales, sin costas, quedando en estos 
términos reformado la sentencia apelada de fs. . Notifiques? 
con el original, repónganse los sellos y en oportunidad devuél- 
vanse estos autos á la aduana, con oficio. 



Que en presencia de las observaciones que hace en su ex- 
presión de agravios el apelante, para demostrar que según to 
establecido en ia convención postal internacional, á que se halla 
adherida la república procedería únicamente devolver á la ofici- 
na despachante la mercadería que se estimara indebidamente 
enviada por medio del correo, debe resolverse, como lo consigna 
la sentencia de primera instancia en el considerando a.\ que esto 
r.o impide el que puedan aplicarse las ordenanzas de aduana, 
cuando la mercadería, aun venida en calidad de corresponden- 
cia estuviera en infracción legal como ocurre en el caso sub 
judie c por no haberse hecho las manifestaciones del caso. Por 
esto y demás fundamentos de la sentencia de fs. 46, se confirma 
con costas. Notifiquesc y devuélvase; repónganse los sellos ante 
el inferior. 




SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 



Bucooi Aires, Septiembre 30 de IflM. 



Vistos y considerando: 



Angel D. Rojas. — Angel Fe- 
rreira Cortés. — Juan A. Gar- 



cía, 
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DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte: 

Bien concedido el presente recurso por haberse discutido 
y aún establecido por sentencia confirmada el alcance de una 
convención postal (de 1897), en relación al caso sub judice con 
resolución contraria at derecho ó exención amparado en ella, 
como lo requiere el inc. 3 del art. 14 de ta ley 48, para su pro- 
cedencia, una vez llenadas las exigencia» del art. 15 de la cí- 
tala ley. Relativamente al fondo, reputa y así lo pido, que V. E, 
ennrirme la sentencia apelada de fs. 43 vuelta, reproducción de 
aquí Lis consideraciones de la sentencia de primera instancia de 
tojas 46, que considero bastantes para tal confirmación, evitando 
así repeticiones que serían inútiles. 

Julio Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bhmm AJi**, Mano 23 de 10)1 

Vistos y considerando: 

Que don Antonio Ferrer Mir ha interpuesto el recurso ex- 
traordinario previsto en el inc 3." del art. 14 de la ley nacional 
de jurisdicción y competencia, contra la sentencia de la Cámara 
federal de apelaciones de la capital, que le ha impuesto ta pena 
de dobles derechos por haber introducido en piezas certificadas 
del correo» objetos sometidos á derechos de aduana. 

Que fundado ese recurso en que se le ha desconocido el 
derecho que pretendía, amparado en el inc. 4. , art. 16 de la 
convención postal universal firmada en Washigton en 15 de 
junio de 1897, esta corte, con arreglo á la ley de jurisdicción 
citada y la naturaleza extraordinaria del recurso deducido, debe 
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_ rie "¿ determinar cuál sea la inteligencia de la cláusula 
invocada de aquella convención, prescindiendo de otro orden de 
consideraciones como la que se refiere á los despachos anterio- 
res de piezas certificadas análogas, mediante el simple abono de 
derechos de aduana (art i6 f ley núm. 48). 
Que la convención de Washigton, después de establecer 
en el art. i6 t inc. 3.°, núm 2 que queda prhoibido incluir en las 
correspondencias ordinarias ó certificadas depositadas en el co- 
rreo, entre otras cosas, "objetos sujetos á derechos de aduana", 
agrega en el inc. 4.* lo siguiente: "Los envíos comprendidos 
en las prohibiciones del inc. 3 o que precede, que hubieren sirio 
indebidamente admitidos á la expedición, deberán ser devueltos 
á la oficina de origen, salvo el caso en que la administración 
del país de destino estuviese autorizada por sus leyes ó regla- 
mentos internos para disponer de ellos en otra forma". 

Que, en el pleito el apelante ha sostenido que con arreglo 
á esa convención, los tubos de lata llegados como piezas de co- 
rrespondencia certificada, conteniendo sombreros de Panamá, 
debie-'Mi ser devueltos á la administración postal de Guayaquil, 
oficina expedidora, sin que pudiera disponerse de ellos en otra 
forma, porque la ley nacional de correos de 4 de Octubre de 
1876, no tiene disposición alguna contraria á la de la convención 
internacional f expresión de agravios de fs. 56). 

Que aún en la hipótesis de que como se pretende por el 
apelante, la convención se refiere exclusivamente á las leyes 
que rigen la administración de correos, es de observar que esta 
se encuentra obligada no sólo al cumplimiento de la de 4 de 
octubre de 1876 que se cita, sino á muchas otras, entre las que 
bastará citar las múltiples leyes de tarifas posules, y en parti- 
cular ta que rige los procedimientos en causas criminales, que 
impone obligaciones á las oficinas de correos y telégrafos, con 
relación á la correspondencia dirigida á un procesado, sin per- 
juicio de la inviolavilidad consagrada por el art. 18 de la cons- 
titución (código de procedimientos en lo criminal, título XVI 
ce la interceptación de la correspondencia escrita y telegráfica, 
art. Í422, inc. if, código de comercio). 
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Que no es, pues, exacto que la administración de correos 
del nais no pueda hacer otra cosa que devolver las piezas de 
correspondencia á la oficina de origen, desde que está autori- 
zada para abrirlas con el consentimiento del destinatario, como 
ha sucedido en la presente causa (certificado de fojas 2 vuelta 
y escrito de f s. 41 ) ; y está igualmente autorizada esa adminis- 
tración para poner la correspondencia de un procesado á la dis- 
posición del juez en los casos y circunstancias que prevé el tí- 
tulo XVI del código de procedimientos citado en lo referente á 
la instrucción de un proceso ; así como en los casos de quiebra 
(FaTlos. tomo 90, pág. 152). 

Que el artículo 16 en 1 aforma que aparece en la conven- 
ción postal de Washington de 1807. fué tomado de la de Viena 
de 1891 y en esta sólo se tuvo en mira reunir en una sola dispo- 
sición las prohibiciones que consignaban los artículos 5." y 11 
de la convención de París, estableciéndose en el último, como 
sanción á las prohibiciones, de incluir en la correspondencia pie- 
zas de oro ó plata, alhajas ú objetos sometidos á derechos de 
Aduana, que la oficina receptora procedería "del modo y en la 
forma que determine su legislación ó sus reglamentos internos" 
1 Documenta du congrés postal de Vienne, págs. 396, 410 y 4" )■ 

Que la verdadera inteligencia de la convención postal de 
1897, en que la nación argentina fué parte, no es la exclusión de 
la aplicación de tas leyes aduaneras, en caso de defraudaciones 
á la renta por intermedio de las comunicaciones postales, consta 
en las actas mismas de las deliberaciones del congreso interna- 
cional de Washington que las aprobó, al hacer la revisión de la 
que había sido aceptada en Viena en 1891 , 

Que, en efteto, entre las enmiendas propuestas al inciso 4. 
del artículo 16, se encontraba una indicada por la Gran Bretaña 
tendiente á restringir los derechos del país de destino de la co- 
rrespondencia, en la que se hubiera incluido objetos sometidos á 
derechos de aduana, enmienda que fué retirada por la misma 
delegación británica, en virtud de las consideraciones que hace 
constar la comisión primera en su informe al congreso, en los si- 



guteittes términos : La proposición de administración de la Gran 
Bretaña concerniente á ta devolución obligatoria á la oficina de 
origen, de los envíos comprendidos en las prohibiciones del i»á- 
rrafo 3.*, N * 2, que no pudieran ser entregados á los destinata- 
rios, queda retirada por la delegación de ese país ante la obje- 
ción hecha por muchas delegaciones de que semejante medida 
restringiría el derecho de secuestro de la aduana, y no es, en rea- 
lidad, del dominio del correo (Documents du congrés postal de 
Washington, págs. 52 y 451). 

Que de !o expuesto se infiere que el inciso 4.". artículo 16 
ile la convención postal universal de Washington, no se opone á 
ta aplicación de las sanciones penales que las leyes y ordenanzas 
imponen á la introducción prohibida por esa convención, en en- 
víos postales, de objetos sometidos á derechos de aduana. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo pedido por 
el señer procurador general, se confirma ta sentencia apelada 
de £sí 63 en la parte que ha sido materia del presente recurso. 
— Notifíquese con el original y devuélvanse, debiendo reponerse 
los sellos ante el inferior. 

A. Rkkm kjo. — Nicanor G. hkl 
Sohto. — M. P. Dar.wt. — 
t>. E. Palacio. — L. LopEZ 

C ABAN ILLAS, 



CAUSA XVI V 

Procurador fiscal de Jujuy contra el juez federal de la misma 
sección, doctor Cástulo Aparicio 

Sumario: No puede ser llevada á la corte suprema, ni como me- 
dida de superintendencia (inciso 4A artículo 2. de la ley 
7099), ni en el carácter de querella criminal, una denuncia 
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formulada por un procurador fiscal contra un juez federal. 

Caso : El procurador fiscal de Jujuy denunció ante la corte su- 
prema que el juez federal de Jujuy intervenía directa y pú- 
blicamente eti la lucha en que estaban empeñados los parti- 
dos políticos de esa provincia, y fundándose en la ley núme- 
ro 4578 y artículos 1 • y 11 de la ley 4055. pidió al tribunal 
tomara las medidas del caso, teniendo por acusado al citado 
juez, de infracción del artículo 7 * inciso l.° de la ley 4S7 8 * 

DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAR 

Buenas Alru. ftUno 71 «■ 1M1. 

Suprema corte: 

La acusación interpuesta por el señor procurador fiscal de 
'a sección de Jujuy contra el señor juez federal, doctor Apari- 
cio, no procede por no ser de la competencia originaria de V. E. 

Llama K atención que el expresado procurador fiscal, en 
conocimiento de un dictamen reciente que tuvo ocasión de pre- 
sentar administrativamente y que le fué transcripto por el señor 
ministro de justicia, en presencia del artículo 2,° de la ley 4055» 
así como del texto expreso del artículo 9." de la ley 457* que 
prescribe que todos los juicios motivados (como el presente) por 
infracciones á la ley electoral y á esta ley misma, deben substan- 
ciarse ante los jueces federales, en mérito de la repetida juris- 
prudencia de los tribunales que han substanciado y sentenciado 
un crecido número de causas por aplicación de las prescripciones 
de aquella ley : — haya podido caer en el error de traer la acusa- 
ción que precede para ante V. E., olvidando, que con ello le atri- 
buye una competencia que no tiene, confundiendo su acusación 
penal con los actos que taxativamente enumera el artículo 1 1 de 
la ley 4055 como integrantes de la superintendencia de la supre- 
ma corte, y olvidando para mayor abundamiento la limitación 
que á esa superintendencia ha puesto la ley 7099. 
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En tales conceptos, pido á V. E. se sirva declarar su incom- 
petencia en el caso, devolviendo estos antecedentes al señor pro- 
curador fiscal de la sección de Jujuy. — A éste cumplirá proceder 
á la iniciación del juicio á que se refiere el artículo 9." de la ley 
4578, para ante el juez federal de sección qué por la ley 4162 
(art. 3.*) corresponda en el caso y en la forma que refiere el ar- 
tículo 10 de la citada tey 45/8 sin perjuicio de promover, como 
ya se le tiene administrativamente indicado, la remisión de lo» 
antecedentes á la cámara de diputados para la acusación del jui- 
cio político á que se refieren la 2,' ¡Kirie del citado articulo o. u 
de esa ley y el articulo 45 de la constitución, á cuyo efecto las 
puertas de esa corporación están abiertas para cualquier habitan- 
te y con más razón para cualquier autoridad de !a república, 

Julio Botet. 

FALLO DE LA lOKTK SUPREMA 

Bucm,$ Aire*. M«rxo 2» de III L 

I 

Considerando : 

Que la denuncia formulada contra el señor juez federal de 
Jujuy. doctor Cánido Aparicio, por el procurador fiscal de aque- 
lla sección, no puede ser traída ame esta corte suprema de jus- 
ticia, ni como medida de superintendencia, atento lo dispuesto 
en el inciso 4.°, artt julo 2.° de la ley número 7099. que ha molli- 
ficado lo dispuesto en el artículo 11 de la ley número 4055, ni en 
el carácter de querella criminal, porque la jurisdicción originaria 
sólo procede en las causas taxativamente determinadas por el ar- 
ticulo ioi de la constitución nacional. 

De conformidad con lo pedido por el señor procurador ge- 
neral, devuélvanse al señor procurador fiscal de la provincia de 
Jujuy para que ocurra ante quien corresponda. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P, Daráct. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caramillas. 
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CAUSA XX 

Contienda de competencia, trabada entre el consejo de guerra 
para jefes y oficiales del ejército y armada y el juez federal 
de la capital. 

Sumario: i." Debe considerarse trabarla una contienda negativa 
(le competencia entre un juez federal y un consejo de gue- 
rra si aquel, no obstante no dictar resolución expresa decla- 
rándose incompetente después de recibir un proceso del tri- 
bunal militar, lo había hecho ya por auto firme haciéndolo 
satar por oficio ;i dicho tribunal. 

2." Los empleados de las intendencias militares se hallan 
sometidos por los delitos perpetrados en ejercicio de sus 
funciones á la jurisdicción militar, aun cuando dejen de 
pertenecer á esa administración después de la comisión de 
los actos delictuosos. 

Casó 1 . Lo explica el siguiente fallo: 

FAI.UI DE l.\ CORTE SI PRKMA 

Sueno* Airea, Mano 30 de ¡911. 

Vistos ; 

Para decidir la contienda negativa de competencia de juris- 
dicción entre el consejo de guerra permanente para jefes. y ofi- 
ciales del ejército y armada y el juez federal del crimen de esta 
capital, rehusando uno y otro conocer en el proceso criminal in- 
coado ante la jurisdicción militar por defraudaciones que se 
icputan cometidas en las oficinas de la intendencia de guerra por 
empleados de esa repartición militar, oído el señor procurador 
genera! : 

Y considerando: 

Que si bien el juez federal, después de recibir del consejo 
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de guerra el proceso mencionado, no dictó resolución expresa 
declarando también su propia incompetencia, tal circunstancia 
débese á que esa declaración babía sido ya hecha por el juzgado 
en auto firme, confirmado por la cámara federal de apelación, 
que se registra á U. 19 vuelta del incidente respectivo, mandado 
agregar; 

Que, por consiguiente, la resolución de fs, 1079 vuelta, que 
se refiere á dicho auto denegatorio del requerimiento de inhibi- 
ción, importa la insistencia de dicho juez en tal declaración dt 
incompetencia, haciéndola conocer por oficio al consejo, como 
lo previene la ley ; de modo que puede y debe tenerse por cum- 
plidas las formalidades sustanciales de la contienda negativa de 
competencia sub judice, y en tal concepto esta corte hállase ha- 
bilitada para dirimirla, en uso de las facultades que le acuerdan 
lo* artículos 9.°, inciso d, ley 4<>5S; 43 d«l código de procedi- 
mientos criminales, y 161 del código de justicia militar. 

Que para este fin, debe ante todo tenerse presente que el 
proceso criminal de que se trata ha sido instruido por la justicia 
militar, en virtud de que los hechos incriminados se reputaron 
comprendidos en ta sanción del artículo 117, inciso 2.° del códi- 
go de justicia militar, por afectar directamente el derecho y los 
intereses del estado ó de los individuos, y haber sido cometidos 
por empleados de la intendencia de guerra, con ocasión del ser- 
vicio y en las oficinas de dicha repartición militar. 

Que esta calidad eminentemente militar de la infracción, 
atribuye, desde luego, su juzgamiento y castigo á los tribunales 
de ese fuero, sin que basten á sustraer á su autor ó autores, de 
tal jurisdicción, las circunstancias del carácter civil del emplea- 
do en la expresada repartición, cuando la cometió, ó de haber de- 
jado posteriormente de pertenecer á ella, pues á esa jurisdicción 
quedaron, desde la creación de las intendencias militares, some- 
tidos el intendente, vocales y demás empleados de la misma, se- 
gún expresamente lo dispone el artículo 10 de la ley respectiva, 
número 3305* 

Que si bien es cierto que la referencia que en dicho artícu- 
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¡o se hace al título III del código de justicia militar, entonces vi- 
gente, cuyo título trata de la competencia de los consejos milita- 
res en tiempo de guerra, pudiera responder al propósito que se 
manifestó durante la discusión de dicho artículo loen el hono- 
rable senado, de sustraer de esa jurisdicción en tiempo de paz, á 
los empleados civiles de ¡a intendencia, no cabe al presente, ha- 
cer tal distinción, en vista de los términos expresos de la nueva 
legislación militar represiva que ha modificado sustancialinente 
está materia en las dos reformas de 1898 y 1905. 

Que, en efecto, disponiendo el articulo 1 18, inciso 4 f del có- 
digo de justicia militar en vigor, que están en todo tiempo suje- 
tos á la jurisdicción militar los que forman parte con asimilación 
militar: del clero castrense, de la justicia, de la sanidad, de la 
administración militar y de las demás dependencias del ejército 
y armada : tal disposición debe considerarse derogatoria de la 
parte respectiva de dicho artículo 10 de la ley 3305,', /desdt que* 
abiertamente la contraria, en cuanto somete á la jurisdicción mi- 
litar á los empleados asimilados de la intendencia, en todo tiem- 
po y sin distinguir, como ese artículo 10, entre el estado de paz 
y el de guerra, articulo 833. código de justicia militar. 

Que en este sentido se ha pronunciado con repetición esta 
corte uiprema, declarando que los empleados de las intenden- 
cias militares se hallan sometidos por tos delitos perpetrados en 
él ejercicio de sus funciones á la jurisdicción militar sin que im- 
porte que á la fecha del delito no haya sido determinado todavía 
por el poder ejecutivo la graduación que les corresponda, no 
existiendo por el momento, motivo legal alguno que obligue á es- 
te tribunal á contrariar esa jurisprudencia, uniformemente esta- 
hiecida en sus Fallos: tomo 77, pág, 319 y tomo 82, págs. 268 y 
«75- 

Que la circunstancia de haber dejado de pertenecer el reo 
á esa administración, con posterioridad á la comisión de los ac- 
tos delictuosos que se le imputan, no le saca de la jurisdicción 
militar á que el hecho y sus circunstancias le sometían, porque 
las jurisdicciones represivas emanan de la ley misma, han sido 
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ttablecidas por consideraciones de orden público y no pueden 
„jr prorrogadas, resistidas ni alteradas por la voluntad de los so- 
metidos á ellas, habiéndose igualmente resucito en tal sentido, 
por esta corte en algunos de los fallos antes recordados. 

Que las observaciones que se han hecho para fundar la in- 
competencia de la justicia militar, con referencia á la asimila- 
ron del inculpado en esta causa, reposan en el equivocado con- 
cepto de que carezcan de ella los empleados civiles tic las inten- 
dencias de guerra, pues tal calidad les ha sido expresamente 
acordada desde la creación de esas instituciones nacionales, se- 
gún resulta de lo que dispone el antes recordado artículo 10 de 
la ley 3305 posteriormente confirmado por lo que preceptúa el 
título II, articulo 16 de la ley 47<>7- 

Que esa misma condición Ies fué reconocida en diversos de- 
cretos del poder ejecutivo, pudiendo recordarse, desde luego, el 
articulo ó." del reglamento de las intendencias, de 18 de Marzo 
de 1899; y con posterioridad, el decreto de 23 de Diciembre de, 
1907. el cual principia por establecer como fundamento princi- 
pal de la resolución qne consagra, " que el articulo 10 de la ley 
33P5 y el 6." de su reglamentación claramente acuerdan la asimi- 
lación á los empleados de la intendencia ¡jen"™! de guerra y en 
tal carácter hs sámete á la jurisdicción militar". 

Que en esta virtud, tanto la asimilación como el someti- 
miento de tales empleados á la jurisdicción militar, por los deli- 
tos de este carácter, cometidos en el ejercicio de sus funciones 
y en las oficinas de la intendencia, no pueden legalmente serles 
desconocidos; debiendo aún agregarse, por lo que hace á la ju- 
risdicción, que el mismo decreto de 10 de septiembre de 1910. 
fundamento capital de la declaración de incomjjetencia del con- 
sejo de guerra, f*. 1071, si bien restringe el concepto de la asi- 
milación excluyendo de ella á diversos empleados civiles de las 
dependencias del ministerio de guerra y entre ellos á los de la in- 
tendencia, no establece, empero, que esta restricción alcance has- 
ta eximirlos de la autoridad jurisdiccional de los jueces del fue- 
ro militar, pues en su artículo 7 * dispone dicho decreto, que los 
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funcionarios á quienes clasifica con una denominación no men- 
cionada en las leyes militares de la nación, de equiparados "lo 
son á los efectos del sueldo y de la jurisdicción militar", es de- 
cir, que bajo una ú otra denominación, quedan sujetos siempre 
al fuero militar. 

Que la limitación que el consejo de guerra insinúa, respecto 
cíe esta reserva del expresado acuerdo ministerial, no es admisi- 
ble, porque ni remotamente puede inducirse del decreto mismo, 
n; en caso alguno podría concederse que una resolución adminis- 
trativa del poder ejecutivo restringiera ta extensión de tas juris- 
dicciones emanadas de leyes del honorable congreso, contrarian- 
do así los preceptos fundamentales que establecen, organizan ó 
limitan el ejercicio de los poderes creados por la constitución. 
( Arts. 67, ines. 23 y 28. y 86, inc. 2? de éste. 

Y considerando: 

Finalmente, que en vista de la claridad de las disposiciones 
legales y jurisprudencia recordadas, no existe motivo alguno ae 
duda que autorice las interpretaciones favorables á que se hace 
referencia en el auto de fs. 1071 y por lo tanto, las considerado; 
nes que en tal concepto se aducen en él, son inconducentes y no 
pueden influir en la decisión de este conflicto. 

Por estas consideraciones, se declara que el conocimiento 
de esta causa corresponde al consejo de guerra de que procede 
y en consecuencia, devuélvansele tos autos, haciéndose saber por 
oficio al juez federal. 

A. Bermejo. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L,. López 
Cabamixas. 
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CAUSA XXI 

Ferrocarril central Córdoba, extensión Buenos Aires, contra 
Braulio Aimirón. — Incidente sobre exoneración del papel 
sellaáo. 

Sumario i Ni en los términos ni en los propósitos de la ley nú- 
mero 5315 aparece comprendida b exoneración del papel 
sellado para las empresas ferrocarrilera que se presenten en 
juicio. 



Caso: Véase la causa IV del* tomo 111, página 43, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA (i) 

BocftM Al**, Atttt I «t 1011- 

Vistos y considerando : 

Que, como ha sido declarado en casos análogos, ni en los 
términos ni en los propósitos de la ley número 5315 aparece com- 
prendida la exoneración del papel sellado para las empresas fe- 
rrocarrileras que se presentan en juicio, ni se encuentran prece- 
dentes de tal alcance en ia jurisprudencia. 

Que en la exoneración de impuestos que las leyes han acor- 
dado á las diversas empresas ferroviarias y otras análogas que 
existen en el país, no se han comprendido nunca los gravámenes 
recaen sobre las referidas empresas, no por su existencia 
ni por alguna de sus funciones beneficiosas para el país, 
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sino por actos de estas que son ajenos á aquellos fines (Fallos: 
tomo no. pág. 353). 

Por ello y de acuerdo con lo pedido por el señor procurador 
general, se confirma la sentencia apelada —Notifíquese con el 
original y devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el in- 
ferior, llamando su atención sobre la demora en la remisión de 
tos autos después de concedido el recurso para ante esta corte. 

A. Bermejo. — Nicanor C. del 
Solar. — M. P, Daract. — 
D. E. Palacio.— L. López — 
Casan illas. 



CAUSA XXII 

Criminal, contra Angel Cano, por substracción y violación de 
una carta certificada; contienda de competencia 

Sumario: Corresponde á la justicia federal el conocimiento de 
los delitos de violación de correspondencia» 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

é 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

El delito imputado ai procesado Angel Cano, empleado de 
correos, es el de substracción y violación de una carta confiada 
al correo, así como sustracción de valores en ella contenidos. 

Esto basta para caracterizar, de acuerdo con la ley y juris- 
prudencia continua, la jurisdicción federal que rije los mencio- 
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nados delitos sín que distingos de detalle sean capaces de nuc- 
traillarlos. 

En consecuencia, trabada en forma la contienda de compe- 
tencia negativa entre un juez local de la provincia de Tucumán 1 
y el federal de la misma, pido á V, E. que en ejercicio de la fa- 
cultad que le compete (inc. b de! artí 9" de la ley 4055)» Q ue sir " 
va resolverla declarando que el caso corresponde al conocimien- 
to del expresado juez federal. 

Julio Botct 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BwMt Alftf. Abril 1 4* 1911. 

Tratándose de un delito de violación de correspondencia y 
atento lo dispuesto en el inciso 3.*, articulo 3." de la ley número 
4$ y de conformidad con lo pedido por el señor procurador ge- 
neral, se declara que el conocimiento de esta causa corresponde 
a¡ juez federal de Tucumán, á quien se le devolverán los autos 
dando al juez en lo criminal y correccional de aquella, el aviso 
correspondiente. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar. — M, P. Daract. — 
D. E. Palacio.— L. López — 
Caramillas. 



CAUSA XXIII 

Bul* expedida por S. S. Pío X, instituyendo obispo de Catamar- 
ca á monseñor Bernabé Piedrabuena 

Sumario : Corresponde conceder el pase de una bula pontificia 
que no se opone á las prerrogativas constitucionales y A los 
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derechos Je patronato nacional que ejerce e! gobierno de 
la nación. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL ST. PROCURADOR GENERAL 

*HK>« Airtt, Abril 3dt 1WI. 

i 

Suprema corte: 

Como los trámites del caso, su santidad Pío X ha designa- 
do obispo diocesano de Catamarca á monseñor Bernabé Piedra- 
huena. en bula cuya tradición se acompaña en demanda del pase 
correspondiente. 

Esc documento reviste caracteres de atenticidad y sus tér- 
minos repiten fórmulas tradicionales, haciendo reservas del pri- 
vativo derecho que la santa sede se atribuye para el gobierno ex- 
clusivo de las iglesias católicas de la república; reservas que que- 
dan naturalmente subordinadas al patronato que el gobierno de 
la nación ejerce, como atributo de la propia soberanía, y en con- 
sonancia con los artículos 67, inciso 19, y 88, inciso 8* de ta 
constitución, sin perjuicio de los respetos y consideraciones que 
inspiran los actos de la alia dignidad de ta santa sede. 

En tales conceptos, pues, y teniendo en cuenta que los Do- 
lieres de la nación han satisfecho plenamente lo preceptuado por 
ta constitución, procede que V, E. acuerde el pase á ta bula pon- 
tificia que provee en la forma referida la silla episcopal de Ca- 
tamarca. 



Süft* Botei. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bmm Atnf, AWtU*t MI (1) 

De conformidad con «1 dictamen del señor procurador ge- 
neral, y con las reservas correspondientes al patronato nacional, 
la corte suprema de justicia de la nación, presta el acuerdo que 
la constitución exige, para que el presidente de la república con- 
ceda el pase de la bula expedido por su santidad Fio X en Re-» 
ma, el día seis de Noviembre de mil novecientos diez, sustitu- 
yendo obispo diocesano de Catamarca á monseñor Bernabé Pie- 
drabuena, elejido por el gobierno de la república Argentina y 
presentado en forma al sumo pontífice para el expresado cargo. 

Devuélvase, en consecuencia, este expediente al poder eje- 
cutivo con el correspondiente oficio. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract — 
D. E. Palacio.— L. Lope*.— 
Cabanillas. 



CAUSA XXIV 

Fisco nacional contra el ferrocarril Argentino del Este, Franci 
Mendoza y otro, por defraudación á ta renta de aduana; so- 
bre regulación de honorarios de conjues. 

Sumario: No corresponde á ta corte suprema conocer de un re- 
curso de apelación contra una regulación de honorarios de 
un juea ad hoc, en causa en que la nación es parte. 

Caso-. En el juicio seguido por el fisco nacional contra el ferro- 
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carril Argentino del Este, Franci Mendoza y otro, por de- 
fraudación á la renta de aduana, el doctor Miguel La u retí - 
cena fué nombrado juez ad hoc. Pronunciado el fallo, este 
presentó su cuenta de honorarios, los que fueron regulados 
en primera y segunda instancia. Apelada esa regulación pa- 
ra ante la corte y concedido el recurso, ésta pronunció el si- 
guiente; 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bhmm Aim, AMI 4dt mi. 

Vistos y considerando: 

Que ta jurisdicción de apelación de esta corle debe ser ejer- 
cida según las reglas y excepciones que prescriba el congreso, de 
conformidad a) artículo tot de la constitución, , 

Que esas reglas han sido establecidas en los artículos &| 4.°, 
5 y 6 ° de la ley 4055, que carecen de apelación en el caso. 

Que prescindiendo de los últimos artículos mencionados, 
que se refieren á determinados, recursos extraordinarios, la de- 
manda de regulación de honorarios de un juez ad hoc en una 
causa, aunque dirigida contra la nación, no entra en el caso pre- 
visto en el inciso 1 * del artículo 3. , ley 4055, porque éste com- 
prende únicamente los actos de la nación como persona jurídica 
y no como poder público, lo que explica que haya apelación para 
ante esta corte en la regulación de los honorarios de un arbitro 
y no en la de un juez ad hac ó de un conjuez (Fallos» tomo 108, 
pág- 3°5í tomo 113. pág. 315). 

Que tampoco es de aplicación el inciso 2.* del artículo cita- 
tto, porque no se trata en c! caso de las acciones fiscales enume- 
radas en el mismo. 

Por esto, se declara mal concedido el recurso. 

Notifiques*? con el original y devuélvanse reponiéndose loa 
sellos ante el inferior, 

A. Bermejo. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. P, Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XV 

Criminal contra Juan Gémes, fot homicidio 

Sumario: La falta de ratificación, durante el plcnatio, de las de- 
claraciones de los testigos del sumario, no tas invalida, si 
ellas no han sido observadas en la estación oportuna del 
juicio. 

3.° Es justa ta sentencia que condena á diecisiete años y 
medio de presidio al autor de un homicidio perpetrado sin 
circunstancia atenuante ni agravante. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

FALLO DE LA CAMARA FEDERAL 

U Flato, Dfcfewh* 1 4» Nía 

Vistos y considerando : 

Que consta acabadamente en autos, que el procesado infirió 
á Juan Altamirano varias heridas que te produjeron una hemo- 
nagia, á consecuencia de la cual sobrevino la muerte casi inme- 
diata (informe médico de foja lo). 

Q k et testigo presencial Bartolomé I barra, manifiesta que 
m circunstancias que hacía la comida para sus compañeros de 
trabajo, "oyó que Juan Gómez y Altamirano discutían, viendo 
un momento después al segundo que corría perseguido por Gó- 
mez y al llegar á un recado que había tirado en el suelo tropezó 
cayéndose, y entonces Gómez que lo había alcanzado, le impidió 
levantarse para cuyo efecto te agarró una pierna y con el cuchi- 
tío que llevaba en ¡a mano, comenzó á hundírselo varias veces en 
esta, y por último le produjo una herida penetrante que te sec- 
c<onó las arterias y lo dejó. 

"Hubiera ido él (el declarante) en socorro de Altamirano, 
pero Gómez se lo impidió/pues decía que al que se acercara lo 
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iba á pelear". Et herido falleció á la media hora más ó menos, 
según cree, á consecuencias de la hemorragia. Gómez no estaba 
ebrio* estaba fresco. 

Que el testigo presencial también, Pedro Gómez, narró más 
ó menos de la misma manera la brutal escena : "oyó (¿le una 
persona le decía á otra "no te caigas maula", que en la creencia 
que estuvieran peleando se levantó y se asomó viendo que Juan 
Altamirano corría perseguido por Juan Gómez, el cual esgrimía 
una cuchilla en la mano: Altamirano al correr tropezó contra un 
recado que había tirado en el suelo y se cayó no habiéndole da- 
do tiempo Gómez á que se levantara, pues lo había agarrado de 
una pierna y comenzó á clavarle el cuchillo en ella, Al ver esto 
le gritó á Gómez que no hiciera esto. . . y entonces Gómez lo 
tiejó. 

El herido pudo incorporarse y penetrar en la carpa, pero no 
pudo prestarle auxilio, porque Gómez, que estaba en la puerta, 
se lo impidió cuchillo en mano. 

Según el testigo. Gómez estaba fresco. 

Que por su parte, Santos Quinteros, que también presenció 
la escena, manifestó que estándose lavando tas manos Attamira- 
no, se le acercó Gómez y le dijo "quieres que te pague los vein- 
ticinco pesos que te debo" : respondiéndole Altamirano: "no 
hombre", si yo no te cobro nada y seguidamente y en vista de la 
actitud amenazante de Gómez comenzó á correr Altamirano, te- 
niendo la mala suerte de caer tropezando con un recado que ha- 
bía en el suelo; Gómez llegó entonces y agarrándole de una pier- 
na comenzó á darle de puñaladas, hasta que !o dejó, en virtud 
de los gritos que tanto él (el declarante) como sus compañeros 
\t daban". 

Que está constatado por los testigos mencionados que el 
victimario se encontraba fresco y no ebrio como lo asegura has- 
ta el punto de no recordar nada". 

Que el procesado declara que no había tenido discusiones 
nunca ni era deudor de la víctima, habiéndose siempre llevado 
bien, reconociendo el cuchillo cuerpo del delito, como de su pro- 
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Que el hecho llevado á cabo por el procesado está castigado 
por el articulo 17, inciso delitos contra la vida,, ley de refor- 
mas del código penal, con la pena de diez á veinticinco años de 
presidio. 

Que no existe circunstancia alguna atenuante á favor, ni 
agravante en contra del procesado, toda vez que no se ha justifi- 
cado por la acusación que el cuchillo tan común y necesario pa- 
ra las faenas campestres, sea arma prohibida por los reglamen- 
tos y toda vez que tampoco ha obrado con alevosía. Ella sólo 
existe cuando en el ataque imprevisto ó inesperado no se ha he- 
rido á la víctima de frente sin previas maniobras para inspirarle 
confianza. En el caso se ha herido brutalmente de frente pero 
sin maniobras que asegurasen la impunidad. 

Por las consideraciones expuestas, se modifica la sentencia 
apelada con costas imponiéndose la pena de diecisiete años y 1 
medio de presidio, y sus accesorios legales. 

Devuélvase para su cumplimiento, si no fuese apelada esta 
resolución. 

Marcelino Escalada. — Joaquín Carrillo. 
— Leónidas Zavalla. 

'4 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

Las deficiencias de forma que el defensor del procesado an- 
te el inferior» presenta con intención de desvirtuar la sentencia 
condenatoria de la primera instancia, recurrida oportunamente, 
no bastan en mi sentir, para neutralizar las constancias de autos, 
y justificar !a absolución del procesado que pretende la defensa, 
foja 26. 

El cuerpo del delito está perfectamente constatado por las 
pruebas directas y concordantes, que encuadran dentro de las 
exigencias de ta ley. 
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Los testigos están contestes sobre las circunstancias del he- 
cho, siendo escasa la importancia de su falta de ratificación ante 
el juez, por existir la ratificación de! procesado mismo, quien á 
hi 8 sin negar el hecho ni desconocer que el arma homicida era 
la suya, se ratifica, con todos !os caracteres de una confesión, á 
fs. 13 vuelta y por ante e! juez. 

Las condiciones personales han sido constatadas y conoci- 
das de visu por los testigos, la autoridad policial y el mismo juez 
Mn que !a sospecha más remota de una anormalidad, que ni ha 
sido alegada por su primitivo defensor, diera lugar á trámites 
tendientes á constatarla. Es de notarse en cuanto á la atenuante 
de embriaguez alegada por el procesado y su defensor, que ella 
nc sólo no ha sido probada, — apesar de estar el proceso abierto 
á prueba, por la providencia de fs. 18, — sino que los testigos es- 
tán contestes en que Gómez estaba fresco cuando cometió el 
hecho. 

En tales condiciones justificada está la conclusión de la sen- 
tencia recurrida cuando no admite tal atenuante, y cuando no 
encontrando tampoco agravante en el caso, aplica al procesado 
T a pena de diecisiete anos y medio de presidio y sus accesorios, 
<r,ue es la que en el caso sub judice procede estrictamente. 

En tal concepto, por lo dicho y fundamentos de la senten- 
cia recurrida de fs. 30, pido á V. E. su confirmación. 

Julio Boiet. 

FAMJO de la corte suprema 

Bumoi Aira, AfefH 4 dt MI. 

Vistos y considerando : 

Que está comprobada en estos autos la existencia^ del delito 
de homicidio de Juan Altamirano, perpetrado el día 1. a de Mayo 
de 1909 en Intendente Alvear, jurisdicción del territorio de la 
Pampa Central, según resulta de las pruebas materiales «le su 
perpetración que se contienen en el sumario instruido con tal 
motivo. Diligencia de fs. 1 á fs. 11. 
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Que resulta asimL no comprobada la responsabilidad del 
procesado como autor de t íte delito, cometido, según lo declaran 
uniformemente los testigos que lo presenciaron, sin provocación 
de parte de la victima, á la que no fué posible prestarle ningún 
auxilio antes de su fallecimiento, ocurrido pocos momentos des- 
pues de ser herido, por impedirlo el procesado en actitud amena- 
zante. — Declaraciones de Bartolomé 1 barra, fs. 2 vuelta á fs. 4; 
Pedro Gome*, fs. 4 vuelta á fs. 5 ; Santos Quinteros, f s, 5 vuel- 
ta ; y reconocimiento pericial de fs. 8. 

Que el procesado en su declaración de fs. 8 y 9, ratificada 
ante el juez de la causa, á fs. 13 y 14. ha reconocido como de su 
propiedad el cucliillo con que fué herido Altamirano. y manifes- 
tado que conocía á éste desde pocos días por ser su compañero 
de trabajo, agregando, que nunca había tenido con él discusio- 
nes, circunstancia que tiende á confirmar lo expuesto por los 
testigos presenciales del hecho, en sus declaraciones citadas, en 
cuanto á la falta de provocación. 

Que por lo que respecta á la falta de ratificación de las de- 
claraciones de los testigos del sumario, es de tenerse presente 
ellas no han sido observadas en la estación oportuna del juí- 
cotno pudo hacerse, por la defensa, con arreglo á lo dispues- 
to por el artículo 484 del código de procedimientos. 

Que el ministerio fiscal no ha interpuesto recurso alguno con- 
tra la sentencia de fs, 30. pronunciada por la cámara federal de 
apelaciones, en cuanto modifica el máximum de la pena impuesta 
al reo por el in ferior. con arreglo á lo establecido por d articulo 
17, inciso l¿ de la ley de reformas al código penal, no existien- 
do, tampoco, mérito para disminuirla. 

Por ello, y sus fundamentos, se confirma la sentencia de 
f s. 30 con costas. 

Notifiquese original y devuélvanse estos autos. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio ,— L. López — 
Cab anillas. 
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CAUSA XXVI 

Ferrocarril central Argentino en autos con Itttrraspe dono) Do- 
lores R. de, sobre daños y perjuicios.— Recurso de hecho 

Sumario: i,° El término para interponer el recurso extraordina-* 
rio del articulo 14 de la ley número 48, señalado por el ar- 
tículo 208 de la ley nacional de procedimientos, es fatal y 
corre aunque medie un pedido de aclaración ó rectificación 
de algún error. 

2.* Un pronunciamiento sobre el pago de las costas del 
juicio, derivado de la aplicación de tas leyes de forma (no 
autoriza la interposición de dicho recurso. 

Coso: Resulta del siguiente: 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

hMN Airo, AMI II * IML 

Autos y vistos : 

El recurso de queja por apelación denegada interpuesta por 
la empresa del ferrocarril Buenos Aires y Rosado contra sen- 
tencia pronunciada por la cántara federal de apelaciones del Pa- 
lana en la causa promovida por doña Dolores R. de Iturraspe y 
otros, sobre indemnización de daños y perjuicios. 
Y considerando: 

Que como consta en los autos remitidos á esta corte la sen- 
tencia definitiva de la cámara federal de apelaciones del Pa- 
raná, notificada en 31 de Diciembre de 1909, fué apelada para 
ante esta corte en 15 de Febrero de 1910, ó sea fuera del térmi- 
no señalado por el artículo 208 de la ley nacional de procedi- 
mientos, como se hace constar en la resolución de fs. 234 dene- 
gatoria del recurso, 

Que ese término es fatal y corre aunque medie un pedido 
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de aclaración ó rectificación de algún error, según lo decidido en 
casos análogos. 

Que, además, es de agregarse, que un pronunciamiento so- 
bre el pago de las costas del juicio derivado de la aplicación de 
las leyes de forma, no puede autorizar la interposición del recur- 
so extraordinario previsto en el articulo 14 de la ley número 48 
como ha sido resuelto en la causa que se registra en la página 
416, titulo 103 de los fallos de esta corte. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. 

Notifiquese con el original y repuesto el papel archívese, 
devolviéndose los autos principales con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. R Daract,— 
D, E. Palacio. — L. López. — 
Caban illas. 



CAUSA XXVII 

Wanlers don Carhs contra Franca dan Juan y Galiyniana 
Segura t i doctor Carias, sobre escrituración 

1 ■ ■ 

Sumario: La demanda tendiente á obtener la escrituración de un 
contrato privado, importa el ejercicio de una acción perso- 
nal, y su conocimiento corresponde, por lo tanto, al juerdel 
lugar indicado explícita ó implícitamente para la ejecución 
de! contrato. 

Caso : Lo explican las piezas siguiente : 
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FALLO DEL JUEZ DE I * INSTANCIA DE LA CAPITAL 

Bwwi Aira. Noviesbra 2 U IftfO. 

Y vistos : 

Estos autos sobre competencia promovida por el señor juez 
de i." instancia á cargo del 2.* juzgado de letras en lo civil, co- 
mercial y minas de la ciudad de Mendoza, en la demanda instau- 
rada por don Carlos Wanters para que se obligue á reducir á es- 
critura pública un contrato que tiene firmado con los señores 
Juan Franco y Carlos Gatigniana Segura. 

Y considerando : 

Que la acción deducida por el demandante señor Wanters 
es una acción personal como es la obligación de hacer, ó sea, re- 
ducir á escritura pública el contrato de h. 3. arts. 1 185 y 1 187 
de! código civil. 

Que ejercitándose una acción personal, esta puede ser exigi- 
da á efección del demandante en et domicilio del demandado, 
etc., párrafo 4. a del artículo 4.* del código de procedimientos. 

Que según el contrato de f s. 3 tanto el actor como los de- 
mandados han establecido sus 'domicilios en esta capital y cons- 
ta de autos que don Juan Franco y el doctor Gatigniana Segura 
residen, en esta ciudad con la particularidad de que efl Menor 
Franco ha recibido en persona la cédula en el domicilio de sig- 
nado en el contrato como puede verse á fs. 14 vuelta. 

Que en el caso tub judice no se trata de exigir el cumpli- 
miento del contrato ó de alguna de sus cláusulas como equivoca- 
damente á juicio del proveyente, lo establece el señor juez de 
Mendoza en su primer considerando del auto cuya copia obra á 
fs. 31, sino de una acción personal que no se pone en tela de jui- 
cio el contrato misma 

Que tampoco puede tomarse en consideración la argumen- 
tación hecha por el señor juez requirente, de que el contrato ce- 
lebrado entre Franco y el gobierno de Mendoza se ha fijado 



aquella ciudad como domicilio para todos los efectos de ese con- 
trato. Y esto sencillamente porque no está en tela de juicio tal 
contrato. 

Que tanto el señor agente fiscal de Mendoza en su dicta- 
men de fs. 39 vuelta, como el de la capital en el suyo de fs. 45 
están de acuerdo en que la cuestión es de competencia del pro- 
veyente, tratando ambos el punto bajo la verdadera faz legal y 
estableciendo que como se trata de una acción personal le corres- 
ponde al juez del domicilio de los demandados. 

Que, por otra parte, esta cuestión ha sido mal promovida 
pues ejerciendo el señor juez de Mendoza y el infrascripto una 
misma clase de jurisdicción, ha debido establecerse la cuestión 
de competencia por declinatoria, ocurriendo los señores Franco 
y Galigniana Segura al juzgado á mi cargo desde que es el úni- 
co medio de que han podido hacer uso, según claramente lo es- 
tablece el articulo 411 del código de procedimientos. 

Por estas consideraciones, fallo; declarando que el conoci- 
miento de este juicio es de mi competencia. Y <lc acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 419 del código de procedimientos ofi- 
cíese al señor juez requirente con transcripción del presente au- 
to manifestándole que dando por formada la contienda de com- 
petencia remita los antecedentes que obran en su poder á la su- 
prema corte» debiendo igualmente remitir estos autos á ese ex- 
celentísimo tribunal, previa reposición de fojas. 

Aureliano Gigena. — Ante nú: E. Insu- 
fiaga. 

DICTAMEN* DEL PR. PROCURADOR CEKEftAL 

Suprema corte : 

A V. E. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
petencia á mérito de lo que dispone el art. 9 inc. d, de la ley 4055. 
Se trata en el caso de una demanda en la que se ejercita la 
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acción personal de escrituración, prescripta por los arts. 1185 y 
1 187 del código civil. Conforme á ello, y no indicándose en el 
documento que sirve de base á la acción el lugar en que debe 
llevarse á cumplimiento, la obligación contraída es de aplica- 
ción ai art. 1212 del mismo código, que prescribe que en tales 
el lugar del cumplimiento del contrato será aqud en que fué 
, hecho. Además, los contratantes, según se ve en el mismo docu- 
mento, constituyeron su domicilio en esta capital y es por tanto 
?nte ios tribunales de la misma que debe perseguir el actor á su 
deudor, según la conocida fórmula jurídica. 

Por ello, pido á V. E. se sirva declarar la competencia del 
señor juez de lo civil de la capital federal, para conocer en este 
juicio. 

Julio Botct. 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

BuCHt Aires. Abril II 4* 1911. 

Vistos para dirimir la contienda de competencia entre eí 
señor juez de primera instancia en lo civil de esta capital y el 
de la ciudad de Mendoza, para conocer del juicio iniciado ante 
i ! primero por don Carlos Wanters contra don Juan Franco y 
ti doctor C. Galigniana Segura, sobre escrituración á que se re- 
fiere estos autos. 

Y considerando : 

■ 

Que las obligaciones contraídas en el contrato mencionado, 
celebrado entre los señores Wauters, Franco y Galigniana Se- 
gura, á que se refiere el documento privado que corre á fs. 3 á 5 
del expediente iniciado ante el juzgado de primera instancia de 
esta capital, debían cumplirse en la ciudad de Mendoza donde 
residen las autoridades de la provincia, ante las que el primero 
<¡* comprometió á hacer las gestiones indicadas en dicho con- 
trato, respecto de las construcciones para un matadero regional 
autorizado por una ley de la misma provincia, obligación que 




aparentemente m bella cumplida según resulta de la escritura 
que corre i f s. 33, cuya* cláusulas coinciden con la del contrato 
de fa. jis* 

Que con arreglo i lo dispuesto por el código civil en los ar- 
tículos 1212, 1313 y sus correlativos, asi como á lo establecido 
por la doctrina que surge de la ley 33 titulo 11 partida 3;*, es 
juez competente para conocer de los pleitos en que se ejerciten 
acciones personales el del lugar indicado explícita ó implícita- 
mente para la ejecución ó cumplimiento de un contrato con pre- 
ferencia al domicilio de los demandados cualquiera que sea las 
prestaciones que se demanden, ya principales ó accesorias, como 
ríeba considerarse la escrituración. 

Que asi lo tiene establecido también esta corte en repetidos 
fallos pronunciados en casos análogos, tomo 62 pág. 269 ; tomo 
02 pág. 380; y tomo 113, pág. 135. 

Por ello, oido al señor procurador general, se declara que el 
señor juez en lo civil, comercial y de minas de Mendoza, tiene 
jurisdicción para entender en esta causa y á quien en consecuen- 
cia se remitirán los autos avisándose por oficio esta resolución al 
señor juez de primera instancia en lo civil de esta capital. Noti- 
fiquese original y repónganse las fojas. 

A. Romejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio, — 
L. López Caban illas. 



CAUSA XXVIII 

Lavarello, Carlos, presidente de la saciedad prácticos de hs rías, 
ett autos con Repetto, Fernando, sobre cobro de pesos. Re- 
curso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso del artículo 14, ley número 48, 
contra una sentencia fundada en la interpretación de la ley 
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especia] del congreso, número 3445, en que apoyó su acción 
el demandado y no el recurrente, actor en el juicio. La men- 
ción del artículo 14 de la constitución nacional, en la parte 
que atribuye á todos los habitantes el derecho de asociarse 
con fines útiles, no hace procedente la interposición de dicho 
recurso si la sentencia no ha desconocido ese derecho. 

Coso: Lo explican las pietas siguientes: 



DICTAMEN mi. SU. PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

El recurso de hecho que se deduce ante V. E. ( no es proce- 
dente, por haber sido bien denegada la apelación extraordinaria 
interpuesta de la sentencia de la excelentísima cámara civil de ta 
capital. 

a) La demanda instaurada por la sociedad prácticos de los 
ríos, versaba sobre el cumplimiento de las obligaciones contraídas 
por uno de los socios, á quien se reclamaba la indemnización 
de perjuicios causados por la violación del convenio pactado, á 
mérito de lo establecido en el contrato respectivo y arts. 1233 y 
correlativo del código civil. El demandado sostuvo la nulidad 
de las cláusulas del contrato firmado, en razón de hallarse en 
contraposición con prescripciones terminantes de la ley civil. 
Las sentencias de primera y segunda instancia, interpretando los 
artículos del código civil invocados por las partes, resolvieron el 
rechazo de la demanda por considerar nula la cláusula del contra- 
to que sirvió de base á la acción. De lo expuesto se desprende que 
el litigio ha versado sobre la aplicación de disposiciones de la le- 
gislación común, cuyo conocimiento está excluido de la jurisdic- 
ción de apelación de V. É. conforme á lo que determina el art. 15 
de la ley 48 (fallo, t. 112, pág. 166). 

b) El recurrente ha alegado por primera vez al interponer 
fu recurso, que la sentencia de la excelentísima cámara contraria 



ei derecho acordado por el art, 14 de la constitución á todos los 
habitantes de la república para asociarse con fines de utilidad 
coman, por cuanto declara que los prácticos no pueden asociarse 
por ser agentes naturales del gobierno nacional, lo que equivale á 
h disolución de la sociedad y en razón de ello, se pretende que el 
recurso extraordinario procede á mérito de lo prescripto, por el 
artículo 14, úic. 3 de la ley 48, y art. 8.° de la ley 4055* Bastaría 
la circunstancia apuntada de haberse aducido por primera vez 
la violación constitucional al interponerse el recurso, para cotí- 
Huir en la improcedencia del misma, con arreglo á la jurispru- 
dencia del mismo, con arreglo á la jurisprudencia de V. E. ( fa- 
llo, tomo 112, pág, 24); pero agregaré para demostrar que tal 
fundamento no está ajustado á los antecedentes de autos. qi*e ni 
la sentencia de primera instancia ni la de la cámara, confirmatoria 
de la anterior, trataron las cuestiones de validez ó invalidez de 
b sociedad, habiéndose limitado á rechazar la acción instaurada 
por indemnizción de daños y perjuicios, lo cual no pudo ser de 
otra manera, atento que *ra !o único que constituyó la litis con- 
testarte. El derecho que han tenido ios prácticos para asociarse 
no ha sido.puesto en cuestión, ni ha existido decisión que to li- 
mite ó restringa, como tampoco se ha desconocido la plenitud 
de la capacidad jurídica de que goza la sociedad demandada, en 
virtud de la aprobación de sus estatutos por el poder ejecutivo, 
v lo único que han resuelto los tribunales inferiores, lia sido la 
legalidad de las convenciones establecidas entre los asociado* 
tara sus relaciones recíprocas, declarando que ella? no se armo- 
nizaban con las prescripciones del código civil. 

Por lo expuesto, pido no se haga lugar al recurso de hecho 
traído ante V. E. 



/tifio Bolct. 
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FALLO DE LA COSTE SVPBEMA 

■ano* AlfM, Abril 30* IMI. 

Autos y visto* : 

El recurso de queja per apelación denegada interpuesto por 
eí presidente de ta sociedad prácticos de los rios, contra sen- 
tencia pronunciada por ta cámara primera de apelaciones en lo 
civil de la capital, en los autos seguidos por aquélla contra don 
Femando Repello sobre sobro de pilotaje. 

Y considerando: 

Que para fundar el recurso previsto en el inc. 3.". art. 14 de 
ía ley de jurisdicción de 14 de Septiembre de 1863, se alega que 
la sentencia de la cámara primera de lo civil ha desconocido un 
Gerecho fundado por el recurrente en el art. 14 de la Constitu- 
ción. 

Que ta acción promovida por la sociedad, tendía á hacer 
efectiva contra don Fernando Repetto, la cláusula 40 del con- 
trato, según la cual "el socio que se retire de la sociedad durante 
el término del contrato (diez años), se obliga á no ejercer la 
profesión de práctico en competencia con la misma, bajo pena 
ó multa de 10,000 $ m|n., sin perjuicio de perder todo derecho 
al fondo social, que le correspondiera, y se fundaba en las dis- 
posiciones de los arts. 1231 y 123a del código civil (fs. I y 17 de 
los autos remitidos por vía de informe). 

Que si bien en la expresión de agravios (si 124 vuelta y 125 
vuelta) se ha hecho mención del art. 14 de la constitución que 
atribuye á todos los habitantes el derecho de asociarse con fines 
útiles, ese derecho de los prácticos no ha sido desconocido, limi- 
tándose la sentencia á declarar que la estipulación consignada en 
la cláusula 40 citada estaba en oposición con el art. 4.* de la ley 
número 3445, y por ello carecía de todo valor, con arreglo al 
articulo 18 y sus concordantes del código civil. 




Que ta decisión te lia fundado asi en la inteligencia dada á 
la ley número 3445 en que fundó su derecho el demandado y no 
el recurrente, y en la interpretación y aplicación de tas disposi- 
ciones del código civil ajenas al recurso extraordinario inter- 
puesto (art 15 ley ñnm. 48). 

por ello» y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara bien denegado el recurso. Notifiques© 
con el original y repuesto el papel, archívese, devolviéndose los 
autos remitidos por vía de informe con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — D. E. Palacio. 
L. López Cabanillas. 



CAUSA XXIX 

Gorgón Ramírez, contra ¡a Provincia de Mendosa, sobre 

reivindicación 

Sumario : l* limitación de la demanda primitiva, á una mayor ó 
menor proporción ideal, por derecho propio, de un patrimo- 
nio indiviso que se trató de reivindicar á título de sucesor -de 
coherederos y que dió lugar á una declinatoria de jurisdic- 
ción deducida por el demandado y aceptada por el tribunal, 
no altera la naturaleza misma de la acción instaurada en di- 
cha primitiva demanda, y no ofrece, por consiguiente, fun- 
damento bastante para una resolución en sentido contrario 
a la pronunciada aceptando la declinatoria. 

Caro: Resulta de las piezas siguientes: 



■ 
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DICTAMEN DEL Sr. PS (XI IRADO* GKHElAL 

• i 

Suprema corte: 

La ampliación de ta demanda no es procedente en el caso 
sub jttdicf, desde el momento que la excepción de incompetencia 
alegada por el demandado ha sido admitida, y por tanto V. E. 
no puede continuar conociendo del pleito promovido. Al autori- 
zar el articulo 58 de la ley de procedimientos federales á mudar 
ia acción entablada, antes que la demanda sea contestada, se re- 
fiere evidentemente 4 la presentación del demandado al juicio, 
aesde que operado este hecho, el actor queda ligado al procedi- 
miento marcado por la ley, sin poder apartarse de sus trámites 
ni desconocer las resoluciones que se dicten. 

Por otra parte, subsistiendo una de las consideraciones que 
sirvieron de base á la resolución de fs. 47, cual era la de existir 
pleitos pendientes ante los tribunales de la provincia de Mendo- 
za, sobre reivindicación del mismo patrimonio reclamado en este 
juicio, es admisible la ampliación á la demanda que se formular 
t:i atención 4 los fundamentos de la incompetencia que ha sido 
declarada. 

Por ello y por las razones expuestas en los casos análogos de 
¡os fallos del 713, pag. 407 : l 4, pág. 44&, y 18, pág- 79, pido 4 
V. E. se sirva mantener la resolución de fs. 47. 

Jubo Bottt. 



PALLO DE LA CORTE SUPtEMA 

wwmm Jüm, asín m m «" o> 

- ♦ 

Vistos y considerando: 

Que, terminado por la resolución de esta corte, corriente 4 
i s. 47, el incidente sobre declinatoria de jurisdicción promovido 
por la parte demandada, e! ador ha modificado en el escrito de 

O) Vüst 1» * ***** *** t*p*m m ü tjp» cap, Ht- »• 



foja» 51 sit anterior demanda, limitando ahora el ejercicio de la 
acción reivindicatoría instauróla, á tos solos derechos que le co- 
rrespondan por titulo propio, en su calidad de heredero directo 
y legitimo de don José de Suso, y no ya como sucesor de los co- 
herederos que mencionó á f s, 3. 

Que permitiendo el articulo 58 de la ley número so, mudar 
la acción entablada antes que la demanda sea contestada, el ac- 
tor hállase en tiempo hábil para ejercitar tal facultad, pues, el 
demandado, al oponer la excepción dilatoria de incompetencia de 
jurisdicción antes mencionada, expresamente manifestó que pro- 
movía tal artículo previo, "sin contestar el traslado corrido, y 
*:« que en el ínterin le corriera término para ello", fs, 31— lo que 
armoniza con las reglas de procedimiento, según las cuales la 
contestación de la demanda es la que formaliza el cuasi-contrato 
de la litis contcstaiio, que fija ¡os términos de la discusión y no 
puede ser alterado por una sola de las partes. 

Que por lo que hace al fondo de la nueva articulación de in- 
competencia promovida á fs. 56, debe tenerse presente que la ma- 
yor ó menor porción ideal en el patrimonio indiviso antes recofc 
dado, que es á la que, en definitiva, quedó reducida la modifica- 
ción de la demanda de fs. 3, no altera la naturaleza misma de ta 
acción instaurada, ni puede dar lugar á una resolución contraria 
á la de f. 47. desde que esta nueva forma de la demanda deja sub- 
sistente siempre la consideración final de dicha decisión, á saber, 
que según lo manifestado por el demandante á fs. 6 vuelta ante 
los tribunales de la provincia de Mendoza, existen pleitos pen- 
dientes sobre reivindicación del mismo patrimonio indiviso to 
rrespondiente al título de don José de Suso del año 1798 . 

Que. según esas manifestaciones del actor, los coherederos 
que siguen pleitos en Mendoza, son los sucesores de doña Rosa 
de Suso, viuda de Estrella, y como» no se ha probado en forma 
alguna que dichas instancias hayan fenecido por perención, de- 
sistimiento ú otra causa legal, las consideraciones de orden jurí- 
dico que este tribunal tuvo en vista para declarar que no proce- 
día el fuero originario de corte, en demandas contra una provin- 
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c : a, cuando existían pleitos pendientes ante los tribunales de Va 
misma, promovidos por otros coherederos vecinos de dicho esta- 
do, quedan en pie, y no pueden ser enervadas por la referencia 
que se hace á fs. 65 al fallo del tomo 10a, fs. 250, que decidid 
una situación jurídica distinta de la presente, tanto por la natu- 
taleza del derecho invocado como por la propia finalidad de la 
acción allí ejercitada. Fallos, tomo 13, pág. 487; 14, pág. 446,7 
18, pág. 79. 

Por elto. y de conformidad con lo pedido por el señor procura- 
dor general, se declara que esta corte es incompetente para cono- 
cer de la presente causa, con costas al actor. 

Notifique se con el original, repóngase el papel y archívese. 

A, Bermejo. — Nicanoi G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
L. López Casan illas. 



CAUSA XXX 



Recurso extraordinario deducido de hecho por Dolores A. de 
Muñas en autos con Fernández Amadeo, sobre filiación na- 
tural. 

Sumario : No autoriza al recurso extraordinario del artículo 14, 
ley número 48. la cita de una cláusula de la constitución 
nacional, hecha en un pedido de aclaratoria de una senten- 
cia que se limita á interpretar y aplicar disposiciones del có- 
digo civil. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sl\ PROCURADOR GENERAL 

Suprema corte : 

lm antecedentes del recurso directo que se trae á conoci- 
miento de V. E. son los siguientes: dictada sentencia definitiva 
par !a suprema corte de justicia de la provincia de Buenos Aires 
en el juicio seguido por don Amadeo Fernández contra la suce- 
sión de don Amadeo Muñoz, sobre filiación natural, la parte ac- 
tor* dedujo ante el mismo tribunal recurso de reposición, por 
haberse omitido un pronunciamiento sobre algunas de las cues- 
tiones debatidas; este recurso fué declarado improcedente, y 
contra el auto respectivo, la misma parte interpone el recurso 
extraordinario, el que fué desestimado igualmente, por lo que se 
recurre de hecho ante V. E. 

Ahura bien, es indudable, que el mencionado recurso cx- 
ttaordinario ha sido bien denegado por la suprema corte provin- 
cial, atento lo que disponen los artículos 6 de la ley 4055 y sus 
ccrrelativos artículos 14 y 15 de ta ley 48. 

a) La resolución contra la que el recurrente interpone el re- 
curso no es una sentencia definitiva, por cuanto 110 ha sido ella 
la que puso fin al pleito, sino que éste quedó terminado con el 
fallo anterior» el cual quedó consentido por la parte vencida á 
los efectos del recurso extraordinario (Fallo tomo III, pág. 
109). 

La expresada resolución se ha limitado á aplicar una dispo- 
sición del código de procedimientos de la provincia, que no pue- 
de caer bajo la jurisdicción de apelación de V. estando reser- 
vada su aplicación á los tribunales locales (Faltos tomo 112, 
pág. 26 y cita anterior). 

c) La invocación del articulo iS de la constitución fuera de 
ser extemporánea» por cuanto dicha cláusula no ha sido materia 
del debate, no se ha aducido de tal manera que el fundamento 
de la queja aparezca de ios autos y tenga una relación directa é 
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inmediata con fas garantías aseguradas por aquella disposición 
(Falto tomo 109, pág. 8a), 

Per lo expuesto y jurisprudencia citada, pido 4 V. E. se de- 
clare bien denegada ta apelación deducida. 

tio Bm*t. 



PALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Atas, Abril 31 to iffli 



Autos y vistos : 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesta por 
el representante de doña Dolores A. de Muñoz, contra sentencia 
pronunciada por ta suprema corte de justicia de la provincia de 
Buenos Aires, en los autos seguidos por don Amadeo Fernández, 
sobre filiación natural. 
Y considerando: 

Que para quedar el recurso deducido para ante esta corte, 
se han alegado las disposicioens de los incisos 2 * y 3. , artículo 
14 de ta ley numero 48. 

Que la sentencia apelada se ha limitado á interpretar y apli- 
car los artículos 335 y 33a del código civil, lo que no puede au- 
torizar el recurso extraordinario interpuesto según lo dispuesto 
en el artículo 15 de la ley nacional citada. 

Que tampoco puede autorizarlo ¡a invocación del articulo fb 
de ia constitución, hecha después de pronunciada la sentencia de- 
finitiva de la suprema corte de la provincia, con arreglo á lo 
reiteradamente resuelto, en casos análogos, pudiendo agregarse 
que e! auto recaído al pedido de aclaratoria en que se ha citado 
c¿a disposición constitucional, se limitó á resolver que aquella 
era improcedente. 

l 'jr ello y de conformidad con ol dictaminado por el señor 
procurador general, se declara bien denegado el recurso. 

Notifiquen con el original y repuesto el papel, archívese, 
devolviéndose los autos principales con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA XXXÍ 

Futo tt&nonal t&ntta fw rotar rü Códobo y Rosario, por defrau- 
daren o iu rento aduanera. Sobre inhibitoria 

Sumario: No ;* aplicable lo dispuesto en el artículo 3/ de la ley 
número á las cama- cuya tramitación ha concluido con 
el llamamiento de autos y están en estado de sentencia en la 
cámara tedero! dei Paraná. 

Caso ; Lo explican Tas piezas siguientes ; 

«solución av. la cámara federal 

ftwario, Novitahrt 15 de JJHO. 

VUtos y considerando: 

Que el articulo 3 * de !a ley número 7099. de fecha 27 de 
Septiembre próximo plació, dir-pone "que los juicios que á la vi 
gencia de esta ley se iinlicn en tramitación ante la cámara fede 
ral >1e ape'acinne* del Paraná elevados de los juzgados federales 
de Santa serán remitido* á la cámara federal de Rosario", 
e de lo- término- del artículo 24 de la ley número 4055. 
¡yo régimen \rá sido cicada esta cámara, y de la interprc- 
dada al mismo por la suprema corte al practicar, en aque- 
■don, !a repartición de io?asuntos entre las diversas cama* 
i fedérate*, resulta une debe entenderse que una causa está ei 
itación hasta ponerse en atado de dictar sentencia y no dev 
pur« de este estado . 

Que dn lo informado por la excelentísima cámara federal de- 
Paraná resulta que la causa de que se trata se halla en estado de 
dictar semencia denle Febrero próximo pasado, ó sea desde va- 
rios meses antes de la vigencia de la ley número 7099 y, por tan- 
to, no e- de aplicación lo dispuesto por el artículo 3.* de la 
ftrisma. 

Por esUt 110 he hace lugar á la inhibitoria deducida. 
Transcríbase, repóngase, notifique se y archívese en su caso. 

Nicolás Vera Barros. — José del Barce. 
/• P. Luna, 
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DICTAMEN DEL Sf. PROCURADOR GENERAL 

iuenot Aire*. Febrera 11 de 1M1. 

Suprema i arfr: 

£1 artículo 24 Je la ley 4055. bajo cuyo régimen se creó por 
la ley 7009 la cámara Metal de apelación del Rosario, estibio 
cía qiifi la? causas en trámite ante la suprema corte, se distribui- 
rían para su resol uci.'n «ntre las mismas cámaras que se creaban, 
y que !a-t causas pendiente? del ta-io de la corte serían decidid» 3 
por !a n>i?:ma. Esta disposición acataba la distinción corriente 
en procedimientos, entre cansa* 011 tramitación y causas en es a- 
do di: sentencia. confortando que llegan á este estado a<juer.»s 
en !a? que « ha clausurado toda discusión, y el tribunal se avo- 
ca, m esiud?o para dictar el failo, f.t artículo 3." de la citada ky 
ba admitido el principia* el filmante sobre el punto, y al í¡ ; í- 
po;i?r <jue pasaran á ía cámara -leí Rosario los juicios que se ha- 
llen en tramitación ante la cárr.aia del Paraná, lia entendido re» 
ferír^e á ¡a* :au^a* en i|ue aun tío se habían clausurado los trá- 
mites legales 

L j ot !c expuesto, pico á V. E. se confirme la resolución ape- 
lada. 

Julio Boict. 

FALLO DE LA CORTE SI TREMA 

Bueno* Aires, Abril 35 de 1911. 

Visto? y considerando: 

Q\m con arreglo á lo t:-tabW¡t*u por la ley número 7099 que 
ha crei'lo en la ciudad del Iú->a:io una cámara federal de ape- 
laciones bajo e! '¿gimen de !a ley 4'. 55. los juicios que á la vigen- 
cia de dicha icy se halkn en tramitación ante la cámara del IV 
raná, elevados „n ipetación ;ior ¡o* juagados federales de Sania 
Fe, deben ser resueltos por la primera de dichas cámaras. 




Une ta etu» He que * trata, ifguída por el fisco contra el 
ferrocarril Córoob* y Rosario, |x ,T supuesta defraudación i ta 
renta aduanera, no se encuentra en las condiciones referidas, por 
faberse concluido su tramitación, y estar en estado de sentencia, 
¿ cuyo fiii se ha hectio el llamamiento de autos por la cámara del 
Paraná, por resolución ejecutoriada con anterioridad á la fecha 
<íc la vigencia de la citada ley número 7099, 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado y pedido por 
e! señor procurador general, y sus fundamentos, se confirma la 
resolución apelada de fs. 19. 

Notifíquese original, y devuélvase, debiendo reponerse las 
íojas ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicaxor G. del 
Solar, — M. I*. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 



CAUSA XXXII 

Criminal contra Alberto Rodrigues y José Sacs, por homicidio 

Sumario : r.* Es justa la sentencia que impone la pena de veinti- 
cinco años de presidio al autor de un homicidio, mediando la 
circunstancia atenuante de la ebriedad parcial voluntaria y 
las agravantes de los incisos 2.*, 10 y 13 del articulo 84. có- 
digo penal ; y condena at cómplice á ocho años de presidio. 

2." Toda manifestación de un procesado en la que se re- 
conoce como autor, cómplice ó encubridor de un delito ó de 
una tentptíva punible, surte los efectos legales de una con- 
fesión siempre que reúna las circunstancias ó requisitos que 
en et código de procedimientos en lo criminal se determinan. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



r.i-,"*«r* 
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SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 




U Pi»¡a, ttovfmbft » de ISKL 

Vistos y considerando: 

Que hay prueba legal bastante en autos, para decidir 
los procesados Rodríguez y Sáei t han tenido la participación qi 
más adelante quedará establecida, en el homicidio de Alfonso 
On fuentes, el cual, según el certificado médico corriente i fs.... 
expedido bajo juramento, falleció á consecuencia de las heridas 
que en él se describen y que le fueron inferidas la noche del día 
C de Mayo de 1908. 

Que del estudio de los autos, el trágico suceso, pasó de la 
siguiente manera : 

Llegaron á ta casa de Cin fuentes en momentos que éste 
encontraba en ta cocina, con su mujer, suegra y dos sobrinos 
ñores de edad, dos desconocidos, los cuales solicitaron 
pues acababan de Hegar de Chile, después de un viaje penoso* . 

£1 dueño de casa les manifestó que no tenia bebidas, pero 
ene los invitaría con algunos mates: se puso á calentar agua, 
"Momentos después y mientras Cinfuentes se incorporaba para 
arreglar el fuego, uno de los desconocidos (Rodríguez, según 
£áez), con el banco en que se hallaba sentado y que le había 
do proporcionado por el dueño de casa, le asestó dos golpes 
la cabeza", dando con el desdichado Cinfuentes en tierra, 
este ataque imprevisto las mujeres y los niños salieron "despa- 
voridos para el campo", Rodríguez salió también atrás, detuvo 
á I2 suegra de Cinfuentes, no sin antes lesionarla, entregándola 
á Sáez para que la retuviera, mientras él volvía á 1 acasa para 
acabar de ejecutar su fúnebre tarea. 

Sáez asegura que Rodríguez le obligó á detener á la señora 
y volvió en busca del dueño de casa, sintiendo que aquél se la- 
mentaba y entonces abandonó á la señora y disparó al campo". 

Iva esposa y suegra de Cinfuentes, corroboran la exposición 
«le Sáez, en cuanto á la primera parte del incidente. La suegra de 




Cinfuentes manifiesta que fue detenida, cuando huía al campo» 
por uno de los sujetos, el cual cuchillo en mano, entregándola en 
calidad de detenida al compañero, el cual la sostuvo de los bra- 
zos para que no se moviera. Entretanto, agrega, el otro proce- 
día á "ejecutar á su yerno, abandonándola momentos después, 
en que aprovechando las circunstancias y hallándose sola, se eva- 
dió refugiándose en el Cerro Negro, donde permaneció toda la 
noche". 

La esposa de Cinfuentes. huyó también al Cerro Negro, pa- 
sando toda la noche, hasta que al aclarar, volvió á la casa, ha- 
llando á su esposo hecho ya cadáver. . ." 

Ante la autoridad policial, Sáez declaró que fué Rodríguez 
ouien le asestó á Cinfuentes dos golpes con el cajón que le ser- 
vía-de banco, dando con él en tierra, visto lo cual salió él "dHf- 
pavoritlo al campo con las señoras" y que en efecto detuvo á la 
Miegra de la víctima, "porque Rodríguez lo amenazó con asesi- 
narlo si asi no lo hacía". 

Pero ante el juez á que rectifica la manifestación, diciendo 
que firmó la declaración, porque el comisario lo tuvo en la ba- 
ira. . . El dia y noche del suceso lo había pasado en su casa y el 
siete por la mañana fué apresado en momentos que se levantaba. 

POÍ su parte, Rodríguez, ante la autoridad policial, declara 
que recuerda como en un sueño haber tenido una lucha con Cin- 
fuentes» pero ignórala si había podido herirlo, pero que Sáez 
podía "dar mejores datos". Si se había ocultado en el Cerro fué 
porque no pudo "llevarle el caballo á su patrón y tenia miedo 
iiue lo castigara. . . y esperaba la noche para ir en busca del ca- 
ballo..." 

Que según el artículo 319 del código de procedimientos, no 
es válida la retractación de Sáez, porque no ha ofrecido pruebas 
sobre hechos decisivos que justifiquen haberse producido la con- 
fesión que se acaba de extractar, oprimido por medios violentos, 
y por consiguiente para graduar su culpabilidad del» estarse á 
su manifestación ante la autoridad policial, corroborada por los 
medios de que usó la investigación. 
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Que por lo que respecta á Rodríguez, prescindiendo de la 
manifestación de su coprocesado, las declaraciones de ta esposa 
Y suegra de Cin fuentes, así como los indicios acumulados en la 
causa, convencen que él es autor principal del homicidio de Cin- 
tílente*. 

Pero no es esto soto: existen en autos constatados presun- 
ciones é indicios que acusan á Rodríguez, y que son varias, pre- 
cisas, graves y concordantes: a) Confiesa que estuvo en casa de 
Cinfuentes dejando allí el caballo y yéndose á pie á Cerro Ne- 
gro; b) Fué capturado á legua y media del paraje del suceso, hi- 
riendo á Arias que quiso capturarlo, junto con otros vecinos, por 
creerlo autor del homicidio; c) Andaba con cuchillo y no ha po- 
dido explicar satisfactoriamente su paradero; d) El día del su- 
ceso se le vió llevando á Sáez á la grupa; e) Calzaba alpargatas 
<¡ue se han encontrado manchadas en sangre, cuya sangre atri- 
buye al hecho de haber carneado un chivo dos dias antes. 

Que siendo todo ello así, el homicidio de Cinfuentes está ca- 
lificado y penado en el artículo 17. inciso i. q , delitos contra la 
vida, ley de reformas al código penal, con la pena de diez á vein- 
te años de presidio, la cual debe aplicarse en su término medio, 
aumentándola ó disminuyéndola, según existieren ó no circuns- 
tancias atenuantes ó agravantes. 

Que concurren en et hecho la circunstancia atenuante de 
ebriedad parcial voluntaria (inc. 7.° del articulo 83 del código 
penal) y las agravantes de los incisos 2.\ 10 y 13 del articulo 84 
ce) citado código, ejecución de noche, alevosía y abuso por supe- 
rioridad de fuerza ya que Cinfuentes era un anciano de setenta 
años. 

Que Rodríguez debe ser considerado como autor principal, 
con arreglo al criterio establecido en el artículo 21 del código pe- 
nal, y Sáez como cómplice (art. 32), por haber cooperado á la 
ejecución del delito por acto simultáneo, cual es el de haber dete- 
nido á la suegra de ta victima, dando tiempo y ocasión á Rodrí- 
guez para que consumara el hecho. 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de la sen- 
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tencii «pelada, se confirma esta con costas, debiendo el procesa- 
do Sáez, con arreglo al artículo 62 del código penal, sufrir ta 
condena en la penitenciaria (i). 

Devuélvase para su cumplimiento. 



i* 



Marcelino Escalada. — Joaquín Carrillo. 
— Leónidas Zozalla. 
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bhch« Airo, Abm adtiwi. 

Vistos y considerando: 

Que está probado el delito de homicidio perpetrado en la 
persona de Ildefonso Cinfuentcs en las primeras horas de la no- 
che del seis de Mayo de mil novecientos ocho, en su propia casa, 
situada en el departamento de Chos-Malal, del territorio nacio- 
nal del N cuque», según lo acreditan las declaraciones de fojas 
7 vuelta, 9, 10, 11 y 12, certificado de defunción de fojas 34, y 
demás elementos de prueba que aparecen en el sumario instruido 
con tal motivo. 

Que la responsabilidad de los procesados Alberto Rodríguez 
> José Sáez, como autor de este delito el primero y su cómplice 
c! segundo, resulta, igualmente, de los antecedentes de la causa, 
relacionados en la acusación fiscal de fojas 85 y de los que se 
hace mérito en la sentencia de fojas 1», confirmada por la cá- 
mara federal de La Plata á fojas 137, así como de la propia con- 
fesión de Rodríguex y de ta de Sáet en sus declaraciones de fo- 
jas 39. 3» - 3* y 43- 

Que con arreglo i lo dispuesto por el código de procedimien- 
tos en lo criminal, toda manifestación de un procesado, por la 
cuat se reconoce como autor, cómplice ó encubridor de un detito 



c de una tentativa punible, surte los efectos legales de una con- 
fesión siempre que reúna las circunstancias ó requisitos que en 
el mismo código se determinan, artículos 316 y jai. 

Que en este caso se encuentran las declaraciones prestada» 
por los procesados en el sumario de prevención, pues no se ha 
justificado, ni intentado justificar contra ellas circunstancia algu- 
na que pudiera destruir el valor probatorio que debe acordárseles» 
nn obstante haber sido prestada ante las autoridades policiales de 
Chos-Mala), las que, con arreglo í las prescripciones del mismo 
código de procedimientos, tienen la atribución y el deber de in- 
tervenir en todos los delitos y crímenes que se cometan en el tugar 
de su jurisdicción, instruyendo el sumario correspondiente sóbre- 
los hechos ocurridos y proceder á la detención de los presunto* 
culpables. Arts. 183, 185 y 195. Fallos, tomo 97, págs. 305 y 384- 

Por ello y fundamentos concordantes, se confirma ta sen- 
tencia apelada de fojas ciento treinta y siete, con costas. Notifi- 
quesc original y devuélvase, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lope* 
Cagan illas. 



CAUSA XXXIII 

Leandro García contra la Provincia de Buenos Aires 
sobre integración de tierra 
Incidente sobre absolución de posiciones • i 

Sumario : Los gobernadores de provincia no pueden ser citado» 
para absolver posiciones en un pleito en que ta provincia, 
sea parte. 

Caso: En el juicio iniciado por don Leandro Garda contra t* 
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provincia de Buenos Aires, el actor solicitó entre las medi- 
das de prueba ofrecidas, la remisión de expedientes admi- 
nistrativos é informes de varias reparticiones del gobierno 
de la provincia. — La corle proveyó de conformidad; pero 
la provincia demandada no expidió los informes ni remitió 
los expedientes pedidos en la prueba del actor. El deman- 
dante en vista de que dicha prueba no se remitía, pidió al 
tribunal que el gobernador absolviera posiciones sobre los 
puntos materia de la prueba solicitada: el representante de 
la provincia se opuso y la corte pronunció el siguiente fallo : 

Bueno* Alrtt. Mayo 4 4t iftll- 

Y vistos: 

El incidente relativo á absolución de posiciones y expedición 
<ic informes solicitados como parte de prueba en el juicio segui- 
do por don Leandro García contra la provincia de Buenos Aires, 
«obre integración de superficie. 

Y considerando : 

Que el gobernador de Buenos Aires no puede ser citado oa- 
r¿ absolver posiciones porque, como jefe de la administración de 
la provincia demandada con las limitaciones impuestas por la 
-constitución de la misma, no podría con sus manifestaciones per- 
roñales, en un juicio, obligar á aquélla, y no es la parte compro- 
metida en el pletio á que se refiere el artículo 108 de la ley na- 
cional de procedimientos (arts. 141, 14a y 146 de la constitución 
ce la provincia). 

Que, además, la parte actora, no obstante denominar "plie- 
•gc- de posiciones" el que ha presentado en la causa, lo que, en 
realidad solicitaba, era un informe oficial, desde que formulaba 
su petición, en estos términos: "se libre oficio al señor juez fe- 
deral de La Plata, para que !o remita con oficio al señor gober- 
nador, á fin de que se expida, lo que se encuentra corroborado 
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por lo expuesto por la misma parte, en el penúltimo párrafo de 
?t; escrito relativo á este incidente. 

Que el pedido de esos informes destinados á producir la 
principal y á veces única prueba posible en las causas de los par- 
ticulares con el estado nacional ó provincial, está en el caso tan- 
to más autorizado cuanto que no se han expedido por la adminis- 
tración de la provincia» las que fueron ordenadas por esta corte 
s solicitud del actor, de fecha 25 de Julio, reiterado en 12 de 
Agosto del año próximo pasado. 

Por ello, no ha lugar á la revocatoria del decreto de fecha 14 
de Febrero det corriente año, en cuanto por el mismo se manda 
librar oficio al señor gobernador de la provincia para que haga 
expedir los informes solicitados por el actor en su escrito de 25 
de Julio de 1910, y que están aún pendientes, según se indica en 
el escrito de 10 de Noviembre de 1910 del cuaderno de prueba. 
Nolifíqntse con el original y repónganse los sellos. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar, — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabakillas. 



CAUSA XXXIV 

Felisa Turres de Alvarado, contra la Provincia de Jujny. 

por reivindicación 

Sumario: La posesión hereditaria sobre la universalidad de los 
bienes de una herencia dada judicialmente, es suficiente 
para conferir i an coheredero el derecho de reivindicar un 
inmueble de la sucesión sin necesidad de que se le haya pues- 
to materialmente en posesión de los bienes hereditarios. Tal 



heredero si bien puede reivindicar hasta la concurrencia de 
su partí, no está facultado para entablar esa acción á nom- 
bre ó en el interés de sus coherederos prevaliéndose de sus 
cargos de administrador y albacea. (Artículos 3414 y con- 
cordantes, 3450 y 386a del código civil). 

íViííj: Lo explica el siguiente fallo: 



Y vistos: 

Don Ezequiel Pereyra (hijo), por doña Felisa Torres de 
Alrarado, el su carácter de heredera y albacea de don Tomás 
R. A-varado, y en representación á la vez de don Fenelón, doña 
Concepción, doña Eustaquia, don Fanor y don Samuel Torres, 
demanda á la provincia de Jujuy con los documentos de fs. 1 á 
fy| ( por nulidad é inconstitucional idad de decretos y leyes y rei- 
vindicación en su caso de tierras declaradas fiscales, con más las 
costas y perjuicios, exponiendo en lo substancial : 

Que el gobernador y capitán general de la provincia de Tu- 
cmnán, don Joaquín Espinosa y Dávalos hizo el 9 de mayo de 
1760, en nombre del Rey de España, merced al comandante don 
Francisco Javier de Robles de una parte de las tierras del puerto 
de Santa Bárbara, para estancia ó potrero, cuyos linderos ex- 
presa. 

Que en 23 de mayo de 1765, el general don Juan Manuel 
Fernández Campero, hizo también merced al general don Diego 
Tomás Martínez de Iriarte de las tierras de Santa Bárbara, to- 
mando por linderos los que indica. 

Que Robles é Iriarte tomaron posesión de sus respectivas* 
mercedes sin otras protestas que las que mutuamente se hicie- 
ron, que habrían terminado por un litigio, á no mediar un arre- 
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g]o privado qtie con toda lealtad confirmaron sus herederos, 
quienes aceptaron todos los arrendamientos y las ventas efectua- 
das de fracciones de las tierras adquiridas. 

Que en 1854, don Toribio Aimarás denunció como fiscales 
las tierras de Santa Bárbara y Maiz Gordo; y habiéndose publi- 
cado edictos emplazándose á los que se considerasen con derecho 
á las expresadas tierras, don José ¡. Inarte y don José R. Loza* 
no presentaron en dos cuerpos de autos los títulos que acredita- 
ban su posesión y dominio, que les fueron reconocidos por el po- 
der ejecutivo de la provincia de Jujuy, según decreto que trans- 
cribe. 

Que el gobierno del doctor A rao* expidió en Junio 16 de 
1864 otro decreto, que asimismo transcribe, por el que se nom- 
bra al ingenieio don Germán de Cetriz para que practicara la 
mensura y deslinde general dt los terrenos del Rio Negro y de- 
clarara baldíos á favor del fisco todos los terrenos que juzgar» 
pe rtenecei al dominio público de la provincia. 

Que Cetriz cumplió su misión y expuso que dentro de la» 
mercedes de Robles é Triarte no había terrenos del estado; pero 
sí ocultó el informe, según le ha manifestado don Tomás R. de 
Alvarado y es asi de presumirse, pues sus mandantes no fueron 
molestados en la posesión y dominio de esas tierras y continua- 
ron ejerciendo sus derechos y pagando la contribución territo- 
rial, como lo comprobará ™j 

Que el gobernador Prado con el propósito de salvar á 
provincia de las responsabilidades que el decreto citado de 1864 
entrañaba, declaró nulas todas las medidas administrativas de 
los gobteriios anteriores» mandó devolver á los interesados loa 
arriendos cobrados indebidamente y hacer efectiva la contribu- 
ción territorial que había dejado de pagarse (Julio 3 de 1874). 
Que la legislatura,! en 15 de marzo de 1875. hizo suyo dicho 

posesión de las tierras denunciadas co- 
iera el procedimiento que en el mismo 
, . ss casos. 

Que desvanecida* las sospechas de nuevas intentonas de de- 
clarar las tierras de/sus mandantes del dominio público, se co- 



decreto; mandó volver] 
mo fiscales y que se 
se determinaba para 
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menzó á celebrar contratos que habían quedado en suspenso; y 
el deslinde que ponía fin á todas las cuestiones se presentó á la 
autoridad judicial y fué aprobado por el juez de primera instan- 
cia en 13 de octubre de 1882. 

Que por ese deslinde, las tierras del señor Lozano, sucesor 
de los herederos de Robles y las de los herederos del general don 
Hicgo Tomás Martínez de Iriartc. fueron divididas por una linea 
recta cuie se tiró al Este, desde la margen del río Lavaycn, pa- 
sando por Cuchigua&i hasta et pico de la Loma Baya, y de«de 
este punto hasta la cima de la Loma Gorda, quedando al Norte 
de estas líneas las tierras que pertenecían á Lozano, y al Sur las 
de lo* herederos del general Iriarte. 

Que don José R, Lozano, por escritura de 25 de octubre de 
1S00 hizo cesión á don Tomás H. de Alvarado de una fracción 
de terreno que contuviera una legua de Sur á Norte medida des- 
ale ct punto < -e el segundo indicara, abrazando la laguna de la 
Brea, y de poniente á naciente, desde la linea que separa San 
Miguel del Rastro, hasta tocar con tierras de ajena propiedad. 

Que el mismo Lozano había cedido antes, en 23 de noviem- 
bre de 1888, á don Tomás R. Alvarado otros derechos, con ex- 
cepción categórica de la mencionada laguna, por lo que el según 
do continuó pagando la contribución directa que le correspondía. 

Que en la transacción celebrada el 4 de Junio de 1906. entre 
ti poder ejecutivo de Jujuy y los herederos de don Lucas Gil, 
aprobada por ley de 23 de agosto del mismo año, se estableció 
que la laguna era fiscal ; y hay asi certidumbre de que en ejecu- 
ción de la ley de 13 de diciembre de 1883, se han declarado fis» 
cales, no sólo los terrenos vendidos por Lozano á Alvarado, que 
contenían dicha laguna» sino todos los terrenos del Este de la To- 
torilla y los existentes en Santa Bárbara y Maíz Gordo, com- 
prendidos dentro de la provincia, en los que se encuentran los de 
los herederos de tos señores Iriarte, que quedaban al Sur de la 
línea del deslinde aprobado judicialmente en 13 de octubre de 
1882 ; deslinde y mensura que no midieron efectuarse y aprobar- 
le sin el derecho á poseer y la posesión anterior y actual de don 
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Tose R. Lozano y herederos Je Inane, con arreglo al capítulo 

4*, libro 3* de! código civil. 

Que el gobierno de J tijuy, por el artículo I¿ de la ley prein- 
dicada de 1883, declara fiscales las tierra» de Santa Bárbara y 
Maí/ Gbrdó, 110 obsta ios reconocimientos anteriores y reitera- 
dos hechos por el mismo del dominio y posesión de Lozano é 
Iriane, y acepta, además, como de propiedad privada las frac- 
cione;- enajenadas por éstos, y entra en transacciones y arreglos 
con lo.- que de ellos derivan. sus derechos. 

Que las tierras vendidas por Lozano á Alvarado, se deslin- 
daron pur transacción entre Iriarte y Robles; después entre los 
señores doctor Tomás de Iriarte (hijo) y Robles; más tarde, 
por don (Jabino Illanco, represe litante de los Iriarte y el expre- 
sado Robles, y últimamente por don Tomás R. A Iva ra do, en re- 
presentación Je los Iriarte y el vendedor como representante de 
los sucesores de Robles, por compra que hizo el abuelo de aquél, 
docto: don Mariano Gordaüza. á los herederos del mencionado 
Robles* 

Oue el 9, de octubre de 1889. don lomas R. Al varado y el 
doctor Angel Obejero celebraron un co* :rato por el cual le pri- 
mero cedió ¿1 segundo por treinta mil pesos todos los derechos 
y acciones que le correspondían en la finca de Santa Bárbara y 
Maíz Gordo, por la compra referida á Lozano de 23 de noviem- 
bre (ie 1888, obligándose el mismo á formar una sociedad para la 
adquisición, explotación ó venta de aquella finca; sociedad que 
no podría pasar de tres acciones, una de dicho doctor Obejero y 
las aras dos de los socios que éste encontrara por conveniente; 
y en la acción del doctor Obejero quedaba como socio de la mi- 
tad, A! varado. 

Que de acuerdo con la intención de los contratantes y la 
nota puesta en el registro de San IVdro, la venia ó cesión se li- 
mit • á las cinco sextas partes de las acciones transferidas po« 
\ .orano á Alvarado, de modo que ni Obejero ni sus consocios 
(Uní Martín G. Quemes ( rectiheación de fs. 83) y Apatíe podían 
disponer de la sexta parte que se reservó Alvarado. 

Que el doctor Obejero y sus consocios ofrecieron comprar 



al gobierna de Jujuy el derecho á las tierras fiscales que hubie- 
ran un Santa Bárbara y Maíz Gordo, por la cantidad de cien mil 
peso», en letras; que dichos «eñores se dejaron protestar las le- 
tra* y propusieron una transacción al gobierno de jujuy, por la 
cual ie cedían los derecho? transferidos por Al varado, sin excep- 
tuar ;a parte de éste. 

Que si lo que precede fuera cierto, observa desde ya la mi- 
lid;: 1 absoluta de esa transacción, por ser contraria á las faculta- 
des míe confería el contrato entre Obejero y Alvarado, y porque 
la sexta parte de los derechos es del último. 

Ouc á las tierras enunciadas de propiedad de don Tomás 
R. A ¡varado, deben agregarse «os derechos comprados por éste 
á i'i.n Juan F. Ledesma y don A. Ahumada, en 22 de abril de 
yobre la finca Lavayen. que parece han sido comprendidos 
en tas tierras declaradas fiscales por la ley de [883. 

Ouc estos hechos y otros relacionados con ellos de que se 
hará mérito más adelante, si fuere necesario, y las disposiciones 
con-tilucionales y legales que invoca, justifican las peticiones 
formuladas al principio de la demanda. 

Que don M. Bcrtres por la provincia de Jujuy, solicita el 
recbazc de la acción con costas y gastos de! juicio, aduciendo en- 
tre otras muchas consideraciones, las siguientes: 

Oue doña Felisa Torres de Alvarado. ya en el carácter de 
a'b..cea. ya en el de administradora de la sucesión de su esposo 
don Tomás R. Alvarado, no tiene facultades para deducir accio- 
u"s de la naturaleza de la presente en representación de sus co- 
IvererícroSi ni ha exhibido documentos habilitantes ó hecho men- 
ción ile ellos y na podrá hacerlo en lo sucesivo. 

One tampoco ha podido deducir la acción por sus propios 
derechos hereditarios, por no hatwr tenido previamente la pose- 
yó;; judicial dt la herencia, como lo disponen los artículos 341 1-, 
¿41? á 3415. código civil. 

Oue en cuanto á los señores Torres, se dicen herederos ó su- 
ceso res del general Iriarte sin aducir documentos ni comprohan- 
tes de ningún género, ni podrán exhibirlos $n lo sucesivo, des- 
pués de trabada '.a litis contestación. 
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Que son muchas las personas que se titulan con derechos á los 
bienes fincados por fallecimiento del general Iriarte, según un 
documento citado en la demanda, y por s uparte niega la cdscen- 
dcnr : a que se atribuyen ios Torres y todos los demás aludidos, 
mientras no hagan las declaratorias respectivas ; siendo por todo 
ello evidente que los mencionados señores Torres han promovido 
el presente litigio sin personería y sin acción. 

Que la demanda no se ha formulada en los términos claros 
y positivos que requiere el articulo 57 de la ley de procedimien- 
tos, pues no determina de manera precisa las leyes y decretos que 
taclia de nulos é inconstitucionales. 

Que en cuanto á la reivindicación de su caso, no se sabe de 
que caso se trata ni á quién pertenece, y no se ha manifestado 
cuáie". son tas tierras que corresponden á los actores, su exten- 
sión, linderos y la proporción que ln> mismos pretenden. 

Que en el mecanismo gubernamental de la república es un 
principio conocido que los tribunales no hacen declaraciones ge- 
nerales ni resuelven cuestiones en abstracto, y son declaraciones 
de tal naturaleza lo que en primer término se solicita. 

Que no se ha alegado en la demanda que la provincia esté 
tn posesión actual de los terrenos, ó que haya despojado á los ac- 
tores reemplazándolos en esa posesión, y aquélla se basa única- 
merte en quedtehos terrenos lian sido declarados fiscales, de 
suerte que falta para la procedencia de la misma uno de los re- 
quisitos exigidos por el artículo 2758 del código civil. 

Que prescindiendo de las razones expuestas, habría otrav 
que impondrían el rechazo de la demanda, ó sea la ineficacia y 
caducidad de las mercedes, por su inmensa extensión y por no 
haber sido pobladas, atento lo prescrípto en las leyes de la Xue- 
va Recopilación, de Indias y la ordenanza de 26 de mayo de 1567, 
pnra Xueva Kspaña. 

One con el propósito de dar cumplimiento á los preceptos 
recordados y de evitar la paralización completa que resultaba 
j.a-a una vasta extensión de la provincia de la existencia de gran- 
des soledades abandonadas, el gobierno «le Jujuy se preocupó de 
regimentar las cuestiones conexas con tan importante materia 
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desde los primeros tiempos que subsiguieron á su instalación 
definitiva; y hay así memoria de haberse tramitado las denun- 
cias que detalla, en los años 1840 y 1840 ó 1850, y declarádose 
fiscales una parte de esas tierras, sin que nadie reclamase de la 
resolución. 

Que en el decreto del gobernador Roque Alvarado. de que 
se Ha hecho mérito en la demanda, sólo se reconoció los derechos 
lie Triarte y Lozano en la parte que legítimamente fas obtnunm, 
y s- ¿eje á salvo los del estado, que resultaren de nn prolijo des- 
linde y medición. 

One posteriormente, el poder ejecutivo, de acuerdo con las 
conclusiones del fiscal general, con motivo de una denuncia del 
seikr Salmoral, declaró liaMíos y do propiedad pública las tie- 
rras de Maíz Gordo y una parte de Santa Bárbara, comprendi- 
das desde las cumbres de la sierra de Santa Bárbara, aguas al 
naciente, que tienen por limites: al Sur, ta estancia del Rey. jn- 
ilsdcción de Salta; al poniente, las cumbres de la serranía de 
Sania Hárahara: al Xorte. las tierras del señor Villar, sr.hrc el 
río Grande y más al interior, el Desiertoo del Algarrobal, y al 
mneute. los Llanos, desierto»; y montes que van á terminar en 
el río Bermejo, y qne son una parte del Chaco ($1 de marzo de 

Oue fué el decreto citado (31 de marzo de 1873) el que ató» 
lugar a! juicio promovido por Lozano pidiendo que se declarase 
sn mconstitucionalidad y que el juez de sección primero y esta 
corte después, rechazaron con expresa condenación en costas 
(Tomo 15. página 65). 

Oue el decreto del gobernador Prado de Julio 3 de 1-874. 
nada tiene que hacer con el presente juicio, porque se refiere ex- 
clusivamente á las tierras de la fuña, ó sea Casabindo y Cochi- 
no o; 1. retenidas por el encomendadero don Fernando Campero; 
tierras en que, por lo demá* y no obstante los términos de dicho 
decreto, está corte ha reconocido el dominio de la provincia de 
Tuin»\ íTomo 10. página 2q), 

On- por la ley de diciembre 13 de 1883, sólo se lian decla- 
rado fiscales los terrenos que existían vacantes y sin población 



albina, de acuerdo con las reglas qtie la misma ley estatuye, y se 
comisionó á don Tomás R. Alvarado, esposo (le la poderdante 
de Pcreyra (hijo), para informar sobre diversos puntos, que es- 
pecifica. 

Que Alvarado en 19 de febrero de 1884 presentó el informe 
que se le había encomendado, coadyuvando de esta suerte á la 
ejecución de ¡a ley contra ta cual hoy se pronuncia el apoderado 
de su viuda, invocando los derechos de aquél. 

Que, de acuerdo con el informe referido, ct poder ejecutivo 
nombró á don Nicolás Al varado para que practicara la opera- 
ción de deslinde» como lo hizo. 

Que el mismo don Tomás R. Alvarado denunció como fis- 
cal la finca de Oichi punco, que está enclavada dentro de las mer- 
cetics de Robles é Iriarte. 

Que las tierras al Este de la Totorilla no se hallan compren- 
didas en el tílulo de Lozano, antecesor de Alvarado y fueron 
vendidas en subasta pública í 1866) en la extensión de una le- 
gua de naciente á poniente, y como legua y media de Norte al 
Sur. 

Ouc con motivo de otras denuncias en esas mismas tierras, 
don Tomás R. Alvarado fué nombrado perito para informar os- 
hre el dominio y posesión de ellas, y en su informe de 20 de di- 
ciembre de 1880. manifestó que las tierras denunciadas al ná- 
denle de la Tortorilla eran fiscales, y , le la TortoriUa está al 
naciente de la línea que sirve de limite á las tierras del señor 
Lozano. 

Que muerto el concesionario primitivo don Francisco Ja- 
vier de Robles, sus sucesores no arreglaron la testamentaría ni 
comprobaron ante nadie su carácter, no obstante lo cual en pri- 
mero de diciembre de 1813 enajenaron á favor del doctor Ma- 
riano Corda! íza. parte de la tierra de la merced. 

Que, además, en la escritura respectiva no se expresa en qué 
calidad una apersonas eran encargadas de otras, y cuáles eran 
las facultades de! curioso encargo. 

Que mientras no se subsanen tantas deficiencias, no puede 
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legalmente a fh tnar.se que el doctor Mariano Gordal ¡2a sea legí- 
timo sucesor de Robles en lo* derechas á parte de ta merced. 

Que rota la cadena de transmisiones legales, es inútil ocu- 
parse de cómo pasaron los hipotéticos derechos de Gordaliza á 
mano* de Lozano. 

Que tampoco es digno de llamarse título el <|iic este último 
puede exhibir, pues resulta míe los herederos de doña María 
Manuela Otero, viuda del doctor Mariano Gordaliza. fueron 
cuatro, y no se ha presentado antecedente alguno que determine 
la manera en cjne ¡as porciones correspondientes á dos de ellos 
pasaron legítimamente á don José R. Lozano, quien, además, 
nunca ha tenido la posesión de las tierras, 

Que el pago de la contribución territorial, en ningún caso 
induciría reconocimiento de derechos en las tierras de Santa 
Bárbara y Maíz Gordo, ante ia prescripción de la L'¿ de 13 de 
diciembre de 1883. 

Que Al varado sólo ha sorprendido una vez á la administra- 
ción pública de Jujuy, abonando en 1891 el impuesto por la la- 
guna de la Brea, que no poseyeron Robles, sus herederos, Gor- 
dahza ni dicho Alvarado, á quien jamás se le hizo la tradición 
efectiva. 

Que de la misma escritura de 23 de noviembre de 18X8, se 
desprende que Lozano 110 tenía la posesión de los derechos tras- 
mitidos á Alvarado, lo que basta para rechazar la demanda, de 
conformidad á lo dispuesto por v \ artículo 2758, código civil. 

Que Alvarado traspasó al doctor Obcjero todos los dere- 
chos y acciones que le correspondían en la finca de Santa Bár- 
bara y Maíz Gordo, por !a compra que hizo á don José R. Lo- 
zano, y no sólo las cinco sextas partes de los mismos. 

Que el gobierno de Jujuy aceptando las conclusiones gene- 
rales de una comisión que había nombrado, realizó los acuerdos 
que se consignan en las escrituras de 17 de noviembre de i8yo 
y de enero 31 de 1892, cuyo testimonio también se acompaña. 

Que cualquier acción que los sucesores de don Tomás Al- 
varado tuviesen por razón del convenio de sociedad celebrado 
con el doctor Obcjero, debían haberla intentado contra éste y no 





corira e! gobierno de la provincia de Jujuy, extraño á la nego- 
ci ación privada entre ambrs contrayentes. 

Oue en el acuerdo aludido (k* enero 31 de 1892 se estipuló, 
entre otras cosas, que eí doctor Ohcjero renunciaba á favor del 
gobierno de Jujuy á todos los derechos y acciones que pudiera 
tener por la compra hecha á don Tomás Alvarado sobre los te- 
rruños de Santa Bárbara. Maíz Gordo y liste de la Tortorilla. 
ubicado fuera de ¡as líneas que menciona. 

(Jue ooncluída así la cuestión de las tierras á que sucesiva- 
menú* tuvieron piifétensinnes tíurdaliza, Lozano y Alvarado, el 
gobierno de Jujuy se preocupó de arreglar otras dificultades, y 
Cfltre tilas una con los herederos de don Lucas Gil. propietario* 
de ¡a finca San Miguel del Kastro, realizándose á este respecto 
d arreglo de 12 de noviembre de 1906. (Documento Letra I.). 

fjue para espeeiíicar con claridad la ubicación y dimensio- 
nes de los inmuebles situados fuera de las líneas limítrofes de 
\ls fundos pjrtieulares, la legislatura dieló en 18 de diciembre 
de 1905, la ley que autoriza a¡ poder ejecutivo para vender en 
remate público la palle de !as tierras fiscales que crea conve- 
niente, en el departamento de Santa Bárbara, previa mensura, 
dcs'iude y amojonamiento. 

Que en cumplimiento de esta disposición, eí poder ejecutivo 
aceptó ¡a propuesta formulada por el señor Lconardi Cattolica, 
quitn, en abril 17 de Í907 presentó el resultado de sus trabajos» 
con un informe (documento letra M), donde se encuentran los 
elementos necesarios para apreciar la ubicación precisa de las 
(ierra? reputadas de propiedad fiscal. 

Que recibida la cansa á prueba báse producido la que ex- 
prc*a el certificado de ís. 504, habiendo alegado las partes á 
i*. Coi y fs. 635, curriduse traslado de la excepción de prescrip- 
ción opuesta por la demanda y Uamádose autos para definitiva. 

Y considerando : 

1/ Que sin entrar en otras consideraciones, el poder cjecu- 
t'vo de la provincia fie Jujuy ha aceptado implícitamente el he- 
cho de que don Jn-é K. Lozano es sucesor á titulo singular del 
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comandante Robles en las tierras que los hijos de éste vendie- 
ron ai doctor Mariano Gonlaliza en primero de diciembre de 
mil ochocientos trece (fs. 424 y 437 vuelta) ; dado que de otro 
modo 110 podría explicar-e el arreglo de treinta y uno de enero 
de mil ochocientos noventa y dos (fs. 203 y 285). ni la defensa 
que se hace por la misma provincia en el sentido de que, repre- 
sentando el ductor Obejero los derechos de Alvarado, adquiri- 
dos por éste de Lozano que pertenecieron originariamente á Ro- 
ble*, y habiendo el primero renunciado á esos derechos, tos su- 
cesores del segundo nada podían reclamar á mérito de ellos, aun 
guando fueran reales y efectivos (fojas 285 y siguientes; luja 
661 vuelta, XI). 

2. Oiw en este order de idea*, fuera de otro* antecedentes, 
es t-e mencionarse también el decreto del gobernador Alvarado 
^fs. 17 vuelta y 267 vuelta) y la referencia en las escrituras de 
fp, 193 y 20,3 á la linea de transacción entre los herederos de Ro- 
bles é írlatte, que es sin duda lo convenido entre don José R. 
Lozano como representante de los derechos de don Francisco V. 
de Robles y de don Tomás R. Alvarado, á nombre de los suce- 
sores del general Diego Tomás Martínez de Iriarte, en mil ocho- 
cientos ochenta y aprobado judicialmente en mil ochocientos 
ochenta y dos (fs. 85 y siguientes; informe ís, 229 y decreto fo- 
ja; 241 vuelta). 

3* Que según aparece de los testimonios de fs. 2 y siguien- 
tes, *' juez de primera instancia de esta capital dió en trece de 
noy iembre de mil novecientos seis á doña Felisa Torres de Alva- 
rado. la posesión hereditaria sobre la universalidad de los bienes 
de don Tomás R. Alvararlo, en común con los nietos del mismo; 
y conforme á ta doctrina que informa el artículo 3414 y sus con- 
cordantes del código civil, acuella resolución es suficiente para 
conferir á dicha doña Felisa el derecho de reivindicar como he- 
redera de su ctposo, sin necesidad de que se la haya puesto ma- 
terialmente en posesión de los bienes hereditarios : requisito que, 
por ctra parte, no cabria exigirse en el caso suh-j"dicc, desde 
que efe la demanda *e desprende que las cosas reivindicada-, lia- 
biau .-ahdo de !a posesión dei causante Alvarado. 
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4.* Que la referida doña Felisa no se lia encontrado, sin em- 
bargo, facultada para entablar la acción reivindicatoría más ?llá 
de la concuirencia de su parte, á nombre ó en el interés de ¡sus 
coherederos, prevnleciéndose simplemente de sus cargos de ad- 
ministradora y a'bacea. atentas las restricciones contenidas en 
los artículos 3450 y 3SÓ2 del código civil. 

$.° Que los demandantes don Fenclón. dona Concepción, 
doña Eustaquia, don Fanor y don Samuel Torres, son hijos 
(testimonio ile declaratoria de fs. 4901 de doña Sebastiana 
lriarie de Torres, quien figura entre los representados por don 
Tomas R. Alvarado en ia transacción antes citada de fs. 85 y 
siguientes. 

6. ° Que en el supuesto de que la poderdante doña Sebastia- 
n-i Triarte que interviene en esa transacción, no fuera ta madre 
•le los mencionados actores, sería de tenerse en cuenta que doña 
Angela Tria: te que intervino también en aquélla como descen- 
diente del general lriarte, donó á los mismos una parte de lo* 
derechos que pretendía tener en las tierras de Santa Bárbara y 
Maíz Gordo (fojas 486 y 533). 

7. "" Que el poder ejecutivo de Jujuy ha reconocido asimismo 
implícitamente en doña Sebastiana y doña Angela Triarte, el ca- 
rácter de sucesoras de Iriarte en las tierras comprendidas en la 
merced que se le acordó en mil setecientos sesenta y cinco, al 
aceptar la línea de transacción preindicada, que sirvió de base 
al arreglo que se menciona en el considerando 2,°; y en estas 
condiciones es aplicable á las bijas y herederas de dicha doña 
Sebastiana y á tos donatarios de doña Angela lo consignado an 
te* (considerando 3. ), ó lo dispuesto en el artículo 2679 del có- 
digo civil. 

&• Que cnanto á la obscuridad de la demanda, si bien es 
cierto que no se ha determinado en ella cuáles son las leyes y de- 
cretos que se tachan de inconstitucionales y nulos, ni ta exten- 
sión y ubicación de la tierra que se reivindica, también lo es que 
los actores se refieren por lo menos al decreto de junio dieciséis 
de mi! ochocientos sesenta y cuatro cx|>edido por el gobernador 
Araoz. per tí que se ordenó el deslinde y mensura general de to- 



■. ■ , ■ ■ 

216 PALIOS t»K LA COSTE SUPREMA 

dos los terrenos del río Xegro (fs. 18 y 19) ; á la ley tic 13 de 
diciembre cíe mil ochocientos ochenta y tres que declaró fiscales 
los terrenos del Este de la Tortonlla y los existentes en Santa 
Bárbara y Maiz Gordo, comprendidos dentro de los límites de la 
provincia, y á la* tierra-; que formaba parte de la* mercedes he- 
chai á Robles é triarte y que fué declarada fiscal por esa ley ; 
pudi enrió agregar que tu lo relativo á !a primera merced, la pro- 
vincia determinó su ubicación en ia escritura de i&, 193 ( fs. n>f> 
vuelta) y que tal ubicación es aceptada por los actores (fs. 629 
vuelta). 

<)." Que cu la presente litis hay demanda de reivindicación 
contra persona determinada, la provincia fie Jujuy; y aún supo- 
niendo que aquella fuera cescria. no obstaría á su admisibili- 
dad as declaraciones y io resuello en el caso del tomo 15, pá- 
gina 65 de la colección de los fallos de esta corle, que se recuer- 
da en la defensa, como quiera que ni se pide la restitución de la 
cosa, accionando contra persona que se reconozca no estar en 
posesión dt ella, ni concurre la circunstancia aducida en ese fa- 
llo, de ser incompetente la justicia federal por razón de las con- 
diciones personales de los litigantes, 

10. Que en realidad la declaración de que son inconstitucto 
nales y nulos las leyes y decretos aludidos en la demanda es so- 
licitada, no cnu el propósito de justificar la jurisdicción de esta 
corte, sino como fundamento de la reivindicación, á la par de 
otres. 

11. Que aparte de ¡a posesión formal dada á don Francisco 
Javrcr de Robles en mil setecientos sesenta y cinco (fs. 3S3 
vuelta y siguiente), al doctor Gordaliza en mil ochocientos 
veintidós flojas 150 y siguientes, expediente agregado) y á don 
Martín Gordaliza en mil Ochocientos cuarenta y dos (fs. 155 y 
¿07, ídem) de las lierr sacn cuestión, consta que se les dió tam- 
hién por el juez comisionado, en iml ochocientos sesenta y tres 
a don J. li. Lozano (fs. 43(1 y siguientes) ; que éste solicitó des- 
íin.Ie judie" al en mil ochocientos setenta y uno (fs. 93 vuelta) 
y que el fiscal lo dt mandó como detentador de tierras públicas 
en Alaiz Gordo, Santa Dárbara y de otros colindando con la 
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Tortorílla, en mH ochocientos setenta y seis y mil ochocientos 
-tienta y ocho (isleto de ís. 56S, presentado i>or la provincia, 
páginas 4&, 47. 54 ¿57). 

12. Que estos hecho* comprueban acabadamente que et ex- 
presado Lázaro lia .sido poseedor, aunque 110 exclusivo, de ías 
tierras de la merced de Robles, y se hallan ademán, corroborados 
I or olios, á saí.er: el decreto de mi! ochocientos cincuenta y cua- 
1ro antes recordado (fs. 157, expediente agregado) ; el mensaje 
r rígido por eJ poder ejecutivo de Jujuy presentado en proyecto 
que se convirtió en la ley de mil ochocientos ochenta y tres (fo- 
líete citado, páginas 73 y 74J : el de haber sido citado como co- 
Uncíante en el deslinde que se mandó practicar por la provincia 
en mi: ochocientos ochenta y cuatro é intervenido en él. y los que 
letalia el pd*ito encargado de dicho deslinde, quien manifiesta 
(fiie "en todos los lugares recorridos desde el limite Xorte de 
Caclrpunco hasta San Rafael, 'a* pobladores que se encuentran 
¿'mil ochocientos ochenta y cinco) son arrenderos de don José 
R. Lozano", y también más al Norte (expediente agregado foja 
S; acias IX y XXX; diligencias de fs. 152 vuelta y siguientes, 
fs. 165 vuelta. 166 y 202 vuelta). 

13. Que las declaraciones tomadas pnr el perito don X. Al- 
varade y qnc favorecen á Lozano (fs. 70 á 87. 92 vuelta, 101 . 
io'Í vuelta, 106 y otras) ; no carecen de todo valor probatorio, 
en atención á las facultades especiales que le habían sido confe- 
ridas j»or el poder ejecutivo í fs. 6. expediente agregado), y á 
que en el informe del perito Catmlica. de mil novecientos siete 
( fs. 229). aprobado por c! poder ejecutivo de Jujuy (fs. 341 
nte'tat se dice, aludiendo a Iperíto Alvarado: "Este señor, con 
intervención y asentimiento de don José R. Lozano, declaró fis- 
cales ¿os lugares conocidos con los nombres de Hoyada, Santa 
Ye. Ojo del Agua y Laguna de la Brea, demostrando que el se- 
ñor Lozano habia comprobado haber poblado hasta el paralelo 
de la Punta del Agua hacia el Sur" (fojas 238). 

14. Que del contrato de fs. 174 no se desprende que Lozano 
:ic estuviera en posesión de parte alguna de la merced, porque 
Ioí conceptos "facultándolo para que desde luego practique cuan- 
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tas diligencias y gestiones judiciales se requieran, hasta obtener 
¡a posesión rcai de todos los derechos que le trasmito y hago tra- 
dición" (fs. 175 vuelta), se explican por el hecho de que exis- 
tían, según el artículo 2." del mismo contrato, algunas personas 
tme habiendo comenzado por ser arrendatarias de Lozano, le 
desconocieron después et dominio; lo que está confirmado por 
lo que manifiesta al respecto el perito Alvarado (fs. 207 y oirás, 
expediente agregado). 

15. Que <Jon Tomás R. Alvarado ó su viuda y heredera han 
podido entablar, como sucesores de Lozano, la acción de reivin- 
dicación, aun cuando no hayan sido puestos materialmente en 
posesión por el vendedor ó cedente (artículo [444, código civil) ; 
(Fallos, tomo 46, página 372; tomo 83, página 223 y ÚÍtQS ), 

16. Que Iriarte fué igualmente puesto en posesión de la 
merced que se le otorgó en mil setecientos sesenta y cinco ( fo- 
fas 354 vuelta y siguiente), y en el mismo decreto del poder eje- 
cutivo, fecha 31 de marzo de mil ochocientos setenta y tres, se 
reconoce que aquel había poblado una pequeña porción de la 
merced (fs. 189). 

17. Que, además, don Tomás R. Alvarado, en representa- 
ci.m de sucesores de Iriarte, tomó parte en el deslinde de mil 
ochocientos ochenta y cuatro, como colindante, exhibiendo do- 
cumentos ante el comisionado del poder ejecutivo, comprobato- 
rios de posesión (fs. 53. 54 vuelta y siguiente, expediente agre- 
gado) ; á que se agrega que en la demanda de reivindicación an- 
te? referida contra Lozano, éste manifestó que debía- darse in- 
tervención en el juicio á los Iriarte, por ser también propieta- 
rios de las tierras reivindicadas, y que ellos obtuvieron en mil 
ochocientos ochenta y dos la aprobación judicial del deslinde que 
tíe dichas tierras habían practicado con Lozano (folleto de fo- 
jas 567, páginas 57 y 58). 

18. Que, en su consecuencia, no es dudoso que los actores 
han acreditado el requisito de la posesión anterior que prescribe 
el articulo 2758 del código civil, y que dicen haber perdido. 

19. Que por lo que hace á la posesión actual de la provincia 
de Jujtty, de toda la tierra reclamada, y sin perjuicio de lo que 
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re dirá más adelante, corresponde observar que á estar á lo ma- 
i! i f otado por los mismos actores, los sucesores del comandante 
KoLles y del genera! Iriarte fueron repuestos en sus derechos 
en mil Ochocientos setenta y cinco, y ninguna acción podían ejer- 
cer contra dicha provincia, porque el reconocimiento de esos de- 
i cebos y la re|>os!eión los colocaba en la situación (pie tenían al 
practicarse la mensura judicial cjuc ejecutó d perito lielanude 
( f>, 031 y vuelta). 

20. (Jue no se ha alegado que con posterioridad á md ocho- 
cientos setenta y cinco la provincia haya privado á los actores 
de su po-esíón en las condiciones previstas por el articulo 2455 
fiel código civil, al tenor del cual la posesión se pierde cuando 
por el hecho de un terceru sea desposeído e! |H>secdor ó el que 
t ent la cosa por él, siempre que e! que lo hubiese arrojado de la 
posesión la tome con ánimo de poseer; y es manifiesto que no 
puede considerarse la ley de trrec de diciembre de mil ochocien- 
tos ochenta y tres como acto concreto y real de desposesión ó 
despojo, puerto que ella no privaba por sí misma á los actores, 
en iodo ó en parte, de la posesión que tuvieran ( fallos tomo 42, 
página 205 y otros) ; máxime cuando esa ley mandaba practicar 
un deslinde é implícitamente que se comprobasen varias circuns- 
tancia' de hecho concernientes á despoblación, fechas de pobla- 
ción y. extensiones pobladas ; y en el decreto reglamentario de 
once de enero de mil ochocientos ochenta y cuatro, se dispuso 
que los poseedores de terrenos de Maíz Gordo y Santa Bárbara, 
cualquiera que fuera el título de su posesión, continuaron abo- 
nando el impuesto territorial, y que los que se considerasen po- 
seedores con justo título debían presentarse at gobierno á hacer 
vaíer sus derechos; estableciéndose además, en el decreto do 
mayo 5 de 1884, que el deslinde se practicara por lo que resul- 
tase de los títulos fehacientes de propiedad que debían presen- 
tar Ioí colindantes citados (fs. 5 y 6, expediente agregado). 

21. Que en la resolución posterior de agosto 27 de 1884, 
comunicada al perito Alvarado, se dispuso que éste deslindara 
todos los terrenos compren lidos en las mercedes de Robles é 
iriarte, y Jas del Este de !a Tortorilla que estuvieran dentro de 



a» FALLO D« LA COStTt lUPttMA 

?a jurisdicción de la provincia, sin perjuicio de reconocer el de- 
recho de propiedad á los que poseyeran legalmente; y que en el 
ea-o que no fuera fiscal el fuerte de Santa llárbara. se solicitara 
un área de terreno cu calidad de cesión gratuita para pueblo y 
tjidos (fs. 8, expediente agregado). 

22. Que, como se ha visto ya, tos sucesores de Robles é 
Itiirte deslindaron las mercedes respectivas por una linea fie 
transacción en mil ochocientos ochenta, aproliada judicialmente 
011 mil ochocientos ochenta y dos, que partiendo del río Lavayen, 
pagaba por Cnchiguasi. Loma líaya y Loma Gorda. 

2?. Que en !a contestación á la demanda, !a provincia ha ne- 
gado los hechos expuestos por los actores en cnanto no apare- 
ciesen confesados por ella ( f s. 258 vuelta), y ha manifestad» 
categóricamente que en la merced de Triarte» que quedó al Sur 
de la línea menciunada en el considerando precedente. 110 pasee 
tierras, fiscales í ts. 277 y 289 vuelta). 

24. Que esta afirmación se encuentra apoyada por las pro- 
testa, y referencias de fs. 57. 58, 59, 59 vuelta. 69. 114. 115, 1 1 6, 
117 vuelta, 118 vuelta, 119, 123, 124, [93 y vuelta del expediente 
agregado, formuladas por poseedores del sud de esa linca con 
motivo de! deslinde de Alvarado en mil ochocientos ochenta y 
cinco, y las diligencias de la posesión judicial ó aprobadas judi- 
cialmente, míe se dtó á doña Segunda Márquez en mil , ocho- 
cientos cuarenta y siete y mil ochocientos cincuenta y cinco í fo- 
jas 134. 135, 163. 187 y 188 expediente agregado); la sentencia 
de Enero trece de mil ochocientos sesenta y seis declarando á 
los sucesores de dicha doña Segunda Márquez y doña Josefa 
Burgo5. dueños por mitad de la estancia Lavayen (fs. 191 vuel- 
ta y siguiente, id.), así como la venta á Ruiz de Cachiptinco en 
mil ochocientos sesenta y cinco (fs. 117 vuelta, autos principales 
y 194 vuelta, expediente agregado). 

25. Que, por otra parte, el articulo 2783 del código civil, 
estatuye que el demandado que niega ser el poseedor de la cosa 
debe ser condenado á transferirla al demandante, desde que éste 
probare que se llalla en su poder, y tal prueba no se ha producido 
ni hay en autos nada (pie haga presumir que la provincia ha 
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dejado de poseer (art. 2785, código civil), para imposibilitar la 
reivindicación. 

26. Que cu eí supuesto de que las acciones y derechos com- 
prados por Aivarado á Ledcsma Ahumada (fs. 4O8 y siguiente) 
entraran en ta demanda, seria extensivo á ellos, fuera de otras 
consideraciones relacionadas con los mismos términos de la res- 
pectiva escritura, lo establecido en los considerantes preceden- 
tes, desde que las tierras están al sud de la línea de transacción 
y la provincia manifestó en su Oportunidad, que no pretendía 
derechos sobre la finca Lavaycn, que se hallaba, según noticias, 
poseída por terceros (ís. 289 vuelta). 

27. Que asimismo se afirmó en la defensa que el gobierno 
de Jujuy no poseía materialmente la Laguna de la Brea» la cual 
se encontraba encerrada dentro de los límites que asigna á su 
propiedad don Pedro Alvarez Prado que la tenía, alegando de* 
rechos transmitidos en cinco de septiembre de mil ochocientos 
ochenta y siete por doña Asunción Ivói** de Argamonte, hija 
de don José R, Lozano, de quien dice la hubo por donación (fo- 
jas 280) ; y no habiéndose producido prueba que contradiga esa 
afirmación y lo consignado al respecto por el perito Cattolica 
(fs. 237 vuelta), es aplicable lo dicho en el considerando 25. 

28. Que tampoco deben presumirse en jwder de la provin- 
cia las tierras de que ella hizo renuncia á favor del doctor Ove- 
jero en el arreglo de fs. 203 de treinta y uno de enero de mil 
ochocientos noventa y dos, á mérito de lo expuesto á fs. 286 
vuelta y 666 vuelta, negando la posesión de la provincia en di- 
chas tierras, las cuales á mayor abundamiento, no figuran como 
fiscales en el deslinde mandado practicar con anterioridad á la 
demanda. 

20. Sjue por lo que respecta á las fracciones de la Merced 
de Robles no ocupadas por terceros, corresponde estimarlas en 
poder de ¡a provincia, á los efectos del juicio, toda vez que en la 
mencionada contestación declaró que se reputaba con derecho» 
perfectos al norte de la línea de transacción (fs. 227) y ha ce- 
lebrado los arreglos de que instruyen los testimonios de fs. 193 
y 219; haciéndose así necesario entrar en el examen de los dere- 
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chos de dominio que la sucesión de Alvarado pretende tener en 
las fracciones aludidas. 

30. Que la palabra adquisición empleada en el instrumento 
de fs. 180 (base 3. 1 ) lo ha sido en el sentido de reivindicación ó 
reconocimiento fie la propiedad, dado los antecedentes de que 
sí. hace mérito en los considerandos anteriores y las circunstan- 
cias de que en el propio instrumento (base 1."), se habla de de- 
rechos y acciones que corresponden á Alvarado en la finca de 
Santa Bárbara y Maíz Gordo \*or la compra hecha á Lozano; y 
que no se concibiria que el cesionario Ovejero contrajera la obli- 
gación de pagar treinta mil pesos por derechos que á su juicio 
no existían en el momento del contarlo y debían adquirirse en 
el futuro, sin expresar de quién, ni en qué condiciones ó á qué 
título. 

31. Que si bien el citado documento consigna en su base 
primera que Alvarado cedía á Ovejero loods los derechos y 
acciones que le correspondían en Santa Hartara y Maíz Gordo, 
la base cuarta del mismo, demuestra que la transferencia no fué 
completa, pues debía constituirse una sociedad en la que el pri- 
mero quedaría interesado. 

32. Que aún admitiendo que Alvarado no licbicra figurar 
ante terceros como miembro de esa sociedad, es indudable que 
el doctor Ovejero sin constituirla formalmente no estuvo habili- 
tado para ceder al gobierno de Jttjuy (fs. 203), en carácter de 
sucesor de dicho Alvarado é invocando tal carácter (art. 2.\ 
fs. 304 vuelta) oíros derechos, ó más extensos que los que le 
habían sido transmitidos por el instrumento de que obra testi- 
monio á fs. 180 (art, 3270, código civil). 

33. Que la sucesión de Alvarado puede asi reivindicar la 
parte que le corresponde en las tierras que el doctor don Mariano 
Gordaíiza compró á las Hijas de Robles (fs. 175 vuelta, 277 
vuelta, 424 y 437 vuelta de los autos principales ; folleto de fojas 
310. pág. 123; fs. 153 expediente agregado), y que quedaron en 
poder de la provincia á virtud del arreglo de fs. 203; ó sea la 
sexta parte del derecho que don José R. Lozano adquirió como 
hertdero de don Francisco de Paula Gordaíiza (fs. 483) fIc su 
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ab-iela doña María Manuela Otero (folleto de fs. 310, pág. 127; 
fs. 157, expediente agregado), y sucesor aceptado de sus líos 
don José María y dou Martín; Gordaliza (considerando 1.°). 

34. Que ta ubicación del terreno á que se refiere el consüie- 
ramio anteiior, se encuentra determinada por las lincas que se 
establecen en los arreglos de fs. 203 y 219 como límites de las 
propiedades reconocidas a! doctor Ovejero (fs, 205 vuelta, ar- 
ticulo 3.*) y á los sucesores de don José Gil, y la que en la parte 
rorle y este se expresa en el deslinde de mil ochocientos veinti- 
cuatro f fs. 152 vuelta, expediente agregado), en la escritura de 
venta hecha por la provincia en mil ochocientos nme:iu ( tojas 

y en el informe de fs. 229. con exclusión de las superficies 
r.uc resulten ocupadas por terceros, antes de la demanda, catorce 
de octubre de mi! novecientos siete (fs. 33), por efecto de las 
enajenaciones hechas por Lozano ó por otras causas, y sin per- 
juicio de los derechos que pudieran asistir á la sucesión contra 
los poseedores aludidos y contra el doctor Ovejero. 

35. Que no es admisible la nulidad absoluta del arreglo 
hecho por el doctor Ovejero con la provincia de J tijuy ( fs. 203 ), 
del punto de vista de los articulo* 558, 564 y demás del código 
civil, como se sostiene en el alegato de los actores ( fs. 622 y si- 
guientes) porque no aparece de la cesión de Alvarado y Ove- 
jero i fs, 12 y 180) ( que el propósito primordial de las partes 
al veri ¡icaria hubiera sido precisamente el de qu* se organizara 
una sociedad que debiera funcionar en eonri "íes determina- 
das, puesto que el artículo 4. de esa cesión dice que aquéllas se 
repartirán por mitad, ya h>s producto* de la finca, ya el produ- 
cido fie la venta, para la realización de la cual no se fijó é|iora al- 
guna, de suerte que podía llevarse á cabo inmediatamente sin que 
el inmueble hubiera experimentado transformaciones ó aumen- 
tado su valor. 

3Ó. One el doctor Ovejero no se constituyó en simple man- 
mandatario tic Alvarado á los efectos de constituir una sociedad, 
sino .idquirenle en primer término de las cinco sextas partes, de 
los dei cebos riel segundo, como sucesor de Lozano, á estar á la 
demanda y á la anotación que se transcribe á fs. 25 ; y el hecho, 
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por lo tanto, de no haberse formalizado la sociedad aludida, no 
podría tener otra sanción que la de facultar á A) varado ó sus 
sucesores para reclamar la parte que no se incluyó en la venta y 
los daños y perjuicios en su caso. 

37. Que aún cuando asi 110 fuera y en la hipótesis de que las 
bases tercera y cuarta del contrato de fs. 180 imtwrlaran un 
cargo, la acción contra la provincia 110 -sería destle luego viable 
al tenor de lo dispuesto en los artículos 35'> > 5 { »3- civil, 
en atención á que ella no se apoya en semencia que haya decla- 
iado perdidos los derechos de Ovejero, emergentes de esc con- 
trato, 

38. Que no cahe aceptarse tampoco la caducidad de la Mer- 
ced de Robles, en lo que á e í a parte se refiere, por 110 haber 
poblada, según se arguye por ¡a defensa, toda vez que los autos 
revelan, de una parre, que ha existido esa población, conestente 
en inquilinos y en miles de cabezas de ganado (fs. 210 y Mguicn- 
te&j expediente agregado ), y no consta, de otra, que se haya 
reducido la Merced por conceptuarla excesiva, ó señalado, un 
término prudencial para poblarla en la* condiciones que la ad- 
ministración hubiera creido racionales, con sujeción a la reaí 
instrucción «le mil setecientos cincuenta y cuatro, de que se hace 
mérito. 

39. Que, antes al contrario, consta que cinco años después 
del otorgamiento de la Merced á Robles, le fué confirmada 
en julio 19 de 1765, no obstante las manifestaciones hechas por 
él en el sentido de que no la había poblado por estar ausente en 
servicio público, y se le puso en posesión (fs. 3"<> vuelta á ¿Sn> ; 
inte en mil ochocientos diez, se reconoció el título de las hijas de 
Robles, y se les mandó amparar en la posesión, á pesar de apa- 
recer de la propia solicitud presentada por ellas, que no tenían 
pobladas las tierras ( f s. 3 «3 á 386); <\™ esta resolución Se 
mandó, posteriormente, llevar á efecto en mil ochocientos vein- 
tidós ( fs. 127, 129 >■ 147. eNpcdicüté agregado) y que igual re- 
coiincimiento se hizo por el decreto de Mayo diez de mil ocho- 
cientos cincuenta y cuatro, que contiene salvedades en favor fiel 
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fisco, mas no relacionadas con fa caducidad por falta de po- 
blación. 

40. Que 110 se lia cuestionado la validez ó eficacia de las 
resoluciones administrativas que acaban de mencionarse, y la ley 
(ie mil ochocientos ochenta y tres no sanciona la caducidad de 
las Mercedes, por no haber sido pobladas inmediatamente des- 
pués de su otorgamiento y por los mismos agraciados. 

41. Oite no hay, por otra parle, prueba de cuáles fueron 
liii- tierras declaradas fiscales en mil ochocientos cincuenta» á que 
alude el art. y de la lev citada de mil ochocientos ochenta y tres, 
pius todo lo <|tie se" dice al respecto, es que ellas estaban en la 
r-Nia de Santa Bárbara y Maíz Oordo ( fs. 2O6 vuelta), infirién- 
dose del decreto posterior ríe mil ochocientos sesenta y cuatro y 
de los términos del articulo i« de dicha ley, así como de su re- 
glamentación en mi! ochocientos ochenta y cuatro, ya citada, 
que no toilas esas tierras se consideraban fiscales. 

42. Que, además, la ley de mil ochocientos ochenta y tres 
expresa en su artículo 4." (1 ue se entienden pur no poblados los 
terrenos de más de tres leguas de extensión superficial, en las 
i.ne no haya ganado, casas, corrales, cercos, sembrados ó algún 
ctro trabajo, hecho míe indique ocupación actual, sin especificar 
U proporción en que deben estar los ganados ó la importancia y 
raturalcza de los trabajos. 

J3- Que no es de lomarse en cuenta la nulidad parcial rpie 
se alega de las Mercedes (fs. figo), fundándose en que se proce- 
dió con dolo y engaño al solicitarlas, pues tal excepción no fué 
oportunamente opuesta al trabarse ¡a lilis, 

44- Qoe en oposición á los antecedentes oficiales indicados 
en el considerando 34. no puede argumentarse con las opiniones 
anteriores de Alvarado como tísc*al ó comisionado en las denun- 
cias recordadas en la contestación, atento lo manií estado á fojas 
288 vuelta, y á que dichas opiniones no son de estimarse como 
lina renuncia á derechos que no se tenían. 

45- Que finalmente, por lo que hace á la de prescripción 
tampoco es arreglada á derecho, á causa de que el decreto de 
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treinta y uno de mano de mil ochocientos setenta y tres, por el 
oue se declararon baldíos y de propiedad pública las tierras de 
Mair Gordo y una parte de Santa Bárbara, no sólo no fué se- 
guido de desposesión á Loxano, sino que dió lugar á la protesta 
de ¿ste y al juicio ó juicios de que se hace mención en los testi- 
monios de fs. 97 y siguientes y en el folleto de f & 5&>- 

Por estos fundamentos, se declara que doña Felisa T. de 
Alvarado tiene derecho á las tierras que se mencionan en los 
considerandos 33 y 34. «n & proporción que. 1c corresponda, se- 
pún su haber testamentario en la sucesión de su esposo don To- 
más R. Alvarado, debiendo en su oportunidad, determinarse la 
extensión superficial de la parte referida. Las costas se abona- 
ran en el orden causado, atento el resultado del juicio. Notiíi- 
quese con d original, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Polar. — M. P. Daract, — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cara .villas. 



CAUSA NXXV 

Recurso extraordinario deducido de hecho par' don Carlos 
Sar.tolti, en ios autos con el fisco nacional 

Sumario: 1. a Procede el recurso extraordinario previno en el 
artículo 14 de la ley núm. 48, contra una resolución que 
desconoce al capitán de un buque las exenciones que invocó, 
con arreglo á tos artículos 29, 30, 3T y 33 de las ordenanzas 
de aduana y 72 de la ley de la materia. 

2.° La obligación de manifestar el rancho, establecida en 
el articulo 72 de la ley de aduana núm. 4033. uo se limita 
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al manifiesto presentado en la primera entrada á un puerto. 
Tal disposición se refiere á los artículos 31 y siguientes de 
las ordenanzas que no establecen restricción exigiendo, en 
términos generales, que los capitanes presenten con el ma- 
nifiesto general de la carga una relación de la pacotilla, ano- 
tando el sobrante de rancho y provisiones de \ bordo, 

3-° El artículo 33 de las ordenanzas de aduana se refiere 
á los aparejos colocados llenando su objeto ; pero no á los 
materiales que, aunque adaptables á ese fin, se encontrasen 
encajonados ó enfardados como mercaderías. 

Caso: Lo explica el siguiente fallo: 
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finfi»! Alrn, Miyo 18 6t (Vil 



Autos y vistos: 



El recurso de hecho por apelación denegada contra senten- 
cia pronunciada por la cámara federal de apelación del Paraná, 
en la causa seguida por el fisco contra don Carlos Sarsotti, agen- 
te del vapor Santa María. * 

Y considerando : * 

Que para fundar el recurso extraordinario previsto en el 
inciso 3°, art. 14 de la ley num. 48, se ha sostenido: 

i/* Que el capitán del vapor M Santa María", de acuerdo con 
los artículos 29, 30 y 31 de las ordenanzas de aduana y 72 de la 
ley de la materia, estaba exiiniilo de presentar lista de rancho, 
desde que esta obligación sólo existe para los buques proceden- 
tes del extranjero, y el "Santa Maria" venía del Rosario, des- 
pués de haber tocado en Buenos Aires. 

3.° Que el capitán de dicho vapor tampoco estaba obligado 



• •• ; 
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á manifestar los efecto* navales (pie constituyen él aparejo ríe! 
buque, por eitanto el an. 33 ti» las citadas ordenanza* de aduana, 
lo eximen también de elio. 

Que liabiémio-e desconocido el privilegio ó exención ( l ,,e 
pretendía fundar en la* fejfes metiaonatlás, es procedente el re- 
curso promovido, y asi se declara (resolución de 2J de Dieíehi- 
bre dt 1909. éií la causa del fisco contra M;uiimi« y IVdero. 
agentes del vapor "ly-priia" 1. 

V considerando, t n cuanto al fondo; 

Que |Kir el art. 72 tic la ley de aduana vigente núiu. WX\< 
Ioí capitanes de bpqufés de vela ó á vapor, aun cuando tengan 
privilegio, están obligados á hacer la manifestación de su raneh". 
con arreglo á \ps artículos gt y siguientes de las ordenanzas de 
aduana, y de conformidad en» los reglamentos (¡ue dicte el pafar 
ejecutivo. 

Que esa disposición introducida |>or primera vez en el ar- 
ticulo 54 de la ley de aduana para 189Ó, núm. tuvo por ori- 
gen !a sentencia de esta corle de 28 de Septiembre de 1895. en la 
que <z declaró ipie los vapores con privilegio de paquetes podían 
formalizar su entrada eou sólo el manifestó de carga y rio esta* 
ban obligado* á presentar la relación de rancho (fallos, tomo 61, 
página Jim: Escurra legislación aduanera, página 104. nota 2, 
an, tJV. decreto reglamentario de Mayo 31 de njofi), 

f >ue eí projpósíto del legislador fué complementar las dispo 
sieiones de !a> ordenanzas relativas á los vajwres privilegiado, y 
en parlicnV el inciso l." del artículo X4". >egiín e! cual la entrada 
de "jos pafiuetes á vapor ijuedaba formalizada con sólo la pre- 
sentación del manifiesto de su carga en do> copias'*, lo eme sig- 
nificaba i|Ue fon el manifiesto de carga debían acompañar al 
igual tk lo- buque* ii" privilegiados !a lisia de provisiones ó so- 
brantes iU raneb". 

Que ninguna consideración autoriza á limit-ir esa obligación 
al manifiesto presentado en la primera em rada á un puerto. de<de 
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que püédéií transportar mercaderías con procedencia de ultramar, 
para diversos puertos de la República y ta disposición hace refe- 
rencia á loa artículos 31 y siguientes de las Ordenanzas que no 
establecen la restricción que se pretende, y en términos genérale* 
exigen que Jos capitanes, con el manifiesto general de la carga 
presenten una relación de la pacotilla, anotando el sobrante de 
rancho y provisiones que tengan á bordo. 

(Jue en euanlo á lo que respecta al articulo 33 de las Orde- 
nanza., la jurisprudencia lia establecido que esa disposición se 
refiere á los apareas colocados, llamando su objeto, pero no a 
los imtcríales que. aunque adaptables á ese fin, encontrasen en- 
cajonad.^ ó enfardado* en forma de mercaderías 1 Fallos, tomo 
í«. pág. 443). 

l'nr estos fundamentos, oído el señor procurados general, 
se confirma la sentencia apelada en la |>arte que lia motivado el 
presente recurso. — Xoiifiquese con el original, y devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el inferior ( t ). 

A. liKitMiijo. - Nicanor d. nix Somr. 
— M. I*. DaracT. — D. E. Palacio. 
—I.. Uívfj. Cahaxillas. 



CUSA XXXVI 

Contunda de eatafteimeia trabada entre el ¡¡íes de 1.* instancia 
de la f>ior¡n t ta de Jujny y el dé igual clase tic la ciudad de 
Salla, en i\ jukia "fiVi* torio iionsáles contra doña Dolores 
i fiema, f>»r cobro de arrendamientos. 

Sumario: Es competente para conocer en un juicio por 
cobro de arrendamientos é indemnización de perjuicios el 

(I) Añilo*» filio m promocKi, tn tft mitma fechi. en el recurso deducido en lo* 
«uta» 'MlMfliu» f Dadtro. apelando d* uu moludon de AdaMi*. 



juez riel lugar implícitamente establecido para el cumpli- 
miento de las obligaciones emergentes del contrato de lo- 
cación. 

Caso: Lo explica el siguiente fallo: 

i 

FALLO LA CORTE SUPREMA 

Butflot Aire». Miro 30 de 19 Jl 

Y vistos: 

Los fie contienda de competencia entre el señor juez de I.* 
instancia de la provincia de Jujuy y el de igual clase de la ciudad 
de Salta, para conocer del juicio instaurado por don Gregorio 
González, contra doña Dolores Wierna, por cobro de arrenda- 
mientos é indemnización de daños y |>erjuicios ; 

Y considerando: 

(Juc cuando se celebró el contrato de fs. 1 (autos princi- 
pales), tanto el actor como la demandada, tenían su domicilio en 
la provincia de Jujuy donde está el inmueble arrendado, lo que 
reconoce aquélla á fs. t de los autos de inhibitoria. 

Que en esta condición y dada la naturaleza del contrato, 
quilla implícitamente establecido el lugar para el cumplimiento 
de las obligaciones emergentes del mismo. 

Que está resuelto por esta corte suprema, en casos repetidos 
%Út con sujeción á lo dispuesto en el artículo 1212 y correla- 
tivos del código civil, y la ley 32, titulo H, parte 3, es juez com- 
petente para el conocimiento de los pleitos en que se ejerciten 
acciones personales, con preferencia al domicilio del demandado, 
el del lugar señalado explícita ó implícitamente para la ejecución 
de 1111 contrato cualesquiera que sean las prestaciones de! que se 
demande, ya principales, ya accesorias", i Fallos, tomo «jo, pá- 
gina y otros). 
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Por ello y fundamentos concordantes del auto de h. 15 á 17 
y lo expuesto y pedido por el señor procurador general, se re- 
suelve: tjue el juez en lo civil de la ciudad de Jujuy, es el com- 
petente |>ara entender en el juicio referido. — Remítansele, en 
consecuencia, los autos, y avísese por oficio al juez de la pro- 
vincia de Salta. — Notifíqucsc con el original y repóngase el 
pape!. 

A. IIkrukjo. — Nicanor G. del Solar. 
— M. P, Daract. — p. E. Palacio. 
— L. López Ca ha .villas. 



CAUSA XXXVII 

- 

Contienda de competencia trabada cutre ci juez de comercio 
áe h capital y ct de igual ciase de la ciudad de Córdoba 

Sumario: El domicilio establecido en un contrato debe preva- 
lecer sobre el real del demandado, á los efectos de las ac- 
ciones emergentes de dicho contrato. 

Caso: Lo explica el siguiente fallo: 

ÍAI.I.O IJE LA COH TE SUPREMA 

Wmwim Aire», Mayo 30 <fe ||n. 

Y vistos : 

Los de contienda de competencia entre el juez de comercio 
de esta capital y el juez de igual clase de la ciudad de Córdoba, 
para conocer en el juicio promovido ante este último por los 
miembros de la razón social "P. Vieyra Latorre y Cía.", don 
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Manuel González, don Pedro X. González, don Alejandro Fi- 
gueroa Airona y don Pedro V'.cyra Latorrc contra don Lorenzo 
Pascual Cortada, socio de la misma. 

Y considerando: 

(Jue corresponde á esta corte dirimir la expresada contienda 
conforme á lo preceptuado en e! artículo 9." inciso d <le la ley 
número 4055; 

(jue ¡tira este fin debe desde luego tenerle presente que en 
el escrito d fojas 12 de los autos principales, se demanda á Cor- 
tada, para que rinda cuentas á ta sociedad expresada, del resul- 
tado de las ventas de ganarlo y forraje «jue le fueron remitidos 
á Barcelona» de acuerdo con lo establecido en el contrato social 
respectivo, corriente á foja-. 10 (clausulas 4*', 5.", 6.? y 7.') t cotuo 
igualmente para eme indemnice los daños y perjuicios oca-donado^ 
por el abuso de las faculta* Ies míe se le acordaron con motivo 
de dicha?, negociaciones. 

(jue, habiéndose conferido á Cortada tal mandato á nombre 
tle ía compañía y en cumplimiento de las recordadas conven- 
cióme -sociales «jue le obligaban á trasladarse á Europa y veri- 
ficar las gestiones especificadas en ella-, las ventas de hacienda 
y forrajes míe motivan la demanda, constituyen actos ejecutivos 
de un mandato social, ó más propiamente dicho, actos sociales; 
circunstancia tpie lia motivado el pedido previo de la demanda, 
la constitución del trihunal atbitral qiie decida la diferencia ex- 
presada, de conformidad con lo estatuido t-n la cláusula 17 de 
dicho contrato y !o proscripto por los artículos +48 y 44*h código 
de comercio. 

Qué este carácter de la acción instaurada hace, desde luego» 
apacibles al caso las estipulaciones del iiiímuo contrato como ley 
de las partes, y en razón de haberse elejido por la cláusula \Z 
las ciudades de Hílenos Aires y de Córdoba, como domicilio 
social debe esto prevalecer sobre el domicilio real fiel demandado, 
según expresamente lo disponen los articulo, 101 y 102. código 



» 
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civil, ley 32. iítulo II. parte 3."» y lo tiene resuelto con repetición 
está corte I Fallos. lomo 109, i«ig. 75. y "o, I>ág- 253 *• 

Que, por consiguiente, el juez local dé la ciudad de Córdoba, 
es competente para conocer en el juicio ante ¿I validamente ins- 
taurado, sin f|uc pueda alegara á íavor del juez de comercio «le 
esta capital motivo alguno de preferencia que excluya ó limite tal 
jurisdicción. 

Por eHo y de conformidad con lo 1 dictaminado por el señor 
procurador general, se declara: que es juez competente para co- 
imeer en esta causa el de lo comercial de la ciudad de Córdoba, 
á quien >e devolverán los auto* haciéndose saber |M>r oficio esta 
resolución al de igual clase de esta capital. — Xuti fúmese con el 
original y repónganse las foja*. 

A. liKkMK.io. — Nicanor Q. t>ki. S"I,ak. 

— 1), |. I 'ALACIO.. — L. Lol'KZ Ca- 
imníij.as, 



C\rSA XXXVIII 
Criminal con t ni /,nú Pracilio ó Soriano, por homicidio 

Suman»: Ks ju>ta ¡a sentencia que condena á sufrir la jieua de 
diecisiete años y medio de presidia con sus accesorios lé- 
galo-, al aut«>r de un Htrmicidio cometido sin provocación 
alguna de parte de la victima y con tas circunstancias agra- 
vantes determinada* en el articulo 84. inciso 15 del código 
pena!. 

Coso : \¿> explica el siguiente tallo: 
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IAU.O DE LA GORTK SUPKÜMA 

ButiiM Alna, Miyo 23 de I9M-TI 

Y vistos; 

Para conocer del recurso deducido en la presente cansa se- 
guida contra Luis Pracilio, conocido por Soriano, de treinta años 
de edad, de estado casado, italiano y de profesión herrero, pro- 
cesado por el delito de homicidio perpetrado en la jwrsona de 
Nicolás Reinoso, agente de policía al servicio de la comisaría 
del departamento General Uriburu. de la gobernación de la 
Pampa Central. 

Y considerando : 

Que está comprobada la muerte violenta del expresado 
agente de policía Nicanor Reynoso y que ella fué causada por 
causada por las heridas que le infirió el procesado el día 8 de 
Noviembre de 1908» según resulta de las declaraciones de los 
testigo corrientes á fs. 3 vuelta, 6 á io vuelta, 13 á 15. informe 
pericial 'le fs. 16 vuelta á 17 y certificado de defunción de fs. 22. 

(Juc este delito se lia cometido sin provocación alguna de 
parte dé la victima y con ta circunstancia agravante determinada 
por el código penal en el inciso 15 del artículo 84. 

Que no se ha justificado que el procesado se hubiera en- 
contrado en estado de ebriedad completa en el momento de sacar 
el revólver de que estaba armado y hacer los disparos que causa- 
ron la muerte inmediata de Reynoso como se reconoce por la 
defensa al expresar en su escrito de fs. 40 "que no puede insistir 
en la ebriedad alegada en I ■ instancia, como eximente de toda 
pena, porque como lo dice bien el juez a quo no aparece que haya 
sido completa é involuntaria". 

Que la pena impuesta al procesado es la que corresi>onde 
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coü arreglo á lo establecido en el artículo 17, incido i." de la ley 
número 4189 de reformas al código penal, sin que proceda mo- 
dificarse en SU favor dada la circunstancia agravante que con- 
curre en el caso. 

Por ello y fundamentos concordantes se confirma, con cos- 
tas, la sentencia apelada de fs. 32, (1). — Kotifiquese con el 
original y devuélvase. 

A. HüRMR.10. — \ic.\ Non G. del Solar. 
— M. P. Daract. — t>. E, Palacio. 
— L, Lopkz Ca kan illas. 



CAUSA XXXIX 

P.xti adición de ¡ingenio Várese solicitada por las autoridades 

de Italia 

Sumario '. La circunstancia de haberse dictado en rebeldía la sen- 
tencia condenatoria contra un requerido, no obsta á la ex- 
tradición solicitada por las autoridades de Italia, por cuanto 
con arreglo á la ley italiana debe reputarse que se trata, en 
el caso, no de un condenado, sino de un imputado» en cuya 
calidad se acuerda la extradición, pudiendo éste en tal vir- 
tud hacer valer las defensas y excepciones que tuviere ante 
los jueces competentes del país requiriente. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

(i) U wMmtí* m** *■ »> d¡mn ftémi «t U fin, *mm 1 pnn m W 
L»l* Palito SoiUm. ti pnt «t «•* y m* «rn y m4to * pmMIo «■ tm ti 
ctnrtot kf*tt< y la» emtm 4d Hrftf» 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



SENTENCIA PEI. ,11-HZ EKDEKAL 

Bumh Air». DWMbrt 20 ér 1910. 

Y vistos. 

Esta cattsa |»or extradición seguida á Eugenio Várese, á so- 
liciltu! ¿fe la- M#Qfi¡dacfcs de! Reino de Italia; 

V considerando: 

Qjie los recaudos traídos por la nación requi rente minen 
lo* requisitos exigidos por el articulo 12 dij tratado de extra- 
dición con él reino de Italia, estando el delito por el que ha sido 
condenado eí requerido, comprendido entre los enumerados en 
el artículo 0." del misino tratado. 

íjuc en cuanto ¡i la cuestión promovida por ia defensa, de 
que ía sentencia de condenación dictada en rebeldía del reque- 
rido, por los tribunales italianos, afecta la inviolavilidad de la 
defensa en juicio, ella ha sido resuelta en contra por este juz- 
gado, en el ea*o de extradición de Ksio Donati. — Esté punto 
fué con firmado pi»r ta excelentísima cámara de apelaciones éh 
lo federal, por ío (pie existe ya jurisprudencia al respecto- 

Que la diferencia de fechas en la época de la comisión del 
oelito, que se observa en los recaudos entre la orden de arresto 
y la condena del requerido, no es causa suficiente á constituir la 
intficacidad de esos recaudos, puesto que la fecha precisa del 
hecho delictuoso que exige el artículo 12 del tratado de extra- 
dición, se refiere á la orden de captura y no cuando, como L -n el 
caso, exisie !a condena del requerido. 

Por esto-; fundamentos, tallo; haciendo lugar ;t la extra 
(lición solicitada. — En consecuencia, líbrese oficio al séñór jefe 
de policía de la capital para que ponga el requerido Eugenio Va- 
re-e á dis|Josicíón del señor ministro de relaciones exterior*:-.. 
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y al mismo, con remisión de lo* autos origínales, dejándose su- 
ficiente constancia. 



£KXTK.\UA Ui: I.A CAMAMA PKDKRAL 

Bntno» Aiffs, Marzo 20 de ion 

Vistos y considerando: 

íJxk. como lo establece el inferior en la resolución apelada, 
en el presente caso, se han llenado debidamente los requisito* 
que prescribe el tratado sobre la materia celebrado |M>r la repú- 
blica con el reino de Italia, siendo, por tanto, suficientes ¡os re- 
caudos que se acompañan al pedido de extradición del subdito 
Eugenio Várese. > "\ 



Que en cnanto á la circunstancia de haber sido Várese con- 
denado en relieldia, y que el señor defensor de pobres hace valer 
como argumento para sosn-r.ei la improcedencia del pedido que 
motiva las presentes actuaciones, cabe sostener, que la defensa 
en juicio garantizada por nuestra carta fundamental, no se en- 
cuentra afectada por tal hecho. 

Km efecto, según la legislación del país requi rente, esa con- 
fíenación es sólo condicional y deja de tener efecto cuantío el 
condenado se presente voluntariamente ó cae bajo la acción de 
la justicia, en cuyo caso le es permitida la rlefensa como si no 
hubiera sido contúmez. (Artículo 543 del código de procedi- 
miento penal italiano). 

IV estos fundamentos y los del auto recurrido de fs. 3$ se 
confirma. — Notifíquese, devuélvase y repóngase el papel ante 
el inferior. 



MhjHci h. Juntas. 




¿jtan A. Carda, — Ayustín Urdiuarraiit. 
—Anací D. fio jas. — Daniel Coytia. 



DICTAMEN DKL Sr. PROCURADOR GENERAL 



Suprema corte : 

Satisfechas las exigencias del tratado de extradición con d 
reino de Italia, procede la requerida en estos autos como ha sido 
declarado por las sentencias de ta i.* y de la 2. a instancia. — Las 
tonnas han sido llenadas en toda su amplitud, siendo ya bien co- 
nocido el concepto, que existe entre nosotros respecto de las con- 
denaciones dictadas por los tribunales italianos, en rebeldía del 
procesado : — la jurisprudencia constante de V. E. tiene inva- 
riablemente establecido que tales condenaciones no tienen otro 
efecto que preparar el proceso, sin que obste á que, presentado 
el reo se reabra aquél y éste pueda alegar todas las defensas que 
tenga en su pro. — Esta circunstancia es bastante para reputar 
siempre á los condenados ne tal forma, como simplemente pro- 
cesados á les efectos de su extradición. — A esto respecto me 
permito transcribir por lo afirmado por V. E. en la sentencia 
míe corre en el tomo 90, pág. 421 • • . "Que debiendo reputarse 
" que se trata en el caso, no de condenados, sino de un imputado, 
" tanto porque así procede con sujeción á la ley italiana, cuanto 
" á la sentencia condenatoria se pronuncia en rebeldía, como por- 
" que 110 existiendo en autos esa sentencia, la extradición se 
" acuerda en la calidad del imputado, éste hará valer ante los 
** jueces competentes del país requirente las excepciones y dc- 
" fensas con qué cuente". 

Por lo expuesto y concordantes de la sentencia recurrida, 
pido á V. E. su confirmación en el sentido de acordar la extra- 
dición solicitada por el señor ministro de Italia. 



Julio B-otct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bhmm Alta. «*ye 33 de 191 1. 

Vistos y considerando: 

Que de los documentos traídos por la vía diplomática para 
instruir el pedido de extradición formulado por la real legación 
de Italia en la nota de fs, 7, resulta que el requerido Eugenio Vá- 
rese, se encuentra procesado ante las autoridades judiciales del 
departamento de Turin, por el delito de apropiación, en bene- 
ficio propio» en reiteradas ocasiones de varias sumas de dinero 
por un total de 13456 liras con 5 centesimos que le fueron con- 
fiadas por razón de comercio, y condenado en rebeldía á la pena 
de reclusión por el término de 6 años, multas, gastos procesales 
y demás indemnizaciones que se contienen en la sentencia que, 
en copia legalizada, corre á fs. 4 y 5. 

Qitc estos antecedentes, asi como el mandato de prisión á 
•|iie se refiere el documento de fe 3, colocan el pedido al am- 
paro de las estipulaciones contenidas en el tratado de extradición 
concluido entre la Nación y el gobierno de Italia, y de las dis- 
posiciones pertinentes del código de procedimientos en lo cri- 
mina). 

Que la circunstancia de haberse dictado en rebeldía la sen- 
tencia condenatoria de Várese, no obsta al pedido de extradición. 
,H>r cuanto, con arreglo á la ley italiana, debe reputarse que se 
traía en el caso, no de un condenado, sino de un imputado» en 
cuya calidad se acuerda esta extradición podiendo, en tai virtud, 
fiaccr valer las defensas y excepciones que tuviere ante tes jueces 
competentes del país requi rente, como se ha declarado por esta 
corte en casos análogos. (Tomo 90, p&g. 421). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general, y sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apela ila de fs. 37. — Notiftquese con el origina] y devuélvanse. 

A. Behmejo. — Nicanor C. del Solar. 
— M. P. Daract. — D. E. Palacio. 

—h. LOPEZ CAn AS ILLAS. 
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CUSA XL 

Recurso extraordinario deducido de ftcflut en autos "(irossi 
Adolfo contra Manuel l*érez, por nulidad 

Smiíátiói Ka interpretación y aplicación de la ley de matrimonio 
civil, j>arlc integrante del códign respectivo, y la de otras 
• imposiciones del derecho común no autorizan el recurso 
extraordinario previsto en e! artículo í4 de la ley mun. 4S. 

Cas.i: Uo L-xjiiica el siguiente fallo: 



KAU.O UK LA COSTÉ sl'l'KI'.MA 

Buenas Aires, Mayo 23 de 1911. 

Autos y vistos: 

K. recurso de hecho por apelación denegada interpuesto por 
(Ion Adoltu Grossi de sentencia pronunciada |K>r la cámara se- 
gunda de apelación en lo civil de la capital, en los autos seguidos 
por aquél sobre petición de herencia contra dmi Manuel S. y doña 
Teófila Elodia Pérez. 

Y considerando: 

(Jue, lanío la acción deducirla á fs. ¿ como la sentencia ape- 
Jai'a corriente á f-*. 239 y 251 de lo.s autos remitidos f»or via de 
informe, se han fundado en principios de derecho común; la pri- 
mera en el articulo 2772 y otros del código civil, y ta segunda en 
e! reconocimiento de don Manuel Pérez como coheredero por 
pane de los cetlentes del actor, y en la falta de prueba del dolo 
y del error invf»cados para sostener la nulidad de ese acto. 
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Que ta interpretación y aplicación de las disposiciones tlcl 
derecho común no pueden autorizar el recurso extraordinario 
interpuesto. según lo establecido en el articulo 15 de la ley nú- 
mero 48. 

(Jue tampoco puede anturizarlo la interpretación y aplica- 
ción de ¡a ley de matrimonio civil á «pie se hace referencia, por- 
que es parle integrante del código resjiectivo f artículo 126 ele la 
ley número 2393; fallos, tomo 04. |»ágina 414). 

Por elío y de conformidad con ¡0 expuesto y pedido [>or el 
señor procurador general, se declara bien denegado el recurso.— 
Aíotifimiese con el original y lepuesto el papel archívese, dtvol- 
yiluiiose íós autos principales con testimonio de está resolución. 

A, I;i-hmi:jo. - Nicanor íi. niiL Solar. 
— M. I'. Darut.— D. E. Pal Ano. 



C.U'SA XÍJ 

listrtitlU-ión de Ségisti&tíiti l : a~io saimtadu f>m las autoridades 

de fUifta 

Snmdrm ^" lJ °l*sta a una extradición requerida en forma por las 
autoridades de Italia, ni la circunstancia de la condenación 
en reU-Mía del requerido, ni la de haber transcurrido más de 
diez años desde la comisión del delito hasta la presentación 
del requerimiento, si dicho término fué interrumpido ]»or 
IUi proceso criminal reabierto en Italia contra el reo durante 
el cual, además de otros actos directos de procedimiento, 
se libró el auto motivado de prisión, asi como la sentencia 
condenatoria flue se acompaña al pedido de extradición. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 



Rourio de ImU F«. A|Mt* 3 it 1910. 

Y vistos : 

Estos autos seguidos á solicitud de la legación del reino de 
Italia por la extradición de Segismondi Fazio, imputado de robo 
con amenaza de muerte á mano armada y de lesiones que curaron 
en d'cz dias; oída su declaración, la defensa presentada por su 
defensor doctor Alvarez y la opinión fiscal, y. 

Considerando: 

Primero. — Que la solicitud de extradición lia sido intro- 
ducida por la vía diplomática y se ha acompañado á ella, en de- 
bida forma, los recaudos exigidos por el articulo 12 del tratado 
de extradición celebrado con el reino, de Italia, aprobado por ley 
número 3035 y canjeado el 14 de Noviembre de 1900, 

Segundo. — Que la identidad del encausado se encuentra 
suficientemente justificada por su propia declaración. 

Tercero. — Que el delito que motiva la mencionada soli- 
citud, está comprendido en los que dan lugar á la extradición, de 
conformidad con el artículo fi." deleitado tratado. 

Cuarto. — Que el lieclio de haber sido condenado Fazio en 
rebeldía, cu nada afecta al principio constitucional, ni á la dispo- 
sición del artículo 370 de la ley número 50, á que alude al de- 
fensa, desde que, por la disposición del artículo 543 del código de 
procedimiento ncnal del reino de Italia, cuando se condena en re- 
beldía á una pena criminal y se presenta el reo en cualquier 
tiempo voluntariamente ó se constituya en la cárcel ó llega al 
poder de la justicia antes que la pena sea prescripta, será oído 
«obre c! mérito de la causa y admitido á hacer su defensa, como 
si nunca hubiera sido rebelde, debiendo considerarse la sentencia 
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pronunciada en tales condiciones como si no hubiera existido y 
procedcrse en lo sucesivo en la forma ordinaria, por lo que ca* 
rece de base la argumentación que hace la defensa al respecto. 

Quinto. — Que. con arreglo al tratado — artículo 8.° — la 
extradición no fletará concederse, cuando, según las leyes del 
otado rcqni rente, ó según la del país en que el reo se refugiare, 
se hubiera cumplido la prescripción de la acción penal ó de la 
peñá* por lo qué procede ver si la prescripción se lia operado, 
como lo sostiene la defensa. 

Sexto. — Que debiendo considerarse como no existente la 
sentencia en rebeldía en cuanto á la i*Mia se refiere, sólo corres- 
ponde establecer si se ha prescripto ó no la acción para acusm. 

Séptimo. — Que el delito que se le imputa á Fazio, es el de 
robq con amenaza ile muerte á mano armada y con lesiones, de- 
lito que, dado su naturaleza, hace pasible á su autor de la pena 
de penitenciaría con sujeción á la ley argentina, y con sujeción 
á la ley italiana, á la pena de reclusión de 5 á to años, (artículo 
408 fie) códigu pena! del reino de Italia), 

Octavo. — Que, con arreglo al articulo 89, inciso 2.° del 
código j>ciial argentino, el derecho de acusar por los rlelitos qu<. 
tengan pena de presidió ó penitenciaria por tiempo determinado, 
se prescribe á los diez años; igual término que exige el código 
penal italiano para ta prescripción ó extinción de la acción penal, 
cuando el imputado fuera pasible de una jxma superior á 5 años 
de reclusión é inferior á 20. (Articulo 91, inciso 3. ). 

Xovcno. — Que resultando de los documentos acompañados 
a\ pedido de extradición ^ en los que, como se deja dicho, se han 
llenado tas formalidades exigidas por el tratado, por lo que cRas 
hacen p!ena íe y no es dado permitir poner en cuestión su va- 
lidez intrínseca (artículo 655 del código de procedimientos en 
materia criminal, y 18 de la ley número 1612). 

Que ios hechos imputados á Fazio se produjeron en ta noche 
fiel 6 de Febrero de 1899 y que con fecha 13 de Abril de 1908 
se dtetó la sentencia en rebeldía. |>or la que se le condenaba á 10 
añn- de reclusión, sentencia que interrumpe la prescripción de la 
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acción, de acuerdo con ¡o establecido }>or el artículo 93 del có- 
digo penal italiano, é imputando dicha sentencia, cotilo la orden 
cíe arresto dictada con fecha 5 de Diciembre de Kjoó. actos di- 
rectos de procedimientos en contra del reo. ( Artículo 93 dé 
nuestro código penal, nu puede sostenerse que la acción para 
acusar se haya prescripto. desde que no han transcurrido los 10 
años tjue exigen tatito el código argentino como el italiano para 
que ta prescripción se opere, i>or haber sido interrumpida ella 

por aquellos actos. 

Por estas consideraciones y concordantes del dictamen fis- 
cal, fallo: rechazando las excepciones opuestas por el defensor 
del requerido, v acordar, en consecuencia, la extradición de Se- 
gismondi fazio. solicitada por la legación de Italia. A SttS efectos 
y en su o^rtunidad Engase al ríe: cuido á disposición del mi- 
nisterio de relaciono^ exteriores, al que se remitirá el proceso 
origina!, dejándose eon-tatieia suficiente. — Notifiquen con el 
oríguial. 

José del Bureo. 



SÍNTESCIA OH LA camama PJ&HRAL 

P*imí, Diciembre 22 Út I0IU. 

Vistos y considerando: 

Que. según resulta de autos, el detenido Segismundo ff&io 
ha sido procesado y condenad., en rebeldía en el reino de Italia 
por la corte de Assises de Cosenza con techa 13 de Abril de 
1908. por el delito "de robo cometido e nía nuche del 6 de la- 
brero de 180Q en Seala Celi. mediante amenazas de muerte á 
mano armada, y lesiones curadas en 10 días, obligando asi á Vi- 
cente Marin.i ¡1 irturegarU- su cartera que contenía la suma de 
635 liras". Delito que se haya prevista y castigado por líos ar- 
ticulo^ 406 v 40K del código penal italiana, correspondiente al 
articulo 22. incisa, a y h de ntíestra ley V*) ^fonuas ai eó- 
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digo ¡lEMial. Constando igualmente de los antecedente* referidos 
que el ji:t-z instructor ante el tribunal de Kossano, abogado Fran- 
cisco Roslni, dictó orden <le captura del -nombrado Fazio en 5 de 
Diciembre de 1906; habiéndose introducido la solicitud de ex- 
tradición del misino |»or la legación del reino de Italia ante el 
ministerio de relacione-; exteriores, con fecha 18 de Marzo de 
10,10. ( Solicitud de fs. 1 y antecedentes agregarlos como recaudo, 
corrientes á fs, 3, ji. 17 y 18. en traducción de los respectivos 
originales míe también obran de autos (fs. 12 á 16. 19 y 201. 

One el delito relacionado se encuentra comprendido cu el 
i.iciso íi,* del articulo 6," del tratado de extradición con el reino 
de Italia, aprobado por ley de la república número 3035 de 18 de 
Noviembre úv 180,3. Y asi. por esto, como igualmente en mérito 
de lo dispuesto por el articulo 646 del código de procedimientos 
y el 2." de la ley número 1612, es del caso que se accccla. con 
Cargó de la reciprocidad consiguiente, á la extradición de cjúe se 
trata. 

. ÍJiie no Obsta á ello las excepciones opuestas |wr el encau- 
sado. Ui de prescripción porque, en efecto, como lo establece el 
d tino y resulta ¡de autos, desde que se cometió el delito hasta que 
se dictó la orden de prisión de Kazio ó se pronunció la sentencia 
COiitra ¿I no han transcurrido los diez años que fija la ley, tanto 
de Italia crino fie la república, para la prescripción de la acción 
ó de! derecho de acusar. Ks cierto que desde la fecha del hecho 
mencionado basta la en que se formuló el pedido de extradición 
han pasadó más de 10 años, pero esc lapso fue evidentemente in- 
terrtimpido por los procedí mié ti tos judiciales que se expresan y 
que. conforme á derecho, se han seguido contra el recurrente. 
1 Articulo rjr inciso 3* del código penal italiano. Fiorc derecho 
petial al número 30/» y artículo 8o. inciso 2." código penal argen- 
tino!. Y en lo que respecta á la otra excepción alegada, ó sea la 
que m. funda en el pronunciamiento del tribunal de Cosenza es- 
tando contumaz el procesado: si bien es cierto que. con arreglo 
á nuestra Constitución y á nuestras leyes ile forma, no es ¡x*si- 
,l)»e !a condenación del reo en rebeldía por ropeto a! principio 
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fundamental consagrado de que nadie puede ser juzgado sin 
juicio previo (artículo 18 de la constitución nacional ; 370 de la 
ley de E. C, y 150 del código de procedimiento penal), también 
lo es que en c¡ sub judice debe reputarse que, no obstante la sen- 
tencia impugnada, se trata sólo de un imputado y no de un con- 
denado, puesto que. conforme á las leyes de Italia, el proceso se 
reabre en estos casos para oír al reo tina vez habido éste. (Ar- 
ticulo 543 del código de procedimiento penal del reino de Italia 
y Fiore loe. cit.) Por otra i>arte. aunque así no fuera, debe en- 
tenderse siempre que nuestro país acuerda !a extradición bajo 
la condición expresada, desde que ella es una garantía asegurada 
por sus leyes a todos sus habitantes, según se ha consignado an- 
teriormente. 

Qtuc. por lo demás, la identidad de! encausado no se ha 
puesto en duda y resulta también justificada de su propia con- 
lesión (fs. 27), Nada hay tampoco que ol*ervar en cuanto á 
; los recaudos con que se instruye la solicitud que se considera 
encontrándose todo arreglado á derecho. 

Tor estas consideraciones, en mérito del dictamen fiscal de 
fs. 50 y por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
de ís. 44. 1 lágase saber y devuélvanse. 

José Marcó. — R. Mores l'era. — 
César B. Peres Colman. 



MCT.lMKX DKL Sr. PROCl TUDO» t'.KS líKA], 



Suorema corte : 



U sentencia achula Ha examinado con toda precisión las 
constancias de autos, para concluir qi« se encuentran llenados 
lo* requintos que prescriben los artículos 6 y siguientes del tra- 
tad*: de extradición con Italia, vigente, á los efectos de la proce- 
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ciencia del pedirlo formulado, y por mi parte, nada tengo que 
agregar á los fundamentos de dicha sentencia. 

Soto añadiré, por lo que respecta á las exce|>ciones opuestas 
¡x>r el requerido, que su improcedencia es evidente : — la pres- 
orijk ióu de la acción no ha j»odido operarse, á mérito del proceso 
-cánido contra el acusado, según resulta de los documentos re- 
mitidos por los tribunales de Italia y la condenación en rebeldía 
no afecta e) principio de la defensa en juicio atento lo que dis- 
pone el articulo 543 del código de procedimientos de la misma 
nación. 

Tur lo expuesto, pido la confirmación del fallo afielado. 

Julio fifltet. 



I'ALLO lili LA CORTK SITRKMA 

Buen» Airei, M-,o 71 4t 1011. 

V vistos : 

I«os venidos en apelación de la sentencia de la cámara fede- 
ral del Paraná que concede la extradición de Segismundo Fazio, 
solicitada por la vía diplomática por el señor ministro plenipo- 
tenciario de Italia ; 

Y considerando: 

Que la expresada solicitud ha sido instruida con todos tos 
recaudos estipulados en el artículo 12 del tratado vigente sobre 
la materia entre la república y el país requirente. 

Que el delito imputado á Fazio y por el cual le ha sido in- 
fligida por la corte de Cosenza, Italia, la pena de 10 años de re- 
clusión es el de robo de 635 liras, perpetrado en Scala Celt, en 
la noche del 6 de Febrero de 1899. mediante amenazas de muer- 
te y lesiones corporales leves ; delito que es de tos que pueden 
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dar lugar á la extradición, conforme á to estatuido en el artículo 
(x° incido 6." de dicho tratado. 

One la prescripción alegada por el defensor á mérito de ha- 
ber transcurrido desde la comisión del delito hasta la presenta- 
ción del requerimiento — 6 de Febrero de 1890 y 4 de Mano de 
1010, respectivamente — más de los 10 años ente tanto |»or la ley 
italiana (articulo 91, inciso 3." <Je1 código penal del reino «le Ita- 
pomo por el articulo 8<j, inciso 2." del código penal argen- 
tino, que se necesita para la prescripción de la acción 11en.1l. no 
O! admisible en e Icaso porque dicho término filé interrumpido 
por el pr.íccso criminal reabierto en Italia contra el reo en Xn- 
viembre de 1005, durante el cual, á parte de otóos actos direc- 
tos del procedimiento, se libró el auto motivado de prisión y cap- 
tura asi Cpmo la sentencia condenatoria dictada pOr el referido 
tribunal de Cosenza que en copia testimoniada, han sido acom- 
pañados con la demanda de extradición, y corren traducidos á 
fs. 3 y 8. 

íjxic la circunstancia de haberse dictado dicha sentencia con- 
denatoria, en rclieldía. no puede tani|H>cr> obstar, á la entrega del 
re o. va porque la misma ley procesa! italiana dispone que á pe- 
¿r de dicha condena e lacusado, en caso de presentarse ó ser ha- 
bido, será nuevamente juzgado, previa su audiencia y defensa, 
como si no hubiera sido hasta entonces condenado, proeediéndo- 
se á dictar nueva sentencia en la forma ordinaria (articulo ^43 
código de procedimiento penal del reino de Italia K ya también 
porque, como en la sentencia arlada se resuelve, la extradición 
se concede en el concepto de tratarse á Fazio como simple impu- 
tado, debiendo, en consecuencia, ser admitido á hacer sn deten - 
sa. según las leyes italianas, siendo también esto lo que se ha de- 
cidido i>or esta corte en casos análogos: Fallos, lomo 90, pagina 
4¿i sentencia de 23 del corriente mes en el caso de Eugenio 
Várese. 

Que en mérito de lo expuesto, hallándose justificada la 
identidad personal del requerido y llenadas todas las demás es- 



DE JUSTICIA DE LA NACION 279 

titulaciones <1c1 tratado sobre extradición vidente, procede hacer 
lugar á lo que se ha solicitado, 

Por ello y sus fundamentos concordantes de coníorniidad 
con lo pc<lido por el señor procurador general, se confirma la 
sentencia apelada de fe¿ Oo, — Notifíquesc con el original y de- 
vuélvase. 

m 

A. JírkMKjo. — Xicaxor G. nía Solar. 
_~M. P. Daract. — D, Lí. PALACIO. 
— L. Loi-KX Cama mu, as. 



c vrs\ XLÍI \ 

Recurso de hecho deducido por Horiudo Mamjhl apelando de 
una multa por infracción á ta ley de aduana 

Sumario : lis improcedente el recurso de apelación, deducido de 
hecho, contra una sentencia de la cámara federal de la ca- 
pital que impone la pena de multa i*>r una infracción adua- 
nera, y que fué dictada después de la sanción de la ley nú- 
mero 7055. (Articulo 4." de la ley número 7055». 

Caso: I.o explica el fallo siguiente: 

DICTAMEN 1UX SX. PROCURADOR CGXEKAL 

Suprema corte : 

Kn el presente asunto se impone una pena (multa) por ra 
üón de una infracción aduanera. 
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El procedimiento que corresponde aplicar es el penal, como 
con todo asunto de aduana de que se apela á la justicia federal 
por aplicación de pena, cualquiera que sea la importancia del 
hecho y de la pena misma. 

La sentencia recurrida de fs. 209 es de Octubre 19 de 1910, 
siendo la denegatoria de fs. 211 vuelta de Noviembre 9 del mis- 
mo año. — vale decir, posteriores una y otra á la sanción y vi- 
gencia de la ley 7055. 

Estas circunstancias autorizan á afirmar que tratándose de 
un asunto en materia criminal, resuelto bajo el imperio de la ex- 
presada ley, es de aplicación su artículo 4-* cuando estatuye que 
causará ejecutoria en esa materia y desde la sanción de aquella, 
las sentencias de la cámara federal ele la capital. 

En tales conceptos el recurso para ante V. E. ha sido bien 
denegado, piidendo así se declare, — mandando devolver los au- 
tos como corresponde. 

Julio Botct. 



PALLO I>K LA CORTE SI PKKMA 

Bueno* Mr**, Miyo 30 de ItU. 

Autos y vistos : 

Atento lo dispuesto por el artículo 4. de la ley núm. 7055 
y de conformidad con lo dictaminado por el señor procurador 
general, se declara bien denegado el recurso ínterpue to.— No- 
tifícese original y repuesto el papel, archívese, devolviéndose 
los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del Solar. 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XLI1I 

Recurso extraordinario deducida de hecho por lose S. DórUja, 
en ios autos sucesorios de (Jabino Alvares 

Sumario : Es improcedente el recurso previsto en el articulo 14 
de la Iry núm.48 contra una resolución de un tribunal pro- 
vincial que interpreta leyes procesales de la provincia que 
no fueron impugnadas o|>ortunamcntc. es decir, en eFplcito 
y con anterioridad al falto, como contrarias á la constitución 
ó leyes nacionales. 

Casa : Resulta del fallo siguiente : 

I AI.LO ÜK h\ COKTli SUPREMA 

B«enos Aire*. I* de Junio de 1911. 

V vistos. Considerando; 

gpe el representante de don José S. Dóriga lia interpuesto 
el recurso extraordinario, previsto en el inc, 2." art. 14 de la ley 
número 48 contra la resolución de la suprema corte de justicia 
de la provincia de Unenos Aires, corriente á fs, 680 del incidente 
sobre administración en los autos sucesorios de don Gabíno Al- 
varez f fojas 604), 

Que esa resolución se limita á desechar la revocatoria de la 
que declaró desiertos los recursos extraordinarios de inconstitu- 
cionalidad é mapticañjlidad fie ley. interpuestos para ante la su- 
picma corte de la provincia, fundándose en que ésta era defini- 
tiva y no susceptible, por lo tanto de la reposición pedida y en 
que ella se ajustaba además á laJurisprudcncia establecida en la 
interpretación del art. 530 del código de procedimientos ( fojas 
647 vuelta). 

Que fundada esa decisión en la interpretación de las leyes 
procesales de la provincia que no lian sido, oportunamente, e* 
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decir, en el pleito y con anterioridad al fallo, impugnada como 
contrarias ;í la constitución ó leyes nacionales, no pueden ier 
traídas á la consideración de esta corte, por el recurso extraordi- 
nario del art. 14 ley núm. 48 I fallos, tomo 75, U t»3 )' 
tumi) 112, 1>ág. Ifi8 y otras). 

I'or ello, y de conformidad con lo |>edido por el señor pro- 
curador general, se declara improcedente el recurso. Notifíquese 
con el original y. repuestos los sellos, devuélvanse. 

A. lÍKRMEjo, — \k axor C. vtx 
Solar, — M. E I>ak.u r. — 

D. K. 1 'ALACIO. — L. I«ól'KJS 

Cama xii. las. 
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I'erroearril del Snd en untos cott la mituicipniidod de ht Plata 
sobre cohro de impuestos, h'eeurso extraordinario. Com- 
teneiti. 

Sumario: i" Kntre los derechos qite constituyen la autonomía 
de las provincias, es primordial el de inuwmcr contribucio- 
nes y percibirlas sin intervención alguna de autoridad ex* 
trafia. derecho que no podría ser ejercido con la amplitud é 
independencia necesarias, si hubiera de hacerse efectivo por 
autoridades que íto hieran las propias larts. 104 y 105 de la 
constitución nacional K 

2* La justicia nacional es incompetente para conocer de 
las cuestiones sobre cobro de impuestos locales, mientras 
no se paguen y formulen, después, las acciones fie repeti- 
ción que fueren procedentes. 

3.* Las municipalidades no son más que delegaciones de 
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los poderes provinciales, circunscriptas á fines y límites ad- 
ministrativos, chic la constitución ha previsto como entida- 
des del régimen provincial y sujetas á su propia legislación 
(art. 5." de la constitución nacional), para lu cual ejercen 
también facultades impositivas y coextensivas en la liarte de 
poder que para este objeto le acuerden las constituciones 
y leyes provinciales. 

4," Las acciones |ior cobro de impuesto- municipales son 
de exclusiva competencia de los tribunales provinciales. 

Cuso-. I.o explica el siguiente* fallo: 



l'Al.l.O l>i: f..\ COKTK SI l-RI.M \ 



Buenut Aire». I .♦ de Juitio de 191 1 . 

Aillos v vistos; 

Kl recurso de queja traído ante esta corle |>or apelación de- 
negada ile la sentencia de la cámara provincial de apelación de 
La l'lala. 

Y considerando: 

Qué según resulta del expediente qué dicho tribunal ha ele- 
vado por via de informe, en la ejecución promovida por la mu- 
nicipalidad de aquella ciudad contra la empresa del ! ; . C. del 
Sud ]>or cobro de impuestos, se puso por ésta la exección de 
incompetencia de jurisdicción de los jueces locales, en virtud de 
ser diversa la vecindad de las partes y eorrcsjíonder asi el cono- 
cimiento de la causa á la justicia federal. 

Qik la decisión de última instancia ha sido contraria al de- 
recho que la empresa recurrente invocó y fundó en lo dispuesto 
]¥>r el art. 2.", ínc. 2." de la ley mnn. 48 y ley 1457 ; y no siendo 
la expresada resolución susceptible de otro recurso, según las 
leyes provinciales de la materia (código de procedimientos civi- 
les, art. 318 y siguientes!, tiene por ello la fuerza de sentencia 
definitiva de un tribunal superior fie provincia, recurrible ante 
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esta corte suprema por la vía extraordinaria del art. 6." ley 4055 
y art. 14 inc, 3/ de la ley 48. con arreglo á la constante jurispru- 
dencia establecida sobre el particular (fallos, tomo 73. |»g. 27; 
99, pág. 381 ; y 100, pág, 224). 

Por ello, declárase mal denegada la apelación. 

Y considerando en cuanto al fondo: Que según los mismos 
*utos remitidos, la deuda que la municipalidad adora cobra al 
ferrocarril del Sud, procede de impuestos adeudados por servi- 
dos municipales, con arreglo á las disposiciones respectiva* que 
reglamentan la imposición y percibo de tales gravámenes. 

Que este carácter tributario eminentemente local de tal deu- 
da, hace de exclusiva competencia de la justicia provincial la 
presente litis, independientemente de toda otra consideración re- 
lativa á ta vecindad de los litigantec. 

Que en tal sentido, este tribunal, interpretando y aplicando 
la doctrina que fluye de los artículos 104 y 105 de la constitu- 
ción, ha declarado repetidas veces, que entre los derechos que 
constituyen la autonomía de las provincias, es primordial el de 
imponer atribuciones y percibirlas, sin intervención alguna de 
autoridad extraña, derecno que no podría ser ejercido con la 
amplitud é independencia necesarias, si hubiera de hacerse efec- 
tivo |>or autoridades que no fueran las propias. 

Que ha declarado igualmente que la justicia nacional es 
incompetente para conocer de las cuestiones sobre cobro de im- 
puestos locales, mientras no se paguen y formulen después las 
acciones de repetición que fueren procedentes, lo que quiere de- 
cir, que si el fuero federal de privilegio no obsta á la percepción 
de los impuestos por intermedio de las autoridades locales, tam- 
poco puede oponerse á la competencia de éstos el fuero del do- 
micilio ú otros ( fallos, tomo 57, pág. 46; 17. pág»- "33 y *>7 ; 94. 

l»g. 353 ; y lcS > P** 5- 

Que esta doctrina no es menos aplicable en el presente caso 
por tratarse del cobro de impuestos municipales, pues estas ins- 
tituciones no son más que delegaciones de los mismos poderes 
provinciales, circunscriptas á fines y limites administrativos, que 
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la constitución ha previsto como entidades del régimen provin- 
dai y sujetas á su propia legislación (art $.*), por lo cual ejer- 
cen también facultades impositivas limitadas y coextensivas en 
la parte de poder que para este objeto le acuerden las constitu- 
ciones y leye* provinciales (tomo 57, pag. 46). 

Por ello, de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
larla de fs. 57, se confirma ésta en la parte que ha sido materia 
del recurso. Notifíquese con el original y, repuesto el papel, de- 
vuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dél 
Solar. — M. P. Daract. — 
1>. E. Palacio. — L. Lópkz 
Cahan ii.las. 
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Contienda de competencia uet/ativa cutre el superior tribunal de 
justicia de Jujuy y el juez federal de esa sección, en la que- 
rella promovida por B. ¡'illa faite contra S. Alejo y otros. 

Sumario: So apareciendo que uno fie los tribunales, en una con- 
tienda de competencia negativa, haya insistido en conside- 
rarse incompetente, conforme á lo previsto en el articulo 61 
y concordantes del código de procedimientos en lo criminal, 
deben remitirse los autos á ese tribunal. 

Cuso: Resulta del siguiente fallo: 
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Buenos Airee, Julio 8 de 1911. 

Y vistos: 

Los de contienda de competencia negativa entre el supe- 
rior tribunal de justicia de la provincia de Jujuy y el señor juez 
federal de la misma para conocer en la querella. |K>r sedición» 
promovida [>or don Itenjamin Villafañc en representación de 
don Francisco Ameglio contra Síímón Alejo y otros. 

V considerando: 

Que no aparece en los autos que el superior tribu nal \?. 
justicia de la provincia haya insistido en considerarse incompe- 
tente, conforme con lo previsto por el art. 6l y concordantes del 
ligo de procedimientos en lo criminal. 
Por ello, y de acuerdo con lo pedido |>or el señor procurador 
general, se resuelve que vuelvan los autos al señor juez federa' 
de Jujuy, para que lo remita con la nota de estilo, á dicho tribu- 
nal, á los fines antes expresados. 

Notífíquese con el original, rejíoniúndüse el papel ante el 
111 íerior. 

« 

A, IU:rmi:.io. — Nicanor G. del 
Solar. — L>, K. Palacio. — 
L. Lói'F.z Ca kan illas. 
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CUSA XLVI 

Alberto Ostcndorp V /Yrn-r y Cf<*. fíJHÍni ta provincia de Cór- 
doba, sobre inconstitutiomdidad de una fcy de impuestos y 
devolución de dinero. 

Sumario : Son contrarios al art. 10 y correlativo* ele la constitu- 
ción nacional, tos impuesto* exigidos [>or leyes locales con 
motivo de la extracción de frutos ó valores de una provincia 
para otra, para la capital ó el exterior, sea cual fuere el 
nombre eme tengan, y aún cuando no se haga distinción en 
dichas leyes entre el comercio interno, exterior ó interpro- 
vincial. 

Coso: Lo explica el siguiente fallo: 

FALLO m LA COkTIC Sl l'RKMA 

Bueno* Alie». Junio B de 1911 

Victos estos autos, de los que resulta: 

Que el doctor M. G. Sánchez Sorondo, en representación de 
los señores Alberto Ostendorp,' Ferrer y Compañía, deduce de- 
manda contra la provincia de Córdolta. por la devolución de la 
suma de $ 4-455 -8o moneda nacional, importe de guías que sus 
representados se han visto obligados á pagar para poder trans- 
portar diversas mercaderías desde Lahrulaye á esta capital, y 
cuya devolución solicita con intereses y costas del juicio, ex- 
presando : 

Que ta ley de frutos dictada \»>r la provincia i>ara el ano 
1^05. es maní tiestamente contraria á lo dispuesto por tos artieit- 
tos 10 y n de la constitución nacional, en euauto grava la ex- 
portación y libre circulación de los fruto* ñ productos á que se 
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relien en su* artículos 4 y 5, y que esta demanda es una repro- 
ducción de otra que dedujo en 1905 contra la misma provincia y 
con idéntico objeto á la que se refiere para fundar el derecho 
que ejercita. 

Corrido traslado de esta demanda, el representante de la 
provincia de Córdoba pide su rechazo con costas, exponiendo: 

Que la ley número 1743 de 36 de Octubre de 1904 citada 
por la parte actora, no está en vigencia, y que el cobro del im- 
puesto se ha verificado en concepto de la ley núm. 1906 que ha 
modificado substancialmente la primera, y de cuyas disposicio- 
nes no resulta que se haya creado un gravamen á la exportación, 
ni una traba á la libre circulación. 

Que ta citada ley se refiere tan sólo á los productos de su 
suelo que constituyen su riqueza propia ó incorporada, y á su 
circulación en el territorio de la provincia, para lo que se requie- 
re la guía establecida á objeto tan sólo de acreditar la legítima 
propiedad de los frutos del país y como una medida de policía 
interna y necesaria en favor tic los intereses de la campaña. 

Que es* de suponerse que las cantidades de lana ó frutos del 
país ¡ior los que se ha cobrado el impuesto, y que acrediten las 
protestas corrientes á fojas 43, 47» 5*. 55 y ^ constituyen una 
j»arte de la riqueza propia de la provincia ó su producto obtenido 
dentro de un territorio, porque si así no fuera, no se habría per- 
cibido dicho impuesto, por lo que considera no ser tle aplicación 
los antecedentes de jurisprudencia invocados de contrario, en los 
que se ha declarado inconstitucionales, leyes análogas de otras 
provincias, y entre ellas la núm. 1743 ya citada, porque, real- 
mente, obstaculizaban la libre circulación y sus imposiciones im- 
portaban verdaderos derechos de exportación. 

El señor procurador general, evacuando la vista que le fué 
corrida, manifiesta que si de la prueba que se ofrecía resulta que 
los citados preceptos de la ley 1906 se han aplicado con motivo 
del transporte ó de la circulación interprovincial de los productos 
mencionados, su inconstitucionalidad sería evidente, cualquiera 
que sea el texto ó el nombre de la ley, porque seria contraria a 
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los principios consagrados en los*irts. 10 y u de la constitución 
nacional. 

Recibida la causa á pruelja, se ha producido la que espíesá 
el certificado de fs. 120, llamándose aillos para sentencia des- 
pués de presentado el alegato de fs, i_'J por parte de la pro- 
vincia. 

Y considerando: 

Qtte lia sido resuelto por e*ta corte, en reiterados casos que 
son contrarios al art. to y correlativos de la constitución nacio- 
nal, los impuestos exigidos por leyes locales, con ocasión ó mo- 
tivo de la extracción de frutos del país ó valores fie una provin- 
cia |>ara otra para la capital ó para el exterior, sea cual fuera el 
nombre que tengan y aun cuando no sl> haga distinciones en di- 
chas leyes entre el comercio interno, exterior ó inierprovincial. 
por cuanto la garantía de la libertad ríe de comercio es general y 
porque la constitucionalidad ó ineoiistitueioitididad de las leyes 
aludidas deben juzgarse del punto de vista de su aplicación al 
caso eme origina el juicio como se declara en la causa que se re- 
gistra en el tomo loó |*ág, 109 de los fallos de esta corte. 

Que la ley de impuesto para tyofi contiene disposiciones 
idénticas á la núni. 1743 que motivó el fallo anteriormente cita- 
do, pronunciado en una causa análoga seguida contra la misma 
provincia, 

(¿ue justificado por las guías de fs. 54, 58 y 59 que el pago 
fué- exigido para poder sacar del territorio de la provincia ed- 
mandada con destino á esta capital, los frutos á que ellas se re- 
fieren, se hace innecesario el examen de otros antecedentes re- 
lativo., á la venta de dichos frutos ó á su exhortación t x>sterior. 

Qtt£ ]x>r lo que hace á los demás impuestos á que se refie- 
ren las protestas de fs. 79 y 1 15. no se han acompañado los réd- 
itos originales expedidos por las autoridades respectivas que 
acrediten su ¡>ago en las mismas condiciones (pie se expresa en 
las que corren á fs. 54, 58 y 59, como no se ha justificado tam- 
poco con respecto á las guias de fs. 42, 46, 50 y 04, que los fru- 



P A 1X08 DE LA OOtTE SUTIÍHA 



tos que expresan hubieran sido* extraídos con destino á esta ca- 
pital. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado pov el señor 
procurador general, se declara míe las leyes de la provincia de- 
mandada en la parte que ha sitio materia del presente juicio son 
contrarias á la constitución nacional, debiendo en consecuencia 
dicha provincia devolver á los actores las cantidades ¡>agadas 
l*or ellos á que se refieren los recilios de fs. 54, 58 y 59 y sl1s an- 
teriores desde la notificación de la demanda al tipo de los que 
cobra el Uanco de la Nación en sus operaciones ordinarias. Las 
costas se [Migarán en el orden que se hubiesen causado, dada ta 
naturaleza de tas cuestiones debatidas. Nottfiquese original y. 
repuestos los sellos, archívele. 

A. Hi-kmkjo. — Nicanor G. oki. 
Siij.ah. — D. K. Palacio. 



C U SA MAN 



Recurso iMM&rdimm foMMo tfflfá $m «i ferrocarril 
Midland dé Buenos Aires, en autos con ion felipe Jofre. 

Su murió: Ks improcedente el recurso extraordinario previsto 
en el articulo 14 de la ley núm. 48 contra una sentencia que 
interpreta el artículo 280 del código de comercio, en el sen- 
tido de desconocer el carácter de extranjero á una sociedad 
anónima á los efectos del fuero federal que ella invoca. 

Caso: l.o explica el siguiente caso: 



mama 

i 
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FALLO J1K LA COKTK SCFK£MA 

Buenos Al reí. Junio 10 de MUI 

Autos y vistos : el recurso de hecho por ablación denegada 
interpuesto jx>r el representante del ferrocarril Midland de Une- 
nos Aires, contra sentencia pronunciada por ja cámara primera 
de ablaciones en lo civil de la capital en los autos promovidos 
por el doctor don Felipe Joíre sobre indemnización de daños y 
perjuicios. 

Y considerando: 

Que para sostener la procedencia del fuero federal se ha 
invocado la disposición del art. 28Ó del código de comercio, sos 
teniendo que, con arreglo al mismo, la compañía demandada es 
extranjera y se encuentra por ello en el caso de acogerse al pri- 
vilegio del art. 2." inc, 2. a de la ley de jurisdicción y coin|>ctencia 
número 48, al ser demandado por un ciudadano argentino ( fo- 
jas 80 y 285 (Je los autos remitidos jiur vía de informe». (Jue en 
efecto, al promover el incidente de incompetencia, la empresa ha 
fundado expresamente el fuero federal manifestando que el caso 
ocurrente versa entre el señor don Felipe Joíre, argentino, y ia 
compañía del ferrocarril Midland de Itucnos Aires, sociedad ex- 
tranjera, según el art. 280 «VI código de comercio ( fs, 80), Oue 
la re* tinción del tribunal desconociendo esc alcance al articulo 
citado, no puede decirse que es contraria á un derecho, exención 
ó privilegio fundado en alguna cláusula de la constitución, tra- 
tado ó ley del congreso, á qué se refiere el inc. 3 * art. 14 de la 
ley de jurisdicción y competencia |K»ra la precedencia del recurso 
extraordinario (pie él autoriza, (>ue la sentencia apelada no lia 
desconocido rpie la constitución y la ley de com}»elencía confieren 
el privilegio del íttero federal al extranjero en juicio con un ciu- 
dadano argentino sin que á la parte demandada atrihuye ese ca- 
rácter el art. 286 del código de comercio en que ésta ha fundado 
el incidente sobre jurisdicción. One la interpretación y aplica- 
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ción de las disposiciones del código de comercio como de cual- 
quiera otra del derecho común, son ajenas á ese recurso con 
arreglo á lo dispuesto en el art. 15 de la ley de jurisdicción citada 
níim. 48. Por ello, oído el señor procurador general, no ha lugar 
al recurso de queja por apelación denegada, Repuesto el papel, 
archíeve, devolviéndose los autos principales con testimonio de 
esta resolución. 

A, 1!kkmr,jo. — M. l.\ Dakact. 

— £l J..>i:z CaHANIU.AS. 



CAUSA XI A llí 

Recurso extraordinario en las autos Manuel V. Correa contra 
la municipalidad de la capital por daños y perjuicios. 

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario previsto 
en el art 14 de la ley núm. 48. deducido en un juicio en que 
se discutió la interpretación de ia ley orgánica municipal 
de la capital, sin que se haya propuesto oportunamente cues- 
tión alguna de inconstitucionalidad, la que fué alegada so- 
lamente al expresar agravios. 

Caso : Lo explica el fallo siguiente : 

1WLI.O DF. I.-V CORTE Sl'PREMA 

- 

Bu ene* A i te*, Junio 22 dr 1911. 

Vistos y considerando: 

Que opuesta por la demanda la incompetencia de la juris- 
dicción ordinaria |>ara entender en la presente cansa, por corres- 
ponder su substanciación y conocimiento al juicio contencioso 
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administrativo, previsto en el articulo 52 de la ley orgánica mu- 
nicipal, et actor, sin formular objeción alguna contra la cons- 
titucionalidad de esa disposición legal, limítase en primera ins- 
tancia á sostener la inaplicabilidad del referido procedimiento á 
la reclamación por él instaurada, en virtud de no hallarse ella 
comprendida entre las que dicho artículo 52 menciona {fs. 24) . 

gjju,e indiada en esta forma la discusión del incidente, las 
sentencias de fs. 36 vuelta y 41 vuelta lo han resuelto sin hacer 
referencia alguna á la inconstítucíonalidad que fué alegada re- 
cién al expresar agravios, es decir, cuando tal argumentación 
no podía modificar las condiciones de la litis, que debió ser 
apreciada y resuelta por la sentencia de segunda instancia sobre 
las ljascs como fué trabada y resuelta en la primera, 

Que en tal concepto, no ha existido cuestión sobre inconsti- 
tucional idad oportunamente propuesta, ni se ha pronunciado re- 
solución final tpie haya decido á favor de la validez de «na ley 
local atacatla en aquel sentido, y es por lo mismo inaplicable al 
caso la disjxísición fiel art. 14 ¡ríe. 2.» de la ley núm, 48, invocada 
por el recurrente para fundar la apelación interpuesta para ante 
esta corte, según lo tiene ella decidido en diversos casos ( fallos, 
tomo 94, |iágs. 95 y 327 ; tomo 95, pág. 43 ; tomo 108, pág. 167). 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se declara mal concedido dicho recurso. 
Xotiíiqucsc con el original y devuélvanse. Repóngase el papel. 

Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Daract. — D, E. Palacio.— 
U UÓPE2 Cabás pllas. 



CAUSA XL1X 



Extradición de fícente Castro solicitada por las autoridades 

de Italia 

Sumario : El transcurso de más de tíos meses entre la detención 
de un requerido por las autoridades de Italia y la presenta- 
ción de los documentos que justifican el pedido, si bien pudo 
dar derecho al detenido para solicitar oportunamente su 
inmediata libertad, no puede invocarse como una excepcú'm 
legal contra la extradición. 

Caso : Lo explica el siguiente fallo : 



r.\UX* Út U\ CORTE SI" PRISMA 

Buenos Aún, Junio 37 de 191 1. 

V istos y considerando : 

Que llenados como se encuentran los requisitos estableci- 
dos por el art, 12 del tratado de extradición con el reino de, Ita- 
lia, la única excepción alegada por la defensa en esta instancia, 
consiste en afirmar, que entre la detención del imputado Vicente 
Castro y la presentación de los documentos que justifican el pe- 
dido, han transcurrido más de dos mese, término fijado ]>ara tal 
objeto por el art. 18, segunda parte de dicho tratado. 

(jue esta corte suprema tiene resuelto que la expresada cir- 
cunstancia pudo dar derecho al detenido para solicitar oportu- 
namente su inmediata libertad si consideraba transcurrido el tér- 
mino, |>ero no puede invocársela como una excepción legal con- 
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tra la extradición, por no encontrarse comprendida entre las que 
enumeran los arts. 2.», 6 tn fine, 7, 8 >' '° W tratado ^ falIos ' 

tomo 59, pág. 53). 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da se la confirma (1), Notifiquen con el original y devuélvase. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract, — 
D, E. Palacio. — L. López 

C\MA SILLAS. 

(l) l a tentenri* «pelid* d*cl«* proctdtAte I* «trtdklón 



CAl'SA L 

Ritmó extraordinario deducido de hecho por A. Pwjliese en 
tos autos seguidos con el Fisco Saciouaí y J. Lcvallois 

Sumario: i." Procede el recurso extraordinario del articulo 14 
ley 48, contra una sentencia que ha desconocido un privile- 
gio que ?e ha fundado en el articulo 36 de la ley de aduana. 

2° La fianza otorgada conforme al artículo 3<> <te 1¡l ^ 
de aduana, no sólo hace responsable al fiador de los dere- 
chos adeudados al fisco, sino que es extensiva á todas las 
operaciones que realice el nado. 

Casa: Lo explica el siguiente fallo: 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen» Aire*, Junio 27 de I«H. 

Autos y vistos; 

El recurso de hecho i>or apelación denegada interpuesto por 
el representante de don Antonio Pugliese contra sentencia pro- 
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pacaos w la corre 

nunciada |»r ta cámara federal de apelaciones de la capital en 
los autos seguidos por el fisco para hacer efectiva la fianza otor- 
gada por aquél á favor de don Julio Levallois. 

Y considerando: 

Que independientemente de ta cuestión relativa á la natu- 
raleza del juicio seguido contra don Antonio Pilgüese y al al- 
cance de lo dispuesto en el art. 4." de la ley núm. 7055, debe te- 
nerse en cuenta que el demandado, ha interpuesto el recurso pre- 
visto en el art. 14 de la ley núm. 48 por habérsele desconocido 
el privilegio que había fundado en el art. 36 de la ley de aduana 
ira 1899, habiendo sostenido en el pleito que sólo respondía en 
carácter de fiador, por la diferencia del fisco en las operado 
icitas verificadas en la aduana. ¡>ero no por actos ó hechos 
tientes de contrabandos ó defraudación á la renta (fs. 4 
de este incidente y fs. 287 de los autos principales) . 

Mor ello, y de conformidad á lo resuelto en la causa seguida 
por el fisco contra Maumús y Dodero (fallos, tomo 112, página 
432), se declara mal denegado el recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo: 
Que ta operación aduanera del despachante Levallois que 

ha originado tas condenaciones que se tratan de hacer efectivas 
contra el fiador Pilgüese, iniciada en 4 de Enero de 1899 110 q nc 
dó terminada hasta el 4 de Febrero del mismo año y está com- 
prendida en los términos de la fianza ofrecida por el segundo en 
9 de Enero, como renovación de la del año 1898 y aceptada eit 
24 del mismo mes, es decir, con anterioridad al desembarco tota 1 
de la mercadería de que se trata (fs. II, 12 y 112 de los auto-, 
principales). 

Que no puede pretenderse que el fiador sólo responda del 
importe de los derechos adeudados al fisco, porqué fué otorgada 
esa fianza de acuerdo con el art. 36 de la ley de aduana vigente 
en 1899. haciéndose extensiva á todas las operaciones que Keva- 
Uois hiciera en aquel año (fs. 112). 

Que á los términos del art. 36 de la tey de aduana de 1899. 
aceptada por ambas partes para determinar la> res|wnsabilidade.; 
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del fiador, 'los comerciantes introductores que no tengan casa 
establecida, los agentes marítimos y los despachantes de aduana, 
prestarán a! inscribirse, lianza pecuniaria ó personal á satisfac- 
ción del a<lnunistrador. por las operaciones que hagan". 

Que esa disposición, introducida por primera vez en la ley 
de aduana para 1801, núin, 2683. tuvo por objeto asegurar la 
efectividad de las responsabilidades pecuniarias en que podían 
iiicitrrirsc ante la aduana, ya se tratara de operaciones lícitas ó 
ilícitas y pai ocularmente las derivadas de esl '$ últimas. 

Que. en efecto, al proponerse esa disposición en la sesión 
del 14 de Octubre de 1890 de la honorable cámara de diputados, 
fué fundado, entre otras consideraciones, en la siguiente: 

"El articulo que propongo tiene por objeto evitar que sea 
de fraudado el erario por un comerciante contrabandista", agre- 
gándose que el objeto de esa disposición, indicada por el admi- 
nistrador de rentas, era "hacer efectiva la penalidad en los casos 
de contrabando, porque esos individuos sin responsabilidad des- 
aparecen tan pronto conio hay que aplicarles alguna pena" 
(Diario de sesiones, diputados, 1890. págs. 727 y 728). 

Que esa amplitud de la responsabilidad del fiador de las 
curaciones que hagan ante la aduana los comerciantes ó despa- 
chantes, fué corroborada en la discusión á que ella dio origen en 
la sesión del 16 de Octubre de 1890, en el 11. Senado, en que se 
manifestó lo siguiente: 

"Entiendo que en la aduana se lleva un registro de todos los 
despachantes, y es por medio de ellos que se despachan las mer- 
caderías ; y como sucede, según tengo entendido, que los mayo- 
re-» contrabandos se hacen por estos despachantes, y éstos son 
irresponsables en la generalidad de los casos, se les exige una 
lianza" (Diario de sesiones, senado, 1890, pág. 397). 

Que la sentencia de esta corte ( fallos, tomo 55, pág. 404) 
que se invoca por Pilgüese en el sentido de que su responsabili- 
dad es limitada al importe del impuesto, carece de aplicación 
al caso, porque se ocupa de fianzas otorgadas en 1885, antes de 
la vigencia en las leyes de aduana de la prescripción de que se 
trata y se ha referido simplemente á los arts. 111, 112 y 113 de 
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de 



ordenanzas, mientras que la de Pugliese ha sido dada 
*rdo á k> establecido en el art. & de la ley de aduana 
Que en cuanto á las observaciones contra la liquidación «le 
i 96, han sido debidamente desechadas, invocando la autori- 
de la cosa juzgada. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
fojas 283 (1). Notiikmese con el original y devuélvanse, repo- 
niéndose los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L Í6tm 

C\UAN ILLAS. 



Mi 



CAUSA Ll 



Muttuipalidad de Córdoba contra la empresa del V. C. C. A* 

sobre payo de impuestos. Recurso extraordinario 
Sumario : i? I<os juicios [>or cobro de impuestos son de compe- 
tencia de los tribunales locales respectivos de las provincias 
cuyas leyes ú ordenanzas han establecido dichos impuestos, 
cualquiera que sea el domicilio de los demandados y las ex- 
cepciones que se opongan, (arts. 104 y 105 de la constitu- 
ción nacional, y 2.° de la ley núm. 48). 

2. ' La exoneración de impuestos municipales á que se re- 
fiere el art. 8.' de la ley núm, 5315. no comprende á los de 
pavimentación. 

3. " Las explicaciones ó aclaraciones hechas en las cáma- 
ras del congreso por los miembros informantes de los pro- 
yectos de ley constituyen una fuente de interpretación. 

C'tijo : Lo explican las piezas siguientes: 

(I u Mitad* aptUdi «nBmÓ U dilj»« detección q« recluí* Ü «ceptlunei 
opuesta* t "«Mió ncvmr rttJutt la «) tención, coa cartat- 
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SENTENCIA I>KL JLRZ DR CÓMODA 

CdrdobJ, Mar» 13 de 1911. 

Autos y visto*: 

El juicio de apremio deducido por el procurador general 
municipal doctor Lisandro Xovillo Saravia, contra la empresa 
ilcl ferrocarril central argentino exigiendo el cobro de la su 
de 1.025 $ 27 centavos nacionales que la empresa adeuda á 
municipalidad por concepto de impuesto ( empedrado ). como 
lo expresa la boleta que se acompaña otorgada por la receptoría 
municipal y visada por el intendente : fundando la demanda en 
la ley de municipalidades núm. 1819, art. 125, pide se despache 
sin más trámite, mandamiento de ejecución y embargo por la 
suma adeiulada, intereses y costas, á lo que se provee y se or- 
dena el comparendo del representante de la empresa, á estar á 
derecho. 

Que á fs. 6 se presenta el doctor Emilio Soteras, en repre- 
sentación del F. C. C. Argentino, pidiendo participación y ma- 
nifestando que sin reconocer la jurisdicción de este juzgado 
viene á estar á derecho y acompaña un certificado de depósito 
en el líanco de Córdoba á título de embargo y á orden judicial, 
por el importe de to que se cobra con los intereses y costas esti- 
mados provisoriamente ; pidiendo señale la audiencia á los fines 
consiguientes. 

Que lijada la audiencia, con asistencia de los respectivos re- 
presentantes y del doctor Alberto Centeno como abogado de la 
empresa demandada, se manifestó por esta parte. 

Que el juzgado carecía de jurisdicción para conocer en este 
asunto, ya por razón de las personas que intervienen en él, ya por 
razón de la materia del mismo invocando también la excepción 
de falta de causa á que se alude el art. 124 de la ley de municipa- 
lidades. Funda la primera excepción en que es de ley que el do- 
micilio general y de derecho de la empresa está en la capital de 
la república, arts. 26 y 27 de la ley nacional núm, 2873, art. 4" 
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ley núm. 6063, arts. 44 y 90 inc, 3. a del código civil, y que la mu- 
nicipalidad de Córdoba reside conio es natural en esta ciudad 
donde promueve el pleito. 

Que se trata de un juicio entre un vecino de esta provincia 
donde se suscita y un vecino de la capital de la república, ambas 
entidades de nacionalidad argentina, cuyo conocimiento corres- 
ponde á la justicia nacional, art, 100 de la constitución nacional 
y art. 2* inc, 2? de la ley nacional núm. 48. Supone que la com- 
pañía tiene un domicilio especial en Córdoba para el transarte 
de cargas y pasajeros, pero sostiene que siempre sería comi- 
tente la justicia nacional. 

Que la segunda excepción por razón de la materia del jui- 
cio, el demandado principalmente en la ley especial del congreso 
de la nación, ley núm. 5315, art. 8, que obliga al ferrocarril á |>a 
gar como única contribución, el 3 o\o del producido liquido de 
sus lineas, con excepción de todo otro impuesto nacional, pro- 
vincial ó municipal y de aquí llega á la conclusión de que se trata 
de un juicio en que se invoca una ley especial del congreso qu: 
es de jurisdicción federal por razón de la materia, enn exclusión 
de los tribunales de provincia, según el art. |£ inc. (.* de la ley 
nacional núm. 48, abunda en otras consideraciones y Opone igual- 
mente la excepción de falta de causa á que se refiere el art. 124 
de la ley de municipalidades. 

Y considerando, en cuanto á la primera excepción - 

Que el art. 9 de la ley nacional núm. 48. disjmnc que las cor- 
poraciones anónimas haciendo sus negocios en una provincia, 
serán reputadas, para los efectos del fuero, como ciudadanos 
vecinos de la provincia en que se hallen establecidas cualquiera 
que sea la nacionalidad de sus socios. 

Que interpretando esta disposición la í>. C. Nacional en di- 
versos fallos y entre otros en el juicio seguido |Jor los doctores 
Vicente Chas y Enrique Martines contra la compañía unión te- 
lefónica, tomo 34, pág. 42Ó. por doña Ernestina Quechi contra la 
empresa del ferrocarril de la Ensenada por indemnización de 
perjuicio, tomo 38. pág. 32. por la sociedad "Fallone" contra don 




Lorenzo líessio. sobre cumplimiento de un contrato de compras, 
tomo 37. pág. 343. por don Juan O, Flores contra el ferrocarril 
Gran Oeste Argentino por cobro de pesos y e Iseguido por el 
líanco inglés del Rio de la Plata contra don Manuel Peí rano por 
cobro de ]>esos, tumo 48 págs. 5 y 13, ha declarado dicho tribunal 
ya la competencia é incompetencia de la justicia federal al efecto 
de establecer que por la vecindad de las corporaciones preceden- 
temente mencionadas, son reputadas como vecinos de la provin- 
cia en que se hallaban establecidas, y es de advertir que la su- 
prema corte en el juicio enunciado contra el ferrocarril Oran 
Oeste Argentino, cita en su fallo además el art. yo inc. 4." del 
código civil, que dispone: "Q w¡ las compañías que tengan mu-, 
dios establecimientos ó suci 'es, tienen su domicilio especial 
en el lugar |»ara sólo las obligaciones allí contraídas". 

Que igualmente el mismo tribunal tiene declarado en otro 
fallos, tomo 17 pág. [56 serie 3.'. tomo l6 págs. 22 y 23 (tomo 
26), en el 1 .": Que las sociedades anónimas tienen domicilio en 
la provincia donde funcionan, sea como casa princitial ó como 
sucursal, y en el 2.": que las compañías que tienen sucursales 
pueden ser demandadas en el lugar donde las tengan para el 
cumplimiento fie las obligaciones contraidas allí y que deben 
cumplirse. 

Q«é, desde luego, es evidente que tanto por la ley y la juris- 
prudencia sentada en los fallos citados. del»e resolverse que la 
empresa del F. C. C. Argentino tiene también en esta provincia 
su domicilio cs|)ecial, sin que á ello se oponga lo dispuesto por el 
art. 4." de la ley núm. 6002. desde que por esta ley no se modifica 
ni altera la disposición contenida en el art, y." de la ley núm. 48 



Que respecto á las excepciones por razón de las materias 
del juicio y falta de causa, la misma ¡x C, Nacional en el fallo 
pronunciado en 7 de Junio de lyio en el juicio seguido por la 
municipalidad de Tncumán contra el K. C. C. Buenos Aires y 
Rosario, sobre cobros de impuestos municipales, de alumbrado J 
limpieza conociendo en ablación, ha interpretado los efectos y 
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alcances del art. de la ley nacional núm. 53 ■ 5. > de 
diversas consideraciones establece en los considerandos 7." y 
"Que el impuesto municipal de que se trato, ni se alega que se 
haya creado |>ara gravar exclusivamente al ferrocarril Centra! 
Buenos Aires y Rosario, ni es susceptible de contrariar los pro- 
pósitos de la ley núm. 5315. P"<* « caso P uede 
meter los intereses de ¡a empresa dentro de lo que constituye 
su esfera de acción propia como instrumento de comercio inter- 
provincial, cuya reglamentación corresponde al congreso, siendo 
la del comercio interno del resorte de los |ioderes locales (ar- 
tículo 12 de la constitución nacional. 

■ Que lo expuesto en los considerandos precedentes se robus- 
tece í*n los elementos de juicio que se desprenden de la discu- 
sión de la lev núm. 531 5. púes habiéndose preguntado por uno 
de los señores diputados cuáles eran los impuestos municipales 
mencionados en aquella de que se eximía á las empresas, y si en- 
traban en ellos el servicio de alumbrado, afirmado, etc., el miem- 
bro informante de la comisión que había desechado el proyecto, 
manifestó sin observación de los otros miembros de ella ni de 
otro* diputados: Los antecedentes administrativos é interpreta- 
tivos de la constiución establecen lo que es un servicio y lo que 
es un impuesto: el impuesto tiene u ncaráeter general mientra* 
que el servicio tiene un carácter particular, lo paga el que lo re- 
cibe. El impuesto es general y lo paga todo aquel que recilie ó no 
beneficios; |Kir consiguiente, lo que se consignado en este ar- 
tículo son los impuestos de la constitución, aquellos que tienen 
que ,er pagados |x>r todos y también \xx los ferrocarriles, si no 
fuesen exonerados por la ley. De ahí. entonces, que los servicios 
de carácter comunal que Iwneíiciascn á los ferrocarriles. ( K>r lo 
mismo que tienen un carácter particular, los ferrocarriles parti- 
culares tendrán que abonarlos". (Diario de sesiones de la VL t. 
de diputados lijo/, 1»fi- Y la suprema corte llega á ta con- 

clusión de resolver i»or la confirmación del auto recurrido en ta 
parte que habia poclido ser materia del recurso, estudiando e 1 
la misma discusión de la ley citada el espíritu que la informa a, 
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efecto ele establecer cuáles son los impuestos de que se exime & 
las empresas por la ley nacional núm. 5315, que como se ve, no 
son los provenientes de los servicios comunales de limpieza, afir- 
mado, etc., que también tlelícn abonar los ferrocarriles. 
Por estos fundamentos, se resuelve: 
Nu bacer lugar á las execciones puestas de incompetencia 
de jurisdicción ¡Kir razón de las personas y l»or razón de las ma- 
terias y falta de causas, condenando al demandado al pago de la 
suma cobrada, sus intereses á razón del 7 ojo anual desde el db 
de la demanda, con costas : regulándose los honorarios del doctor 
Novillo Saravia en la suma de 100 ? moneda nacional, H?~ 
saber y repóngase. 

D. de lillafafic. 
Anlc mi: Sahmhr h\ Argapuék 



1-Al.r.o DK Ut\ CORtB SUPREMA 



Buenos Aires, 4 ác Julto de 1911. 

Vistos: Resulta de los autos; (Jite la municipalidad de 1 
ciudad de Córdoba demandó á la empresa ferroviaria ferrócarri 
Central Argentino \k>t colín» de pavimentación di* mi casa de 
estación y dependencias, ante los tribunales provinciales, míe la 
demandada alegó en su defensa que el juzgado provincial care- 
cía de jurisdicción para conocer del asnillo, por tener ella su 
domicilio en la capital de la república, y además, porque invocaba 
en su apoyo la ley especial del congreso mitin. 5315, cuyo art. 8." 
la obliga á pagar como única contribución el 3 o|o del producid 
de sus lincas con exclusión de lodo otro impuesto nacional, pro- 
vincial y municipal. 0,11c rechazadas estas excepciones se inter- 
puso y fué otorgado el recurso del art. 14 de la ley núm. 48. 
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Y considerando: 

Que con arreglo á los arts. 104 y 105 de la constitución na- 
cional» art. 2. de la ley mtm. 48 y á- lo reiteradamente resuelto, 
los juicios por cobros de impuestos son de la competencia de los 
tribunales locales respectivos de las provincias cuyas leyes ú or- 
denanzas hayan establecido dichos impuestos como lo sostiene 
el señor procurador general en su procedente dictamen, cuales- 
quiera cjue sean el domicilio de los demandados y las excepcio- 
nes que se opongan en esos juicios, todo ello sin perjuicio del re- 
curso extraordinario que acuerda el citado art. 14 de la ley nú- 
mero 48. 6 de las demandas que pudieran entablarse por repetí- 
ción de lo indebidamente cobrado (fallos, tomo 17 pág. 207; 
tomo 57 pág. 46; tomo 94 pág. 353 ! tomo 108 5- >' otros). 

Que la interpretación dada al art. 8." de la ley núm. 5315 
por el auto recurrido de fs. 23 vuelta, en el sentido de que el 
concepto impuestos municipales de que fueron exoneradas las 
empresas ferroviarias que se acogieron á ella, no comprende los 
de pavimentación, está de acuerdo con los antecedentes de la 
discusión parlamentaria de esa ley. contó lo ha reconocido esta 
corte antes de ahora en su fallo del tomo 1 13 pág. 165. 

Que si bien es cierto que las palabras ó conceptos vertidos 
en el seno del congreso con motivo de la discusión de una ley, 
son en general simples mani testaciones de opinión individual 
de las personas que las pronuncian (fallos, tomo 77 jtág. 319). 
'ftunbién lo es uue no puede decirse lt* mismo de las explicacio- 
nes ó aclaraciones hechas j*>f los miembros informantes de los 
proyectos ó en los informes de las respetivas comisiones encar- 
dadas de su estudio, pues tales explicaciones é informes consti- 
tuyen, según la doctrina y la jurisprudencia, una fuente propia 
de interpretación t fallos, tomo 33 pág, 228; tomo 100 pág. 5" Y 

Que en el decreto reglamentario de 30 de Abril de 1908. 
también invocado por la empresa, no ha podido acordarle cuales- 
quiera (pie sean sus términos, franquicias más extensas de las 
establecidas en la ley 5315 tari. g6j 2.' constitución nacional». 
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Por esto* fundamentos, se confirma la resolución apelada 
en la parte que ha podido ser materia del recurso. Notifiqucse 
con el original, repónganse tos sellos y devuélvanse. 

A. BUHBJO. — NlCAMOft C. Dfit, 

Solas. — M. P. Dabact. — 
D. E. Palacio. — I* López 
Cabanillas. 



CAUSA LII 

Recurso extraordinario deducido en hs autos José M. Fierra 

contra Antonio Herrera 
sobre devolución de dinero. Competencia 

Sumario : Es improcedente el recurso previsto en el artículo 14 
de la ley numero 48 contra un auto de la cámara federal del 
■Paraná que resuelve no insistir en una inhibitoria con arre* 
glo á la ley de procedimientos. 

Caso : Lo explican las siguientes pinas : 

1 

DICTAMEN Dfit ST. PBOCURADOft GENERAL 

Suprema corte: 

Por un error de fecha se trabó una cuestión de competen- 
cia entre Jas cámaras de circuito del Paraná y del Rosario. — 
Aclarado el error que consistía ne creer que un asunto tramitado 
ante el primero no estaba en estado de sentencia cuando se dictó 
la ley 7009, k> que resultó de las constancias respectivas.— La cá- 
mara del Rosario declinó de la contienda aceptando la jurisdic- 
ción de la del Paraná para sentenciar el asunto. 
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Con este motivo suscitó una de las partes una serie de »h- 
scrvaciones que no fueron atendidas por el respectivo tribuna', 
formulando el recurso de apelación para ante V. E. — Ese í*> 
curso en mi sentir no procede y pido á V. E. se sirva declaran., 
mal otorgado, mandando devolver los autos como corresponcl:. 
—Sirvan de base á este pedido las siguientes consideraciones : 

1. * Que no se ha discutido cláusula alguna de la ley 700/). 
sino que simplemente se ha establecido y resuelto una cuestión 
de hecho, como resluta de la providencia de f s. 26. 

2. " Que la expresada providencia ha establecido sobre el 
procedimiento a observarse en el caso de la aplicación de la ley 
7099 (art. 3.*). 

3¿ Que lo primero ¿saca el caso del inciso 3." del articulo u 
de la ley 48 y lo segundo del articulo 15 de la misma y ambas 
circunstancias le ponen pena del articulo 6 ' de la ley 4055 ™ 
cuadrando en ninguna de sus otras disposiciones. 

Julio Botet. 
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Vistos y considerando: 

Que según resulta de autos la causa á que se refiere el inci- 
dente promovido á fe. 4 y q» e motivó la resolución de fs. 15. 
encontraba en estado de sentencia ante la cámara federal del Pa- 
raná con anterioridad á la vigencia de ta ley número 7009, es de- 
cir, desde el 7 de septiembre del año próximo pasado, habiéndo- 
se fallado por dicho tribunal doce días antes de la fecha en que 
aparece pronunciada la citada resolución de fs. iS- 

Que en conocimiento de estos antecedentes la cámara de 
apelaciones del Rosario, resolvió á fs. 26 no insistir en la inhibi- 
toria, haciendo constar el error de hecho en que se había incu- 
rrido al fundar su pedido sobre la remisión de la causa. 
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Que este desistimiento se funda en to establecido por dere- 
cho, en cuanto af procedimiento que debe observarse en las cues- 
tiones de competencia y á las facultades que corresponden á los 
jueces para no insistir en la inhibitoria (Ley núm. 50, titulo VI). 

Que, por lo tanto, no concurre en el caso razón alguna que 
justifique el recurso deducido para ante esta corte, con arreglo 
á lo establecido por ta ley de 14 de septiembre de 1863, desde que 
se trata de una cuestión resuelta con arreglo á la ley de procedi- 
mientos y no existe una contienda de competencia que esta corte 
esté llamada á resolver de acuerdo con lo establecido por la ley 
número 4055. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se declara improcedente dicho recur- 
so, — Notifíqttese con el original y devuélvanse los autos repo- 
niéndose las fojas ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — M, P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. LórEz 
Cama sillas. 



causa un 

Sociedad sinónima Ni. otás Mihanovich contra d Gobierno 
Nacional, por cobro de pesos 

Sumario: Las disposiciones del titulo II, capítulo III de la ley 
número 2873 son aplicables tan sólo á los ferrocarriles na- 
cionales expresados en el artífulo a.*, incisos 2." y 3* de 
la misma, y no es posible extenderlos por vía de interpreta- 
ción á otro género de compañías de transporte que no se 
han obligado por convenios á soportar los gravámenes esta- 
blecidos en dichas disposiciones como condición para ejer- 
cer su tráfico. 

Caso : Lo explica el siguiente fallo: 



i - 
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Vistos y considerando: / 

Que las disposiciones del título II, capítulo l(l de la ley nú- 
mero 2873, entre las que se encuentra el artículo 119 que invoca 
el demandado como fundamento para pretender reducir en un 
$0 o|o el crédito que se le cobra, son aplicables tan sólo á los fe- 
rrocarriles nacionales expresados en el artículo 2. a , incisos 1.", 2° 
y 3." de la misma, jx>rque son gravámenes impuestos únicamente 
i estas empresas, que los aceptan voluntariamente para benefi- 
ciar una concesión del estado; y no es posible, en consecuencia, 
extenderlos por vía de interpretación á otro género de compa- 
ñías de transporte, que no se lian obligada por convenios á sopor- 
tarlos como condición para ejercer su tráfico, 

Que en tal virtud, el artículo 101 de la ley número 2873» no 
puede referirse á las disposiciones del título II citado en el con- 
siderando anterior y por ello al artículo 19 del mismo, sino a los 
demás títulos de aquellas y especialmente al III que se ocupa en 
los transportes mencionados en el articulo 101. 

Que tratándose de un contrato comercial debe estarse al uso 
establecido (art. 219. código de comercio), sin perjuicio de los 
convenios entre e Ipode. ejecutivo y las empresas para la conce- 
sión de privilegios de paquete 11 otros. Y el uso ha sido siempre, 
hasta la fecha del cobro administrativo de que se trata, abonar 
al precio de tarifa, los transportes fluviales encomendados por 
el gobierno nacional con la rebaja prudencial, que en cada caso 
hubieren establecido las empresas de navegación y á que implí- 
citamente se refieren los informes de fs. 64 vuelta y 66 del ex- 
pediente administrativo. 

Por ello v concordantes de la sentencia apelada, se la con 
firma ( 1 ) sin especial condenación en costas atenta la naturaleza 
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de las cuestiones debatidas. — Notifiquesc con el original, y pre- 
via reposición de sellos devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract, — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caisaxillas. 



CAUSA LIV 

Recurso extraordinario deducido de hecho por don Antonio 
Bustatnante en autos sobre inscripción de titulo de contador 
público, 

Sumario : i" Procede el recurso extraordinario previsto en el ar- 
tículo i4. ley 48. contra una resolución que niega ta inscrip- 
ción de un titulo de contador público otorgado por una au- 
toridad provincial, habiendo el recurrente amparado su de- 
recho en el articulo 7." de la constitución nacional y en la 
ley número 44. — 2." Ninguno de los artículos de la consti- 
tución puede ser interpretado de manera á acordar á las le- 
yes ó actos públicos de cada provincia ó de la capital fede- 
ral efecto alguno extraterritorial capaz de alterar las condi- 
ciones ó formalidades que las demás tengan prescriptas para 
el ejercicio de determinadas profesiones dentro del territo- 
rio, sin distinción entre sus propios vecinos y los de otra, ó 
entre residentes y no residentes, pues cada provincia se da 
sus propias instituciones locales y se rige por ellas con ente- 
ra independencia de las demás. En consecuencia, no es in- 
constitucional el decreto del poder ejecutivo nacional de 1." 
de abril de 1807, cuando exige en el artículo 8." la reválida 
de los diplomas expedidos por autoridades provinciales, 
siempre que los titulares pretendan ejercer su profesión en 
ta capital federal. 

Caso: Lo explica el siguiente fallo: 
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ButHt Aifrt II 4t junto d* 1911. 

Y vistos : 

El recurso de hecho entablado por don Antonio C. Busta- 
mante contra la resolución de la cámara primera en lo civil de la 
capital, que le ha negado la inscripción de su titulo de contador 
publico, otorgado por la suprema corte de justicia de la provin- 
cia de Buenos Aires, y 

Considerando: 

Que el recurrente ampara el derecho que pretende {te. i ) 
en lo dispuesto por el articulo p de la constitución nacional y 
ley reglamentaria del mismo, número 44, que prescriben : "que 
los actos públicos y procedimientos de una provincia, gozan de 
entera fe en las demás", sin que obste á ello el decreto del poder 
ejecutivo nacional de primero de abril de mil ochocientos noven- 
ta y siete, contrario á dichas disposiciones y al artículo 19 de la 
misma constitución. 

Que denegada por la cámara la expresada pretensión y en- 
contrándose el recurso comprendido en el artículo 14, inciso 3:' 
de la ley número 48 y artículo ó." de la 4055. conforme con lo 
expuesto y pedido por el señor procurador general, se le declara 
procedente. 

Y considerando en cuanto al fondo : 
Que esta corte suprema lo tiene ya declarado en casos an:i- 
logos7que ninguno de los artículos de la constitución, puede ser 
interpretado de manera á acordar á las leyes ó actos públicos de 
cada provincia, efecto alguno extraterritorial capaz de alterar 
las condiciones ó formalidades que las demás tengan prescritas 
para el ejercicio de determinadas profesiones ú oficios dentro, 
de kerritorio, sin distinción entre sus propios vecinos y los ve- 
cinos de otra, ó entre residentes ó no residentes, pues es un prin- 
cipio consignado en la misma constitución que cada provincia se 
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da sus propias instituciones locales y se rige por ellas con entera 
independencia de las demás. 

Que lo que se titee de las provincias entre si, es aplicable 
con mayor raión al territorio de la capital, gobernado por una 
legislación exclusiva y suprema, según la misma constitución 
( Fallos, tomo j i , página i\2) . 

Que en consecuencia y dentro de los conceptos antes indi- 
cadoC el decreto del poder ejecutivo nacional, de fecha primero 
de abril de mil ochocientos noventa y siete, no es contrario á la* 
cláusulas constitucionales invocadas, cuando exige en el artículo 
8." la reválida de los diplomas expedido spor autoridades pro- 
vinciales, siempre que los titulares pretendan ejercer su profe- 
sión en la capital federal, por cuanto con ello sólo se establece un 
reqnisito que se ha creído conveniente para mantener en su te- 
rritorio la buena administración de justicia. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador general, se con firma el auto apelado en la parte que 
lia podido ser materia del recurso. — Notifiquese con el origi- 
nal, devolviéndose los autos principales con testimonio de esta 
resolución y previa re¡jusieión de sellos. 

Nicanor G, dkl Solar. — M. P. 
* Oaract. — D. E. Palacio. — 
L, LÓPEZ Cauan illas. 



CAI SA LY 

Recurso extraordinario deducido de hcilto por don .1. Atosta, 

por detención indebida 

Sumario : La interpretación y aplicación de las constituciones 
provinciales y leyes locales son ajenas al recurso extraordi- 
nario previsto en el artículo 14 de la ley número 48. que ha 
sido creado para asegurar la supremacía de las instituciones 
federales. Tampoco puede autorizarlo la apelación del ar- 
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tíciilo 18 de la constitución nacional aducida extemporánea- 
mente después de pronunciado el fallo recurrido. 

Cojo; Lo explica el siguiente fallo: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air». Julio lid* 1911. 

Autos y vistos ; 

El recurso de hecho |>or apelación denegada interpuesto por 
el doctor don Alfredo Acosta. de resolución pronunciada por la 
sala de ¿." turno del superior tribunal de justicia de Santa Fe- 
Y considerando : 

Que, como consta en los testimonios acompañados, el doc- 
tor Acosta fundó su derecho en el artículo 91. inciso S.° de la 
constitución de aquella provincia y en el artículo 622, inciso 2. a 
del código de procedimientos (fs, 1 y 9). 

Que con arreglo á lo reiteradamente resuelto por esta corte, 
la interpretación y aplicación de la constitución y leyes locales 
son ajenas al recurso extraordinario previsto en el artículo 14. 
de la tey número 48, que ha sido creado para asegurar la supre- 
macía de las instituciones federales. 

Que tampoco puede autorizarlo la ablación del articulo 18 
de la constitución aducida extemporáneamente, después de pro- 
nunciado el fallo por el tribunal de la provincia i Fallos, tomo 75 
páginas 183 y 404: tomo 104, página 146: tomo 112. página ite 
y otros), ni ta cuestión de hecho respecto á si el gobernador dio 
cuenta ó no en ios primeros 15 días de las sesiones ordinarias de 
los nombramientos en comisión hechos durante el recebo t Fallos, 
tomo 48, página 480 y tomo 99, página 179 \. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictamina- 
do por el señor procurador general, se declara bien denegado el 
recurso. _ Notifíquese con el original, repóngase el papel y ar- 
chívese. 

A. Bermejo. Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio, — L. López 
Capan-illas. 
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CAUSA LV1 

Sumario contra h Compañía de Cas Nitm de Buenos Aires, 
por infracción á la iey de aduana. 

Sumario: Xo es justa la aplicación de penas al comerciante que 
ha incurrido un error |*>r hu¡»er seguid» las indicaciones 
y pareceres de los empleados de aduana especialmente ha- 
bilitólos para apreciar la calidad de las mercaderías, y cuan- 
do esta calidad ha sido encontrada conforme con la ley por 
ct tribunal ríe vistas y liberada de impuestos por la misma. 

Caso: U» cNpliea el fallo siguiente: 
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Bueno* Air», Julio 33 ét 1MI. 

Vistos y considerando: 

Que á los efectos de juzgar el caso, se trata de un artículo 
igualé despachado por los mismos procedimientos, al que sirvió 
para él juicio administrativo, según expresa el denunciante á 
fojas 3. cuando dice: "Siendo ésta la misma mercadería que 
apresé en los depósitos fiscales, y cuyo juicio se <igue por sepa- 
rad"'- 

Ouc esta afirmación se encuentra reiterada á fs. 6 i« fine. 
nota de fs. 31, absoluicón de posiciones dé fs. 205 vuelta, octava 
pregunta, prueba jiericial ofrecida de fs. 33 á 39 y otras refe- 
rencias contenidas en los autos. 

Que así. esta acusación, como la administrativa, se basa en 
e! hecho de haberse manifestado para el despacho, una mercade- 
ría libre de derechos, de la |iarttda núm. 36, tarifa de avalúos 
aprobada por el l\ E. al reglamentar el art. o.- - de la ley de 
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aduana núm. 3890, siendo que correspondía á la det núm. 1416 
de dicha tarifa, que contiene el gravamen ó impuesto. 

Que et poder ejecutivo at mandar sobreseer en la causa ad- 
ministrativa, reconoció como fundamento de su resolución, que. 
si hubo error ó falsedad en la manifestación, se cometió por in- 
dicación y aún por exigencia de lo* vistas que consideraban la 
mercadería como libre de derechos, con arreglo á la ley ( decreto 
de fs. 152» considerando 6. a ), lo que se encuentra consignado 
también en e! informe del tribunal de vistas corriente á fs. 210 
y resolución del administrador de aduana, fs. 214. 

Que en esta condición, no es justa la aplicación de pena al 
comerciante que ha incurrido en error por haber seguido las in- 
dicaciones y pareceres de los empleados de aduana especialmente 
habilitados para apreciarla calidad de ¡as mercaderías, y cuando 
esta calidad ha sido encontrada conforme con la ley por el tribu- 
nal de vistas y liberada de impuestos por la misma < fallos, tomo 
90. pág- 317). 

Por ello y concordantes de la sentencia apelada, se la con- 
firma (\ ). XÓtifiqucse con el original y devuélvanse, reponién- 
dose los sellos ante el inferior. 

A. BEKMKJO. — XlCAXOR Gr. DEL 

Solar. — M. P. Dak.kt. — 
D. E. Palacio. — L. LüPO 

CABAN ILLAS. 
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CAUSA LVII 

Provincia de Buenos Aires contra el tjobierno nacional sobre 
reivindicación del inmueble Coletjio de fo Merced 

Sumario: i • Corresponde originariamente i la corte suprema 
el conocimiento de una demanda deducida contra la nacon 
á nombre exclusivo de una provincia, cualquiera que sea el 
interés personal que en la causa tuviera el mandatano de la 
provincia. El art. i - de la ley 3094, al declarar nulo todo 
pacto por el cual el abogado, representante o perito venga 
á hacerse partícipe 6 á tener interés directo en el resultado 
del pleito, se limita á lijar las relaciones de las partes que 
han intervenido en dicho pacto sin prohibir la sustanciaron 
del juicio ó anular las actuaciones, 

2 - No es susceptible de impedir la reivindicación de un 
inmueble la circunstancia de estar éste destinado aunco- 

3 - La sociedad de beneficencia de la capital e, y ha sido 
siempre una rama de la administración, sin perjuicio de 
considerarla como una institución pública con autonomía 
en su funcionamiento á los fines de su creación y poseer la 
personería jurídica con que siempre ha estado en juicio, 
adquirido derechos y contraído obligaciones. 

4* Los acuerdos celebrados entre la provincia de Bue- 
nos Aires y la nación, con motivo de !a federación de 
la ciudad de Buenos Aires como capital de la república, 
fueron definitivos é inhabilitan á dicha provincia para mi- 
ciar acciones á titulo de antigua propietaria del mn* í 
y con motivo de la cesión que de él se hizo. 

Caso: Lo explica el fallo siguiente: 
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Buenoi Airt*. Julio 2T de 1911. 

Y vistos: 

Don Rodolfo Palacio, por la provincia de Buenos Aires, 
entabla demanda reivindicatorío de la propiedad situada en esta 
capital, calle de Reconquista núm. 269, exponiendo : 

One la linca referida formaba en su origen parte del con- 
vento de la Merced que como todas las casas de regulares exis- 
tentes entonces en la provincia, fué reglamentado por el gobier- 
no, figurando en el inventario que se levantó de los bienes de esa 
comunidad religiosa. 

Qite en Diciembre 21 de 1S22 la legislatura sancionó ta ley 
aboliendo el fuero personal del clero, suprimiendo las casas de 
regulares existentes y declarando propiedades del estado todos 
los muebles é inmuebles de aquéllos. 

Oue por decreto de 30 de Noviembre de 1833. el poder eje- 
cutivo de la provincia declaró que todos los bienes muebles é 
inmuebles que de cualquier modo estén afectados al servicio 
público eran propiedad del estado, y por decreto de 2 de Di- 
ciembre del mismo año se ordenó que el colegio de huérfanas 
se trasladara al antiguo convento de la Merced, á cuyo efecto 
se pondría á disposición de la sociedad de beneficencia creada 
por decreto de Enero 2 de 1823, y que fué siempre una simple 
comisión administradora dependiente de la autoridad del estado. 
Que federalizada la ciudad de Unenos Aires, la provincia 
conservó la propiedad de los bienes que tenia en aquélla, que no 
nerón expresamente cedidos, con arreglo al art. 4.° de ta ley 
de 21 de Septiembre de 1880, y en virtud de esta ley y la de 
cesión sancionada por la legislatura de la provincia en Noviem- 
bre de 1880, los gobiernos nacional y provincial celebraron va- 
rios acuerdos para la entrega y recepción de las diversas repar- 
ticiones que pasaron á la nación, y entre ellas, la sociedad de be- 
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neficcncia como institución, según el decreto de Diciembre 15 
de 1880 y nota del 20 del propio mes dirigida por el ministro del 
interior á dicha sociedad cuyos términos transcribe. 

Que los edificios ocupados por algunos de los estableci- 
mientos que la sociedad de beneficencia dirigía, como la Casa 
de Expósitos y el Asilo de Huérfanos, fueron inventariados y 
pagados por el gobierno nacional, y los que no pagó como el en 
que se encuentra el Colegio de Huérfanas, quedó en propiedad 
de la provincia. 

Que los acuerdos celebrados entre la nación y la provii 
con motivo de la federalización del municipio de Buenos Aires, 
tenían dos objetos distintos: la entrega de las reparticiones pú- 
blicas de la jurisdicción sobre las organizaciones administrati- 
vas que atendían servicios de esa naturaleza y ta de la propie- 
dad de los inmuebles ó edificios en que aquéllos funcionaban ; y 
siempre que una dependencia de la provincia pasaba al de ta na- 
ción con sus bienes, se hacía constar expresamente esta circuns- 
tancia, como sucedió con la municipalidad, las aguas corrientes , 
cloacas, la cárcel penitenciaria, la escuela normal de maestras y 
nuevo hospital de nombres. 

Que posteriormente en 5 de Julio de 1887, la provincia 
nombró al señor Juan Di I ton para que en unión con el señor Ma- 
nuel Pérez del Cerro designado por el poder ejecutivo nacional 
procedieran á la liquidación de todas las cuentas provenientes 
de los bienes cuyos dominios se transfirió á la nación, efectuar 
dosc un inventario de los mismos, en el que se incluyó algún ir. 
mueble que había sido olvidado, sin que figure en él el que mo- 
tiva esta demanda. 

Que en virtud de lo expuesto y los artículos que invoca del 
código civil, solicita se declare que la finca preindicada es de la 
provincia y se la mande entregar con sus frutos y costas. 

Que la nación pide el rechazo de la demanda con costas, 
alegando: Que don Rodolfo Palacio ha obtenido la representa- 
ción de la v_ovincia mediante un pacto por el cual se obliga á 
litigar & su costa exclusiva y por un 50 o|o sobre el resultado del 
litigio, con arreglo á una ley de dicha provincia, 
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Que ese pacto, que constituye la cuota litis, es nulo, según 
las leyes que ¡nvoca y opone en su consecuenc .a á Palacio la ex* 
cepcíón de falta de personería. 

Que aduce, en segundo lugar, la excepción de incompeten- 
cia de jurisdicción en esta corte, porque en virtud del arreglo 
referido entre la provincia y Palacio, la primera no puede ser 
considerada como parte directa en el juicio, y porque la nación, 
en el supuesto de que mantenga bajo su dominio y por interme- 
dio de la sociedad de beneficencia el bien á que se refiere la de- 
manda lo mantendría, no como persona jurídica ó entidad pri- 
vada, sino como poder público y como cosa destinada á un ser- 
vicio común y en estas condiciones es inaplicable la ley 3952 y ha 
debido solicitarse la venia del congreso para promover el pre- 
sente juicio. 

Que el decreto de 2 de Enero de 1823 que fundó la socie- 
dad de beneficencia caracterizó la entidad moral que creaba, 
entregándole una rama de la administración pública cual era la 
de la educación de la mujer, ta atención de la casa de expósitos, 
casa de partos públicos y ocultos, hospital de mujeres, colegio 
de huérfanas, y de todo establecimiento público dirigido al bien 
de los individuos de este sexo. 

Que por otro decreto de 2 de Diciembre de 1833, se entre- 
gó á la sociedad de beneficencia el edificio que actualmente se 
pretende reivindicar, y desde entonces lo ha tenido y tiene en su 
poder como un bien público destinado á servicios de ese carácter 
y sobre el cual ni el gobierno de Buenos Aires ni otro alguno 
constituyó, pretendió, ni pudo constituir título de dominio pri- 
vado, siendo muchos los actos, manifestaciones públicas, admi- 
nistrativas y legales que ta provincia de Buenos Aires ha hecho 
demostrando que había entendido separarse de ese bien y que lo 
había entregado á la beneficencia pública, á la educación y forma- 
ción de las niñas huérfanas, como lo comprueba la documenta- 
ción histórica publicada por el ministerio de relaciones exterio- 
res y culto, donde se ve á la institución desenvolverse con todos 
tos contornos de una entidad moral con personería propia, capaz 
de adquirir derechos, de estar en juicio y celebrar contratos. 
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Que producida la cesión de la capital de Buenos Aires á la 
nación á mérito de la ley nacional 1029, y la de la provincia de 
j6 de Noviembre de 1880, el expresado concepto de la socie- 
dad de beneficencia se mantuvo como hasta entonces había exis- 
tido, pues en los acuerdos de 9 y 15 de Diciembre de 1880 apro- 
bados en 2 de Enero de 1881, se manda entregar la expresada 
corporación como institución pública al poder público de la 
nación. 

Que en cuanto al fondo, la provincia de Buenos Aires care- 
ce del dominio de la cosa reivindicada, y ta nación no la ha po- 
seído nunca ni la posee, de suerte que faltan los requisitos lega- 
les para la procedencia de la acción entablada. 

Que el gobierno de Buenos Aires destinó invariablemente 
las fincas y bienes que fueron secuestrados á las comunidades 
religiosas, entre los que estaba el convento de la Merced, á ser- 
vicios de carácter público é interés común. 

Que al ponerse dicho convento á disposición de la Sociedad 
de Beneficencia para los fines del servicio público, de amparar 
la mujer ignorante, abandonada ó desgraciada, el gobierno se les 
apoderó de su dominio y le quitó á la vez su carácter privado; y 
estas dos circunstancias bastan para que el expresado convento 
no sea susceptible de la acción de reivindicación al tenor de !o 
dispuesto en los artículos que cita el código civil. 

Que por ta ley de 1 1 de Octubre de 1854, de la provincia de 
Buenos Aires, el colegio de la Merced ó casa de las huérfanas, 
pasó, como propiedad privada, á formar parte del patrimonio 
de la municipalidad de la ciudad de Buenos Aires; y más tarde, 
en 1880, aquella municipalidad se convirtió en la de la capital 
de la República, sometiéndosele á la jurisdicción nacional coh 
todo lo que le correspondía, de suerte que la casa de las huérfa- 
nas no perdió su carácter municipal, á estar al texto del artículo 
2: de la ley nacional número 1029, la correlativa ley provincial 
y el acuerdo de 15 de Diciembre de 1880 sobre entrega de cor- 
iwración. 

Que ta citada ley 1029 puso bajo la inmediata jurisdicción 
y dominio de la nación los establecimientos y edificios públicos 
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afectado» naturalmente al ejercicio del gobierno que entraba á 
aquella. 

Que tos acuerdos para la liquidación de las cuentas de cada 
una de las reparticiones públicas que se trasmitieron á la nación, 
te hicieron siempre en el concepto de que se trataba de la situa- 
ción financiera sin afectar para nada el respectivo patrimonio 
nacional y provincial. 

Que en 1887 la provincia extendió sus reclamos pretendien- 
do que en el arreglo de cuentas pendientes se agregaran los es- 
tablecimientos y propiedades que habían sido omitidas en los 
rdos anteriores y la nación por deferencia atendió esos re- 
ís é hizo pagos quedando después de esto concluido y arre- 
todo definitivamente. 
Que recibida la causa á prueba ha se producido la que expre- 
sa el certificado de tá. 52, habiendo las partes alegado respecti- 
vamente á fs. 55 y fs. 98 é informado in roce el actor (fs. 106 
vuelta), con lo que quedó la causa en estado de semencia. 

Y considerando: 

Que si según se afirma en la demanda, la cosa reivindicada 
estuviera en poder de la nación, ésta no la poseería en calidad de 
poder público y como bien del mismo carácter, sino de persona 
jurídica y en concepto de bien privado para fines especiales ó 
con un fin determinado diverso del uso y goce general á que es- 
tán sujetos los bienes de la primera categoría (artículos 2341 y 
2342, inciso 4.* del código civil), y en tales condiciones no ha sido 
necesario obtener autorización legislativa para promover el pre- 
sente juicio (artículo I ley 3952). 

Que la reivindicación ha sido deducida á nombre exclusivo 
de ta provincia de Buenos Aires, de tal modo que sólo á ella y á 
la nación puede obligar la sentencia que recaiga (Fallos, tomo 

págs- 78. 93 y 415), y de ningún modo a Palacio, que no es 
parte en el juicio, cualquiera que sea el interés que tenga en él, 
punto sobre el cual no está llamada i pronunciarse esta senten- 
cia como materia propia de la litis contestación determinando 
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los derechos del mandatario con relación al mandante ó á la par- 
te demandada. 

Que el caso se halla por lo tanto, comprendido dentro de los 
previsto en el articulo 101 de la constitución nacional, á los fines 
de la jurisdicción originaria de esta corte. 

Que el artículo i* de la ley número 3004 al declarar nulo 
y de ningún efecto todo pacto por el cual el abogado represen- 
tante ó perito venga á hacerse participe ó á tener interés directo 
en el resultado del pleito, se limita á fijar las relaciones de las 
partes que han intervenido en dicho pacto (Fallos tomo 1 13. pá- 
gina 187 y otros), sin prohibir la substanciación de aquél ó anu- 
lar las actuaciones. 

Que la circunstancia de encontrarse destinado á un colegio 
de huérfanas el inmueble a que se contrae ta demanda, no es sus- 
ceptible de impedir la reivindicación, con arreglo á los términos 
de los artículos 2758, 2762 y correlativos del código civil ( articu- 
lo 17 de la constitución nacional; 4." y 14 de la ley tfy; fallos, 
tomo 97, pág. 332 ; tomo 99, pág. 139 y otros). 

Que en cuanto á los otros requisitos del citado articulo 2758, 
á estar a las propias manifestaciones del representante de la na- 
ción, la provincia de Buenos Aires expulsó á las comunidades 
religiosas, apropiándose sus bienes y destinándolos á servicios 
de carácter público é interés común (fs. 22), lo que, unido al 
hecho de que es de dicha provincia de quien la nación ha reci- 
bido directa ó indirectamente los bienes á que se refiere la ley 
1029, hace indiscutible que ha existido en aquélla el caráct 
anterior de poseedora y propietaria al menos en relación á la 
gunda (artículos 16 y 26, ley de 21 de Diciembre de 1822). 

Que por el artículo i.° del decreto de 2 de Diciembre de 
1833, se dispuso que el colegio de huérfanas se trasladara al an- 
tiguo convento de la Merced, á cuyo efecto se pondría á dispo- 
sición de la Sociedad de Beneficencia, mandándose entregar por 
los artículos siguientes, dinero, materiales y útiles para la obra 
que requería la instalación y ordenándose que ésta se dirigiera 
por el ingen^ro de la provincia, con arreglo á los planos apro- 
bados por el poder ejecutivo; antecedentes todos que demues- 
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tran que no se trató de una enajenación á favor de dicha socie- 
dad, y sí de un acto de simple administración. 

Que por el decreto de Diciembre 15 de 1880 del poder eje- 
cutivo de la provincia de Buenos Aires, ordenóse que la presi- 
denta de la Sociedad de Beneficencia entregara la repartición 
al señor ministro del interior de la república, en virtud del acuer- 
do de la misma fecha celebrado con el gobierno nacional (fs. 15 
vuelta, expediente caratulado "El poder ejecutivo remite un 
mensaje, etc.", ÉL 82, año 1881), sin que en dichos acuerdos y 
decreto se contenga nada indicativo de que la institución trans- 
mitida hubiere sufrido algún cambio, ya en el carácter en que 
venía funcionando, ya en los bienes que administraba ; pudiendo 
agregarse que, según !a misma defensa el gobierno de ta nación 
tiene bajo su jurisdicción á la Sociedad de Beneficencia como 
le fué transmitida y como la tuvo el gobierno de Buenos Aires, 
ó sea como una entidad moral, á la que se entregó á una rama 
de la administración pública ( fs. 20 y 21 ), lo que está de acuerdo 
con el decreto de 2 de Enero de 1823 que fundó dicha sociedad, 
y con el de 30 de Noviembre de 1899 del poder ejecutivo nacio- 
nal que la califica de dependencia administrativa del estado. 

Que en el dictamen del abogado consultor de la sociedad ex- 
presada elevado por ésta sin observación alguna al ministerio de 
relaciones exteriores y culto, se reconoce así mismo que el cole- 
gio de huérfanas "fué transferido en propiedad á la nación en 
virtud del artículo 2." de la ley de íederalízación del municipio, 
como uno de los establecimientos y edificios públicos provincia- 
les que pasaron á ser nacionales" (expediente agregado del re- 
clamo administrativo). 

Que según el informe del poder ejecutivo (fs. 41), *'La So 
ciedad de Beneficencia de la capital es y ha sidu siempre una 
rama de la administración en cuanto á lo administrativo, invir- 
tiendo y rindiendo cuenta de los fondos que para la educación 
de la mujer y para la caridad pública lia destinado el gobierno, 
sin perjuicio de considerarla una institución pública con autono- 
mía en su funcionamiento á los fines de su creación y i»seer 
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la personería jurídica con que ha estado siempre en juicio; Ka 
adquirido derechos y contraído obligaciones ; lia otorgado coa- 
tratos, recibido donaciones, etc." 

Que ello no obstante, y en lo que concierne al caso el decreto 
del poder ejecutivo de 19 de Diciembre de 1908 no ha alterado 
ó modificado las relaciones existentes entre la administración y 
dicha sociedad relativamente á los edificios y establecimientos 
que estaban á su cargo desde muchos años atrás ( folleto acom- 
pañado, estatutos y reglamentos de la sociedad, pág. 15), cam- 
biando su carácter de administradora de ellos y declarándola 
propietaria de los mismos, lo que habría sido materia propia de 
una ley. 

Que por lo que hace al dominio y posesión de la municipa- 
lidad de la capital, es de observarse que si bien la ley provincial 
de 1854 declaró que pertenecían á ta municipalidad de Buenos 
Aires las casas de temporalidades del extinguido Cabildo, los de 
la Cuna, huérfanas y todas las que estuvieren alquiladas á nom- 
bre del estado y no se hallaren apropiadas á su servicio, también 
lo es que la ley posterior de la misma provincia de 3 de Noviem- 
bre de 1865 restringió la propiedad municipal á tas fincas y es- 
tablecimientos públicos que en esa época se hallaban bajo su ad- 
ministración (art, 19), y el colegio de huérfanas no lo estaba, 
con arreglo á la ley de 21 de Octubre de 1856 que sacó á la So- 
ciedad de Beneficencia de la dependencia de la municipalidad 
(art t.*), prescribiéndose que continuara dependiendo del mi- 
nisterio de gobierno, conforme al decreto de 16 de Marzo de 
1852, en el que se restableció la institución con los mismos obje- 
tos y bajo los mismos reglamentos que la regían (art. 1 *), de- 
biendo librarse las respectivas órdenes para que se pusiera á su 
disposición los establecimientos que le están encomendados. . 

Que la municipalidad y la Sociedad de Beneficencia se en- 
tregaron por separado á la nación (fs, 14 vuelta y 15 vuelta, 
expediente adjunto), como instituciones independientes una de 
otra, y en la entrega de la primera se expresó que se transmitían 
también los bienes de que estaba en posesión (fs, 14 vuelta, 2.*). 

Que no hay constancia que la finca reivindicada haya sido 
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puesta i disposición de la municipalidad después del acuerdo y 
decreto citados de 15 de Diciembre de 188b, ni de que la misma 
haya ejercido en dicha finca actos de dominio ó posesión (fs. 41 
vuelta, 43 ¿46). 

Que ta ley orgánica municipal dictada por el congreso en 
1883 únicamente confirió al consejo la creación, dirección y ad- 
ministración de hospitales y demás establecimientos de caridad 
que estuviesen á su cargo y la protección á la Sociedad de Bene- 
ficencia por medio de las subvenciones que el presupuesto de- 
signare (art. 50, ines. 2.* y 3. ). 

Que á mérito de lo expuesto en los considerandos preceden- 
tes, la verdadera poseedora actual del colegio de huérfanas es 
la nación y contra ella ha podido en su consecuencia entablarse 
la acción reivindicatoría (art. 2402, 2758 y 2782 del código ci- 
vil), haciéndose asi indispensable entrar en el examen de los 
derechos que la provincia pretende le asisten. 

Que por el articulo 2.' de la ley de 6 de Diciembre de 1880 
y 3." de la ley de 28 de Septiembre de 1887, el poder ejecutivo 
de la provincia de Buenos Aires quedo facultado para celebrar 
con el gobierno nacional tos arreglos necesarios al cumplimiento 
de la ley 1029 antes mencionada y á la cesión posterior de los 
municipios ó partidos de San José de Flores y Betgrano para 
ensanche de la capital federal. 

Que en virtud de la primera ley se llevaron á cabo los acuer- 
dos de 1888 y 1881 de que instruye el expediente agregado B. 82, 
año 1881 y se entregó á la nación el departamento general de 
policía, la municipalidad, la Sociedad de Beneficencia, las aguas 
corrientes, el parque 3 de Febrero, la penitenciaría y cárcel co- 
rreccional, las escuetas comunes y edificio destinado á escuela 
normal de maestras, escuela de música, universidad y nuevo hos- 
pital de hombres. 

Que posteriormente por et acuerdo de 12 de Agosto de 1888 
aprobado por el poder ejecutivo nacional en 30 de Septiembre 
del mismo año, él convino en dejar terminados todos los arre- 
glos económicos relativos á la cesión de la ciudad de Buenos 
Aires para capital de la república, dándose por recibido el go- 
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bienio de la provincia del saldo resultante por razón de la ex- 
propiación de las obras del Riachuelo y de las cuentas que se 
referían á las liquidaciones practicadas con motivo de dicha ce- 
sión y que figuraban en la planilla anexa, á saber: obras de sa- 
lubridad, adelantos á la Municipalidad, nuevo hospital de 
bres, edificio de la cárcel penitenciaria, museo, biblioteca y ar- 
chivo, parque 3 d<* Febrero, terreno de la cárcel penitenciaria, 
edificio de la cárcel correccional, edificio del cuartel de bombe- 
ros, terreno del corralón de limpieza, refacciones del cabildo, 
casa de expósitos y asilo de huérfanos (Recopilación Villama- 
yor],págs. 339 y 340). 

Que el carácter de definitivos de estos arreglos aparece, no 
sólo de los términos del citado acuerdo de 12 de Agosto, sino 
del convenio que se efectuó poco después en 4 de Septiembre de 
1888 y de la circunstancia de que se incluyó en el primero hasta 
"los valores que pudieran corresponder á la provincia por las 
obras públicas ejecutadas en los terrenos de Flores y Belgrano 
cedidos para ensanche de la capital". 

Que, por consiguiente, sea cual fuere la interpretación que 
corresponda dar al articulo 3.° de la constitución nacional, á la 
ley 1039 y á la provincial de 6 de Diciembre de i88oy el valor 
jurídico de la posesión alegada (fs. 69), los actos oficiales de 
que acaba de hacerse mérito inhabilitan á la provincia para re* 
abrir cuestiones concluidas hace muchos años, promoviendo el 
nuevo reclamo que importa el presente juicio, como quiera que, 
en el caso más favorable á ella, dichos actos habrían importado' 
una renuncia á gestiones ulteriores, á título de antigua propieta- 
ria del municipio y con motivo de la cesión que de él hizo. 

Que en el caso de los fallos, de esta corte, que se citan 4 
fs. 90 y vuelta, la litis entre la provincia de Buenos Aires y ta 
municipalidad de la capital se había trabado en condiciones dis- 
tintas de la actual. 

Que la ley número 4318 que se invoca en el alegato (fs. 91 ), 
fué sancionada, por estimarse, en cuanto se infiere de la discu- 
sión parlamentaría, que las sentencias de esta corte, en ella ex- 
presadas, habían declarado que la provincia era propietaria de 
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sobrantes en el parque 3 de Febrero (Diario de Sesiones del Ho- 
norable Senado, 1903. P**»- 339 * 343 y 370- X « m™** sto 
que el Honorable Congreso tuvo en vista un caso especial y no 
consagró en términos generales la subsistencia del dominio de 
dicha provincia en otros bienes dentro del municipio, nt le reco- 
noció derecho para hacer nuevos reclamos de tierras ó de su va- 
lor después de la liquidación definitiva preindicada. 

Que el antecedente de que los representantes de la nación 
manifiesten que la finca es de propiedad de la municipalidad, 
no mejora las condiciones de la provincia, en razón de que esta 
ha debido ante todo justificar su dominio para que pudiera pros- 
perar su acción (Ley 28, titulo 20, partida 3\ art. 2363 del có- 
digo civil ; Fallos, tomo 49, pág- 274 ; tomo 53. (*$ «■ y <* ro *>* 

Por estos fundamentos, se absuelve á la nación de la de- 
manda sin especial condenación en costas, en atención á la na- 
turaleza de las cuestiones debatidas. - Notifiqiiese con el ori- 
ginal, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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CAUSA LVIII 

Provincia de Buenos Aires contra la municipalidad de la capital 
sobre reivindicación del Jardín Botánico 

Sumario: i." El terreno ocupado por el Jardín Botánico de la 
capital pasó á la categoría de bien público de los enumera* 
dos en el articulo ¿¿40. inciso 7." del código civil, como par- 
te integrante del parque 3 de Febrero, por virtud de la ley 
nacional número 658 y de la provincial de Buenos Aires de 
14 ríe Julio de 1874 y no fue incluido, ni en todo ni en parte, 
al federalizarse el municipio entre los bienes de propiedad 
de la provincia de Bueno* Aires á que se refiere el articulo 
4," de la ley 1029, 

2. a El hecho de que la nación haya abonado á la provin- 
cia de Buenos Aires el valor de una superficie de terrenos 
en l'alcrmu no puede estimarse constitucionalmentc como 
una derogación de las leyes 658 y 1029 y en el caso de que 
falú>s fie la corte hubieran reconocido derechos á favor de 
la provincia en sus relaciones con la nación, tal reconoci- 
miento no se refería á lo^ terrenos del Jardín Botánico. 

Cato: Lo explica el fallo siguiente: 



FALLO DE LA triRTE SUPREMA 

Bucflot Al reí, julio 27 de 19! I. 

Vistos : 

Don Carlos F. Várela, por la provincia de Buenos Aires, 
promueve demanda reivindicatoría de una fracción de terreno 
cuya ubicación expresa, ocupada por la municipalidad de la ca- 
pital, con el Jardín Botánico, exponiendo: 
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Que el terreno mencionado es parte del que en mayor ex- 
tensión fue adquirido por el virreinato de Buenos Aires, de to- 
dos los herederos de don Juan Agustín Cueli, en 23 de Julio de 
179a, lo que debe existir testimonio auténtico en la contaduría 
general de ta nación. 

Que caído el gobierno colonial, el terreno fué ocupado y 
poseído por los gobiernos que se sucedieron en la ciudad y ac- 
tual provincia de Buenos Aires; y aun cuando asi no hubien» 
sido, es un hecho indi «cutido que las tierras públicas situadas 
dentro de tos límites jurisdiccionales de las provincias, pertene- 
cen exclusivamente á éstas, de manera que no puede caber duda 
de la propiedad de la provincia de Buenos Aires del terreno 
comprado á los herederos Cueli, sólo en virtud de este título de 
adquisición de 1792. 

Que además ta provincia de Buenos Aires ejercitó verda- 
deros actos de propiedad en todo tiempo sobre esos terrenos, 
hasta que producida la federalización de la ciudad de Buenos 
Aires se incautaron de ellos las autoridades que entraron á ejer- 
cer jurisdicción en la última. 

Que previa denuncia hecha en 1828 y declaración de ser Je 
propiedad pública el terreno de la referencia, fué concedido en 
cupítensis y después vendido en Mayo 29 de 1832 á don Floren- 
tino Castellanos y adquirido más tarde por Rosas en 1850, exis- 
tiendo una sentencia de la suprema corte, según la cual nunca se 
perfeccionó la compra de Castellanos. 

Que aún en el supuesto de que el título de 1792 no fuera 
suficiente para justificar la propiedad de la provincia, existirían 
elementos de prueba que revisten el carácter de documentos pú- 
blicos y que demuestran que por lo menos desde 1828 hasta 1880, 
la provincia de Buenos Aires poseía á título de dueña el terreno 
que reivindica, y habrá hecho la adquisición del dominio por el 
sólo mérito de ta prescripción, conforme á las leyes que cita. 

Que en los años transcurridos desde 1828 hasta después de 
1880. la provincia ejercitó actos de posesión por medio del es- 
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tabkcimíenío que se llamaba pólvora de Cueli, y vendiendo frac- 
ciones del mismo terreno á Castellanos y Ezcurra. 

Que sobre la lonja que linda con el conservatorio nacional 
de vacuna, que comprende la parte vendida á Castellanos que 
adquirió Rosas de los sucesores de aquél y que volvió al fisco 
provincial por la tey de confiscación, asi como sobre toda la 
fracción ocupada por el expresado conservatorio, no sólo exis- 
tiría el titulo de 1792 y la posesión de más de cincuenta anos, 
sino también el titulo instrumental de Rosas y la ley de confis- 
cación, que declaró bienes públicos del estado los adquiridos por 
el tirano. 

Que la municipalidad de la capital no tiene ni ha tenido ja- 
más título, sobre el terreno que ocupa con el Jardín Botánico ni 
lo ha adquirido por prescripción pues lo posee desde hace pocos 
años. 

Que en mérito de lo expuesto y de acuerdo con el artículo 
2758 y disposiciones correlativas del código civil, solicita se con- 
dene á la municipalidad á devolver el terreno reclamado, con los 
frutos percibidos ó que ha debido percibir y las costas y gastos 
del juicio. 

Que don Pedro Diana, por la municipalidad, pide el recha- 
zo de la demanda con costas, alegando ! 

Que las leyes sobre denuncias de tierras fiscales de la pro- 
vincia de Buenos Aires, de Febrero 5 de 1906, y Febrero 4 de 
1901. exigen como requisito necesario para que el poder ejecu- 
tivo autorice la gestión que el departamento de ingenieros igno- 
rase la condición de fiscal de) terreno denunciado. 

Que en el juicio arbitral seguido entre la nación y la pro- 
vincia de Buenos Aires, el gobernador Ugarte alegó derechos 
al mismo terreno que se reivindica hoy por un denunciante y 
acompaño un título de propiedad lo que demuestra que dicha 
provincia ya creía en la existencia de sus derechos al terreno 
reivindicado en la fecha que se otorgó el poder á que se refiere 
el testimonio de ís. 29, motivo por el cual ese poder es nulo ) 
carece de personería el señor Puig y su sustituto el señor Vare- 



la, que la municipalidad posee el terreno reivindicado en virtud 
de la cesión que le efectuara el poder ejecutivo nacional en 2 de 
Septiembre de 1892 ; y si no puede invocar esto posesión á titulo 
de propietaria, la propiedad correspondería á su cedente ta na- 
ción, y así lo declara cumpliendo con lo establecido en el artícuK 
2782 del código civil. 

Que si por razón de cesión la municipalidad es propietaria 
y puede invocar los derechos de su antecesor, opone como de- 
fensa fundamental-, que el título á que se alude no pertenece á 
la provincia de Huenos Aires, sino á la nación sitcesora de los 
derechos de la Corona de España que adquirió el terreno de los 
herederos de Cueli á titulo singular y con un destino público. 

Que alega, además, subsidiariamente la prescripción de 
tiempo renmemorial, porque el terreno de que se trata ha estado 
en posesión del gobierno nacional desde hace más de treinta 
años, que lo ocupaba con el polvorín llamado de Cueli. 

Que recibida la causa á prueba, háse producido la que ex- 
presa el certificado de fs. 287 y la posterior de fs. 289 a 304. 
habiendo las partes presentado sus alegatos (fs. 305 y 34") « 
informado ín vocc ( fs. 414 \. 

Y considerando : 

1* Que con arreglo á lo dispuesto en el artículo Ó9 de la 
ley número 50 y á lo reiteradamente resuelto, ios representan- 
tes legítimos de la provincia en los juicios que se substancian 
ante esta suprema corte son lo poderes ejecutivos respectivos 
ó las personas que estos designan al electo (Fallos, tomo 113, 
pág. 187 y otros). 

2. fl Que la ley de la provincia de Buenos Aires de 5 de Fe- 
brero de 1906 que se invoca á fs. 44, ha autorizado en general 
al poder ejecutivo para conferir mandato á los denunciantes de 
tierras ; y tratándose en el caso de una denuncia, no puede ser 
del resorte de esta corte el examen minucioso y circunstanciado 
de los trámites administrativos que se relacionan con dicha de- 
nuncia, pues ello le impondría el deber de entrar á juzgar con 
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criterio propio de la correcta ó incorrecta aplicación de institu- 
ciones de gobierno interino sin que sea indispensable para la 
solución de la contienda judicial del punto de vista de los otros 
antecedentes y disposiciones legales de que se ha hecho mérito 
por las partes á que se agrega ta falta de interés jurídico directo 
é inmediato por parte de la demandada en ta articulación alu- 
dida. 

3. " Que según los testimonios de fs. 72 á 74 y 90 á 92, la 
municipalidad de esta capital adquirió de don Juan A. Bus- 
chiazzo. con destino al ensanche del jardín botánico, un terreno 
contiguo compuesto de 2402 metros, 79 dec. cuadrados, con frente 
á la plaza Sarmiento y avenidas Santa Fe y Las Heras. 

4, * Que dicho terreno en la extensión de 2018.38 metros 
cuadrados aparece comprendido en la reivindicación de fs. 18 
ampliada á fs. 42 ( fs. 198 vuelta y 206), y por lo tanto cualquie- 
ra que sea el carácter con que la municipalidad poseee lo res- 
tante del expresado jardín, procedería contra ella la demanda 
en lo que al primero se refiere y no existiría, en todo caso, la 
nulidad de los procedimientos que la misma opone, fundándose 
en que debía promoverse el juicio contra la nación. 

5. Que ta excepción de prescripción debe estimarse arre- 
glada á derecho respecto al inmueble preindicado, desde qu< 
uniendo la municipalidad su posesión propia á la de sus cau- 
santes Buschiazzo, Londomi, Raíces García, don Ramón López 
y doña Gerónima Pe rey ra, se comprueba una posesión de más 
de treinta años transcurridos desde la venta judicial de 14 de 
Octubre de 1872 hasta la fecha en que se promovió el presente 
juicio (fs. 21 vuelto, art. 4016, código civil). 

6.° Que no se opone á ta precedente conclusión ta circuns- 
tancia de que en las escrituras de ventas de 14 de Octubre de 
1872 otorgada por el juez de primera instancia en lo civil, don 
H, Marte!!, á hombre de la testamentaría de don Ramón " 
y doña Gerónima Fereyra á favor de García, y en la de 6 de No- 
viembre de! propio año otorgada por el último á Rayces se diga 
que el terreno era municipal, porque en la enajenación se in- 
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dina expresamente la acción al mismo (fs. 91 vuelta y 93), lo 
que rale decir que» se retenia i titulo precario en tas condi- 
ciones determinadas por el art. 2461, código civil; haciéndose 
por tal motivo innecesario mandar agregar testimonio, para 
mejor proveer, de la escritura de venta que se afirma ( fs. 363), 
otorgó la municipalidad en 10 de Noviembre de 1875 al doctor 
Juan Rayces; máxime después de las manifestaciones del actor 
sobre el particular en el informe i» vocc. 

7. Que, dado que así no fuese y en el supuesto de que la 
acción reivindicatoría procediera respecto de mí inmueble, con- 
vertido en parque ó paseo público desde hace años atrás sin opo- 
sición y algo más, con conocimiento y asentimiento anticipado 
del que reivindica, incumbiría á la actora justificar en forma el 
dominio que pretende, tanto en lo que hace á la fracción men- 
cionada como á lo restante del terreno objeto de su reivindica- 
ción (ley 28, art. 2. ; part. y, art. 2363, enliga civil; fallos, 
tomo 49, pág. 374 y otros), y lejos de halterio hecho, resulta ele 
autos que carece de él, con arreglo á la ley nacional núm. 058 
de 25 de Junio de 1874 y á ta provincial de 14 de Julio del mis- 
mo ano, cuyas disposiciones explícitas relacionadas con las le- 
yes posteriores de federa! ilación del municipio, quitan finalidad 
al examen de los antecedentes, históricos, constitucionales, le- 
y administrativos de fecha anterior aducidos por las partes 
s alegatos (fs. 307 y siguientes; fs. 353 y siguientes) é in- 
es im vocc, y de la prescripción asimismo alegada en tanto 
se nace derivar de posesión también anterior al año expresado. 

8.° Que con efecto la ley núm. 658 de validez no cuestio- 
nada en el juicio, y que antes al contrario, la demandante solici- 
tó que se tuviera como parte de su prueba (fs. 61, 3* a y decreto 
de fs, 63) invocada además en el informe pericial (fs. 190 ) y 
en el laudo arbitral ( fs. 158 vta. ) que obran en autos á su instan- 
cia (fs. 70, 55, 68, 94), dispuso que el poder ejecutivo nacional 
recabando el asentimiento y cooperación de tas autoridades pro- 
vinciales á quien de esta suerte se reconocía propietarias en 1874 
procediera á ejecutar una de las secciones indicadas en el plano 
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del Parque TVw <j<r Febrero, bajo la dirección del departamento 
agronómico y una comisión de profesores y alumnos de la es- 
cuela militar. 

y." Que el plano á que se alude en la ley es el levantado por 
el capitán de ingenieros don Jorge S. Wysosky y alumnos men- 
cionados (mensaje del jx>der ejecutivo al honorable congreso, 
Mayo 1874. Diario de Sesiones, D. D. 1874, pag. 55 y siguien- 
tes; id. senado, 1874, pág. 149 y sig.; pag. 172 y sig.) y com- 
prendía el terreno que se reivindica (informe pericia) fs. 190, 
191 y otros), como lo reconoce la misma actora ( fs. 339). 

10. Que, por la ley provincial de 14 de Julio de 1S74 antes 
citada, y también ofrecida como parte de su prueba por la de- 
mandante (fs. 61, 3 b, y fs. 62 >. se destinó el terreno denomi- 
nado "Patermo" al establecimiento del "Parque 3 de Febrero" 
de que hablaba la ley nacional (art. <."), ó sea la núm. 658 pres- 
cribiéndose que á los efectos de esta ley fuera aquél puesto á 
disposición del gobierno nacional (art. 2. ). 

11. Que conforme á las dos leyes que quedan mencionadas, 
el inmueble en cuestión pasó á la categoría de bienes públicos 
de los enumerados en el art. 2340, inc. 7.°, código civil, deján- 
dose sin efecto á su respecto el art. 1.* inc. 3. de la ley provin- 
cial de 6 de Septiembre de 1858 que habia mandado venderlo ó 
arrendarlo, á la vez que otros bienes para la creación de edificios 
de escuelas. 

12. Que las leyes de 1874 (considerando precedente) no 
subordinaron á plazas la eficacia ó subsistencia del nuevo des- 
tino dado á l'alermo y hasta previeron que el gobierno nacional 
no concluiría tas obras del Parque estableciéndose implícitamen- 
te que la provincia los continuara ó conservara sin dar otra apli- 
cación á los terrenos (art. 4." ley nacional, y art. 1/ ley provin- 
cial), puesto que se ordenó el nombramiento de una comisión 
que se encargara de dicho parque (art. 3." ley provincial), co- 
misión ue fué organizada posteriormente y funcionó durante 
algún tiempo (fs. 70, 71, 160 vía., 19). 

13. Que aparece de otra parte, que la nación dio comienzo 
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inmediato i ta ejecución de los trabajos conducentes á realizar 
el propósito de dotar á ta ciudad de Buenos Aires y al país, de 
un paseo público de gran extensión, que respondía á razones 
económicas políticas, de higiene, ornato y recreo; que debía 
realizarse gradualmente, y que se juzgó dentro de las faculta- 
des acordadas al congreso por el art. 67, inc. 16 de ia constitu- 
cici, entendiéndose que no se trataba fie una obra de interés pu- 
ramente municipal, pues esa ciudad contribuía entonces con los 
ocho décimos de la renta de que se formaba el tesoro nacional 
(arts. 3, 5 y 6, ley 658, Diario de Sesiones citado). 

14. Que consta asimismo por los testimonios de fs. 152 y 
siguientes del expediente caratulado Jardín Z. v. municipalidad 
de la capital, parte de la prueba de estos autos ( fs. 70. 71 ) que 
en la fecha de la cesión del municipio para la capital de la Re- 
pública, la provincia entregó Palenno á la nación en concepto 
de Parque, que se encontraba bajo la dependencia de una comi- 
sión directiva y administradora. 

15. Que esta comisión no administraba el terreno ocupado 
actualmente por el jardín botánico donde existía el antiguo Pol- 
vorín de Coeli, dependencia nacional que subsistió hasta i88[, 
fecha en que el primero fué entregado al director del departa- 
mento nacional de agricultura que tenía á su cargo el jiarque 
3 de Febrero (fs. 209 vta., declaración de fs. 204). 

ló. Que aún en la hipótesis de que, según se afirma en el 
laudo arbitral (fs. 160 vta., 19) y en el informe pericial (fs. 191 
y vuelta), el terreno referido hubiera sido devuelto á la provin- 
cia y entregado nuevamente á la nación en 17 de Diciembre de 
1880, es indudable que en uno y otro caso y aún en el de que la 
última no le hubiera tenido á su disposición por no haber llegado 
el caso previsto en el art. 2.* de la ley provincial de 14 de Julio 
de 1874 dicho terreno había conservado su carácter de parte 
integrante del Parque 3 de Febrero formado ya parcialmente 
y en vías de ejecución completa y obligatoria por las leyes vi- 
gentes de 1874 que no fueron dejadas sin efectos por la ley 
1029 y su correlativa provincial de 6 de Diciembre de 1880 tii 
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podían serlo por simples disposiciones 6 medidas administrati- 
vas que pretendieran dar otro destino al inmueble con menos- 
cabo de los altos fines nacionales de esas leyes. 

17» Que sólo son olvido de los motivos de la creación del 
parque 3 de Febrero (considerando 13) y suponiendo que él 
respondía á conveniencias ó propósitos meramente inunicqiales, 
puede pretenderse que las leyes nacional y provincial de 1874 
fueron virtual mente derogadas seis años después de feder ati- 
zarse el municipio en la parte no llevada á cal» todavía de latí 
obras ordenadas por aquellas y que no eran ciertamente incom- 
patibles con el nuevo orden de cosas que trajo la federalización, 
sino al contrario, más imperiosamente reclamadas ante el des- 
envolvimiento urbano que debía preverse en la nueva capital 
que se dalia la provincia de Buenos Aires á la vez que las otras 
provincias, es decir, la nación. 

j8, Que esto sentado no es posible admitir que el parque 
3 de Febrero bien de uso goce y comodidad comunes inequívoca 
é incuestionablemente público (art. 2340. inc. 7° código civil), 
cuya extensión y ubicación se determinaron con exactitud y con- 
sagrados por la nación y la provincia de nuestro acuerdo, á una 
obra de la magnitud y trascendencia apuntada quedan incluidas 
en todo ó en parte al fedcralizarse el municipio. los bienes de 
pmpiedad de la segunda á virtud de lo dispuesto por el artículo 
4." de ta ley 1029 y que no podían ser otros que los del dominio 
privado, como quiera que el dominio en los públicos nada de su 
carácter de poder público en el municipio, carácter que perdió en 
1880 reemplazándola la primera, esto es, la nación (Fallos, tomo 
105. pág, 174*. con los derechos, responsabilidades y restriccio- 
nes de la ley (arts. 2339, 2341 y 2342, código civil). 

19, Que aún respecto de bienes no destinados al uso y goce 
comunes, que, al igual del parque 3 de Febrero se hallaban bajo 
la administración inmediata de directorios ó comisiones como 
los Banco* y ferrocarriles y que quiso excluir de la cesión del 
•territorio federal izado juzgase necesario consignar expresamen- 
te en la ley que no pasaban al dominio de la nación por reser- 




US FALUN SC EpA 00«TÍ f ÜFKEMA 

varselo la provincia (arts. 3 .■ y 4 .•, ley 1029) ; y una reserva 
análoga había sido indispensable para los propios fines relati- 
vamente á un inmueble desligado de los servicios administrati- 
vos generales, de orden provincial y donde debía concluirse un 
paseo público formal y definitivamente acordado con las mejo- 
■ ras complementarias que se detallan en los artículos 5. a y 6.° de 
la ley número 658 en beneficio del municipio y de toda la repú- 
blica. 

20. Que si fuera de los bienes de dominio privado 6 de los 
poseídos por la provincia como persona jurídica dentro del mu- 
nicipio, se hubiera reservado también los de dominio público, 
no se comprende cuál habría sido el territorio cedido de que 
hablan las leyes recordadas, el artículo 3. de ta constitución 
nacional y su correlativo el 67 ¡ inciso 27 de la misma constitu- 
ción, que equi]>ara la capital á los demás lugares adquiridos por 
compra ó cesión en cualquiera de las provincias, para establecer 
arsenales, almacenes, ú otros establecimientos de utilidad gene- 
ral ; ni el articulo 5° de la ley 1029 se habría limitado á decla- 
rar que la nación tomaría sobre sí la deuda exterior de la pro- 
vincia porque sé quedaba obligada á devolver ó á adquirir los 
paseos públicos, etc., las cargas de la cesión hubieran sido mu- 
cho mayores. 

21. Que en el caso del tomo 59, página 293 de los fallos de 
esta corte, la municipalidad de la capital alegó su derecho á la 
propiedad de los terrenos de "Palermo" ó "3 de Febrero", fun- 
dándose en que éstos habían pertenecido á la municipalidad de 
Buenos Aires antes de la cesión de su territorio para la capital 
de la república; y según expresamente lo consigna el tribunal, 
dicho fallo debía ajustarse á los términos en que se había tra- 
bado la litis (considerandos i *, 2. y 3.*). 

22. Que en el fallo posterior del tomo 60, página 96 se de- 
claró que el reconocimiento de derechos á favor de la provincia 
contenidos en la sentencia recordada fué "e* sus relaciones con 
h municipalidad y por razó» de los Ululas invocados por ésta 
que estuvieron en litigio", sin que se decidiera nada desfavora- 
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ble á la nación que no había sido oída ( Fallo, tomo 59, pág. 295, 
considerando 17), y que no podía ser traída á juicio sino con 
su consentimiento, expresado por el órgano de sus poderes com- 
petentes al efecto. (Fallos, tomo 80, pág. 401). 

23. Que estas declaraciones explícitas y terminantes disi- 
pan las dudas á que pudiera dar lugar otras de los fallos recor- 
dados y que no armonizarían con el resultado final del pleito 
que se mandó al archivo sin que recayera resolución sobre la 
mensura mandada practicar á causa de no haber "por el mo- 
mento juicio contencioso pendiente entre la provincia y la na- 
ción". 

24. Que el hecho de que la nación haya abonado á ta pro- 
vincia el valor de una superficie de 4.950.000 metros cuadrados 
en los terrenos de Palermo ( fallos, tomo 59, pág. 293, conside- 
randos 11, 12 y 13), no puede estimarse constitucionalmente 
como una derogación i\r las leyes 658 y. 1029, ni inteligencia 
dada á ellas en los arreglos que recuerda el fallo mencionado, es 
decisiva para esta corte en el caso sub judie* dada la forma en 
que se ha trabado la litis ó sea mediando desconocimiento abso- 
luto de todo derecho á la provincia y en presencia de las prue- 
bas rendidas. 

25. <¿\ic la ley número 4218, en cua:Uo se infiere de la dis- 
cusión parlamentaria, fué sancionada por estimarse que las sen- 
tencias de esta corte que invoca, esto es, las que acaban de men- 
cionarse, habían declarado en absoluto ó decidiendo sobre de- 
rechos |x>sibles de la nación, que la provincia era propietaria de 
sobrantes en el parque 3 de Febrero (Diario de Sesiones del 
H. S., 1903. págs. 339 á 343 y 37O- 

26. Que ya queda determinado el alcance de esos fallos; 
debiendo agregarse que aún en el caso de que en ellos se hu- 
biera reconocido derechos á favor de la provincia en sus rela- 
ciones con la nación, ta: reconocimiento no se referiría a los te- 
rrenos á que se contrae la presente demanda que no figuraron 
en la iniciada por Gcrdin (expediente agregado, fs, 93; fs. 155 
vuelta á 175, núm. 37, y fs. 179 y siguientes de estos autos), ni 
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se ocupa de días h ley 4218 sino de sobrantes, con .sujeción a 
la mensura de Amezola, que no los comprendió. 

27. Que las ratones de analogía que pudieran aducirse para 
extender al inmueble que hoy se reclama, el criterio de la ley 
4318. no son atendibles, porque este tribunal <lebc proceder como 
juez de derecho; aplicando estrictamente !a ley, y por las razo- 
nes antes consignadas. 

28. Que si la ley 4218 y decreto aprobatorio del plano de 
Ameróla hubiera venido á modificar lo que la ley anterior nú- 
mero 658 entendía por Parque 3 de Febrero, reduciendo su ex 
tensión ó excluyendo de él el Jardín Botánico, no corresponde- 
ría a la provincia el terreno que de esta suerte quedara fuera 
del paseo público, desde que la primera ley se ha sancionado en 
1903, vale decir, con muchos años de posterioridad á la fecha 
en que la actora se desprendió de su dominio en momentos que 
el inmueble era de carácter público. 

Por estos fundamentos se absuelve de la demanda á la mu- 
nicipalidad de la capital, sin especial condenación en costas, en 
atención á la naturaleza de las cuestiones debatidas. — Notifí- 
quese con el original, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanok G. del 
Solar. — M. P. Da*act. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caban illas. 
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CAUSA LIX 

Provincia de Buenos Aires contra el gobierno nacional, sobre 
reivindicación dci terreno ocupado por el Conservatorio de 
Vacuna. 

sumario i Es improcedente la reivindicación de! terreno ocupado 
por el conservatorio nacional de vacuna, que pasó á la ca- 
tegoría de bien público de tos enumerados en el inciso 7.*, 
artículo 2340 del código civil, en virtud de la ley nacional 
número 658 y de la provincial de Buenos Aires de 14 de 
Julio de 1874, como parte integrante del parque 3 de Fe- 
brero, y que no fué incluido, al federaJizarse el municipio 
Ae la capital, entre !os bienes de propiedad de la provincia 
de Buenos Aires. No hace viable la reivindicación la cir- 
cunstancia de que el terreno no forma parte hoy de paseos 
públicos. Por los arreglos definitivos celebrados entre la 
nación y la provincia de Buenos Aires, la primera abonó 
á la segunda el valor de todas las propiedades á que se con- 
sideraba con derecho esta última en el municipio de la ca- 
pital. 

Caso t Lo explica et siguiente fallo r 

FALLO DE LA COBTfi SUP1EMA 

B«Mt Atíts. jaUv V dt 1M I . 

Y vistos: 

Don Carlos F. Várela, por la provincia de Buenos Aires, 
entablada demanda contra el gobierno nacional» reivindicando el 
terreno ocupado por el conservatorio nacional de vacuna, cuya 
ubicación expresa, exponiendo: 

Que los herederos de don Francisco Remigio Castel" 



otorgaron a favor de don Juan Manuel de Rosas en 8 de Agosto 
de 1850, la escritura que acompaña en testimonio y que com- 
prende el terreno referido y una extensión mayor, ocupada por 
el Jardín Botánico. 

Que por ley de 29 de Julio de 1857, don Juan Manuel de 
Rosas fué declarado reo de tesa patria, determinando el artículo 
3.* de dicha ley que, de acuerdo con el decreto de 16 de Feberro 
de 185a, que declaraba de propiedad pública todos los bienes 
que pertenecieron al tirano, se procediera á su venta en benefi- 
cio del estado. 

Que después se dictó la ley de 1858 que confirmaba la que 
queda mencionada y disponía que el producido de la venta de 
los bienes de Rosas se destinara á la educación pública. 

Que por estos actos legislativos la parte de terreno de la 
antigua Pólvora de Cueli adquirida por Rosas de los herederos 
de don F. R. Castellanos, pasó al dominio de la provincia. 

Que si pudiera argüirse, contra la evidencia legal y los he- 
chos consagrados, que el título de Castellanos, el de Rosas y la 
ley de confiscación no tuvieran valor suficiente, la provincia 
siempre tendría derecho á invocar su dominio, basándose en el 
título originario de la Pólvora de Cueli y en último caso en los 
derechos adquiridos por la prescripción adquisitiva, que comen- 
zó en 1810 y de cuya existencia hay pruebas documentadas por 
lo menos desde 1828. 

Que ilon F. R. Castellanos fué propietario de la tierra que 
vendió á Rosas en virtud de la transferencia que de sus dere- 
chos le hizo don Florentino Castellanos, quien lo había obtenido 
en compra de la provincia de Buenos Aires el año 1832, y ésta á 
su vez, la hubo por la venta otorgada en 23 de Julio de 1792 por 
los herederos de don Juan Agustín Cueli á favor de la Corona 
de España, según resulta de un testimonio auténtico que obra 
en la contaduría general de la nación y de la copia que corre en 
el expediente seguido por la misma provincia contra la munici- 
palidad de la capital, ante esta corte. 

Que la nación no ha podido adquirir el dominio de esa tic- 
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rra por prescripción, pues desde 1852 hasta Diciembre de 1880 
ha estado jurídicamente ausente de la provincia de Buenos 
Aires. 

Que la ocupación del edificio de la pólvora de Cueli por 
fuerzas nacionales habría sido precaria y no implicaba la pose- 
sión con ánimo de adquirir el dominio sobre los terrenos que es- 
taban á muchos metros de distancia de dicho edificio, y que no 
formaba parte integrante de la Pólvora, invocando e;i prueba de 
ello el título acompañado y el plano de Descatzi que obra en la 
oficina nacional de geodesia y el de Fremiot hecho por encargo 
del gobierno de la provincia en 1863, y cuya copia está en el 
expediente con la municipalidad, de que se ha hecho mérito. 

Que al fcdcralizar-c en 1880 el distrito de la ciudad de 
Buenos Aires, la provincia conservó la propiedad de todos los 
bienes privados que expresamente no cedía á la nación y entre 
ellos el terreno de que se trata, que dejó de poseer por la ocu- 
pación de la tierra con el conservatorio de vacuna. 

Que en su consecuencia y fundándose en el art. 2758 y co- 
rrelativo del códdigo civil, solicita que oportunamente se con- 
dene al gobierno de la nación á devolver el terreno y los frutos 
civiles, con costas. 

Que el señor procurador general pide el rechazo de la de- 
manda con costas, alegando: 

Que el título que se invoca en primer término, constituido 
por la venta de Castellanos á Rosas, es completamente innocuo 
para fundar el dominio, desde que ha sido declarado por esta 
corte sin valor alguno en la sentencia que corre en el t. g6 pá- 
gina 299 de sus fallos. 

Que la adquisición hecha por la Corona de España de los 
herederos de Cueli, fué para conservar el terreno en el destino 
que se le había dado, " un almacén de pólvora", el que por su 
naturaleza se consideraba propiedad del estado, adquirida por 
el rey para un servicio público del reino ; y el polvorín de Cueli, 
como establecimiento fiscal, se mantuvo aún después de la caída 
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del virreinato guardado casi permanentemente por fuerzas de 
la patria y luego de la nación. 

Que la propiedad del rey de España pasó á su sucesor la 
nación argentina, que nació á raí* de U revolución de 1810 y 
que ha existido siempre desde el acto de la destitución del virrey 
en esa fecha hasta el pacto de 11 de Noviembre de 1859, que 
sirvió de base para la reorganización de la república, recordando 
á este respecto el reglamento de la junta conservadora de 181 1, 
el estatuto provisional del gobierno superior de las Provincias 
Unidas, del mismo año y el de 181 5; la proclamación de la In- 
dependencia, la constitución del año 1819, la ley fundamental 
de 1825, los tratados interprovinciales después del ano 1828 has- 
ta 1852. y la manera cómo se constituyeron la nación y las pro- 
vincias. 

Que las provincias habrían sucedido á la Corona de España 
en el patrimonio privado que existía dentro de sus territorios, 
pero no pueden pretender dominio sobre lo que forma el domi- 
nio público del estado general por su origen y su destino. 

Que la prescripción que se alega no ha podido tener lugar, 
por motivo de la ley misma, la calidad de la co a ó su destino 
público, y la falta de posesión animo domine, con sujeción á 
las leyes que cita. 

Que caída la tiranía de Rosas se dictó por el gobierno que se 
hizo cargo tic la administración pública el decreto de Febrero 
de 1852 que confiscó y declaró de propiedad pública todos los 
bienes que pertenecieron al tirano, entre los cuales se encon- 
traban las tierras de Palermo; y dicho decreto fué ratificado por 
la ley provincial de 29 de Julio de 1857, la que declaraba que 
las fincas urianas confiscadas á Rasas, incluso Palermo y sus 
adyacencias serían consideradas como bienes municipales. 

Que la situación legal de estas tierras no sufrió modifica- 
ción hasta el año 1874, en que el congreso nacional dictó la ley 
mandando ejecutar una de las secciones del Parque 3 de Febrero 
previo asentimiento de las autoridades provinciales, las que se 
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apresuraron á prestarlo en la manera más amplia por la ley de 
13 de Julio del mismo año. 

Que el alcance de esta ley provincial fué el de destinar los 
terrenos de Palermo á un objeto de utilidad pública, siendo evi- 
dente su propósito de hacer permanente ese objeto, desde que 
se proveía ta forma en que debía gobernarse en lo futuro el pa- 
seo ó plaza pública que la nación se propuso ejecutar en esos te- 
rrenos, que quedaron así en las condiciones del art 2340 inc. 7 
del código civil» ó sea para uso común y fuera del comercio, de 
tal suerte que no pueden ser objeto de una acción reivindicatoría. 

Que tal carácter de bien público se mantiene hasta hoy y 
sólo desaparecería ó por una declaración contraria de la autori- 
dad que lo confirió, ó por el no uso en el destino que motiva esc 
carácter, circunstancias que no concurren en el caso presente* 

Que por la ley de 26 de Noviembre de 1880 la legislatura de 
la provincia de Buenos Aires cedió el territorio del municipio 
de la ciudad de Buenos Aires, que había sido declarado capital 
de la república por ley del congreso nacional de 21 de Septiem- 
bre del mismo año, sin ninguna condición ni límite, facultando 
al poder ejecutivo para celebrar con el gobierno nacional tos 
arreglos necesarios al cumplimiento de la ley. 

Que esos arreglos se celebraron mediante varios acuerdos 
en que se fijó la manera de hacer la entrega de los distintos ser- 
vicios que pasaban al gobierno nacional. 

Que el acuerdo relativo á la entrega del Parque 3 de Fe- 
brero tuvo lugar el 17 de Diciembre de 1880 y tos términos del 
mensaje del gobernador á la legislatura, i.° de Mayo de 1881, 
comprueba, de manera indudable, que los trámites del cambio 
de jurisdicción habían sido definitivamente terminados y clau- 
surados tos arreglos que se encomendaron á los gobiernos res- 
pectivos, no quedando ya pendiente para el futuro ninguna cues- 
tión relativa á la ícderaliíación del municipio de Buenos Aires. 

Que el Parque 3 de Febrero estaba comprendido en el ar- 
tículo 3.* de la ley nacional de 1 880 en concepto de bien público, 
cuyo dominio se transfirió á ta nación y el art. 4. de ta misma 



ley sólo pudo referirse i los bienes de dominio privado, contri- 
buyendo á demostrarlo su art 6. a . 

Que el decreto provincial de 5 de Junio de 1887 relativo á 
cuentas pendientes con la nación, fué contrario al carácter defi- 
nitivo de los arreglos preindicados. 

Que la liquidación presentada á consecuencia de dicho de- 
creto por los contadores Dillon, Pérez del Cerro y Cranwell, 
violó la ley de federalización, y el gobierno nacional ha pagado 
indebidamente muchos millones, entrando en nuevos arreglos, 
entre los que figura el del Parque 3 de Febrero, 

Que con motivo de las sentencias pronunciadas por esta 
corte en el juicio de reivindicación del Parque 3 de Febrero, 
promovido por Gerding contra la municipalidad de Buenos Ai- 
res, el congreso nacional dictó la ley 4218 autorizando al poder 
ejecutivo á constituir un tribunal arbitral para determinar los 
sobrantes que pertenecieron á la provincia en dicho parque. 

Qne ni los legisladores que aproliaron la ley 4128, ni el 
poder ejecutivo que le dio cumplimiento, ni los arbitros que 
constituyeron el tribunal, se preocuparon de estudiar los ante- 
cedentes que la originaban y las resoluciones de la corte aludi- 
das, pues de haberlo hecho no habrían incurrido en el error de 
obligar á la nación al pago de bienes que eran de su propiedad, 
conforme á la ley de federalización. 

Que espera que la sentencia que se dicte en el presente 
pleito, vendrá á aclarar el falso concepto formado á raw de una 
sentencia de esta corte suprema, dictada evidentemente por error 
y aplicada sin meditación ni estudio, y que ha servido durante 
mucho tiempo para fundar derechos que estaba muy lejos de 
amparar. 

Que recibida la can- a á prueba, hásc prodúcelo la que ex- 
presad certificado de fs, 53 y la posterior de fs. 55 á 59* ha- 
biendo las partes presentado sus alegatos (fs. 61 y 77) é infor- 
mado in toce la actora (fs. 82 vuelta). 
Vconsíderando : 

I * Que el inmueble á que se cnotrae la demanda, no se 
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halla entregado actualmente at uso y goce de las personas par- 
ticulares, porque !o posee la nación como conservatorio de va- 
cuna , y este destino que no te quita su carácter de bien privado, 
no es susceptible de impedir por sí mismo el ejercicio de la ac- 
ción reivindicatoría, dentro de la teoría que sostiene la improce- 
dencia de aquélla respecto de los bienes del dominio público 
(arts, 2340, 2341 y 2342, inc. 4/, 2758, 2762 y correlativos del 
código civil; art. 17 de la constitución nacional; arts. 4 y 14 ley 
189; fallos, t. 97 pág. 332 y otros). 

2." Que en cuanto a? rondo, la actora ha debido justificar 
el dominio que pretende (ley 28, título 2. a , partida 3"; art. 2363 
código civil ; faltos, t. 47 pág. 274 y otros > ; y tejos de haberlo 
hecho, resulta de autos que carece de él, con arreglo á la ley 
nacional núm. 658, de 25 de Junto de 1874, y á la provincial de 
14 de Julio del mismo año, cuyas disposiciones explícitas, rela- 
cionadas con las leyes posteriores de fcderalización del munici- 
pio, quitan finalidad al examen de los antecedentes históricos, 
constitucionales, legales y administrativos de fecha anterior adu- 
cidos por las partes en sus alegatos (fs. ói y siguientes, i*. 77 y 
siguientes) é informe ¡n vote de la actora y de la prescripción 
asimismo alegada, en tanto se hace derivar de posesión también 
anterior al año expresado. 

3» Que, en efecto, la ley núm. 658, de validez no cuestio- 
nada en el juicio, dispuso que el poder ejecutivo nacional, re- 
cabando el asentimiento y cooperación de las autoridades pro- 
vinciales, á quienes de esta suerte se reconocía propietarias en 
1874, procediera á ejecutar una de tas secciones indicadas en el 
plano del Parque 3 de Febrero, bajo la dirección del departa- 
mento agronómico y una comisión de profesores y alumnos de 
la escuela militar. 

4* Que el plano á que se alude en la ley es el levantado por 
el capitán de ingenieros (km Jorge S. Wysosky y alumnos men- 
cionados (mensaje del poder ejecutivo al honorable congreso, 
Mayo 1874, Diario de sesiones DD, 1874. pág- 55 y siguientes ; 
id. senado, 1874, pág. 149 y siguientes; pág. 172 y siguientes), y 




comprendía el terreno que se reivindica (informe pericial de 
fs. 190, 191 y otras de los autos seguidos por la misma provincia 
contra la municipalidad de la capítol, mandado tener como parte 
de la prueba, fs, 43 y vuelta). 

5 . • Que por la ley provincial de 14 de Julio de 1874 antes 
citada, se destinó el terreno denominado Palermo al estableci- 
miento del "Parque 3 de Febrero" de que hablaba ta ley nacional 
(art. ó sea la núm. 658, prescribiéndose que á los efectos de 
esta ley, fuera aquél puesto á disposición del gobierno nacional 
{art. 2. a ). 

6. * Que conforme á las dos leyes que quedan mencionadas, 
el inmueble en cuestión pasó á la categoría de bien público de 
los enumerados en el art, 2340, inc, 7, código civil, dejándose 
sin efecto á su respecto el art. 1.* inc. 3 - de la ley provincial de 
6 de Septiembre de 1858, que había mandado venderlo ó arren- 
darlo, á la vez que otros bienes para la erección de edificios de 
escuelas. 

7« Que las leyes de 1874 (considerando precedente) no 
subordinaron á plazos la eficacia ó subsistencia del nuevo des- 
tino dado á Interino y hasta previeron que el gobierno nacional 
no concluiría las obras de! Parque, estableciéndose, implícua- 
mente, que la provincia los continuara ó conservara sin dar mra 
aplicación á los terrenos (art, 4" ley nacional y art. 1/ ley pro- 
vincial), puesto que se ordenó el nombramiento de una comisión 
que se encargara de dicho parque tart. 3,° ley provincial), co- 
misión que fué organizada posteriormente y funcionó durante 
algún tiempo (testimonio del laudo arbitral corriente á fs. 155 
vuelta de lu> autos expiados y fs. 43 b, de los presentes). 

8.' Que acrece, de otra parte, que la nación dió comienzo 
inmediato á la ejecución de los trabajos conducentes á realizar 
el propósito de dotar á la ciudad de Buenos Aires y al país de 
un pasco público de gran extensión, que respnodía á razones eco- 
nómicas, políticas. Je higiene, ornato y recreo, que debía reali- 
zarse gradualmente, y que se juzgó dentro de las facultades 
acordadas al congrego por el art. fy inc. 16 de la constitución 




nacional, entendiéndose que no se trataba de una obra de interés 
puramente municipal, pues esa dudad contribuía entonces con 

los 8 décimos de la renta de que se formaba el tesoro nacional 
( artículos 3, 55 y 6, ley 658, Diario de Sesiones citado). 

9/ Que esto sentado, no es posible admitir que el 1 'arque 
3 de Febrero, bien de uso, goce y comodidad comunes, inequí- 
voca é incuestionablemente público (art. 2340 inc. 7, código ci- 
vil), cuya extensión y nlkacion se determinaron con exactitud» 
y consagrado por la nación y la provincia de mutuo acuerdo, á 
una obra de la magnitud y la trascendencia apuntadas, quedara 
incluida en todo ó en parte al fcderalizarse el municipio, entre 
los bienes de propiedad de la segunda, á virtud de lo dispuesto 
j»r el art. 4.' de la iey 1029. y que no podían ser otros «rué los del 
dominio privado como quiera que el dominio en los públicos 
nacía de su carácter de poder público en el municipio, carácter 
que perdió en 1880, reemplazándola la primera, esto es, la na- 
ción (fallos, t. 105 pag. 174), con los derechos, responsabilida- 
des y restricciones de la ley (arts, 2339, 2341 y 2342 del código 
civil), 

10. Que aún respecto de bienes no destinados al uso y goce 
comunes, que, al igual del Parque 3 de Febrero, se hallaban bajo 
la administración inmediata de directorios ó comisiones, como 
los bancos y ferrocarriles y que se quiso excluir de la cesión del 
territorio federaliiado, juzgóse necesario consignar expresamen- 
te en la ley que no pasaban al dominio de la nación, por reser- 
várselo la provincia (arts. 3/ y 4-" ley "029) J y una reserva 
análoga habría sido indispensable para los propios fines relati- 
vamente á un inmueble desligado de los servicios administrati- 
vos generales de orden provincial, y donde debía concluirse un 
paseo público formal y definitivamente acordado, con las mejo- 
ras complementarias que se detallan en los artículos 5. y 6." de 
la ley número 658 en beneficio del municipio y de toda la repú- 
blica. 

11, Que si fuera de los bienes de dominio privado ó de los 
poseídos por la provincia como persona jurídica dentro del 
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nicípio, se hubiera reservado también los de dominio público, no 
se comprende cuál habría sido el territorio cedido de que hablan 
las leyes recordadas, el artículo 3. de la constitución nacional 
y su correlativo el 67, inciso 27 de la misma constitución, que 
equipara la capital á los demás lugares adquiridos por compra 
ó cesión en cualquiera de las provincias, para establecer arsena- 
les, almacenes ú otros establecimientos de utilidad general; ni 
el artículo 5." de la ley 1029 se habría limitado á declarar que la 
nación tomaría sobre sí h deuda exterior de la provincia, (>orque 
si quedaba obligada á devolver ó á adquirir los paseos públicos, 
etc.. las cargas de la cesión hubieran sido mucho mayores. 

1 2. Que en el caso del tomo 59, página 293 de los fallos de 
esta corte, ta municipalidad de la capital alegó su derecho á la 
propiedad de los terrenos de "Palermo" ó "Tres de Febrero*', 
fundándose en que éstos habían pertenecido á la municipalidad 
de Buenos Aires antes de la cesión de su territorio para capital 
de la república; y según expresamente lo consigna el tribunal, 
dicho fallo debía ajustarse á los términos en que se había traba- 
do la litis (considerandos i\% 2." y 

13, Que en el fallo posterior del tomo fo, página se de- 
claró que el reconocimiento de derechos á favor de la provincia 
contenido en la sentencia recordada, fué *V« sus relaciones con 
¡a municipalidad, y fot razón de los tituios invocados por ¿stu 
que estuvieron en litujio \ sin que *é decidiera nada desfavora- 
ble á la nación, que no había sido oída ( Fallo, tomo 59, pág, 295, 
cons. 17). y que no podn ser traída á juicio sino con su confín 
timiento expresado por el órgano de sus poderes competentes 
al efecto i Fallos, tomo 80, pág. 401 ). 

U. One e>ta> declaraciones explícitas v terminantes disipan 
las dudas á que pudieran dar lugar otras de los fallos recorda- 
dos, y que no armonizarían con el resultado final del pleito, que 
se mandó al archivo sin que recayera resolución sobre la men- 
sura mandada practicar, á causa de no halier "por el momento 
juicio contencioso pendiente entre la provincia y la nación". 

15, Que el hecho de que ta nación haya abonado á la pro- 
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vincia el valor de una superficie de 4.950.000 metros 
en los terrenos de Palermo ( fallos, tomo 59, pag. 293, 
randos ri, 12 y 13), no puede estimarse constitucionalmente 
como una derogación de las leyes 658 y 1029, ni la inteligencia 
dada á ella en los arreglos que recuerda el fallo mencionado, es 
decisiva para esta corte, en el caso sub Índice dada la forma en 
que se lia trabado la litis, ó sea mediando desconocimiento ab- 
soluto de todo derecho á la provincia y en presencia de las prue- 
has rendidas. 

16. Que la ley número 42)8 en cuanto se infiere de la dis- 
cusión parlamentaria, fué sancionada por estimarse que las sen- 
tencias de esta corte que invoca, esto es, las que acaban de men- 
cionarse, habían declarado en absoluto ó decidiendo sobre de- 
rechos posibles de la nación, que la provincia era propietaria de 
sobrantes en el parque 3 de Febrero (Diario de Sesiones dd 
tí. S. f 1903. pág* 339 á 343 y 37 • )* 

17. Que ya queda determinado el alcance de esos fallos; 
debiendo agregarse que aún en el caso de (¡uc en etlos se hubie- 
ran reconocido derechos á favor de la provincia en sus relacio- 
nes con la nación, tal reconocimiento no se referiría á los terre- 
nos á que se contrae la presente demanda, que no figuran en la 
iniciada por Gerding, ni se ocupa de ellos la ley 4218, sino 
sobrantes con sujeción á la mensura de Amézola, que no los 
comprendió. 

18. Que las razones de analogía que pudieran aducirse para 
extender al inmueble que hoy se reclama, el criterio de la ley 

no son atendibles, porque este tribunal debe proceder como 
juez de derecho aplicando estrictamente la ley y por las razones 
ante- consignadas. 

19. Que tampoco puede hacer viable la reivindicación la 
circunstancia de que el terreno no forma parte hoy de paseos 
públicos, entregado* al :so y goce comunes, |>orque ni cabe 
tenerse que se haya abandonado definitivamente la idea de eje- 
cutar en su integridad el primitivo plano del parque, ni tal 
dificación en su caso, tendría el efecto de ampliar el alcance del 



artículo 4. , ley 1029 extendiéndolo á otras propiedades de las 
que correspondían á la provincia en 1880. 

20. Que, en otro orden de ideas, se oponen también á las 
pretenckmes de la actora los arreglos definitivos celebrados con 
la nación en 1888, á virtud de los cuales la segunda abonó á la 
primera el valor de todas las propiedades á que se consideraba 
con derecho en el municipio de la capital (sentencia dictada en 
esta misma fecha, en el expediente seguido ]>or ta provincia de 
de Buenos Aires contra la nación, por reivindicación del colegio 
de huérfanas de la Merced). 

Por estos fundamentos, se absuelve á la nación de la de- 
manda, sin especial condenación en costas, atenta la natura- 
leza de las cuestiones debatidas. — Notifiquen con el original, 
repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract, — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cara sillas. 



CAUSA LX 

Don Postor Ruf ino contra el poder ejecutiva de la pmrmm. <í¿ 
Buenos Aires, sobre escrituración de una isla. Recurso ex- 
traordinario. 

Sumario: El recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 48 
procede, también, en los juicios eonteneioso-administrati- 
voí. — La mera interpretación y aplicación de la ley proce- 
sal y de la ley común no autorizan su interposición. — Es 
extemimránca á los fines del mismo la mención hecha, en 
general, con posterioridad á la semencia, de las garantías 
acordadas por la constitución de la Nación. 

Caso: Resulta del siguiente 
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FAMjO 1>K LA OIRTE SÚfeftEÍÍA 

Bueno» Alrti. AroiIo 3 de 

Y vistos: 

Oton K u fino Pastor interpone el recurso extraordinario pre- 
vístti en el artículo 14 de la ley número 48, contra sentencia pio- 
nuheiada por la suprema corte de justicia de la provincia de Bue- 
nos Aires, en el juicio ^onteneioso-administrativo seguido j»r 
él mismo, fundado en tas siguientes causales: 

1." Que no se lia respetado la inviolabilidad de la defensa de 
sus derechos que le garante la constitución nacional en stt ar- 
ticulo tS, al no haberle dimitido por el auto de í$ de Julio de 
IQ08 (foja 42) la pruelia testimonial que. según él, había ofre- 
cido al promover la demanda. 

2.* (Jue la mayoría del tribunal se ha pronunciado en contra 
de la aplicación de Eas disposiciones, sobre materia que correspon- 
de á la legislación común, para aplicar y resolver de acuerdo con 
leyes de provincia, no obstante la limitación legislativa impuesta 
a las provincias por los artículos 67, inciso I I v y 108 de la cons- 
titución nacional (foja 98). 

Y Considerando: 

One la circunstancia de que se trate de un juicio contencio- 
so administrativo, rto obstatía por si sola, como se pretende en 
el memorial dé fojas 1 14. para cpie esta corte entrara á ociqtarse 
del recurso interpuesto. f 1csdc que el artículo [4 de la ley núme- 
ro 48. dispone en general, que. *>>drá apelarse á la corle supre- 
ma de tas sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales 
superiores de la provincia", y en esas sentencias pudiera haber- 
se desconocido alguna de las garantías fundamentales de carác- 
ter federal que esc reCurso se propone salvaguardar, en los ca- 
sos que los tres incisos del citado artículo determinan. (Fallos, 
o mo 76. página 351). 



t 
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Que el incidente promovido á fojas 42 , sobre admisión de 
prueba testimonial y de constancias de un expediente adminis- 
trativo ha sido fundado en la apreciación de los hechos y en la 
interpretación de los artículos 50 y 55 del código de procedimien- 
tos en lo contencioso administrativo, limitándose la resolución 
del tribunal á consignar un hecho, ó sea, que "el actor no ha 
ofrecido con precisión prueba testifical alguna" y á interpretar 
y aplicar el artíeído 50 mencionado. 

(Jite en tal virtud es improcedente el recurso previsto en el 
inciso 3.", artículo 14 de la ley número 48. desde que mi hay de- 
cisión contraria á derecho ó exención que haya sido fundada en 
alguna cláusula de la constitución nacional, tratado ó ley del 
congreso. 

Oue la mención hecha en general cnn posterioridad á la 1 e- 
solución del tribunal (.fojas 481. de las garantías acordadas ]*>r 
la constitución de la nación, ha sido extemporánea á los fines 
del recurso interpuesto. (Fallos, tomo 75. páginas i8.i y 404; 
tomo 104. página 140, y otrosí. 

Que respecto á la segnuda causal en que se funda el recur- 
so, tampoco puede autorizarlo, porque no ha sido pronunciada 
decisión favorable á una ley provincial que en el pleito haya sido 
impugnada como repugnante á la constitución nacional, á los 
tratados ó leyes del congreso (inciso 2,*, articulo 14, ley núme- 
ro 48), pues que Pastor y líiassoni han cuestionado el mejor de- 
recho á la escrituración de un terreno de isla en la provincia de 
Bueno* Aires, apoyando uno y otro sus pretcnsiones en las dis- 
posiciones del código civil (fojas 15 y jjjfc y la suprema corle 
de justicia de la provincia se limita á declarar, fundada igual- 
mente en el derecho común, que era arreglado á derecho el de- 
creto del poder ejecutivo de la provincia que denegó á don Ru- 
fino l'astor la escrituración de la totalidad de la isla, concedida 
en venta á don José Folgar. 

Oue. como se hace constar en el voto de la miñona, la di- 
vergencia en la apreciación del caso y en su solución, dependía 
de (pie la mayoría consideraba que existían "títulos á cosa deter- 
minada", cuando se trataba de un crédito cedido f fojas 79 K 
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Que ele esa manera la cuestión controvertida y resucita ha 
sido si debían aplicarse dis|x>siciones del titulo de las obliga- 
ciones de dar del código civil, ó tas que se consignan en el mis- 
mu código, en el titulo de la cesión de créditos ( fojas 79 vuel- 
ta), lo que está fuera del alcance del recurso extraordinario in- 
terpuesto (articulo 15, ley número 48), 

I*or estos fundamentos, se declara improcedente el recurso, 
Nutiííquese con el original y repuesto el papel devuélvanse. 

A. BfiRMJíjo. — Nicanor G. ma 
Solar. — M. P. Dakut. — 
D. E. Palacio. — L. Lon:z 

C.MIANILI.Ab. 



CAISA LX\ 



Jhm Francisco Jtintteilu eotitra el i'crrooirrif C. O. Argentina, 

sobre devolución tic flete 

Sumario: l.T Procede el recurso extraordinario del articulo 14 
de la ley número 48 contra una resolución denegatoria del 
derecho fundado en un decreto del ]»der ejecutivo. 

2." El iwder ejecutivo tiene autoridad para determinar el 
tiempo en que se lia de operar el transporte de mercaderías 
por ferrocarriles, y, por lo tanto, es válido el reglamento 
genera] de los mismos aprobado ]>or decreto de 10 de Sep- 
tiembre de 1804. 



Caso?. 1/» explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL JUEZ DE l.' 1 INSTANCIA 

Sun Juin, Junio 16 de 1909 

Autos y vistos : 

L,a (loman- la interpuesta en estos autos ]»or el procurado] 
ÚÓÚ Ramón Barrera y en representación de don Francisco Jan- 
ñdlo y |kjt la cual se demanda á la empresa del R C. G. O. A. 
]K>r devolución del fíele corres [x>n diente á la carta de porte nú- 
mero 809 ú 83452 que obra á ís. 3 de estos autos, intereses y 
costas. 

One )x ir decreto de ís, 7 se corrió traslado á la empresa de- 
mandada de ta demanda interpuesta, traslado contestado á fs. 9 
y en el qe dicha empresa se opone á la demanda, alegando en 
su favor tas consideraciones que en el mismo escrito hace, y so- 
licitando el rechazo de la misma con imi>osición de costas á la 
parte arto ra. 

Que por decreto de 5 tfe Octubre de 190; que nhra á fs. 12 
vuelta.» se abrió la causa á prueba por el término de ley. habién- 
dose ésta prodeido únicamente por la parte demandada, según 
constancias del certificado del actuario y demás constancias de 
fa causa. 

One i»or decreto del 5 de Agosto del ano pasado, que obra 
á fs. 29 velta, se pusieron á la olicina las pruebas producidas, 
habiéndose alegado sobre su mérito por una y otra parte inte- 
nsada en el juicio, según certificado del actuario á fs. 30. 

Que por decreto de 9 de Septiembre del año próximo pasa- 
do, que obra á fs. 39 vuelta, se llamó autos para resolver. 

Y Considerando: 

Que según consta de la carta de ]x>rte número 809 ó 83452, 
que obra á fs. 3 de estos autos, la carga á que la misma se ie- 
liere, fué entregada c tifo estación Córdoba del 1 ; . C, C A. el 
dia 9 de Agosto de 1967 para ser transportada á la estación San 
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Juan del G. O. A., y si, según !a compulsa *|t« obra á ís. ió, la 
carga de la referencia llegó á la estación de destino en 17 del 
mismo Agosto, sin especificarse hora de llegada de aquel día, 
por cuyo motivo debe tomarse como término medio las i¿ del 
día del arribo tenemos que en la carga en cuestión se lia empleado 
en su transporte 180 horas contando desde las 12 de la noche 
del dia de la cntregic" 1* estación expedidora» como lo etsablece 
el articulo 187.de! código de comercio. 

Que entrando ahora á estudiar que prescripción legal es la 
aplicable al caso sub-judicc, es decir, si se déle aplicar las dis- 
posiciones pertinentes del código de comercio ó del reglamento 
del % F. C. C. nacionales, para salier cuál es el tiempo que la 
empresa transportadora tenia permitido para el recorrido de la 
carga de la referencia en atención á la distancia kilométrica que 
media entre la estación expedidora y la de destino de esta carga, 
punto éste controvertido por las partes interesadas en este jui- 
cio, es del caso examinar primeramente y ante todo, si las dis- 
posiciones de aquel reglamento, en esta materia, están ó no, en 
oposición con la disposición del artículo 18; del citado código 
en su parte pertinente. 

Que si. según el articulo 187 citado, se ha establecido un 
máximum para el transporte de las cargas en F. F. C. C, como 
sucede al establecerse que los F. F. C. C. deben hacer el trans- 
porte de mercaderías en un término que no exceda de una hora 
por cada 10 kilómetros, resulta establecido por una ley funda- 
mental, como lo es el código de comercio, el tiempo mayor con- 
cedido á tas empresas ferrocarrileras para el transporte de unas 
cargas, tiempo mayor concedido, que no podrán en ningún caso, 
aumentarse por reglamentación alguna del poder administrador, 
al hacerse uso por este de la facultad que te confiere la misma 
prescripción legal citada citando dice: "por la distancia mínima 
que fijare el |>oder administrador"; pero, que bien entendido 
debe ser siempre dentro del máximum fijado por la misma ley. 
porque de no ser asi resultaría dejar al |)odcr administrador la 
facultad de alterar por una reglamentación los conceptos funda- 
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mentales de la ley, lo que no es permitido bajo ningún concepto 
dentro de la órbita de acción de los distintos ]x>deres del Es- 
tado, mucho más si se tiene en cuenta eme. á los efectos de im- 
pedir que el |>odcr administrador varié ]>or decretos de rcgla- 
mentaciÓn de las leyes. los principios establecidos por las mis- 
mas, se ha consignado j»or la corntitución de la nación en el in- 
ciso 2." del artículo fcó de la misma, la disposición de que el po- 
der administrador al expedir las instrucciones y reglamentos pa- 
ra la ejecución de las leyes de la nación, debe cuidar de no al- 
terar el espíritu de esas leyes con excepciones reglamentarias, 
lo que significa que dicho poder un puede so pretexto ninguno 
al reglamentar las icyes. hacer variar jk> resas reglamentaciones 
las disposiciones establecidas por ias mismas. 

Oue de todo ello se deduce entonces que el pondér ejecutivo 
nacional al dictar el decreto por el cual se establece el reglamen- 
to de F. E; C. C nacionales, no lia |>odido hacerlo, como lo lia 
liecbo en el artículo 222 del mismo, estableciendo ó concediendo 
á las empresas transportadoras 24 horas más por cada empalme 
que cruce al carga en el trayecto á recorrer, fuera del tiempo 
concedido para el transarte, según lo acordado por el código 
de comercio, por cuanto ese exceso de las 24 horas por empal- 
me vendría á quedar ya fuera de! máximum de tiempo acordado 
por el código citarlo á la sempresas transportadoras, lo que im- 
portaría variar en una forma fundamental la disposición de la 
ley de fondo |>o el pítdci administrador sin facultades para ello; 
de donde, en consecuencia, resulta en contradicción la disposi- 
ción pertinente del reglamento en cuestión con la referida del 
mencionado código, y en tal caso no armonizándose, debe apli- 
carse con preferencia las disposiciones de la ley fundamental, 
como lo sería en este caso el código de comercio. 

Oue en cuanto á las 48 horas acordadas ]x>r e! artículo ci- 
tado de! reglamento en cuestión para entrega de la carga, es á 
objeto único y exclusivo de que el consignatario de la carga ten- 
ga este tíciniKi permitido, una vea llegada h misma á estación 
de destino, y con e! fin de que é te no se vea durante este tiempo 
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obligado á pagar á la empresa trasportado™ el almacenaje co- 
rrespondiente, pero, no con el fm ele que la empresa pueda cum- 
pütáí estas 48 horas entre el tiempo permitido para el trasoírte 
y en virtud dé las mismas consideraciones expuestas con ante- 
rioridad. 

Que en tales conceptos y resultando según !o expuesto c:i 
el leí considerando de esta sentencia, que el tiemjK> empleado 
|K>r la empresa demandada en el trasporte de la carpa en cuestión 
ha sido de 1S0 horas y *ú según la prueba rendida ¡>or la empresa 
demandada á fs, 24. la distancia que media entre estaciones ex- 
pedidora y de de -tino «-s de yjo kilómetros, tenemos, á estar á 
los términos del armenio iH; citado, que dicha carga no ha po- 
dido emplear más tiempo en el traerte que «jo horas y 24 mi- 
nutos y si empleó íBb hoars como ipieda dicho, resulta que se 
ha producido un retad;*, cíe S«j horas i<m 36 minutos, que un re- 
tar -do no representi el doble del tiempo permitido; de donde se 
deduce Ú0ii lo dispuesto fifi el artículo 1H8 del código citado, 
que la empresa tras [torta do ra no es pasible de la pérdida total 
del flete cor rescindiente á la dicha carga sino de una parte pro- 
pi roíonal de! mismo, pnqwirción que se obtiene multiplicando el 
Hete jKir el relardo producido y dividiendo esto por el doble del 
tiemiK) permitido, los que nos dá en el presente caso un valor 
á perder |H>r la empresa demandada de 102.45 $ m|l. 

One 110 habiéndose considerad susceptible de aplicación 
en efca>o sub judíce la dis|)osici<m de! articulo 222 del regla- 
mento de ferrocarriles nacionales, en lo referente al tiempo 
acordado á la empresa demandada por Jos empalmes en virtud 
de las razones expuestas, no es del caso tomar consideración 
la prueba rendida por la minina empresa á los fines de justificar 
la exi-tencia de empalmes en el trayecto recorrido |H.r la carga 
cíe referencia y asi se <U clara. 

Por estas consideraciones, razone- aducidas y citas legales 
de la referencia, definitivamente juzgando, fallo: Condenando á 
la empresa del ferrocarril C. í ), A. á pagar ;í don Francisco Jan- 
nello la suma de 162.45 9 «> m devolución ¿M percibido 
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por la misma empresa por concepto de la guia núm. 809 ú 83452 
que obra á fs. 5 de estos autos, en virtud de las razones expues- 
tas en esta sentencia, más tos intereses correspondientes á dicha 
suma desde el día de la presentación de la demanda hasta la 
fecha y á estilo del Banco Provincial, valor total que la em- 
presa condenada deberá satisfacer al nombrado don Francisco 
Jannello en el término de 5 días á contar desde el que quede 
consentida esta resolución. Todo sin imposición de costas por 
110 haber mérito para ello. 

En consecuencia, consentida y cumplida que sea en todas sus 
partes esta sentencia, archívense los autos previa audiencia lis- 
cal á los efectos de la ley de sellos. 

Ante mí : A?, P, Gómcc, secretario. 



DJCTAMKN DKU SR. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airet. Abril A de 191! 

Suprema Corte: 

El recurso deducido es procedente por haberse cuestionado 
la validez de 1111 decreto del poder ejecutivo nacional, relativo 
á la reglamentación del servicio de ferrocarriles y ser la de- 
cisión recaída contraria á la validez del mismo (articulo 14 in- 
ciso I * ley 48; articulo d ley 4055 I. 

La cuestión propuesta á la resolución de esta Corte Supre- 
ma dentro de la limitación á que ¿e sujeta él recurso extraordi- 
nario de apelación versa «obre la legalidad del decreto del po- 
der ejecutivo de fecha 10 de Setiembre de 1894, aprobatorio del 
reglamento general de ferrocarriles, que la sentencia del infe- 
rior declara viotatorio de una clausula constitucional y de lo 
que prescribe el articulo 187 del código de Comercio. 

Esta misma cuestión fué traida con anterioridad á la de- 
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cisión de este alt» tribunal y el fallo dictado en aquella oportu- 
nidad resolvió con argumentos decisivos la i>erfccta armonía que 
guardaba el decreto aludido con la disjKtsición legal que le servía 
de lase, sin que contrariara ninguna clausula de la Constitución, 
í|ue había sido restada en la parte que ordena el íioder eje- 
cutivo dictar los reglamentos necesarios para el cumplimiento 
de las leyes cuidando de no alterar su espíritu. El fallo á que 
me refiero asi como el dictamen del señor procurador general 
doctor Kicr que le precede {tomo 76. pág. 284 >, examinaron la 
cuestión legal bajo sus diversas faces sin que con posterioridad 
se hayan refutado las conclusiones entonces expuestas, pudién- 
dose afirmar que aquella resolución fijó de una manera definitiva 
el verdadero criterio que debía servir para la resolución de la 
cuestión suscitada. Me limitaré por ello á reproducir en breves 
palabras el fundamento principal de la jurisprudencia sentada al 
respecto. 

Kl articulo 187 del código ele comercio establece en términos 
bien claros que el trasporte de mercaderías por íerrocaril debe 
veiticarse en un término que no exceda de una hora l»or cada 
to kilómetros ó ]>or la distancia mínima que lijase el poder ad- 
ministrador. !o que importa atribuir á esa autoridad la facultad 
de dictar tas reglas relativas al tiempo en que el trasporte se ha 
de operar, >in que ninguna restricción ó limitación á esta facul 
tad haya Ááo consignada en la misma ley. l'or tanto, la regla- 
mentación dictada j>or el jMider ejecutivo en uso de la atribución 
conferida tiene el mismo valor y alcance que si estuviera con- 
signada en la ley y obliga en la misma forma que esta con rela- 
ción á los puntos sobre que verra. 

Ks completamente erróneo el criterio del juez inferior cuando 
dice que el poder ejecutivo ha violado la ley al establecer para 
el trasoírte de mercaderías otro tiempo mínimo que el de 10 
kilómetro- por hora marcado |»or el articulo 187 del código ci 
tíido. 1>or cuanto dicho articulo como se desprende de su lectu- 
ra no establece exclusivamente como tiempo mínimo el de una 
hora por cada diez kilómetros, sino que bajo la l»ase de dicha imi- 
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dad de tiempo prescribe el recorrido de la distancia expresada 
ó el que ñjare el poder administrador, con lo que se atribuye á 
éste la facultad de reducción del término legal. 

Por estas consideraciones y la jurisprudencia de Y\ E. que 
he invocado, pido á V. K. se sirva revocar la sentencia del infe- 
rior; declarando que el reglamento dictado por el poder ejecuti- 
vo de 10 de Septiembre de 1894, es válido y se ajusta á las dis- 
posiciones constitucionales y legales que se han tenido en vista 
al dictarlo. 

Julia Bütét. 



twu.o ni: I.A COKTK sri'HEM A 

Bueno* Airea, Agosto 3 de L9II 

Vistos y considerantlo ; 

(hie en la sentencia ] pronunciada en esta causa cuyo tes- 
timonio corre de fs. 40 á 47, se condena á la empresa del ferro- 
carril C. O. A. á pagar á don Francisco jamtelto la suma tic 
162 $ 40 centavos m|n con sus intereses desde el día de la de- 
manda y como devolución del Hete percibido por dicha empresa 
en concepto dr la guia que corre á fs. 3. 

Que en dicha sentencia se declara insubsistente el decreto 
del poder ejecutivo reglamentario del servicio de ferrocarriles, 
en cuanto a] plazo que es ¿blece para el trasj>orte, por considerar 
que disminuye el número de kilómetros ]>or hora que prescribe 
el artículo 187 del código de comercio y que el poder ejecutivo 
no ha podido conceder otro plazo, fuera del termino acordado 
por el código citado. 

Que de lo expuesto se deduce la procedencia de! recurso 
acordado á fs. 61» desde que se ha puesto en cuestión un de- 
recho que la empresa demandada sostiene le corresponde con 
arreglo á un decreto de! poder ejecutivo de la nación y la de- 
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cisión ha sido contraría á la vez del decreto invocado, lo que 
autoriza el recurso como comprendido en lo dispuesto |x>r el 
artículo 6 de ta ley 4055 y su correlativo de la ley de 14 tic 
Septiembre de 1863, artículo [4. inciso 1/. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido ]»r el 
señor procurador gene-nl, ¿¿\ ic declara. 

Y considerando en cuanto a] fondo : 

Que con arreglo á lo dispuesto |»or el código de comercio 
en el citado artículo 187. los ferrocarriles deben liacer los tras- 
[xirtes de mercaderías en un tiemt» que no exceda de una hora 
por cada 10 kilómetros ó por la distancia minimtna que fijase el 
poder administrador, contado des<lc las 12 de la ntiche del día 
de recibo de la carga. 

Que se ha declarado en causas análogas, que ante lo ex- 
plícito de la disposición legal mencionada, es fuera de duda que 
el poder ejecutivo está investido de autoridad para determinar 
el tiempo en que se ha de ojwrar el trasporte de mercaderías poi 
ferrocarriles, sin que apaezca limitada l>or leyes últimas la acción 
de aquella autoridad en el sentido de que no pueda ser ejercida 
reduciendo á menos de 10 kilómetros el recorrido por hora (to- 
mo 76 pág. 284). 

Que por consiguiente, el reglamento general de ferrocarriles 
aprobado por decreto de 10 de Septiembre de 1894 es pe recta- 
mente váliilo. y encontrándose subsistente, deben ajustarse á los 
plazos fijados por el mismo, respecto al trasporte, para decidir 
sobre los derechos y obligaciones de las partes que han hecho 
la materia de esta causa. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado y pedido |»r 
el señor procurador general, se revoca la sentencia apelada de fs. 
40 en la jiarte que ha sido materia del recurso.— Notifiques* 
con el original y repuestos los sellos, devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solak. — M, P. Dahact. — D. E. 
Palacios, — L. I-opez Gabán illas. 
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CAUSA LXII 

Don José A. Pinero contra el ferrocarril Central Argentino, 

sobre reivindicación 

Sumario: i." Procedí! el rechazo ele un recurso de nulidad fun- 
dado en íjue en la rentencia se han aplicado unas leyes en 
vez de otras. ( J\n el ¿aso, tas antiguas leyes españolas en ves: 
del código civil argentino). 

2." La antigua legislación no requería para la validez de 
una escritura de venta de bienes de un menor hecha por su 
tutor, la transcripción del acta judicial del nombramiento 
de este. 

3/ La autorización del juez para la venta de bienes de me- 
nores no era exigida por las antiguas leyes españolas cuan- 
do se trátala de una enajenación forzosa. 

Cíiío: Lo explican las piezas siguientes: 

SBN'ITXCIA DKf. JIÍESS 1-F.m-RAL 

Rosario, Scptienln* 3 de 1907 

Y vistos : 

Estos autos seguidos por don José A. Pinero contra el fe- 
rrocarril C. A. sobre reivindicación, de los cuales resulta; 

El actor, en s« carácter de heredero de doña Felipa Piñero, 
reivindica contra el ferrocarril C. A. un terreno que perteneció 
á dicha señora y está sitiado en esta ciudad, con una superficie 
de 16.981 varas, equivalentes á 11.867 metras 95 centímetros 2 
(plano de fs. 1 ) ocupado hoy por la estación de dicho ferruca rnl. 

Sostiene que el ferrocarril ocupante obtuvo parte de dicho 
terreno del gobierno nacional, quien lo adquirió por compra 
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hecha á don Carlos Grognct (Junio o de 1866). compra nula 
\toT no haber tenido Ürognet el carácter de tutor ile doña Felipa 
Uñero, que se atribuyó, y por no haberse efectuado el acto con 
venia judicial, ni en pública subasta, ni á consecuencia de la ' ia* 
zón derecha" que exijian Jas leyes de partida. Sostiene, además, 
que la prescrhwión no se ha operado á favor del demandado, 
cuya falta de titulo conceptúa evidenciada no sólo respecto de 
las 8/153 varas que obtuvo del gobierno nacional sino también 
rie las 8.348 de exceso une posee dentro del área de doña Felipa 
Piñero. 

Entendiendo que» per su carácter de empresa de utilidad 
pública, puede el demandado optar entre la restitución del terre- 
no ó el pago de su precio, pide que se le condene á una ú otra 
cusa, con devolución de frutos percibidos y costas. 

Por su parte, el demandado, acompañando el titulo de fo- 
ja 20. pide á f s. 32 el rechazo con costas de la acción. Sostiene 
poseer sólo 14/192 vs2 y niega sea nula la venta hecha por el tu- 
tor de doña Felipa Piñero al gobierno nacional, en Junio y de 
1866, así como que ella se refiera á menor extensión que la ex- 
presada. Manifiesta que el señor Grognet revestía el cargo de 
tutor: que no debió autorizar la venta juez alguno |x>rque se 
trataba de una expropiación fundada en ley; que no pudo ven- 
derse el terreno en pública subasta, jior ta misma razón, y que 
medió tasación en forma, como resulta de los documentos inser- 
tos en el registro nacional de 1865, pág. 221. Finalmente invoca 
en su favor la prescripción de to y 30 años ? y cita de evKcion 
al gobierno nacional. (Este se hace parte en el juicio á fs. 52). 

Durante el término de prueba, presentan las partes como 
elementos de convicción — el expediente seguido por ante la 
justicia provincial — declarada incompetente — los informes 
de f s. 58. 60. 65 vuelta, 73 vuelta, 78. 82 á 83 : el peritaje de don 
Casiano J. Rojas f fs. 02 y M, las copias de fs. 67 á 00; la ta- 
sación del i»erilo Sanguinetti á fs. 1 10. 

Previo los alegatos de fs. 137 a 165 y 106 á 178, el juzgado 
llama autos y queda ta causa en estado de sentencia. 
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Y considerando; 

Primero : Qut la Suprema Corte Nacional lia declarado 
competente á este t ¿gado para conocer en el caso stib-fitdhy t 
(fs. 189, juicio seguido rote la justicia ordinaria, que se aéu- 
iiiiiló al presente). 

Segundo; Que del>en darse ixir descartadas las cuestiones 
relativas á devolución del terreno y sus frutos, desde qtte él for- 
ma parte de las estaciones y líneas del ferrocarril C. A. I,as 
leyes de Septiembre 5 de i8o¿ y 2¿ de Mayo de 1865 importa- 
lian expropiar el terreno hoy discutido ; y si no consta se siguiera 
juicio en forma, debe recordarse que la ley general de expropia- 
ciones se dictó recién en Septiembre de 1866, esto es, meses des- 
pués de otorgada la escritura de fs. 29. He conformidad al ar- 
tículo 14 de la última ley citada, el propietario de bienes expro- 
piados no tiene otro derecho cpie gestionar por una acción per- 
sonal el pago del precio det inmueble y de los perjuicios sufri- 
dos; precio y perjuicios que deben estimarse al tipo del día en 
que se efectuó la ocupación, con sus intereses hasta el día del 
pago (faltos de la Suprema Corte Nacional, tomo 47 jiág. 427 y 
tomo $t pág. 41 1 y jurisprudencia sentada por este juzgado en 
el caso Astengo y ferrocarril B¿ A. y R-^- 

Hl actor reconoce e :to mismo implícitamente» al admitir que 
c\ demandado tiene el derecho de retener la cosa indemnizan- 
dota. 

Kn consecuencia soto quedan por resolver dos cuestiones: 

1. " Si el titulo de ír 29 es válido y prueba el pago del pre- 
cio de la totalidad del terreno ocupado por ajustarse al mismo. 

2. " Si en caso de no ser válido está prescripta la acción r¡ite 
á l*iñero correspondía. 

3. " Que la validez de la venta de fs. 29, no puede j>onerse 
en duda. F.n ella el escribano declara que don Carlos Grognet 
comprobó su carácter de tutor de Feli|>a Pinero; y esta decla- 
ración hecha en una época en que la ley no exijia transcripción 
de los documentos habilitantes, hace plena prueba, que no bas- 
tan á destruir los vagos indicios que en contrario presenta el 
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actor. Nada terminante se deduce de que en el archivo no esté 
el acta del nombramiento, ni de que tiempo antes de la venta 
la menor tuviera otro tutor ad-litcm en el juicio sucesorio res- 
pectivo: ello no excluye la posibilidad de que Orognet invistiera 
el cargo de tutor que invocó. 

En cuanto á lt venia judicial, á la "razón derecha" y á la 
subasta pública, catu- recordar que se trata de una expropiación 
ordenada por ley. ( Partida II, ley 2, tomo 1 ; partida i% tomo 
18, ley 31, código :ivil, art. 439 n|v. 

No consta que el gobierno nacional mandara tasar los te- 
rrenos al señor Bu;t¡nz;¿ como el demandado lo sostiene, pero 
consta de la escritura que se tasaron y á auno. 

No hay prueba en autos de que c=a tasación fuera inferior 
á la real, y "no caus* militad del título ia falta de enunciación de 
las personas que efectuaron el avalúo. 

Por otra parte, estaría preseripta la acción para pedir la 
L nulidad del mencionado acto jurídico, pues es sabido que tal 
prescripción corre contra los herederos menores, cuando se ini- 
ció contra el mayor de edad causante de la ucesión. (Art. 3968, 
código civil). 

4." Que para saber si el titulo comprendía todo el terreno 
en cuestión, det»e estarse sólo á la venta de Felipa Pulcro al go- 
bierno nacional y prescindir del actual título del F, C. En efec- 
to, si el gobierno compró toda el área de la señora Pinero, ésta 
perdió todo derecho y i^co importa á sus herederos si el R C. 
ocufw hoy con ó sin titulo: e<a cuestión soto puede afectar al 
gobierno, único propieta io, en el mejer de los casos. 

Ahora bien : el actor no ha probado que ese título arroje una 
extensión inferior á la ocupada. El peritaje del agrimensor Ro- 
jas ( fs. 05) no es concluyeme; permite creer hasta que el ttulo 
arroja mayor extensión que la realmente ocupada, si se toma 
cierto tipo de vara y se mide desde la barranca, como marca el 
plano cíe las expropiaciones levantado por Hustinza ; con otro 
tipo de vara resulta hasta la barranca un exceso de 525.30 mí, 
exceso que, siempre, según el tipo de vara, puede ser inferior 
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al vigésimo del área total, y no dar lugar á reclamo alguno, (Ar- 
tículo 1346, código civil). 

No indicándose en el título cuál era el tipo de vara, deí>e 
suponerse, á falta de prueba, que la ocupación se ajusta al tí- 
tulo que da como lindero al río Paraná. 

Tomar la línea del agua como limite del terreno es aún más 
dudo»), porque se ignora sí en 1866 esa linca se confundía ó no 
con la barranca, y si era susceptible de apropiación privada ó 
pertenecía al dominio público. 

En cualquier caso, careciendo el señor Pinero de acciones 
reales, ha debido probar amplia la existencia de su derecho á 
un precio inferior al pagado por el ferrocarril: no lo ha hecho. 

5.* Qu- ' ansformuJc el derecíw icai de dona Fe ; pa 1 IñPr. 
en una acción personal de indemnización es inútil averiguar si el 
ferrocarril demandado ha adquirido ó no "por prescripción un 
dominio que ha dejado de pertenecer al actor en virtud de ley 
del congreso. En cuanto á la acción personal, ha quedado pres- 
cripta por el silencio de doña Felipa Pinero y sus herederos des- 
de el día en que el gobierno nacional entró en posesión por su 
título. í La ley 8. tomo 30, partida III, no exigía tradición) ; esto 
es, desde el 9 de Junio de 1866, hasta el 22 de Octubre de 1807, 
fecha en que se inició demanda ante juez incompetente, aún con- 
tando desde el 23 de Octubre de 1870, fecha en que Felipa Pi- 
nero llegó á la mayor edad, según el actor, habiendo transcurri- 
do con exceso los diez años que exige el artículo 4023 del códi- 
go civil liara la prescripción entre presentes, y los veinte entre 
ausentes. Es inadmisible el empalme de minoridades que el ac- 
tor establece contrariando el texto y el espíritu del artículo 3968 
y la nota al mismo y al 3967. Por lo demás, el actor reconoce 
que dejó transcurrir en la inacción más de diez años ( fs. 10 vuel- 
ta), y no hay prueba de que estuvieran ausentes doña Felipa Pi- 
nero y sus herederos. Hacen presumir lo contrario el poder del 
procurador Capmany y los documentos de fs, 2 á 4. 

En todo caso, habiendo poseído con buena fe el gobierno 
nacional, rió puede imputarse mala fe al V. C. para quien el pri- 
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mero expropió y poseyó. Jamás piulo suponer el F. C. que tu- 
vieran otro dueño, tierras que dos leyes nacionales impedía per- 
tenecieran á otro que al hoy demandado. 

Por estas consideraciones, rksui-Xvo : Xo hacer lugar á la 
demanda interpuesta, sin especial condenación en costas por mo 
haber mérito para imponerlas. — Insértese, hágase saber y re- 
¡>óngase. 

José del Barco. 



SKNTKNCtA DE I.A CAMAMA l-KüKRAli 

Patán*. FebrtTO 19 de ttJO 

Y vistos, considerando: 

Que tratántlose de un caso que cae bajo la sanción de las 
leyes anteriores á la vigencia del código civil, art. 4051 n|v., la 
prescripción de 10 años es procedente siempre que existe justo 
título y buena fe. (Ley 18, título 29, partida y). 

Que existe en el sub judice justo título, es decir, "una causa 
propia y suficiente para adquirir el dominio y la posesión, corno 
la compra, etc.", dado que no otra cosa es lo que expresa la es- 
critura del demandado, de 9 de Junio de 1866, obrante á fs. sy, 
pues de sus propios términos resulta que el gobierno nacional 
compró, en efecto, á doña Felipa Pinero, representada por su 
tutor don Carlos Gragnet, la totalidad del terreno aquí cuestio- 
nado, el mismo que estaba señalado á expropiarse para estación 
del F. C. C. A., y que para entonces había éste tomado. (Febre- 
ro. Reformado, tomo 2, página 197. Comentarios Caravantcs, 
su diccionario y otros). 

Que existe también desde la tradición en la fecha expte- 
sada, el requisito de la buena fe, consi&ten^ en que "el poseedor 
crea que la persona de quien hubo Íj cosa era verdadero dueño. 
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de ésta ó quien tenia la facultad para enajenarla, la cual buena 
fe se supone mientras no se pruebe io contrario, que es difí- 
cil". Autores citados allí. (Ley 12, titulo 29, partida 3.'). 

Que no obsta á esta consideración la circunstancia que el 
poder con que contrató J tutor nombrado no obre en dicha es- 
critura y se ignore <lónde se halla, pues á este mismo respecto 
el escribano público don Federico Uobct. ante quien fué otor- 
gada, certifica y da fe q. e "compareció don Carlos Crognet, de 
este vecindario, capaz de contratar, al que doy fe, conozco tu- 
tor y curador judicial nombrado á la menor Felipa Pinero, se- 
gún acredita ser con la copia del acta levantada ante el señor 
juez de primera instancia en lo civil, de esta ciudad y su depar- 
tamento (Rosario), en 27 de Enero último, con acttiación del 
infrascripto escribano, cuyo testimonio se ha presentado para 
este otorgamiento y devuelvo al compareciente de que doy fe" — 
y á esto y no más obligaban las disposiciones de la época de que 
se trata. (Leyes: 54, titulo 18, partida 3*; 7, título 8. libro I, 
F. R. l, título 23/Hbro 10, % B ). á diferencia de los acuales 
que exigen la trans: ipci-'m ó inserción de los poderes, agregán- 
dolos al protocolo ó haciendo referencia á los mismos en su ca- 
so. (Artículos 1003. 1004 y sus correlativos del código civil). 

Que, según estos autos, doña Fel¡l*a Pinero llegó á la ma- 
yor edad, que entonces era á los 25 años, el 23 de Octubre de 
i8"0, fecha ésta desde la cual empezó á correr la prescripción, 
aún respecto del actor, su hijo menor y herederos, el 25 de Ma- 
yo de 1877 en que ella falleció, como dice el <f qiw, habiendo así 
transcurrido 27 años menos 1 dia cuando se dedujo la demanda 
ante el juez de la provincia de Santa Fe, en la ciudad del Ro- 
sario, el 22 de Octubre de 1897 (fs. 10 á 12 del expediente agre- 
gado. 

Que. aparte de haberse cumplido, pues, con exceso, los 10 
años de prescripción con justo título y buena fe, háse cumplido 
igualmente en el caso la treintenaria con arreglo á la ley 21, ti- 
tulo 29, partida 3.', según la cual "30 años continuadamente ó 
seycntlo alguna tune tenedor de alguna cosa, por cualquier ina- 
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ñera quíer <|iie omiesse la tenencia que non le moviessen pleito 
sobre ella en todo este tiempo, ganarla puede maguer fuese la 
cosa furtada ó forzada ó robada... ', ó bien como agrega ella 
en estos términos : Otro si decimos, que cuando alguno fuese te- 
nedor á buena íe de alguna cosa que sea raiz por 30 años ó más, 
cuidando que era suya, ó que fuera de su padre, ó que la omies- 
se por otra razón derecha que la puede ganar por este tiempo, 
é ampararse por él contra todos quantos gela quisieren deman- 
dar*'. Pites también esta prescripción, según la ley 9, título 19, 
partida 6 ■. empezó á correr desde la compra del Excmo. gobier- 
no en 9 de Junio de 1S66, respeto de doña Felipa Piñero. fe 
cual tenía entonces jioco más de 20 años de edad, habiéndose 
interpuesto la demanda recién el 22 de Octubre de 1877. como 
está dicho, ó sea. á los 31 añas 4 meses y días. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia de 
fs. 181, sl* la confirma con costas, llágase saber y repuestos los 
sello-;, devuélvase. 

Fort r nato Calderos. — Juse Mar- 
có. — K. Flores. 
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ButflOI Aire*, AtOttO 10 de 1911 

Y vistos : los venidos ¡>or apelación y nulidad de la senten- 
cia de ia cámara federal del 1 'araná corriente á fs. 216. de las 
cuales resulta: 

Que don José A. Piñero demanda á la compañía del ferro- 
carril C. A. por reivindicación de 16.981 vs2 iguales á 11,867 
metros 95 centímetros^ de terreno que le corresponden en pro- 
piedad como heredero declarado de su madre doña Felipa Pi- 
ñero. quien á su vez, heredó esa tierra de doña Lconarda Pinero» 
diurña de mayor porción, y sostiene que el ferrocarril deman- 
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dado pose* toda esa área, ocupándola con tas vías y construc- 
ciones de su estación principal en la ciudad del Rosario de San- 
ta Fe, sin título alguno respecto de una parte de dicho terreno 
y con título vicioso y nulo el resto. 

Que ese título está constituido por la venta nula que don 
Carlos Grognet hizo al gobierno nacional á nombre de la menor 
doña Felipa Piñero, de quien se dijo tutor sin serlo. 

Que tal enajenación es también nula aun cuando Grognel 
hubiera sido realmente tutor, cual se titulaba, pues aquélla se 
efectuó sin la previa autorización del juez del lugar, sin causa 
ó "razón derecha", sin tasación y fuera de subasta pública, como 
se requería por la antigua y por la nueva legislación civil, para 
la venta de los bienes de menores. 

Que tampoco se ha operado la prescripción adquisitiva á 
favor del ferrocarril, pues aun cuando reconoce á éste 10 años y 
6 meses de posesión durante la mayor edad de doña Felipa y 
del demandante, faltó el justo título y la buena fe requeridos por 
la ley, no pudiendo tampoco invocar la empresa posesión treinte- 
nana porque en el tiempo transcurrido hasta la demanda que en 
el año 1897 entabló contra la misma, ante la justicia provincial 
de Santa Fe, declarada incompetente por sentencia de esta corte, 
no fichen contarse los años de la menor edad del actor y de ilo- 
ña Felipa, no quedando asi más que los 10 años y 6 meses recor- 
dados. 

Termina pidiendo que se condene á dicha compañía á de- 
volverle el terreno reclamado ó á pagarle su importe, los frutos 
percibidos y las costas. 

La empresa niega poseer de esas tierras más de las 14.692 
vs.a que dice le fueron transferidas por el gobierno nacional, 
quien las adquirió con tal fin, en virtud de leyes y contratos que 
á ella le obliga km. como se acredita por la escritura impugnada 
de 9 de Jimio de 18Ó6, fs. 29 y la donación del poder ejecutivo 
á que el mismo actor hace referencia. 

Sostiene que esa venta hecha por el tutor Gragnet, es válida 
y no adolece de ninguno de los vicios de que es tachada ; y alega 
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la prescripción tanto la de ro años como la de 30. que dice se 
lian cumplido sin consideración alguna á la menor edad de la 
Pinero y sn hijo. 

Citado de evicción el gobierno nacional, se muestra parte 
en el juicio, hace suya la contestación á la demanda, é interviene 
en todas las interioridades de la liti.s. 

Y considerando en cuanto al recurso de nulidad : Que como 
fundamento de ésta liase invocado á fs. 221 cJ que en eJ fallo 
recurrido "se lian aplicado las leyes españolas en ve* de las pres- 
cripciones del código civil argentino que derogan aquéllas ; y que 
éstas debieran aplicarse por tratarse de bienes de menores, sien- 
do ellas más favorables á los intereses de éstos.' 1 

Que la i n subsistencia de tal fundamento pónese de mani- 
fiesto en primer lugar, porque la equivocada aplicación del de- 
recho que luciere el juez al faltar, tiene en la ley proecsal el re- 
medio de la apelación, instituida precisamente para corregir erro- 
res de esa índole, sin necesidad de recurrir á la nulidad ; y en 
segundo lugar, porque el mismo recurrente, en su plena capaci- 
dad de derecho, ha invocado y pedido con repetición en su de- 
manda, alegato y expresión <k agravios fs. 9, 174 y 187 la 
aplicación de esas leyes, dando por causa de la nulidad del ti- 
tulo impugnado por él, la violación de las mismas. 

Por ello se declara improcedente este recurso. Y conside- 
rando respecto de la apelación: Que habiéndose autorizado al 
poder ejecutivo de la nación por la ley de 5 de Septiembre de 
1862, para contratar la construcción de un ferrocarril entre las 
ciudades «leí Rosario y Córdoba, bajo las bases que la misma 
ley expresa, el gobierno celebró con don Guillermo Wheelwright 
en i<) de Marzo de 1863 el contrato respectivo, obligándose en- 
tre otras estipulaciones, á entregar á la compañía que formara el 
concesionario, todos los terrenos, ya fueran de propiedad na- 
cional, provincial ó de particulares que se requiriesen, para 
Ta vía, estaciones, muelles, depósitos, etc. 

Que aprobado ese convenio por ley de 23 de Mayo de 
T863. el poder ejecutivo dió cumplimiento á las obligaciones que 
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le incumbían, adquiriendo los terrenos de particulares afectados 
por la traza de la linca, y estando comprendidos los dos lotes 
de la menor doña Felipa entre los necesarios para la construc- 
ción de la estación Rosario, cteebró con el tutor de ésta, don 
Carlos Gragnet, el contrato de compra venta ya recordado, en 
el registro del escribano público del Rosario, señor Federico 
Llobet 

Que las objeciones hechas por el actor contra este acto ju- 
rídico no le son aplicables según puede inducirse de tas cons- 
tancias de la causa y de la naturaleza del acto atacado. 

Desde, luego, la personería de! tutor Gragnet está suficien- 
temente acreditada por la referencia de la misma escritura, en 
la cual hizo constar el escribano que "el compareciente Grognet 
acreditó ser tutor y curador judicial nombrado á la menor Fe- 
lipa Pinero, con la copia del acta levantada ante el señor juez 
de t. 1 instancia en lo civil de esta ciudad y s« departamento en 
27 de Enero último, con actuación del infrascripto escribano, 
cuyo testimonio se ha presentado para este otorgamiento y oe- 
vuelvo al compareciente, de que doy fe." 

Que esta atestación del escribano, referente á un hecho pa- 
sado en su presencia, hace fe, en vista de no haberse deme strado 
su falsedad íart yc>3 del C. C.) ; pues evidentemente no basta 
' para ese fin los informes producidos en la causa, desde que, 
ni conjunta ni separadamente puede inferirse de ellos que Grog- 
net no hubiera sido realmente nombrado tutor de doña Felipa 
en Enero de i866 t como expresaba el testimonio del acta judicial 
presentada al escribano. 

Que tami»oco puede afectar á la validez de la escritura la 
falta de transcripción en ella del documento expresado, desde 
que tal inserción no era requerida por la antigua legislación. 

Que por lo que respecta á & falta de autorización judicial 
para vender, así como á las demás omisiones de que se hace 
mérito en la demanda fs, 9, debe tenerse presente que tales 
exigencias de las leyes de partida invocadas |>or el actor, refe- 
ríanse á la enajenación ordinaria de los bienes de menores, más 
no para los casos en que como el de que se trata, la venta debia 
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efectuara forzosamente, |»r estar incluido el terretio de la 
menor entre los <|iie por ley se obligó la ÍStción á entregar á 
la empresa concesionaria del ferrocarril L. L. 2.* tit i.* l'art. 2 
y 31 tit. iS l'art 3A 

Que en caso semejante, cuando el menor propietario se halla 
sometido á la necesidad jurídica de vender á comprador deter- 
minado, como cualquier otra persona stii jurh, es evidente que 
imj es necesaria dicha autorización especial, no se requiere ma- 
yor razón que aquella, ni cabe la subasta pública. 

Que según se afirma en la misma escritura, el precio de 
venta es el de la tasación dada á ambas fracciones de terreno; 
y no aparece motivo alguno que obligue á dudar de tal afirma- 
ción, máxime cuando la cantidad de 3133 $ pagados por el go- 
bierno como precio de esa tierra en junio de 1866, resulta ser ca- 
si tres veces mayor que el valor de 1 170 $ porque fué adjudü*,* la 
á la vendedora 1 año antes, en su hijuela corriente á ís. 6 ex- 
pediente agregado. 

Que la falta de entrega del precio ante el escribano, que 
no fué oportunamente articulada, pues se ha hecho mérito re- 
cién en el alegato del actor, no prueba que tal precio no existie- 
ra ni se hubiese entregado al representante de la vendedora, 
que reconoce y declara haberlo recibido. 

Que por lo que hace al área realmente poseída por el fe- 
rrocarril, no se ha demostrado en la causa que sea ella mayor 
que la que ha reconocido ocupar como procedente de la compra 
hecha por el gobierno, que es la que corresponde al título de 
doña Felipa ó sea su hijuela materna, pues las hipótesis y cálcu- 
los equívocos del informes principal de fs. 95 no conducen á 
una conclusión contraria, clara y precisa sobre el particular. 

Que siendo, pues, válida la enajenación hecha por el tutor 
Grognet á nombre de doña Felipa y habiéndose efectuado la 
tradición del inmueble al comprar, todos los derechos que com- 
petían á ésta como propietaria pasaron á la nación, y en tal con- 
cepto no pudo transferir por herencia á su hijo don José una 
propiedad de que ya carecía, y como la acción reivindicadora 



JM . TALLOS HE LA CORTE SUP1EKA 

•■" t . • 

nace del dominio y sólo puedo ser ejercitada por el dueiio de la 
cosa cuya posesión tiene otro, art. 2758 C. C, la demanda en- 
tablada en estos autos es á todas luces improcedente y debe ser 
desestimada. Ley 28, título II, partida 3. Fallos, tomo 49- pági- 
na 274. y 53- pág- 101. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia aje- 
lada, se confirma. Repuestos los sellos, devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i>el 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. I^opEz 
Gabán illas. 



CAUSA LXIII 

Compañía de ferrocarriles: Gran Oeste Argentino y Buenos 
Aires ai Pacífico contra la P-orincia de Mendosa, sobre 
expropiación, incidente. 

S mnario : Declarado haber lugar á la expropiación y ratificada la 
posesión acordada al expropiante, no procede la ejecución 
de obras en el terreon á expropiarse, pedida á mérito de tas 
disposiciones de los artículos 2514 y 2637 del código civil. 

í aso : Resulta de tas piezas siguientes : 

Escrito del perito 

"Que para practicar la tasación del bien expropiado, 

fijando su justo precio debo examinar la importancia de la fuen- 
te termal puesta de manifiesto en el terreno materia de este jui- 
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ciu ; debiendo además practicar algunos reconocimientos y son- 
deos para averiguar si existen otras surjentes subterránea». 

En tal virtud vengo á solicitar de V. E. se digne ordenar 
que se me autorice para practicar las operaciones de examen 
r(e la fuente existente y los reconocimientos técnicos del subsue- 
lo del bien á expropiarse, oficiándose al efecto al gobierno de 
Mendoza." 
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B«tMt Alt**, Atotto 17 de I9U 

Autos y vistos; 

La petición formulada 4 fs. 149 por el perito de parte «le 
las empresas del Gran Oeste Argentino y Buenos Aires al Pa- 
cifico para que se le autorice á practicar sondeos y reconocimien- 
tos técnicos del subsuelo del bien á expropiarse. 

Y considerando: 

Que de las manifestaciones hechas en el juicio verbal de 
fs. 1 15 y en el escrito de la parte demandada de fs. 154, consta 
que habían sido ejecutadas con anterioridad los reconocimientos 
á que el perito se refiere, como base en la avaluación que le co- 
rresponde practicar. 

Que en el caso carecen de aplicación los artículos 2514 y 
3Ó37 del código civil que se citan por el representante de las 
empresas demandadas, porque tas obras que se pretende eje- 
cutar en el terreno á expropiarse, son incompatibles con la re- 
solución ejecutoriada de fs. 126 que declaró haber fugar á la 
expropiación y ratificó la posesión de aquél acordada á la pro- 
vincia expropiante. 
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Que declarado así, el terreno sometido á expropiación y 
dada su posesión provisional á la provincia de Mendoza, corres- 
ponde en ei caso la determinación de la indemnización estable- 
cida en el artículo 16 de la ley número 189 y no la ejecución de 
obras correspondientes al uso y goce de la propiedad, que han 
sido transferidos al expropiante, en las condiciones previstas en 
los artículos 4 y 18 de la misma ley. 

Por ello, no ha lugar á lo -solicitado por el perito tasador á 
fs. 149- 

A, Bermejo. — Nicanor G. t»el Solar. 
— M. P. Daract. — D. E. Palacio. 
—ti López Cab anillas. 
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Compañía de ferrocarriles Buenos Aires al Pacífico, contra la 
provincia de Buenos Aires, sobre expropiación 

Sumario : Existiendo disconformidad entre los peritos en la 
apreciación de la cosa á expropiarse, corresponde ai juez 
ó á la corte, en su caso, dirimir las diferencias entre los in- 
teresados, con arreglo al mérito de los informes suminis- 
trados para apoyar sus pretensiones. 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Buen 01 Alrti, AfMlo 17 di 1911. 

Vistos estos autos de los que resulta: Que la compañía ile 
ferrocarril de B. A. al I l acíftco deduce demanda de expropia- 
ción contra el gobierno de ta provincia de Unenos Aires expo- 
niendo : 

Que por la ley 4865 ha sido autorizada para construir, en- 
tre otros ramales», el de Chacabuco á Gennania, en los plazos 
y condiciones establecidos por la ley 4296, h que en su articulo 
7.* declara de utilidad pública los terrenos necesarios para di- 
chos ramales y sus desvíos, facultando su expropiación de acuer- 
do con laso disposiciones vigentes sobre la materia ; como así 
mismo, que ha sido también autorizada por otra ley, la número 
4481. para construir nuevas estaciones y efectuar las demás 
obras que fueran necesarias para el ensanche de las existentes. 

(Jue para el ramal indicado en el uúm. 1 del piano que 
acompaña, la compañía necesita una fracción de propiedad fis- 
cal ubicada en el partido de Cliacabuco, co.i una superficie de 
9288 mts.2 entre los kilómetros 1 8.005.22 y 18 576.74, lindando 
al norte con terreno fiscal, al sur con vía férrea, al oeste con el 
Salado y al este con doña Elvira Rocha de I i carme. 

Que la otra fracción para el ensanche de la estación Sa- 
forcada y que es también de propiedad fiscal, se halla ubicada 
en el partido de Junin y debe ocupar, según e! mismo plano, una 
extensión de 8. 109.625 metros 2, estando comprendida dentro 
de las letras A, B, C. D ( lindando al norte y sur con terrenos 
de la empresa ; al oeste, con Garbarino, y con más terreno*» 
de) ferrocarril en el costado este y por todo lo que deduce la 
expresada demanda de expropiación, manifestando que ha con- 
signado en el Banco de la Nación la suma de 1.002.70 $ m|n 
como precio de dicha tierra y por toda indemnización que la 
empresa debe abonar por el perjuicio que origine ta ejecución 
de las obras mencionadas, correspondiendo de la indicada suma 
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la (le 816 $ 96 centavos al ensanche de la estación Saf oreada y 
el resto ó sea 185 S 75 centavos al terreno con destino al ra- 
mal á Germania. 

Convocadas las partes al juicio verbal decretado á fs. 11, 
á tos efectos de lo dispuesto por el articulo 6." de la ley 189 y no 
habiendo sido aceptada en dicha audiencia por el representante 
del gobierno de la provincia demandada el precio ofrecido por 
los terrenos á expropiarse, se procedió al nombramiento de pe- 
ritos para su tasación, operación que fue practicada en la forma 
que expresan los escritos de fs. 31 y 34. llamándose autos para 
sentencia por las providencias de fs. 33 y 34 vuelta. 

Y Considerando: 

Que no existe acuerdo respecto al valor de tos terrenos ex- 
presados, pues el perito nombrado por la empresa asigna á la 
fracción destinada al ensanche de ta Estación Saponada metros 
50 o|o menos de lo ofrecido por aquella ó sea á ratón de 5 cen- 
tavos el mta (fs. 31 ), mientras el perito nombrado por parte del 
gobierno de la provincia aprecia esa misma fracción i ratón de 
20 centavos, y á 3 centavos la que está situada en d partido de 
Cliacabuco (fs. 34). 

Que atenta esta desconformidad y de acuerdo con los pre- 
cedentes estaláccidos en casos análogos, procede resolver la in- 
demnización que debe acordarse por los terrenos de que se tra- 
ta, con arreglo á lo que consta de autos, de los que resulta. 

Que el terreno destinado al ensanche de la Estación Safor- 
cada tiene un valor mayor del que se le ha fijado por el perito 
de la empresa, como se reconoce por él mismo al manifestar, 
"que tratándose de una fracción que el gobierno destinaba 4 ca- 
mino de acceso al canal y para ser entregada al tráfico público, 
no puede pretenderse que efta sea del mismo valor que el de mu 
fracción igual al de una propiedad particular", expresando así 
mismo que "los precios que la empresa ha fijado para fracciones 
de propiedad particular ha sido el de 10 centavos mta ó 1.000 
pesos hectárea". 
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Que estas manifestaciones deben tenerse presente para la 
resolución de la causa, sin necesidad de nuevas pericias, atenta 
la poca importancia de los terrenos de que se trata y que la opi- 
nión de los peritos que se nombran en los juicios de expropia- 
ción es meramente ilustrativa y no preceptiva para el juez á quien 
corresponde fijar su importe, según lo estime equitativo y que 
es el juez de la causa ó la corte, en su caso, la llamada á dirimir 
las diferencias que se susciten entre los interesados con arreglo 
al mérito de los informes suministrados para apoyar sus pre- 
tensiones. 

Por ello y teniéndose en atenta los antecedentes recordados, 
se fija por toda indemnización en 12 centavos mjn. el mt2 de la 
fracción de tierra destinada al ensanche de la estación Saforca- 
da y en 2 centavas el mtp de la otra fracción situada en el par- 
tido de Chacabuco, siendo las costas del juicio á cargo del expro- 
piante, con arreglo á lo dispuesto por el articulo 18 de ta ley nú- 
mero 189. — Notifiquese con el original y repuestos los sellos 
archívese. 

A. Bkrmfjo. — N'lCAN'O* G. DEL 
Solar. — M. P. Dakact. — 
D. E. Palacio. — L. Lópfjí 
Cad anillas. 



CAUSA LXV 

Criminal contra Ciríaco Oros, por homicidio 

Sumario : i.° Elevada en consulta una causa con arreglo a! ar 
tículo 690 del código de procedimientos en lo criminal, si el 
procesado nombra defensor y éste expresa agravios, la con- 
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sulU se convierte en apelación, y el tribunal de 2* instan- 
cia puede legalmente modificar la sentencia en sentido des- 
favorable al reo. * 

2* Es justa la sentencia que condena á quince años de pie- 
sidio y accesorios legales al autor de un homicidio perpe- 
trado con la circunstancia atenuante de enemistad con la 
víctima. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



tfK.VTKXCIA DE I.A CAMARA FEDERAL 

La Plata, Octubre 30 de IftlO 

Vistos y considerando: 

(Jite esta causa viene en consulta por no haber el defensor 
ilel acusado, doctor Mesa de la Vega, como era de su deber, se- 
gún lo prescribe el artículo 690 del código de procedimientos, in- 
terpuesto el recurso de ablación, ya que se trataba de sentencia 
imponiendo pena de penitenciaría. 

Que con arreglo al artículo 691 del citado código, el tribu- 
nal ha impreso á la causa consultada el procedimiento ordenado 
en los casos en que la apelación se interpone libremente. 

Que habiendo el defensor en segunda instancia expresado 
agravios, con arreglo al artículo 693 del ya citado código, puede 
el tribunal modificar la sentencia consultada en sentido desfavo- 
rabie al procesado, d asi fuera procedente en derecho, como lo es 
en efecto en el caso actual. 

Que aún prescindiendo por lo que hace á la eximente invo- 
cada de legitima defensa, de las declaraciones de los testigos pre- 
sencíales, Bernardo Fernández, Narciso Herrera y Victoria Gar- 
cía de Fcniádez. suegro, tío y suegra, respectivamente, de la 
victima, de las propias manifestaciones' del procesado resulta 
<5sta improcedente. 
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En efecto, en su manifestación ante la autoridad policial, el 
procesado manifiesta que "íué á casa de Fernández para pre- 
guntar á Fuentalhas porqué no había querido entregar la oveja , 
que estaban comiendo en la cocina, cuando llegó á la puerta lo 
llamó que le permitiera una palabra, cuando salió fuera, con bue- 
nas palabras, le preguntó |x>rqué no le había querido entregar 
la oveja á Meza ; entonces que le dijo : no le voy á entregar nada. 
Y después de un cambio de palabras Fuentealbas lo atropello sa- 
cando el cuchillo de la cintura". 

Apercibido más tarde de la situación falsa en que se habí- 
cotocado. asegurando que lo "sacó afuera" de la cocina, ante el 
juez a quo declara que no era cierto que k> hubiera llamado 
"afuera" porque Fuentealbas se encontraba en el patio, contia- 
diciéntlose en punto capital jiara la procedencia de la eximente 
invocada, pues el victimario aparece yendo voluntariamente en 
busca del peligro y no puede, en consecuencia, como lo ha de- 
clarado reiteradamente este tribunal, alegar después esc mis- 
mo peligro para disculparse. 

Que tampoco ha quedado legalmente establecido en autos, 
que la víctima provocase el acto homicida con ofensas ó inju- 
ria* ilícitas v graves, como lo ha considerado el fallo consultado 
al aplicar la iienalidad emergente de esta clase de Iwmicidio, y 
antes por el contrario, de la declaración de los testigos presen- 
ciales, resulta que fué el matador el que injurió ilícita y grave- 
mente á la víctima. U tacha que pueda alegarse contra estos tes- 
tigos es relativa así. según lo establece el artículo 277 del códi- 
go de procedimientos y no aparece en el caso que los testimo- 
nios de estos parientes sean inspirados por interés ú odio. * . 

Que el delito llevado á cabo por el procesado está previsto 
y castigado en el artículo 17. inciso t¿, capitulo I. Delitos contra 
ia vida, ley de reformas al código penal, con la pena de 10 á^5 
años de presidio, término medio 17 años y 6 meses. 

Que con arreglo al artículo 83, inciso 7 c6áí K° l* na1, 
existe á favor del procesado la circunstancia atenuante de exis- 
tir enemistad entre los protagonistas del hecho, pues en e! apar- 




te que se hizo de la parte de ovejas que correspondía á Ciríaco 
Oroc, á éste te faltó una oveja de las que le pertenecían, oveja 
que, según el mismo suegro de Lisa miro Fuentealbas, "éste no 
quiso entregar so pretexto que ya Oroz te había comido bastan- 
tes capones antes de recibir las ovejas '. 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de la sen- 
tencia consultada, se modifica ésta, con costas, imponiéndose al 
procesado la pena de 15 años de presidio y accesorios legales.— 
Devuélvase para su cumplimiento, previniéndose al defensor 
doctor de la Vega que en adelante se abstenga de no inteq>oner 
los recursos del caso, en las causas que tramite como defensor y 
en las cítales se imponga pena de muerte, presidio ó penitencia- 
ría, dejándose constancia de esta prevención en el libro especial. 



Y Vistos: 

El recurso de apelación interpuesto por el defensor del pro- 
cesado Ciríaco Oroz contra la sentencia dictada por la cámara 
federal de La Plata, que lo condena á sufrir la pena de quinct 
años de presidio y accesorios legales, por el delito de homicidio 
en la persona de Lisandro Fuentes Alba y 

* 

Considerando : 

Que consta por la confesión del procesado, concordante con 
la declaración de los testigos de fojas 4 á 7, que fué éste quien 
buscó á Fuente Alba para reclamarle una oveja que le debía, á 
cuyo efecto lo llamó á solas, separándolo de tas personas con 
quienes almorzaba. 



Marcelino Escalada. — Joaquín Carrillo. 
—Leónidas '¿aballa. 
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Que en esta circunstancia se produjo ta riña que cansó la 
muerte de Fuente Alba, sin que se haya demostrado que la víc- 
tima lo provocase con injurias ilícitas y graves, que no se des- 
prenden de la confesión del procesado, y antes al contrario, los 
testigos afirman que sólo oyeron frases injuriosas que el victi- 
mario dirigía á su víctima, por cuyo motivo salieron todos de ta 
cocina donde almorzaban, encontrándolos en riña, cuchillo en 
mano. 

Que, aunque en t;« instancia la sentencia no fue apelada 
se la elevó en consulta por tratarse de uno de los casos del ar- 
tículo 690 del código de procedimientos en lo criminal, el pío- 
cesado nombró defensor á fojas 39 y éste expresó agravios, no 
obstante la manifestación del fiscal, corriente á fojas 38. con- 
virtiendo así la consulta en una verdadera apelación 4 la que se 
adhirió el ministerio fiscal á fojas 45 vuelta m fine. 

Que en tal virtud el tribunal de 2* instancia pudo legalmen- 
te modificar dicha sentencia en sentido desfavorable al reo, con 
arreglo á los artículos 522, 692 y 693 del código citado, (Fa 
tomo 79» página 338). 

Por ello y lo concordante del faUo apelado, se Jo confirma 
con costas. — Notifiquese con el original y devuélvase. 

A. Bermejo. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabanillas. 
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Lucas Dramis'mo; jii extradición 

Sumario : Es procedente la extradición solicitada por las au 
ridades del remo de Italia, de un procesado por los delil 
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de homicidio consumado y tentativa de homicidio, cuya 
identidad aparece debidamente acreditada. 

Casa : Resulta de las siguientes piezas ; 

SEXTKN'CIA OKI, J LKZ l'KUKKAt, 

■ucoot Alrt», Mayo 3 de 1911 

Y Vistos: 

Esta causa seguida á Lucas Dramisino, por extradición, á 
.solicitud de las autoridades del reino de Italia. 

Y Considerando: 

l.° Que con los recaudos traídos se lia cumplido en el pre- 
sente pedido con los requisitos exigido* en los incisos i." y j.*. 
artículo 12 del tratado de extradición con Italia, según asi resul- 
ta de los documentos traducidos de fs. I, 12 y 26. 

2 " Que en cuanto á la identidad del requerido, éste no nie- 
ga, ett su declaración indagatoria, ser la misma persona cuya ex- 
tradición se solicita, sino que sólo afirma no haberse encontrado 
en Italia al tiempo de la comisión del delito imputado, hecho que 
no debe discutirse en este juicio por cuanto él afecta al fondo 
del procedí y como tal mMo puede ventilarse ante los tribunales 
del país rejuírente (Artículo 635 del código de procedimientos 
lo criminal). 

3." Que la filiación del requerido remitida per tas autorida ■ 
es en Italia, coincide en todas sus circunstancia* con las del 
detenido, con excepción de la talla, lo que demuestra que esta 
sola diferencia debe obedecer á un simple error material, siendo 
les demás datos y antecedentes que surgen de autos, suficientes 
á justificar la identidad entre el requerido y la persona detenida. 

Por estos fundamentos y lo expuesto por el señor procura- 
dor fiscal en su dictamen de fs. 66 vuelta, fallo: Haciendo lugar 
al presente ]>cdido de extradición. 
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En consecuencia. líbrense oficios al señor jefe ele policía de 
la capital para que ponga al requerido á disposición del señor 
ministro de relaciones exteriores y al mismo con remisión de los 
autos originales, dejándose constancia suficiente. 

AL /, Jantus. 



SKNTEXCIA ItK [,.\ CAMARA KKDI-kAL 



Buenos jürs, Abril 26 de 1911 

Vistos y Considerando: 

Que las copias auténticas de la sentencia condenatoria pio- 
mmeiada por la corte de apelaciones de la tungaro, la orden de 
captura ex|>cdida contra el requerido Lucas Dramisino, su filia- 
ción y transcripción de los artículos pertienentes del código pe- 
nal italiano, se encuentran acreditados su f teientemente por las 
distintas piezas agregadas á los autos y en tal situación, por ha- 
berse cumplimentado las exigencias de los artículos 651 y Ó55 
del código de procedimientos en lo criminal y por encuadrar ei 
caso en el tratado de extradición vigente italo-argentino. la ex- 
tradición solicitada es procedente. 

(¿ue, si bien del informe exfwdido por ios señores médicos 
de los tribunales resulta existir una diferencia de seis centíme- 
tros entre la talla determinada en la filiación remitida por las 
autoridades del reino de Italia y la que efectivamente resulta te- 
ner el detenido, tal circunstancia no tiene importancia real, de- 
biendo esta diferencia atribuirse á un simple error material, to- 
da vez que la identidad del requerido se encuentra ampliamente 
justificada, no obstante su empeño en ocultar sus antecedentes 
de familia ; como lo observan dichos facultativos. 



m 




* Dt LA com IVPIIMA 



Pór estos fundamentos y sus concordantes de la sentencia 
apelada de fs. 69, y lo dictaminado por el ministerio público en 
su precedente dictamen, se confirma. 

Notifíquese y vuelva al inferior, á sus efectos. 



Vistos para conocer en el recurso deducido en la presente 
causa contra la sentencia de fs. 79, pronunciada por la cámara 
Federal de Apelaciones de esta Capital. 

Y considerando: 



Que de los documentos con que se instruye el pedido de 
extradición» presentado por la vía diplomática y que deben te- 
nerse por auténticos, como se ha establecido en casos análogos, 
faltos, tomo 102, página 334, resulta que el requerido Dramisino 
Lucas está procesado ante los tribunales de Catan zaro (sección 
de acusación) por los delitos de homicidio voluntario consuma- 
do y de tentativa de homicidio en las perdonas de Francisco y 
Angel D'Agostin ; que estos delitos, con* el mandato de captura 
á que se refiere el documento de fs. 1, colocan ct pedido de ex- 
tradición al amparo de las estipulaciones contenidas en el tratado 
concluido entre (a .Nación y el gobierno de Italia (art. 6*) y 
de las disposiciones pertinentes al caso del código de procedi- 
miento en lo criminal : arts. 651 y 655. 

Que por lo que hace á la identidad del requerido, ella apa- 
rece debidamente acreditada del examen pericial que expresa el 
informe de los médicos de los tribunales que lo han reconocido, 
en cumplimiento de lo ordenado en la resolución de fs. $5 vu. 



Agustín Urdinaram. — Angel D. Rojas. 
— Angel Ferreyro Cortes. — Juan A. 
Garda. 
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Bnw* Aire», AfOXO 22 de 1911 
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Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor 
curador General y por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada en fs. 79. 

Notifiquen original y devuélvase. 

A. Behm fijo, — Nicanor G. nEL Solar 
— M. P. Daract. — D, E. Palaci- 
— L. Lopkz Cahax illas 
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Benedicta Catalina de Costa; su extradición 

Sumario: Según lo tiene establecido esta Corte Suprema, un 
condenado en rebeldía por los tribunales italianos no es sino 
nn imputado. En tal caso, la omisión de la sentencia conde- 
natoria, entre los recaudos acompañados, no es un óbice pa- 
ra conceder la extradición. 

Casos Resulta de la siguientes piezas : 




SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 



naMt» AltH, Abril» 4t Itfl 

Y vistos: esta causa seguida á Benedicta Catalina Costa 
por extradición solicitada por el Reino de Italia. 

Y considerando : 

Que considerándose en el presente pedido á la requerida 
como imputada del delito de parricidio, se han llenado en el 
caso los requisitos que exige el articulo 12 del tratado de extradi- 



do» coa d reino de talla, pues loe recaudos traen el mandato 
de prisión, coa la designación exacta y fecha det delito que k> 
ba motivado, y la copia de la* disposiciones legales aplicables al 
hecho imputado, habiéndose, además, justificado 4a identidad de 
la persona requerida. 

Que lo alegado por la defensa de que, según los recaudos, 
se trata en et caso de una condena, no debe tomarse en conside- 
ración» por cuanto ella imputaría resolver el valor intrínseco de 
la documentación remitida, lo que sería contrario á k> dispuesto 
en el articulo 655 del código de procedimientos en lo criminal. 

Por estos fundamentos fallo: haciendo lugar al presente pe- 
dido de extradición. En consecuencia líbrese oficio al señor jefe 
de policía de la Capital para que ponga la requerida á disposición 
del señor ministro de relaciones exteriores y al mismo con remi- 
sión del proceso original, dejándose constancia suficiente. 

Miguel L. Jautas. 

SENTENCIA DE I.A CAMARA FEDERAL 

BtfMft Airts, JtmSo M 4t M 

Vistos y considerando: 

Que los documentos presentados á fs. no pueden ser in- 
terpretados sino en el sentido de que la requerida benedicta Ca- 
talina Costa ha sido condenada en rebeldía por los tribunales 
italianos. De este punto de vista la requerida no es propiamente 
tina condena sino simplemente una procesada, por a tanto Ja 
sentencia dictada contra ella en rebeldía, según la ley italiana, da 
lugar á la apertura del juicio y permite al condenado hacer su 
defensa como si no hubiera sido rebelde ó contumaz, articulo 
543 á 547 código de procedimientos penales de Italia. 

Tratándose de un emputado, los documentos que instruyen 
el pedido de extradición son suficientes para acordarla, dadas las 
demás constancia de autos relativas á la identidad de la persona 
requerida y del delito que se le imputa. 
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Por esto y de acuerdo con el precedente dictamen fiscal y los 
fundamentos concordantes de fallos apelados á fs. 35, se con* 
firma. 

Xotifiquese, devuélvase y repóngase el papel ante el infe- 
rior, 

Agustín UrdtmrraSn. — Angel D. 
Rojas. — Angel Ferreita Cortés. 

FALLO OE LA CORTE SUPREMA 

Bvmm Atas, At«M» M m i I 

V istos para conocer del recurso deducido en la presente cau- 
sa contra la sentencia de fs. 42 pronunciada por la cámara de 
apelaciones de esta Capital 
Y considerando : 
Que el delito imputado á la detenida Benedicta Catalina 
Costa que ha motivado el proceso que se le sigue ante los tribu- 
nales de Chíavari. está comprendido entre los determinados en 
él tratado de extradición concluido entre ta Nación y d gobierno 
de Italia articulo 6.". 

Que la sentencia de los tribunales mencionados por la que 
se impone la pena de ergástulo, según se cxiiresa en los documen- 
tos presentados por la vía diplomática, aparece haber sido dada 
en rebeldía, y conforme á lo establecido por esta corte» no se 
trata de un condenado sino de un imputado, tanto porque así pro- 
cede con sujeción á la ley italiana, como porque no existiendo en 
autos esa sentencia, la extradición se acuerda en ta calidad de 
imputada y ésta puede hacer valer ante los jueces comitentes 
del país requirente las excepciones y defensa con que cuenta. 
Tomo 9. página 409. 

Por ello, lo pedido por el procurador general y sus funda- 
mentos, se confirma la sentencia apelada de fs. 42. 
Xotifíquese original y devuélvase. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Dasact. 
D. E. Palacio. — L. Ló 
C aban illas. 



CAUSA LXVIII 



Provincia de Buenos Aires contra doña Agustina Roca de Mar- 
có, sobre restitución de una fracción de campo. 

Sumario ; i* La nulidad con que la ley número 3094 afecta al 
pacto de qmta-lisis, no impide la substanciación del juicio 
ni anula sus actuaciones. 

2." El conocimiento posterior á la adquisición del dominio 
que pueda tener el dueño de la cosa, de la falta de derecho 
de! que se ta trasmitió, no constituye uno de los vicios á 
que se refiere el artículo 4009 del código civil. 

Caso: Resulta de la siguientes piezas: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Btinai Aira, Apta 28 de m 

Y vistos; 

Don Eduardo J. Trayi <»r, por la proivncta de Buenos Aires, 
entabla demanda contra doña Agustina Roca de Marcó, para 
que restituya una fracción de campo de 2596 hectáreas, 32 aéreas, 
77 centímetros, cuyos linderos expresa, ubicada en el partido ele 
Adolfo Alsina, exponiendo: 

Que la demandada fué una de las suscriptoras del emprés- 
tito autorizado por ta ley núm. 947, y por decreto de Noviembre 
9 de 188 1, se le adjudicó el lote A compuesto de 10.000 hectá- 
reas en la sección 2? de las tierras cedidas ó donadas por la pro- 
vincia de Buenos Aires, entre la antigua linea de fronteras y el 
nuevo limite de dicha provincia, según aquella ley y la provincial 
de 9 de Octubre de 1878, cxtendiémtole en 25 de Febrero de 
1882 la correspondiente escritura. 
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Que el doctor Marrano Marcó, esposo de doña Agustina, dis- 
puso en Marzo de i«*> que el ingeniero don Ramón B. Castro 
practicase la mensura parcial del lote mencionado de acuerdo 
con íos títulos y la mensura general del gobierno de la Nación, 
que habia servido de base á la adjudicación. 

Oue la mensura del ingeniero Castro fué objetada por el 
departamento de ingenieros de la provincia en razón de apare- 
cer más de lina cuarta parte del lote A dentro de la antigua linea 
de fronteras, y por consiguiente, comprendiendo tierras publi- 
ca, nue no habían sido objeto de la donación autorizada por la 
ley de Octubre de 1878 y de las cuales el gobierno nacional no 
había podido disponer. 

Que negada la aprobación de la mensura, la señora 
de Marcó no reclamó del gobierno nacional que se le integrara 
la superficie del inmueble, permaneciendo en la inacción desde 
1889 hasta 1898. í« ha # <l ue obtuvo le mandara Protocolizar su 
título en la provincia. 

Que en su mérito y de acuerdo con las disposiciones del có- 
digo civil que cita y de la ley 9, titulo 29 P P" 1 * * con_ 
dene á la demandada á restituir el inmueble preindicado, al pago 
ele los arrendamientos de los últimos 10 años y al de las costas 
del juicio. 

Que el doctor don Garios A. de la Torre por doña Agu¡ 
Roca de Marcó, solicita «1 rechazo de la demanda, con costas, da- 
ños v perjuicios alegando: 

Que los derechos de su representada surgen de un acto ex- 
preso y definitivo de soberanía emanado del poder ejecutivo na- 
cional v cumplido en virtud de las fcyes de la Nación que men- 
ciona y analisa, de 5 de Octubre de .878 y 13 * 

Que la mensura y subdivisión de las tierras publicas ordena- 
da por la 1.* de dichas leyes se hizo en oportunidad, y fue remi- 
tida con todos los antecedentes del caso al gobierno « J™*™ 
Aires que nunca la observó, quedando así también, aprobada 

*" ^Qw et título de la señora de Marcó ha sido reconocido. 



..... . ; ■ c ' •■ , . . ■ 



la corre mrtcMA 

más, por «I departamento de ingenieros de la provincia de Buenos 
Aires y por Tas oficinas fiscales. 

Que si la provincia de Buenos Aires se hubiese perjudicado 
en algo con la ubicación de dicho lote, estaría sobradamente com- 
pensada, porque la Nación le aseguró sus fronteras y le adjudi- 
có limites territoriales muy por arriba de aquéllos á que su po- 
sesión pudiera darle titulo, y por haberse apropiado y dispuesto 
de lotes de propiedad nacional, de una superficie tres veces ma- 
yor que la reclamada, como los llamados de la reserva de Carhué, 
limítrofes con ta propiedad de la señora : Marcó. 

Que, por otra parte, la ley nacional de 1878. al referirle á 
la linea de fronteras existentes sobre la l'aiit]>a en 1877, adoptó 
como limite de los terrenos que se proponía demarcar, el rumbó 
general de la linea expresada, sin referirse á las sinuosidades de 
detalle. 

Que la señora de Marcó tiene también á su favor la posesión 
del terreno que se le disputa con buena fe y justo titulo desde 
hace más de 27 años, y habría ganado por consiguiente la pro- 
piedad de la tierra por vía de prescripción, sin que oliste á esto 
la mensura del agrimensor señor Castro ni las manifestaciones 
que éste formuló acerca de Ta ubicación de la línea de fortines de 
1877 dentro del lote de la señora de Marcó. 

Que asimismo procede el rechazo (le la demanda en cuanto 
á tos arriendos que se reclaman, por estar proscripto y porque 
como accesorios deben seguir la suerte de lo principal. 

Que teniendo ta señora de Marcó sus derechos del gobierno 
nacional, pedia se le citara de evicción, y asi se hizo. 

Que recibida la causa á prueba se produjeron las que ex- 
presa el certificado de fs. 96. habiendo las partes alegado á fs. 
98 y 105, respectivamente, y aducido en esta oportunidad la se- 
ñora de Marcó (fs. 113) que le gobierno de la provincia de 
Hílenos Aires había celebrado con su representante un pacto de 
ijttota litis prohibido por la ley y que podía afectar la jurisdic- 
ción misma de la Corte. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



Y considerando: 

Que la reivindicación ha sido deducida á nombre exclusivo 
de la provincia de filíenos Aires, de tal modo que soto á día y á 
dona Agustina H. de Marcó puede obligar la sentencia <[ue re- 
caiga (sentencia de Julio a? del corriente año en el juicio pro- 
vincia de Hítenos Aires versus Nación, sobre reivindicación del 
Colegio de Huérfanos y otras) y de ningún modo á Taynor ó á 
su cesionario Campos, ( fs. 29 y 31) que no es parte en et juicio 
cualquiera qeu sea el interés que tenga en él. punto sobre el cual 
no está llamada á prot>; nciarsc esa sentencia como materia pro- 
pia de la litis contestación, determinando los derechos del man* 
datario con relación al mandante ó á la patre demandada. 

Que el caso se halla, por lo tanto, comprendido dentro de 
los previstos en el artículo 101 de la Constitución Nacional á 
los fines de la jurisdicción originaria de esta Corte. 

Que el artículo 1/ de la ley núm. 3094 al declarar nulo y 
sin ningún efecto todo pacto por el cual el abogado representante 
ó perito venga á hacerse partícipe ó á tener interés directo en 
et resultado del pleito, se limita á fijar las relaciones de las partes 
que han intervenido c-n el primero (fallos, tomo 113 pág- 187 y 
otros) sin prohibir la substanciación del segundo ó anular Ir 
actuaciones. 

Que cuanto al fondo, coresponde tomar en cuenta, desde 
luego, la excepción de prescripción, «lado que el pronunciamiento 
que al efecto proceda, pudiera hacer innecesario el examen de los 
otros puntos comprendidos en la litis. 

Que la adora reconoce explícitamente que la señora de Mar 
có ha*tenido buena fe y justo título desde que adquirió el nu- 
blé en 1882 hasta 1889, fecha en que por la mensura de Castro 
supo que una fracción de su campo !e había sido entregada \ 
quien no tenía derecho para ello (fs. 8. 100 vta. y 101). 

Que conforme á lo dispuesto en los artículos 3999 y 4008 
de? código civil el que adquiere un inmueble con buena fe y 
justo título prescribe la propiedad por la |w>sesión continua de 
10 años, si e! verdadero propietario habita en la provincia donde 




el inmueble está situado, y por 20 años si está domiciliado fuera 
de ella, bastando que la buena fe haya existido en el momento de 
la adquisición. 

Que desde 1882 hasta ta fecha de la interposición de la de- 
manda (fs. 9) han transcurrido más de 20 años ó sea más del 
máximo del tiempo que requiere el citado articulo 3999; y no es 
así dudoso que la demandada ha podido invocar legítimamente 
la precripcíón. 

Que no se opone á ello el artículo 4009 del código civil, pues 
los vicios á que ésta disposición legal se refiere son los visibles y 
extrínsecos que hacen que el poseedor no pueda creerse en mo- 
mento alguno propietario, á causa de que su título caresca de 
las formas esenciales de los actos jurídicos, que todos están obli- 
gados á conocer y observar; y en tales condiciones no se encuen- 
tra el conocimiento psoteríor que se dice tuvo doña Agustina de 
la falta de derecho de ta Nación para transmitirle la tierra (no- 
tas del codificador á los artículos 2358, 4008. 4009 y artículo 
4010), 

Que aún en el caso que la demandada se hubiera convertido 
en posedora de mala fe desde 1889 y de que la Nación para co- 
brar arrendamientos ó frutos no estuviera igualmente prewripta. 
sería inamisible su cobro en ¿ caso, desde que, como !o dice c! 
legislador en la nota al recordarlo, articulo 3999 "la prescrqwión 
que determina el artículo no es rigurosamente de adquirir, la 
rosa ya está prescripta con título y buena fe ? la prescripción en 
tal caso no hace más que consolidar la adquisición hecha" y con 
ella la de los frutos percibidos con posterioridad á 1882. 

Por estos fundamentos, se absuelve á doña Agustina R. de 
Marcó de ta demanda de fs. 5. Las costas se abonarán en el or- 
den causado, por haber tenido la adora razón probable |>ara li- 
tigar. 

Notifiquen con el original, repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solas. — M. P. Daract. — 

L. L0P1& Cadenillas. 




y _ . . - 
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CAUSA LXIX 



Juan Bautista Villa; su extradición 

Sumario: %£ Para decidir si se halla ó no proscripta una acción 
criminal ó una pena en nuestro derecho represivo hay que 
considerar solamente Ja penalidad en e! mismo establecida 
para el delito incriminado. 

2* El derecho de acusar el delito de falsificación de las 
firmas de una letra de cambio se prescribe á los diez años. 

3 * Estableciéndose en la sentencia que la extradición se 
concede en él concepto de tratarse al extradtdo como sim- 
ple imputado, no puede válidamente fundar objeción algu- 
na de orden constitucional que impida la extradición, la cir- 
cunstancia de haberse dictado en rebeldía por los tribunales 
del país requtrente el fallo condenatorio. 

Caso : Lo explican tas siguientes piezas : 



SEMENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bueno* Alni. MMf 18 de «I 

Y Vistos: 

Esta causa seguida á Juan Kantista Villa, por extradición 
solicitada ]>or las autoridades del reino de Italia ; 

Y Considerando : 

m Que los recaudos traídos reúnen todos los requisitos 
enunciados en el artículo 12 del tratado de extradición con Ita- 
lia, siendo, por lo tanto, procedente el pedido formulado por el 
país requirente. 




m VAum m la coRtt sumkma 



2. ' Que en cuanto á la cuestión suscitada por la defensa, de 
que la sentencia de condenación dictada en rebeldía del requeri- 
do afecta la inviolabilidad de ta defensa en juicio, ella ha sido ya 
resuelto negativamente por este juzgado en el caso de Ezio Dó- 
nate» fundándose en que, según la legislación del país reqnirentc, 
esa condenación es sólo condicional, reabriéndose la causa cuan- 
do el condenado se presenta ó cae bajo la acción de la justicia 
italiana. (Art. 543 del código penal italiano). 

3. " Que si bien el artículo 651 del código de procedimientos 
en lo criminal exige el testimonio del auto que decrete la extra- 
dición, ello se refiere á las extradiciones no regidas por tratados, 
pero no, cuando como en el caso, existe un tratado á cuyas solas 
reglas deben sujetarse las formalidades en las solicitóles de ex- 
tradición. (Art. 648, i.' parte del código citado). 

+- Por estos fundamentos, fallo: Haciendo lugar al presente 
pedido de extradición. 

En consecuencia, líbrense oficios al señor jefe de policía pa- 
ra que ponga á la persona del requerido á disposición del señor 
ministro de relaciones exteriores á quien se elevará el proceso 
original, dejándose constancia suficiente. 

Mfg. L, Jantus. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Bueno* Aire», julio Mét 1511 

Y Vistos y Considerando : 

r> Que está acreditada la identidad del requerido, y el lu- 
dido de extradición se ha acompañado con los recaudos de ley. 
(Art. 12 del tratado de extradición de la república con el reino 
de Italia), 

2." Que no hay principio establecido eti la constitución na- 
cional que pugne contra el pedido de extradición ile una persona 
condenada en rebeldía de acuerdo con las leyes procesales del 
reino de Italia. 
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La jurisprudencia uniforme de la suprema corte nacional y 
de esta cámara tiene establecido que un condenado en rebeldía 
por los tribunales italianos es considerado como un simple pro- 
cesado, de modo que si el condenado en irebeldía es habido por los 
tribunales italian el proceso se abre, se admite al reo hacer su 
defensa y se considera como si la sentencia no se hubiera dicta- 
do. (Art. 543, código de procedimientos penal italiano. Suprema 
corto nacional, T. 90. pág* 421 ), 

3.* Que en cuanto á ta prescripción de la acción penal, ella 
no se ha operado ni de acuerdo con el código penal italiano ni 
conforme al código penal argentino. 

El tiempo menor para prescribir la acción penal por delito 
castigado con reclusión es de 5 años, según el código pena! ita- 
liano, articulo 91. inciso 4.*. Por el código penal argentino, el 
delito de falsificación de letras de cambio se castiga con peni- 
tenciaria de 3 á 6 años, artículo 28, inciso i.° é inciso 5 ** *ey de 
reformas a) código penal ; y la acción penal para perseguir deli- 
tos reprimidos con penitenciaría se prescribe á los 15 años. Ar- 
tículo 89, inciso i.° código penal argentino. La excepción de pres- 
cripción no procede, entonces, por no haber transcurrido el 
término necesario al efecto. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada de fs. 28 
y k> dictaminado por el señor procurador fiscal de la cámara, se 
confirma aquella sentencia. 

Notifíquesc y devuélvase. 

Agustín Vrdinarra'm. — Angel D, 
Rojas. — Angel Perreira Cor- 
tés. — Juan A. Carda. 

PALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

BMMM Air**, 3» dt AfHto de M». 

V vistos : 

Los venidos en apelación de la sentencia de la cámara fe- 
deral de la capital que concede la extradición del subdito italiano 



H¿ FALLOS I>E LA COITE SUFV&HA 

Juan Bautista ViHa pedida |»r el representante diplomático de 
su país de origen. 

Y considerando: 

Que dkha solicitud ha sido instruida con los recaudos es- 
tipulados en el artículo 12 del tratado sóbrela materia celebrado 
entre !a República y el Reino de Italia, como se reconoce expre- 
samente por el mismo defensor á fs. 24. 

Que el delito imputado á Villa y por el cual aparece habér- 
sele infligido por el tribunal civil y penal dé Monza, la pena de 
3 años, 2 meses y 20 días de reclusión, es e* de falsificación de 
las firmas del librador y aceptante de una letra de cambio valor 
de 500 liras, delito que se halla comprendido entre los míe per- 
miten la extradición, con arreglo á lo estipulado en el artículo 
6.*. inciso o.' de dicho tratado. 

Que por lo que hace á la prescripción alegada por el defen- 
sor, invocando el articulo 89, inciso 3.' del código penal argenti- 
no, es de tenerse en cuenta que las disposiciones de dicho código 
relativas á la prescripción se refieren exclusivamente á la dase 
y cantidad de las represiones por él sancionadas, de modo que 
para decidir si se halla ó no prescripta una acción criminal ó una 
pena en nuestro derecho represivo hay que considerar solamente 
la penalidad en d mismo establecida para el delito incriminado. 

Que eti tal concepto, reprimiéndose el delito de falsificación 
de letras de cambio por los incisos f.* y 5° <M artículo 28 de 
la ley 4189 de reformas á dicho código penal con penitenciaria 
de 3 á 6 años, la prescripción aplicable al caso no es la del inci- 
so 3." invocado, sino la del 2 > que señala el plazo de 10 años, 
los cuates, evidentemente, no se hallaban cumplidos desde 1904, 
en que se pidió la extradición. 

Que la circunstancia de haber» dictado sentencia condena- 
toria en rebeldía por el tribunal del país inquiriente, no puede 
obstar á la entrega del reo. ya porque la misma ley procesal ita- 
liana dispone que á pesar de dicha condena, el acusado, en caso 
de presentarse ó ser habido, será nuevamente juzgado, previa 
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su audiencia y defensa como sino hubiera sido hasta entonce 4 ! 
condenado, procediéndose á dictar nueva sentencia en la forma 
ordinaria (articulo 543 código de procedimiento penal del Reino 
de Italia), ya también porque, como en Ja sentencia apelada se 
resuelve, la extradición se concede en el. concepto de tratarse á 
Villa como simple imputado, debiendo en c ►rjcecuencia admitir 
seJe su defensa conforme á las leyes italianas. 

Que por tales motivos esta Corte ha decidido reiteradamen- 
te que la circunstancia expresada no puede validamente fundar 
objeción alguna de orden constitucional que impida la extradi- 
ción; fallos tomo 90, pág. 421, y sentencias dictadas en 23 y 27 
de Mayo del corriente año, en los incidentes de extradición de 
feugenio Vanease y de Segismundo Fazio. 

Que en mérito de lo expuesto» hallándose justificada la iden- 
tidad personal del requerido, fs. 6, 13 y i6 f y llenados todas las 
demás estipulaciones del tratado sobre extradición con Italia, 
procede hacer lugar á la que se ha solicitado; y en consecuencia 
por sus fundamentos y de conformidad con lo pedido por el 
señor procurador general, se confirma la senencia apelada de 
fs. 37. 

Xotifíquese con el original y devuélvase. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 

L. LÓPEZ C MJAN1M.AS. 



CAUSA LXX 

Doña María B. de Larralde; expediente seguido con motivo de 
su fallecimiento. Recurso de hecho 

m 

Sumario: Procede el recurso extraordinario del artículo 14 ley 
48 contra una sentencia denegatoria di un derecho ampa- 



rado por la ley nacional número 163 y el protocolo de 1899, 
suscripto por esta República y la de Francia. (La sentencia 
suprimía el albacea consular). 

Caso: Resulta del siguiente: 

FALLO DK LA CORTE Sl'PRKMA 
3 Bonet Alrt*. 9 AcmU * MI. 

Autos y vistos: 

Considerando, cjue en el pleito se lia pretendido que la sen- 
tencia confirmada á fojas 174 vuelta» en cuanto suprime el al- 
bacea consular (fojas 171 vuelta), desconocía su derecho ampa- 
rado por la ley nacional número 163 y el protocolo de 1889, sus- 
cripto por esta República y la de Francia, y con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo 14 de la ley número 48, oido el señor 
procurador general', se declara mal denegado el recurso y encon- 
trándose el expediente en esta Corte, autos y á la oficina por el 
término de diez días, comunes é improrrogables, á los efectos 
del articulo 8.' de la ley número 4055 ; señalándose los días lu- 
nes y viernes para que los interesados concurran á la oficina á 
ser notificados. 

Rep/wigase el papel. 

A. Bermejo. — M. P. D.wact. 
— L. López Cabanjllas. 



CAUSA LXXI 

El fisco nacional contra el ferrocarril del Sud. por defraudación. 

Recurso de hecho. 

Sumario: i/ Estando sometidos los asuntos de aduana á los pro- 
cedimientos penales, las resoluciones de la cámara federal 
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de la capital en dichos asuntos hacen ejecutoria, de acuer- 
do con el articulo 4 de la ley 7055. 

2.* \o procede el recurso extraordinario del articulo 14; 
ley 48 contra una sentencia basada en una cuestión de he- 
cho, ó sea "por con„iderar que no estaban porbados los 
extremos alegados". 

Caso : Resulta del siguiente : 

VM.W Dft LA COUTK SL'F'KKHA Ui 



Buenos Alret, A*o»to 31 dt 1911 

Autos y vistos : 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto 
)x>r el procurador fiscal en los autos que sigue con el ferrocarril 
del Sud sohre defraudación, de sentencia pronunciada |*>r la 
cámara federal de ablaciones de la capital 

Y considerando : 

(Jue los asuntos de aduana están sometidos á los proeedi- 
micntcs penales, y con arreglo al articulo 4." de la ley nacional 
7055. las sentencias pronunciadas por la cámara citada hacen 
ejecutoria. 

iQue tampoco procedería eti el caso el recurso extraordinario 
del artículo 14 de la ley número 48 de <we hace referencia á 
fs. i vuc!ta. ]M>rquc. como resulta del informe de fs. 7, la decisión 
absolutoria se ha basado en una cuestión de hecho, ó sea "por 
considerarse que no estaban probados los extremos alegados". 



ft) tal* intima fecha el tribuul reiolvIA lo» frcuitút iatetHtito* por doa M*- 
turtl Cteitlt Ftnindti j «I Femuftil del SmC tn «1M con tí Ptt*o, por dt1na«> 
rto*. áfxtariwlolM bén deminde* cu 1 tion de ta cutí exf retada <■ el prlaer 
o «ato étl Matarlo. 



4B FALLOS DF. LA COITO SUPtSHA 

Por ello, lo resuelto en casos análogos y tle conformidad con 
k> pedido por el señor procurador general, H declara bien dene- 
gado el recurso, 

Notifíquese original y repuesto el papel, archívese. 

A. BKRMBJO. — Mi V. I>-«act.. — 
L. Lmi'KZ Caiianii.í,.\s. 



CAUSA LXXJ1 



Recurso extraordinario deducido de hecho por Hightio Apari- 
cio en autos con Rufino Tolosa. sobre rck>mdieac¡ÓH. 

Sumario: El desconocimiento del fuero federal fundado en el 
|echp de que el excepcionante n<> había probado que su co- 
demandado *e hallase en aptitud de acogerse á dicho fue- 
ro, con forme á lo dispuesto en el articulo a," inciso 2." ar- 
tículo 10 tle la ley numero 48. no da lugar al recurso ex- 
traordinario previsto en el articulo 14 de la ley ílfc 48. 

Caso: Resulta del siguiente fallo: 

KAI.LO D£ lia COKTK SUW.MA 

Bueno* Ahcc, Scptirmbft 2 de 011. 

Autos y vinlos ; 

El recurso de queja por apelación denoto interpuesto i*>r 
don Higinio Aparicio en los autos seguidos contra el mismo y 
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don José Doriga por <lon Rufino Tolosa, sobre reivindicación de 
sentencia pronunciada por la cámara 2. a de apelación de la ca- 
pital de la provincia de Unenos Aires. 

Y considerando : 

O tic contó consta en las resoluciones corrientes á fs. 88 y 
</i vuelta de tos autos recibidos por vía de informe, los tribuna- 
les i!c la provincia, aplicando sus propias leyes procesales, han 
decidido que era arreglada á las mismas la demanda de reivin- 
dicación deducida conjuntamente contra don Higinio Aparicio 
y don José Doriga l fs. 86 y 96 vuelta). 

Que el desconocimiento de! fuero federal por la resolución 
de fs. 6q vuelta, se ha fundado en el hecho de que el decepcio- 
nante no había probado que su codemandado se hallase auno 
él en aptitud de acogerse al fuero federal conforme á lo dispuesto 
en el artículo 2.". inciso 2." y artículo 10 de la ley de jurisdicción 
y coni|>etencia de 1863, 

Que cen arreglo á la jurisprudencia de esta Corte, las cues- 
tione.-- de hecho son ajenas al recurso extraordinario previsto 
en el articiüo 14 de la ley citada y 67' de la ley 4055 ( fallos tomo 
48 ]>ág. 480 y otros). 

Por ello y de cotí forini dad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara improcedente el recurso. 

Xotiftqucse con el original y repuesto el papel archívese, 
devolviéndose los autos principales con testimonio de esta re- 
solución. 1 ■ 

A. Iíkrmkjo. — Nicanor G. p& 
Solar. — M. |». Daract. — 
D. lí. Palacio. 
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CAL'SA LXXHI 



Criminal contra Clemente Benítec. por homicidio 

Sumario: La ejecución de un homicidio premeditado, sorpren- 
diendo á ta victima, desprevenida i indefensa, en la oscuri- 
dad de la noche, circunstancias que aparecen haberse pre- 
visto por el reo como medio de asegurar la consumación de! 
hecho delituoso. eorresiKtnde á la significación legal y juritti- 
ca de alevosía. Tal crimen cae bajo la sanción del articulo 
íf t capitulo I," inciso 3.". letra a. de la ley 4189: pero no 
pudiendo aplicarse la pena extrema, en el caso, atento lo 
di-puesto en el articulo 83 inciso 8.° de! código penal, co- 
rresponde imponer al delicuentc veinticinco años de pre- 
sidio y los accesorios legales. 

faso; ho explican las siguientes pieza*: 

SE.VTKXCIA Dí LA CAMARA PfiDEKAL 

Pirini, Miyo 31 de 1911 

Vistos y con* ¡Aerando : 

iv Que de aillos resulta plenamente comprobado el homi- 
cidio perpetrado en la persona de Sih cria Ortega, por Clemen- 
te lien (tez. parte de fs. 1, declaración de ios testigos Ceieilonio 
Ojeda, ís. 5: de Kstanislao Snpitieth, fs, 7; de Andrea Peralta, 
fs. ij; informe médico, fs, 11; certificado de defunción, fs. l6j 
declaración del procesado, fs. 18. 

2." Que el procesado Bcníte*. en su declaración calificada 
de fs. 18. confiesa ser el autor de las hernias que motivaron la 
muerte de la Ortega, arguyendo en su disculpa tpte, cometió el 
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acto delictuoso encontrándose tniiy ebrio y á consecuencia de cpie 
su víctima lo había abandonarlo, para irse á vivir con otro 
hombre. 

3 * 'as declaraciones obrantes de fs, 22 á 31. lejos de 
corroborar las afirmaciones de Benítez, comprueban, por el ioit- 
trario. que el procesado no se encontraba ebrio el dia del suce- 
so, asi como Sil vería Ortega no hacía vida común con otro hom- 
bre, después de haberse separado ile tlenítcz: así mismo está 
constatado que lienirez acostumbraba á maltratar á Silveria Or- 
tega, durante hizo vida marital con ella. 

4. Que las constancias de autos pretnencionadas, comprue- 
ban que el procesado ha premeditado su crimen, para cuya eje- 
cución ha esperadii la oportunidad más conveniente, prevalién- 
dose de su superioridad sexual, de su fuerza, del temor que in- 
fundía á sil victima, de las sombras de la noche y de la imposilñ- 
lidad en que ésta se encontraba para defenderse, desprevenida 
como estaba, ocupada en sus quehaceres domésticos en el fondo 
de la casa. La multiplicidad de las heridas que presenta la vícti- 
ma, evidencia ]»or otra parte, la existencia del ensañamiento, y 
de la perversidad brutal con que ha procedido ttcnitez al come- 
ter el delito. 

$.° (Jue estas circunstancias demuestran que Henitez ha eje- 
cutado su delito, con alevosía, que consiste en la agresión segura 
y "sin peligro para el agresor", como le decía el artículo 84, in- 
ciso 2. del código penal, reformado por la ley número 41&J. La 
supresión de las últimas palabras del inciso 2," del articulo 84, 
no debe interpretarse como que significa una descalificación del 
concepto jurídico filosófico de la alevosía, sino simplemente co- 
mo una medida racional del legislador, á fin de hacer desapare- 
cer de la ley, una definición que, como tal, res..» taba exótica en 
el cuerpo del código. En tal concepto, la alevosía no ha cambiado 
fie naturaleza en nuestra legislación, caracterizándose por !a for- 
ma elegida para cometer el delito, y llevarlo á término, sin ries- 
go ninguno para la persona del delincuente. "El alevoso, dice 
T'achcco (tomo í. pág. 218 \, es semejante al reptil, que llega ca- 




Hado, arrastrándose, sm demostrar su ira, sin dar fugar para la 
défeiisa". Así Benítez, en el sub juátce. espió á su víctima, ace- 
chandt la hora oportuna, en tanto conversaba indiferentemente 
cen un vecino, y salió cautelosa y traidoramente á cometer su 
crimeif. engañando á su interlocutor con un pretexto ad hoc, y 
sobre ledo con la aparente tranquilidad de su espíritu. 

6» Que, en consecuencia, resultan evidenciadas las agra- 
vante." de alevosía, premeditación, abuso de la superioridad por 
fuer?» y sexo, determinados por tos incisos a.", 4- 6 Y 10 <kl ar- 
ticule f | del código penal 

p Que el homicidio perpetrado por Benítez, esta previsto 
y castigado con la pena establecida por el artículo 17. inciso 3.", 
"letra a) de la ley 4189, y no siendo posible aplicar dicha pena 
por concurrir la circunstancia atenuante del inciso 8. a del ar- 
tículo 83 del código penal, corresponde imponer al procesado la 
pena inmediata inferior proscripto por el artículo 17. cap. I> in- 
ciso de la ley número 4189. 

Por estas consideraciones, y las concordantes aducidas por 
los señores fiscales en 1 y 2." instancia, se reforma la sentencia 
apelada, condenándose a Clemente Uestes á la pena de veinte 
y cinco años de presidio, con los accesorios legales y costas del 
proceso, debiendo computársele el tiempo de prisión sufrida, con 
arreglo al artículo 4') cíe! código penal. — Hágase saber y de- 
vuélvase. 

José Marcó. — A. Mores Vera. — Cé- 
sar Peres Colmar. 

DICTAMEN DVX SU. PROCURADOR OéENKRAL 



Suprema corte : 
La declaración ó confesión del propio |>rocesado exime de 
toda dtida respecto al acto delictuoso cometido, y permite juz- 
gar de las circunstancias que le han raleado, liara llegar á la ca- 
lificación y penalidad hecha y aplicada por la sentencia recu- 
rrida. 



m JUSTICIA DE LA NACION 



401 



Benitez mató alevosamente á la Ortega, no siendo exacta la 
atenuante de embriaguez que alega. \x>r estar desmentida por to- 
das tas diligencias concordantes del proceso. Desaparecida esa 
atenuante y existiendo sólo lo que la sentenña de fs. 7 mencio- 
na, justificada está la pena que al procesado impone, pidiendo, 
en consecuencia, su confirmación en todas sus partes. 

Julio Botct. 

$A¿¡&Ü DE LA CORTE SUPREMA 

Butndt Alrei. Septiembre T de !9U 

Y Vistos : 

Los seguidos de oficio contra Clemente Renítez. por homi- 
cidio en la [«rsotia de Silveria Ortega. 

Y Considerando: 

Que la muerte de ésta, ocurrida el l>* de diciembre de 1908. 
á consecuencia de lesiones que dos noche* antes le fueron infe- 
ridas en su casa halMtación. en tasadas, hállase plenamente 
acreditada por ia partida de defunción, informe pericial, decla- 
raciones de los testigos presenciales Celedonio Ojeda, Estanislao 
Supmethi y Andrea Peralta, así como por las referencias del 
parte policial, corrientes á fs. i, 5 vuelta. 7. 9, u¿ 12 y 10. 

Que el procesado Clemente Benitez hállase convicto y con- 
feso, de ser él quien con el cuchillo que le fué secuestrado en el 
acto de su captura, infirió á la Ortega las heridas expresadas, 
á causa, dice, de haberse encontrado ebrio y muy resentido por- 
que ésta, con quien había vivido en concubinato, le abandonó 
para irse con otro hombre ; f s. 18. 

Que corresponde calificar et delito como homicidio con ale- 
vosía, teniendo en cuenta que. como resulta de lo declarado por 
Supinethi y otras constancias de la causa, el prevenido estuvo 
por largo tiempo en acecho, mirando hacia la habitación de la 
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Ortega, como espiando la oportunidad de poder realizar su in- 
tento criminal sobre seguro; Jo que ocurrió cuando ésta acompa- 
ñada de una menor, se dirigió al fondo de la casa, circunstancia 
que aprovechó Uenítez, para despedirse de su interlocutor Su- 
punski, simulando un falso pretexto, para mejor encubrir su 
propósito, é internándose también en la casa á favor de las som- 
bras de la noche, se acercó cautelosamente á su victima á quien 
se le apareció por detrás de su habitación, y atacándola de im- 
proviso, le infirió las heridas que le causaron la muerte. 

Que tal modo de ejecución del delito, premeditándolo y sor- 
prendiendo á la victima desprevenida ó indefensa entre las som- 
bras de la noche, circunstancias que aparecen haberse previsto 
por el reo como medio de asegurar la consumación del hecho de- 
lictuoso, corresponde a la significación legal y jurídica de la ale- 
vosía, según las enseñanzas de la doctrina aún la más restrictiva, 
de los criminalistas, y lo que puede deducirse de la discusión ha- 
bida en la honorable' cámara de diputados al tratarse de la ley 
4 r8Q. sobre reformas al código penal. (Diario de Sesiones de 
1900, tomo I. pág. 1067 ). Que el homicidio («rpetrado con ale- 
vosía cae bajo la sanción del articulo 17, capítulo I, inciso 3. , 10- 
tra a de la ley 4189. pero no pudiendo, en el caso, aplicarse di- 
cha pena extrema, en atención á lo preceptuado en el articulo 83. 
inciso 8. n código penal, relativamente al tiempo de duración de 
este proceso, corresponde imponer la represión inmediatamente 
inferior de diez á veinticinco años de presidio, que sanciona el 
mismo artículo 17, cap. I, en su inc. 

Que para graduar esta pena, debe tenerse presente, ipie con- 
curren las agravantes de premeditación, abuso de superioridad 
por fuerza y sexo, y de nocturnidad. * Art. 84. incisos 4.". 10 y 
13, código penal), no debiendo hacerse cargo al reo de la de en- 
sañamiento, la cual no resulta del simple hecho de la multiplici- 
dad de las heridas causadas á la victima en el momento y como 
medio de ejecución del homicidio, sino que se requiere, como lo 
expresa el .rtículo 84, inc. 3 " del código penal, que se "aumente 
deliberadamente el mal causado causando otros innecesarios para 
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su ejecución", propósito que los autos no ¡emiten afirmar ni 
inducir por iiukIo alguno. 

Que tamnoco favorece á Henitcz otra atenuante que la ya 
recontada, de duración del proceso, porque la beodez que alegó 
en su indagatoria está desmentida por las declaraciones de lo. 
testigos interrogados sobre el particular, como lo está su otra 
afirmación, de que la victima, su ex concubina, le abandonara 
por otro hombre, pues, los antecedentes aludidos demuestran, 
que la ruptura de esa unión libre, obedeció á las sevicias emplea- 
das por el mismo reo, á quien, por otra parte, no debió impre- 
sionarle mayormente tal separación, pues cuando cometió el de- 
lita, ya él había reemplazado á la ex amante con otra, fs. i y 3. 

Por ello, y fundamentos concordantes del pronunciamiento 
apelado, con lo dictaminado jior el señor procurador general, se 
confirma en todas sus partes la sentencia apelada de fs. 57. con 
cosías, y devuélvanse notificándose con el original, 

A. UiíkMKjo, — Nicanor O. uki. 
Soiiife — M. P. Daract, — 
D. E. Palacio. — L. Ifim 
Cañan iu.as. 



CAUSA LXX1V 



Racha. Bernardo, contra la empresa del fer -ocarrii Central Ar- 
gentino, por dañas y perjuicios. Recurso extraordinario 

Sumario : Corresponde á la justicia federal el conocimiento de 
una cansa contra una empresa de ferrocarriles nacionales. 




por daños y perjuicios causados por la demora en la entre- 
ga de un equipaje, caso regido por la ley general de ferro- 
carriles. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

MCTAMEN DEL Sr. PROCURADOR CENTRAL 

Bvtiwa Airtl, T dt julio dt mi 

Suprema corte : 

Negado el fuero federal al cual se amparó el demandado, 
procede este recurso dentro de lo estatuido por el articulo 14 de 
la ley 48, articulo 6 fie la ley 4055 y jurisprudencia constan- 
te de V. E. 

Tratándose de una acción de daños y perjuicios jx>r falta 
ó demora en la entrega de un equipaje, en su debido tiempo y 
higar, es de aplicación al caso tí artículo 39 y correlativos de la 
ley 2873. (General de F. F. C.C.), y por ende, sometido á la ju- 
riMcdóh federal, a mérito del artículo 2? de la ley 48 y de la 
juri>prudencia constante. (Tomo 84, pág. 188)- 

En consecuencia, pido á V. E. se sirva revocar la sentencia 
recurrida, declarando que el presente asunto cae Ijajo la jurisdic- 
ción federal. 

Julio Botct. 



FALI.O m LA CORTE SL'PREM A 

Buuoi Aliti, Stptltmbit 7 de 1911, 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario deducido en la presente cuasa por 
la empresa del ferrocarril Central Argentino en autos con don 
lámanlo Rocha, sobre daños y per juicios causados por la de- 
mora la entrega de un equipaje y 
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Considerando : 

Que las obligaciones de las empresas relativas á los equipa- 
jes de los viajeros están refiadas por la ley general de ferroca- 
rriles. 

Que el artículo 50 de la citada ley eti su última parte, sólo 
declara aplicable á las mencionadas empresas, las disposiciones 
de las leyes generales sobre transporte cuando se trata de pun- 
tos no previstos por aquella ley, lo que no ocurre en el presente 

cí» 

Que corresponde á la jurisdicción federal el conocimiento 
de las causas especialmente regidas por las leyes del congreso 
.según !o establece el artículo 100 de la constitución é inc. i. ü del 
artículo 2." de la ley de jurisdicción y competencia, como se ha 
declarado por esta corte. { Fallos, tomo 84, página, 188 y 95- In- 
gina 297). 

Tor ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se revoca el auto apelado de fs. 42, 
declarándose que el conocimiento de esta causa corresponde á 
la justicia federal. — N'otUíquese original y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

A. Bkrmkjo. — Nica Non G. dbi. 
Solar— M. P. Dakact. — D. 
E. Paiacio. 
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l-'errocarril Pacífico, apelado de ntta resolución de aduana 

Sumario: i." El articulo <f\ de ta ley de aduana sólo se refiere 
á los empleados de ésta, á quienes autoriza á reclamar al 
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ministerio de hacienda de las resoluciones de los adminis- 
tradores, en los casos He absol ución ó atenuación de las ¡Mi- 
nas señaladas por las ordenanzas. 

2. a Xo resultando que el denunciado haya apelado de l;i 
resolución de la ¡tduana al ministerio de hacienda, no puedv' 
denegármele la apelación interpuesta para ante el juzgado 
federal. 

Caso: Kesulta del siguiente fallo: 



FALLO 1>IC LA CORTK sri'WMM A 

Buenos Aires. Septiembre 7 de ISIl 

Vistos v considerando : 

Que la sentencia apelada tic la cámara federal de apela- 
ciones de La nata de fojas 5,1, declara que la justicia federal ca- 
rece de jurisdicción para rever ta resolución del señor ministro 
de hacienda de fujas 24. fundándose en que el recurrente había 
consentido la resolución det administrador de aduana, y en que 
el denunciante había ocurrido de ella para ante aquel ministe- 
rio. Interpreta y aplica en su decisión los artículos fifi y 67 de 
la ley de aduana número 40,33 y artículo 10Ó4 de las ordenanzas 
de la misma. 

Que el artículo de las ordenanzas rpic se cita, carece de 
aplicación, pues lo ijuc él dispone es que si el condenado ]ior 
la resolución del administrador no ocurre á la justicia federal 
dentro de tercero día, esa resolución tendrá fuerza de eosa juz- 
gada, y en el caso esa fuerza es atribuida, no á la resolución del 
administrador que impuso á la empresa del ferrocarril al Pací- 
fico un recargo de! dos por ciento sobre el valor de la mercade- 
ría, sino á la resolución revocatoria dictada \xir el ministerio de 
hacienda, que impuso una multa igual al valor de los artículos 
mal mani testados. 

Que el artículo 66 de la ley de aduana, sólo se refiere á los 
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empicados de ésta, á quienes autoriza á reclamar al ministerio 
de hacienda de las resoluciones de los administradores en los 
casos de absolución ó de atenuación de las penas señaladas poi 
las ordenanzas. 

Que en cuanto al articulo 67 de la ley de aduana, dispone 
lo siguiente: 

"De las resoluciones condenatorias de los administradores 
de rentas podrá recurrirsc al ministerio de hacienda en la misma 
forma del artículo precedente. 

"La opción de los interesados ]>or el recurso administrativo 
importara la renuncia del recurso judicial y viceversa." 

(Jtie en el caso no puede aplicarse esc artículo á la empresa 
den un ciada desde que se reconoce que ella consintió la resolución 
del administrador, de fojas 10 vuelta, y no puede decirse que 
ha optado |>or itn recurso que no lo ha deducido. 

(Juc á lo expuesto >c agrega que en el reclamo administrati- 
vo llevado al ministerio de hacienda por el denunciante no se 
ha dado intervención alguna al denunciado í fojas 15 á 24). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo resuelto en 
la causa que se registra en la página 176. tomo 86 de los faltos 
de i ; sta Corte, oído el señor procurador general, se revoca la re- 
solución apelada de fojas 53. y vuelva al trilmna! d^> su proce- 
dencia para que dicte la resolución que corresponda. — Notilí- 
quesc con el original y repóngase el papel ante el inferior. 

A, IíKitMKjo. — Nicanor C del Sola». 
— M. V. Dakact, — 1). E. Palacio 
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/osé Htirtis contra el gobierno de la provincia de Córdoba; sobre 

interdicto de retener 

SiiMartQ'. Siendo las autoridades políticas de un departamento 
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de la provincia de Córdoba agentes naturales del gobierno 
de esa provincia, tono cuanto ellas hagan ó ejecuten en tal 
carácter y que lesione un derecho particular garantido por 
las leyes, sin importar un crimen ó delito, obliga á dicho go- 
bierno. En consecuencia, procede el interdicto de manuten- 
ción en la posesión entablado contra el gobierno de la pro- 
vincia por la apertura de un camino hecho por las autorida- 
des locales en un campo de propiedad privada poseído por 
el actor. 

Casa : Resulta del fallo siguiente : 

FALLO UK LA CORTE SITKKMA 

Buenos Aire*, Septiembre 12 de MI. 

Y vistos: 

Don José Bartis se presenta exponiendo: Que es poseedor 
á titulo de dueño de flos fracciones de campo contiguas, en el 
departamento Kío 4. prov incia de Córdoba, cerca íle la esta- 
ción "Chaján* ferrocarril l'acílico. adquiridas una cJ año de np 4 
y la otra, en el mes de Mayo de hjoc), habiéndolas poseído pú- 
blicamente y sin contradicción de nadie como igualmente las tu- 
vieron sus causantes. 

(Jue las linea* de puntos marcadas en el croquis de fs. 1 
acompañado, indican atgunes de los alambrados mandados cons- 
truir ¡K>r el exponente para poner el campo en condiciones de 
ser cultivado. 

One las lineas tle alambrados de los costados norte y oeste 
de la'fracción núm. r, las hizo el año 1005 y el alambrado norte 
v sur de la núm. 2 en Mayo de ioor> concluyéndose tino ó nos 
meses después, sin contradi cerón de nadie, quedando desde en- 
tonces esta fracción bajo cerco, con st ni yéndose poblaciones, 
aguadas, alambrados interiores y labrándose más de 500 hectá- 
reas. 
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Que en esta situación e! día 1 1 de Agosto del año pptlo. se 
presentó á su estancia "María Adela" ( fracción mtm. i del cro- 
quis acompañado) la fuerza pública de la provincia de Córdoba, 
representada por el subcomisario de policía de "Chajan" don 
Juan Rodríguez, del comisario general del departamento. María- 
no X. Pizarro, de un sargento y ele un agente de policía arma- 
dos á carabina, y constituyéndose en los puntos demarcados con 
las letras A, lí y C, del croquis de la referencia, cortaron en 
dichos puntos las tres líneas de alambrados que van de este á 
oeste, arrancaran varios postes y transitaron por el sembrado de 
alfalfa, colocando un cartel en el punto A con esta inscripción: 
"Dado al servicio público por orden de la jefatura de Río 4°". 

Que en ausencia del eximente, el encargado del arrenda- 
tario señor A. J. Znbiaur, se dirigió á la subconiisaria de Chajan, 
reclamando del atropello llevado á caito contra la propiedad de 
aquél, contestándosele con la nota acompañada de fs. 2 en la 
que se espresa que la fuerza pública ha procedido así por orden 
superior. 

Que todo esto reconoce por causa una pretensión del go- 
bierno de Córdoba, de establecer un camino para el tránsito pú- 
blico entre el deslinde del camjx> Mará Adela í fracción núm. 1 ) 
y el que fué de Cauutyrano y otros ( fracción núm. a), también 
de su exclusiva propiedad, 

Que los actos referidos, ejecutados \x>r el gobierno de Cór- 
dolia iiujiortan turbarlo en su posesión y le compete, por lo tan- 
to, contra dicha provincia la acción ¡asesoría de manutención 
en ¡a posesión, á efecto de <\v>¿ sea rcs]>eetatfa, acción que del*: 
ser /Ligada como de despojo, en virtud d elos hechos relacio- 
nados y disposiciones legales que cita. 

Acreditado el fuero de esta Corte Suprema, se ordenó la 
citación de la provincia y el comprendo de las partes á juicio 
verbal, que se verificó el día 6 de Octubre ppdo., en cuyo acto 
el demandante reprodujo la demanda de fs. 4 y siguiente; y el 
apoderado de la provincia demandada expu>n á su vez; 

Que la acción deducida contra la provincia de Córdoba, era 
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improcedente porque los hechos ejecutados por las autorida d 
políticas del departamento de Río 4. que constituyen tos actos 
pertúrbatenos de la posesión de que se queja e! señor llartis. no 
pueden crear vínculo obligatorio á la persona jurídica del fisco 
provincial de Córdoba. 

Que para vincularlo á este juicio sería preciso demostrar 
que esas autoridades han procedido por lo menos en virtud de 
órdenes y decretos expresos y terminantes del gobierno tic la 
provincia. 

Que de los hechos expuestos en la demanda ni mucho me- 
nos del cartel á que se refiere el actor, en el que hay una mani- 
festación tan franca y tan categórica, aparece el fisco de Cór- 
dolia vinculado á los actos que provocan este juicio y ]K>r con- 
siguiente la acción ha sido mal entablada y ha debido dirigirse 
contra los que ejecutaron los hechos perturlwdores de la pose- 
sión. 

Que el gobierno de Córdoba ó más bien la persona jurí- 
dica di! fi^-o de Córdoba, fio re^xjndc. pues, de tes actos ejecu- 
tados por sus agentes ó -representantes, euaulo ¿V»os no han obra- 
do en virtud de órdenes legales emanadas de autoridad compe- 
tente. 

Que admitiendo que ta provincia de Córdoba estuviese nbti- 
gada por los actos ejecutados por sus agentes naturales, coino 
son las autoridades de Rio 4 "- 'a demanda seria igualmente ím- 
pn;e cíenle, por ser inexactos los hechos en que se funda, y por- 
que los prttccdimientos observados en este caso se ajustan á los 
preceptos de la ley y han si<t o observados en ct deber de prote 
jer ¡os grandes intereses de la viabilidad pública. 

Que en el mes de Abril del año anterior el jefe de político 
de Rió 4." recibió denuncias de que atgunr.s vecinos de Cbajan 
habían clausurado tos caminos públicos que conducen de este 
punto A tas estaciones Tauncro y Moldes, y (pie practicadas tas 
averiguaciones del caso resultó ser e! demandante uno de ellos. 

( l ue entre la fracción nútn. 1 y la mim. 2 del croquis acom- 
pañado á ta demanda ha existido desde tierni*. inmemorial y 
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antes de confundirse en una sola estas dos propiedades, una 
calle ó camino púbüco, que ito es otro que el que une ta estación 
Chajan <le] ferrocarril Andino, con Paunero, Moldes y demás 
parajes de aquella importante zona colonizada, y que éste es el 
camino clausurado su 1) re) xtici amenté ]>or el señor Bartis. violando 
los principios de derecho público provincial consignados en el 
código rural de la provincia. 

Que es laminen improcedente la demanda, en mérito de lo 
resuelto jior esta Corte Suprema en numerosos faltos, de que 
no se puede ejercer contra la persona jurídica acciones crimi- 
nales ó civiles por indemnización de daños aunque sus miembros 
en común ó sus administradores individualmente hubieran eje- 
cutado actos que redunden en beneficio de ella, 

Que advertidas las partes que en esta audiencia podían 
ofrecer la pruetia pertinente, así lo hicieron, produciendo ta 
corriente de fs. 56 á f2 por el actor y por el demandado la de 
fs. 74 á 104, haciéndose mérito después de dicha prueba \kw tina 
y otra parte, con lo tjue se pusieron los autos al despacho 

Y considerando : 

Que las autoridades |xi1it¡cas de) de|>artamcnto de Rio 4." 
son agentes naturales del gobierno de la provincia, mino lo ex- 
presa el apoderado de ésta ¡1 fs, 46, á lo que se agrega según 
el mismo, que jior tas leyes locales están encargadas en su ju- 
risdicción de cuidar que los caminos púbHcos se conserven es- 
toditos | fs. 4O y siguientes). 

Que asi todo cuanto hagan ó ejecuten al respecto y que 
lesione un derecho particular garantido |ior las leyes, sin impor- 
tar crimen ó delito, obliga á dicho gobierno, máxime citando, 
como en el camsuh juditc, el got»ermr|or y sr ministro del ramo, 
conocieron o| huí 11 neníente !os hechos que motivaron la demanda 
sin mandarlos reparar, y antes \x*r el contrarío, el segundo de 
estos funcionarios remitió el expediente administrativo que to- 
rre de fs. 82 a 104 como instrucción al representante de la pro- 
vincia para responder al juicio que se promovía (decreto de fs. 
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82 vucka). «1 cuya virtud se hizo la defensa, no de persona de- 
terminada, sino de las autoridades del departamento Río 4. que 
obraban en cumplimiento de su deber ( fallos tomo 57 pág. 95). 

Que en tal virtud, no correspondía al demandante invocar 
ni probar órdenes ó decretos gubernativos, para motivar la acción 
que instauraba, siendo bastante, entre otras consideraciones, la 
aprobación tácita de lo ejecutado ]>or funcionarios exclusivamen- 
te dependientes del poder ejecutivo que es quien tiene la repre- 
sentación en juicio de ta provincia. 

Que no se trata por otra parte de responsabilizar á una 
persona jurídica por actos ú omisiones de sus administradores, 
sino de amarar derechos consagrados j>or la ley, si resultasen 
lesionados por agentes del gobierno provincial y <le volver las 
cosas, en su caso, a! estado anterior á los hechos que motivaron 
la demanda, sin perjuicio de cnie éste ejercite las vías legales co- 
rrespondientes las acciones que crea tener. 

Que el demandante ha probado con los testimonios corrien- 
tes de fs. 60 á 72 v 90 y 93. que tenia la posesión de más ele 
un ano. publica, exclusiva y bajo cerco de la arción de terreno 
de que se trata, cuando fué violentamente turbado en ella por 
las autoridades del departamento Río 4 " circunstancias que cons- 
tan en los testimonios citados y mas especialmente en las referen- 
cias del endiente administrativo agregado. 

Oue en con*ecuencia. eJ caso se encuentra regido por las dis- 
posiciones de los artículos 2495. 2*/» >' *497 >' concordantes del 
código civil ( fallos tomo 93 l«£. 344. tomo 95 pág. 102 y otros). 

Que no Ijasta para justificar lo hecho por las autoridades de 
Rio 4" que sea un camino público, como se afirma, el interceptado 
ó clausurado por Hartis, porque cnlaquicra que sea la naturaleza 
de la iwsesión. nadie puede turbarla arbitrariamente (artículo 
2469 código civil), siendo de observarse que el demandado no 
ha invocado otro título al camino que pretende que el de haljer 
los causantes de üartis permitido voluntariamente el tránsito, 
dej añilo un es|>ac¡o entre sus propiedades, permiso que ha podido 
en cualquier momento retractarse puesto que no se ha alegado 
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ningún acto formal que demuestre que se desprendieron de la 
propiedad 6 constituyeron otro derecho á favor del gobierno y 
para un uso público, no pudíendo en consecuencia decirse que la 
posesión del demandante sea la de un bien del dominio público 
inalienable y fuera del comercio. 

Que en el supuesto de que las autoridades de la provincia 
demandada hayan usado de facultades conferidas por sus leyes 
locales, como se afirma, no pueden éstas entenderse ni ejecutar-* 
con detrimento de las garantías consagradas por la Constitución 
y las leyes comunes respecto de la propiedad privada (falío to- 
mo 95 cit,). 

(Jue la manifestación expresa del demandante á fs. 1 10 de 
los autos debe considerarse como desistimiento de lo pedido en 
la demanda, respecto á'os daños y perjuicios por lo que se hace 
innecesario un pronunciamiento sobre el particular. 

Por lo expuesto se declara haber lugar al interdicto y se 
ordena restabVccr en el plazo de 30 días al estado que tenían 
los alambrados destruidos por las autoridades de Río 4.* en el 
campo poseído por don losé Hertis sin especial condenación en 
costas á mérito de reconocer por el demandante, haber formu- 
lado una petición improcedente como la que se expresa en el 
considerando anterior. 

Notiíiquesc con el original y repuestos los sellos archívese. 

A. Hkkmkjo. — M. P; Dakact. 
— D. E. Palacio. 



CAUSA LXXV11 

Recurso extraordinario deducido de hecho por Felipe Camia 
en autos sobre "habeas corp$ts" 

Sumario: La extensión y alcance de tas fot mas procesales co- 
rrespondientes a la sustanciación de los interdictos de habeas 




corpus, regidos por las disposiciones del código de procedi- 
mientos en Jo criminal, no autoriza d recurso extraordinario 
previsto en el artículo 14 de la ley núm. 48. 

Caso: Ivo explican las siguientes píwas: 

4' 

DIO AMKN DIX Sr. PROC VKA DO R GgSÜIUL 

Bueno* Mrea, 87 Mayo de MU. 

Suprema corte : 

Se interpone el presente recurso en 110 juicio de hateas cor- 
pus resuelto negativamente y en definitiva por ta cámara federal 
de apelaciones de ta capital, de acuerdo con las disposiciones co- 
munes que rigen el expresado juicio y teniendo presente que es- 
tando en libertad el reclamado hay razón para que el recurso 
prospere. Us demás incidencias, respecto a ta reintegración, por 
cuenta de la nación del reclamado a esta ciudad, nada tiene que 
hacer con el habeos corpas que sólo puede referirse a su liber- 
tad individual. 

En tal concepto no encuadra el caso dentro de la enumera- 
ción del artículo 14 de la ley 48, no por el hecho de la actual 1i- 
liertad del reclamado procede el recurso extraordinario del ar- 
tículo 6 de la ley 4055. 

Pido en consecuencia a V. E. se sirva declarlo bie:i denega- 
do, mandando devolver los autos como corresponde. 

Julio Botet, 

FAI.1.0 DK LA CORTE SUFRO! A 

B»e«o« Airee, » Septtea* e «e Mil, 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada, deducido por 
don Felipe Caima en representación de Severo Caporateti y 
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otros, contra sentencia pronunciada por la cámara federad de 
apelaciones de la capital, en autos sobre interdicto de habeos cor- 
pus-, 

Y considerando : 

Que reconocido el hecho de que las personas en cuyo nombre 
se inicia el interdicto sé encuentran en libertad, la resolución 
apelada ha desechado la exigencia de que aquéllas fueran rein- 
tegradas a esta capital por cuenta de la nación, desde e! presi- 
dio de Ushuaia adonde fueron transportados, fundada en que 
esa pretensión ts extraña al interdicto promovido, expresando 
que ; "en la hipótesis de que el poder ejecutivo hubiera abusado 
de la facultad que le acuerda el artículo 23 de la Constitución 
Nacional, no seria la petición de fojas 1, presentada bajo la 
forma de un interdicto de habeos cor pus, el modo legal corres- 
pondiente para obtener un pronunciamiento judicial contra ta 
nación. 

Que se ha tratado asi de la extensión y alcance de las for- 
mas procesales correspondientes 4 la flotaactacifa de los inter- 
dictos de habeos corpas regidos por las disposiciones dd código 
de procedimientos en lo criminal, invocados al promoverle el 
recurso como fundamento del mismo y po>- auto de fs. 12 (fs, 
2 vuelta). 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto por la juris- 
prudencia de esta Corte, la interpretación y aplicación de las 
prescripciones del código citado, no autorizan por si solas el res 
curso extraordinario previsto en el art. 14 de la ky núm. 48 y 
6.* de la tey 4055 (faltos t. 67, pág. 275 ; t. 99 pág- 158 y otros). 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se declara bien denegado el recurso. — Notifiquen 
con el original y repuesto el papeJ. archívese, devolviéndose los 
autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. mu 
Solar. — M. P. Daract. — 
L. Lófez Cabanillas. 
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Lasso finos, contra fa compañía del ferrocarril Buenos Aires 

y Rosario, Competencia. 

Sumario : No corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
las causa* tie jurisdicción concurrente en las €|ite el valor 
demandado no excede de quinientos pesos, cuando, por otra 
parte, el caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia de paz 
de la provincia respectiva. 

Caso : Resulta del siguiente fallo : 

KAUUI L)K LA COR1E SUPREMA 

Bueno» Aire», 21 Septiembre de IBU. 

Vistas para reconocer del recurso (Seducido en los presentes 
autos, seguidos ante el juzgado de paz de Súnchales. ¡>or Lasso 
hermanos con la empresa del ef rrocarril líuenos Aires y Rosario, 
hoy Centra) Argentino* sobre devolución de fletes pagados por 
el transarte de mercaderías desde la estación Gutiérrez (pro- 
vincia de Mendoza) a la estación del referido punto de Sún- 
chales, provincia de Santa Fe. 

Y considerando : 

Que el fuero federal pretendido por la empresa demandada, 
ha sido fundado en la distinta vecindad de las partes, o sea. por 
razón de las personas que intervienen en el pleito, y no por la 
naturaleza de la causa. 

Qut, con arreglo a lo dispuesto por la ley ntun. 927 de 3 
de Sqjtiembre de 1878, han quedado excluidas de la competencia 
de la justicia nacional todas aquellas causas de jurisdicción con- 
currente en las que el valor del objeto de mandado no exceda 
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de quinientos pesos, cuando por otra parte el conocimiento del 
caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia de paz de la pro- 
vincia respectiva, según las leyes de procedimientos vigentes en 
ellas, como lo tiene también resuelto esta Corto en repetidos 
fallos, tomo 52 pág. 397, 57, 206, 272, 108 y 137. 

Que el monto de las simias reclamadas |n>r los actores en 
esta causa como devolución del Hete y gastos, asciende á cua- 
trocientos sesenta y cuatro pe*^ con ochenta y seis centavos, 
como consta de la demanda reproducida en el acta de fe. 17 
vuelta, suma inferior á la fie quinientns pc>os establecida como 
limite para la exclusión del fuero federal, por razón de la can- 
tidad en la citada ley núm. 927. 

Por ello oído el señor procurador general, se confirma la 
.sentencia apelada de fojas 85 cu la parte que ha sido materia 
del recurso. — Xotiíiquese con el original, repóngase las fojas 
y devuélvanse. 

A. BERMEJO. — NICANOR G. DEL 

Solar. — M. Daract. 



CAUSA LXXIX 

Basco José contra ta empresa dé ferrocarril Pacífico sobre cobro 
de pesos. Recurso extraordinario. 

Sumario: i." No procede el recurso extraordinario del articulo 
14, ley 48, interpuesto contra una resolución que decide pun- 
tos de hecho, como ser el de que una empresa de ferroca- 
rriles nacionales no puede invocar en su favor la ley 5315, 
para eximirse del pago de afirmado, i»rque no ha compro- 
bado que el pavimento que se le cobra corresponda al frente 
de terrenos ocupados por vías ó construcciones de dicha em- 
presa. 



2." Una empresa de ferrocarriles nacionales no puede re- 
sistirse at pago de afirmados hechos frente a terrenos que 
no contienen vías ni con>truccióii alguna de la empreña, 
porque la ley 5315 sólo exceptúa de impuestos las lineas prin- 
cipales o ramales, sin incluir todas las propiedades de los 
ferrocarriles. 

Cuso; Lo explica el siguiente fallo,; 

I f Al,[.lí DK I,A COKTK SUI'KKMA 

ÜHno* Airea, 2H Septiembre de IUII 

Vistos: l)t>n José Hosco demandó al ferrocarril C. A. por la 
suma tic 2365 $ 30 cents, mjn. provenientes de construcción de 
afirmado en la calle Catming entre las lincas de dicho ferrocarril 
\ el lí. Sl y R. al frente de la proi>icdad que allí tiene el pri- 
mero. 

Opuesta y rechaza da la exce|>eión de incompetencia. >e con- 
testó la demanda, alegándose entre otras razones, míe el cohro 
era improcedente, con sujeción al articulo 8 dé la ley 5315. Las 
sentencias de fs. 73 y fs. 95 110 hicieron lugar a esta defensa y 
la empresa interpuso el recurso del articuol ó. ley 4°55« q tlt ' e 
fué concedido. 

Y considerando : 

Qtié no existe en el caso interpretación de la ley citada núm. 
5315 en el sentido de que ella no haya eximido al recurrente del 
pago de afirmados por los inmuebles que ¡Hjsea en carácter de 
empresa ferroviaria, vale decir, a los fines del articulo 1." de la 
ley núm. 2873. 

Que» en efecto, los votos de dos de los cuatro vocales que 
intervinieron en la sentencia de fs. 95 se limitan á decir, aceptan- 
do la liarte final del voto precedente : "En mi opinión la empre- 
sa demandada no puede invocar en su favor las disposiciones de 
'a ley 5315, pues no ha comprobado que el afirmado tjitc se le 
C0ra corresponda al frente de terrenos ocupados por vías o 
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construcciones de dicha empresa; los informes expedidos á so- 
licitud de la ]jarte demandada comprueban lo contrario, pues 
de ellos rcsitka que ese terreno se encuentra cultivado fs. 47, . 
es adyacente á ta zona de la vía y no contiene construcciones de 
ningún genero de la empresa. " 

One conforme a lo reiteradamente resuelto, las decisiones 
sobre puntos de hecho no pueden >er revisados y mottiticados por 
esta Corte con motivo del recurso extraordinario de que sje tra- 
ta I inc. 5* art. 14. ley 48). 

Mne partiendo del hecho preindicado. es indudable que el 
ferrocarril C. A, no puede resistirse al cobro que se le ha hecho, 
|M>r más amplio que sea el alcance que se de al articulo 8 de la 
tey 53' 5 P° r <tw sólo exceptúa de impuestos las lineas prin- 
cipales ó ramales', sin incluir todas las propiedades de los ferro- 
carriles f fallos, tomo 1 13. |*ág. 165). 

En su mérito se declara no hal»er lugar al recurso. — No- 
tifiquese ct>n el original y devuélvase, debiendo los sellos re]x>- 
nerst ante el inferior. 

A. BKKMiejrj. — M. P; Dahact. 
— D. E. Palacios. 



CAUSA LXXX 

Las provincias de Sonta Fe y Córdoba sabré ¡imites interfro- 

vincialcs. 

Sumario: j." L» facultad conferida al congreso en el inciso 14 
articulo 67 de la Constitución, de fijar los limites de lai 
provincias, no excluye la jurisdicción de la Corte Suprema, 
en los casos de los artículos roo, 101 y 109 de la misma cons- 
titución, para entender en cuestiones suscitadas entre pro- 
vincias, sobre la tierra que pretenden poseer o que se en- 
cuentre dentro de sus respectivos limites, siempre que U 
resolución que haya de dictarse 110 implique forzosamente 
ta determinación de los límites referidos o la modificación 
de los determinados jx>r el congreso. 
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W La Corte Suprema no puede intervenir como arbitro 
para resolver cuestiones (le límites entre provincias, puntos 
que son de incumbencia inmediata y directa del congreso. 
K! concepto de arreglos, a que se renere el artículo 2? de 
la ley tt68, comprende las resoluciones en juicio arbitral, 
siendo, por tanto, extemporánea la ejecución por vía judi- 
cial de un laudo sobre límites interprovinciales no aprobado 
todavía por e! congreso. 
C aso : Lo explica el siguiente fallo : 

FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Bueno* Aires, 9a Septlenbrc de latí 

Autos y vistos: 

Don Federico Gallegos, por la provincia de Santa Fe, expo- 
ne (ís, 62 y siguientes) : 

(Jue esta Corte Suprema como tribunal arbitral, falló en 
18 de Marzo de 1882 el incito de límites que desde muebos años 
atrás se ventilaba entre las provincias de Uuenos Aires, Córdo- 
ba y ¿anta Fe. 

Que al bacer el trazado de los límites sobre el terreno de 
acuerdo con el laudo. las provincias de Córdoba y Santa Fe, no 
pudieron [jonerse de acuerdo en la linea 'a partir de un punto 
dos leguas al este del Fuerte de las Mortcsas que, tomando el 
límite de los Altos vaya a terminar en el centro de la Laguna 
de los Porongos; lijada en la i>arte desjiositiva de dicho laudo. 

Que el 8 fie Junio de 1908. se firmó entre los poderes eje- 
cutivos de las provincias mencionadas un convenio i»r el cual t 
se comprometían, previa aprol*ación del mismo por las respec- 
tivas legislaturas, a nombrar un perito cada parte, para que 
lucieran el trazado de la linea referida, estableciéndose a la vez. 
entre otras cosas, que las divergencias que pudieran surgir entre 
Ioí írritos, fuesen solucionadas |*>r esta Corte, en el propio ca- 
rácter de tribunal arbitral. 

Que aprobado el compromiso por la¿ legislaturas de Córdo- 
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ha y Santa Fe, nombrados los peritos, y producida la divergencia, 

según se comprad» por los documentos que acompaña, solici- 
ta se resuelva en definitiva, como lo aconseja el perito señor 
Vásquez. 

Que e! doctor G. Figueroa, por la provincia de Córdoba ( f s. 
105} aduciendo en substancia los mismos antecedentes, pide 
qué esta Corte se constituya en tribunal arbitral y lije término 
l«tra que las partes presenten un alegato sobre el mérito de los 
documentos y pruclia producida. 

Que el señor procurador general souiene que la corte, con- 
forme ;t las disposiciones constitucionales y legales que invoca, 
no puede aceptar el arbitraje de que se trata < f s. 109 ) , 

Que el expresado representante de la provincia de Córdoba 
manifestó jjoster tormente ( fs. 1 14) que se había celebrado otro 
convenio que acompaña, entre dicha provincia y la de Santa Fe, 
en 14 tle Diciembre de 1910. según el cual los gobiernos respecti- 
vos instarían él pronunciamiento arbitral; y en el caso de no 
aceptarse el arbitraje, solicitan de la misma corte la ejecución 
del laudo antes recordado de 18 de Marzo de 1882, desde la 
columna ¡nterprovinctal situada á dos tegua < al este del Fuerte 
de los Morteros hasta el centro de la Laguna de los Porongos, 
jior estar ya demarcada, de común acuerdo el resto de la línea 
divisoria. 

Y considerando; 
Que con arreglo al inciso 14. artículo 67 de la Constitución, 
corresjionde al congreso lijar los límites de las provincias, por- 
que en esa fijación de carácter político, están interesadas no 
solamente las provincias colindantes sino también la Nación y 
el mantenimiento del justo equilibrio que del>e existir entre 
aquellas, en garantía del sistema federativo de gobierno que las 
rige. 

Que aplicando esa disposición, esta Corte ha deslindado su 
jurisdicción constitucional de la del lionorable congreso, en los 
diversos casos traídos a su conocimiento, entre otros, el de la cau- 
sa seguida por el doctor Ramón Carcano y don Doroteo Olmos 
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contra <lon Andrés Goichts, sobre interdicto de retener la posi- 
ción, y posteriormente por la provincia de Santiago de) Estero, 
contra Ja de Córdoba, citadas de evicción, respectivamente poi 
aquellas, consignándose en esa resolución !o siguiente: 

i * Que si bien el inciso 14 del artículo 67 de la Constitución 
Nacional, ha conferido al congreso la facultad de fijar los lími- 
tes de las provincias, tal disposición, no puede considerarse ex- 
cluyeme, como lo pretende la provincia de Córdoba, de la ju- 
risdicción que a esta Corte confieren en términos generales los 
articulo* 100. 101 y 100. de la misma constitución para entender 
en cuestiones suscitadas entre provincias, sobre la tierra que 
pretenden poseer o que se encuentra dentro de sus respectivos 
límites, siempre que la resolución que haya de dictarse no im- 
plique forzosamente la determinación de ¡os ¡imites referidos 
o ta modificación de los determinados por el congreso, porque 
entendiendo de otra manera las disposiciones constitucionales re- 
cordada í, la intervención del congreso no se crmtnscribiria al 
acto definitivo a que se refiere el inciso 14 del articulo 67, y 
podría estar produciéndose siempre que surgiera un conflicto 
interprovincial sobre posesión o dominio de tierras fronterizas, 
lo cual sería contrario a los propósitos de las otras disposiciones 
constitucionales citadas y a la jurisprudencia establecida por es- 
ta Corte en numerosos casos. 

"2. Que tratándose en el caso sub judice de una acción po- 
sesoria, y no debiendo, por !o tanto, el faMo que al respecto 00- 
rrestíondiera dictarse, prejuzgar nada sobre la propiedad de las 
tierras á que dicha acción se refiere, con arreglo a los límites de 
las provincias de Santiago y Córdoba, ese faHo no sería suscepti- 
ble de impedir la decisión ulterior legislativa, o la que por otras 
vías se buscara para el tratado de la línea divisoria entre di- 
chas provincias. Artículo 2482 y correlativos del código civil". 
(Fallos, tomo 98, pág. 107). 

Que anteriormente, en la causa seguida por üunge y otros 
o un ra la provincia de Santiago dd Estero sobre indemnización 
de perjuicios, esta Corte había expresado: "Sólo puede darse 
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por plenamente averiguado que Jos gobiernos de las provincias 
de Santiago y Córdoba, han obrado atribuyendo á ta provincia 
de su respectivo mando, las tierras de la cuestión por reputar- 
las comprendidas, dentro de sus límites territoriales, lo que hace 
<jue, en el estado de las cosas no sea posible declarar a cual de 
ellas pertenezcan realmente, por no haberse fijado todavía el 
limite separativo del territorio de las dos provincias. Artículo 
67, inciso 14, de la Constitución Nacional. (Fallos, tomo 81, 

Que como corroboración de esa jurisprudencia debe recor- 
dar síToik: la ley número 28 de 17 de Octubre de i8fo, dispuso 
que e! [»der ejecutivo nacional, pediría a la mayor brevedad a los 
gobiernos provinciales, los conocimientos necesarios para fijar 
los limites de sus respectivas provincias con arreglo al inciso 14, 
articulo 67 de la constitución (artículo 30). 

Que para facilitar la rea! i «ación de ese propósito y cumplir 
el mandato constitucional el honorable Congreso dictó la ley 
número 1 168 de 30 de Mayo de 1882, declarada vigente por dos 
años más por la de 14 de Agosto de 1884, número 1447, dispo- 
niendo que: las provincias que tuvieran cuestiones de límites 
ludientes podían arreglarlas entre sí amistosamente por medio 
de arbitraje, mediación, transacción ó cualquier otro que juzga- 
sen conveniente ; debiendo, en caso de no haber llegado á un ave- 
nimiento, remitir al congrego todos los antecedentes, cotí un in- 
forme detallado sobre los puntos cuestionado*, para la resolu- 
ción que correspondiera. 

Que, vencidos los términos acordados por esas leyes — aún 
prescindiendo de examinar la improcedencia de la constitución 
de esta corte suprema, en arbitro de las partes de que se ocupa 
el señor procurador gen:ral — en todo caso, no le sería dable 
aceptar arbitrajes sobre puntos que son hoy de incumbencia in- 
mediata y directa del congreso, al tenor de lo que en a< judias se 
dispone y lo establecido en el articulo 67, inciso 14 de la consti- 
tución. 

Que tampoco puede intervenir el tribunal en el presente 
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asunto, a Jos fines de ordenar la ejecución del laudo de 1882 ( Fa- 
llo*, tomo 24. página 62), porque, como se establece en la liase 
8.' del compromiso arbitral los gobiernos respectivos debían or- 
denar esa ejecución en todas sus parles (fojas 7 vuelta del ex- 
pediente caratulado: Arbitramento entre las provincias de Bue- 
nos Aires, Santa Fe y Córdoba). 

Que aparece de ÍQS propios documentos presentados por las 
partes ( fojas 1 61 y 65 á 104 de los presentes autos}, que al 
adoptarse este procedimiento de nombrar peritos para el trazado 
de la linea, no se han designado éstos en número impar como es 
de práctica en ca*os análogos. 1 Articulo 142, ley 50) ; por ma- 
nera que no ha habido imposibilidad de cumplir la mencionada 
base 8.* del compromiso. 

Que. de otra parte, el articulo 2" de ta ley 1 168, prescribió 
que Ibs arreglos que celebraran las provincias debían someterse 
al congreso para su a probación, entendiéndose que en ese con- 
cepto arreglos quedaban comprendidos las resoluciones en jui- 
cio arbitral. I Diario de Sesiones, H. Senado, 1881. I, págs. 278 
y siguientes; id. t>. Ü„ 1882. 1. pág. 96. y año 1884. I, pág. 353 
y siguientes ). 

Oue no habiendo recaído decisión legislativa aprobatoria del 
limite indicad*» ppr el laudo que se cita, sería, en tales conside- 
raciones, extemiHjniiiea su ejecucii'»n por la via judicial con el 
carácter definitivo y estable, propio de los trámites de tal natu- 
raleza, máxime en presencia de la ley número 1804, de 13 de no- 
viembre de 1&8Ó, ijue aprobó el arreglo de limites entre las pro- 
vincias de Santa Fe y Santiago del listero, á «pie se refieren las 
leyes de las mismas provincias, fie 2 y 4 de octubre del cita- 
do año. 

Oue. en efecto, con posterioridad al laudo arbitral de 18 de 
marzo de iSS.» y al ijj de junio del mismo año. ( Fallos, tomo ^4. 
páginas 02 y hjvi ; que desechólos diversos recursos que contra 
aquel laudo había deducido et representante de la provincia de 
Córdolta. la ley citada de 13 de noviembre de 1886, aprobó el 
convenio que dcmilitalu la- provincias de Santa Fe y Santiago, 
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en la misma zona que hoy se intenta demarcar sobre el terreno, 
en la .siguiente forma r 

Articulo i." — Queda fijada como linea divisoria entre las 
dos expresadas provincias, una recta que partiendo del punto 
distante dos leguas al este del antiguo puente de los Morteros (el 
mismo á que hace referencia et faHo de la suprema corte de jus- 
ticia nacional, de 1 8 de marzo de 1882, dictado en la cuestión de 
limites entre las provincias de Santa Fe, Ituenos Aires y Córdo- 
1» 1. termine en el extremo sur del ílorde de los Altos y en se- 
guida otra recta que trazada desde dicho extremo en dirección 
a! norte, ocho grados treinta minutos (8" 30') este verdadero, 
llegue hasta el |>aralclo veintiocho (28") grados". ( Diario de Se- 
siones de 1886: Senado, pág 554; L>ipula<k>s, I, pág. 410 y pá- 
gina 52, ile su anexo de leyes). 

Que esc convenio, sea niítf fuere el alcance que se atribuya 
al laudo de 1:" de junio de 1896, mencionado á fs. 77. puede 
afectar los límites tic Córdoba y Santa Fe, en la zona de que se 
trata, según la ubicación que se determine á la laguna «le los Po- 
rongos y á la línea que teniendo de la columna interprovincial 
toque el límite de los ai tos y vaya al centro de aquélla. 

fen su mérito, se declara no haltcr lugar á lo solicitado por 
las provincias de Santa Fe y Córdoba. Notifiquese con el origi- 
nal, repóngase el pa|>el y archívese. 

A. lÍKKMKjo. — Nicanor C DÉL 
Solar. — M. p, Dahact, — D. F.. 
Palacio. 



CAUSA LXXXI 

Compañía de Navegación Rio Bermejo, sobre reconocimiento 
de propiedad de tierras nacionales 

Sumario : 1." La icy 1552 supone incorporado at dominio de la 
nación el territorio de Formosa ó Üermejo, así como los de 
la Pampa, Patagonia y Chaco. Los territorios de las gober- 
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naciones nacionales se conceptuaron» en la ley 1532, separa- 
dos del correspondiente á las provincias colindantes y en tal 
virtud es inaplicable á ellos el artículo 13 de la constitución 
nacional, 

2. ' El reconocimiento de derechos de parte de la nación 
á los ocupantes de tierras en los territorios no se sulwrdinó 
al trazado posterior de la ley general de limites. 

3. * La ley número 28 de 17 de octubre de 1862, declaró 
territorios nacionales los existentes fuera de los limites de 
las provincias, y en consecuencia, la donación hecha por la 
provincia de Salta en 18 de marzo de 1872 á la compañía de 
navegación á vajior del Río Hermejo, de tierras que en vir- 
tud de aquella ley y de la número 1532, no eran de su do- 
minio, fué nula por no encontrarse dichas tierras dentro de 
sus limites o posesión actual. 

Cuso: Lo explica el fallo siguiente: 

tAUW DE LA COSTE SUPREMA 

Bueno» Mm, S*ptt>»tot 3» át Wl 

Vistos y considerando: 

Ouc la ley número 1552 suixme incorporado al dominio de 
la nación ( Diario de Sesiones de la cámara de diputados, [884, 
11» l'ág- 553 > el territorio de l'ornvosa ó Bermejo, asi como los 
de la Pampa, Patagonia y Chaco, pues de otra suerte no se ex- 
plicaría que aquélla mandara reconocer como propietarios á de- 
terminados €jcii|»antes, en to lo ó en parte de los terrenos jiosci- 
dos. fijándoles á algunos plazo para la revalidación de sus titu- 
lo* y autorizando al poder ejecutivo para señalar los términos y 
medios de prueba que debieran rendir otros, al objeto de acredi- 
tar la i)<>«csión, í Artículos 1." á 7." y 10). 

Que el articulo 4." de la ley anterior número 1532. no obs- 
tante lo* términos en que se halla redactado el artículo 1. de ta 
misma, dispuso también que cuando la población de vina gober- 
nación alcanzara ¡i sesenta mil habitantes, tendría derecho para 
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ser declarada provincia argentina: tic que se infiere i|tte los te- 
rritorios de ta> gobernaciones se conceptuaron desdé ¡ucgo sepa- 
dos ilel eorres|jowliente á las provincias colindantes, y en tal vir- 
tud inaplicable á ella* e! articulo 13 de la constitución nacional, 
ipie prescribe: "ladran admitirle nuevas provincias en la aa- 
ción 1 |kto no (unirá erigirse una provincia en el territorio de 
otra ú otra-», ni dé varias formarse una sola, sin el consentirn ¡cu- 
li 1 de la legislatura de la* provincias interesadas y de! coigre?»*. 

*Jue. 011110 1i> c\preíó vi miembro informante le la comisión 
encargada del estudio de! proyecto presentado por e* poder eje- 
cutivo, (pie fué má> unir la ley 1 332, Con algunas nioclí fi 'ac o- 
nes", al establecer los limites de los territorio'; nacionales se ha 
examinado de la manera más prolija y escrupulosa, lodos Jos an- 
tecedentes míe se refieren á tm limites cea las provincias, y ss- 
pccialmcnte de aquellas que tenían cuestiones pcudkntcs ó ( as- 
piraciones a jioscer un territorio más dilatado" consignándose 
asimismo (pié >e habian 'mantenido las jM.?csiones existe ite>. la 
jurisdicción actual de cada provincia hasta donde extendían su 
autoridad y 1! imperio de sus :e\cs. sin detenerse mucho en ! > 
títulos de fundación que se invocan..." 1 1>. !>,, 1884, 1. pagi- 
na U171 > : todo ello sin perjuicio, al igual de lo dispuest.. en el 
articulo 1." de la ley ¿iju/». de lo> derechos que pudieran lri:er 
valer más tarde las provincias y las rectificaciones que procedie- 
ran en mis limites, siendo en este concepto que pnd" caliti 'ar^e 
de pntrisoriti 'la recordada le\ pues tales rectificaciones no de- 
bían afectar las ventas, arrendamientos ti otros artos jurídicos 
-calizados por la nación co i posterioridad á la vigencia de aqué- 
lla, toda vea que esto habría sido contrario al p&poeka íunda- 
tneiita! de j)ob!ar la* gobf. ru aciones. 

(Jue el reconocimiento aludido de derechos de parte de 'a 
nación á los ocupantes de tierras en los territorio-, no se. subor- 
dinó al trazado interior de la ley genera! de limites, da lo qn * 
la ley habla de ocupantes "actuales" ó sea en 1HK4: y la |H>*terior 
número 2370 fie 2* de septiembre de i8&!). coiifirmand • !a ju- 
risdicción definitiva de la nación en el hoy territorio de l-orum- 
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áa, sin que 1» ley gétieraJ indicada se hubiera dictado. CjCfino W 
lo ha -ido hasta el presante, revalidó la concesión hecha á *1 *n 
\ : áta*Sio Ro!¡fán |**r el gobfernp (le la provincia de Salla, de tie- 
rras contiguas á las que se contrae la demanda (plano de ts, í>). 

Que» ¡i su vez. el poder ejecutivo *K* la provincia dü Salla 
ha reconocido tas facultades le la nae.ii «n para revalidar Ion títu- 
los ile) señor Ululan i te. ti y t& é&p. letra C. uúm. 1535). 

One. en lodo caso, la a a «ra l-ii su demanda -o-iiciu' que es 
la nación ía llamada á erií regarle la pilsesiói de ia I ierra, previa 
escritura ame d escribaru mayor <L gobierno < í>. lo vuéttaí, 
Regantío hasta afirmar cuie e- limite entre el territorio ele Por- 
mosa y la provincia de Salla quedó definitivamente trazado so- 
hre el terreno 1 fs. 226 y vuelta 1 : y contó la defensa no se aflova 
en que la naeim carece le facultades, para r.-Vver sobre el 
astmto. sino en ftíutfyds que implican, a; contrarió, sus facultades 
a' respecto, corre$lKirtde decidir la contienda con siijeei.ni á la-» 
leve- recordada- \ demás diqHisieioin's constitucionales y léga- 
le! pertinentes. 

Que la ley número 38 dé 17 de octubre de i8í»j declaro te- 
rritorio- nacionales 'o- exigentes fuera de tbtf límites ó iposesi.'n 
de las provincias: y en ein-ecueneia. la du nación hecha por h 
provincia ríe Salla en IÑ le marzo de 1872, ó sea con |n>sterit>ri- 
dad al 1* de may. «le !f^$ á la compañía de navegación á vapor 
del ííid líerincjú, dé tierra- que. en virtud de etsá ley y de !a nú- 
mero 1532 rio eran de mi (lonunio. íné nula i>or no encontrarse 
aquéllas dentro tic stis limite- ó po-e-ió-i actual y no habría ad- 
quirido va or alguno, ni condieii -nal. en -í Imbüra le admi- 
tirse en pre-enci'i de algunos de los antecedentes de la -anci* n 
de la ley número j^jn u-xp. atí; ;ijí<"- letra G.. ntiin. ISÍ$). 
la número 155J no compre adió títulos de la naturales del que 
tiiybeá la parte aetora emanado inmediatamente de una ley pro- 
vincia' y 110 de c-enuvra pública otorgada ¿i -n forme á la nú-ma. 
ei que no amparó á lo- que 110 ocuparan la tierra, tti la fecha in- 
dicada. 

Qtte, etl electo. A an i" del proyecto sancionado por ti II. 
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B¿i que se convirtió en la ley citada núni. 28. había sido recha- 
zado |Kir la cámara de D*D„ y al aconsejarse a la primera cá- 
mara que insistiera en su sanción, como !o hizo, manifestó e] 
miembro infirmante, senador Lilizalde: "La supresión de otc 
articnlo. señor, viene a importar el rechazo del jrensatiiLcnto fim- 
damuital sancionaoV) |>or el senado. Lo que tenemos que hacer 
nosotros es definir en principio: qué es tierra nacional y qué e 
tierra provincial, tomando n-edidas eficaces para asegurar a la 
nación sus propiedades c impedir que los f/ohiernos provincia- 
les pudieran seguir disponiendo de ellos, anulando las enajena- 
cianes hechas contra ta constitución , . . " ; y el cenador Vélcz 
Sarstietd i "éotno miembro ce la comisión agregaré algo más a 
lo que acalla de decir el señor senador que deja la palabra. . . 
Va he demostrado» señor, que jamás los pueblos tuvieron facti'- 
tad ele enajenar las tierras publicas. l*os limites que fijó e! rey 
de España en algunas provincias, o más bien sus adelantados que 
vinieron a tomar posesión (!e! territorio, basta el estrecho dv 
Magallanes, eran los limites, puramente administrativos; pero 
jamás se les dió derecho a Iús intendencias de enajenar las tw- 
( rra» comprendidas entre estos limites señalados . . . Bien, señor, 
la comisión atentas las enajenaciones que se habían hecho en los 
ticin|xjs que no habían autoridades nacionales, atentas las ena- 
jenaciones que se habían hecho fuera de h posesión y con ma- 
yor razón fuera ríe los límites de las provincias, ha establecido 
que estas enajenaciones son válidas siempre que ellas hayan sido 
hechas de lo que era suyo: y la comisión Hama suyo, a lo que 
estuviese poseído por ellas . jkto son nacionales todas las tierras 
que se hayan enajenado Mura de la posesión.. . Rosas decretó 
premios de tierras a los que hi.biesen hecho campañas contra los 
indios, y Unenos Aires da un,-, ley diciendo: esos premio de tie- 
rras ubiqúense fuera de fronteras; i>ero fuera fie fronteras !jü 
decimos nosotros, no c< suyo' , añadiendo más adelante que de- 
bía tratarse de una po¡*es¡ón actúa!, real y efectiva, i Diario de 
sesiones, II. Senado. 1862. pags. 365, 360 y 370). 

Qlíe ik* autos aparece que las tierras 4 le (pie se trata se ha- 
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liaban fuera de ta posesión real y efectiva de la provincia en la 
época <k la donación, pues la misma actora reconoce que en ellas 
imperaba d indio i fojas 62 vuelta) ; y a*t lo informó tanibiúi 
e! ]x)(Ier ejecutivo de Saltr. re^wcto de las tierras donadas a don 
Natalio Roldan en la propia fecha y en iguales condicione* < fo- 
jas 7 del expediente niim. t« r a C y fojas 19. del expediente 
letra R, núm. 57. acompañados). 

One la interpretación literal y rigorosa ik la ley 1552 en el 
scitído antes expresado, no está conforme, sin embargo, con las 
explicaciones categórica- que se dieron al sancionarla l Diario de* 
sesiones cámara de DI)., té&i, página 554 H), ni cate suponer 
que quedaran en mejores condiciones los que sólo tenian ti- 
tulo sin Ta posesión ¡Jlie los |x»seedores con título: y eti este or- 
den de ideas, es indiscutible que dicha ley. al ratificar las eunee- 
Mones hechas por la provincia de tierras púljicas en los territo- 
rio- nacionales, pudo imponer a ese acto espontáneo de deferen- 
cia o literalidad, las condiciones que se juzgaran justas o conve- 
niente*-, como la contenida en el artículo 1 " de la misma, en cuítii- 
to dispuso que los oenpan.es serian considerados propietarios si 
se presentaban a revalidar sos títulos dentro del término de seis 
meses de su sanción, sin que con ello vulnerara los pK-ceptos 
constitucionales de que se ha hecho mérito, puesto que, jwesein 
dencia hecha de otras consideraciones, se habría tratado de dere- 
chos transmitidos ]>or quien no había pulido hacerlo legítima- 
mente, lartienli) ¿2ja ci'idígo civil L 

One. aun cuando es cierto que el niieuiliro iníormante (k la 
comisión que había despachado el proyecto convertido en ky 
1552 manifestó que la mente de la comisión ai establecer el re- 
quisito de que los títulos sean revalidados por el gobierno nacio- 
nal, es simplemente que se tenga conocimiento de aquellos qut 
tienen título de propiedad, que se produzca el registro nacional 
de esta clase de propiedad. i*ara el conocimiento del gobierno*' y 
que estos conceptos dan lugar a dudas acerca de los verdaderos 
propósitos del legislador, también lo es que el misino miembro in- 
furmanti había expresado antes: "En esta virtud, el poder eje- 
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cativo en el articulo del proyecto que ha presentado a la cámara, 
que es más o menos igual al fie la comisión, establece que a los 
ocupantes ile tierras, co* títulos otorgados por las provincias, se 
les reconoce su propiedad en la extensión determinada siempre 
que se presenten ai gobierno nacional a revalidar sus títulos den- 
tro del término de seis mese*" í I). I). 18S4. 11. pág- 553 >' 555» 
Oite si pasados los sí¡* meses de que lialila la ley, sin que 
lus chupantes se presentaran, la nación no quedaba obligada a 
recotimcrle^ -n> títulos. * » territorios sujetos a sn dominio y 
jurisdicción, y podria por lo tanto proceder a la venta (le los 
mismos inmuebles, no se concibe que t articulo I." de *.a eitada 
ley sólo se hubiera propuesto crear un registro de simple infor- 
mación, sin afectar en nada los derechos de los cji|e no cumplie- 
ran con lo prescripto en ese articulo, adoptando además un crite- 
rio distinto del que informa el articulo 227 de la ley 1K03; ni 
i|iie se empleara el concepto revalidar, cuyo uso en tal sentid*) 
era impropio. 

One. dado que asi 110 fuera, la demanda no seria tampoco 
procedente, porque sí los derechos trasmitidos jior las provincias 
en los territorios son en sí mismos válidos, en concepto de ema- 
nar de los propietarios de esos territorio, la Nación no puede 
estar (Aligada a la escrituración que se pretende o a dar a la 
actora un doble títüíoí ni a pmicrla en imsesiiVi de lo que no le 
ha enajenado. 

One no es. finalmente, aplicable al caso el articulo 2.0 de la 
ley preindicada núm, 2K, en atención a que las cesiones 11 ofre- 
cimientos de tierras a que él alude hechas a empresas de nave- 
gación, son anteriores al 17 de Octubre de 1862. como resulla 
«le sus propios conceptos, del artículo 107 de la Constitución 
Nacional y se desprende de la discusión i*arlamentaria (Diario 
de Sesiones K. S. 1862 pág 24". ¿4 n >' otras). 

Por estos fundamentos, se con firma la sentencia de fs. 208 
en cuanto absuelve a la X ación de la demanda. Las costas se 
afanarán en el orden cansado, por halier renido la actora razón 



probable para litigar. Xotifiquese con original y devuélvante, 
debiendo reponerse lo* sellos ante el inferior. 

A. (íkhmkjo. — Ñx&wffi Q. nía 
Solar. — D. Pí Dakut, — I), £ 
Palacios. 
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/ifdií (iiorffw y o/rf>, tercena de dominio en el juicio seguido 
por Pío del Rosario . (jglío fowfrd Antonio Hovera y orí*». 
Mfe interpretación de la ley de popel sellad». Recurso $?• 
triwrdhumo. 

Sumario: i* IVocedc el íécurjei extraordinario del art. 14. ley 
(H, contra una rcsolunón que no hace lugar a la aplicación 
tic una multa por pretendida violación de la ley nacional de 
[iai>el sellado. 

2." Ka presentación de un escrito en papel común, peni 
con tina estampilla de igual valor al sellado exigido pnr la 
actuación judicial, no da lugar a la aplicación de multa por 
infracción a la ley respectiva. 
1 aso: Lo explica:) las piezas siguientes: 

i)irr\Mns p«i¡ sr. p^eURAlxiH ckxknai. 

Bucnoi Air», 1» Atollo de 1911 

Suprema corte : 

1'rocL'dc este recurso por encuadrar en la primera parte jfgl 
inciso 2 de! artícenlo 3* de la ley 4055. 

En cuanto a su fondo pido á % K. *e sirva confirmar la 
-enuncia recurrida de fs. n> por las siguientes razones; 

l," Porque no ..e ha defraudado la renta fiscal, ni apare c 
la intención de hacerlo 
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é? Pótqm la eitampUÍa qiis IleVft 1a H« M no ,ia * ií,n rt ?- 
jitu-'ta después fié j>res¿rifactai, corno consta del earjjo de í<»jas 
15. !n iint- induce a p< n ar que no -ic trata dé un pape! smiple 
repuesto eott interioridad, tfno de un pape] ¡aliado o esfetin- 
|iillacln gon nittrriiiriflíid y por e! valor rjttc |>or la ley curres- 
|x>ndc. 

3," (Jue la re()osicii>n ordenada por la sentencia de f>. 15 
vuelta v c«Vá nuiliruiari 1 con$t)tM*c- la recurrida d.* h t ig; tiü 
perjudiea lo dicho, por más <|iu- prevea a ta regularidad del ex- 
pediente en lo relativo al pipul sellado. 

Jttlto Bútci. 

FAU.0 m LA CORTK si'i'RliM A 

Bucemjs Air», 3 Oclubrt de tí+ll 

\ htm y c^iisipejando ; 

One, confirme a to dispuesto por la ley niun. 4055 articulo 
ft y su cprreiatiya de 14 ife Se|;tiemhre de rKo¿. artictiío 14 inciso 
t | procede el rMírso tL lucírlt» en esta eau*a ,»»r tratarse de 
una resolución rjue tiene el carácter de definitiva, y de la inter- 
pretación y aplicación de una lev especial dil congreso. 

Que por lo que hace al fondo del asiiito. resulta cíe autos 
que bien e! escrito de t's. 14 Iva sido presen tadi > .n papel co- 
mún agregándole!? una trampilla p^r un valor equivalente, al 
del sellado en une debió swr extendido;, eonfortue a lo dispnesto 
por la ley lart. ¿J. inc. 1. ley de pape! -aliado», este hecho no 
ha defraudado la renta h-ení. 

(¿ne por otra parle, la irregularidad en que sé ha ¡u.'iirri lo 
coi la presentación del mencionado escrito en las son^idcrtes 
expresólas, ha quedado subsanada c u la rep; lición que, se or- 
ifena en la resolución de f«* 15 vue la, o infirmada por la .amara 
federal de apelaciones ate iK vuelta. 

Por ello v de conformidad o n 1«> pedido por el señor 
curador general, se confirma la expresada resolución eje fs. iH 



vuelta. Xotíínniese origina! y flrrncIvMW estos autos, revinién- 
dose las fojas ante el ¡nlenór, 

A. Ukhmi-jo. — Xir\.\n« (V. ni:i. 
Soi.ak. — I). I'. Dakact. — 1). K. 

I'U.U'IO. L I.OJ'KZ l'AFiASIU.AS. 
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í •ttnimtt. tontni (\tnnni,* Utíptfjf f*Qr l¿SMlt>CS; recurso de hecho 

S'ntuirii,; I >(Mic.i,r;*<!< i |hir la eámara de ajK'la.'ii me* en lo .Tintina! 
e| reeur-i» ejítraortlitiario del ar$crtk> 14. lev 4P. /I cié tuicja 
U-lu- i iuer| muerde il^nti*' • del tcnniio iU* tres día*. 

r"tfjfi| «culta íÍ0Í *.)i¡uiciiti- : 

* 

i au.ií ni: r.A ccjrtfb si i-ki-m a 

ButnuC Atrti. 3 <Jc Oclabr* *tr 1911 

Resultando tle i"" aiitos remitidos por la cámara de :»|>e!a- 
doiies en !«► erimina.1 de "sta eaniia!. ijne la resolución de fojas 
39 vuelta ]v>r la que se ha denegado el reair** de<Uicklo ¡mr 
ante eMa corte, ful notífiéaíla con fecha diez y m?í> "le mayo 
último, conio consta de la diligencia de íoja> 41, 

tjne dénegaifc» e^te redirá >. como mieda dicho, (IcImó inttr- 
|h t terse el de ¿¿Üejé tleiitr.» de! término de tres días, eon arreglo 
el articr.lii $\h del obligo de procedimientos en lo criminal, tér- 
mino <|uc sé viteonírah» vencido con exceso en la fecha de ta 
nreseataci'Hi del escrito tle foja 1 de estos autos, anuo onsta 
de! cargo pui-stn en el mUnio, en cuya virtud dehe estimar-/ co- 
mo consentida la resolución reclamada de fojas 39 vuelta. 
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iVr dio. oido e! señor pr*»cnrador geiiceral. asi se declara y 
archívese esta* actuaciones, devol viéndose los autos remitidos 
por vía de infohne, cbñ testimonio de ésta resolución. Notifiqué- 
is original, 

A. HKRMKJO, — Xll'AXOR 0. IMÍJ. 

Solar. — 1>. P. Daract. — I). K. 
l*\f.\nos.— 1.. l.oi'i-z Cu»amli,as, 



CACSA LXXXIV 

lh*ño (\iroHtut (K tic üscfilmr, por inconitihicionaHátui de un 
decreto de indulto; sobre jurisdicción imtjimria. 

Smttaria : La Corte Suprema no puede conocer or¡i;r tartamente 
•le una acción <le inconstitucionalidad enlabiada contra 1111 
decreto de indulto dictadr- por el poder ejecutivo. 

Caso: U> explican las piezas Higuténtes: 

nú t\mk\ i>i-i. sr, i'km'i'R.MKtn i;km:kai. 

Burnot Aífes, 2» Octubre de 1911 

Suprema Corte: 

La denominada arción de ¡neo?i*riiueii nalida<l que *e en- 
tabla directamente ante V tí, pin: el escrito que antecede, con- 
tra mi decreto «le indulto dieado |*»r él poder ejecuivo. no pro- 
cede ni encuadra dentro de las prescripciones constitucionales y 
leíale* Cftte rigea la jurisdicción originaria de ese alto tribunal. 
Él art. [Oí de la constitución es bien expreso cuando estatuyo 
el límite insalvable de la jurisdicción originaria de V. K-. como 
:o q_s la enumeración tlci intento 1.* de la ley 48 y el texto del 
artículo J." de la lev 4055 que reglamentan y hacen práctica 
aquella disposición constitucional. 
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Extraña a sus prescripciones la acción instaurada, pido a 
Y. E.. se sirva declarar sin más trámite, mi incotn|itftciiHa. man- 
dando que el peticii nante ocurra íícnide i-orr^sponda, 

Julio íiotct 
r,\u.o m: t.a owtií íui-rkma 



Amos y vistos: 

No tratándose de un caso de que esta Corte pueda Éanbrer 
originariamente con arreglo al artículo ioi de la Constitución 
I«mt to que es ajeno á su competencia : de conformidad con lo 
expuesto y pedido l>or c! seno* procurador general, asi se de- 
clara. Xotifiquese con el original y archívese rcpomcndosi' el 
papel. 

A. IIkrmkjh. *— Xkwnou Gi i. 

Sol.Mt. — D. E. l'.M.Ulo.— 1,. L(i- 
l'KZ C.MlANll.l,.\S. 



c\rs\ lxxxy 

i \mm y CiA. i*« autos con don Ramón Sonto, par sobro de 
pesos. Recurso de hecho. 

Sumario: Xo apareciendo nue la garantía de' artículo tí* dt* 
la constitución nacional, fundada en la no interven ciiVn de 
uno de los miembros insaculados jrara constituir el tribunal, 
halla sido discutida con anterioridad al fallo apelado, no 
procede el recurso extraordinario del articulo 14. ley 4K. 

Coso: Resulta del siguienie: 
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l'AU.O UK f.A CORTE SUPBKHA 

ButnM AIt««. 5 Octybic dt 19)1 

Autos y vNtos: el recurso de hecho deducido |>or clon Krau- 
Clüco \\ Viñas por J. Conen r^ia. en autos con don Ramón Son- 
to, de sentencia pronuncióla p-.r la Suprema Corte de Justicia 
de la provincia de üuenos Aires: 

Y considerando: 

Que según resulta de la propia iNjiosición del recurrente, se 
tcáta cíe! pretendido desconocimiento de las leyes procesales 
aquella provincia y resoluciones ejecutoriadas del misino tri- 
linnal. 

í)ue la garantía de! articulo 18 de la Consumé Vi, fundada 
en la no intervención de 'tno de los miembros ín t illado* para 
constituir a atiné!, no aparece disentida en el pleito, con arreglo 
al articulo 14 de la ley núnv. 48. o sea. con anterioridad a: pro- 
111» iciamicnto definitivo de (|tie se apela. 

Qm en el mismo es . rito de inter|>osici('m del recurso de- 
vttetto ]Kir el tribunal a qno, M ha deducido una simple <acci&n 
ile nulidad fundada en el articulo 1047 del código civil, ajena al 
recurso círtraor dina rio deducido t artículo 15 ley núni. 48 1- . 

IVir ello, no ha lugar al de hecho que se interpone. Xotifí- 
([iiese original y archívese. 

A, Bermejo, — Nicanor G. tyü 
Solar. — D I'. Dar.mt. — 1>. E. 

rAL.Ulo.~U. IjflpFJE C\ HAN II.I.AH. 
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Don Antonia (7t7 cu autos con don Simón tfarrts y Cía. sobre 
interdicto de obra nueva. Recurso de hecho. 

Saturnia: \¿a referencia i una garantía constitucional y a una 
ley nacional hecha al interponerse apelación ante la Corte 
Suprema es extetnpo ranea a los fines del artículo 6;\ ley 
4955 y su correlativa núm, 48. 

Caso : Resulta tlel siguiente: 

FALLO DK LA CORTi: SUPREMA 

Buemi Mttf. T octubre de 1*1 

Autos y vistor: considerando: 

Qtte según resulta de los autos remitid** l>or ría de informe 
|H>r la cámara segunda de apelaciones en lo civil ele ¡acanita!, du- 
rante el juicio seguido por el recurrente sol>rc interdicto de obra 
nueva no ha estado en cuestión la inteligencia de cláusula al- 
guna de la Constitución Nacional, 

Que la referencia del articulo 17 de la expresada constitu- 
ción y de la ley de expropiación núm. 189 que se ha hecho al in- 
ter|x>ncrie ablación para ante esta Corte de la sentencia de fo- 
jas 95. es extemporánea a los fines «leí articulo 6 de la ley 4055 y 
sn correlativa núm. 48. como se he resue'to reiteradamente ai 
casos análogos ; pitdicmk» agregarse, que no pueden tampoco fun- 
dar el recurso lo expuesto jwr 4a sentencia de primera instan- 
cia en términos generales sobre los principios que rigen (a expro- 
piación y que dicho fallo se lasa en disposiciones del derecho 
común que en día se menciona». 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, decían hicn denegado dicho recurso. — Xo- 
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lifítliieíc cun el original y archívese previa redición ile sellos, 
devolviéndose los autos remitidos á la cámara tle ablaciones de 
su procedencia, con testimonio de esta resolución* 

A. Hkhmk.hl — Xicaxok Ci, 1>KI. 
Solar, — M. F; Darao.— 

I"), lí. 1'Al.AClO. — L. Loi'K/ 
Cacan su. as. 



